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CUERDO  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Acvsrdo  nombrando  conjueces  para  el  año  de  1875, 

Eln  Buenos  Aires  á  nueve  de  Enero  de  mil  ochocien- 
s  setenta  y  dos,  reunidos  en  su  Sala  de  Audiencia  el 
.  Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte,  abajo  fir* 
ados,  con  el  objelo  de  nombrar  conjueces,  en  cumpli- 
Tiento  del  articulo  veinte  y  tres  de  la  ley  de  procedimientos, 
cordaron  nombrar  á  los  Señores  Doctores :  D.  Lorenzo 
Torres,  D.  Vicente  F.  López,  D.  Miguel  Estoves  Sagui, 
).  Luis  Saenz  Peña,  D.  Federico  Pineda,  D.  Rufino  de 
£Uzalde,  D.  Bernardo  de  Irigoyen,  D.  Víctor  Martinez,  Don 
Daniel  M.  Cazón,  D.  Eduardo  Carranza,  D.  Félix  Sánchez 
de  Zelis,  D.  Felipe  Coronel,  D.  Juan  Agustin  García,  Don 
Juan  María  Gutiérrez,  D.  Vicente  G.  Quesada.  D.  Miguel 
Navarro  Viola,  D.  Sabiniano  Kier,  D.  Ezequiel  Pereyra,  Don 
Wenceslao  Pacheco,  D.  Eduardo  Basavilibaso,  D.  Juan 
Manuel  Terrero,  D.  José  Francisco  López,  D.  Amancio 
Pardo,  D.  Ceferino  Araujo  y  D.  Manuel  Obarrio. 

Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron  ordenando  se  re- 
gistrase en  el  libro  correspondiente  y  que  se  publicase, 
firmándolo  por  ante  mí : 

Salvador  M.  dex  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
j.  b.  gorostuga. 

iV.  Rojo. 
Secretario. 
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mm  DE  y  muu  oorte 

DE-  JUSTICIA  NACIONAL 

CON  RELACIÓN  M  SUS  RESPECTIVAS  CAUSAS 


CONTINUACIÓN  DEL  AÑO  1872. 


CAUSil.    L.IV. 


D*  Rasarw  Delgado  de  Montero,  contra  D.  Andirü  Aitorga^ 

por  cobro  de  pem. 


Sumario.  —  lo  El  conocimiento  y  decisión  de  las  causas 
en  que  sean  parte  un  ciudadano  argentino  y  un  estranjero, 
corresponde  al   Poder  Judicial  de  la   Nación. 

2o  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  en  todas 
las  causas  que  son  de  su  resorte,  es  privativa  y  eseluyentH 
de  la  de  los  Tribunales  de  Provincia,  con  la  sola  limita- 
ción de  las'  excepciones  especiales  contenidas  en  el  ar« 
tículo   12  dé  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia. 
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Sor  ifo  está  oompreadida  entre  estas  la  renuncia  qae  un 
estranjero,  demandado  por  un  arjentinoi  haga  del  fuero 
Nacional. 

i^  El  orden  de  las  jurisdicciones  es  de  interés  general, 
y  no  puede,  fuera  de  los  casos  permitidos  por  la  ley^  ser 
alterado  por  la  voluntad  de  los  que  son  llamados  á  com- 
parecer en  juicio. 

5^  No  puede  reconocerse  al  estranjero  la  facultad  de 
declinar  de  la  jurisdicción  Nacional,  sin  reconocerle  un 
privilegio  que  la  ley  no  le  concede,  y  que  podria  servirle 
de  protesto  para  eludir  ó  retardar  los  juicios. 


Caso.  —  D*  Rosario  Delgado,  como  curadora  de  su  marido 
demente  D.  José  M.  Montero,  demandó  ante  el  Juzgado 
Nacional  de  la  Sección  de  S.  Juan  á  D.  Andrés  Astorga,  por 
la  resiitucion  de  una  suma  que  habia  recibido  para  po- 
nerla á  rédito,  como  curador  que  fué,  de  su  referido 
marido. 

Espuso  que  la  causa  correspondia  á  la  Justicia  Nacio- 
nal po^  ser  ella   arjentina    y   Astorga  estranjero. 

Acreditadas  estas  calidades  y  conferido  traslado  de  la 
demanda,  Astorga  declinó  la  jurisdicción  diciendo  que  si 
D*  Rosario  Delgado  tuvo  razón  de  demandarlo  ante  el 
Juzgado  Nacional,  por  tener  los  estranjeros  el  beneficio 
del  fuero  Nacional,  tenia  él  también  la  facultad  de  renun- 
ciar, como  renunciaba  á  este  beneficio,  y  pedia  ser  juzgado 
por  los  Tribunales  de  la  Provincia,  alegando  las  siguientes 
razones. — 1^  El  Juzgado  de  1*  Instancia  le  habia  dis- 
cernido  el  cargo  de  curador.  —  2^  El  ahorro  de  los  gastos 
mayores  de  la  2*  instancia  ante  la  Suprema  Corte  en 
Buenos   Aires. 

Se   dio  traslado  ^  á    la  demandante    quien  se    opuso  á 
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la  declinatoria^  diciendo  qué  como  el  árjeñtino  demandado 
por  el  estranjero  no  podía  declinarla  jurisdicción  Nacional, 
asi  no  podia  hacerlo  el  estranjero  demandado  por  un  ar- 
jentino. 


Vallo  del  Jaes  SecdoiiAl. 

San  Juan,  Febrero  27  de  1S72. 

Vistos ;  y  considerando :  Que  la  escepcion  opuesta  por 
el  demandado  Astorga,  no  es  lejítima,  por  no  hallarse 
comprendida  entre  las  designadas  en  el  artículo  saenta  y 
tres  de  la  ley  de  procedimientos  del  14  de  Setiembre  del 
63,  que  son  las  únicas  admisibles  —  siendo  un  principio 
de  derecho  que  todo  individuo  es  obligado  á  responder 
en  juicio  ante  los  jueces  competentes  designados  por  la 
ley — fallo  no  haciendo  lugar  á  la  declinatoria  deducida, 
con  costas. — En  su  consecuencia,  conteste  el  demandado 
el  traslado  pendiente  en  el  término  de  ley,  reponiéndose 
esta  foja. 

Morcillo. 

Apelada  esta  sentencia  en  relación,  fué  confirmada  por 
el  siguiente 

0 

F»Uo  de  1»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  1<>  de  1872. 

Vistos,  y  considerando: — Primero.  Que,  conforme  al 
articulo  cien  de  la  Constitución  Nacional  y  al  párrafo 
segundo,  artículo  segundo  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y 
competencia,  corresponde  al  Poder  Judicial  de  la  Nación 
el  conocimiento  y  decisión  de  las  causas^en  que  sean  partes 
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UQ  emdidkao  arjentíno  y  un  estranjero.  —  Segunda.  Qae, 
coDforme  al  articulo  doce  de  la  citada  ley,  la  jurísdíccioo 
de  los  Tríbunalea  Nacionales  en  todas  las  causáis  que  sos 
de  su  resorte,  es  privativa  y  escluyente  de  la  de  los 
Juzgados  de  Provincia,  con  las  escepciones  que  el  mis- 
mo articulo  autoriza.  —  Tercero.  Que,  no  estando  auto- 
rizado por  ninguna  de  esas  escepciones  la  declinatoria 
opuesta  por  un  estranjero  á  quien  demanda  un  ciuda- 
dano arjentino  ante  el  Juzgado  Nacional,  el  caso  se  en- 
cuentra comprendido  en  la  regla  general,  que  lo  hace 
de  competencia  esclusiva  y  escluyente  de  la  jurisdicción 
ante  la  cual  se  ba  interpuesto  la  demanda.  —  Cuarto.  Que, 
fuera  de  los  casos  en  que  la  ley  espresamente  lo  permite, 
no  puede  concederse  que  el  orden  de  las  juridicciones, 
establecido  por  motivos  de  interés  general,  quede  pen- 
diente y  pueda  ser  alterado  por  la  sola  voluntad  de  los 
que  son  llamados  á  comparecer  en  juicio.  —  Quinto-  Que, 
reconociendo  al  estranjero  demandado  ante  la  Justicia 
Nacional,  la  facultad  de  declinar  de  su  jurisdicción,  se 
le  reconocería  un  privilegio  que  ninguna  ley  le  concede, 
y  que  baria  su  posición  mucho  mejor  que  la  de  los  ciu- 
dadanos mismos;  pues,  mientras  que  el  estranjero  que 
tuviera  necesidad  de    demandar   á   un    arjentino,   podría 

interponer  su  demanda  ante  la  jurisdicción  Nacional  ó  la 
jurisdicción  de  Provincia,  con  la  seguridad  de  que  el 
demandado  no  podria  aludir  ni  retardar  el  juicio  en  nin- 
gún caso,  el  arjentino  que  tuviera  necesidad  de  deman- 
dar á  un  estranjero,  no  podria  ocurrir  á  una  ni  á  otra, 
sin  correr  el  peligro  de  que,  ante  la  una  6  la  otra,  el 
demandado  eludiese  ó  retardase  el  juicio  con  un  articulo 
de  declinatoria,  quedando  de  hecho  constituido  en  la  ne- 
cesidad, sin  que  la  ley  le  imponga  ese  deber,  de  pre* 
giiintar  al   demandado,    antes  de  demandarlo,   en   qué  ju- 
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lisdiocion  quería  serla— por  e^tos  fuüdameotos  se  oonArroa, 
con  ooetas,  el  auta  apelado  eorrieote  á  foja  diez  y  siete  vueU 
ta.  Devuélvanse  los  autos  oon  la  planilla  respectiva,  para 
que  el  jues  de  la  sección  haga  reponer  los  sellos  j 
veríñcar  el  pago  cuyo  importe  remitirá  oportunamente  á 
la  secretaria. 

Salvador  M.  del  GAUfiiL. — Francisgo 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Marcelino  Ugarte — José  B.  Go- 

ROSTIAGA. 


ClA^USü.  L.V. 


D.  Estevan  SiUlivan,  contra  losSres.  D.  Camilo  y  D.  Ánsdmo 
Rajo,  par  cumplimiento  de  un  contrato.  Sobre  competencia. 


Sumario.— E\  lugar  dónde  debe  tener  su  cumplimiento 
el  contrato,  según  lo  indica  la  naturaleza  de  las  obliga- 
ciones en  él  contenidas,  es  una  de  las  causas  para  surtir 
fuero. 


Caso.  —  D.  Estevan  Sullivan  contrató  con  los  empresa- 
ríos  del  telégrafo  ajéctrico  de  Córdoba  á  Jujuy,  Sres.  Don 
Camilo  y  D.  Anselmo  Rojo,  la  construcción  de  200  millas  de 
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telégrafo,  oonviniando  en  quo  los  empresarios  debían  propor- 
cionar á  Sullivan  los  materiales  necesarios  y  pagar  una  multa 
de  40  ps.  fts.  diarios  si  por  falta  de  los  materiales  el  cons- 
tructor se  viera  en  la  necesidad  de  suspender  sus  trabajos. 

Sullivan  demandó  ante  el  Juzgado  de  Sección  de  Tucu- 
man  á  los  Sres.  Rojo  por  el  pago  de  esta  multa  por  varios 
dias  en  que  no  habia  podido  trabajar  por  falta  de  mate- 
riales y  herramientas. 

Conferido  traslado»  D.  Camilo  Rojo  pidió  término  para 
contestar  por  estar  ausente  D.  Anselmo,  y  vencido  este, 
pidió  un  comparendo  para  arribar  á  un  arreglo.  Tuvo 
lugar  el  comparendo,  en  el  cual  Sullivan  rechazó  varios 
medios  de  transacción  propuestos  por  D.  Camilo,  y  se 
ordenó  la  contestación  á  la  demanda. 

Los  Sres.  Rojo,  sin  contestarla,  interpusieron  declina- 
toria de  jurisdicción:  1^  Porque  el  contrato  con  Sullivan 
fué  celebrado  en  Buenos  Aires;  2o  Porque  la  sociedad  de- 
mandada tenia  su  domicilio  también  en  Buenos  Aires. 

Conferido,  traslado,  Sullivan  contestó  que  Rojo  habia 
aceptado  la  jurisdicción  del  juzgado  Federal  de  Tucuman, 
pidiendo  término  para  contestar,  y  celebrando  ante  él  un 
comparendo  verbal;  que  además  en  la  provincia  de  Tucu- 
man  debia  cumplirse  el  contrato  en  cuestión. 

El  Procurador  fiscal  sostuvo  la  competencia  del  Tribunal. 
por  ser  el  lugar  del  cumplimiento  del  contrato  una  de  las 
causas  de  surtir  fuero. 

Fallo  del  Juea   Secctonal. 

Tucuman,  Enero  17  de  1872. 

Vistos  estos  autos,  en  el  artículo  promovido  por  los 
Sres.    D,  Anselmo  y  Camilo  Rojo,  sobre  incompetencia   de 
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este  Juzgado  de  Sección,  para  conocer  en  la  demanda 
formalizada  contra  dichos  señores  por  el  ingeniero  civil 
D.  Estovan  SuUivan,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato 
para  la  construcción  de  un  telégrafo  enire  la  ciudad  de 
Córdoba  y  la  de  Tucuman,  Salta  y  Jujuy. 

Y  considerando : 

lo  Que  es  inconcuso  en  derecho  que  en  materia  de 
contratos,  no  solo  debe  tenerse  en  vjsta  respecto  al  fuero 
que  rija  á  los  obligados,  el  lugar  en  que  aquellos  fueron 
celebrados,  sino  también  y  muy  particularmente  la  juris- 
dicción de  los  jueces  en  que  dichos  contratos  debian  tener 
su  cumplimiento  y  lo  indicase  la  naturaleza  de  las  obli- 
gaciones, como  sucede  en  el  caso  en  cuestión  y  lo  es- 
tablece terminantemente  el  art  76  del  Código  Civil,  sec- 
ción 3^,  tít.  I"",  De  los  contratos  en  general. 

2^  Que  los  firmantes  del  contrato  en  cuestión  no  han  po- 
dido tener  otro  espíritu  que  el  de  someterse  en  caso  nece- 
sario á  las  autoridades  de  aquellas  jurisdicciones  para  donde 
sucesivamente  debiese  marchar  el  trabajo  del  telégrafo 
desde  que  en  todo  el  largo  trayecto  en  que  debía  hacerse 
aquel  trabajo  podrían  ofrecerse»  como  ha  sucedido,  dificul- 
tades sobre  la  inteligencia  y  aun  cumplimiento  de  aquel 
mismo  contrato,  sin  ser  necesario  crecidos  gastos  y  dila- 
ciones consiguientes,  si  debieran  los  interesados  ocurrir  á 
Buenos  Aires  en  procura  de  jueces  que  les  administrasen 
justicia,  esto  es,  á  200  y  aun  quizá  á  300  leguas  de  dis- 
tancia, sin  otro  motivo  que  haberse  allí  firmado  el  contrato. 

3o  y  último.  Que  estando  este  Juzgado  conforme  en 
todas  sus  partes  con  la  exacta  apreciación  que  en  derecho 
hace  el  Procurador  Fiscal  en  su  vista  precedente  respecto 
á  esta  cuestión,  estaria  demás  repetir  por  tal  razón  estos 
mismos  fundamentos  que  están  consignados  y  que  dilucidan 
la  materia  de  un  modo  terminante  y  satisfoctorio. 
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Por  estos  fundamentos,  fallo,  que  debo  declurar  ^  de* 
claro :  que  este  Juzgado  de  Sección  es  competente  y  que 
puede  y  debe  con  plena  jurisdicción  conocer  y  resolver 
en  h  demanda  entablada  por  D.  Estovan  SuUivan  contra 
los  Sres.  D.  Anselmb  y  D.  Camilo  Rojo.  -—  Hágase  «aber  á 
las  partes  y  repóngase  el  sello. 

Agu$Hn  Justo  de  la  Vega. 

é 

Esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente 


Vallo  ém  te  fiupmtamm  €mrim. 


Buenos  Aires,  Junio  4  de  1812. 

Vktoi :  Por  rae  fundamentos  ee  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  treinta  y  sm  vuelta,  con,  costas,  y  satiefeofaae 
estas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.' —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  Marcelino  Ugartb.  — 

JoSt  B.  GOROSTIAGA. 
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CUÍlUSA  i^vi 


D.  Jacinto  Castro^  contra  D.  José  Alciaturi  y  D.  Liido    V. 
López  representante  del  Banco  Montevideano,  por  cobro  de 

pesos. 


Sumario.  —  El  caso  de  que  se  trate  de  rendir  prueba 
fuera  del  territorio  de  la  República  es  re2;ido  por  los 
artículos  94  y  95  de  la  ley  de  procedimientos  naciona- 
les, y  para  obtener  la  próroga  del  término  de  prueba  es 
necesario  llenar  los  requisitos  establecidos  en  los  incisos 
(o,  y  2o  del  mencionado  art.  95. 


Cas».  — D.  Jacinto  Castro  demandó  ejecutiyamenle  á 
D.  José  Alciaturi-  y  pidió  y  obtuvo  el  embar^^o  de  los 
landos  que  este  tenia  depositados  en  poder  da  D.  Ambrosio 
Lesicayhabía  especialmente  afectado  al  pa|;o  de  su  deuda. 

Con  motivo  de  haber  sido  los  citados  fondos  embarga- 
dos anteriormente  por  el  juzgado  de  comercio  en  cum- 
plimiento de  un  exhorto  de  los  Tribunales  de  Montevideo , 
dietado  en  otro  juicio  seguido  por  el  Banoo  Montevideano 
centra  el  mismo  Alciaturi  por  cobro  ée  pesos,  se  soscitó 
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un  incidente  entre  el  demandante  Castro  y  el  representante 
del  Banco  D.  Lucio  V.  López  sobre  el  depósito  de  dichos 
fondos,  que  quedó  resuelto  con  el  fallo  de  la  Suprema 
Corte  de  20  de  Enero  último. 

Castro  pidió  en  seguida  se  ordenase  á  López  que  de- 
dujera dentro  de  nueve  dias  las  acciones  que  creyera  tener 
acerca  del  mejor  derecho  á   los  fondos  mencionados. 

López  espuso  que  tenia  motivos  para  sostener  que  el 
crédito  de  Castro  era  simulado,  y  por  eso  se  oponia  á 
la  ejecución  de   los  fondos  mencionados. 

Conferido  traslado  y  contestada  la  tercería  por  Castro 
que  dijo  debia  rechazarse  con  costas  por  ser  efectivo  su 
crédito,  el  juez  llamó  á  prueba  por  15  dias,  fijando  como 
punto  la  simulación  del  referido   crédito. 

López  hizo  presente  que  el  término  de  15  dias  era 
corto,  pues  tenia  que  dar  también  la  prueba  en  Monte- 
video, las  comunicaciones  estaban  interrumpidas  y  los  ha- 
bitantes de  Montevideo  habian  huido  á  la  campaña;  y 
pidió  con  arreglo  al  art.  94  de  la  ley  vijente  se  le  acor* 
dase  un  término  de  dos  meses,  ó  se  declarase  con  derecho 
á  la   próroga  sin   mas  requisito  que  su  pedido. 

Castro  pidió  se  rechazase  la  petición  de  López  con  costas; 
dijo  que  el  hecho  á  probarse  era  la  simulación,  la  que 
habría  debido  ocurrir  en  Buenos  Aires  y  no  en  Monte* 
«video;  que  le  prueba  que  se  ofrecía  dar  en  Montevideo 
acerca  de  la  quiebra  y  fuga  de  Alciaturi  no  era  per- 
tinente ;  que  la  correspondencia  con  Montevideo  no  estaba 
interrumpida,  y  los  Tribunales  funcionaban  allí  regular- 
mente ;  que  la  petición  de  López  carecía  de  los  requisitos 
establecidos  por  el  tít.  12  de  la  ley  de  procedimientos  ;  que 
por  consiguiente  no  debia  acordarse  por  todo  término  sino 
el  dé  30  dias,  señalado  por  el  art.  92  como  mdaimun 
en  casos  ordinarios. 
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FaIIo  del  Jues  SeecloiMil. 


Buenos  Aires,  Mayo  4  de  1872. 

Y  vistos  atenta  la  oposición  manifestada  por  esta  parte 
y  que  la  del  Banco  de  Montevideo  no  ha  llenado  los  re- 
quisitos establecidos  en  los  incisos  1^  y  2o  del  art.  95 
de  la  ley  de  procedimientos,  no  ha  lugar  á  la  petición 
deducida  por.  el  representante  del  Banco  de  Montevideo. 
Repónganse  los  sellos. 

Zavaleta. 

Loptz  pidió  revocatoria  de  este  auto,  apelando  in  subsi- 
diunif  y  dijo  que  la  negativa  de  la  próroga  lo  ponia 
en  el  caso  de  litigar  desprovisto  de  pruebas  y  que  la  ley 
nacional  estaba  dada  para  casos  ordinarios,  y  no  para  los 
estraordinarios. 

El  juez  dictó  el   siguiente  decreto. 


Buenos  Aires,  Mayo  7  de  1872. 

No  importando  el  auto  recurrido  dejar  sin  defensa  al 
Banco  Montevideano,  sino  que  esta  ha  debido  hacerla 
sujetándose  á  las  prescripciones  contenidas  en  los  art.  94 
y  95  de  la  ley  de  procedimientos,  aplicables  en  el  pre- 
sente caso  eñ  que  se  trata  de  rendir  prueba  fuera  del  ter- 
ritorio de  la  República,  no  ha  ;  lugar  á  la  revocatoria  que 
se  solicita  y  se  concede  en  relación  la  apelación  interpuesta. 
Repóngase  el  sello. 

Zavaleta. 
T.  ni.  2 
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Fallo  de  1»  Sa|ireiiMi   €)orte. 

Bnenos  Aires,  Junio  6  de  1872. 

VütoSf^poT  los  fundamentos  de  los  autos  de  fojas  ciento 
cuarenta  y  ciento  cuarenta  y  tres  vuelta,  se  confirma  con 
coatas  el  apelado  de  foja  ciento  cuarenta,  satisfechas  estas 
y  repuestos  los   sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril. -r- Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— M. 

UgARTE.  —  J.    B.    GOROSTIAGA.       • 


CAUSA  L.VII. 


D^  Celedonia  Calderón^  contra  su  esposo  D.  Juan  B.  StagnarOj 

por  pago  de  costas. 


Sumario,  —  Una  solicitud  presentada  por  quien  ha  sido 
declarado  no  parte,  no  puede  ser  atendida. 
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« 

Caso.  —  Gonñrmada  por  la  Suprema  Corte  una  sentencia 
del  Juez  Federal  de  Buenos  Aires  en  que  declaró  no  parto 
á  D*  Celedonia  Calderón  en  unos  autos  seguidos  contra 
su  esposo  D.  Juan  B.  Stagnaro  por  Corti  y  Riva  sobre 
tiendas  del  buque  c  Joven  Matilde  » ,  y  devuelto  el  espe- 
diente, Doña  Celedonia  Calderón  se  presentó  al  juez 
esponiendo  que  teniendo  su  esposo  la  administración  del 
buque,  pedia.  —  lo  Se  le  intimase  al  pago  de  todos 
los  honorarios  y  costas  que  ella  habia  ocasionado. — 2""  Se 
le  intimase  también  pasarle  una  mensualidad  para  el 
alimento  de  los  hijos  que  estaban  en  su  poder.  -*-Y  3'^, 
que  siendo  el  buque  de  su  propiedad»  fuese  su  esposo 
obligado  antes  de  salir  del  puerto  á  dar  una  fianza  por 
¿u  valor,  pues  tenia  motivos  justificados  para  creer  que 
pretendida  fugarse  con  el  buque^  invocando  en  su  soli- 
citud el  art.  33,    tít.  ^^  sec.   2%  lib.  2o,  Código  Civil. 


Fallo  del  Jueft  SeeeloiMl. 


Buenos  Aires,  Hayo  7  de  1372. 

No  siendo  parte  la  solicitante  por  no  ser  hábil  para 
comparecer  en  juicio,  ni  siendo  el  caso  el  del  articulo  citado 
del  Código  Civil,  no  ha    lugar. 

Zavaleta. 

Habiendo  apelado  D&  Celedonia  Calderón  el  auto  del 
Juez  fué  confirmado  por  este 
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Fallo  de  la  iluprema  C^rte. 


Buenos  Aires,  Junio  6  de  t872. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  ^dos;  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  Maru  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Marcelino  Ugarte. — J.   B.  Goros- 

TIAGA. 


CA^USÜL   L.VIII. 


Criminal,  contra  Pedro  P.  Sancha,  por  falsificación  de 

documentos  de  crédito  nacionaL 


Sum4itio.  —  1°  No  puede   decirse  que   han   sido   falsifi- 
cados documentos  en  que  no  se  prueba  que  espresen   lo 
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contrario  ó  una  cosa  direrenle  de  la  que  espresaban 
cuando  fueron   otorgados. 

2o  Aun  suponiendo  probada  esta  circunstancia,  para  que 
ella  constituya  falsedad  es  necesario  que  se  acredite  que  el 
mudamiento  de  la  verdad  se  ejecutó  con  dolo. 

3^  El  dolo  debe  probarse,  y  nunca  se   presume. 

4""  Todo  hombre  se  reputa  bueno  y  de  buena  fé,  mien- 
ras   no   se   pruebe  lo  contrario. 

5^  En  las  causas  criminales  no  puede  fallarse  impo- 
niendo pena,  por  solo  presunciones  ó  sospechas. 

6o  En  una  causa  criminal,  la  Suprema  Corte  no  puede 
fallar  sobre  un  capítulo  en  que  el  Juez  de  Sección  se  ha 
declarado  incompetente,  si  el  Procurador  Fiscal  no  apela 
ó  el  Sr.  Procurador  General  no  se  adhiere  á  la  apelación 
del   acusado. 


Caso.  —  D.  José  M.  Maldonado,  por  D.  Vicente  Ocampo, 
se  presentó  ante  el  Poder  Ejecutivo  Nacional,  pidiendo  el 
pago  de  doce  recibos  por  auxilios  prestados  al  ejército  del 
Norte,  de  los  cuales,  siete,  suscritos  por  el  coronel  D.  Ri- 
canlo  Vera  á  favor  de  varias  personas,  eran  por  ganados 
tomados  de  auxilio,  y  endosados  los  recibos  á  D.  Pedro  P. 
Sánchez  y  por  este  á  D.  Vicente  Ocampo. 

Habiéndose  pedido  informe  á  la  Contaduría  General  y 
notado  esta  oficina  que  los  recibos  tenian  algunas  enmen- 
daturas,  el  Poder  Ejecutivo,  de  acuerdo  con  lo  solicitado 
por  el  Procurador  del  Tesoro,  remitió  el  espediente  al  Juez 
Federal  de  la  Rioja,  para  que  e!  Procurador  Fiscal  dedu-* 
jera  las  acciones  á  que  hubiere  lugar. 

Levantado  el  sumario,  hechas  la  acusación  y  la  defensa, 
y  producidas  las  pruebas  que  el  Procurador  Fiscal  y  el 
defensor  del  reo  solicitaron,  se  dictó  el 
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Fallo  del  Jues  de  Secelon, 


Rioja,  Setiembre  5  de  1871. 

Y  vista  la  presente  causa  criminal  seguida  de  oñcio 
por  el  Fiscal  ad  hoc^  Dr.  D.  Lisandro  Castellanos,  contra 
el  procesado  Pedro  Sánchez,  por  falsiñcacion  de  docu- 
mentos de  crédito  nacional,  resultan  plenamente  comproba*- 
dos  los  hechos  siguientes : 

El  24  de  Mayo  y  el  21  de  Noviembre  del  año  i  867  el 
procesado  Pedro  Sánchez  se  hizo  otorgar  por  el  coronel  de 
la  Nación  D.  Ricardo  Vera,  los  recibos  corrientes  á  f.  1 , 
2,  3,  4,  6  y  7  de  los  autos,  en  los  que  se  espresaba  que 
Doña  Casilda  Pérez,  Pedro  Vallejos,  Juan  Ontiveros,  Eus- 
taquio Pérez,  Lino  Diaz  y  Ramón  Romero  habian  dado  de 
auxilio  á  las  fuerzas  movilizadas  por  el  mencionado  co- 
ronel, animales  de  diferentes  especies  para  el  sosten  y 
equipo  de  aquellas,  y  con  el  fln  de  que  su  valor  fuera 
abonado  por  el  Tesoro  de  la  Nación.  Documentos  de  fs.  i 
á  4,  6  y  7,  reconocidos  por  el  procesado  Pedro  Sánchez 
en  la  indagatoria  de  f.  33  y  ratificada  en  su  confesión  de 
f.  43.  Informes  del  coronel  Vera  de  fs.  15,  20  y  83. 

Desde  esta  fecha  los  ha  conservado  el  procesado  Sán- 
chez en  su  poder  sin  otro  interrupción,  según  este  añrma 
en  su  propia  declaración,  que  cuando  los  remitió  á  San 
Juan  para  ser  cobrados  al  general  Paunero,  y  que  le  fueron 
devueltos  y  entregados  por  un  hijo  del  mismo  procesado, 
hasta  que  los  vendió  á  la  casa  Bazan  y  Luna,  transfiriendo 
su  propiedad  por  el  endoso  que  aparece  suscrito  al  pié 
de  ellos  por  Sánchez,  con  fecha  lo  de  Marzo  de  1870,  y 
cuya  firma  ha  reconocido  judicialmente. 
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Resulta  además  constatado  por  las  declaraciones  de  las 
personas  á  cuyo  favor  fueron  otorgados,  y  por  la  confesión 
del  procesado  Sánchez ;  que  él  mismo  se  hizo  sin  autori- 
zación de  aquellos,  los  endosos  que  aparecen  suscritos  á 
su  favor,  comprobándose  con  esta  circunstancia  y  con  estar 
los  endosos  escritos  de  la  misma  letra  de  este  y  firmados 
con  el  nombre  ^de  los  endosantes,  y  no  á  su  ruego  por 
no  saber  ninguno  de  ellos  escribir :  y  finalmente,  el  no 
haber  recibido  de  Sánchez  un  céntimo  de  su  valor;  el 
hecho  que  sus  primitivos  propietarios,  ni  los  han  poseido 
un  momento,  ni  mucho  menos  han  tomado  participación, 
ni  tuvieron  conocimiento  de  las  alteraciones  que  en  ellos 
aparecen  :  pues  el  mismo  Sánchez  además,  también  con- 
fiesa que  los  retuvo  desde  el  momento  que  fueron  dados 
por  el  coronel  Vera,  por  autorización  que  tenia  de  sus 
dueños  para  cobrar   su  importe. 

Resulta  que  de  los  doce  recibos  corrientes  desde  fs,  1  á, 
i2,  remitidos  á  Buenos  Aires  por  la  casa  Bazan  y  Luna  y 
presentados  por  su  apoderado  D.  Vicente  Ocampo  al  minis- 
terio de  Guerra,  cobrando  su  valor»  los  ríete  que  fueron 
vendidos  por  el  procesado  Sánchez,  son  los  únicos  que 
aparecen  alterados  en  las  cantidades  de  las  especies  que 
contienen. 

Resulta  qye  Bazan  y  Luna  los  retuvieron  en  su  poder 
el  cortísimo  tiempo  de  quince  dias,  según  consta  de  la 
fecha  en  que  se  hicieron  los  endosos,  por  lo  que  le 
fueron  los  mencionados  recibos  entregados  en  esta  ciudad, 
y  la  fecha  de  la  solicitud  del  Sr.  Ocampo  de  f.  14?,  recla- 
mando del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  ei  pago  de  sus  va- 
lores, y  finalmente. 

Resulta  del  mérito  del  proceso,  que  el  procesado  Sán- 
chez no  ha  negado  en  su  confesión  de  f.  42  vuelta,  de 
que  los   mencionados  recibos  le  fueron  vendidos  tal  como 
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se  encontraban,  sin  embargo 'de  que  no  sospechó  el  que 
estos  hubieran  sido  alterados ;  limitándose  el  procesado  á 
contestar :  <  Que  no  se  habia  fijado  si  estos  estaban  alte- 
rados cuando  fueron  entregados  á  la  casa  Bazan ;  habiendo 
además,  en  su  indagatoria  de  f.  33,  afirmado  que  no  sabia 
si  ya  estaban  ó  no  alterados  en  el  número  de  las  especies 
esos  recibos  cuando  fueron  vendidos  á  aquella  casa ;  dicho 
que  es  inverosímil,  por  cuanto  necesariamente  tenia  que 
revisar  los  valores  que  ellos  conteninn,  para  hacer  perso- 
nalmente la  venta;  y  sin  que  por  otra  parte  haya  ni 
pretendido  justificar  en  la  estación  correspondiente  del 
juicio,  el  estado  en  que  se  encontraban  cuando  los  ven- 
dió, ni  mucho  menos  trató  de  justificar  su  procedencia 
inocente. 

De  todas  estas  circunstancias,  resulta  suficientemente 
constatado  el  hecho  de  que  los  mencionados  recibos  fueron 
vendidos  á  la  casa  Bazan  y  Luna,  por  el  procesado  Sán- 
chez, con  las  alteraciones  que  en  ellos  aparecen;  sin  que 
haya  en  autos  antecedente  alguno  para  presumir  que  la 
mencionada  casa  cobró  esos  valores  con  conocimiento  de 
la  falsedad  del  titulo,  pues  por  el  contrario,  les  favorece 
la  presunción  de  que,  si  hubieran  sido  sabedores  de  dichas 
alteraciones,  no  los  hubieran  comprado. 

Y  considerando: 

1**  Que  se  halla  plenamente  justificado  que  los  docu- 
mentos de  fs.  1,  2,  3,  4,  6  y  7,  han  sido  alterados  en  un 
número  mayor  de  animales  en  diferentes  especies  que  apa- 
rece que  dieron  de  auxilio  Casilda  Pérez,  Pedro  Ballejos, 
Juan  Ontiveros,  Eustaquio  Pérez,  Lino  Diaz  y  Ramón  Ro- 
mero, para  sosten  y  equipo  de  las  fuerzas  movilizadas  por 
el  coronel  de  la  Nación  D.  Ricardo  Vera,  que  el  que  te- 
nían cuando  aquellos  fueron  otorgados  por  el  mencionado 
coronel ;  hallándose  por  lo  mismo  comprobada  la  existencia 
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del  cuerpo  del  delito:  1^  Por  la  simple  inspección  de  aque- 
llos.—  2®  Por  el  informe  del  coronel  de  f.  15,  ratificado  y 
complementado  en  el  de  f.  20,  en  donde  espresa  que 
aquellos  han  sido  falsificados  sin  su  consentimiento ,  refirién* 
dose  al  informe  de  la  Contaduría  de  f.  ií,  que  espresa 
que  la  alteración  ha  sido  hecha  en  una  mayor  cantidad  del 
número  que  tuvieron.  — Fallos  de  la  Suprema  Corte,  Causa 
LXXI,  tom.  5o,  pág.  433. —  3^  Por  las  declaraciones  de 
Ramón  Romero,  Casilda  Pérez  y  Lino  Diaz  de  fs.  28  á  31 
de  los  autos  sobre  el  número  y  especies  de  animales  que 
dieron  de  auxilio  al  procesado  Pedro  Sánchez,  que  formaba 
parte  de  las  fuerzas  que  tenia  bajo  sus  órdenes  el  coronel 
Vera;  pues  habiendo  el  mismo  Sánchez  confesado  en  su 
indagatoria  de  f.  32  vuelta,  y  ratificado  en  su  confesión  de 
f.  43,  que  él  sacó  los  recibos  del  coronel  Vera  y  los  ve^ 
tuvo  en  su  poder  hasta  que  los  vendió  á  Bazan  y  Luna; 
y  negando  aquellos  haber  dado  de  auxilio  el  número  y 
especies  que  actualmente  sostienen :  es  á  Sánchez  á  quien 
correspondía  probar  que  le  dieron  ese  número  en  las  es- 
pecies que  espresa,  para  demostrar  que  no  fueron  alte- 
rados, ó  de  que  no  existe  el  cuerpo  del  delito:  prueba 
que  ni  ha  pretendido  producir.  — 4o  Por  el  informe  de  los 
peritos  en  caligrafía  de  f.  51;  pues  aunque  este  por  sí 
solo  no  merece  plena  fé,  por  no  haber  pronunciado  un 
juicio  fundado,  como  lo  prescibe  el  art.  148  de  la  ley  de 
procedimientos,  su  mérito  arroja  una  gran  presunción  sobre 
e(  hecho  de  que  aquellos  fueron  alterados  en  sus  números: 
y  5^  Por  la  confesión  espUcita  del  mismo  procesado;  pues 
está  lejos  de  negar  que  fueron  alterados  cuando  le  fueron 
presentados  para  su  reconocimiento :  ha  confesado  que  no 
sabia  si  ya  estaban  alterados  cuando  los  vendió  á  la  casa  de 
Bazan  y  Luna. 
2^  Que    siendo    los    mencionados   recibos    documentos 
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oflciales,  por  ser  espedidos  por  una  autoridad  nacional, 
siendo  reconocidos  para  su  pago  por  el  Poder  Ejecutivo 
de  la  Nación,  sin  mas  formalidad  que  su  presentación  é 
informe  de  la  Gontaduria ;  las  alteraciones  que  en  ellos 
aparecen  del  número  de  especies  que  contienen  hechas  por 
un  particular,  constituyen  el  delito  de  falsedad  previsto  y 
penado  en  los  artículos  64,  inc.  6o  y  65  de  la  ley  penal 
de  14*  de  Setiembre  de  1863;  pues  aun  cuando  el  resultado 
directo  é  inmediato  que  se  propuso  el  autor  de  esas  alte- 
raciones fué  el  defraudar  al  Tesoro  de  la  Nación,  cobrando 
cuentas  por  mucho  mayor  valor  que  el  que  tenian  las  espe- 
cies que  fueron  dadas  de  auxilio  :  para  la  aplicación  de  la 
pena  que  corresponde  en  la  presente  causa  debe  estarse  á 
lo  que  prescriben  los  artículos  citados  que  directamente  lo 
preveian  :  debiendo  limitarse  en  su  interpretación  la  dis- 
posición del  art.  82,  según  el  contesto  literal  á  aquellos 
casos  en  que  el  delito  de  defraudación  del  Tesoro  esté  ya 
consumado  por  las  exacciones  que  el  reo  hubiera  hecho, 
apropiándose  ó  cobrando  cuentas  falsas  ó  fraudulentas. 

3o  Que  aun  cuando  resulta  plenamente  justificada  la  fal- 
sedad de  los  endosos  que  aparecen  suscritos  con  los  nom- 
bres de  los  primitivos  propietarios  al  pié  de  los  mencio- 
nados documentos,  por  haber  confesado  el  procesado  Sán- 
chez que  él  mismo  se  lo  hizo  por  autorización  que  tenia 
de  sus  dueños  para  cobrar  su  importe  ;  hecho  que  lejos 
de  comprobarlo  por  haberlo  negado  aquellos,  resulta  jus- 
tificado por  el  informe  del  coronel  Vera  de  f.  83,  de  qae 
no  le  presentó  tal  autorización  cuando  los  obtuvo  ;  no 
obstante  el  juzgamiento  de  este  delito  no  corresponde  á 
este  Juzgado  en  la  resolución  de  la  presente  causa  ;  lo 
Porque  aquellos  endosos,  importando  un  nuevo  contrato 
privado  celebrado  entre  dos  particulares,  en  nada  altera  las 
obligaciones  contraidas  en  los  documentóla  que  dan  causa 
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ú  origen  á  su  celebración;  debiendo  por  lo  mismo  apre- 
ciarse el  becho  de  baberse  perpetrado  el  delito  de  false- 
dad á  continuación  de  un  documento  oficial,  como  una 
circunstancia  agravante  de  aquel. — 2"*  Porque  no  hay  po- 
sibilidad de  que  se  defraude  al  Tesoro  de  la  Nación  por 
aquel  que  no  sea  su  lejítimo  propietario,  por  cuanto  estos 
documentos  no  son  por  su  naturaleza  endosables,  tras- 
mitiéndose su  propiedad  en  la  forma  prescrita  por  las 
leyes  generales  para  la  cesión  de  créditos  no  endosables ; 
y  3**  Porque  el  fallo  del  Juzgado  sobre  el  mismo  delito, 
aplicando  á  su  autor  un  condigno  castigo,  importaria  des- 
conocer el  derecho  que  tienen  las  personas  á  cuyo  favor 
fueron  otorgados  y  á  cuyo  nombre  aparece  suscrito  el 
supuesto,  para  ocurrir  á  los  tribunales  de  la  provincia  á 
deducir  las  acciones  criminales  que  les  correspondan ;  ó  la 
violación  del  principio  de  jurisprudencia  criminal  fwn  bis 
in  ídem,  haciendo  á  su  autor  sufrir  dos  castigos  por  un 
solo  delito. 

i°  Que  resulta  plenamente  justificado  que  el  procesado 
Pedro  Sánchez  se  hizo  otorgar  por  el  coronel  Vera  á  nom- 
bre de  Ramón  Romero  el  recibo  de  f.  7  con  la  intención 
premeditada  de  defraudar  en  su  valor  al  Tesoro  de  la 
Nación  ;  haciendo  aparecer  á  Romero  como  que  le  dio  ó 
tomó  de  auxilio  las  especies  que  aquel  espresa.  !<>  Porque 
habiendo  confesado  Sánchez  que  él  sacó  ese  recibo,  Ro- 
mero ha  declarado  que  no  le  ha  dado  de  ausilio  para  sus 
fuerzas  las  muías  que  en  aquel  se  espresan,  sino  un  buey 
y  un  novillo ;  correspondiendo  en  tal  caso  á  Sánchez,  como 
tenedor  de  ese  documento  para  declinar  su  responsabili- 
dad, justificar  que  aquellas  le  fueron  dadas  ó  tomadas  á 
Romero ;  prueba  que  le  habría  sido  fácil  producir  con  los 
individuos  que  componían  su  fuerza;  y  2''  Por  la  confesión 
implícita  que  de  este  delito  ha  hecho  el  procesado  Sánchez 
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cuando  contestando  á  este  cargo  en  su  confesión  de  f.  44, 
dice:  que  creta  que  le  habia  dado  de  auxilio  esas  muías 
D.  Ramón  Romero,  ó  que  ellas  habian  sido  arreadas  del 
campo  por  órdenes  que  tenia  dadas  á  su  fuerza,  por  cuanto 
el  coronel  Vera  le  habia  otorgado  ese  recibo,  según  la  lista 
que  le  presentó. 

5o  Que  resulta  suficientemente  comprobado  que  el  pro- 
cesado  Sánchez  vendió  á  la  casa  Razan  y  Luna  los  recibos 
de  fs.  1  á  7  con  las  alteraciones  en  ei  número  de  las 
especies  que  contienen:  I""  Por  la  confesión  esplicita  que 
hace  el  procesado  en  su  indagatoria  de  f.  34,  cuando  dice, 
que  no  sabia  en  que  estado  estaban  los  recibos^  y  si  tenían 
enmendaturas  cuando  fueron  vendidos  á  la  casa  Bazan\  con- 
fesión que  debe  apreciarse  como  una  esplicita  afirmación 
de  este  hecho,  cuando  haciéndole  cargo  con  la  declaración 
de  Razan,  de  que  en  la  época  en  que. los  compró  aquellos 
estaban  en  el  mismo  estado  en  que  hoy  se  encuentran, 
el  procesado  se  reduce  á  decir  que  no  se  habia  fijado  si 
estos  estaban  alterados  cuando  fueron  entregados  á  la  casa 
Bazan.  —  2o  Por  la  inverosimilitud  de  ese  dicho ;  pues  no 
se  puede  apreciar  como  habiendo  hecho  él  personalmente 
la  venta,  según  aparece  del  endoso  y  confesión  del  mismo, 
no  los  haya  revisado  para  estimar  el  valor  de  las  especies 
que  se  hallan  aun  inestimadas.  —  3o  Por  la  presunción 
que  arroja  el  hecho  de  haberlos  conservado  el  procesado 
-  en  su  poder  mas  de  dos  años,  pues  la  casa  Razan  solo 
los  poseyó  quince  dias  desde  que  se  le  hizo  su  endoso  hasta 
que  fueron  presentados  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra : 
tiempo  casi  necesario  en  aquella  época  para  la  remisión 
de  la  correspt)ndenc¡a  desde  esta  ciudad  á  la  de  Rueños  Aires. 
— 4®  Por  la  presunción  que  arroja  el  hecho  de  no  haber 
tratado  de  justificar  el  reo  una  sola  circunstancia  de  todo 
el   proceso   que  pudiera  disminuir  su  criminalidad ;  y  5o 
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Por  la  circunstancia  de  que  de  los  doce  recibos  que  corren 
en  autos  y  que  fueron  presentados  por  el  Sr.  Ocampo  al 
Ministerio  de  la  Guerra  para  su  pago,  los  únicos  que  re« 
sultán  falsiñcados  son  los  vendidos  por  el  procesado  Sánchez. 

6^  Que  en  tal  caso  al  procesado  Pedro  Sánchez  debe 
reputársele  autor  de  las  alteraciones  hechas  en  los  mencio- 
nados recibos,  mientras  no  justifique  ser  inocente. —  Fallos 
de  la  Suprema  Corte,   Causa  LXXI,  tom.  5®,   pág.  ^133. 

I""  Que  la  escepcion  que  alaga  el  procesado  en  su  inda- 
'  gatoria  de  haber  remitido  los  recibos  á  San  Juan  para  que 
fueran  cobrados  al  general  Paunero,  debe  desestimarse 
como  maliciosa  por  no  haberlo  ni  aun  pretendido  justifi- 
car en  la  estación  correspondiente  del  juicio :  resultando 
también  falso  por  la  declaración  de  Bernabé  Martínez,  la 
cita  que  hace  de  este,  cuando  dice  que  se  los  presentó 
en  esta  ciudad  para  su  pago,  como  proveedor  que  era  del 
ejército  del  Norte. 

8"*  Que  no  constando  en  el  proceso  una  sola  circuns- 
tancia por  la  que  aparezca  que  los  Sres.  Bazan  y  Luna 
compraron  esos  recibos  y  cobraron  su  valor  con  conoci- 
miento de  la  falsedad  de  los  títulos,  no  resulta  mérito 
para  apercibirlos  seriamente  por  la  intervención  que  tu- 
vieron en  las  negociaciones  do  aquellos,  ni  mucho  menos 
para  que  considerándolos  reos  del  delito  de  comprar  falsos 
titules  y  defraudar  cobrando  su  importe  al  Tesoro  Nacional, 
pueda  aplicárseles  las  penas  establecidas  en  los  articules 
62  ú  83]de  la  ley  penal  de  justicia  nacional. 

9''  Que  así  mismo  no  merece  apercibimiento  el  coronel 
de  la  Nación  D.  Ricardo  Vera  por  haber  dado  á  Sánchez 
los  mencionados  recibos,  sin  exigirle  que  previamente  pre- 
sentara la  autorización  de  las  personas  á  cuyo  nombre  los 
sacaba;  pues  si  se  tiene  en  consideración  la  escasez  de 
recursos  que  en  esa  época  tenia  la  ,  autoridad  legal  para 
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dominar  la  rebelión  que  habia  convulsionado  á  toda  la 
provincia,  necesariamente  es  de  justicia  y  equidad  suponer 
que  tenia  que  dar  autorización  á  los  jefes  y  oficiales  que 
desprendía  de  su  fuerza  para  sacar  todos  los  auxilios  que 
le  fueran  indispensables  para  el  mas  eficaz  y  pronto  cum- 
plimiento de   las  comisiones  que  les  encargaba. 

Resultando  de  lo  espuesto,  que  siendo  el  procesado  Sán- 
chez uno  de  ellos,  según  aparece  del  informe  de  f.  83, 
el  coronel  Vera  le  otorgó  los  recibos  de  fs.  1  á  7,  por  la 
lista  de   auxilios  que  aquel  le  presentó. 

iO.  Que  estando  comprobado  el  cuerpo  del  delito  y  de 
ser  su  autor  el  procesado  Pedro  Sánchez,  para  la  aplica- 
ción de  la  pena  debe  tenerse  en  consideración  el  valor 
total  poco  más  ó  menos  de  todas  las  especies  que  aquellos 
contienen  en  cuya  cantidad  pretendió  el  reo  defraudar  al 
Tesoro  de  la  nación,  reduciendo  en  tal  caso  este  juzgado 
su  fallo  á  los  recibos  alterados  que  corren  en  autos  por 
ignorarse  el  número  de  los  falsificados  que  habrán  circu- 
lado en  el  comercio. 

11.  Que  el  hecho  de  haber  pertenecido  siempre  el 
procesado  Sánchez  á  las  fuerzas  leales  que  combatieron 
la  rebelión,  siendo  objeto  de  graves  persecuciones  de  aque- 
llos, hasta  haberle  sido  saqueada  su  casa  por  dos  veces, 
según  aparece  del  informe  de  f.  83,  es  una  circunstancia 
atenuante  que  disminuye  la  pena. 

12.  Que  también  para  la  aplicación  de  esta  pena  no 
obsta  que  el  Procurador  Fiscal,  se  haya  limitado  en  su 
acusación  de  f.  59  á  solicitar  que  se  le  condene  al  proce- 
sado á  una  pena  arbitraria  de  una  multa  pecuniaria  igual 
á  la  cantidad  de  los  recibos  falsificados :  I""  Porque  este 
Juzgado  no  puede  aplicar  pena  menor  que  el  minimum 
señalado  por  la  ley. — Fallos  de  la  Suprema  Corte,  causa 
CLXXXY,  tom.  3o,   pág.  490.— S'»  Porque  la  prohibición 
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de  proceder  de  oñcio  prescrita  por  el  art.  2®  de  la  ley  de 
16  de  Octubre  del  año  1862,  no  importa  tratándose  de 
hechos  criminales,  la  obligación  de  conformarse  sino  en 
cuanto  sea  posible  con  el  dictamen  del  Fiscal ;  sin*  que 
por  esto  el  Juez  no  pueda  apartarse  de  él,  para  la  apli- 
cación de  la  pena  que  según  la  ley  deba  hacerse  sufrir 
al  culpable,  según  el  mérito  que  arrojen  los  autos ;  y  3^ 
Porque  de  la  doctrina  contraria  resultaría  que  el  Fiscal 
podría  renunciar  la  acción  pública  que  ejerce  á  nombre 
de  la  sociedad  en  desagravio  do  la  vindicta  pública  ofen- 
dida por  un  hecho  criminal,  y  el  Juez  tendría  que  ab- 
solver á  aquel  que  según  el  mérito  de  autos  era  el  ver- 
dadero culpable;  como  asi  mismo  resultaría  que  pidiendo 
el  Fiscal  la  aplicación  de  una  pena  menor  que  la  que  deter- 
mina la  ley  para  castigo  del  delincuente,  como  sucede  en 
el  presente  caso,  el  Juez  tendría  que  conformarse  con  su 
dictamen,  aplicándole  penas  contra  el  espíritu  de  las  pres- 
cripciones de  la  ley  penal  y  la  jurisprudencia  establecida 
por  la  Suprema  Corte  en  la  citada  causa. 

Por  estas  y  otras  consideraciones  que  se  han  tenido 
presentes;  con  lo  espuesto  por  el  Fiscal  en  la  parte  que 
se  refiere  á  la  presente  resolución,  lo  alegado  y  probado 
por  el  reo,  y  mérito  que  arrojan  los  autos,  fallo,  defloi- 
tivamente  juzgando,  y  declaro  que  el  procesado  Pedro  San-» 
chez  es  reo  del  delito  de  falsedad  perpetrado  en  los  docu- 
mentos oficiales  de  fs.  1,  2,  3,  4,  6  y  7.  En  su  consecuencia, 
de  acuerdo  con  lo  que  prescribe  el  art.  65  de  la  ley  penal 
de  14  de  Setiembre  de  1863,  lo  condeno  á  sufrir  la  pena 
de  un  año  de  trabajos  forzados  en  las  obras  públicas  y  á 
una  multa  de  trescientos  pesos  fuertes.  Mediante  haber  sido 
encarcelado  bajo  de  fianza  el  procesado  por  uii  error  en 
la  aplicación  de  la  disposición  penal  que  provee  el  delito 
cuyo  castigo  es  objeto  de  este  juicio :'  notifiquese  á  los 
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fiadores  para  que  presenten  á  este  Juzgado  al  procesado 
en  el  término  de  diez  dias,  diotándose  además,  sin  per- 
juicio las  órdenes  necesarias  para  que  el  mencionado  reo 
sea  inmediatamente  constituido  en  prisión ;  con  costas  al 
procesado:  notifiquese  original  esta  resolución.  —  Repón- 
ganse los  sellos  y  hágase  saber. 

Mardoqueo  Molina. 

m 

Habiendo  apelado  el  defensor  y  sustanciádose  la  segunda 
instancia,  se  dictó  este 


Fullo  de  1»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  6  de  1872. 

Vistos :  en  este  proceso,  es  acusado  el  Comandante  de 
Guardia  Nacional  de  la  Rioja,  Don  Pedro  P.  Sánchez  del 
delito  de  falsificación  de  los  recibos  números  uno,  dos, 
tres,  cuatro,  seis  y  siete  que  lo  encabezan,  dados  por  el 
Coronel  Don  Ricardo  Vera  á  favor  de  varias  personas  de 
dicha  Provincia  por  ganados  tomados  de  auxilio  para  la 
provisión  de  las  fuerzas  de  su  mando.  Impútase  al  Co- 
mandante Sánchez  haber  enmendado  esos  documentos, 
aumentando  el  número  de  animales  tomados,  y  endosándolos 
á  su  favor  sin  anuencia  de  sus  dueños.  Del  proceso  re- 
sulta quA  el  acusado  los  recavó  del  Coronel  Vera  é  hizo 
el  endoso  en  la  forma  que  se  le  imputa.  Consta  igual- 
mente que  el  Comandante  Sánchez  vendió  esos,  recibos 
á  la  Sociedad  de  Razan  y  Luna  y  que  ella  los  remitió 
á  esta  Ciudad  para  ser  cobrados  al  Poder  Ejecutivo  Na- 
cional, y  que  al  tramitarse  el  espediente,  se  notó  recien 
que  estaban  enmendados.  El  Ministerio  de  la  Guerra  los  re« 
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mitió  por  este  .motivo  al  juez  de  sección  de  la  Provincia 
de  ia  Rioja  para  que,  en  su  vista  procediera  según  cor- 
respondiese, habiéndose  entonces  iniciado  contra  Sánchez 
la  presente  causa.  Condenado  á  la  pena  de  trabajos  forzados 
y  á  una  multa  de  trescientos  pesos  fuertes,  ella  ha  venido 
á  la  Suprema  Corte  por  el  recurso  de  apelación  interpuesto 
por  su   defensor. 

Y  considerando: — Primero.  Que  en  el  presente  caso  se  trata 
de  la  apreciación  de  la  importancia  jurídica  de  las  enmen- 
daturas  que  aparecen  en  los  documentos  mencionados,  las 
que,  á  juicio  de  los  acusadores  son  consideradas  como 
una  falsificación. — Segundo.  Que  ellas  no  tienen  por  derecho 
ese  carácter :  Prtm^ro,^Porque  la  falsedad  consiste,  según  la 
ley  primera,  titulo  séptimo,  partida  séptima,  en  el  muda- 
miento de  la  verdad,  y  no  está  probado  en  la  causa  que 
los  recibos  en  cuestión  espresen  ahora  lo  contrario  Ó  una 
cosa  diferente  de  la  que  espresaban  cuando  fueron  firmados 
por  el  Coronel  Vera;  Segundo^  Porque,  suponiendo  que 
esta  circunstancia  estuviera  constatada,  para  que  ella  cons* 
tituyera  una  falsedad,  seria  necesario  que  se  acreditara  que 
el  mudamiento  de  la  verdad,  habia  sido  ejecutado  con  dolo, 
pues,  según  Gregorio  López,  Requiritur  etiam  quod  dolo  fiat\ 
alias  non  dieitur  proprU  faUum  (in.  L.,  1',  tit.  7a,  Par.  7», 
gi.  1*)  y  en  este  caso,  no  solo  no  está  probado  el  dolo,  sino 
que  ni  puede  presumirse,  por  ser  doctrina  recibida  que 
el  dolo  no  se  presume ;  Tercero^  Porque  las  enmendaturas 
pueden  haber  sido  hechas  con  buena  fé,  para  correjir 
errores  de  la  redacción  primitiva,  y  en  tal  hipótesis,  no 
habría  falsedad,  siendo  un  principio  de  derecho  que,  ubi 
e$t  bona  mcM  et  intentiOj  ibi  non  potest  e$se  faUilas^  como 
lo  sostiene  Gregorio  López  en  el  lugar  citado ;  Cuarto^  Por 
que  estando  probado  por  el  informe  del  Coronel  Vera  de 
foja....  y  por  las  aseveraciones  no  contradichas  del  Doctor 
T.  in.  3 
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San  Romaa  defensor  de  Sánchez  que  este  es  una  persona 
de  honorables  antecedentes,  de  buena  posición  social  y 
fortuna  en  la  Rioja,  y  siendo  un  axioma  que  todo  hom* 
bre  es  reputado  bueno  y  de  buena  fé,  mientras  se  pruebe 
lo  contrario,  como  dicen  Gregorio  López  en  la  glosa  de  la 
ley  quince,  titulo  noveno,  partida  cuarta,  y  el  Presidente 
Faber  en  el  libro  doce,  titulo  segundo  de  su  obra  Raiio^ 
nalia  in  Pandect ;  ad  ^  in  Jas  juranium^  debe  supo- 
nerse que  si  Sánchez  hizo  las  enmendaluras  en  cuestión, 
las  hizo  sin  ánimo  doloso  y  sin  propósito  de  dañar  á  otro, 
y  por  consiguiente  que  ellas  no  constituyen  un  delito  de 
falsedad.  *- Considerando  :  Tercero,  Que  en  cuanto  á  la  im- 
putabilidad  de  la  falsificación,  el  Procurador  Fiscal  en  la 
primera  instancia  dice  que  en  su  concepto  la  prueba  que 
arrojan  los  autos  respecto  á  ser  el  Señor  Sánchez  autor 
del  hecho  de  la  falsificación,  no  es  una  prutsba  perfecta 
que  esté  revestida  de  todos  los  caracteres  de  ñrmeza  é 
indestructibilidad  exijidas  por  la  ley  para  la  aplicación  de 
la  pena  sin  dejar  de  presentarse  una  presunción  vehe- 
mente que  afecta  de  un  modo  directo  la  responsabilidad 
del  acusado,  c  agregando,  á  foja  sesenta  y  dos  vuelta,  que 
una  de  las  razones  porque  pide  pena  arbitraria  y  no  la 
de  la  ley,  es  la  de  no  estar  á  su  juicio  plenamente  pro- 
bada una  de  las  partes  de  este  delito  cual  es  la  de  ser 
eiSeñor  Sánchez  el  autor  de  la  falsificación  misma.  >  — Cuarto. 
Que  el  Señor  Procurador  Jeñeral  funda  la  culpabilidad 
de  Sánchez  :  PrimerOj  Habiendo  recibido  los  documentos 
los  retuvo  algún  tiempo  en  su  poder,  hasta  que  los 
vendió  falsIGcados  á  Don  Pedro  Bazañ;  Y  Segundo.  En 
que  solo  el  acusado  podia  falsificarlos  y  sacar  provecho 
de  la  falsiñeacion,  resultando  de  estos  hechos  según  dice, 
una  inducción  necesaria  que  vale  mas  que  diez  testigos, 
no   importando  que  no  los  haya,  para   probar  la  falsifica- 
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cion;  pora  constando,    que  Bazan,   seg'un  su  declaración 
de    foja    treinta  y  seis,     compró   á  Sánchez  los    recibos 
con  un  cincuenta    por  ciento   de   quebranto,  esto  es,  para 
ganar  .un  cincuenta  por   ciento  en  su  cobro,  que  tos  tuvo 
en  su  poder  hasta  que  los  remitió    á  esta   ciudad  á  Don 
Vicente    Ocampo   para   que   los   cobrara   del   Poder  Eje- 
cutivo Nacional,  el   Señor  Procurador  Jeneral  debió  sacar 
de   estos  hechos  una  inducción  igualmente   necesaria    de 
que  los   Señores    Bazan    y  Luna    son   los   autores  de  la 
falsificación,   infiriéndose  racionalmente  del  hecho   de  no 
haberlos  acusado  que  tal  inducción   no   tiene  valor  alguno 
legal,  ni  puede  servir  de  fundamento  para  acusar  criminal- 
mente á   Sánchez    ni    á   Bazan  y    Luna.  —  Quinto.   Final- 
mente que  al  imputar  los  acusadores   públicos  á  una   per- 
sona de   tan  buenos   antecedentes    como  el    Comandante 
Sánchez    el  grave  crimen  de   falsedad  y    pedir  contra  él 
el   Señor   Procurador  Jeneral  la  severa  pena  que  le  inflijo 
la  ley  Nacional,    fundándose  ambos  únicamente  en  la  débil 
base  de   una  simple  presunción,  han  olvidado  que  según 
a  sabia  disposición   de  la  ley  doce,  título  catorce,  partida 
ercera,  t  el  pleito  criminal  que  sea  movido  contra  alguno 
en  manera   de  acusación  ó    de  riepto  debe  ser  probado 
abiertamente  por  testigos  ó  por  cartas  ó  por  conocencia 
del   acusado  e  non  por  sospechas  tan  solamente.  Ga  de- 
recha cosa  es  que  el  pleito  que    es  movido  contra   la 
persona  del  orne  o  contra   su    fama   que    sea   probado 
e  averiguado  por  pruebas  claras  como  la  luz  en  que  non 
venga  ninguna  dubda.    E  por   ende   fallaron  los   sabios 
antiguos   en  tal  razón   como    esta  e   dijeron,    que  mas  ' 
santa  cosa  era  de  quitar  al  ome  culpado,  contra  quien 
non  puede  fallar  el  Juzgador  prueba  cierta    e  manifiesta 
que  dar  juicio  contra  el  que  es  sin  culpa,    maguer  fa- 
llasen por  señales  algunas  sospechas  contra  él.  Y  por  último 
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han  olvidado  también  que  esta  prescripción  legal  con- 
cordante con  la  ley  absentem.  5^  Dig.  de  Poenis  que 
dice:  saüus  est  impunitum  relinque  fadnus  nacentU  qtian 
innocentem  damnare,  se  halla  corroborada  en  términos 
enérjicos  por  el  sabio  Lejiplador  de  las  Partidas,  cuando, 
después  de  estatuir  en  el  titulo  de  las  penas,  que  estas 
no  se  impongan  sino  estando  probado  el  delito,  se  dirije 
á  los.  jueces  y  les  dice  —  c  E  non  se  deven  los  Juzgadores 
rebatar  á  dar  pena  á  ninguno  por  sospechas  nin  por  señales 
nin  por  presunciones  (ley  séptima,  título  treinta  y  uno, 
partida  séptima ).  Por  estos  fundamentos  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada  corriente  de  fojas  noventa  y  tres  vuelta  á 
cíenlo  uno  vuelta,  y  se  absuelve  á  Don  Pedro  P.  Sánchez 
de  toda  culpa  y  pena,  dejándole  en  la  buena  opinión  y 
fania  deque  gozara  antes  de,  promovérsele  este  proceso. — 
Y  no  debiendo  la  Corte  pronunciarse  sobre  la  falsedad  de 
los  endosos  de  cuyo  delito  también  se  ocupa  el  Señor 
Procurador  Jeneral  á  foja  cienta  treinta  y  una  vuelta  de 
la  respuesta.  —  Prvnero.  Porque  el  Procurador  Fiscal  no 
apeló  de  la  sentencia  en  la  parte  en  que  el  juez  se 
declara  incompetente  para  conocer  de  esa  acusación. — Se- 
gundo. Porque  aquel  funcionario  no  ha  usado  del  derecho 
de  adherirse  á  la  apelación,  como  debió  hacerlo,  si  se  pro- 
ponía proseguir  aquella   acusación,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  — Marcelino  Ugarte. — 
j.  b.   gorostuga. 
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CÜ^USÜL  LiIHL 


La  viuda  é  hijos  de  D  Juan  iV.  Fernandez^  contra 
D.  N.  Santander^  sobre  competencia. 


Sumario,  —  El  Juzgado  Federal  no  tiene  jurisdicción 
para  entender  en  incidentes  de  un  juicio  radicado  en  la 
jurisdicción  provincial. 


Caso.  — ElDr.  D.  Federico  Pinedo,  apoderado  general  de 
la  viuda  é  hijos  de  D.  Juan  N.  Fernandez,  se  presentó 
al  Juzgado  Federal  de  Buenos  Aires  y  espuso  :  Que  te- 
niendo noticia  que  el  Juez  de  Comercio  del  Rosario  de 
Santa  Fé  habia  ordenado  el  embargo  de  6,000  ovejas 
propiedad  de  sus  representados,  y  últimamente  dispuesto 
su  venta  en  remate  público  á  consecuencia  de  demanda 
interpuesta  por  un  Sr.  Santander,  vecino  de  aquella  Pro- 
vincia, pedia  se  librase  exhorto  al  juez  indicado  para  que 
se  abstuviese  de  todo  procedimiento,  y  notifícase  al  de- 
mandante ocurrir  ante  este  juzgado,  debiendo  levantarse  el 
embargo  indebidamente  decretado.  —  Que  los  herederos  de 
Fernandez  siguieron  un  juicio  ejecutivo  con  D.  Diego  de 
Albear,  y  obtuvieron  del  juez  de  la  causa  Dr.  Barra  librase 
exhorto    para  que  fuesen  embargados  bienes  en  el  Rosa- 
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rio,  nombrándose  depositario  de  algunos  de  ellos  al  Señor 
Santander.  —Que  terminado  el  asunto  se  libró  nuevo  es- 
horto  para  que  fuesen  entregados  los  bienes  embargados 
a)  representante  nombrado  por  los  herederos,  cumpliéndose 
en   esos  términos. 

Que  posteriormente  el  juez  exhortado  libró  orden  de  em- 
bargo de  6,000  ovejas  á  petición  de   Santander  á  pretesto 
de  pagarse  sus  honorarios  que  no    habia  cobrado  ante  el 
juez  de  la   causa. — Que   denunciado    este    atentado  ante 
el  juez  de  la  causa,  este  ordenó   se  levantara  el  embargo 
y  se    notifícase  al  demandante  ocurriera    ante    él,  hacién- 
dole saber   que  existia  en    depósito   á  la   orden  del    juez 
la  suma  reclamada  que  se  resistia  reconocer  por  exhorbitante. 
Que   librado  el   exhorto,  aquel  juez  que  antes   habia  re- 
conocido   la   competencia. del  juez  de  esta   Provincia,   se 
habia  declarado  competente  para  conocer  en  la  demanda  do 
Santander,  cometiendo  el  atentado  de  mandar  venderá  bienes 
para  pagar  la  suma  exijida,  sin  audiencia  y  sin  competencia. 
Que  como  en  el  fondo   éste  incidente  importaba    una 
demanda    que  interponia   Santander,    vecino  del    Rosario, 
contra  los  herederos  de  Fernandez,  vecinos  de  Buenos  Aires, 
era  evidente  que  pertenecía  privativamente  al  juzgado  de  esta 
sección  según  el  art.  2®  de  la  ley  de  i  4  de  Setiembre  de  1863. 


Fallo  del  Juez  Seeelonal. 


Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1872. 

No  teniendo  este  juzgado  jurisdicción  para  entender  en 
incidentes  de  un  juicio  radicado  en  la  junsdicion  provincial, 
ocurra  donde  corresponda. 

Z  aválela. 
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Notificado  el  Dr.  Pinedo  espuso  que  se  interpretaba 
equivocadamente  el  escrito  anterior  al  pensar  que  esta 
instancia  constituía  un  incidente  del  asunto  radicado  en 
el  juzgado  de  Provincia  que  habia  terminado  ^  por  una 
transacción.  —  Que  el  asunto  á  que  se  referia  el  escrito 
era  promovido  por  Santander,  contra  la  testamentaría, 
independiente  completamente  del  arreglado  con  Alvear, — cor- 
respondiendo á  la  Justicia  Nacional  por  la  distinta  vecin- 
dad de  las  partes. 

Pidió  revocatoria  por  contrario  imperio  ó  apelación  in 
subsidium. 

Concedida  la  apelación  en  relación  se  dictó  este 


Fallo  de  la    Suprema   Corte. 


Buenos  Aires,  Junio  8  de  i 872. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  seis;  satisfechas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  Marcelino  Ugarte. 
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Cil.U(Si%  ÍJ^L. 


CrimincUj  D.    Tomás  Santa  Ana,  conlra  los  autores  de   las 
protestas  á  las  elecciones  Nacionales  en  la  provincia  de 

Catamarea. 


Sumario.  —  1**  Corresponde  á  las  Cámaras  respectivas  re- 
solver sobre  el  mérito  de  las  protestas  contraías  elecciones 
en  lo  relativo  á    su  validez. 

2°  Corresponde  á  los  Tribunales  de  Provincia  el  juzga- 
miento de  las  falsedades,  injurias  ó  calumnias  que  pudieren 
haberse  consignado  en  aquellas,  á  instancia  de  los  agra- 
viados, y   no  de  cualquier  ciudadano. 


Caso, — El  ciudadano  D.  Tomás  Santa  Ana,  se  presentó 
ante  el  juzgado  nacional  de  la  sección  de  Catamarea  espo~ 
niendo  que  varias  personas,  que  intentaban  dominar  la 
provincia  habían  protestado  contra  la  elección  del  1^  de 
Enero  último  de  tres  Diputados  al  Congreso  Nacional,  ale- 
gando causas  de  fuerza  armada  y  violencias  de  todo  género; 
denunció  como  falsos  los  fundamentos  de  las  menciona- 
das protestas  y  pidió  se  levantara  el  sumario  correspon- 
diente para   proceder  al  castigo  de  los  criminales. 
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FnUo  del  Juez  Aeeeloual. 


Catamarca,  Marzo  20  de  1872. 

V^ista  la  anterior  solicitud,  y  resultando  de  su  parte  prin- 
cipal, que  la  acusación  deducida  versa  sobre  la  existencia 
de  unas  protestas  falsas  ó  calumniosas  contra  las*  elecciones 
del  ío  de  Enero  último,  y  considerando  : — 1**  Que  á  la 
Cámara  respectiva  es  á  quien  únicamente  corresponde 
resolver  sobre  su  mérito  en  lo  relativo  á  la  validez  de 
tales  elecciones.  — 2o  Que  en  lo  referente  á  falsedades ^ 
injurias  ó  ealumnias  que  pudieran  haberse  consignado  en 
aquellas,  es  á  los  Tribunales  ordinarios,  y  po  á  los  de 
la  Nación  'á  quienes  corresponderia  su  juzgamiento  á  ins- 
tancia de  los  agraviados  y  no  de  cualquiera  ciudadano — 
artículos  56  y  104  de  la  Constitución  —  37  y  55  ley  de 
elecciones,  tit.  6^,  ley  penal,  art.  3^  de  la  id.  sobre  juris- 
dicción y  competencia  y  doctrinas  de  Tejedor, — Derecho  Cri- 
minal, tomo  1**,  párrafos  383  y  393,  y  el  tomo  2o,  párrafos 
144  y  siguientes. — Por  tanto  y  de  conformidad  á*lo  dispuesto 
por  el  art.  3^  de  la  ley  de  procedimientos;  ocurra  el 
querellante  donde  corresponda,  haciéndose  ostensiva  esta 
negativa  á  los  otros  seis  referentes  á  dicha  acusación  ; 
y  por  lo  que  respecta  á  lo  demás,  deducida  que  sea  jestion 
formal,   en    escrito  separado,    se    proveerá. 

Joaquín   Quiroga . 

Santa  Ana  apeló  diciendo  que  no  era  la  monte  de  la 
denuncia  el  anular  ó  revalidar  las  elecciones,  sino  la 
de  pedir  el  castigo  de  un  delito  previsto  en  el  cap.  i^, 
art.   14,  inc.  3o  de  la  ley  de  procedimientos. 

Concedido  el  recurso   en  relación  se  dictó  el  siguiente 
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Fallo  de  la  Spiprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Junio  ii  de  1872. 

Por  sus  fundamentos,  se  conñrma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  tres  vuelta  y  devuélvanse  al  juez  de  sec- 
'cion,  quien  cuidará,  de  la  reposición  de  sellos  y  á  quien 
se  le  remitirá  la  planilla  de  costas  para  que  exija  y  remita 
su  importe. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  — José  Barros  Pazos. — 
Marcelino  Ugarte — José  B.  Go- 
rostiaga. 
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CAUSÜ.  lul^l 


D.  José  María  Marzo,  contra  los  Señores  Jaime  Llavallol  é  hijos^ 

poY  cobro  de  perjuicios. 


Sumario.  —  I""  No  alegando  un  comisionista  mala  calidad 
ó  mal  acondicionamiento  del  articulo  que  se  le  encomien- 
da, ni  tampoco  que  el  buque  conductor  haya  hecho  un 
viaje  estraordinariamente  largo,  se  presume  que  el  articulo 
llega  en  condición  de  poderse  obtener  por  él  el  precio 
corriente  en    plaza  en  la  época    de  su   arribo. 

2"  La  obligación  de  obrar  como  en  negocio  propio 
que  el  Código  de  comercio  impone  á  los  comisionistas, 
importa  emplear  la  diligencia  y  celo  compatibles  con  el 
objeto  de  conseguir  la  mas  rápida  y  provechosa  reali- 
zación  para  el  comitente. 

3""  Esta  obligación  es  todavia  mas  estricta  cuando  el 
artículo  es  susceptible  de  deteriorarse. 

4^  Sí  los  efectos  consignados  llegasen  en  mal  estado, 
es  deber  del  comisionista  hacer  constar  en  forma  legal 
el    verdadero  oríjen  del  daño  y  hacerlo  saber  al  comitente. 

5^  La  omisión  en  este  deber  obliga  al  comisionista  á 
responder  de  los  efectos  en  los  términos  designados  por 
el  conocimiento. 
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6""  Si  los  efectos  se  deterioran  por  culpa  del  comisionis- 
ta, este  debe  al  comitente  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios. 

7o  Estos  consisten,  en  la  diferencia  entre  el  precio  obte- 
nido por  el  articulo  deteriorado  y  el  corriente  en  plaza 
por  el  mismo  artículo  en  buena  condición. 


Caso.  —  En  14  de  Febrero  de  1870,  Jaime  Llavallol  é 
hijos  acusaron  recibo  á  D.  José  Maria  Marzo  de  un  co- 
nocimiento por  1,000  cajas  de  pasas  que  venian  en  el 
buque  <  María  Dunan  >  á  su  consignación,  agregando  que 
á  la  llegada  del  buque  harían  por  lo  mejor,  y  que  es- 
caseando el  artículo  esperaban  venderlas  pronto,  aunque 
no  á  muy  buen  precio,  pues  las  últimas  ventas  se  habian 
hecho  á  68  pesos  caja  por  el  mal  estado  de  la  plaza. 

En  Junio  29  D.  Octavio  Rossi  escribió  á  Marzo  una 
carta  en  que  le  decia  que  el  dia  3  de  ese  mes  habia 
dado  entrada  en  la  aduana  la  goleta  «  Arché  >  proce- 
dente de  Málaga  y  Montevideo  á  su  consignación,  for- 
mando parte  del  cargamento  1,015  cajas  pasas  cargadas 
por  Marzo  á  la  orden ;  y  no  habiéndose  presentado  nadie 
á  reclamarlas,  sin  embargo  de  haberse  publicado  avisos 
en  los  diarios  y  en  la  Bolsa  de  Comercio,  habia  ocurrido 
al  Juzgado  correspondiente,  el  que  habían  dispuesto  que 
el  administrador  de  la  aduana  resolviese  si  el  articulo  era 
conservable  ó  no  para  depositarlo  ó  venderlo^  lo  que  se 
hacia   un  deber  en  comunicarle. 

Con  fecha  12  de  Julio,  Llavallol  é  hijos  contestaron  una 
carta  de  Marzo  en  que  le  dice  que  con  razón  estraña  no  tener 
noticias   de  su    envió  de  pasas  por  el  <  Maria  Dunan  >. 

Que  el  buque  habia  llegado  el  24  de  Marzo,  y  pudieron 
realizrr  las  pasas  á  85  pesos  caja  despachada;    pero  que 
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habiendo  llegado  á  tierra  en  mala  condición,  tuvieron  que  ' 
rescindir  la  venta  y  colocarlas  de  nuevo  á  50  pesos.  ~  Que 
el  segundo  envió  por  el  c  Arché »  y  no  por  el  c  Even  > 
como  habia  indicado,  entrado  el  3  de  Junio,  también  ha- 
bia  venido  en  mal  estado,  como  la  generalidad  de  la  fruta 
venida  por  ese  buque,  debido  en  gran  parte  al  mucho 
tiempo  que  habia  estado  en  bodega.  —  Que  para  empeorar 
la  situación  habia  sucedido  que  cuando  el  señor  Givils  de 
Montevideo  les  remitió  el  conocimiento  se  les  traspapeló 
y  00  tuvieron  presente  su  envió,  dando  lugar  á  que  las 
1,015  cajas  fuesen  descargadas  por  orden  del  consignatario 
del  buque,  hecho  que  conocían  hacía  pocos  dias.  —  Que 
por  «sta  pasa,  que  dejaba  mucho  que  desear,  no  habían 
podido  recabar  oferta,  mientras  que  se  obtendría  80  pesos 
por  la  que  estuviese  sana.  —  Que  debía  llamar  su  atención 
sobre  el  inconveniente  que  ofrecía  el  embarque  en  buques 
destinados  á  ambos  puertos  del  Plata,  ó  en  los  que  vienen 
'cargados  con  sal,  cuando  se  trata  de  artículos  delicados; 
pues  que  la  demora  en  Montevideo  es  siempre  perjudi- 
cial para  la  carga  que  debe  venir  á  este  puerto,  porque 
se  pierde  la  ocasión  de  vender  y  sufren  los  artículos 
por  el  mayor  tiempo  que  están  en  bodega  y  por  el  poco 
cuidado  que  se  tiene  en  remover  la  estiva. 

Eu  una  posdata,  fechada  el  14  del  mismo  mes,  dicen 
que  acompañan  la  cuenta  de  venta  de  las  mil  cajas  venidas 
en  el   c  María  Dunan  »  con  un  liquido  de  972,  ^  f^  35  es. 

Con  estos  documentos  y  una  cuenta   que  dice 

Las  1 ,000    cajas    por  <  María  Dunan  > 

debieron  producir  á  85  ^  $  ^  2,201-15 

Las  1,015  por  *  Arché  >  id.  id 2,239-18 

S  r*  4,440-33 
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Han  producido: 

Las  primeras 972-35 

Las   segundas 1 ,569-73 

"^  2,542-08 

Perjuicio  sufrido  en  ambas ;¡f  P'  1,898-25 

Costo  del  poder  en  Málaga 10     * 

Perjuicio  para  el  remitente <  1,908-25 

El  Procurador  Frugoni,  por  Marzo,  se  presentó  al  juez 
de  esta  sección  demandando  á  los  consignatarios  por  la 
espresada  suma   de    pesos  P'   1,908-25  es. 

Que  el  buque  c  María  Dunan »  llegó  á  este  puerto  el  S4 
de  Marzo,  es  decir  poco  mas  de  urf  mes  después  de  la 
fecha  de  la  primera  carta  de  Llavallol,  y  á  pesar  de  haber 
tenido  conocimiento  de  ello  postergaron  el  recibo  de  las 
pasas  hasta  el  31  de  Mayo. 

Que  la  misma  carta  de  Llavallol,  fecha  12  de  Julio, 
justifica'  este  reclamo,  cuando  dicen  que  á  la  llegada 
de  dicho  buque,  esto  es,  el  24  de  Marzo,  pudieron  haber 
realizado  la  venta  al  precio  de  85  pesos  agregando  que 
las  circunstancias  de  haber  llegado  á  tierra  en  mala  condi- 
ción los  obligó  á  rescindir  la  venta  y  colocarla  de  nuevo 
á  50   pesos. 

Que  en  las  cajas,  venidas  por  el  c  Arché  »  concurrieron  aun 
otros  contratiempos  debidos  únicamente  á  la  poca  puntua- 
lidad con  que  los  consignatarios  cumplieron   su   deber. 

Que  el  c  Arché  »  llegó  al  puerto  el  3  de  Junio,  y  recien 
el  13  de  Julio  ocurrieron  á  desembarcar  y  recibir  la  carga, 
cuando  sin  esas  circunstancias  las  pasas  se  habrian  ven- 
dido á  80   pesos. 

Corrido  traslado,  los  consignatarios  contestaron  que  no 
habian  incurrido  en  ninguna  responsabilidad,  porque  los 
vicios  que  habian  producido  el   menor  valor   del   artículo 
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procedian  del  estado  averiado  en  que  llegó,  del  mal  modo 
de  cargarlo,  y  de  otras  causas  que  probarian,  resultando 
qoe  la  demanda  era  temeraria  y  debia  absolvérseles  de 
ella  con   costas. 

Que  todo  el  fundamento  de  esta  demanda  es  la  carta 
fechada  12  de  Julio  y  el  estravio  del  conocimiento  del 
€  Arché  >  entre  sus  papeles. 

Pero  que  si  el  juzgado  se  fija  en  que  el  conocimiento 
no  les  vino  directamente  sino  por  intermedio  del  Señor 
Givils  de  Montevideo,  y  que  el  mismo  consignante  equi*- 
vocó  el  nombre  del  buque,  y  si  á  esto  se  agrega: — 1^  Que 
si  el  conocimiento  les  hubiera  venido  directamente  no  lo 
habrían  incluido  entre  papeles  de  otra  procedencia  que  la 
de  Málaga,  lo  que  fué  la  causa  de  la  pérdida;  —  2^  Que 
casi  toda  la  fruta  de  igual  clase  que  trajo  ese  buque 
remitida  por  otras  casas  llegó  averiada  y  que  como  tal 
se  vendió  en  plaza;  —  3^  Que  el  buque  estuvo  mucho 
tiempo  en  Montevideo  y  que  el  artículo  es  por  si  de- 
masiado delicado  para  sufrir  mucho  tiempo  de  bodega;  — 
4^  Que  el  c  María  Dunan  »  venia  cargado  del  sal  que  es  un 
articulo  que  enjendra  humedad  y  evaporaciones  salitrosas 
que  hacen  fermentar  las  frutas,  sobre  todo  al  pasar  la 
linea  ;  el  juzgado  veria  que  la  demanda  era  completad- 
mente  antojadiza  y  temeraria. 

En  seguida  para  mejor  proveer  se  mandaron  practicar 
algunas   diligencias   probatorias,   y  con  ellas  se  dictó  este 


FaUQ  d«l  JTues  de  Sección. 

Buenos  Aires,  Abril  24  de  i872. 

Vistos    estos  autos  seguidos  por  D.    José   María  Marzo 
contra  los  Señores  Jaime  Llavallol  é  hijos,  por  cobro -de 
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perjuicios  suíridos  en  la  venta  de  una  partida  de  pasas  de 
Málaga  remitidas  á  la  consignación  de  los  últimos,  y 
resultando : 

lo  Que  en  14  de  Febrero  de  1870  los  Señores  Ltavallol 
é  hijos,  por»  su  carta  de  f.  I*",  acusaron  recibo  á  Marzo 
de  la  del  último,  de  6  de  Enero  anterior,  en  que 
las  incluia  un  conocimento  por  1,000  cajas  pasas  re- 
mitidas por  el  mismo  en  la  barca  c  María  Dunan  »  pro- 
cedente de  Cádiz,  y  á  la  consignación  de  los  dichos  co- 
merciantes Llavallol  é  hijos,  manifestando  estos  en  su 
citada  contestación  la  esperanza  de  realizarlas  inmediata- 
mente de  su  arribo,  aunque  á  un  precio  que,  según  las 
últimas   ventas  no  seria  elevado. 

2^  Que  está  constatado  por  la  carta  de  f.  3  de  los  mismos 
Señores  Jaime  Llavallol  é  hijos  y  reconocida  por  estos, 
como  igualmente  por  la  contestación  á  la  demanda  y 
esposicion  de  f.  37,  que  la  espresada  barca  c  María  Dunan» 
llegó  á  este  puerto  el  24  de  Mayo  del  mismo  año  1870, 
sin  que  los  consignatarios  procediesen  á  la  descarga  de 
las  1,000  cajas  pasas  hasta  después  del  4  de  Junio  en 
que  consiguieron  venderlas  en  tres  fracciones  al  precio 
de, 85  pesos  moneda  corriente,    cada   caja  despachada. 

3o  Que  según  los  mismos  Señores  Jaime  Llavallol  é 
hijos  en  su  segunda  carta  citada,  hablan  llegado  las  cajas 
de  pasas  á  tierra  en  mala  condición,  fueron  obligados 
á  rescindir  el  contrato  y  á  venderlas  nuevamente  á  50 
pesos ;  agregando  los  mismos  bu  su  contestación  á  la 
demanda,  que  la  c  María  Dunan »  venia  cargada  de  sal, 
cuya  humedad  y  evaporaciones  saHtrosas  hacen  fermentar 
las  frutas,  especialmente  al    pasar  la  linea. 

4o  Que  el  mismo  D.  José  María  Marzo  remitió  tam- 
bién á  la  misma  casa  de  Llavallol  é  hijos  por  el  buque 
<  Arché  >  entrado  á  este   puerto  el  3  de  Junio  de  1870, 
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otra  partida  de  1|015  cajas  pasas,  las  que  no  habiéndose 
presentado  el  portador  del  conocimiento,  ni  siendo  conocido 
por  estar  concebido  á  la  orden,  fueron  desembarcadas  por 
el  consignatario  Ü.  Octavio  Rossi,  después  de  infructuosos 
avisos  en  los  periódicos  y  en  la  Sala  y  Bolsa  de  Comer- 
cio, é  iban  á  ser  vendidas  por  la  administración  de  Rentas 
en  13  de  Julio  cuando  las  reclamaron  los  Señores  Llavallol  y 
les  fueron  entregados ;  hechos  todos  que  se  hallan  cons- 
tatados por  la  carta  délos  últimos  corriente  á  f.  3,  las 
de  f.  2  y  5  de  D.  Octavio  Rossi,  acompañadas  á  la  de- 
manda, y  cuyo  contenido  no  habiendo  sido  contestado, 
antes  al  contrario  reconocido  esplícitamente  en  parte,  debe 
estimarse  como  confeso  con  arreglo  al  art.  86  de  la 
ley  de  procedimientos,  á  lo  cual  se  agrega  además,  que 
él  está  plenamente  corrobado  por  la  transcripción  certifi- 
cada del   aviso   de   Rossi  que   &e   encuentra   á  f .    31. 

5®  Que  Llavallol  é  hijos  en  su  citada  carta  de  12  de 
Julio  de  1870  «y  que  corre  á  f.  3,  dicen  que  las  pasas 
llegaron  én  mal  estado,  como  la  generalidad  de  la  fruta 
conducida  por  el  mismo  buque,  debido  en  gran  parte  al 
mucho  tiempo  que  habia  estado  en  bodega,  y  que  á  haber 
llegado  sana  habrían  obtenido  el  precio  de  80  pesos,  moneda 
corriente. 

6^  Que  el  precio  de  las  pasas  á  fines  de  Marzo  fecha 
en  que  llegó  á  este  puerto  la  c  María  Dunan,  *  era  el  de 
7o  á  80  pesos  moneda  corriente,  como  lo  acreditan  las 
revistas  comerciales  que  corren  á  fs.  36  y  48. 

7^ .  Que  la  parte  de  Marzo  acompañando  las  cartas  re- 
feridas de  Llavallol  é  hijos,  fs.  1  y  3,  y  las  de  Rossi  que 
.  corren  á  fs.  2  y  5,  entabla  demanda  contra  los  consigna- 
tarioSi  cobrándoles  el  saldo  que  á  su  favor  arroja  la  cuenta 
de  f.  6,  según  la  que  las  pasas  vendidas  por  Llavallol  é 
hijos  hablan  producido  2,542  pesos  80  centavos  fuertes, 
T.  ui.  4 
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debiendo  haber  producido  t  al  precio  de  85  pesos  m/c. 
4,440  pesos  33  centavos  fuertes,  y  dando  una  diferencia , 
entre  el  producto  obtenido  y  el  que  debieron  obtener,  de 
la  cantidad  de  1,808  pesos  35  centavos  fuertes,  cuyo  co-^ 
bro  con  intereses  y  costas,  persigue  el  demandante,  fun* 
dándose  en  que  los  señores  Llavallol  é  hijos,  por  no  haber 
desempeñado  su  comisión  oon  la  exactitud  y  selo  que  era 
de  su  deber  y  que  habían  prometido,  no  procediendo  al 
desembarque  de  las  pasas  que  sabian  les  venian  consigna- 
das, no  las  habían  vendido  al  precio  de  85  pesos,  sino 
á  uno  completamente  inferior,  infiriéndole  asi  por  su  culpa 
un  perjuicio  que  estaban  en  el  deber  de  resarcir. 

8"^  Que  los  demandados  oponen  las  siguientes  escepcio^ 
nes:  1^  Respecto  al  envío  por  la  c  María  Dunan,  >  que 
suponiendo  que  el  articulo  fuera  de  buena  calidad,  creye- 
ron obtener  y  obtuvieron  efectivamente  el  precio  de  85 
pesos  por  cada  caja  despachada,  pero  que  habiendo  resul- 
tado averiadas  en  una  gran  parte,  se  vieran  obligados  á 
venderlas  á  diversos  precios;  agregando  que  el  buque  con- 
ducía también  sal  lo  que  deteriora  la  fruta  y  que  hicieron 
con  dicho  cargamento  lo  que  habrían  hecho  con  una  mer* 
canela  propia,  retardando  el  desembarque  hasta  obtener 
comprador  mas  ó  menos  seguro,  con  lo  que  evitaban  los 
crecidos  gastos  de  almacenaje  y  eslingaje  con  todas '  las 
consecuencias  necesarias  de  las  remociones  continuas  db 
bultos,  que  se  hacen  en  aquella  repartición  —  2^  En  cuanto 
á  las  pasas  conducidas  por  la  barca  c  Arche  >  que  el  cd- 
nocimiento  fué  traspapelado  á  causa  de  no  haberlo  reci-* 
bido  directamente  sino  por  intermedio  del  Sr.  Gibils  de 
Montevideo  ;  que  casi  toda  la  fruta  conducida  por  el  mismo 
buque  llegó  averiada  y  como  tal  se  vendió  en  plaza/  y  que 
el  buque  estuvo  mucho  tiempo  en  Montevideo,  permane- 
ciendo por  consecuencia  la  pasa,  que  es  un  artículo  deli* 
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eado,  mucho  tiempo  en  bodega,  lo   que  es    oausa  para 
que  se  averie. 

9""  Que  habiendo  el  Juzgado  ordenado  con*  la  calidad  de 
para  mejor  proveer,  que  los  señores  Jaimes  Lavattol  é  hijos 
manifestasen  cuáles  otras  casas  habitan  recibido  pasas  por 
la  goleta  c  Arche  »  y  cuál  era  el  precio  corriente  de  las 
pasas  á  ñnes  de  Marzo  y  principios  de  Junio  de  4870,  en 
que  llegaron  á  este  puerto  los  buques  c  María  Dunan  »  y 
<  Arche,  »  han  acompañado  las  planillas  de  fs.  36  y  48,- 
de  las  que  resulta  que  el  precio  de  las  pasas  era  en  la 
segunda  quincena  de  Marzo,  de  setenta  y  cinco  á  ochenta 
pesos  moneda  corriente,  y  en  la  primera  quincena  de  Ju«* 
Dio  de  ochenta  y  cinco  pesos  moneda  corriente  cada  caja. 

Y  considerando : 

1"*  Que  no  habiendo  los  demandados  opuesto  escepcion 
ninguna  acerca  de  la  calidad  de  la  pasa,  ni  acerca  de  la 
condición  en  que  llegó  á  este  puerto,  como  tampoco  la  de 
que  los  buques  hubiesen  hechos  viajes  estraordinariamente 
largos,  ha  debido  presumirse  que  la  pasa  ha  debido  llegar 
en  el  estado  en  que  ordinariamente  llegan  los  artículos 
de  esta  espeoioy  y  por  consecuencia  en  condiciones  de 
poder  obtener  el  precio  corriente  en  plaza  en  la  época 
de:  su  arribo. 

2o  Que  el  deber  de  los  señores  Jaime  Lia vallol  é  hijos, 
como  consignatarios,  era  emplear  la  dilijencia  y  zelo  com- 
patible con  el  objeto  de  conseguir  la  mas  rápida  y  prove- 
chosa realización  para  el  comitente,  pues  esto  es  lo  que 
importa  verdaderamente  la  obligación  de  obrar,  como  lo 
harían  en  negocio  propio,  que  les  impone  el  art.  342  del 
Código  de  Comercio. 

Q'>  Que  en  el  presente  caso  la  realización  tan  inmediata 
eemo  posible  de  las  pasas  remitidas  á  la  consignación  de 
los  Sres.  Llavallol  é  hijos,  era  tanto  mas  estricta  cuanto 
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que  dichos  señores  se  comprometieron  á  hacerlo  así  en 
su  carta  de  14  de  Febrero  de  1870,  que  corre  &  f.  1*,  y 
que  el  articulo  era  susceptible  de  deteriorarse,  como  han 
reconocido  esplicitamenleí  que  lo  es,  los  demandados,  en  su 
carta  de  doce  de  Julio  del  mismo  año  y  en  su  contestación 
á  la  demanda. 

4o  Que  los  Sres.  Jaime  Llavallol  é  hijos  no  pueden  es* 
cusarse,  ni  pueden  alegar  como  una  circunstancia  si  quiera 
en  su  favor  para  no  proceder  á  la  inmediata  ejecución  de 
su  «¿omisión,  el  que  el  precio  de  las  pasas  á  la  llegada  de 
los  buques  c  María  Dunan  »  y  c  Arche  »  fuera  excesiva- 
mente bajo,  por  cuanto  de  las  planillas  de  precios  corrien- 
tes acompañados  por  ellos  mismos,  consta  que  los  precios 
eran  de  75  á  80  pesos  m/c.  á  la  llegada  del  primero  y 
de  85  pesos  á  la  llegada  del  segundo  buque,  y  por  conse- 
cuencia notablemente  elevados,  sobre  todo  respecto  al  de 
78  que  es  el  que  Qsperaban  obtener  según  su  carta  de 
foja  1\ 

5®  Que  en  consecuencia  de  lo  establecido  en  los  prece- 
dentes considerandos,  es  inadmisible  la  escepcion  que  los 
Sres.  Jaime  Llavallol  é  hijos  han  opuesto  de  haber  pro- 
cedido respecto  á  la  carga  por  la  «  María  Dunan  »  como 
lo  habrían  hecho  en  negocio  propio,  retardando  el  desem- 
barque desde  el  24  de  Marzo  hasta  el  4  de  Junio,  y  esto 
tratándose  de  una  mercancía  que  según  lo  reconocen  los 
demandados  en  su  carta  de  í.  3,  no  puede  permanecer 
mucho  tiempo  en  bodega  sin  deteriorarse,  y  que  era  ade- 
más conducida  en  un  buque  cargado  de  sal,  que  según 
se  reconoce  la  contestación  á  la  demanda,  engendra  hu- 
medad y  evaporaciones  salitrosas  que  hacen  fermentar  Iqs 
frutas^  lo  que  escluye  toda  idea  dé  que  en  beneficio  del 
mismo  articulo  retardaron  su  descarga  y  de  que  procedie- 
ron  como  en  negocio  propio. 
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6^  Que  en  cuanto  á  la  partida  de  pasas  que  los  deman- 
dados recibieron  por  el  c  Arche  >  la  negligencia  con  que 
ejecutaron  la  comisión  que  se  les  encargó,  puede  decirse 
que  está  esplíeitamente  reconocida  por  los  mismos,  puesto 
que  en  su  citada  carta  de  doce  de  Julio  conñesan  que  á 
la  llegada  del  espresado  buque,  no  tuvieron  presente  el 
envió  que  se  les  hacia  á  causa  de  habérseles  traspapela- 
do el  conocimiento;  y  que  esto  dio  lugar  á  que  el  consigna- 
tario del  buque  procediera  é  la  d*escarga,  agregando  que 
la  fruta  llegó  en  mal  estado,  debido  esto  en  gran  parte 
al  mucho  tiempo  que  habia  estado  en  bodega  ;  y  esto  con 
la-  circunstancia  notable  de  que  con  fecha  ocho  de  Junio 
se  avisaba  por  los  diarias  á  los  consignatarios  de  la  carga 
para  que  ocurriesen  al  del  buque  por  la  orden  del  des- 
embarque, que  hasta  el  29  de  Junio  permanecía  la  carga 
á  bordo,  como  lo  prueba  la  carta  de  Rossi  de  la  misma 
fecha,  que  no  ha  sido  contradicha,  y  que  recien  el  trece 
de  Julio,  cuando  el  Administrador  de  Aduana  ordenaba  la 
venta  de  las  pasas,  se  presentaron  los  consignatarios,  como 
86  ha  establecido  en  et  cuarto  resultando  de  la  sentencia, 
debiendo  llamar  la  atención  que  los  Sres.  Llavallol,  en  la 
carta  de  f.  3  con  fecha  doce  de  Julio  digan  hacian  pocos 
dias  á  que  se  habian  apercibido  de  que  habia  á  su  con- 
signación carga  conducida  por  el  buque  c  Arche,  >  la  que 
avisaban  á  Marzo  haber  llegado  en  mal  estado ;  lo  que 
importa  haber  antidatado  la  carta  á  sabiendas,  corno  así 
mismo  transmitir  falsos  informes  á  los  remitentes  acerca 
de  la  fecha  en  que  habian  recibido  las  mercancías,  hechos 
que  inducen  la  presunción  de  que  los  consignatarios  se 
consideraban  realmente  omisos  en  el  cumplimiento  de  sus 
deberes,  y  que  trataban  de  escusarse,  disminuyendo  el 
tiempo  transcurrido  entre  la  llegada  del  buque  y  el  recibo 
de  la  carga,   á  fin  de  disminuir  su  falta  ó  atenuarla  ;  pues 
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6Ín  este  objeto  no  se  concibe  porque  comunieaban  coa 
fecha  doce  de  Julio  como  ocurrido  en  dias  anteriores  lo 
que  realmente  recien  tuvo  lugar  el  trece  del  mismo  mes 

1"*  Que  aunque  es  verdad  que  la  goleta  c  Arche  »  hizo 
escala  en  Montevideo,  donde  demoró  diez  y  siete  dias,  y 
que  Llavallol  é  hijos  alegan  que  dicha  demora  en  Mon- 
tevideo contribuyó  á  aumentar  el  deterioro  ó  averia  de  las 
pasas,  este  último  hecho  no  puede  acreditarse  de  un  modo 
salisfactorio ;  siendo  posible  que  la  fruta  hubiese  llegado 
en  buen  estado,  á  lo  que  se  agrega  que  el  no  haberse 
justificado  en  qué  estado  llegó  la  carga,  es  imputable 
esclusivamente  á  los  consignatarios  que  no  cumplieron  el 
deber  que  sobre  este  punto  los  itnponen  los  artículos  352 
y  353  del  Código  de  Comercio,  cuya  omisión,  según  el  úl- 
timo articulo,  los  obliga  á  responder  de  los  efectos  en  los 
términos  designados  por  el  conocimiento,  y  por  consecuen- 
cia como  si  los  hubiesen  recibido  en  el  mas  perfecto  es- 
tado. 

8o  Que  las  disposiciones  citadas  en  el  precedente  con* 
siderando  son  aplicables,  aun  cuando  el  buque  hubiese 
hecho  escala  en  otros  puertos,  porque  estos  imponen  á  los 
comisionistas  por  regla  general,  y  cuando  al  recibirse  de 
los  efectos  consignados  notaren  que  se  hallan  averiados,  la 
obligación  de  hacer  constar  en  forma  legal  el  verdadero 
orijen  del  daño  ó  averia ;  y  por  consecuencia  pretendiendo 
en  el  presente  caso  los  comisionistas  señores  Llavallol  é 
hijos  que  tanto  las  mercancías  conducidas  por  la  goleta 
c  Arche  »  como  las  conducidas  por  la  c  María  Dunan  » 
llegaron  en  mal  estado  sia  que  hubieren  heóho  constar  en 
forma  legal  la  causa  de  la  avería,  deben  con  sujeción  á 
los  artículos  352  y  353  citados,  responder  de  las  pasas  re- 
mitidas por  Marzo,  como  si  las  hubiesen  recibido  en  per* 
fecto  estado. 
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9^  Que  estando  demostrado  además,  como  se  ha  esta** 
blecido  en  esta  sentencia,  que  las  pasas  consignadas  á  los 
señores  Llavallol  é  hijos  se  deterioraron  por  su  culpa,  la 
responsabilidad  establecida  en  el  precedente  considerando 
adquiera  doble  vigor,  y  por  consecuencia  la  de  indemnizar 
los  daños  y  perjuicios  causados  por  su  culpa,  por  ser  esta 
prestación  de  regla  general  en  los  contratos. 

10.  Que  los  daños  causados  á  Marzo  consisten  en  la 
diferencia  del  precio  en  que  se  vendieron  las  pasas  que  se 
remitió  á  consignación  y  el  corriente  en  la  época  en  que 
llefi:aron  á  este  puerto,  que  es  lo  á  que  se  limita  la  deman- 
da y  á  los  intereses  desde  la  fecha  de  la  demanda. 

11.  Que  sin  embargo  la  cuenta  exhibida  por  Marzo  re- 
carga el  precio  corriente  de  las  pasas  á  la  llegada  de  la 
€  María  Dunan  »  suponiéndolo  de  85  pesos,  cuando,  como 
se  ha  establecido  mas  antes,  era  solo  de  75  á  80  pesos ; 
error  en  que  ha  incurrido  por  haber  tomado  el  precio  cor- 
riente en  la  época  de  la  venta  en  vez  de  tomar  el  de  la 
época  de  la  llegada,  porque  era  deber  de  Llavallol  é  hijos 
vender  á  la  brevedad  posible  y  no  dejar  transcurrir  un 
tiempo  durante  el  cual  podrian  deteriorarse  y  por  consi- 
guiente habiendo  llegado  á  ñnes  de  Marzo  no  debe  tomarse 
el  precio  corriente  el  cuatro  de  Junio,  fecha  en  que  recien 
se  vendieron,  cuando  uno  de  los  cargos  contra  los  comi- 
sionistas es  el  de  haber  dejado  transcurrir  tanto  tiempo 
para  la  venta. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  condenando  á  los  señores 
Jaime  Llavallol  é  hijos  á  abonar  á  Don  José  Maria  Marzo, 
el  saldo  que  arroja  la  cuenta  de  f.  6,  sustituyendo  el  pre- 
cio cargado  de  85  pesos  moneda  corriente  por  cada  caja 
de  las  que  condujo  la  «  María  Dunan  »  por  el  término 
medio  de  los  precios  de  setenta  y  cinco  y  ochenta  pesos  á 
que  se  vendian  en  la  segunda  quincena  de  Marzo  de  mil 
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ochocientos  setenta ;  y  á  abonar  además  sobre  dicho  saldo 
los  intereses  de  Banco  á  contar  desde  la  demanda.  Cada 
parte  abone  sus  costas  y  las  comunes  por  mitad.  Repón- 
ganse los  sellos  y  notiñquese  con  el  original. 

Manuel  Z aválela. 
Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el   siguiente 


Fiill«  de  1»  Suprema    C)orte. 


Buenos  Aires,  Junio  13  de  i8'!2. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confírma,  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  siete,  satisfechas  estas 
y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— M- 
Ugarte.t-J.  B.  Gorostiaga. 


M»«««4 
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CAUSÜL    I^llLll 


D.  Juan  Martínez  contra  D.   Ascensio  Barcos^    por  cobro 
de  flete  y  estadías^ — sobre  absolución  de  peticiona. 


Sumario.  —  i<>  Las  leyes  referentes  á  la  determinación 
de  los  casos  en  (foe  los  litigantes  incurren  en  rebeldía, 
como  tendentes  á  negar  en  adelante  toda  audiencia,  deben 
interpretarse  restrictivamente. 

2"*  El  litigante  que  se  ausente  del  lugar  del  juicio  no 
incurre  en  rebeldía,  si  deja  apoderado  instruido  y  expen- 
sado,  aunque  no  tenga  este  la  facultad  de  absolver  posi* 
cienes. 

3^  Por  esto  las  posiciones  deferidas  al  litigante  ausente, 
no  pueden  darse  por  absuellas  en  rebeldía  por  falta  de 
facultad  en  el  apoderado. 


Caso.  — «  Don  Juan  Martínez,  patrón  de  la  goleta  nacio- 
nal €  Catalana »  se  obligó  á  conducir  al  puerto  de  Buenos 
Aires,  994  varas  cuadradas  de  piedra  consignadas  por  D. 
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Aurelio  Cuenca  á  favor  de  D.  Ascensio  Barcos  por  el  flete 
de  medio  patacón  por  cada  vara  cuadrada,  que  hubiese 
puesto  sana  en  la  lancha.  Llegado  á  Balizas  interiores.se 
puso  á  disposición  de  Barcos  y  negándose  este  á  recibir 
la  piedra  con  motivo  de  no  creerse  obligado  á  pagar  eW 
lanchage»  entabló  demandt  ante  el  Juez  Nacional  de  esta  ' 
Sección,  pidiendo  se  hiciese  la  descarga  en  lanchas  cos- 
teadas por  Barcos,  y  se  le  pagasen  las  estadias  por  la 
demora^  á  razón  de  30  $  fts.  diarios,  y  protestando  ade- 
más por  los  daños  y  perjuicios,  costos  y  costas. 

Contestada  la  demanda,  y  practicadas  algunas  diligen* 
cias  relativas  á  la  descarga  y  depósito  del  flete,  el  Juez 
de  Sección  abrió  la  causa  á  prueba. 

Martínez,  debiendo  ausentarse,  confírió  poder  especial 
para  representarlo  en  la  causa  á  D.  Nicolás  Canale.  Bar- 
cos pidió  que  Martínez  absolviese  posiciones,  á  cuya  so- 
licitud accedió  el  Juzgado.  Gánale  observó  que  Martinez 
se  bailaba  en  Montevideo,  que  él  no  tenia  poder  para 
absolver  posiciones  y  por  consiguiente  debia  dejarse  sin 
efecto  el  acto  de  la  absolución. 

Se  stiseitó  así  un  incidente  sobre  la  absolución  d^  posi- 
ciones, en  el  que  Barcos  dijo,  que  si  Martínez,  después 
de  haber  promovido  el  juicio^  no  habia  conferido  á  su 
apoderado  la  facultad  de  absolver  posiciones,  debia  consi- 
derársele como  presente  respecto  á  esta  facultad  que  se 
habia  reservado,  y  que  per  consiguiente  considerándolo 
como  presente  y  no  habiendo  comparecido  á  absolver  po- 
siciones, debia  tenérsele  por  rebelde  y  darse  por  absueltas 
las  posiciones. 

Conferido  traslado,  contestó  Canale,  que  un  litigante  no 
está  obligado  á  permanecer  en  el  lugar  del  juicio  si  deja 
apoderado  oon  poder  suficiente ;  ^  que  este  es  suficiente  sin 
la  facultad  de  absolver  posiciones;  que  la  prueba  por  po- 
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«iciones  es  estraordinaria;  que  un  litigante  no  está  obli- 
gado á  oonferir  esta  facultad  á  su  apoderado  'por  poder 
eer  imposible  darlas  instrucciones  necesarias;  que  por  la 
ley  3*,  tit  T"",  lib.  4o  R.  G.,  no  hay  derecho  para  eiijir 
que  aquel  á  quien  se  dirijen  posiciones  comparezca  si  está 
ausente,  y  que  Barcos  podia  pedir  se  practioasen  .  las 
diligencias  de  absolución  en  Montevideo.  Concluyó  pidien- 
do que  no  se  hiciera  lugar  á  la  petioion  de  Barcos,  y 
(fue  depositase  este  lo  que  faltaba  para  completar  el  im- 
porte del  flete. 


Fall«  del  Jues  Seecional. 


Basaos  Aires,  Mayo  43  de  1872. 

Y  vistos :  1^  Que  por  las  consideraciones  espuestas  en  el 
precedente  escrito  ;  y  considerando  además,  que  según  el 
artículo  i 83  do  la  ley  de  procedimientos  solo  se  incurre  en 
rebeldía  cuando  el  litigante  no  hubiere  comparecido  en 
virtud  del  emplazamiento  ó  no  hubiere  contestado  á  la  de- 
manda, ó  cuando  el  demandante  ó  demandado,  como  lo 
previenen  has  leyes  generales,  hubiesen  abandonado  el  lu- 
gar del  juicio,  sin  dejar  apoderado  instruido  y  espresado  ; 
casos  en  que  no  está  comprendida  la  parte  de  Martínez ; 
por  cuanto  si  bien  se  ausentó  del  juicio,  k>  hizo  dejando 
representante  lejítimo  en  el  mismo.  2^  Que  las  leyes  re- 
ferentes á  la  determinación  de  los  casos  en  que  los  liti- 
gantes incurren  en  rebeldía,  como  tendentee  á  negar  en 
adelante  toda  audiencia,  deben  tener  una  interpretación 
mas  bien  restrictiva,  que  ostensiva,  de  conformidad  con  la 
regla  de  derecho,  favores  ampliari  odia  restringí  debent.  3o 
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Y  finalmente  que  la  parte  de  Barcos  ha  podido  proponer 
la  absolución  de  posiciones  á  Martinez  áñtes  que  se  au- 
sentara de  este  puerto,  hecho  que  ha  debido  presumir 
atendida  la  naturaleza  de  las  ocupaciones  de  dicho  Martí- 
nez; y  tiene  por  otra  parte  derecho  para  pedir,  que  las 
posiciones  sean  absueltas  en  el  punto  donde  se  encuentra 
actualmente.  Y  considerando  en  segundo  lugar,  en  cuanto 
á  la  parte  de  fletes,  que  debe  depositarse,  que  ella  es  la 
que  corresponde  á  994  varas  cuadradas  á  razón  de  cuatro 
reales  fuertes  por  vara,  por  ser  este  el  flete  estipulado, 
y  por  haberse  convenido  en  el  acta  de  cinco  de  Marzo 
último,  que  se  depositaría  el  importe  del  flete,  mientras  se 
resolvía  la  cuestión,  de  si  el  lanchage  era  por  cuenta  del 
buque,  ó  del  cargador.  Por  estos  fundamentos,  no  ha  lu- 
gar á  la  petición  deducida  por  Barcos,  de  que  las  posicio- 
nes presentadas  por  él  mismo  se  den  por  absueltas  en 
rebeldia  de  Martinez ;  y  hágase  saber  á  dicho  Barcos,  que 
la  cantidad,  que  tiene  que  depositar  por  fletes  es  la  de 
cuatro  cientos  noventa  y  siete  pesos  fuertes.  Notifíquese 
'  orijinal,  y  repónganse  los   sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

Barcos  apeló  del  auto  anterior  en  la  parte  en  que  no 
hacia  lugar  á  dar  por  absueltas  las  posiciones  y  dijo,  que 
Martinez  habiéndose  ausentado  sin  dar  poder  para  absolver 
posiciones,  habia  hecho  abandono  de  esa  facultad  ;  que  él 
tenia  el  derecho  de  deferir  posiciones  en  el  lugar  del  juicio; 
que  Martinez  frustra  ese  derecho  ausentándose  sin  dejar 
apoderado  para  este  acto,  que  es  ordinario  en  los  juicios, 

Concedido  el  recurso  en  relación,   se  dictó  el  siguiente 
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Fall«  de  1»  Suprema  Caerte. 

■ 

Buenos  Aires,  Junio  13  de  1872. 

Vistos :  por  sus  fandamentos,  se  eonflrma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  sesenta  y  una  vuelta ;  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.— Francisco 
Delgado. — José  jarros  Pazos. — 
Marcelino  Ugarte-t-José  B.  Go- 

ROSTUGA. 


CÍ1.USA  I^IILIII. 


El  Dr.  D.  Dedo  XuUi  contra  D.  Jmb  Fmi^ 
por  cobro  de  lumorariúi. 


Sumario. — El  certificado  del  actuario  es  prueba  feha- 
ciente áé  haberse  hecho  la  citación  en  el  domicilio  cons^ 
tituido  por  los  litigantes. 
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Coio.  —  El  Dr.  Nulliy  abogado  de  D.  Juan  Fiori  en  la 
causa  seguida  por  este  ooatra  los  Sres.  Sehatz  y  O,  ante  el 
Juzgado  Nacional  de  Buenos  Aires,  pidió  la  regulación  de  sus 
honorarioéy  la  que  se  practicó  haciéndose  saber  á  las  partes. 

No  habiendo  Fiori  satisl^cho  su  importe,  el  Dr.  NuUí 
pidió  el  pago  por  la  vía  de  apremio.  Fiori  exeepoiónó 
que  en  la  referida  causa  no  se  trataba  de  negocios  de  él 
sino  de  D.  Pedro  Natta  ;  que  se  habia  hecho  un  convenio 
entre  él  y  Natta  declarándose  á  cargo  de  este  los  gastos 
correspondientes,  y  que  el  Dr.  Nulli  que  habia  intervenido 
en  el  mismo  convenio,  y  redactadolo,  sabia  que  era  Natta 
su  deudor;  y  que  en  tal  virtud,  antes  de  demandar  á  Fiori, 
habia  pasado  á  Natta  la  misma  cuenta;  agregó  que  estaba 
dispuesto  á  probar  su  excepción  con  el  juramento  del  Dr. 
Nulli  con  arreglo  al  art.  316  de  la  ley  de  procedimientos. 

El  Dr.  Nulli,  interrogado  bajo  de  juramento,  contestó 
que  era  verdad  que  habia  redactado  como  abogado  ese 
arreglo  entre  Natta  y  Fiori,  pero  que  él  no  fué  parte, 
ni  renunció  á  ninguno  de  sus  derechos. 

El  Juez  ordenó  el  comparendo  de  los  interesados  á  los 
efectos  del  art.  318  de  la  ley  de  procedimientos.  El  ac« 
tuario  certificó  qne  habiendo  pasado  por  el  domicilio  de 
Fiori  y  no  habiéndolo  encontrado  y  negándose  las  personas 
allí  residentes  á  recibir  la  cédula  de  citación,  la  fijó  en  la 
puerta  de  calle.  No  habiendo  Fiori  comparecido,  el  juez 
mandó  llevar  adelante  la  ejecución  con  arreglo  al  art.  319 
de  la  ley  de  procedimientos. 

Fiori  reclamó  diciendo  de  nulidad  de  esta  providencia  y 
alegando  que  no  habia  tenido  noticia  del  dia  en  que  debia 
tener  lugar  el  juicio  verbal ;  que  no  se  le  habia  dejado  el 
cedulón  en  el  domicilio  que  tenia  constituido  para  este 
asunto,  sino  en  el  estudio  del  Dr.  Terrero  adonde  lo  en- 
contró doce  dias  después  del  señalado  para  el  comparendo. 
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El  Juez,  previo  certificado  del  actuario  que  espuso  haber 
fijado  la  cédula  en  el  domicilio  constituido  de  Fiori,  y  ade- 
más le  habia  dejado  un  duplicado  en  el  estudio  del  Dr. 
Terrero  donde  concurría  con  frecuencia,  no  hizo  lugar  i 
la  nulidad  deducida. 

Fiori  entabló  recurso  de  queja,  y  se  dictó  el  siguiente 

WmUm  ém  la  ftuprenuí .  Coarto. 

Buenos  Aires,  Janio  43  de  187Í. 

Por  lo  que  resulta  del  presente  informe  devuélvase  al 
Juez  de  la  causa  para  que  lleve  adelante  sus  procedimien- 
tos. 

Salvador  María  del  Carril.  *-*-  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos-  —  Marcelino  Ugarte.  -- 
j.  b.  gorostiaga. 


*%%9^ 
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CÜlUSA    L.lLiV. 


Dan   Tomás  PUtranera  con  D.  Juan   Van  Deurs^  por  cobro 
de  pesos.— Incidente  sobre  infornte  in  vece. 


Sumario.  —  io  Los  medios  de  defensa  no  deben  ser  li- 
mitddosi  sino  en  los  casos  en  que  las  leyes  mismas  los 
limitan  ó  en  que  autorizan  de  una  manera  espresa  á  los 
jueces  para  que  puedan  prudentemente  restringirlos. 

2o  Una  vez  señalado  dia  para  el¡informe  tu  voce  á  peti- 
ción de  una  sola  de  las  partes  ó  de  ambas,  el  derecho  de 
comparecer  con  ese  objeto  á  la  audiencia,  es  común 
para  ellas. 

3^  El  abandono  del  derecho  por  uno  de  los  litigantes, 
no  puede  perjudicar  al  otro,  privándolo  de  la  facultad  de 
producir  su  informe  en  los  mismos  términos  en  que  lo 
habria  hecho,  si  hubiesen  ambos  comparecido. 


Caso.-^Don  Tomás  Pietranera,  dirigido  por  el  Dr.  D. 
Juan  G.  Gómez,  demandó  á  D.  Juan  Van  Deurs  la  suma 
de  10,263  francos  12  es.,  por  falta  de  cumplimiento  á  un 
contrato  de  fletamento. 
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Sustanciada  la  causa,  el  Juzgado  llamó  autos  para  sen- 
tencia definitiva,  en  cuyo  estado  Van  Deurs  pidió  informar 
in  voee  y  se  señaló  dia  para  la  audiencia. 

No  habiendo  comparecido  Van  Deurs  y  si  el  Dr.  Gómez, 
se  levantó  la  siguiente 

r 

Aet» 

En  veinte  y  ocho  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y 
dos:  compareció  ante  su  Señoría  el  Doctor  Don  Juan 
Garlos  Gómez,  abogado  de  la  parte  de  Don  Tomás  Pietra- 
ner9,  para  informar  in  voce^  y  el  Juzgado  teniendo  presente, 
que  solo  la  parte  Van  Deurs  pidió  informar  dentro  del  tér- 
mino establecido  por  el  artículo  ciento  ochenta  de  la  ley 
de  procedimientos  y  que  no  ba  concurrido  al  informe,  y 
considerando,  que  la  razón  dada  por  el  Doctor  Gómez,  que 
una  vez  señalada  la  audiencia  es  coníun  para  ambas  partes, 
no  es  fundada,  porque  solo  es  común  concurriendo  ambas 
partes,  de  manera  que  el  que  no  ha  podido  informar  solo 
tiene  el  derecho  de  replicar,  y  esto  dando  una  interpre- 
tación ostensiva  al  artículo  citado,  decidió  no  admitir  di* 
cho  informe ;  y  habiendo  apelado  el  Doctor  Gómez,  el  Juz- 
gado, considerando  que  según  el  artículo  ciento  ochenta 
citado,  el  abogado  tiene  personería  en  este  caso,  concedió 
la  apelación  en  relación,  mandando  pasar  los  autos  á  ta 
Corte  Suprema  en  la  forma  de  estilo,  y  mandó  reponer  los 
sellos. 

ZavaUta. 

J.  Carlos  Gómez.  Ante  mi 

Juan  Riso. 

.  Elevado  el  espediente,  se  dictó  este 

T.  ni.  5 
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IMto  ém  1»  ftwprenuí  C^rte. 

Buenos  Aires,  Junio  22  de  1872. 

Vistos:  y  considerando;  PrímerOt  q^^  los  medios  de 
defensa  no  deben  ser  limitados,  sino  en  los  casos  en  que 
las  leyes  mismas  bs  limitan,  ó  en  que  autorizan  de  una 
manera  espresa  á  los  Jueces,  para  que  puedan  prudente- 
mente restringirlos  ;  Segundo^  que,  una  vez  señalado  día 
para  el  informb  ífi  voce^  á  petición  de  una  sola  de  las  par- 
tes, ó  de  ambas,  el  derecbo  de  comparecer  con  ese  objeto 
á  la  audiencia,  es  común  para  ellas  ;  Tercero,  que  el  aban-* 
dono  del  derecho  por  uno  de  los  litigantes,  no  puede  per- 
judicar al  otro,  privándolo  de  la  facultad  de  producir  su 
informe  en  los  mismos  términos  en  que  lo  habría  hecho 
si  hubiesen  ambos  comparecido  ;  por  estos  fundamentos  se 
revoca  la  resolución  contenida  en  la  acta  de  foja  ciento  y 
cinco  vuelta,  y  devuélvanse  los  [autos,  previo  pago  de 
costas  y  reposición  de  sellos,  para  que  se  [señale  dia  nue- 
vamente. 

Salvador  Maru  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Marcelino  Ugarte.—J.  B.  Goros^ 

TIAGA. 


*—* 
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ClA.U»il.   L1IK.V 


Criminal^  contra  Blas  Aspiazú,  por  falsificación. 

Incidente  sobre  prisión. 


Sumario. — lo  Cualquier  persona,  aun  las  mujeres  y 
menores,  que  no  pueden  ser  en  juicio  personeros  de  otros, 
pueden  comparecer  para  escusar  la  ausencia  del  acusado. 

2®  Este  principio  tiene  aplicación  en  el  caso  en  que 
se  trata  de  escusar,  alegando  enfermedad,  no  la  ausencia 
del  lugar  del  juicio,  sino  simplemente  la  ausencia  de  la 
prisión. 

3""  La  personería  de  la  esposa  lejitima  del  acusado  debe 
ser  admitida  en  ese  caso. 

4*^  En  el  sumario  debe  el  Juez  averiguar  no  solo  los 
hechos  adversos  al  procesado,  sino  también  tos  que  puedan 
servir  á  su  descargo. 


Caso.  —  En  el  Juzgado  Federal  da  Buenos  Aires,  se  ini- 
ció un  proceso  criminal  contra  D.  Blas  Aspiazúi  sobre 
bUiíicacion  de  un  documento  de  tranebCMcia  de  créditos 
contra  el  Tesoro  Naoioaal. 

Dorante  el  sumario,  Aspiazú  pidió,  entre  otras  diligea* 
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cias  con  que  demostraría  su  inocencia,  que  D.  A.  Setter, 
D.  Máximo  Rodríguez  y  D.  Julio  Pulsen,  reconocisran  las 
firmas  y  rúbricas  de  unos  recibos,  en  lo  que  el  Juzgado  se 
reservó  proveer  con  la  oportunidad  correspondiente. 

Cerrado  el  sumario,  el  Procurador  Fiscal  pidió  en  un 
otrosí  de  la  acusación  que  se  redujera  á  prisión  á  Aspiazú. 

Después  de  varias  dilijencias  al  respecto,  la  esposa  del 
acusado  se  presentó  esponiendo  que  Aspiazú  estaba  grave- 
mente enfermo  en  cama,  por  cuya  razón  solicitaba  se  le 
permitiese  guardar  su  casa  por  cárcel,  bajo  una  fianza  sa- 
tisfactoria que  ofrecía,  agregando  que  si  se  hubieren  eva- 
cuado las  dilijencias  pedidas  por  su  esposo,  su  inocencia 
habría  quedado  evidenciada. 


Fallo  del  JTues  úe  Sección. 


Buenos  Aires  ^  Junio  1*  de  1872. 

No  siendo  parta  la  solicitante,  no  ha  lugar. 

Ugarriza. 

Apelado  este  auto  por  la  señora  de  Aspiazú,  se  dictó  este 

Fallo  dé  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  27  de  1872. 

Vistos:  y  considerando  —  Primero,  que  según  la  ley  doce, 
titulo  quinto,,  partida  tercera,  cualquier  persona,  aun  las 
mujeres  y  menores,  que  no  pueden  ser  en  juioio  perso- 
ñeros  de  otro,  puede  colnparecer  para  escusar  la  ausencia 
del  acusado  —  Segundo^  que  esa  ley  tiene  aplicación,  por 
manifiesta  aüalogía,  en  este  caso,,  en  que  se  trata  de  es* 
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cusar,  alegando  enfermedad,  no  la  ausencia  del  lugar  del 
juicioi  sino  simplemente  la  ausencia  de  la  prisión — Ter^ 
eerOj  que  la  personería  de  Doña  Petrona  Lebrero  de  As- 
piazú  debe  ser,  por  consiguiente,  admitida,  con  tanta  mas 
razón  cuanto  que  ella  no  es  una  persona  estraña,  sino  4a 
esposa  legítima  del  proeesado^— Cuarto,  que  teniendo  por 
objeto  el  sumario  investigar  la  verdad  de  los  hechos  que 
sirven  de  base  al  procedimiento  judicial,  debe  el  Juez 
averiguar,  no  solo  los  que  sean  adversos  al  procesado,  si- 
no también  los  que  puedan  servir  á  su  descargo — Quinto^ 
que,  habiendo  solicitado  Aspiazú,  á  foja  diez  y  ocho,  que 
Don  A.  Salter,  Don  Máximo  Rodríguez  y  Don  Julio  Pulsen, 
reconozcan  las  firmas  y  rúbricas  de  los  recibos  que  corren 
en  los  autos^  ratiñquen  su  contenido,  y  manifiesten  si  es 
cierto  el  del  documento  de  foja  diez  y  siete,  cuya  firma 
deberá  ser  reconocida  por  Salter,  el  Juez  se  reservó,  á  foja 
diez  y  ocho  vuelta,  proveer  en  la  oportunidad  correspon- 
diente—  Sesto,  que,  pudiendo  tener  esas  diligencias  una 
influencia  decisiva  para  caracterizar  los  hechos,  no  ha  de- 
bido darse  por  terminado  el  sumario  antes  de  practicarlas 
—  por  estos  fundamentos  se  revoca  el  auto  apelado  de 
foja  cincuenta  y  seis,  y  se  devuelve  la  causa  para  que, 
practicándose  las  indicadas  diligencias,  y  requiriéndose  de 
la  casa  de  Don  Mariano  Cabal  la  presentación  del  dupli- 
cado del  contrato  que,  según  lo  manifestado  por  Aspiazú 
en  su  coqfesion  á  foja  treinta  y  cinco,  debe  existir  en  su 
poder;  se  provea  lo  que,  conforme  á  su  mérito,  corresponda 
en  justicia.  Satisfágase  las  costas  y  repónganse  lo   sellos. 

Salvador  M.  del  Carru-.  — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
Marcelino  Ugarte. 
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Cül^USü.  I^ILVI. 


D.  Juan  José  Méndez^  contra  D.  Lorenzo  M.  González^  por 

cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.  —  lo  Es  contra  la  equidad  imponer  el  grava- 
men de  las  costas  á  uno  solo  de  los  litigantes,  en  vez 
de  distribuirlo  según  el  grado  de  justicia  que  respectiva- 
mente hayan  tenido. 

2o  La  condenación  en  costas  que  se  prescribe  por  el  art. 
277  de  la  ley  de  procedimientos,  supone  ó  que  el  eje- 
cutado se  haya  opuesto  á  toda  la  ejecución  y  haya  jus- 
tiflcado  su  oposición,  6  que  el  ejecutante  haya  probado 
de  todo  punto  su  acción. 

3**  Cuando  la  oposición  se  deduce  y  justiñca  solo  por 
una  parte  del  crédito  reclamado,  la  sentencia  de  remate 
fto  hace  lugar  á  la  ejecución  por  esa  parto,  y  manda 
llevarla  adelante  por  la  otra. 

4^  En  ese  caso  las  costas  de  la  oposición  deben  ser 
á  cargo  del  ejecutante,  y  las  demás  de  la  ejecución  á 
cargo   del  ejecutado. 

5o  El  silencio  del  deudor  que  no  se  opone  á  la  capi- 
talización semestral  de  intereses  incluida  en  la  demanda 


DÉ    JüfinCTA  NACIONAL.  71 

r 

ejecutiva,  Tale  contra  él  como  una  estiptílacion  espresá 
para  hacerla,    ó  una  renuncia   al  derecho  de  réaistírla. 


Caso.  —  D.  Juan  J.  Méndez  entabló  demanda  ejecutiva 
contra  D.  Lorenzo  M.  González  por  lá  cantidad  de  8,685 
pesos  fuertes  con  arreglo  á  un  documento  otorgado  por 
el    mismo   González,  en    fecha  de  !<>    de  Mayo   de  1870. 

Reconocido  el  documento,  librado  el  mandamiento,  tra- 
bado el  embargo  y  citado  de  remate  el  deudor,  se  opuso 
este  á  la  ejecución,  alegando  haber  pagado  á  cuenta  la 
cantidad  de  4,633  ^n  P^^os   fuertes  y  otras  excepciones. 

Desechadas  estas  como  ilegales,  se  recibió  la  causa  á 
pruaba  sobre  la  excepción  de  pago,  que  se  justificó  por 
González  produciendo  A  recibos,  uno  de  ellos  en  fecha  de 
2  de  Marzo  de  1870  por  la  sama  de  311,06  pesos  fuertes 
cuya  partida  no  figuraba  en  la  cuenta  corriente  presen- 
tada por   Méndez. 


CaOo  del  Summ  Sccctonal. 


Corrientes,  Marzo  22  de  i 872. 

Y  Vistos:  estos  autoi  seguidos  por  D.  Anibal  Ghiesa» 
apoderado  de  D.  Juan  José  Méndez,  contra  D.  Lorenao  Haría 
González  por  cobro  de  pesos  y  considerando :  ^  1^  Qué 
Ghiesa  entabló' deihanda  ejecutiva  por  la  eantidád  de  8,685 
pesesv  conforme  al  documento  de  obligación,  cofriente 
á  f.  21,  sin  tomar  en  cuenta  los  pagos  hechos  por  Gonzaler. 

2^  Que  habiéndose  librada  la  qecucion  por  la  cantidad 
espresada,  y  citado  este  de  remtite,  se  opuso  á  elil^,  tíe*? 
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gando  haber  pagado  á  cuenta  la  canlidad  de  1,633  pesos 
i  1  centavos,  deduciendo  al  mismo  tiempo  otras,  excepciones 
que  fueron  desechadas  como  ilegales,  recibiéndose  solo  á 
prueba  la  de  pago,  habiendo  González  justificado  con  los 
recibos  corrientes  á  f.  66  y  siguientes  y  reconocidos  por 
el  ejecutante  el  pago    de  la  cantidad  espresada. 

S"*  Que  en  la  cuenta  presentada  por  Chiesa,  después 
que  el  ejecutado  dedujo  su  escepcion  no  fígura  la  partida 
de  2  de  Marzo  de  i 870,  á  pes^r  de  principiar  aquella 
desde  Junio  30  del  año  69,  antes  de  la  fecha  del  do- 
cumento de  obligación  citado,  y  además  de  capitalizar 
los  intereses  cada  seis  meses,  lo  que  es  prohibido  por 
el  art.  718  del  Código  de  Comercio,  á  no  ser  cuando  hay 
convenio  especial;  tanto  mas  cuanto  que  al  firmarse  la  obli- 
gación en  virtud  de  la  cual  se  pidió  la  ejecución,  se  ca- 
pitalizaron aquellos. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  definitivamente  juzgando 
que  debo  condenar,  como  condeno  á  D.  Lorenzo  María 
González  al  pago  de  la  cantidad  que  resulte  de  la  liquida- 
ción que  deberá  formarse  con  arreglo  al  documeuto  de 
f.  21 ,  deduciendo  la  cantidad  pagada  que  consta  de  los 
recibos  corrientes  á  f.  66  y  siguientes  con  los  intereses 
del  medio  por  ciento  mensual  hasta  el  dia  de  la  demanda, 
con  prevención  de  que  los  pagos  se  aplicarán  primero  á 
I(fS  réditos  y  después  al  capital,  de  conformidad  al  ar- 
ticulo  943  del  Códi'go  de  Comercio,  y  los  que,  esta  can- 
tidad devengare  hasta  el  completo  pago  de  la  deuda ;  en 
su  consecuencia  llévese  adelante  la  ejecución  hasta  hacer 
al  acreedor  pago  de  la  deuda  é  intereses,  nombrándose 
á  D.  Augusto  S.  Meyer  para  que  haga  la  liquidación^  con- 
forme á  lo  establecido  en  esta  sentencia,  siendo  de  cuenta 
de  Chiesa  satisfacer  las  costas  causadas  (n  la  oposición 
y  de  González  las  demás,  y  la^  que  se  causaran  en  adelante 
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basta  la  completa  terminación  del  juicio.  Hágase  saber  y 
repónganse  los  sellos. 

Carlos   Luna. 

Méndez  apeló,  y  dijo  que  ^1  error  de  su  demanda  ori- 
ginaria habia  sido  oportunamente  corregido  con  la  pre- 
sentación de  la  cuenta  corriente  en  que  se  tuvieron  en 
cuenta  los  pagos  parciales,  que  este  error  no  causó  perjuicio 
al  deudor,  siendo  insuficientes  sus  bienes  para  cubrir  la 
cantidad  verdadera  que  adeudaba  ;  que  el  3^  considerando 
era  injusto  porque  el  recibo  de  2  de  Mayo  de  1870,  aunque 
no  expresamente,  estaba  considerado  en  dicha  cuenta  cuya 
fecha  es  de  i^  de  Agosto  de  i871,  y  es  conocido  el 
sistema  de  esta  clase  de  cuentas  mercantiles  en  que  no 
se  detallan  por  estenso  las  partidas  del  debe  y  del  haber; 
que  la  sentencia  era  injusta  respectp  á  su  condenación  en 
las  costas  causadas  en  la  oposición. 

Concedido  el  recurso  en  el  efecto  devulativo  y  en  rela- 
ción, se    dictó  el  siguiente 


l'idlo  4e  1»  Swptpenuí  Corte 


Buenos  Aires,  Jalio  2  de  1872. 

Vistos:  y  considerando: — Primero.  Que  el  heeho  espli- 
cado  por  el  abogado  de  Don  Juan  José  Méndez  eo  su 
informe  oral,  de  haber  sido  abonados  á  Don  Lorenzo  María 
González  los  trescientos  once  pesos  coa  seis  céntimos,  fuer- 
tes que  espresa  el  recibo  fecha  dos  de  Marzo  á%  mil  /echo- 
cientos  setenta,  corriente  á  foja  cincuenta  y  seis,  en  el 
arr^o  de   cuentas  que  precedió  á  la  otorgacion  del  do- 
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cumento  de  foja  veinte  y  una,  feebadú  6l  diá  anterior 
primero  de  Marzo,  para  conservar  la  integridad  del  mes» 
pero  estendido  algunos  dias  después,  según  espuso,  no 
está  probado  en  los   autos. 

Segundo.  Que  la  disposición  del  articulo  doscientos  setenta 
y  siete  de  U  ley  de  procedimientos,  según  la  cual,  debe 
ser  condenado  en  las  costas  el  ejecutado  cuando  se  manda, 
llevar  la  ejecución  adelante,  y  el  ejecutante  cuando  se 
declare  que  no  ha  lugar  á  la  ejecución,  se  funda  en  el 
supuesto'  de  que,,  en  el  primer  caso,,  la  oposición  ha  sidq 
de  todo  punto  infundada,  y  en  el  segundo,  ha  resultado 
injustificada  también  de  todo  punto  la  acción  del  ejecutante* 

Tercero.  Que  ese  supuesto, .  que  es  la  razón  determinante 
de  la  disposición,  desaparece  ante  la  verdad  d^  los  hechos, 
cuando  la  oposición  no  ha  sido  deducida  contra  la  total¡da4 
del  crédito  redamado,  resultando  que  el  ejecutante  ha 
tenido  razón  para  ejecutar,  aunque  por  una  cantidad  menor, 
y  el  ejecutado*  ha  tenido  razón  para  oponerse  á  la  ejecución 
en  los  términos  deducidos,  á  fin  de  que  se  reduzqa  á 
la  cantidad  de  que  efectivamente  sea  deudor. 

Cuarto.  Que,  en  ese  caso,  como  sucede  en  el  presente, 
habría  manifiesta  &lta  de  equidad,  si  sé  impusiera  el 
gravamen  de  las  costas  á  uno  solo  de  los  litigantes,  en 
vez  de  distribuirlo  según  el  grado  de  justicia  que  respec^ 
tivamente  hayan  tenido,  el  uno  para  ejecutar  y  el  otro 
para  oponerse,  haciendo  que  soporte  cada  uno  la  parte 
que  corresponde  á  los  procedimientos  en  que  su  adversario 
ha  tenido    razón. 

Quinto.  Que,  de  este  modo,  es  como  resulta  en  reali' 
dad  observada  y  cumplida  la  disposición  del  citado  ar- 
t(culo  doscientos  setenta  y  siete,  porque,  en  la  parte  A 
que  la  oposición  se  ha  referido,  se  declara  que  no  há 
lugar   á  la  ejecución,   y  se   condena  en  consecuencia  ái 
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ejecutante  en  esa  parte  de  las  costas,  y  en  la  parte  en 
que  el  deudor  no  se  ha  opuesto,  se  manda  llevar  la 
ejecución  adelante,  y  se  condena  al  ejecutado  en  las  costas 
respectivas. 

Sesto.  Que,  no  habiéndose  opuesto  el  ejecutado  á  la 
capitalización  semestral  de  intereses,  el  juez  no  ha  podido 
desecharla  de  oflcio,  porque  el  silencio  del  deudor,  que 
debe  mirarse  como  una  aquiescencia,  de  «u  parte,  vale 
contra  él  como  una  estipulación  espresa  para  hacerla,  ó 
como  una  renuncia  del  derecho  que  tendria  para  resistirla; 
por  estos  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada 
de  foja  ochenta  y  siete,  en  cuanto  manda  llevar  la  eje- 
cución adelante  por  el  valor  que  resulte  de  la  liquidación 
que  debe  practicarse,  deduciéndose  de  la  cantidad  que 
espresa  el  documento  de  foja  veinte  y  una,  las  que  es- 
presan los  recibos  de  foja  cincuenta  y  seis  y  siguientes, 
y  en  lo  relativo  á  las  costas,  y  se  revoca  en  lo  que  se 
reñere  á  la  capitalización  de  intereses ;  dejando  á  salvo 
el  derecho  de  Don  Juan  José  Méndez  para  promover 
juicio  ordinario,  conforme  al  articulo  doscientos  setenta 
y  ocho  de  la  ley  de  procedimientos,  por  los  trescientos 
once  pesos  seis  centavos  fuertes  á  que  se  reñera  el  recibo  de 
dos  de  Marzo  de  mil  ochocientos  setenta,  sin  especial 
condenación  de  costas  en  esta  instancia.  Satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvase  el  espediente. 

Salvador  M.  del  Carril. -- Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
Marcelino  Ugarte. 
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CAUSA  L.XV1I 


D.  Adolfo  Michautt  contra  D.   Valentin  Rebollo, 

por  cobro  de  pesos. 

Incidente  sobre  pruebas. 


Sumario.  — lo  Los  testigos  deben  ser  examinados  dentro 
del  término  de  la  prueba,  salvo  el  caso  en  que,  por  hecho 
no  imputable  á  la  parte  que  los  presente,  no  hubieren 
podido  serlo. 

S""  La  manifestación  de  la  profesión  y  domicilio  de  los 
testigos  debe  hacerse  cuando  menos  tres  dias  antes  de 
vencer  el  término  de  la  prueba,  para  que  puedan  ser 
examinados. 


Caso.-^D.  Adolfo  Michaut  demandó  ante  el  juez  de  la 
sección  de  Buenos  Aires  á  D.  Valentin  Rebollo  el  pago 
de  24Q  pesos  fuertes  que  habia  cobrado  del  Gobierno 
Nacional  á   hombre  de  aquel. 

Contestada  la  demanda,  el  juzgado  puso  la  causa  á 
prueba  por  los  30  dias  de  la  ley,  habiéndose  hecho  la 
última  notificación  el  día  25   de  Abril. 
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Con  fecha  7  de  Junio  el  actuario  puso  el  certificado 
de  haber  vencido  el  término  de  la  prueba,  señalando 
las  fojas  en  que  estaban  comprendidas  las  que  se  habian 
producido. 

Con  fecha  4  del  mismo  mes,  Rebollo  habia  presentado 
un  interrogatorio  y  la  lista  de  sus  testigos,  pidiendo  que 
ellos  fuesen  examinados. 


Buenos  Aires^  Junio  iO  de  1872. 

Habiéndose  hecho  la  manifestación  exigida  por  el  articulo 
120  de  la  ley  de  procedimientos  en  el  mismo  dia  en 
que  espiraba  el  término  de  prueba,  y  por  consecuencia 
sin  la  anticipación  prevenida  en  el  articulo  citado  ;  no 
ha  lugar  á  lo  pedido. 

Zavakta. 

Notificado  Rebollo,  pidió  revocatoria  ó  apelación  en 
subsidio.  * 

Dijo  que  el  art.  120  de  la  ley  de  procedimientos  no 
establece,  que  la  lista  de  los  testigos  se  ha  de  presentar 
tres  dias  antes  de  vencer  el  término  de  prueba,  sino 
tres  días  antes  de  ser  examinados,  y  que  si  se  le  diera 
otra  interpretación,  resultaría  que  el  mayor  término  de 
'  prueba  ordinaria  seria  de  27  dias  y  no  de  30  como  dice 
el  art.  92  de  la  misma  ley. 

En  un  otrosí  dijo  que  habiéndose  librado  oflcio  á  las 
autoridades  de  Córdoba  para  el  reconocimiento  de  unos 
documentos,  acordándose  el  término  á  razón  de  un  día 
por  cada  7  leguas,  pedia  se  suspendiese  la  publicación  de 
probanzais,  hast^  qtie  se  venciera    en   término. 
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WmOm  úéí  Jfmtm  4e    Scccton* 


Buenos  Aires,  Junio  12  de  1872. 

En  lo  principal,  siendo  una  regla  general  de  derecho 
que  las  partes  no  pueden  rendir  prueba  después  de 
vencido  el  término  concedido  con  ese  objeto,  y  por  con- 
secuencia que  los  testigos  deben  ser  examinados  dentro 
del  propio  término,  salvo  en  casos  en  que  por  hecho  no 
imputable  á  la  parte  que  los  hubiere  presentado,  no  hu- 
biesen sido  examinados  durante  la  estación  de  la  prueba, 
todo  lo  cual  obliga  á  las  partes  á  presentar  á  los  tes- 
tigos en  tiempo  hábil  para  su  examen,  lo  que  importa 
que  deben  hacer  la  manifestación  exijida  por  el  art.  120 
de  la  ley  de  procedimientos  cuando  menos  tres  días  antes 
de  espirar  el  término  probatorio,  porque  de  lo  contrario 
ó  dicha  manifestación  no  se  haría,  como  lo  previene  el 
citado  articulo  ó  el  examen  debería  hacerse  después  de 
espirado  el  término  de  prueba,  lo  que  es  contrario  á  la 
regla* establecida,  no  ha  lugar  á  la  reposición  solicitada 
y  se  concede  en  relación  la  apelación  interpuesta :  al 
otrosí,  como  se  pide. 

ZavaUta. 

Elevado  el  espedieote  se  dictó  este 


Falto  de  la  Suprenuí  Corto 


Buenos  Aires,  Julio  4  de  1872. 

Vistos   por   los  fundamentos  del  auto  de  foja  setenta  y 
siete  y  los  del  de  foja  setenta  y  tres,  se  conñrma  el  apela* 
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do  de  e$\a  última  foja,  coa  costas,  satisfechas  y  repuestos 
lofs  S(q1Iqs  devuélvanse . 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  — José  *  Barros 
Pazos.  — Marcelino  Ugarte. 
b.  gorostiaga. 


*9—* 


aJkvmjk  L.mviii. 


D.  Martin  Castilla  ¿  hijo,  contra  D.  Francisco  Medina^  sobre 

cumplimiento  de  un  contrato. 


Sumariaé  *-^  i^  No  pqede  ser  declarado  incurso  en  re- 
beldía el  litigapta  que  tiene  persooero  en  el  juicio. 

i""  Mo  debe  darse  interpretación  estensiva  á  las  leyes  que 
determinan  los  casos  en  que  los  litigantes  deben  considé- 
rame tebeMes. 
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Ca«o.-- El  Dr.  D.  José  de  Bustamante  por  D.  'Mar- 
tin Castilla  é  hijo  demandó  ante  el  Juez  Federal  de  ia 
Sección  de  Buenos  Aires  á  D.  Francisco  Medina  por  falta 
de  cumplimiento  á  uñ  contrato,  y  en  un  otrosí  pidió  el 
arraigo  del  juicio  y  que  se  librase  orden  á  la  capitanía 
del  puerto  á  Gn  de  que  se  inñpidiera  el  embarco  de 
Medina,   dado  caso  que   intentara   hacerlo. 

El  juzgado  proveyó  traslado  de  la  demanda ,  ordenando 
se  intimase  al  demandado  no  ausentarse  del  país  sin  dejar 
apoderado  instruido  y  espensado,  y  sin  otorgar  fianza  bas- 
tante de  estar  á  las  resultas  del  juicio. 

Librado  el  oficio  en  estos  términos  á  la  capitanía  del 
puerto,  se  presentó  á  contestar  la  demanda  D.  Ramón 
Pérez  López  con  poder  de  Francisco  Medina,  y  la  causa  se 
sustanció  hasta  el  estado  de  prueba,  en  el  que  el  Doctor 
Bustamante  pidió  que  el  demandado  absolviese  posiciones 
al  tenor  de  las  contenidas  en  un  pliego  cerrado  que 
acompañó. 

Habiéndose  proveido  de  conformidad  j  señaládose  día 
para  la  absolución,  Pérez  López  se  presentó  exponiendo 
que  su  poderdante  Medina  estaba  ausente  del  país,  pero 
que  lo  esperaba  de  un  momento  á  otro,  por  lo  que  pedia 
se  señalara  otro  dia  para  la  absolución  de  la&  posiciones. 

El  juzgado  señaló  el  dia  22  de  Mayo  á  las  dos  de  ía 
tarde. 

El  dia  señalado  Pérez  López  espuso  que  su  poderdante 
no  habia  llegado  aun  del  Paraguay,  por  cuya  razón  no  podiaa 
absolverse  las  posiciones ;  pero  que  si  no  había  incon- 
veniente el  pddia  absolverlas  porque  tenia  poder  bastante. ' 

El  juzgado  mandó  dar  vista  al  apoderado  del   actor* 

El  Df.  Bustamante  espuso  entonces  que  constándole 
perfectamente  á  P  erez  López  que  su  poderdante  se  en* 
contraba  fuera  de  Buenos  Aires  contra  la  orden  del  juzgado 
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que  le  prohibió  salir,  librándose  orden  á  la  policía,  habia 
pedido  sin  embargo  se  le  señalara  nuevo  día  para  la  ab- 
solución de  las  posiciones,  con  el  objeto  esclusivo  de  ganar 
tiempo  mientras  se  vencia  el  plazo  de  la  ley  para  alegar 
y  que  no  se  pudiese  hacer  mérito  de  dicha  absolución  en 
el  alegato. 

Que  como  no  es  llegado  el  caso  de  enfermedad  pre-* 
visto  en  el  art.  415  de  la  ley  de  procedimientos  para 
poder  señalar  un  nuevo  plazo  para  la  absolución  de  las 
posiciones,  puesto  que  el  mismo  apoderado  confiesa  que 
su  poderdante  se  encontraba  en  el  Paraguay,  pedia  que, 
en  rebeldía  del  demandado,  se  dieran  las  posiciones  por 
absueltas,  pues  no  podia  consentir  que  se  absolviesen 
por  medio   de  apoderado. 


FaUo  del  #ues  úe  SeMion. 


Buenos  Aires,  Mayo  23  de  1872. 

En  lo  principal  no  habiendo  incurrido  en  rebeldía  el 
demandado  Medina,  por  cuanto  consta  que  está  represen- 
tado  en  el  juicio  ;  á  lo  que  se  agrega  que  su  apoderado 
ha  manifestado  al  juzgado  que  su  comitente  está  para 
llegar  al  país ;  y  no  debiendo  darse  interpretación  osten- 
siva á  las  leyes  que  determinan  los  casos  en  que  los 
litigantes  deben  considerarse  rebeldes,  y  negárseles  toda 
audiencia,  porque  en  su  calidad  de  tales  son  odiosos,  y  por 
tanto  deben  entenderse  restrictivamente,  no  ha  lugar  á 
la  solicitud  deducida  de  que  sean  dadas  por  absueltas 
las  posiciones  presentadas :  al  otrosí  como  se  pide.  Re- 
póngase el  sello, 

Zavaleta. 
T.  m.  6 
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Notificado  el  Dr.  Bustamantei  espuso  que*  el  juzgado 
había  pasado  por  alto  la  razón  principal  en  que  se  fuo- 
daba  para  pedir  se  dieran  por  absueltas  las  posiciones 
en  rebeldía,  cual  era  que  Medina  habia  fugado  del  país 
contra  la  orden  espresa  del  juzgado,  y  que  á  consecuencia 
de  esta  fuga  y  rebelión  contra  las  órdenes  de  la  autoridad 
competente^  no  habia  podido  absolver  las  posiciones  en 
dos  distintas  épocas  que  se  le  señalaron  para  la  absolución. 

Pidió  se  revocara  por  contrario  imperio  el  auto  ante- 
rior ó  en  caso  contrario  se  le  concediese  apelación  en 
relación  para  ante  la   Suprema   Corte. 


Auto  4el  #uea  4e  Seceion. 


Buenos  Aires,  Junio  43  de  1872. 

Por  los  fundamentos  del  auto  de  23  de  Mayo  último 
y  considerando  ademas  que  la  prohibición  de  salida  in- 
timada á  Medina  no  contiene  la  calidad  de  incurrir  en 
rebeldia  si  no  la  obedeciese ;  por  otra  parte  ella  era  en 
el  caso  en  que  no  constituye  apoderado  instruido  y  es- 
pensado, y  no  otorgase  fianza  á  las  resultas  del  juicio; 
y  en  este  caso  si  bien  Medina  se  ausentó  del  país  tiene 
apoderado  instruido  y  espensado,  y  el  resultado  del  juicio 
está  asegurado  por  el  embargo  y  prohibición  de  enagenar 
que  ha  solicitud  del  apoderado  de  Castilla  decretó  este 
juzgado;  no  ha  lugar  á  la  reposición  solicitada  por  Castilla 
del  referido  auto  de  23  de  Mayo ;  y  se  concede  en  re- 
lación el  recurso  de  apelación.  Repóngase  el  sello. 

Zavaleta. 

Elevado  9I  espendiente  se  dictií  este 
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Fallo  de   te  SupreHia  €#rto. 


Buenos  Aires»  Julio  4  de  1872. 

Vistos  por  los  Fundamentos  de  los  autos  de  fojas  eiento 
treinta  y  dos  vuelta  y  ciento  sesenta,  se  confirma  con 
costas  el  apelado  de  foja  ciento  treinta  y  dos  vuelta ;  satis- 
Ibchas  y   repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. — Marcelino  UcAfiTB.^i^José 

B.  GOROSTIAGA. 


C^USA    laJÍMlL. 


D.  Lisandro  de  la  Torre^  contra  D,  Juan  Laforgue^ 

par  cobro  de  pesos. 


Sumario —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á*  la  pri- 
mera rebeldía  que  acuse  el  apelado. 
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Caso.  —  En  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  Federal 
de  Córdoba  por  I>.  Lisandro  de  la  Torre,  contra  D.  Juan 
Laforgue,  por  cobro  de  pesos,  no  habiendo  el  primero 
mejorado  el  recurso  de  apelación  en  el  término  del  empla- 
zamiento, á  solicitud  del  segundo,  acusándole  rebeldia,  previo 
certiñcado  del  secretario,  se  dictó  el  siguiente  : 


Fallo  úe  Im  Suprenuí  Cm>ie. 


Baenos  Aires,  Julio  11  de  1872. 

Por  lo  .  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce  de  la  ley 
de  procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación;  devuél- 
vanse en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y 
reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. — Marcelino  Ugarte.— José 
b.  gorostiaga. 
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D.  Jaime  San  Miguel^  eon  D.  Hipólito  Norria  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplazamiento,  ae  declara  desierto  el  recurso  á  la  pri- 
mera rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Caso. — En  los  autos  seguidos  por  D.  Jaime  San  Miguel 
con  D.  Hipólito  Norrí  por  cobro  de  pesos,  no  habiendo 
este  mejorado  el  recurso;  á  solicitud  del  primero,  acusando 
rebeldía,  previa  certiñcacion  del  secretario,  se  dictó  este 

Fallo  de  1»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  13  de  1872. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certifícado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce  de  la  ley 
de  procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación ;  devuél- 
vanse en  consecuencia  los  autos,  pré>ío  pago  de  costas  y 
reposición  de  sellos  por  el   apelante. 

Salvador  Maru  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — Mar- 
celino UgARTE.— José  B.   GOROSTUGA. 
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CAUSA  I^mXI 


Crimináis  D.  Cecilio  Echevarría  y  D.  Andrés  Rivas^ 
por  contrabando  del  palacbo  oriental   t9  de  Mayo*. 


Sumario. —  i""  Las  costas  de  uq  juicio  de  contrabando 
no  deben  detraerse  del  valor  de  las  mercancías  caidas 
en  oomisOt  sino  pesar  sobre  el  contrabandista  decbrado. 

2o  No  mejorándose  el  recun»o  en  el  término  señalado, 
se  tiene  por  desierta  la  apelación  interpuesta  y  por  con- 
sentida  la  sentencia  apelada. 


Caso.  —  D.  Cecilio  Kchevarría,  capitán  del  puerto  de 
Corrientes,  dio  aviso  al  del  puerto  del  Paraná,  qu^  el 
patacho  oriental  <  9  de  Mayo  >  habia  sarpado  del  Paso  de 
la  Patria  con  destino  á  Montevideo  y  hecho  allí  nn  car- 
gamento de  1688  cueros  vacunos  pertenecientes  á  Don 
Andrés  Rivas,  sin  haber  pagado  los  derechos  de  aduana. 
El  captan  del  puerto  del  Paraná  D.  Francisco  Ramiro 
mandó  aprehender  el  buque  y  denunció  oficialmente  el 
contrabando  al  administrador  de  Rentas  Nacionales  del 
Paraná.  Este,  levantada  una    información  sumaria,  dictó 
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una  sentencia  con  la  que,  administrativamente  juzgando, 
condenó  al  capitán  del  patacho  al  pago  de  la  multa  de 
10  pesos,  fuertes  por  cada  cuero,  declaró  caídos  en  comiso 
los  1688  cueros  vacunos,  y  adjudicó  la  mitad  del  valor 
de  las  mercancías  y  multas  al  denunciante  principal 
D.  Cecilio  Echevarría,  y  la  otra  por  mitad  al  capitán  del 
puerto  del  Paraná  y  á   los  aprehensores  del  patacho. 

Se  apeló  de  esta  sentencia  ante  el  juzgado  nacional  de 
}a  sección  de  Elntre-Ríos,  por  la  parte  de  Rivas  que  pidió 
la  revocatoria  y  el  alzamiento  del  embargo  de  los  cueros; 
por  Ramiro,  que  pidió  se  revocase,  la  parte  de  la  adju- 
dicacícMi  de  las  mercancías  y  multas,  diciendo  deberse 
á  él  la  adjudicación  de  la  mitad  con  arreglo  á  bs  in- 
cisos 2  y  3  del  art.  1|096  de  las  ordenanzas;  y  por 
Teófilo  Benitez,  ayudante  de  la  capitanía  del  puerto  del 
Paraná,  que  pidió  igualmente  se  le  adjudicase  la  mitad 
del  comiso  y  multa  como  á  único  aprehensor  legal.  Don 
Cecilio  Echevarría  pidió  la  confirmación  con  costas  contra 
Rivas  y  Ramito  como  litigantes  temerarios.  Dada  vista 
al  fiscal  ad.  hoe  quien  opinó  por  la  confirmación  de  la 
sentencia  administrativa  en  todas  sqs  partes,  y  oidaslas 
pruebas  de  las  partes  se   dictó  el  siguiente 

Fallo  del  ^uez  Secetonal. 


Rosario,  Febrero  19  de  1872. 

Vistos,  ooosiderando  :  — I""  Que  la  carga  de  1688  cueros 
en  el  patacho  c  9  de  Mayo »  se  hizo  en  el  Paio  de  la 
Patria,  territorio  arjentino,  sin  permiso  de  aduana,  sin  el 
boleto  correspondiente,  ni  otra  alguna  de  las  formalidades 
prescriptas  por    ley,  .  como,  lo   comprueban  los  testimo- 
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n¡08  contestes   del   patrón  y   marineros  del  buque,   y  el 
hecho  también  constatado  de  haber  zarpado  aquel  en  lastre 
de  la    Asunción.  *( declaraciones  f.  13  á  17  y  f.  19  á23). 
^^  Que  tal  acto  importa  una  violación  del  art.  1,061 
de  las  ordenanzas  de   aduana,  'que  dispone  sean   comí- 
sados    los   frutos  del  pais  que  se  embarquen    sin  haber 
obtenido  el  boleto  correspondiente;  habiéndose  á  la  yez 
infringido  los  arls,  1,054  y  1,074  déla  enunciada  ordenanza. 
— Por  tanto :  y  con  arreglo  á  lo  que  estos  prescriben  en  su 
parte  penal ,    condénase  al  capitán    del    patacho  oriental 
c  9   de  Mayo »    á  la    multa  de  diez  pesos   fuertes    por 
cada    cuero,  quedando  afectos  á  este  pago  el  buque  y  las 
mercancíaSi  conforme  al  art.  1,097  de  las  mismas. —r- De- 
cláranse   caidos  en  comisos ,  conforme  al  art.  1»061,  los 
1,668  cueros  de  que  se  cargó  el  patacho,  infrigiendo  la  ley  y 
defraudando  ios  derechos  del  fisco.  —  Distribuyase  entre  el 
denunciante  D.  Cecilio  Echevarría,  D.  Francisco  de  P.  Ra- 
miro  y  demás  aprehensores  del  contrabando,  el  valor  de 
las  mercancías  y  de  la  multa  impuesta,  en  la  forma  que 
lo  establece  el   art.    1 ,095  de  las  ordenanzas ;  esto  es  la 
mitad  de  ese  valor,  para  el   denunciante  D,  Cecilio  Eohe- 
varria  y  la  otra  mitad  para  D.   Francisco   de  P.  Ráiiríro 
y  demás   aprehensores;     previo    pago    de    los  derechos 
debidos  al  tesoro,  gastos  ocasionados  por  el  embargo  do 
la  mercancía  penada  y  costas  de  este  espediente,  y  hágase 
saber. 

José  M.  Zuviría. 

Apelaron  de  esta  sentencia:  Rivas  en  su  parte  disposi* 
tiva  y  Echevarría  por  no  haber  sido  condenadas  las  parles 
de  Rivas  y  Ramiro  en  las  costas;  y  concedido  el  recurso 
libremente,  la  parte  de  Echevarría  espresando  agravios  dijo 
que  las  costas  debian   pagarse   por  la  parte  de  Rivas  ó 
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eoDJuntamente  por  esta  y  la  de  Ramiro,  y  no  debían  ser 
detraídas  del  valor  de  las  mercaderías  oaidas  en  comiso, 
que  como  as  absurdo  condenar  al  pago  de  las  costas^el 
acusador  cuando  el  acusado  resulte  culpable,  asi  es  absurdo 
absolver  de  las  costas  el  contrabandista  declarado,  privan- 
do á  los  denunciantes  de  una  parte  de  sus  derechos, 
para  invertirla  en  pagar  costas  originadas  por  el  hecho 
doloso  de  aquel;  que  Rivas  y  Ramiro  eran  litigantes  te- 
merarios, este  confesando  haber  capturado  el  buque  en 
consecuencia  de  su  denuncia,  aquel  por  ser  manifiesto 
su  delito  de  contrabando ;  que  si  prevaleciera  la  doctrina 
de  la  sentencia  en  la  parte  apelada,  seria  muy  fácil  á 
los  contrabandistas,  formando  pleitos  volumisosos,  absorber 
en  costas  los  comisos  y  defraudar  á  los  denunciantes  y 
aprehensores  de  los  derechos  que   la  ley  les  confiere. 

En  rebeldía  de  las  otras  partes  y  en  conformidad  de 
la  vista  del  Procurador  General  se  dictó  el  siguiente 

Fiülo  de  ím  Suprenm  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  13  de  1872. 

Vistos :  no  habiendo  el  apelante  Don  Andrés  Rivas  me- 
jorado el  recurso  en  el  término  señalado,  se  declara,  confor- 
me á  lo  dispuesto  por  el  articulo  doscientos  catorce  de 
la  ley  de  procedimientos,  desierta  la  apelación  interpuesta 
y  consentida  la  sentencia  de  foja  doscientos  cincuenta  y 
dos,  excepto  en  la  parte  que  fué  también  apelada  por  Don 
Cecilio  Echevarría  relativa  ¿  las  costas  de  este  espediente, — 
la  cual  se  revoca  condenándose  á  Don  Andrés  Rivas  al 
pago  de  ellas,  por  los  mismos  fundamentos  de  la  senten- 
cia apelada  y  atento  lo    proscripto  por  la  ley  ocho,  titulo 


90  FALLOS  DE  LA  3UPB£lfA  OORTE 

veÍBie  y  dos,  partid  tercera ;  satisfiechas  la9  .  coata^  de 
esta  instancia  y  repuestos  los  sellosi  deyujélvapse  en  con* 
secuencia    los  autos. 

Salvador  María  d£l  Carril.— Fran- 
cisco Delgado»  ^-  José  Barros 
Pazos. — Magelino  UGARTE.--José 

B.    GOROSTIAGA. 


CAUSA  I^lLmiI 


El  Dr,  D.  EmüiaM  García  ^  contra  el  Procurador  D.  Leonardo 
Nicolorich^  por  cobro  ejecutivo  de  honorarioss 


Sumario.  —  1^  No  es  procedente  un  recurso  de  nulidad 
de  una  sentencia  que  solo  se   tacha  de  injusta. 

2^  No  son  apelables  tas  resoluciones  de  ios  juzgados 
de  sección  en  causas  cuyo  valor  no  exceda  de  doscientos 
pesos  fuertes* 


•iaMi^rM»iW*«B 
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Caso^'^El  Dr.  I).  Emiliaoo  García,  en  unos  autos  se- 
guidos en  el  Juzgada  Ffideral  de  Santa  Fé  por  el  Pro- 
curador D.  Leonardo  Nicoloricb  por  D.  Miguel  Fraucini, 
contra  D.  Marcos  Costa,  pidió  se  regulasen  sus  honorarios 
para  que  se  los  abonase  Nicólórich  que  habia  sido  con- 
denado en  costas. 

Ejecutoriada  la  regulación  por  80  pesos  fuertes,  el 
Dr.  García  inició  ejecución  contra  Nicoloricb,  quien  en  la 
citación*  de  remate  opuso  las  siguientes  excepciones: 

1^  Falta  de  personería  en  el  demandante,  porque  la  con- 
denación en  costáis  se  habia  hecho  á  favor  de  la  parte 
y  no  del  abogado. 

2*  Faltado  personería  en  el  demandado,  porque  ia sen- 
tencia era  contra  su  representado  que  era  la  partQ  en  el 
juicio. 


FMlo  del  ^ueae  de  Seeeion. 


Rosario,  Bíayo  7  de  1872. 

• 

Vistos  y  considerando:  —  Que  las  excepciones  alegadas 
por  parte  del  ejecutado,  no  están  comprendidas  entre  las  es- 
pecialmente numeradas,  para  esta  clase  de  juicios,  en  el 
art.  269  de  la  ley  Nacional  de  .procedimientos;  ni  en  el 
término  concedido  al  efecto  se  ha  presentado  prueba  al- 
guna en  favor  de  cualquiera  excepción  de  aquellas  que 
con  arreglo  á  la  ley  debian  deducirse,  para  escusar  el 
pago  ordenado  por  el  auto  de  solvendo.  —  Llévese  adelante 
la  ejecución,  haciéndose  entrega  al  ejecutante  de  la  cantidad 
oblada,  librándose  en  efecto  la  orden  correspondiente,  con 
costas.  Repónganse  los  sellos. 

Zuviria. 
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Notificado  Nicolorichf  interpuso  los  recursos  de  apela- 
ción .  y  nulidad,  fundando  este  último  en  que  la  sentencia 
se  habia  dictado  contra  la  espresa  disposición  de  la  ley 
de  procedimientos  en  el  articulo  que  enumera  las  excep- 
ciones admisibles  en  h\  juicio  ejecutivOf  y  de  la  de  partida 
que  ordena  ejecutar  las  sentencias  en  los  bienes  de  la 
parte  condenada  y  no  en  los  de  su  Procurador. 

Elevado  el  espediente  se    dictó  este 


Fallo  úe  1»  Suprema  Corte. 


.    Buenos  Aires,  Julio  18  de  1872. 

Vistos :  no  procediendo  en  este  caso  el  recurso  de  nu- 
lidad,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos 
treinta  y  tres  de  la  ley  de  procedimientosi  y  no  siendo 
apelables  las  resoluciones  de  los  juzgados  de  sección, 
en  causas  cuyo  valor  no  exceda  de  doscientos  pesos  fuertes, 
conforme  al  artículo  cuarto  de  la  ley  de  jurisdicción, 
devuélvase  el  espediente  al  juez  a  quOy  previo  pago  de 
costas   y  reposición  de  sellos. 

Salvador  M.  del  Carro.. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— M- 
Ugartb. 


tmmmt 
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CAUSÜ.  I^3LXIII 


D.  Juan  B.  BerdUff  con  D.  Francisco  Conte^  sobre  deserción 

y  renuncia  de  apelación. 


Sumario.  —  No  mejorándose  en  tiempo  el  recurso  de 
apelación  y  acusando  rebeldía  la  contra-parte  se  declara 
desierta  la  apelación. 


Caso.  —  D.  Santos  Molinari  por  D.  Francisco  Conté,  se* 
guió  ante  el  juez  de  la  sección  de  Buenos  Aires  unos  autos 
contra  D.  Juan  Bautista  Berdier  sobre  defraudación  de  de* 
rechos  privilegiados  en  una  patente  de  invención  de  un 
billar  exágono. 

Dictada  sentencia  por  el  juez  de  sección,  la  parte  de 
Berdier,  apeló  con  fecha  Junio  6  de  1872,  el  recurso  se 
concedió  libremente  el  dia  7,  haciéndose  la  notificación 
á  Berdier  ese  mismo  dia  y  á  Molinari  al  dia  siguiente. 

Molinari  por  su  parte  apeló  también  y  el  juzgado  con  fecha 
8  de  Junio  concedió  la  apelación  notiñcándose  á  ambas 
partes  el  dia  10. 

Elevados  los  autos  se  puso  por  secretaria  la  nota  de 

vencer  el  término  del  emplazamiento  el  dia  13  de  Junio. 
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En  esta  última  fecha  Molinari  mejoró  el  recurso  y  en 
un  otrosi  dijo :  que,  habiendo  también  apelado  su  con* 
trario  y  sido  emplazado  el  dia  7,  no  había  mejorado  el 
recurso,  por  lo  que  acusándole  rebeldía,  pedia  se  decía* 
rara  desierta  la  apelación  por  parte  de  él. 

La  Suprema  Corte,  proveyó  c  espreiie  agravios  al 
otrosi,  en  oportunidad  se  proveerá  »  Al  dia  siguiente,  Junio 
14,  MoUnari  espuso  que  habia  llegado  la  oportunidad  de 
declararse  desierta  la  apelación  entablada  por  Berdier  por 
haber  vencido  el  término,  dentro  del  cual,  debió  mejorar 
dicho  recurso  y  pidió  9e  declarase  desierto,  confirmando 
con  costas  la  sentencia  del  inferior. 

La  Suprema  Corte  ordenó  se  estuviese  á  lo  dispuesto 
en  la  anterior  petición. 

Con  fecha  18  de  Junio  MoUnari  espuso  que  en  el 
deseo  de  terminar  lo  mas  pronto,  posible  esta  cuestión 
desistia  de  la  apelación  ^interpuesta  por  su  parte  y  pidió 
en  consecuencia  que,  admitido  el  desistimiento  se  mandase 
devolver  los  autos  ;  pero  como  en  la  misma  fecha  la 
parte  de  Berdier,  sin  mejorar  el"  recurso,  hubiese  pre- 
sentado su  escrito  de  espresion  de  agravios,  la  S.  C.  con 
fecha  20  de  Junio  se  proveyó  <  del  desistimiento  traslado  i  y 
en  la  espresion  de  agravios  de  Berdier,  <  lo  proveído  en 
esta  fecha  ». 

No  habiendo  Berdier  evacuado  el  traslado  conferido  á 
él  y  habiendo  Molinari  acusádole  rebeldía,  se  didtó  este 

Fallo  de  la  Soprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  iS  de  iif^. 

Vistos :  no  habiendo  mejorado  en  tiempo  Don  Juan 
Bautista  Berdier  el  recurso  de  apelación,  y  habiéndosele 
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acttsado  rebeldfa  por  Don  Fránoisco  GoQte,  de  conformidad 
é  to  dispuesto  en  el  artícmlo  doscientos  catorce  de  la 
Iey.de  procedimientos,  se  declara  en  cuanto  á  61  desierta 
la  apelación :  y  habiendo  desistido  Gente  de  la  que  por 
su  parte  interpuso,  admítese  el  desistimiento  :  devuélvase, 
en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y  re* 
posición  de  sellos « 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
CISCO  Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  Marcelino  Ugartb. 


CAUSA  I^XS^IV. 


D.  Juan  B.  Costa  ^  contra  D.  José  Badarraco^  por  daños 

y  perjuicios. 


Sumarié. --^ío  Aun  cuando  por  regla  general  las  deudas 
procedentes  de  la  construcción  de  un  buque  tienen  pri*** 
vilegio  sobre  el  mismo,  ese  privilegio  cesa  y  ae  trasmite 
sobre  el  precio,  en  los  casos  de  venta  judicial  ó  de  rep 
nuncia  espresa  ó  tácita  de  él. 
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2^  Es  caso  de  renunoía  tácita  cuando  el  buque  tras* 
mitido  á  otro,  hubiese  navegado  dorante  sesenta  días  después 
de  su  salida  del  puerto  bajo  el  nombre  del  nuevo  pro- 
pietario, sin  protesta   de  los  acreedores  privilegiados* 

3^  La  circunstancia  de  hacerse  la  venta  en  rifa  pública 
con  conocimiento  y  participación  del  acreedor  privilegiado 
hace  equiparar  el  caso  á   la   venta  judicial. 

4o  Cada  uno  puede  renunciar  á  los  privilegios  intro* 
duoidos  por  la  ley  en   su  beneficio. 


Caso.  —  D.  Juan  B.  Costa  demandó  á  D.  José  Badarraco 
ante  el  Juzgado  Federal  de  Buenos  Aires  la  indemniza- 
ción de  daños  y  perjuicios  que  le  ocasionaba  con  una 
protesta  formulada  ante  la  escribanía  de  marina  en  que, 
suponiéndose  acreedor  privilegiado  del  buque  c  Fiííme  di 
Reccoi  por  la  suma  de  139,625  pesos,  le  impedia  la 
venta  del  mismo  que  tenia  acordada,  estando  compro- 
metido á  entregar  la  escritura  en  un  término  breve* 

Los  antecedentes  de  la  sustanciacion  de  la  causai  como 
ser  la   demanda,   contestación  etc.,    se  detallan   en  este 


Fallo  del  Smtrn  Seceionia. 


Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  B.  Costa  contra 
D.  José  Badarraco  -por  reclamación  de  indemnización  de 
danos  y  perjuicios,  procedentes  de  protesta  formulada  por 
él  último  contra  el  primero,  con  motivo  de  haber  este 
comprado  ó  adquirido  la  propiedad  de  un  buque  contra 
eV  cual  pretende  Badarraco  tener  un  crédito  privilejiado 
y  resultando : 
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« 

I""  Que  en  26  de  Agosto  del  año  próximo  pasado  fué 
incorporado  á  la  matricula  nacional  bajo  et  núm.  734 
«1  pailebot  c  Fiume  di  Recco  >  recientemente  construido, 
del  porte  de  105  toneladas  y  de  la  propiadad  de  D.  Felipe 
Badaraco,  todo  lo  cual  está  justificado  por  el  cerlifícado 
y  testimonio    que  corren   á  f.    1   y  2. 

2o  Que  el  mencionado  buque  fué  rifado  por  billetes  en 
la  Concepción  del  Uruguay,  donde  tuvo  lugar  la  estraccion, 
el  I"*  de  Enero  del  corriente  año,  habiendo  resultado  pre- 
miado el  núm.  2005  perteneciente  á  D.  Juan  B.  Costa, 
como  lo  comprueban  el  certificado  espedido  por  el  jefe 
político  de  la  localidad  en  la  fecha  y  que  corre  á  f .  6 
y  "el  billete  acompañado  á  f.  3,  y  lo  corrobora  el  silen- 
cio guardado  en  la  contestación  de  la  demanda,  silencio, 
que,  con  arreglo  al  art.  86  de  la  ley  de  procedimientos, 
puede  considerarse  como  confesión  de  los  hechos  espues* 
tos  en  la  demanda  ;  3"*  Que  habiéndose  suscitado  difí- 
cuitados  para  la  rifa  del  buque,  y  á  fin  de  vencerlas,  Ba- 
daraco ( D.  Felipe)  solicitó  y  obtuvo  de  D.  José  Ba- 
daraco qué  le  espidiese  un  documento,  cuya  copia  testual 
corre  á  f .  4  por  el  cual  el  último  se  constituía  en  fiador 
responsable  de  los  Sres.  Antonio  Dellacasa  y  Felipe  Ba- 
daraco por  el  buque  c  Fiume  di  Recco  >  que  acababan 
de  construir,  declarando  que  la  garantía  no  tenia  otro 
objeto  que  el  de  acreditar  que  los  últimos  eran  los  ver- 
daderos propietarios  del  referido  buque. 

i""  Que  además  de  haber  el  demandado  espedido  dicho 
certifícado,  recibió  de  los  propietarios  del  buque  en  4  de 
Junio  y  cuatro  de  Noviembre  del  año  anterior  205  nú- 
meros de  la  espresada  rifa,  como  lo  acreditan  los  recibos 
que .  en  copia  corren  á  f .  5  y  los  originales  que  corren 
en  los  autos  seguidos  ante  este  mismo  juzgado  por  los 
últimos   contra    el  mismo   D.    José  Badaraco  que    se  liaii 

T.  III.  7 
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tenido  á  la  vista  y  cuya  autenticidad  está  confesada  en 
los  mismos;  y  este  hecho  demuestra  de  la  manera  mas 
concluyente  que  la  rifa  se  hacia  con  conocimiento  y  con- 
sentimiento de   D.  José  Badaraco. 

5o  Que  en  16  de  Enero  último  D.  Felipe  Badarraco, 
cumpliendo  la  obligación  contraída  para  con  el  poseedor 
del  billete  premiado  otorgó  en  la  escribanía  de  Marina 
la    escritura  de  propiedad    del    buque  á   favor  de  Costa. 

6"^  Que  con  fecha '20  de  Enero,  D.  José  Badaraco  for- 
muló en  la  escribanía  de  Marina  una  protesta  contra  los 
vendedores  y  contra  el  comprador  del  pailebot  «Fiume  di 
Recco  >  porque  habiendo  suministrado  efectos  á  los  ena- 
genantes  para  la  construcción  de  dicho  pailebot  y  otro  mas 
en  construcción  por  valor  de  139,625  pesos  moneda  cor- 
riente que  no  le  habian  sido  satisfechos,  y  habiendo  sido 
transferido  en  venta  el  .c  Fiume  di  Recco  >  á  D.  Juan 
B.  Costa,  hacia  responsables  á  los  vendedores  de  los  per- 
juicios que  el  no  pago  de  dicha  cuenta  le  causase,  haciendo 
así  mismo  cargo  al  comprador  de  los  perjuicios  á  que 
en  derecho  hubiere  lugar,  todo  lo  que  está  constatado  por 
el  documento  que  corre  á  f .  8  y  está  confesado  al  con- 
testar á   la  demanda. 

7o  Que  Costa,  acompañando  los  documentos  de  que  se 
ha  hecho  mérito  en  los  párrafos  precedentes  y  el  de 
f.  9  según  el  cual  habia  vendido  á  los  Señores  Barbera 
y  Maglione  el  mismo  buque  <  Fiume  di  Recco  >  con  la 
obligacioq  de  entregarlo  el  15  de  Marzo  próximo  pasado 
en  la  Boca  del  Riachuelo,  se  presentó  deduciendo  formal 
demanda  contra  D.  José  Badaraco  para  que  se  le  intimase 
que  antes  de  la  fecha  15  de  Marzo  levantase  la  protesta 
que  contra  él,  Costa  habia  formuladoi  dejándole  asi  en 
libertad  para  otorgar  la  escritura  de  venta,  bajo  aperci- 
bimiento que   de   no   hacerlo  se  le    responsabilizaría   por 
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los  daños  y  perjuicios  que  le  irrogase  la  inejecución  de 
la  venta,  sin  perjuicio  de  declararse  por  el  juzgado  la 
ineflcacia  de  la  protesta,  y  de  imponérsele  la  condena- 
ción en  costas,  fundando  su  petición  en  que  Badaraco 
tenia  conocimiento  de  la  rifa  y  la  consintió,  yendo  hasta, 
para  íacilitar  é  inspirar  confianza  al  público,  garantir  que 
el  buque  era  de  propiedad  esclusiva  de  Felipe  Badaraco 
y  Antonio  Dellacasa,  y  que  pretenden  ahora  que  conserva 
sus  derechos  contra  el  buque  á  pesar  de  la  garantía  que 
dio,  es,  ó  que  cree  que  su  garantía  es  ineficaz  y  que 
con  ella  solo  se  propuso  consumar  una  estafa,  ó  que 
solo  se  propone  impedir  la  venta  del  buque  para  ver 
si  le  sacaba  algún  dinero,  propósitos  ambos  que  deben 
frustrarse,  porque  la  garantía  importaba,  en  caso  de  tener 
créditos  contra  el  buque,  renunciar  al  privilegio  sobre  el 
ultimo;  optando  por  la  responsabilidad  que  le  ofrecían 
la  persona  del  deudor  y  las  propiedades   del    mismo. 

8®  Que  el  demandado  pide  no  se  haga  lugar  con  cos- 
tas á  las  pretensiones  del  demandante,  apoyándose  en  los 
siguientes  fundamentos:  —  1°  Que  como  aparece  de  los 
autos  que  sigue  contra  D.  Felipe  Badaraco  y  D.  Antonio 
Dellacasa,  es  acreedor  de  estos  por  el  importe  de  los 
artículos  que  les  suministró  para  la  construcción  del  bu^ 
gue  en  cuestión,  crédito  que  siendo  una  carga  que  se 
trasmite  con  el  buque,  como  lo  determinan  los  artículos 
1,020  y  1,021  del  Código, de  Comercio,  pierden  sin  em- 
bargo su  privilegio  los  acreedores  toda  vez  que,  sin  pro- 
testa de  su  parte,  el  buque  hubiese  navegado  durante  60* 
dias  después  de  su  'salida  del  puerto  bajo  el  nombre  y 
por  cuenta  del  nuevo  propietario  como  terminantemente 
lo  establece  el  art.  1,024  del  mismo  Código,  siendo 
por  consecuencia  la  protesta  un  acto  necesario  para  la 
conservación  de  sus   derechos  y  autorizado   por  el  Código. 
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» 

^—  2^  Que  los  documentos  presentados  por  el  demandante, 
cualquiera  que  sea  su  mérito,  no  pueden  desnaturalizar 
su  crédito,  sino  que  solo  importaban  reconocer  que  Ba-- 
daraco  y  Dellacasa  eran  los  verdaderos  propietarios  del 
buque  y  que  por  tanto  él  no  podia  oponerse  á  su  venta; 
pero  que  esta  garantía  y  este  consentimiento  no  impor- 
taban la  renuncia  del  crédito  ni  del  privilegio  que  el 
Código  le  acordaba,  siendo  esto  tanto  mas  evidente  cuanto 
que  no  habia  autorizado  á  los  vendedores  para  violar  el 
art.  4,027  del  mismo  Código,  según  el  cual,  el  vendedor 
de  un  buque  está  obligado  á  dar  al  comprador  una  nota 
firmada  do  lodos  los  créditos  privilegiados  á  que  puede 
estar  sujeto  el  buque,  la  cual  deberá  insertarse  en  la 
escritura  de  venta ;  y  que  por  consiguiente,  si  los  vendedores 
cumplieron  este  deber,  los  compradores  han  conocido 
oportunamente  las  carga$  que  afectaban  al  buque  y  á  si 
mismo  deben  imputarse  haberlo  comprado,  y  si  no  se  cum- 
plió con  aquel  deber,  tal  proceder  arrojaría  la  presunción 
de  mala  fé  de  parte  de  los  vendedores,  únicos  responsables 
hacia    el  comprador. 

9o  Que  el  juzgado  para  mejor  proveer,  propuso  algunas 
preguntas  al  demandado  quien  las  absolvió  bajo  de  jura- 
mento á  fs.  25  y  siguientes,  y  de  la  absolución  de  dichas 
posiciones  resulta,  que  el  absolvente  espidió  certifícado 
cuya  copia  corre  &  (.  i  ó  pedido  de  D.  Antonio  Dellacasa 
y  de  D.  Felipe  Badaraco  para  que  pudiesen  rifar  el  buque 
y  con  su  producto  abonarle  lo  que  le  debian,  porque  sin 
dicho  certificado  no  podían  rifarlo,  que  además  tuvo  pos- 
teriormente que  abonar  su  firma  en  Oualeguaychú,  lo  que 
es  una  prueba  de  que  dicho  certificado  estaba  agregado 
al  espediente  que  debió  seguirse  para  obtener  la  autoriza- 
ción de  rifar  el  buque,  y  de  que  la  rifa  se  efectuó  en 
)a  confianza  que  inspiraba  la  garantía  de  D.  José    Badaraco. 


.    DB  JüSTKaA  KAGIOMAL.  91 

Ctfso.  «^EI  Dr.  D.  Emiliano  G^h^ía,  en  unos  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  Fióderal  de  Santa  Fé  por  el  Pro- 
curador D.  Leonardo  Nicolorich  por  D.  Miguel  FrafiíDioi, 
contra  D.  Mároos  Costa,  pidió  se  regulasen  sus  honorarios 
para  que  se  los  abonase  Nicolorich  que  habia  sido  con- 
denado en  costas. 

Ejecutoriada  la  regulación  por  80  pesos  fuertes,  el 
Dr.  García  inició  ejecución  contra  Nicolorich»  quiea  en  la 
citación*  de  remate  opuso  las  siguientes  excepciones: 

I"*  Falta  de  personería  en  el  demandante,  porque  la  con- 
denación en  costáis  se  habia  hecho  á  favor  de  la  parte 
y  no  del  abogado. 

2*  Falta  de  personerid  en  el  demandado,  porque  ia  sen- 
tencia era  contra  su  representado  que  era  la  partea  en  el 
juicio.  , 


lUUo  del  Jíueas  de  Seeeion. 


Rosario,  Mayo  7  de  1872. 

Vistos  y  cónsidetando :  —  Que  las  excepciones  alegadas 
por  parte  del  ejecutado,  no  están  comprendidas  entre  las  es- 
pecialmente numofadas.  para  esta  clase  de  juicios,  en  el 
art.  269  de  la  ley  JNacional  de  .procedimientos ;  ni  en  el 
término  concedido  al  efecto,  se  ha  presentado  prueba  al- 
guna en  favor  de  cualquiera  excepción  de  aquellas  que 
con  arreglo  á  la  ley  debian  deducirse,  para  escusar  el 
pago  ordenado  por  el  auto  de  solvendo.  —  Llévese  adelante 
la  ejecución,  haciéndose  entrega  al  ejecutante  de  la  cantidad 
oblada,  librándose  en  efecto  la  orden  correspondiente,  con 
costas.  Repónganse  los  sellos. 

Zuviria. 
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Notificado  Nicolorichi  interpuso  los  recursos  de  apela- 
ción .  y  nulidad,  fundando  este  último  en  que  la  sentencia 
se  habia  dictado  contra  la  espresa  disposición  de  la  ley 
de  procedimientos  en  el  artículo  que  enumera  las  excep- 
ciones admisibles  en  h\  juicio  ejecutivo,  y  de  la  de  partida 
que  ordena  ejecutar  las  sentencias  en  los  bienes  de  la 
parte  condenada  y  no  en  los  de  su  Procurador. 

Elevado  el  espediente  se   dictó  este 


Fallo  4e  la  Suprenm  C^rie. 


.    Buenos  Aires,  Julio  18  de  1872. 

Vistos :  no  procediendo  en  este  caso  el  recurso  de  nu- 
lidad,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos 
treinta  y  tres  de  la  ley  de  procedimientosi  y  no  siendo 
apelables  las  resoluciones  de  los  juzgados  de  sección, 
en  causas  cuyo  valor  no  exceda  de  doscientos  pesos  fuertes, 
conforme  al  artículo  cuarto  de  la  ley  de  jurisdicción, 
devuélvase  el  espediente  al  juez  a  quo^  previo  pago  de 
costas   y  reposición  de  sellos. 

Salvador  M.  del  Carril.— Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— M- 
Ugartb. 


WMM 
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CAUSA  I^3LXIII< 


D.  Juan  B.  BerdUr^  con  D.  Francisco  Conten  sobre  deserción 

y  renuncia  de  apelación. 


Sumario.  —  No  mejorándose  en  tiempo  el  recurso  de 
apelación  y  acusando  rebeldía  la  contra-parte  se  declara 
desierta  la  apelación.' 


Caso.  —  D.  Santos  Molinarí  por  D.  Francisco  Conté,  se* 
guió  ante  el  juez  de  la  sección  de  Buenos  Aires  unos  autos 
contra  D.  Juan  Bautista  Berdier  sobre  defraudación  de  de* 
rechos  privilegiados  en  una  patente  de  invención  de  un 
billar  exágono. 

Dictada  sentencia  por  el  juez  de  sección,  la  parte  de 
Berdier,  apeló  con  fecha  Junio  6  de  1872,  el  recurso  se 
concedió  libremente  el  dia  7,  haciéndose  la  notificación 
á  Berdier  ese  mismo  dia  y  á  Molinari  al  dia  siguiente. 

Molinarí  por  su  parte  apeló  también  y  el  juzgado  con  fecha 

8  de  Junio  concedió  la  apelación  notificándose  á  ambas 

partes  el  dia  10. 
Elevados  los  autos  se  puso  por  secretaría  la  nota  de 

vencer  el  término  del  emplazamiento  el  dia  13  de  Junio. 
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En  esta  última  fecha  Moiinarí  mejoró  el  recurso  y  en 
un  otrosí  dijo  :  que,  habiendo  también  apelado  su  con- 
trario y  sido  emplazado  el  dia  7,  no  había  mejorado  el 
recurso,  por  lo  que  acusándole  rebeldía,  pedia  se  decla- 
rara desierta  la  apelación  por  parte  de  él. 

La  Suprema  Corte,  proveyó  c  espreiie  agravios  al 
otrosí,  en  oportunidad  se  proveerá  >  Al  dia  siguiente,  Junio 
14,  Molínari  espuso  que  habia  llegado  la  oportunidad  de 
declararse  desierta  la  apelación  entablada  por  Berdier  por 
haber  vencido  el  término,  dentro  del  cual .  debió  mejorar 
dicho  recurso  y  pidió  9e  declarase  desierto,  confirmando 
con  costas  la  sentencia  del  inferior. 

La  Suprema  Corte  ordenó  se  estuviese  á  lo  dispuesto 
en  la  anterior  petición. 

Con  fecha  18  de  Junio  MoUnari  espuso  que  en  el 
deseo  de  terminar  lo  mas  pronto,  posible  esta  cuestión 
desistia  de  la  apelación  ^interpuesta  por  su  parte  y  pidió 
en  consecuencia  que,  admitido  el  desistimiento  se  mandase 
devolver  los  autos  ;  pero  como  en  la  misma  fecha  la 
parte  de  Berdier,  sin  mejorar  el'  recurso,  hubiese  pre- 
sentado su  escrito  de  espresion  de  agravios,  la  S.  C.  con 
fecha  20  de  Junio  se  proveyó  c  del  desistimiento  traslado  >  y 
en  la  espresion  de  agravios  de  Berdier,  <  lo  proveído  en 
esta  fecha  >. 

No  habiendo  Berdier  evacuado  el  traslado  conferido  á 
él  y  habiendo  Molinari  acusádole  rebeldía,  se  didtó  este 

Vallo  de  la  Hapreina  Corte. 

« 

Buenos  Aires,  Julio  i8  d^  187^. 

« 

Vistos :  no  habiendo  mejorado  en  tiempo  Don  Juan 
Bautista  Berdier  el  recurso  de  apelación,  y  habiéndosele 
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acosado  rebeldía  por  Don  Fránoisoo  Gonle,  de  conformidad 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce  de  la 
ley, de  procedimientos,  se  declara  en  cuanto  á  él  desierta 
la  apelación :  y  habiendo  desistido  Conté  de  la  que  por 
su  parte  interpuso,  admítese  el  desistimiento :  devuélvase, 
en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y  re* 
posición  de  sellos « 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
CISCO  Delgado. —- Josí  Barros 
Pazos.  — Marcelino  Ugarte. 


CiAUdA  I^X3UV< 


D.  Juan  B.  Costa  ^  contra  D.  José  Badarraeo^  por  daños 

y  perjuicios. 


Sumam.-^i^  Aun  cuando  por  regla  general  las  deudas 
procedentes  de  la  construcción  de  un  buque  tienen  pri^ 
vílegio  sobre  el  mismo,  ese  privUegio  cesa  y  se  trasmite 
sobre  el  preció,  en  los  casos  de  venta  judicial  ó  de  re» 
nuncia  espresa  ó  tácita  de  él. 
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2""  Es  caso  de  renuncia  tácita  cuando  el  buque  tras- 
mitido á  otro,  hubiese  navegado  durante  sesenta  dias  después 
de  su  salida  del  puerto  bajo  el  nombre  del  nuevo  gro^ 
pietario,  sin  protesta   de  los  acreedores  privilegiados. 

3^  La  circunstancia  de  hacerse  la  venta  en  rifa  páblica 
con  conocimiento  y  participación  del  acreedor  privilegiado 
hace  equiparar  el  caso  á   la   venta  judicial. 

4o  Cada  uno  puede  renunciar  á  los  privilegios  intro* 
ducidos  por  la  ley  en   su  beneñcio. 


Caso.  —  D.  Juan  B.  Costa  demandó  á  D.  José  Badarraco 
ante  el  Juzgado  Federal  de  Buenos  Aires  la  indemniza- 
ción de  daños  y  perjuicios  que  le  ocasionaba  con  una 
protesta  formulada  ante  la  escribanía  de  marina  en  que, 
suponiéndose  acreedor  privilegiado  del  buque  c  Fiíime  di 
Recco»  por  la  suma  de  139,625  pesos,  le  impedia  la 
venta  del  mismo  que  tenia  acordada,  estando  compro- 
metido á  entregar  la  escritura  en  un  término  breve. 

Los  antecedentes  de  la  sustanciaeion  de  la  causa,  como 
ser  la   demanda,   contestación  etc.,    se  detallan  en  este 


Fallo  del  JTnes  Secetoiml, 


Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  B.  Costa  contra 
D.  José  Badarraco  -por  reclamación  de  indemnización  de 
danos  y  perjuicios,  procedentes  de  protesta  formulada  por 
el  último  contra  el  primero,  con  motivo  de  haber  este 
comprado  ó  adquirido  la  propiedad  de  un  buque  contra 
eV  cual  pretende  Badarraco  tener  un  crédito  privilejiado 
y  resultando : 


DE   JUSTICIA   NACIONAL.        '  97 

1^  Que  en  26  de  Agosto  del  año  próximo  p¿)Sddo  fué 
incorporado  á  la  matricula  nacional  bajo  e(  núm.  734 
el  pailebot  c  Fiume  di  Recco  »  recientemente  construido, 
del  porte  de  105  toneladas  y  de  la  propiedad  de  D.  Felipe 
Badaraco,  todo  lo  cual  está  justificado  por  el  certificado 
y  testimonio    que  corren   á  f.    1   y  2. 

2o  Que  el  mencionado  buque  fué  rifado  por  billetes  en 
la  Concepción  del  Uruguay,  donde  tuvo  lugar  la  estraccion, 
el  1^  de  Enero  del  corriente  año,  habiendo  resultado  pre- 
miado el  núm.  2005  perteneciente  á  D.  Juan  B.  Costa, 
como  lo  comprueban  el  certificado  espedido  por  el  jefe 
político  de  la  localidad  en  la  fecha  y  que  corre  á  f .  6 
y  "el  billete  acompañado  á  f.  tS,  y  lo  corrobora  el  silen* 
ció  guardado  en  la  contestación  de  la  demanda,  silencio, 
que,  con  arreglo  al  art.  86  de  la  ley  de  procedimientos, 
puede  considerarse  como  confesión  de  los  hechos  espues- 
tos en  la  demanda  ;  3""  Que  habiéndose  suscitado  difi- 
cultades para  la  rifa  del  buque,  y  á  fln  de  vencerlas,  Ba- 
daraco  ( D.  Felipe)  solicitó  y  obtuvo  de  D.  José  Ba- 
daraco  que  le  espidiese  un  documento,  cuya  copia  testual 
corre  á  f .  4  por  el  cual  el  último  se  constituia  en  fiador 
responsable  de  los  Sres.  Antonio  Dellacasa  y  Felipe  Ba- 
daraco  por  el  buque  c  Fiume  di  Recco  »  que  acababan 
de  construir,  declarando  que  la  garantía  no  tenia  otro 
objeto  que  el  de  acreditar  que  los  últimos  eran  los  ver- 
daderos propietarios  del  referido  buque. 

i""  Que  además  de  haber  el  demandado  espedido  dicho 
certificado,  recibió  de  los  propietarios  del  buque  en  4  de 
Junio  y  cuatro  de  Noviembre  del  año  anterior  205  nú- 
meros de  la  espresada  rifa,  como  lo  acreditan  ios  recibos 
que .  en  copia  corren  á  f .  5  y  los  originales  que  corren 
en  los  autos  seguidos  ante  este  mismo  juzgado  por  los 
últimos   contra    el  mismo   D.    José  Badaraco  que    se  han 

T.  lU.  7 
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tenido  á  la  vista  y  cuya  autenticidad  está  confesada  en 
los  mismos;  y  este  hecho  demuestra  de  la  manera  mas 
concluyante  que  la  rifa  se  hacia  con  conocimiento  y  con- 
sentimiento de  D.  José  Badaraco. 

5o  Que  en  16  de  Enero  último  D.  Felipe  Badarraco, 
cumpliendo  la  obligación  contraída  para  con  el  poseedor 
del  billete  premiado  otorgó  en  la  escribanía  de  Marina 
la    escritura  de  propiedad    del    buque  á   favor  de  Costa. 

6*^  Que  con  fecha  20  de  Enero,  D.  José  Badaraco  for- 
muló en  la  escribanía  de  Marina  una  protesta  contra  los 
vendedores  y  contra  el  comprador  del  pailebot  «Fiume  di 
Recco  >  porque  habiendo  suministrado  efectos  á  los  ena- 
genantes  para  la  construcción  de  dicho  pailebot  y  otro  mas 
en  construcción  por  valor  de  139,625  pesos  moneda  cor- 
riente que  no  le  habían  sido  satisfechos,  y  habiendo  sido 
transferido  en  venta  el  .c  Fiume  di  Recco  >  á  D.  Juan 
B.  Costa,  hacia  responsables  á  los  vendedores  de  los  per- 
juicios que  el  no  pago  de  dicha  cuenta  le  causase,  haciendo 
asi  mismo  cargo  al  comprador  de  los  perjuicios  á  que 
en  derecho  hubiere  lugar,  todo  lo  que  está  constatado  por 
el  documento  que  corre  á  f .  8  y  está  confesado  al  con- 
testar á   la  demanda. 

7o  Que  Costa,  acompañando  los  documentos  de  que  se 
ha  hecho  mérito  en  los  párrafos  precedentes  y  el  de 
f.  9  según  el  cual  habia  vendido  á  los  Señores  Barbera 
y  Maglione  el  mismo  buque  <  Fiume  di  Recco »  con  la 
obligacioq  de  entregarlo  el  15  de  Marzo  próximo  pasado 
en  la  Boca  del  Riachuelo,  se  presentó  deduciendo  formal 
demanda  contra  D.  José  Badaraco  para  que  se  le  intimase 
que  antes  de  la  fecha  15  de  Marzo  levantase  la  protesta 
que  contra  él,  Costa  habia  formulado » dejándole  así  en 
libertad  para  otorgar  la  escritura  de  venta,  bajo  aperci- 
bimiento quo   de   no   hacerlo  se  le    responsabilizaría   por 
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]os  daños  y  perjuicios  que  le  irrogase  la  inejecución  de 
la  venta,  sin  perjuicio  de  declararse  por  el  juzgado  la 
ineflcacia  de  la  protesta,  y  de  imponérsele  la  condena- 
ción en  costas,  fundando  su  petición  en  que  Badaraco 
tenia  conocimiento  de  la  rifa  y  la  consintió,  yendo  hasta, 
para  íacilitar  é  inspirar  confianza  al  público,  garantir  que 
el  buque  era  de  propiedad  esclusiva  de  Felipe  Badaraco 
y  Antonio  Dellacasa,  y  que  pretenden  ahora  que  conserva 
sus  derechos  contra  el  buque  á  pesar  de  la  garantía  que 
dio,  es,  ó  que  cree  que  su  garantía  es  ineficaz  y  que 
con  ella  solo  se  propuso  consumar  una  estafa,  ó  que 
solo  se  propone  impedir  la  venta  del  buque  para  ver 
si  le  sacaba  algún  dinero,  propósitos  ambos  que  deben 
frustrarse,  porque  la  garantía  importaba,  en  caso  de  tener 
créditos  contra  el  buque,  renunciar  al  privilegio  sobre  el 
último;  optando  por  la  responsabilidad  que  le  ofrecian 
la  persona  del  deudor  y  las  propiedades   del    mismo. 

8o  Que  el  demandado  pide  no  se  haga  lugar  con  cos- 
tas á  las  pretensiones  del  demandante,  apoyándose  en  los 
siguientes  fundamentos:  —  I*'  Que  como  aparece  de  los 
autos  que  sigue  contra  D.  Felipe  Badaraco  y  D.  Antonio 
Dellacasa,  es  acreedor  de  estos  por  el  importe  de  los 
arliculos  que  les  suministró  para  la  construcción  del  bu- 
qw  en  cuestión,  crédito  que  siendo  una  carga  que  se 
trasmite  con  el  buque,  como  lo  determinan  los  artículos 
1,020  y  1,021  del  Código, de  Comercio,  pierden  sin  em- 
bargo su  privilegio  los  acreedores  toda  vez  que,  sin  pro- 
testa de  su  parte,  el  buque  hubiese  navegado  durante  60 
dias  después  de  su  'salida  del  puerto  bajo  el  nombre  y 
por  cuenta  del  nuevo  propietario  como  terminantemente 
lo  establece  el  art.  1,024  del  mismo  Código,  siendo 
por  consecuencia  la  protesta  un  acto  necesario  para  la 
conservación   de  sus   derechos  y  autorizado   por  el  Código. 
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i—  2®  Que  los  documentos  presentados  por  el  demandante, 
cualquiera  que  sea  su  mérito,  no  pueden  desnaturalizar 
su  crédito,  sino  que  solo  importaban  reconocer  que  Ba- 
daraco  y  Dellacasa  eran  los  verdaderos  propietarios  del 
buque  y  que  por  tanto  él  no  podia  oponerse  á  su  venta; 
pero  que  esta  garantía  y  este  consentimiento  no  impor- 
taban la  renuncia  del  crédito  ni  del  privilegio  que  el 
Código  le  acordaba,  siendo  esto  tanto  mas  evidente  cuanfto 
que  no  habia  autorizado  á  los  vendedores  para  violar  el 
art.  4,027  del  mismo  Código,  según  el  cual,  el  vendedor 
de  un  buque  está  obligado  á  dar  al  comprador  una  nota 
firmada  do  todos  los  créditos  privilegiados  á  que  puede 
estar  sujeto  el  buque,  la  cual  deberá  insertarse  en  la 
escritura  de  venta ;  y  que  por  consiguiente,  si  los  vendedores 
cumplieron  este  deber,  los  compradores  han  conocido 
oportunamente  las  carga$  que  afectaban  al  buque  y  á  si 
mismo  deben  imputarse  haberlo  comprado,  y  si  no  se  cum- 
plió con  aquel  deber,  tal  proceder  arrojaría  la  presunción 
de  mala  fé  de  parte  de  los  vendedores,  únicos  responsables 
hacia    el  comprador. 

9o  Que  el  juzgado  para  mejor  proveer,  propuso  algunas 
preguntas  al  demandado  quien  las  absolvió  bajo  de  jura- 
mento á  fs.  25  y  siguientes,  y  de  la  absolución  de  dichas 
posiciones  resulta,  que  el  absolvente  espidió  certificado 
cuya  copia  corre  &  (.  A  é  pedido  de  D.  Antonio  Dellacasa 
y  de  D.  Felipe  Badaraco  para  que  pudiesen  rifar  el  buque 
y  con  su  producto  abonarle  lo  que  le  debian,  porque  sin 
dicho  certifícado  no  podían  rifarlo,  que  además  tuvo  pos- 
teriormente que  abonar  su  firma  en  Oualeguaychú,  lo  que 
es  una  prueba  de  que  dicho  certificado  estaba  agregado 
al  espediente  que  debió  seguirse  para  obtener  la  autoriza- 
ción de  rifiir  el  buque,  y  de  que  la  rifa  se  efectuó  en 
)a  confianza  que  inspiraba  la  garantia  de  D.  José    Badaraco. 
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40""  Que  de  los  autos  seguidos  por  D.  José  Badaraco 
contra  D.  Felipe  Badaraco  y  D.  Antonio  Dellacasa,  consta 
que  el  crédito  que  lo  motiva  y  en  que  se  funda  la  pro- 
testa que  el  primero  formuló  contra  los  vendedores  y  el 
comprador  del  <  Fiume  di  Recco  >  no  procede  en  su 
totalidad  de  artículos  suministrados  especialmente  para  la 
construcción  de  dicho  buque,  sino  para  la  de  este  y  otro 
que  no  tiene  nombre  todavía,  sin  que  pueda  determinarse 
cuales  fueron  los  objetos  provistos  para  el  primero  ni  su  valor, 
hecho  que"  está  justificado  por  el  certificado  del  actuario  y  se 
halla  corroborado  por  la  misma  protesta  de  f.  9,  en  la  que  se 
invoca  como  fundamento  el  no  habérsele  satisfecho  los  efectos 
suministrados  con  destino  á  la  construcción  del  pailebot 
« Fiume  di  Recco  >  y  otro  mas,  pues  si  pudiera  determinarse 
el  valor  de  los  efectos  suministrados  al  primero  asi  se  ha- 
bría hecho  desde  que  este  no  responde  de  las  deudas  por 
construcción  del  otro. 

Y  considerando:-—!''  Que  aunque  por  regla  general 
las  deudas  procedentes  de  la  construcción  de  un  buque 
tiene  privilegio  sobre  él  mismo  y  son  cargas  que  se  tras- 
miten con  la  propiedad  del  buque,  hay  casos  en  que  ese 
privilegio  cesa  y  se  trasmite  sobre  el  precio  del  buque 
como  sucede  en  el  caso  de  venta  judicial,  ó  en  lasque 
puede  y  debe  extinguirse  como  cuando  ha  meditado  renun- 
cia, puesto  que  siendo  un  privilegio  acordado  en  favor 
de  los  acreedores  estos  pueden  renunciarlo,  siendo  un 
caso  de  renuncia  tácita  el  determinado  por  el  art.  4 ,024 
del  Código  de  Comercio,  esto  es,  cuando  el  buque  tras- 
mitido á  otro  hubiese  navegado  durante  60  dias  después 
de  su  salida  del  puerto,  bajo  el  nombre  y  por  cuenta 
del  nuevo  propietario,  sin  que  los  acreedores  privilegiados 
hubiesen    protestado. 

2o  Que  en    el  caso    snb  judice  concurre  la  circunstnn- 
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cia  particular    de  haberse  hecho  la    venta  en  rifa  pública, 
de  la  que  tuvo  conocimiento  el  acreedor  D.  José   Badaraco 
al  punto  de    haberse  encargado  de  la    venta    de  algunos 
billetes  como  se  ha  demostrado  en  los  párrafos  3"^   y  4^ 
de  esta   sentencia;   y  esta  circunstancia  puede  equipararlo 
al  caso    de  la  venta  judicial,  y  á  aquel  en  que  el  buque 
hubiere  navegado,  después  de  su  salida  del  puerto,  durante 
60  dias   bajo   el  nombre  y  por  cuenta  del  nuevo  propie- 
tario sin  protesta  de  los   acreedores  privilegiados,  por  ha- 
ber analojia   en   los   tres  casos   como  lo    demuestran  las 
siguientes   consideraciones  :  —  1*  En  las  ventas  judiciales 
se  estingue  toda   responsabilidad  del   buque   en  favor  de 
los  acreedores,  sean   cuales  fueren  sus  privilegio»,   desde 
el   día  del  remate  (art.    4,025  del  Código  de  Comercio)  á 
pesar  de  que  no    hay   de  parte   de  los  acreedores  hecho 
alguno  que  importe   la  renuncia  espresa  de  los   privilegios 
introducidos    por  la    ley  en  su  beneficio ;    y    aunque    el 
privilegio   se    ejercita  sobre  el  precio  (último   párrafo  del 
mismo   articulo )  él  no  se  ejercita    sino   en   tanto  cuanto 
los  acreedores   se   presenten    en   tiempo   hábil,  esto    es, 
antes  de    entregarse  el  precio  á  los  acreedores  ejecutantes 
si  los   hubiere,  y  al  propietario  del  buque  ;  lo  que  prue- 
ba que  el   privilegio  se  estingue  completamente.  —  2''  En 
el   caso   de  trasmitirse  a  tercero  la    propiedad  del  buque, 
sin   necesidad    de   venta    pública,  y    de  haber    navegado 
durante    60  días,    después   de   su  salida  del  puerto,  bajo 
el  nombre   y  por  cuenta   del  nuevo   propietario,    sin  que 
protestasen  los  acreedores  privilegiados  (caso del  art.  1024) 
no   hay  tampoco   acto  que  importe  una   renuncia  espresa 
del  crédito  ni    del  privilegio,  y  sin  embargo  el  último  se 
ha    éstinguido.  —  3*  Porque  si   en  los   precedentes  casos 
no  ha  habido  renuncia,  la    razón  única  por  lo  cual  la¡ley 
comercial  declara   eslinguidos  los   privilegios  no  puede  ser 
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otra  que  la  de  no  ser  necesario  el  privilegio  en  dichos 
casos,  esto  es,  que  un  acreedor  dilijente  habrá  podido 
garantir  eñcaímente  sus  derechos  ó  antes  de  la  veata  judicial 
de  la  que  ha  podido  tener  conocimieato  por  anunciarse 
públicamente,  ó  antes  de  disponerse  del  precio,  en  el 
primer  cáso  examinado;  y  en  el  segMndo,  protestando 
durante  los  60  dias  después  de  la  salida  del  puerto» 
hecho  publico  también,  ó  por  lo  menos  fácil  de  averiguar, 
lo  que  es  una  prueba  de  que  el  privilegio  cesa  por  la 
notoriedad  de  los  hechos  de  la  trasmisión  del  buque  sin 
que  los  acreedores  hiciesen  uso  de  su  derecho,  esto  es, 
por  omisión  de  los  mismos,  omisión  que  debe  imputárseles 
con  arreglo  á  las  reglas  generales  de  deroQho,  lo  cual 
se  corrobora  además  porque  siendo  el  privilegio  odioso, 
y  siendo  un  principio  general  que  los  privilegios  sobre 
bienes  muebles  quedan  estinguidos  por  el  hecho  de  tras- 
mitirse á  terceros  la  propiedad  de  aquellos,  el  privilegio 
no  puede  existir  sino  en  tanto  cuanto  sea  útil  ó  ne- 
cesario para  no  dejar  burlados  los  derechos  de  un  acreedof 
diligente,  no  solo  por  ser  materia  odiosa,  sino  porque 
no  puede  hacerse  una  escepcion  al  principio  general,  sino 
es  que  consideraciones  de  gran  importancia  asi  lo  acon- 
sejen. 4^  Porque  habiendo  tenido  conocimiento  Badaraco  de 
que  el  buque  c  Fiume  di  Recco  >  se  vendia  en  rifa  pública  con 
intervención  de  la  autoridad  competente,  oportunamente  pudo 
oponerse  á  dicha  venta,  ó  pidiendo  el  pago  de  su  crédito  por 
la»  via  judicial,  ó  protestando  contra  la  rifa,  o  finalmente 
consintiendo  únicamente  en  el  caso  de  hacerse  con  su  inter- 
vención y  previo  depósito  de  lo  que  produjere  la  venta 
de  los  billetes,  con  lo  que  habria  asegurado  el  pago  de  su 
crédito,  sin  necesidad  de  cíontinuar  el  privilegio  sobre  el 
buque  trasmitido  á  terceros,  circunstancias  todas  que 
colocan  este  caso  en  igualdad  de  condiciones  á  los  ospresados. 


* 
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30  Que  es  una  regla  'de  derecho  que  cuando  hay  lá 
misma  razón  debe  asistir  la  misma  disposición,  y  este  prin- 
cipio tanto  mas  aplicable  en  el  caso  sub  judice  cuanto 
que^  no  debe  estrañarse  el  silencio  de  la  ley  á  su  res- 
pecto, porque  disponiendo  para  casos  generales,  de  uso 
diario  y  frecuente,  solo  se  ocupó  de  las  ventas  hechas  en 
la  forma  mas  general  ó  común,  esto  es,  en  contrato 
particular  entre  el  propietario  y  el  adquirente,  ó  en  remate 
judicial,  y  no  de  las  ventas  bajo  la  forma  de  loterías, 
forma  inusitada  y  estraordinaria  que  muy  fácilmente  pasaría 
inapercibida  para  el  legislador. 

4""  Que  prescindiendo  de  los  fundamentos  espuestos  en 
los  precedentes  considerandos,  en  el  presente  caso  ha  habido 
de  parte  de  D.  José  Badaraco  renuncia  virtual  y  espresa 
del  privilegio  que  la  ley  le  acordaba  sobre  el  buque  c  Fiume 
di  Recco »  por  los  créditos  que  tuviese  procedentes  de 
materiales  suministrados  para  su  construcción  como  lo 
demuestran  las  siguientes  consideraciones:  —  1*  Porque 
el  certificado  cuya  copia  corre  á  f....  importa  una  ver- 
dadera renuncia,  porque  sin  dicho  certificado,  como  lo 
ha  manifestado  el  mismo  Badarraco,  no  podia  efectuarse  la 
rifa,  y  por  tanto  se  consideraba  necesario  para  la  rifa  por 
cuanto  él  importaba  la  decalracion  de  que  no  tenia}  ningún 
derecho  sobre  el  buque,  y  no  simplemente  el  hecho  de  que  el 
buque  era  de  la  propiedad  de  D.  Antonio  Dellacasa  y 
D.  Felipe  Badaraco,  por  cuanto  el  certificado  de  Badara- 
co no  podia  ser  bastante  para  acreditar  quienes  eran  los 
propietarios  del  buque,  hecho  que  se  justificaba  única- 
mente por  la  matriculacion  del  mismo  buque,  mientras 
que  solo  Badaraco  podia  decir  que  no  tenia  derecho  sobre 
aquel. — ^^  Porque  D.  José  Badaraco  no  se  limitaba  á 
afirmar  quienes  eran  los  propietarios  del  buque,  sino  que 
se   constituía  en   fiador    responsable  do    los  Señores   De- 
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Ilacasa  y  Badaraco  (D.  Felipe)  por  el  beique  en  cuestión» 
lo  que  importaba  garantir  á  los  compradores  de  billetes 
contra  la  eventualidad  de  reclamo  por  su  parte  cuando 
menos,  y  la  eficacia  completa  de  cualquier  contrato  que 
sobre  ei  mismo  buque  celebrasen  sus  propietarios,  lo  que 
no  podia  alcanzarse  si  ellos  no  renunciaban  á  los  privi- 
legios introducidos  por  la  ley  á  favor  de  ciertos  acreedo- 
res. —  3a  Finalmente  porque  el  mismo  D.  José  Badaraco 
contestando  á  las  preguntas  que  de  oficio  le  dirijió  el 
juzgado,  ha  confesado  que  espidió  el  documento  aludido 
para  que  pudiesen  rifar  el  buque  y  con  su  producto  abo- 
narle lo  que  le  debian,  lo  que  es  una  prueba  de  que  re* 
nunciaba  á  su  privilegio,  contentándose  con  la  garantía 
personal  de  los  propietarios. 

5o  Que  es  un  principio  general  que  cada  uno  puede 
renunciar  á  los  privilegios  introducidos  por  la  ley  en  su 
beneficio,  y  por  consiguiente  si  renuncia  ha  habido  en 
este  caso,  no  pueden   invocarse  aquellos. 

'6**  Que  aceptar  'una  solución  contraria  á  la  espresada 
en  los  anteriores  considerandos  seria  autorizar  un  proceder 
doloso  de  parte  de  D.  José  Badaraco,  quien  con  su  cer- 
tificado espedido  á  pedido  de  los  propietarios  del  buque, 
habría  inducido  á  los  terceros  á  tomar  biltetes  en  una 
rifa  en  la  que  sin  dicho  certificado  no  hubieran  tomado; 
y  con  su  privilegió  habría  hecho  desaparecer  el  buque, 
cuya  adquisición  procuraban  los  tomadores  de  billetes 
pues  si  el  privilegio  existiera  aquellos  habrían  corrido 
tras  de  la  sombra  y  habrían  sido  estafados  merced  á 
Badaraco. 

7o  Que  por  otra   parte,  es  cuando  menos  dudoso  que 

Badaraco  fuese  acreedor  con   privilegio  sobre  el  c  Fiume 

di   R'ecco  >  por  un   crédito  en .  que  no  está  determinada 

la   parte  que  se  invirtió   en  la  construcción    del    buque, 

T.  m.  8 
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sino  que  está  en  conjunto  con  los  materiales  suminis- 
trados para  la  construcción  de  otro  buque,  y  admitir  eo 
globo  sobre  un  buque  las  cargas  que  corresponderian  á 
dos,  es  contrario  á  la  ley  mercantil  y  procurar  dividirlos 
después  de  construidos  y  cuando  no  están  divididos  desde 
el  principio,  es  correr  el  riesgo  de  hacer  pesar  sobre  UQ 
buque  una  carga  mayor  que  la  que  en  realidad  le  cor- 
respondería, lo  es  también  contrario  á  la  ley. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  condenando  á  0.  José 
Badaraco  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que 
hubiese  causado,  con  la  protesta  á  que  se  refiere  la 
cédula  ó  notificación  de  f.  9,  á  Ü.  Juan  B.  Costa  adquirente 
del  buque  c  Fiume  di  Reoco »  en  la  rifa  que  tuvo  lugar 
en  lo  de  Enero  del  presente  año,  declarando  á  dicho  Ba- 
daraco sin  derecho  ni  privilegio  alguno  sobre  dicho  buque  é 
ineficaz  por  consecuencia  la  protesta  que  formuló  contra  la 
venta,  debiendo  las  costas  ser  á  cargo  del  demandado  0.  José 
Badaraco.  Repónganse  los  sellos  y  notiíiquese  con  el  original. 

Manuel  Zaváleta. 
Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente 

WmUm  de  1*  SapreaiA  Cmwim. 

Buenos  Aires,  Julio  20  de  1872* 

Vistos  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  treinta  y  cinco  y  satisfechas  estas 
y   repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.— Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.—, 
Marcelíno  Ugartb  — José  S.  Go- 
rostiaga. 
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¿).  Luis  Casíellin,  con  D.  Santiago  Ascheri,  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  La  dispuesto  en  el  art.  601  del  Código  de 
Comercio  no  es  aplicable  á  las  cuestiones  que  son  pura« 
mente  de   derecho. 


Caso. — D.  Luis  Gastellin  se  obligó  á  hacer  las  repara- 
ciones necesarias  en  la  lancha  c  La  Union»  de  propiedad 
de  Oé  Santiago  Ascheri  por  el  precio  de  17,090  pesos ; 
diciendo  que  habia  tenido  que  ejecutar  muchos  trabajos 
fuera  de  los  espresa  mente  considerados  en  el  contrato  de 
obras  y  que  todos  juntos  formaban  la  suma  de  55  104  pesos. 
Ocurrió  ante  el  juez  nacional,  y  haciendo  deducción  de 
12,000  pesos  entregados  á  cuenta  por  Ascheri  pidió  se 
le  pagase  por  este  la  remanente  suma  de  43,104  pesos, 
con   intereses  y  costas. 

Conferido  traslado  á  Ascheri,  quien  habia  entablado  deman- 
da por  separado  contra  Gastellin,  contestó  con  arreglo  á 
esta  que  las  obras,  cuyo  pago  pretendia  Castellin,  debian 
estar  comprendidas  en  las  presupuestadas;  que  habría 
podido  rechazar  el  pago  de  los  trabajos  hechos  fuera  de 
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los  estipulados  sin  su  orden  escrita  con  arreglo  al  art.  593 
del  Código  de  Comercio,  pero  que  proponía  un  medio 
conciliatorio  para  probar  que  no  trataba  de  privar  á 
Castellin  de  lo  que  le  correspondía.  El  medio  propuesto 
fué  ofrecer  el  pago  del  importe  de  los  trabajos  no  pre* 
supuestados  á  fijarle  por  peritos  siempre  que:  —  1°  El  pago 
de  los  presupuestados  se  redujera  á  15,000  pesos  según 
las  promesas  verbales  de  Castellin. — 2o  Todos  los  trabajos 
fueran  declarados  de  recibo.  —  Y  3**  Se  hiciese  por  Castellin 
la  entrega  de  la  lancha. 

Un  comparendo,  á  que  fueron  llamadas  las  partes  no 
dio  otro  resultado  sino  de  que  se  acumularan  los  dos 
expedientes,  Ascheri  protestó  que  se  reservaba  sus  dere- 
rechos  por  los  daños  y  perjuicios  de  la  demora  en  la  entrga 
del  buque;  Castellin  dijo  que  convenia  en  la  tasación 
por  peritos,  pero  respetándose  el  contrato  escrito  en  cuanto 
al  precio  de  los  17,000  pesos.  Ascheri  se  opuso  y  declaró 
que,  como  Castellin  no  aceptaba  el  temperamento  pro- 
puesto por  él,  así  él  quería  hacer  uso  de  las  reservas 
de  su  anterior  escrito  y  pidió  se  aplicase  al  casóla  pres'- 
cripcion  del  citado  art.  593  del  Código  de    Comercio. 

Fallo  del  Juez  Seeeional. 


Buenos  Aires,  Abril  2  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  Santiago  Ascheri 
y  D.  Luis  Castellin  por  cobro  de  reparaciones  en  la  lancha 
c  Union  >  por  una  parle,  y  por  la  otra  reconvención  por 
daños  y  perjuicios  procedentes  de  demora  en  la  entrega 
de  la  dicha  lancha  y  considerando  :  — 1^  Que  el  contrato 
de  reparación  de  lanchas  ó  constituye  un  contrato  puramen- 
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td  de  arrendamiento  mercantil  ó  de  venta,  y  arreíndanUento 
ó  locación  según  los  casos  como  lo  dispone  el  art.  590 
del  Código  de  Comercio. 

2^  Que  en  el  presente  caso  se  trata  de  si  las  obras 
hechas  y  precio  que  se  cobra  eslán  con  sugecion  al 
contrato  y  de  si  el  locador  tenia  ó  no  el  derecho  de 
retener  la  lancha,  mientras  no  se  le  abonase  la  cantidad 
que  cobraba  por  reparaciones. 

3^  Que  por  consecuencia  se  trata  de  cuestiones  proce- 
dentes de  arrendamiento  mercantil,  y  en  calidad  de  tales 
deben,  con  arreglo  al  art.  601  del  Código  de  Comercio, 
decidirse   en  juicio   arbitral. 

4^  Que  de  las  diversas  disposiciones  que,  acerca  de 
juicios  arbitrales,  contiene  el  Código  de  Comercio,  se 
deduce  que  este  se  refiere  á  los  juicios  por  peritos 
arbitra  dores. 

Por  estos  fundamentos  fallo,  declarando  que  la  presente 
cuestión  es  de  arbitramiento  forzozo  y  que  debe  ser  de* 
cidida  por  peritos  arbitradores  que  nombrarán  las  partes 
así  que  este  auto  hubiese  pasado  on  autoridad  de  cosa 
juzgada.  Repónganse   los  sellos. 

• 

Manuel  Zaváleta. 

Ascberi  apeló  y  concedido  el  recurso  libremente,  es** 
presando  agravios,  dice  que  la  cuestión  no  versaba  sobre 
reconvención  de  danos  y  perjuicios,  ni  sobre  la  per- 
fección ó  imperf«íCcion  de  los  trabajos ;  que  se  trataba  de 
la  cobranza  de  un  precio  fijo  de  un  arrendamiento  de 
obras,  que  la  cuestión  era  por  consiguiente  de  puro  derecho 
disbiéndose  resolver  si  el  empresario  tiene  derecho  á 
aomenlo  de  precio  por  obras  fuera  del  presupuesto  con- 
venido que  no  hayan  sido   expresamente  autorizadas* 


lio       FALLOS  DE  L\  SUPREMA  CORTE 

Conferido  traslado  á  Gastelliny  ae  dictó  en  su  rebeldía 
el  siguiente 

Fallo  de  la  flluprenia  C^rle. 


Buenos  Aires^  Junio  20  de  1872. 

Vistos :  y  considerando  que  el  único  punto  sometido 
á  la  decisión  judicial,  es  el  valor  que  debe  abonarse  por 
las  reparaciones  ejecutadas  en  el  pailebot  c  Union » ,  por 
las  cuales  cobra  Don  Luis  Gastellin  cincuenta  y  cinco 
mil  cienta  cuatro  pesos  moneda  corrientei  á  cuyo  pago 
se  opono  Don  Santiago  Ascheri,  fundándose  en  que  esas 
reparaciones  fueron  convenidas  por  un  tanto,  con  arreglo 
á  un  plan  acordado,  amparándose  de  la  disposición  que 
contiene  el  artículo  quinientos  noventa  y  tres  del  Código 
de  Comercio;  pues  aunque,  ep  el  escrito  de  foja  oncCt 
pidió  que  las  obras  fuesen  reconocidas  por  peritos,  á  fin 
de  saber  si  estaban  hechas  coYi  la  pericia  y  solidez  que 
se  requiere  para  que  se  les  considere  de  recibo,  y  en  el 
comparendo  de  foja  veinte  y  tres,  protestó  por*  los  daños 
y  perjuicios  que  se  le  infiriese  por  la  demora  en  la  entrega 
del  buque,  reservando  su  acción  para  hacerla  valer  en  la 
oportunidad  debida,  en  el  escrito  de  foja  treinta,  se  limitó 
á  pedir  que,  aplicando  al  caso  la  disposición  del  articulo 
quinientos  noventa  y  tres,  declárase  el  juzgado  que  no 
estaba  obligado  á  pagar  mas  que  los  diez  y  siete  mi) 
noventa  pesos  que  espresa  el  presupuesto  de  .foja  trece« 
sin  hacer  uso  de  la  acción  que  se  habia  reservado  en 
él  comparendo  de  foja  veinte  y  tres,  ni  insistir  en  el  ref^ 
conocimiento  pericial  de  los  trabajos  practicados»  y  ea 
la  espresion  de  agravios  ha  presentado   bajo  ese  mismo 
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punto  de  vista  la  cuestión,  á  la  que,  considerada  así, 
no  es  aplicable  lo  dispuesto  en  el  artículo  seiscientos 
uno  del  Código,  por  ser  cuestión  puramente  de  derecho, 
se  revoca  el  auto  apelado,  corriente  á  foja  cincuenta,  y 
se  devuelve  el  espediente,  previo  pago  de  costas  y  re- 
posición de  sellos,  para  que  el  juez  a  qm  pronuncie  la 
resolución  que  corresponda  en  justicia. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros 
Pazos. — Marcelino  Ugarte.— J. 
b.  gorostiaga. 


f—* 


CülUSA    I^ÜLILVI. 


D.  EHa$  Muñoz,  contra  D.  Martin  Fragueiro,  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  !<>  Sin  requerimiento  para  el  pago  de  ¡una 
suma  demandaba,  no  hay  derecho  á  cobrar  los  intereses 
de  la  misma. 
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i^  La  oblación  de  la  suma  demandada  hecha  con  arreglo 
á  las  condiciones  espresadas  en  el  título  en  cuya  virtud 
se  demanda,  debe  ser  admitida. 


Coto.— D.  Martin  Fragueiro  otorgó  el  siguiente  documento: 
c  Queda  en  poder  de  D.  EMias  Muñoz  un  aderezo  de  oro 
con  reloj  de  señora,  y  unas  carabanas  de  brillantes,  un 
anillo  de  id.  y  uh  par  bombillas  de  oro  en  la  cantidad 
de  270  pesos  fuertes,  pertenecientes  estos  ojetos  á  una 
Señora  viuda  y  los  cuales  me  constituyo  garante  y  res- 
ponsable que  los  sacará  en  el  presente  mes  de  Junio 
sin  interés  ninguno.  > 

Rosario,  Junio  i^  de  1868. 
Martin  Fragueira. 

■ 

Muñoz  presentó  al  juzgado  nacional  de  la  sección  de 
Santa-Fé  este  documento  y  pidió  fuera  reconocido  por 
Fragueiro.  Este  lo  reconoció,  oblando  al  mismo  tiempo 
la  suma  de  270'  pesos  bolivianos  y  dijo,  que  nunca  habia 
sido  requerido  por  esa  cantidad,  y  que  aunque  estuviese 
proscripta  su  obligación,  oblaba  la  suma  reclamada,  ha- 
ciendo honor  á  su  firma. 

Muñoz  entabló  demanda  ejecutiva  por  la  suma  principa!, 
sus  intereses  desde  l^'  de  Julio  de  1868,  costos  y  costas. 
Dijo  que  Fragueiro  había  sido  requerido  inútilmente  varias 
veces ;  que  mal  se  oponía  por  él  la  prescripción  contra  su 
acreedor  que  en  virtud  de  esa  misma  prescripción  habría 
podido  quedarse  con  las  prendas. 

El  juez  dictó   el  auto  siguiente : 

Habiéndose  hecho  la  oblación  ante  este  juzgado  de  la 
cantidad  demandada  por  capital,  y  quedando'  solo  á  ven- 
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tilarse  lo  relativo  á  los  intereses,  hágase  la  entrega  de 
aquella  en  la  forma  requerida  en  el  acta  de  f.  7  sin 
perjuicio  de  la  resolución  que  corresponde  en  el  juicio 
de  intereses  y  costos 

Muñoz  reclamó,  dijo  que  no  pedia  decidirse  la  demanda 
ejecutiva  entablada,  y  que  la  cuestión  si  se  debian  ó 
no  los  intereses  y  las  costas  debía  resolverse  después 
de  la   citación  de  remate. 

Fragueiro  contestó  que  no  debia  hacerse  lugar  á  la 
revocatoria,  dijo  que  su  obligación  era  subsidiaria  y  por 
un  término  fijo  ;  que  trascurrido  el  término,  la  fianza  habia 
desaparecido  ;  que  el  acreedor  debia  vender  primero  las 
prendas  y  después  demandar  al  ñador,  que  los  intereses 
no  hablan  sido  estipulados,  que  no  habia  tenido  lugar 
ninguna  mora,  pues  en  el  momento  de  reconocer  la  iirma, 
habia   oblado    la  suma  demandada. 


Falla  del  Juez  Seccional. 


Rosario,  Marzo  4  de  1872. 

Vistos  y  considerando :  primero  que  no  consta  de  este 
espediente,  que  se  haya  hecho  requerimiento  alguno  para 
el  pago  de  la  suma  demandada  antes  de  la  demanda; 
y  que  en  esta  virtud  no  está  comprobado  el  derecho  á 
cobrar  intereses  sobre  ella ;  segundo,  que  habiéndose 
oblado  el  capital  á  que  se  refiere  el  documento  que  lo 
determina  sin  estipulación  de  intereses  no  hay  razón  legal 
para  oponerse  á  que  sea  legalmente  recibido,  devolviendo 
la  prenda  que  servia  de  seguridad  al  cobro.  Y  atendiendo 
á  que  la  demanda   de  intereses  caso  en   que  los  hubiere 

T.  lU  ^ 


114  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

poc  derecho,  no  seria  materia  del  juicio  ejecutivo  que  se 
tramita,  por  tanto  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  pedida 
con    costas. 

Zuviria. 
Este  auto  fué  confirmado  por  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Corto. 


Buenos  Aires,  Julio  25  de  1872. 

Vistos  ;  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  quince  vuelta  ;  satisfechas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  — José  Barros  Pazos. — Mar- 

GELINO  UgARTE. — JoSÉ  B.    GoROSTIAGA, 


■•-«*<^<»»- 
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C^IJS^  L.1IL1Í13IL 


D.  Santiago  Luna  contra  la  Inspección  y  Comandancia  Gene- 
ral de  Armas  de  Santiago  del  Estero^  sobre  suspensión 
de  una  orden  para  marchar  á  la  frontera. 


Sumario.  —  Es  indispensable  probar  ios  hechos  en  los  que 
se  funda  la  demanda. 


Caso.  —  Santiago  Luna  recibió  orden  de  la  Inspección  y 
Comandancia  general  de  armas  de  la  Provincia  de  Santiago 
del  Estero,  de  estar  pronto  para  marchar  á  prestar  servicio 
á  la  frontera. 

Sosteniendo  que  esta  orden  estaba  en  oposición  al  art. 
48  de  la  Constitución  Nacional  que  establece  que  ningún 
habitante  de  la  Nación  puede  ser  penado  sin  juicio  previo, 
entabló  demanda  ante  el  Juzgado  Nacional  para  que  no 
fuera  movido  de   la  ciudad  sin    antes   habérsele  juzgado. 

El  Juez  Nacional  mandó  suspender  la  orden,  pidió  in- 
forme  al  Gobernador  de  la  Provincia  y  dio  vista  al  Procu- 
rador fiscal. 

El  Gobernador  informó  que  no  se  trataba*  de  una  pena 
sino  de  un  deber  impuesto  á  todos  los  ciudadanos  inscritos 
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en  la  Guardia  Nacional  por  la  ley  nacional  de  Octubre  11 
de  1871. 

El  Procurador  fiscal  pidió  que  el  querellante  cumpliese 
previamente  con  lo  dispuesto  en  el  art.  10  de  la  ley  na- 
cional de  procedimientos. 

Conferido  traslado,  contestó  Luna  que  su  domicilio  era 
en  Tucuman,  que  se  encontraba  en  Santiago  del  Estero 
de  paso,  en  viaje  para  Córdoba  y  que  habia  debido  sus- 
pender su  viaje  por  una    fuerte   enfermedad. 

El  Juez  declarando  bien  entablada  la  demanda  mandó 
que  el  fiscal  contestase  derechamente,  y  este  evacuando 
la  vista  pidió  no  se  hiciera  lugar  á  la  demanda  y  se  le- 
vantara la  orden  de  suspensión;  dijo,  que  no  se  trataba 
de  pena,  sino  de  un  deber  impuesto  por  la  ley;  que  la 
razón  de  no  ser  vecino  de  la  Provincia  de  Santiago  del 
Estero  nó  tenia  fuerza  legal,  pues  la  ley  obliga  también  á 
los  ciudadanos  de  las  Provincias  que  no  tienen  fronteras ; 
que  finalmente  Luna  no  habia  probado  su  enfermedad. 


Fallo   del   Juex  SeccIonM. 


Santiago  del  Estero,  Mayo  21  de  1872. 

Vista  la  solicitud  del  ciudadano  Santiago  Luna,  pidiendo 
se  deje  sin  efecto  la  orden  que  se  le  ha  comunicado  para 
marchar  á  la  frontera  á  prestar  sus  servicios  como 
Guardia  Nacional;  el  informe  de  la  Comandancia  Gene* 
ral  de  Armas  de  la  Provincia  y  el  dictamen  fiscal,  oponién- 
dose se  acceda  á  lo  solicitado  por  el  querellante,  y  con- 
siderando: —  Que  si  bien  la  milicia  nacional  puede  ser  reu- 
nida á  los  fines  del  art.  67,  inciso  24,  capitulo  4®,  de 
la  Constitución,  y  en  cumplimiento    de  las  leyes  díetadas 
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por  el  Soberano  Congreso,  la  reunión  y  movilización  debe 
practicarse  por  conducto  de  los  Gefes  de  cada  Cuerpo. — 
Que  el  solicitante,  no  estando  avecindado  en  la  Provincia, 
y  encontrándose  en  ella  de  paso,  no  puede  ser  obligado 
á  prestar  servicios  en  un  cuerpo  á  que  no  pertenece,  pues 
vendría  á  exijirsele  un  servicio  personal  al  que  no  está 
obligado  por  el  art.  17  de  la  Constitución,  ó  se  le  aplica- 
ría una  pena  en  contravención  al  artículo  18  de  la  misma. 
Que  la  obligación  impuesta  á  las  Provincias  por  la  Ley 
Nacional  de  Octubre  11  de  1871,  para  concurrir  en  cierto 
número  de  la  Guardia  Nacional  al  servicio  de  la  frontera 
en  defecto  del  Ejército  de  Línea,  y  de  que  esta  obligación 
sea  estensiva  aun  á  aquellas  qae  no  tienen  fronteras  que 
guardar,  no  desvirtúan  el  considerando  anterior  debiendo 
en  ese  caso,  concurrir  con  los  ciudadanos  enrolados  y  or- 
ganizados en  los  cuerpos  pertenecientes  al  Estado  llamado 
á  concurrir  con  cierto  número  de  Guardia  Nacional  en 
reemplazo  del  Ejército  de  Linea.  Por  estos  fundamentos» 
declaro  que  el  ciudadano  Santiago  Luna  no  está  obligado 
á  prestar  el  servicio  que  se  le  exige;  en  su  consecuencia 
se  deja  sin  efecto  la  orden  que  se  le  ha  comunicado. 
Hágase  saber,  repóngase  este  sello  y  comuniqúese  al  Go- 
bierno de  la  Provincia  el  presente  auto. 

Ignacio  Lobo, 

El  Procurador  Fiscal  interpuso  ios  recursos  de  apelación 
y  de  nulidad  por  no  haberse  abierto  la  causa    á  prueba. 

Ante  la  Suprema  Corte,  el  Sr.  Procurador  espuso,  que 
la  sentencia  era  nula,  que  el  juez  había  procedido  sin 
jurisdicción  y  sin  conocer  la  verdad  de  los  hechos  ale- 
gados, de  los  que  no  habia  en  autos  prueba  alguna ;  y  que  las 
demandas  en  1^  Instancia  contra  los  Gobiernos  de  las 
Provincias   deb.en  entablarse  ante  la  Corte  Suprema. 

En  rebeldía  de  Luna,  se  dictó  el  siguiente 
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Fall«  de  la  f^uprema  Carie. 


Buenos  Aires,  Julio  27  de  1872. 

Vistos;  siendo  necesaria  la  prueba  de  que  el  .deman- 
dante Don  Santiago  Luna,  no  es  vecino  de  la  Provincia  de 
Santiago  del  Estero,  ni  está  enrolado  én  su  milicia,  que  es 
el  hecho  en  que  funda  su  demanda,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  foja  trece,  y  conforme  á  lo  dispuesto  por  el 
inciso  segundo  del  articulo  doscientos  y  siete  de  la  ley  de 
procedimientos,  devuélvanse  los  autos  al  Juez  de  Sección, 
previa  satisfacción  de  costas  y  reposición  de  sellos,  para 
que  abriendo  la  causa  á  prueba  sobre  el  hecho  precitado, 
la  sustancie  y  resuelva  con  arreglo  al  derecho. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros 
Pazos. — Marcelino  Ugarte. — J. 

B.  GOROSTIAGA. 


»—* 
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CLA^USÜL    I^ULULSLI. 


Criminal,  contra  Francúco  Romero  y  José  María  Mela, 

por  hurto  en  la  aduana. 


Sumario — Las  presunciones  no  son  bastantes  para  es- 
tablecer la  prueba  requerida  por  las  leyes  13,  tít.  14,  párt. 
3,  y  26,  tit.  1,  part.   7  para  toda  condenación  criminal. 


Caso. — Francisco  Romero  y  José  Mana  Mela,  prófugo 
este  último,  fueron  acusados  por  delito  de  hurto  de  mer- 
caderías en  los  almacenes  de  aduana,  donde  estaban  em- 
pleados como  peones. 

La  criminalidad  de  los  acusados  resultaba  de  las  pre- 
sunciones  que  se  especifican  en   el  siguiente: 

Vallo  úéi  JÍUME  f^ceional. 

Buenos  Aires^  Junio   15  de  1872. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  Francisco  Romera 
presente,  y  José  María  Mela  prófugo,  por  sustracción  de 
efectos  de  los  depósitos  de  aduana,  resultando  de  ellos  con- 
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tra  el  primero. — 4**  Que  estando    trabajando   de  peón  en 
el    almacén   á    cargo   del    Ayudanta   Don   Juan    Fosbery, 
donde  solamente  se  depositan   cascos  y  líquidos,  apareció  ' 
Romero  sobre  una  estiva  de  barricas    de  cerveza   con  un 
cajón    que  arrojó  hacia  abajo  recomendando  á   Mela  que 
lo  guardase. — 2^  que  tomado   Romero  en    este  acto   por 
el  Ayudante  Fosbery   fué  inspeccionado  el  cajón  resultan- 
do completamente  vacío,  reconociéndose   por    su    forma  y 
por  las  cajas    que  estaban    adentro,   que  habia   contenido 
sombreros,    mercadería  que  ,por  su    clase  no  podía   haber 
sido   depositada   en    el    almacén   n*"    44,  donde    trabajaba 
Romero,  según  todo  consta  del  parte  de  f .  2  y  declaraciones 
de  Don  Juan  Fosbery  f.  39,  José  Ceferino   f.  27   é  Ignacio 
Orbegozo  f.  47  vta.;  —  3o  Que  en  este  mismo  depósito  se 
ha   encontrado   tablas  de   cajones  ocultas  cuidadosamente 
en  los  rincones   y  cubiertas   con  el  polvo,  notándose  por 
las   marcas  que   conservaban  que  habian  sido   cajones  de 
mercaderías  generales,  conGrmándose  aun  mas  estos  indicios 
por   los   reclamos  de  varías  casas  de  comercio   por  faltas 
en   sus  mercaderías,  según  todo  resulta  de    las  partes  de 
f.    43,  44  y  45,  y  declaraciones  de  Don  Santiago  Serví  f. 
34  y  Justo  Gudiño  f.  54; — 4o  Que    Romero  ha  vendido 
mercaderías  de  la   misma  clase   de   las    perdidas  en   los 
depósitos  de  aduana,   ejerciendo  públicamente  el  oficio  d^ 
mercachifle  por  las  calles,  al  mismo  tiempo  que  trabaja- 
ba como  peón  en  la  aduana,   según  resulta   de  su  propia 
confesión  y  de  la  declaración  de  los  testigos  Máximo  Ba- 
del  f.  37  vta.,  Antonio  Serví  f.  39  vta.    y  Manuel  Garrído 
f.  53;  y   5^  Que  el  procesado   en  la   carta    de  í re- 
conocida por  Romero,  recomienda  la  ocultación  de  la  ver- 
dad en    caso  de  una  inquisición  por  parte  de   la  Policía, 
y   considerando: — 4°   Que    si  bien    lo    arriba    espresado, 
unido   á  las  frecuentes   contradicciones   que  se  notan    en 
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las  declaraciones  del  procesado,  arrojan  una  presunción 
vehemente  de  ser  el  autor,  ó  por  lo  menos,  de  haber  tomado 
parte  en  las  sustracciones  que  se  han  verificado  en  la 
Aduana,  no  es  bastante  á  establecer  la  plena  prueba  re- 
querida por  las  leyes  13,  tít.  14,  partida  3'  y  26,  tit.  1 
part.  7^,  para  toda  condenación  criminal. — 2o  Que  ha  ha- 
bido en  Romero  una  falta  grave  á  su  deber,  no  habiendo 
dado  cuenta  oportunamente  al  superior  de  quien  dependia, 
del  cajón  que  encontró  vacío,  mucho  mas  cuando  debia 
haber  llamado  su  atención,  lo  eslraño  de  estar  en  un  de- 
pósito destinado  solo  á  los  líquidos,  y  3o  Que  siendo 
práctica  testificada  por  los  espositores  de  que  en  los 
casos,  en  que,  sin  poderse  establecer  que  el  procesado 
sea  inocente;  no  hay  prueba  plena  del  delito,  se  impon- 
ga  una  pena  menor  que  la  determinada  por  la  ley,  fo^ 
estos  fundamentos,  y  teniendo  en  vista  que  el  procesado 
ha  sufrido  diez  meses  de  prisión,  dánse  por  compurgados 
con  la  prisión  sufrida  los  cargos  que  contra  él  resultan» 
debiendo  además  pagar  las  costas  del  proceso:  en  su 
consecuencia,  líbrese  el  correspondiente  oñcio  á  la  Policía 
para  que  sea  puesto  en  libertad,  previo  el  pago  á  que  ha 
sido  condenado.  En  cuanto  al  prófugo,  líbrese  la  cor. 
respondiente  orden  de  prisión  siempre  que  pudiera  ser 
habido,  y  suspéndase  en  cuanto  á  él,  procedimiento.  Y 
hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

El  Procurador  Fiscal  apeló,  y  se  concedió  el  recurso 
solo  en  relación  á  pedido  de  Romero. 

Vista  la  causa,  la  Suprema  Corte,  para  mejor  proveer, 
dio  vista  al  Sr.  Procurador  General,  quien  la  evacuó  di- 
ciendo; que  no  encontraba  en  los  autos  prueba  suficiente 
de   la   culpabilidad  de  Romero;  que  el  juez  se   habia  ex- 
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traviado  en  diligencias  inútiles ;  que  los  l^  bultos  no  per- 
tenecian  al  almacén  número  10  en  que  trabajaba  Homero ; 
que.  de  las  marcas  de  los  bultos  era  fácil  saber  de  que 
almacén  habian  sido  extraidos  y  dirigir  la  investigación 
por  este  camino  ;  concluyó  pidiendo  se  conñrmara  la  sen- 
tencia apelada  en  cuanto  mandaba  poner  en  libertad  á 
Romero,  y  se  hicieran  al  Juez  de  Sección  las  prevenciones 
convenientes. 


Fall«   4e  la    üuprema  Carie. 

Buenos  Aires,  Julio  27  de  1872. 

Vistos,  de  conformidad  con.  lo  pedido  por  el  Señor 
Procurador  General  en  su  procedente  vista,  y  por  los 
fundamentos  de  la  sentencia  de  fojas  ciento  cincuenta  y  cin- 
co, se  confirma  esta  en  cuanto  manda  poner  en  libertad  al 
procesado  Francisco   Romero,   y  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Marcelino  Ugartb — José  B.  Go- 
rostiaga. 
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C^USÜ.    I^ULULULII 


La  Municipalidad  del   Rosario  de  Santa-Fé,  contra  //. 
Bigatídf  por  daños  y  prejuicios. 


Sumario — No  espresándose  agravios  en  el  término  de 
la  ley,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  re- 
beldia   que  acuse   el   apelado. 


Caso — En  unos  autos  seguidos  en  el  Juzgado  Federal 
de  Santa  Fe  por  la  Municipalidad  del  Rosario  contra  H. 
Bigaud,  no  habiendo  este  espresado  agravios  en  el  tér- 
mino legal,  á  solicitud  del  apoderado  de  la  Municipalidad, 
se  dictó  este: 


Fall«  de  la  Suprema  C)orte. 


Buenos  Aires,  Agosto  i^  de  i  872. 

Amerito  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  catorce  de 
la  ley  de  procedimientos,  y  estando  vencido  el  término  acor- 
dado para  espresar  agravios,  declárase  desiértala  apelación; 
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devuélvanse  en    consecuencia    los    autos,  previo    pago    de 
costas   y  reposición   de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Bajiros 
Pazos  . — Marcelino  Ugarte  .  — José 
b.  gorostiaga. 


CAUSÜL  I^SLIILSLIII 


D,  Macario  Nazarri  contra  D,  Julio  Correa^  sobre  pago 

de  gastos  de  depósito  judiciaL 


Sumario  —  1^  Las  costas  causadas  por  un  depósito  ju- 
dicial deben  pagarse  al  depositario  por  quien  corresponde 
precisamente  á  la  ejecución  de  la  sentencia  y  aun  antes 
de  pronunciarse  esta,  sin  perjuicio  de  lo  que  se  determine 
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después  por  el  juez  en  la  sentencia  defínitiva,  respecto  al 
pago  de  dichas '  costas,  (art.  178  de  la  ley  nacional  de 
procedimientos;  arts.   6  y  8  de  la  ley  sobre   arancel.) 

2^  Los  gastos  necesarios  y  útiles  de  conservación  y  me- 
jora do  una  cosa,  tienen  que  ser  satisfechos  por  la  cosa  mis- 
ma sin  perjuicio  del  derecho  regresivo  del  dueño  contra  el 
que  resulte  obligado  por  la  condenación  de  la  sentencia. 
(Ley única,  tit.  12,  lib.   4,  Recopilación.) 


Caso. —  Confirmada  por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte 
del  dia  29  de  Agosto  de  1871  la  sentencia  del  Juzgado 
Nacional  de  Córdoba,  en  la  causa  seguida  por  D.  Macario. 
Nazarri  contra  D.  Antonio  Caballero  y  hno.,  sobre  pro- 
piedad y  desembargo  de  una  tropa  de  carretas,  bueyes, 
útiles  y  aparejos  de  la  misma,  y  devueltos  los  autos  para 
su  ejecución,  Nazarri  pidió  la  entrega  de  las  carretas  y 
hacienda  embargadas,  reservándose  sus  derechos  para  la 
liquidación    de  los   daños  y  perjuicios. 

El  juez  libró  las  órdenes  correspondientes  de  desembar- 
go de  los  bueyes,  caballos,  muías,  etc.,  previo  el  pago  del 
pastaje  que  se  adeudaba. 

Después  de  varias  peticiones  relativas  á  esta  orden, 
Nazarri  solicitó  se  declarase  que  la  prevención  del  pago 
del  pastaje  debia  entenderse  como  un  requerimiento  á  quien 
concierna,  quedando  reservadas  al  depositario  D.  Julio 
Correa  sus  acciones  sin  perjuicio  de  la  inmediata  entre- 
ga ;  dijo  que  la  cosa  juzgada  no  habia  puesto  ninguna 
condición  suspensiva  al  desembargo ;  que  Antonio  Ca- 
ballero y  hno.  habian  sido  declarados  responsables  de  los 
daños  y  perjuicios,  costos  y  costas,  y  por  consiguiente 
de  las  expensas  para  la  conservación  de  la  cosa  deposita- 
da; que  ellos  habian  pedido  el  embargo  bajo  su  respon- 
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bilidad  resultando  de  eso  el  carácter  de  depositante  en 
ellos,  y  depositario  en  Correa;  que  por  consiguiente  Cor- 
rea tenia  acción  contra  los  Señores  Caballero,  y  ninguna 
contra  él  que  no  habia  intervenido  en  el  depósito;  que 
aun  considerado  este  depósito  como  un  secuestro,  no 
correspondia  á  Correa  el  derecho  de  retención  ni  por  el 
código  nuevo,  por  ser  incompatible  en  los  derechos  juris- 
diccionales de  la  autoridad  que  no  estipula  ni  puede  es- 
tipular sobre  la  devolución  de  la  cosa  litigiosa,  ni  por 
la  lijislacion  anterior,  con  arreglo  á  lo  cual  habia  de  juz- 
garse el  presente  caso,  negando  terminantemente  las  leyes 
5  y  10,  tít.  3,  part.  5,  5»  y  6%  tít.  15,  lib.  3,  fuero  real, 
el  derecho  de  retención    al    depositario. 

Conferido  traslado,  contestó  Correa  que  él  habia  recibi- 
do la  hacienda  con  obligación  por  parte  de  Nazarri  de 
pagar  un  tanto  fijo  mensual  por  pastaje;  que  por  con- 
siguiente este  contrato,  interviniendo  un  precio,  no  era 
un  verdadero  depósito;  que  después  de  esto,  se  dictó 
orden  de  embargo  de  la  hacienda :  que  él  pidió  se  to_ 
mará  alguna  disposición  relativamente  á  la  hacienda  pOf 
los  perjuicios  que  aquella  le  irrogaba,  cuyos  perjuicios  ni 
el  precio  fijado  bastaba  á  subsanar;  que  el  juez  insistió 
en  que  la  hacienda  no  saliera  de  su  poder  hasta  la  con. 
clusion  de  la  cuestión  entre  Nazarri  y  Caballero  bajo  la 
formal  promesa  que  se  le  pagaría  antes  de  entregarle  el 
doble  precio  del  fijado   por  el  pastaje. 

Falle  del  Jíues  St^eienal. 

Córdoba,  Mayo  15  de  1872. 

No  existiendo  en  los  juicios  relación  alguna  de  derecho 
entre   los    litigantes   y    los  que  intervienen    en   ellos    por 
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ministerio  de  la  ley,  como  los  actuarios,   los   peritos  nom- 
brados por   el  Juez,    ios   depositarios    también   judiciales, 
por    cuya   razón  la    Ley  Nacional  de    Procedimientos    por 
el  art.   178  y  las  sobre  arancel,    artículos  6  y   8,    tienen 
establecido  que  las  costas  causadas  en  el  juicio  deben  ser 
pagadas  por  quien  corresponda   previamente  á Ja  ejecución 
de  la  sentencia  y  aun  antes  de  pronunciarse  esta,  sin  per- 
juicio de   lo  que   después  se   determine  con  respecto    al 
pago  de  dicbas  costas  por  el  Juez  en  la  sentencia  deñniti- 
va;  que  es  un  principio  de  derecho,   por  otra  parte,  que 
los  gastos  necesarios  y   útiles   de  conservación  y  mejora 
de   una   cosa  son  debidos  y  tienen  que  ser  satisfecho  por 
la  cosa  misma. — Ley  única,  título  12,  libro -i^  Recopilación, 
Escriche,  palabra  secuestro,  al  fín,  sin  perjuicio  del  derecho 
regresivo  del   dueño    contra  el    que    resulte  obligado   por 
la  condenación  de  la  sentencia:  que  en  el  presente  caso  es 
tanto   mas  exijente  el   cumplimiento  de  estas  prescripcio- 
nes legales,    cuanto  que   el  mismo   reclamante   ha   estado 
retardando  la  ejecución  de  la  sentencia   definitiva  por    pe. 
ticiones  de  suspensión  de  providencias,  que  coa  ese  fín  se  dis. 
taban  á  requisición  suya,  no  siendo  justo  ni  jurídico  tam. 
poco  que  nadie  aproveche  con  perjuicio  de  otro :   que  por 
último  el  reclamante   ha   consentido  ya    en  la  resolución 
de  que   ahora  se  queja   desde  que  no  lo   verifícó  dentro 
del  término  hábil   y  legal:  por  estos  fundamentos  estése 
á  lo  resuelto  en  la  providencia  de  fecha  dos  de  Noviembre 
pasado  que  ordena  el   previo  pago  del  pastaje  para  el  de- 
sembargo y   entrega  de  los  animales. 

S,  M.  Laspiur. 

m 

Interpuesta  apelación  por  Nazarri,  y  concedida    en   re- 
lación por  el  juez  nacional  se  dictó  el  siguiente 
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Fallo  de  I»  SupreMiti  Corte. 

Buenos  Aires  >  Agosto  3  de  1872. 

Vistos;  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  doscientos  veinte  y  una  vuelta,  y  sa- 
tisfechas estas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Marcelino  Ug ARTE. — J.   B.  Goros- 

TIAGA. 


CAUSA   LXXXIV. 


D.  Juan   Videla  contra   D.  Francisco   Cossio,  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario — Las  costas  del    incidente  promovido  por  no 
haberse  pasado    al  demandado  las  copias  que  prescribe  el 
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art.  8  de  la  ley  nacional  de  procedimientos,  son  de  cargo 
del  demandante. 


Case. — A  petición  de  la  mayor  parte  de  los  vecinos  de 
la  calle  de  Solis,  entre  Independencia  y  Gochabamba,  en 
la  ciudad  de  Buenos  Aires,  se  acordó  por  la  municipali- 
dad el  empedrado  de  dicha  calle  con  la  condición  de 
pagarse  por  los  propietarios  35  pesos  por  vara  cuadrada 
á  la   empresa  de    empedrados. 

D.  Justo  Diana  en  representación  de  D.  iuan  Videla 
representante  de  la  empresa^  demandó  ante  los  tribunales 
provinciales  á  D.  Francisco  Gossio,  propietario  domicilia- 
do en  la  referida  calle  para  el  pago  ie  15853  pesos^  presen- 
tando al  efecto  una  cuenta  visada  por  el  injeniero  municipal. 

Opuesta  por  Gossio  natural  de  Italia  la  excepción  de 
incompetencia,  tuvo  Diana  que  reproducir  su  demanda  para 
€inte  el  juez   nacional. 

Gonferido  traslado,  Gossio  formó  articulo  de  no  contes- 
tar, diciendo  que  no  habia  contraido  ninguna  obligación  para 
con  Videla ;  que  Diana  en  la  demanda  no  habia  cumplido  con 
lo  dispuesto  por  los  artículos  57,  10  y  8,  de  la  ley  na- 
cional de  procedimientos,  no  habiendo  espiicado  claramen- 
te los  hechos,  ni  expuesto  suscintamente  el  derecho,  ni 
presentado  los  documentos  justificativos,  ni  entregado  la  copia 
completa  y  firmada  de  la  demanda  y  documentos ;  que  final- 
mente no  aparecia  probada  en  autos  la  personería  de  Diana. 

Dado  traslado  de  la  excepción  contestó  la  parte  de  Vi- 
dela, diciendo;  que  los  antecedentes  dé  su  demanda  obra- 
ban en  la  municipalidad  y  el  juez  podia  solicitarlos  d^ 
oficio,  que  su  cuenta  presentada  por  él  era  visada  por 
el  injeniero  municipal  y  por  consiguiente  exacta. 

T.  III  10 
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• 
Falle  del  Juez    Slerrional. 


Buenos  Aires^  Julio  23  de  1872. 

Y  vistos :  sobre  en  el  incidente  de  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda,  promovido  por  D.  Fran- 
cisco Gossio;  contraía  parte  de  D.  Justo  P.  Diana,  en  Iob 
autos  iniciados  por  esta  último,  por  cobro  de  pesos  y 
considerando:  1^  Que  en  la  contestación  de  f.  .  .  . 
se  ha  consignado  por  el  demandante  los  fundamentos  de 
su  demanda,  manifestando,  además,  donde  se  encuentran 
los  documentos  que  la  comprueban,  conformándose  en 
esto  á  las  prescripciones  de  los  artículos  10  y  57  de  la 
Ley  de  Procedimientos  y  quedando  por  lo  tanto,  subsana- 
dos los  defectos  consignados  en  los  dos  primeros  puntos 
del  escrito  de  f....  y  2^  que  corriendo  á  f.  2  de  los  autos 
el  poder  que  acredita  la  personería  de  Diana,  el  tercero 
y  cuarto  punto  del  escrito  se  refieren  á  lo  mismo,  es 
decir,  á  la  defíoencia  de  la  copia  pasada  por  el  demandan- 
te, cuyo  defecto  es  susceptible  de  corregirse  sin  entorpecer 
la  prosecución  del  juicio.  Contóse  derechamente  á  la  demanda 
en  el  término  legal,  debiendo  previamente  y  en  el  término  de 
cuarenta  y  ocho  horas,  bajo  apercibimiento  de  hacerse  por 
la  oficina  del  actuario,  completarse  la  copia  que  corre  en 
autos  agregándose  la  del  poder  que  funda  la  personería 
del  actor,  el  escrito  de  la  reproducción  de  la  demanda  y 
el  de  contestación  en  este  incidente,  por  las  ampliaciones 
que  el  contiene,  firmando  él  todo  de  acuerdo  al  art.  8  de 
la  Ley  de  Procedimientos;  y  hecho  entregúese  para  que  se 
espida  el  demandado,  y  siendo  á  cargo  del  demandante 
las  costas  de  este  incidente. —  Hágase  saber  y  repóngase. 

Ugarriza. 
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Diana  apeló  de  la  sentencia  en  la  parte  que  lo  condena- 
ba en  costos. 


iPallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1872. 

Vistos,  se  confirma  por  sus  fundamentos  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  seis,  y  satisfechas  las  costas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

Salvador  María  DEL  Carril.— Fran- 
cisco Delgado.  ^-  José  Barros 
Pazos. — Marcelino  ügarte.— José 
b,  gorostiaga. 


i>p»< 


i 
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CíIlUSA   I^HLXXV. 


D.  Juan  LaforguCj  contra  el  Coronel  D.  Lucio  V.  Man-- 

silla^  por  cobro  de  pesos. 


9 

Sumario — En  una  obligación  solidaria  respecto  solamen- 
te de  los  deudores,  los  acreedores  no  pueden  demandar 
por  separado  contra  uno  de  los  deudores  el  importe  total 
de  la  obligación. 

Caso  —  Se  presentó  con  la  sola  firma  del  Coronel  D. 
Lucio  V.  Mansilla  el  siguiente  documento:  «  A  los  90  dias 
c  debemos  y  pagaremos  de  mancomún  el  in  solidum  á 
cJuan  Laforgue  y  Galveti  ó  á  su  orden,  la  cantidad  de 
€  407  pesos  uno  y  medio  real  bolivianos,  por  igual  valor 
c recibido  á   nuestra   entera   satisfacción.» 

A  pedido  de  Laforgue,  Mansilla  reconoció  su  firma,  pero 
declaró  al  mismo  tiempo  que  la  habia  puesto  en  el 
concepto  de  que  debia  firmar  también  D.  Francisco  Se- 
bane  que  era  el  verdadero  deudor. 

Laforgue  entabló  acción  ejecutiva  contra  Mansilla,  di- 
ciendo que  la  circunstancia  de  haber  firmado  solo,  en  na- 
da variaba  su  posición  en  el  juicio,  siendo  él  en  todo  caso 
deudor   solidario. 
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Ffillo  del  JTueaE  f(ecrlonal. 


Buenos  Aires,  Junio  26  de  1872. 

Estando  el  documento  espedido  á  la  orden  de  Juan  La- 
forgue  y  Calveti  y  la  acción  deducido  á  nombre  de  D.  J. 
Laforgue,  acredítesela  personería  del  último  y  se  proveerá. 

Z aválela. 

Laforgue  pidió  revocatoria  apelando  in  subsidium,'  dicien- 
do que  debia  ser  exonerado  de  la  presentación  del  po- 
der de  Calveti  por  tratarse  de  una  obligación  solidaria, 
cuyo  cumplimiento  puede  exigirse  por  cualquiera  de  los 
acreedores. 

E!  Juez  por  auto  de  Julio  i""  de  1872,  por  no  tratarse 
de  obligación  solidaria,  respecto  de  los  acreedores,  no 
hizo  lugar  á  la  revocatoria  y  concedió  la  apelación  inter- 
puesta en  relación. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1872. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  y  los  del  auto  de  foja  quince, 
se  coofirma  con  costas  el  apelado  de  foja  trece  vuelta;  sa- 
tisfechas estas  y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. — José  B.  Gorostiaga. 
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C^USA    I^lLlLlILVl. 


El  Fisco  Nacional  contra  D.  Manuel  Ocampo^  sobre  nulidad  rj 

rescisión  de  sentencia. 


Sumario: — l^'Los  únicos  recursos  que  la  ley  autoriza  para 
reparar  los  errores  de  los  Tribunales  Nacionales  son  el  de 
reposición,  el  de  apelación,  el  de  nulidad,  el  de  rescisión 
y  el  de  revisión. 

2o  El  art.  374  de  la  ley  de  procedimientos  no  com- 
prende los  recursos  ni  los  medios  de  reparar  los  errores  ó 
injusticias  que  puedan  contenerse  en  las  sentencias. 

3o  De  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte  no  hay  recurso 
alguno,  menos  el  de  revisión  en  los  casos  de  jurisdicción 
ordinaria  y  esclusiva. 

4^  No  por  eso  puede  la  Suprema  Corte  convertirse  en 
poder  arbitrario. 

5o  La  Suprema  Corte  representa  en  la  esfera  de  sus 
atribuciones  la  soberanía  Nacional,  y  es  tan  independiente 
en  su  ejercicio  como  el  Congreso  y  el  Poder  Ejecutivo  en 
los  suyos. 

6^  Sus  decisiones  son  fínales,  y  no  hay  tribunal  que  las 
pueda  revocar. 

'^'^    Esa  es  la  doctrina   de  la    Constitución,   y  ninguna 
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legislación  admite  que  pueda  haber  recurso  de  las  deci- 
siones del  tribunal  constituido  para  juzgar  en  último  re- 
sorte. 

8o  Las  causas  en  que  interviene  el  Fisco  tienen  su  tra- 
mitación establecida,  y  no  hay  disposición  alguna  que 
ordene  se  dé  vista  al  Sr.  Procurador  General  para  que  me- 
jore el  recurso,  cuando  el  Fisco  es  el  apelante,  ó  acuse  re-^ 
beldia  cuando  es  el  apelado. 

9""  El  Procurador  General  está  obligado  á  computar  los 
términos,  mejorar  los  recursos,  acusar  rebeldías  sin  ad- 
vertencia del  Tribunal. 

10.  Está  obligado  también  á  examinar  los  autos  en  secre^ 
taría,  y  averiguar  la  forma  en  que  vienen  los  recursos,  así 
como  á  reclamar  la  reposición  de  los  errores  cometidos  en. 
autos  interlgcutorios. 

11.  La  mejora  del  recurso,  la  espresion  de  agravios,  y  la 
contestación  del  apelado,  son  trámites  'que  no  deben  volun- 
tariamente suprimirse,  pero  no  son  esenciales,  y  su  omisión 
no  produce  nulidad,  especialmente  cuando  por  el  silencio 
de  las  partes  esa  omisión  ha  sido  consentida. 

12.  Por  la  nueva  legislación  el  Fisco  no  goza  del  beneficio* 
de  la  restitución  in  integrum. 

13.  Según  la  antigua  legislación,  el  Fisco  gozaba  de  ese 
beneficio,  no,  tamquam  FiscuSj  sed  tamquafn  IcBstu ;  y  por 
consiguiente,  tratándose  de  la  restitución  contra  una  senten- 
cia, era  necesario  demostrar  que  esta  era  injusta^ 

14.  Era  necesario  también  que  la  sentencia  fuese  supli- 
cable. 

15.  No  puede  alegarse,  ni  oponerse  nulidad  contra  la  sea.- 
tencia  de  que  no  ha  lugar  á  suplicación. 

16.  Por  la  ley  nacional  de  procedimientos,  la  apelación 
libremente  concedida  no  queda  desierta,  si  no  se  mejora  el  re- 
curso dentro  del  término  legal,  por  el  solo  ministerio  de  la  ley. 
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17.  Es  necesario  para  ello  que  el  apelado  acuse  rebeldrar* 

18.  Mientras  no  haya  rebeldía  acusada,  la  sentencia  ape- 
lada no  puede  considerarse  como  una  cosa  juzgada,  y  pued& 
siempre  continuarse  la  sustanciacion  de  la  segunda  instan- 
cia. 

19.  La  equivocación  no  en  la  sustancia,  sino  en  un  acci- 
dente del  hecho  en  que  se  funda  una  sentencia,,  no  desvirtúa 
la  verdad  del  mismo. 

20.  El  hecho  debe  considerarse  cierto,  como  deben  con- 
siderarse ciertos  ios  datos  procedentes  de  las  ófícinas  públr- 
cas,  aunque  falte  en  ellos  claridad  y  precisión. 

21.  La  aplicación  errónea  de  una  doctrina  cierta  consti- 
tuye un  error  de  apreciación,  y  no  una  violación  de  la^ley. 

22.  Para  decir  que  una  sentencia  es  notoriamente  injusta 
y  nula,  es  necesario  que  exista  en  ella  una  violación  de  la 
ley,  palmaria,  evidente,  prima  facie^  y  resaltante  sin  discusión 
ni  argumentos. 

2S.  El  art.  224  de  la  ley  nacional  de  procedimientos  no 
comprende  las  razones  y  hechos  nuevos  que  se  aleguen  en 
segunda  instancia  para  sostener  lo  que  se  ha  deducido  en  la 
demanda  ó  en  la  escepcion  propuesta  en  la  primera. 

24.  La  condenación  á  los  jueces,  que  sanciona  la  ley  24^ 
tit.  22,  part.  3,  no  es  un  recurso  contra  la  sentencia,  sino 
un  efecto  de  la  responsabilidad  de  aquellos,  siendo  esa  ley 
una  ley  penal. 


Caso. — D.  Manuel  Ocampo  de  Buenos  Ayres  remitió  en  con- 
signación á  D.  Garlos  M.  Palacios,  del  Rosario,  una  partida  de 
efectos,  con  el  conocimiento  á  su  nombre,  para  mandar  á 
D.  Gaspar  Tabeada. 

Palacios  era  deudor  á  la  Aduana  de  varias  sumas  por  si 
y  conjio  fiador  de  D,  Benito  Mendanha.  La  Aduana  embargó  y 
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ordenó  la  venta  de  los  efectos  en  remate.  Ooampo  deman- 
dó el  Fisco  para  que  la  Aduana  fuese  condenada  á  la  resti- 
tución de  los  efectos.  Cl  juez  de  Sección  del  Rosario  recha- 
zó la  demanda,  Ocampo  apelóy  se  le  concedió  el  recurso 
libremente. 

Las  partes  tueron  emplazadas  para  mejorarlo  dentro  del 
término  legal;  la  última  notificación  se  hizo  en  23  de  Fe- 
brero de  1871 ;  los  autos  fueron  recibidos  en  27  del  mismo, 
y  el  secretario  anotó  que  el  emplazamiento  vencia  el  14  d^ 
Marzo. 

Vencido  el  término,  se  decretó  en  16  de  Marzo  pasaran 
los  autos  al  Relator.  Este  decreto  fué  notificado  al  Sr.  Procu- 
rador General  y  no  á  Ocampo  por  no  haberse  presentado. 
Hecha  la  relación,  se  señaló  dia  para  la  vista  por  decreto  que 
no  pudo  notificarse  al  Sr.  Procurador  General  por  hallarse 
ausente.  La  Suprema  Corte  pidió  varias  diligencias  á  la  ad- 
ministración de  rentas  del  Rosario  con  dos  decretos  de  los 
que  solo  el  segundo  fué  notificado  al  Sr.  Procurador  Gene- 
ral, quien  se  hallaba  ausente,  cuando  se  espidió  el  primero. 

Cumplidas  las  diligencias,  la  Corte  dictó  su  fallo  de  27  de 
Junio  de  1871  revocando  la  sentencia  apelada,  y  mandando 
entregar  á  Ocampo  el  producto  del  remate  de  los  efectos, 
previa  justificación  de  que  estos  fuesen  de  su  propiedad  y 
deducido  el  importe  de  los  derechos  de  Aduana  sobre  los 
mismos  efectos. 

Este  fallo  fue  firmado  también  por  el  vocal  Dr.  Delgado 
quien  no  asistió  á  la  primera  vista  de  la  causa  ea  el  dia  30 
de  Marzo. 

Devueltos  los  autos,  al  cumplirse  la  sentencia  de  la  Su* 
prema  Corte,  el  Procarador  Fiscal  del  Rosario  se  oposo  á 
ello,  deducieodo  las  excepciones  de  nulidad  de  la  sentencia  y 
de  cosa  juzgada;  dijo  que  el  recorso  se  habia  concedido 
librenioite,  y,  sin  embargo,  la  causa  se  habia  %isto  en  reía- 
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cion;  — que  esto  importaba  la  supresión  de  los  trámites  esta- 
blecidos, y  la  violación  de  las  formas  sustanciales  del  juicio 
de  2^  intancia  ;  que  por  consiguiente,  el  fallo  de  la  Suprema 
Corte  era  nulo  ]  que  la  sentencia  de  1»  instancia  se  hallaba 
ya  ejecutoriada,  porque  el  apelante  no  habia  mejorado  el 
recurso  ni  espresado  agravios  y  la  Corte  no  podia  ejercer  juris- 
dicción sobre  ella  con  arreglo  á  los  art.  207  y  214  de  la  ley 
de  procedimientos. 

Conferido  traslado,  contestó  Ocampo  que  el  juez  de  Sección 
no  tenia  facultad  de  anular  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte, 
de  cuyos  fallos  no  hay  recurso  alguno,  menos  el  de  revisión; 
que  no  varia  la  cuestión  por  oponerse  en  el  caso  la  nulidad 
no  como  acción  sino  como  excepción,  pues  en  los  dos  casos 
falta  la  jurisdiccfon  del  juez  inferior;  que  lo  mismo  se  deduce 
de  las  leyes  preexistentes  á  la  institución  de  la  justicia  fede- 
ral como  se  desprende  de  las  leyes  4  y  11,  tít.  17,l¡b.4,R.C.; 
que  el  Procurador  General,  notificado  del  decreto  pasando  los 
autos  al  Relator  no  reclamó,  ni  acusó  rebeldía,  lo  que  era 
indispensable  para  declarar  ejecutoriada  la  sentencia  de  1" 
instancia  ;  que  ningún  perjuicio  sufrió  el  Fisco  por  no  haber 
él  espresado  agravios ;  que  la  Corte  es  tribunal  de  equidad 
y  venciendo  el  término  en  i4  de  Marzo,  época  en  que  todos 
huian  de  la  epidemia  que  diezmaba  la  población  de  Buenos 
Ayres,  juzgó  equitativo  pasar  los  autos. al  Relator,  en  cuyo 
trámite  consintió  el  Procurador  General. 

El  juez  para  mejor  proveer  pidió  informe  al  Administrador 
de  Rentas  Nacionales  del  Rosario  acerca  de  los  procedimien- 
tos administrativos  á  que  dio  lugar  la  ejecución  de  los  efec- 
tos, y  sobre  las  l^ras  y  permisos  de  su  referencia. 

El  Administrador  informó  que  Palacios  en  el  mes  de  Marzo 
de  1870  era  deudor  á  la  Aduana  por  varios  permisos  y  varias 
letras;  que  el  5  y  el  6  de  Marzo  vencieron  dos  letras  de  él 
por  el  valor  de  326,69  ^{.  las  que  no  fueron  abonados  ;  que 
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el  16  del  mismo  venció  otra  letra  por^  f.  627,19  que  tam- 
poco fué  cubierta  por  él :  que  el  23  del  espresado  mes  la 
Aduana  ordenó  el  embargo  de  parte  de  las  mercaderías  que 
existian  en  los  depósitos  á  su  nombre  desde  el  10  del  mismo; 
que  se  hicieron  las  notificaciones  de  ordenanza  mandando 
efectuar  el  remate  el  6  de  Abril ;  que  el  27  de  Marzo  venció 
otra  lelra  no  pagada  por  Palacios  por  el  valor  de  $  f.  189,01 ; 
que  esta  se  mandó  agregar  á  los  antecedentes  del  anterior 
embargo  ;  que  en  el  mismo  dia  23  de  Marzo  se  ordenó  un 
nuevo  embargo  de  parte  de  sus  mercaderías  para  el  pago  de 
la  deuda  garantida  por  Palacios  de  la  casa  fallida  de  D.  Benito 
Mendanha  y  G**. ;  que  se  hicieron  también  para  este  embargo 
las  notificaciones  prescritas,  ordenándose  el  remate  para  el  6 
de  Abril ;  que  el  primero  de  Abril  se  encontraban  sin  arre- 
glar  en  la  Aduana  varios  permisos  de  Palacios  ;  que  la  Adua- 
na creyó  proceder  á  la  ejecución  de  esas  deudas  ordenando 
con  igual  fecha  el  embargo  de  todas  las  mercaderías  que  exis- 
tian en  los  depósitos  á  su  nombre  ordenándose  su  remate 
junto  con  las  otras  embargadas  Je  antemano  ;  que  el  Minis- 
tro de  Hacienda  en  8  de  Abril  mandó  suspender  el  remate, 
disponiendo  después,  en  31  de  Agosto,  previo  informe  de  la 
Administración  y  vista  del  Sr.  Procurador  General,  que  se  lle- 
vara adelante  ;  que  el  24  de  Noviembre  se  procedió  al  remate 
cuyo  producto  líquido  fué  de  9627,28  $  f.  del  que,  deducidos 
$  f.  2530,  importe  de  los  derechos  de  las  mercaderías,  que- 
dó la  suma  de  7097,28  ${.  para  pagar  la  deuda  de  Palacios 
que  ascendia  á  ;Jf  f .  10,435,59  ct.  resultando  por  consi- 
guiente un  saldo  contra  él  de  $  f.  3338,72  ct.;  que  de  la 
deuda  total  de  $í.  10,435,59  ct.,  fueron  ejecutados  $  í. 
9128,45  ct.  dentro  del  término  legal,  coa  arreglo  á  la  doc- 
irína  de  la  Corte  en  su  fallo  de  27  de  Junio  de  1871,  y  que 
solo  $  f.  1309,14  ct.  lo  fueron  después  de  vencido  el  tér- 
mino ;  que  la  Aduana,  habiendo  cobrado  solo  $  f.  7007,28  ct. 
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no  habia  percibido  nada  que  no  se  hallara  de  acuerdo  con 
los  principios  establecidos  en  dicho  fallo. 
Con  estos  antecedentes  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Jues  fleccional. 


Rosario,  Enero  19  de  1872. 

Y  vistos  :  Considerando  que  la  escepcion  de  nulidad, 
opuesta  ante  este  Juzgado  por  el  Procurador  Fiscal  de  la 
Sección,  de  la  sentencia  pronunciada  por  la  Suprema  Corte 
de  Justicia,  en  la  causa  seguida  por  D.  Manuel  Ocampo  con- 
tra el  Gobierno  Nacional,  no  tiene  apoyo  en  la  legislación 
Española,  que  ha  regido  los  procedimientos  judiciales  hasta 
la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  y  que  esta  nada  contiene 
tampoco  que  autorice  al  juzgado  á  entender  en  escepciones 
de  nulidad  opuestas  en  caso  alguno,  al  fallo  de  un  tribunal 
supremo,  del  que  no  queda  mas  recurso  que  el  de  revisión 
creado  por  el  artículo  7o  de  la  ley  de  16  de  Octubre  de  1862 
y  en  los  casos  establecidos  por  el  artículo  241  de  la  de  14  de 
Setiembre  de  1863,  declarando  el  247  que  la  sentencia  que 
en  ese  grado  pronunciare  la  Suprema  Corte  sea  confirmato- 
ria ó  revocatoria  de  la  que  se  dictó  en  primera  instancia, 
hará  cosa  juzgada.  —  Por  tanto  :  No  ha  lugar  á  la  escepcion 

opuesta  y  hágase  saber. 

Zuviría, 

El  Procurador  Fiscal  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  en 
relación.  La  Corte  vio  la  causa  en  2  de  Mayo  último ;  y,  para 
mejor  proveer,  dio  vista  al  Sr.  Procurador  General,  quien 
pidió  se  otorgara  al  Fisco  el  recurso  de  restitución  in  inte- 
grum^  reponiéndose  la  causa  al  estado  de  26  de  Junio  de 
1871  dándole  vista,  y  en  caso  de  negarse  este  recurso,  en- 
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tabló  el  de  la  nulidad  notoria.  Dijo  que  él  veia  entoneles  por 
la  primera  vez  este  espediente  ;  que,  aunque  se  le  notiflcarac 
la  providencia  al  relator^  y  la  que  señalaba  dia  para  la  vista 
de  la  causa,  debió  creer  que  se  trataba  de  la  apelación  de 
algUD  auto  interlocutorio,  y  no  de  una  sentencia  definitiva, 
concedida  libremente,  en  que  debia  dársele  vista  para  pedir 
lo  correspondiente  á  los  intereses  públicos  ;  que  la  sentencia 
de  21  de  Junio  era  nula  por  haberse  violado  la  cosa  juzgada, 
y  revocado  una  sentencia  ejecutoriada  ministerio  legis  por  no 
haberse  mejorado  el  recurso  dentro  del  término  fatal ;  que  no 
son  admisibles  las  escepciones  de  no  haberse  mejorado  el 
recurso  por  causa  de  la  epidemia,  y  de  no  haberse  acusado 
la  rebeldía,  porque  en  los  primeros  dias  de  Marzo  los  tribu- 
nales funcionaban  regularmente,  y  él  no  pudo  acusar  rebeldía 
por  no  haber  sido  citado  en  forma  ;  que  además  no  se  habia 
observado  ninguno  de  los  trámites  establecidos  para  garantir 
la  verdad  de  los  juicios,  cuya  omisión  produce  nulidad  noto- 
ria ;   que  en  efecto  no   habia  habido  ni  mejora  del  recurso 
ni  espresion  de  agravios,  ni  defensa  de  la  parte  apelada  ;  que 
durante  su  ausencia  no  hubo  tramitación  alguna  ;  qtie  la 
sentencia  se  pronunció  cuarenta  dias  después  de  su  regreso; 
que  no  habia  motivo  de  privarle  en  este  tiempo  del  derecho 
de  defender  al  Fisco;  que  la  sentencia  estaba  fundada  en 
hechos  falsos  pues  del  informe  oflcial  de  la  Aduana  resulta- 
ba que  la  mayor  parte  de  las  obligaciones  de  Palacios  habian 
vencido  no  antes  sino  después  del  10  de  Marzo  en  que  entra- 
ron á  la  Aduana  las  mercaderias  de  Ocampo  ;  que  estos  he- 
chos demostraban  también  que  la  doctrina  de  la   sentencia 
estaba  en  contradicción  con  su  disposición,  y  que  esta  era  de 
todo  punto  inejecutable  ;  que  reproducia  las  escepciones  de 
nulidad  opuestas  por  el  fiscal.   Concluyó  diciendo  que  si  no 
seadmitian  estas  escepciones,  se  haría  de  la  Corte  un  Poder 
arbitrario,  que  podría  impunemente  sobreponerse  á  las  leyes; 
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y  que  prescindiendo  de  eslas  escepciones,  creia  que  por 
nuestras  leyes  podia  corresponder  al  Fisco  en  el  caso  pre^ 
senté  el  privilegio  de  la  restitución  in  integrum. 

Conferido  traslado,  contestó  Ocampo  ;  que  el  Sr.  Procura-^ 
dor  General  representa  en  esta  causa  los  intereses  físcales, 
y  no  los  intereses  sociales  ;  que  está  por  consig;uiente  al  nivel 
de  todo  litigante ;  que  el  espediente  nunca  le  ha  sido  ocul- 
tado, habiendo  estado  siempre  á  su  disposición  en  la  secre-^ 
taria  de  la  Corte;  que  la  suposición  de  que  se  trataba  de 
algún  auto  interlocutorio,  no  puede  servir  de  escusa,  pues 
io  los  autos  interlocutorios  ante  la  Corte  traen  gravamen 
irreparable,  2o  muchas  sentencias  defínitivas  vienen  á  la 
Corte  por  apalacion  en  relación  ;  que  por  ninguna  ley  se 
establece  como  indispensable  el  trámite  de  dar  vista  al  Pro« 
curador;  que  no  habiendo  él  acusado  rebeldía,  la  Corte  pro- 
cedió con  perfecta  justicia,  pasando  los  autos  al  relator  y  no 
declarando  de  oficio  la  deserción  ;  que  en  14  de  Marzo  la  epi- 
demia hacia  estragos  ;  que  aun  cuando  se  hubiese  acusado 
la  rebeldia,  la  deserción  no  se  habria  declarado,  pues  se  ha- 
bla concedido  nuevo  término  con  motivo  de  la  epidemia, 
y  el  apelante  habria  espresado  agravios  ;  que  la  providencia 
al  relator  habria  podido  ocasionar  perjuicio  al  apelante  y  no 
á  la  parte  apelada,  cuyo  solo  derecho  es  do  contestar  á  la 
espresion  de  agravios  ;  que  la  omisión  de  la  mejora,  estando 
presente  la  parte  apelada,  no  es  una  falta  sustancial  como 
la  de  la  demanda,  de  la  citación  y  la  prueba  ;  que  el  art.  214 
de  la  ley  de  procedimientos  exige  terminantemente  la  acusa- 
ción de  la  rebeldía,  y  por  consiguiente  no  puede  la  sentencia 
quedar  ejecutoriada  por  ministerio  de  la  ley ;  que  en  el  recur- 
so en  relación,  la  parte  apelada  puede  informar  en  la  vista  ó 
escribir  en  derecho,  y  que  por  eso  se  notificó  al  Procnrador 
General ;  que  en  los  cuarenta  dias  desde  el  regreso  del  Sr. 
Procurador,  las  providencias  con  que  se  pidieron  informes 
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le  fueron  notificadas,  y  por  consiguiente  el  Fisco  no  quedó 
privado  de  la  defensa  ;  que  el  art.  82  de  las  ordenanzas  de 
Aduana,'  estableciendo  que  se  entenderán  del  deudor  las  mer- 
caderías que  se  encuentren  en  la  Aduana  á  su  nombre  por 
consignación,  no  establece  sino  una  presunción  que  ha  de 
ceder  ante  la  evidencia  de  las  pruebas;  y  que  toda  interpreta- 
ción mas  dura  de  ese  artículo  seria  contraria  á  la  equidad, 
porque  es  violento  pagar  las  deudas  de  uno  con  bienes  de 
otro ;  á  las  leyes  nacionales,  porque  el  código  de  comercio 
excluye  del  concurso  las  mercaderías  de  los  fallidos  á  comi- 
sión ó  de  tránsito  ;  á  la  Constitución  Nacional  que  reconoce 
como  inviolable  la  propiedad  y  á  las  conveniencias  comer- 
ciales del  país  en  sus  relaciones  mercantiles  can  el  exterior  ; 
que  por  consiguiente  la  sentencia  no  envuelve  error  ni  injus- 
ticia ;  que  la  sentencia  no  se  funde  Qn  hechos  falsos  pues  se 
funde  sobre  los  anteriores  informes  de  la  Aduana,  ydel  último 
también  resulta  que  por  letras  vencidas  el  5  y  6  de  Marzo  se 
ordenó  el  embargo  el  26  en  vez  del  9  y  del  10;  por  una  letra 
vencida  el  16  se  decretó  el  23  en  vez  del  19,  y  para  las  obli- 
gaciones y  permisos  vencidos  en  Enero  de  18.69,  y  en  Marzo 
de  1870  se  trabó  el  embargo  seis  meses  mas  tarde  de  lo  que 
prescriba  la  ordenanza ;  que  si  la  Aduana  hubiese  sido  dili- 
gente se  habria  conocido  desde  1869  la  situación  comercial 
de  Palacios,  y  no  Teliabria  comisionado  para  sus  mercaderías; 
que  el  privilegio  de  la  restitución  in  integrum  hoy  no  existe 
para  nadie  ;  que  los  fallos  de  la  Suprema  Corte  no  son  sus- 
ceptibles de  recursos,  como  los  de  todos  los  tribunales  su- 
periores en  todo  el  mundo  civilizado  ;  que  el  Poder  de  la 
Corte  no  puede  por  eso  decirse  arbitrario,  pues  sus  minis- 
tros ofrecen  todas  garantías  de  rectitud  y  patriotismo,  juran 
solemnemente  respetar  la  Constitución  y  las  leyes,  y  en 
todo  caso  son  responsables  ante  los  RR.  que  podrían 
acusarlos  y  ante  el  Senado  que  podria  juzgarlos. 
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Antes  de  fallarse  la  eausa,  el  Sr.  Procurador  General  pre- 
sentó el  siguiente 

INFORME  EN  DERECHO. 


El  Procurador  General  pasa  á  informar  á  V.  E.  de  las  ra-^ 
zones  de  derecho  que  ha  tenido  para  hacer  contra  la  senten* 
cia  de  27  de  Junio,  los  recursos  de  nulidad  notoria  y  restitu-^ 
cion  in  integrum. 

El  carácter  de  una  injusticia  ó  nulidad  notoria  es  tal,  que 
debe  descubrirse  á  los  ojos  de  todos  sin  necesidad  de  discur- 
sos ni  argumentos. 

Tal  es  la  presente,  y,  por  consiguiente,  solo  me  limitaré 
á  mostrar  las  leyes,  que  reprueban  los  actos  de  esta  causa. 

La  mejora  de  un  recurso  de  apelación  debe  necesarias- 
mente  hacerse  en  el  término  señalado  por  la  ley,  ó  por  el 
luez,  término  á  que  los  autores  llaman  fatal,  porque  si  no 
se  hace  dentro  de  él,  la  apelación  queda  desierta,  y  la  se&- 
tencia  apelada  firme  y  ejecutoriada. 

La  ley  2,  tit.  18,  lib.  4"",  R.  G.  dice  :  Seguir  debela  alzada 
la  parte  que  se  alzare  al  plazo  que  le  pusiere  el  Juzgador  ;... 
y  si  en  este  tiempo  no  la  quisiere  seguir  ó  no  se  querellare  como 
dicho  fin  que  firme  el  juicio. 

Esta  misma  disposición  fué  aceptada  por  la  ley  nacional 
de  procedimientos  en  su  artículo  214,  cuyo  texto  es  el  si- 
guiente :  Si  el  apelante  no  mejorase  el  recurso  en  el  término 
señalado,  se  declarará  desierta  la  apelación  y  la  sentencia  con^ 
sentida. 

En  presencia  de  estas  leyes  no  pudo  el  Tribunal  abrir  la 
instancia  ;  entrar  á  conocer  de  la  causa,  no  habiéndose  me- 
jorado la  apelación  por  la  parte  del  apelante  Ocampo;  y  mu- 
cho menos  revocar  una  sentencia  que  ya  estaba  ejecutoriada 
por  el  ministerio  de  la  ley. 
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Concedida  ia  apelación  en  ambos  efectos,  era  necesario 
que  la  segunda  instancia  se  siguiera,  como  todo  juicio,  con 
audiencia  de  las  partes,  y  por  los  trámites  que  señala  la  ley 
de  procedimientos,  de  espresion  de  agravios  y  contestación 
del  Ministerio  Público.  Habiendo  suprimido  el  tribunal  estos 
trámites,  ha  incurrido  en  la  nulidad  que  señala  la  ley  22, 
tit.  22,  Part.  2^  que  dice  que  cuando  el  Juez  falla  sin  oir  á 
las  partes,  ni  saber  la  verdad,  tal  mandamiento  como  este  non 
vale  nin  ha  fuerza  de  juicio. 

Esto  en  cuanto  á  los  trámites  del  juicio.  Por  lo  que  res- 
pecta al  fondo  de  la  sentencia,  ella  ha  incurrida  en  la  nuli- 
dad de  sentar  como  base  el  hecho  falso  de  que  las  obliga- 
ciones de  Palacios  habian  todas  wenciáo  antes  del  10  de  Mar- 
zo ;  y  como  este  hecho  no  habia  sido  alegado  por  las  parles 
ni  discutido  judicialmente,  el  Tribunal  se  ha  tomado  una  fa- 
culdad  que  le  niega  el  art.  224  de  la  ley  de  procedimientos 
cuyo  texto  es  el  siguiente  :  No  podrá  fallar  la  Suprema  Corle 
sobre  ningún  Capitulo  que  no  se  hubiere  propuesto  á  la  decisión 
del  inferior. 

Demostrada  la  falsedad  del  fundamento  de  la  sentencia 
por  el  estado  de  vencimientos  presentado  por  él  Administra- 
dor de  Aduana  del  Rosario,  ella  no  puede  ni  debe  ejecutarse, 
porque  la  verdad  es  la  condición  esencial  de  los  juicios, 
lo  único  que  los  hace  respetables. 

Ahora  veamos  cuales  son  los  remedios  legales  para  repo- 
ner estas  nulidades  é  injusticias. 

El  contrario  dice  que  no  los  hay  :  que  cuando  la  Corle 
sostiene  que  lo  blanco  es  negro,  todos  debemos  inclinarnos 
y  creer  que  es  negro,  no  habiendo  otro  remedio,  quo  una 
acusación  ante  el  Congreso. 

Es  singular  que  en  una  república  se  abogue  así  en  favor  de 
la  injusticia,  y  se  sostenga  la  teoría  de  una  sumisión  estú- 
pida,  cuando  las  leyes  de  la  Monarquía  absoluta  de  España 
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ofrecea  abundantes  medios  de  repararlas  nulidades  é  injus- 
licias,  leyes  que  están  vigentes,  y  son  aplicadas  diariamente 
por  el  Tribunal;  porque  el  art.  374  de  la  ley  nacional  de 
procedimientos  dispone  que  ¡m  leyes  preexistentes  que  regla- 
mentan los  procedimientos  judiciales  serán  supletorias  de  la  pre- 
sente en  lo  que  no  se  opongan  á  sus  disposiciones. 

Bien  sé  que  en  el  caso  actual  podria  entablarse  una  acusa- 
ción en  el  Congreso,  pero  e^te  es  un  remedio  extremo,  al 
que  yo  no  suscribirla  por  mi  parte,  porque  traería  indudable- 
mente la  disolución  del  Tribunal  y  graves  responsabilidades 
personales  á  sus  miembros. 

Espero  que  Y.  E.  reparará  la  injusticia,  empleando  los  me* 
dios  ordinarios  que  las  leyes  prescriben,  y  son  los  siguien- 
tes : 

lo  La  ley  19,  tit.  22,Part.  3"^,  previene  que  cuando  se 
pronunciare  una  sentencia  contra  el  Fisco,  si  después  de 
eso,  y  eií  el  término  de  tres  años  se  mostraren  cartas  ó  prue- 
bas que  desmintieran  los  hechos  establecidos  en  la  senten- 
cia, deberá  revocarla  el  mismo  Juez  que  la  dio. 

En  este  caso,  se  ha  presentado  el  estado  de  vencimien- 
tos de  las  obligaciones  de  Palacios,  por  él  que  se  demuestra 
que  ellas  vencieron  después  del  diez  de  Marzo,  y  no  antes 
como  dice  la  sentencia ;  y  como  este  es  el  hecho  capital  en 
que  aquella  se  funda,  el  Tribunal  está  obligado  á  revocarla 
en  cumplimiento  de  la  ley. 

2o  Ignoro  con  qué  datos  pudo  el  tríbunal  hacer  su  cálculo 
equivocado  de  vencimientos ;  pero  cualesquiera  que  ellos 
fueran^  es  indudable  que  eran  falsos ;  y  en  este  caso,  la  ley 
la,  lít.  26,  Part.  3*  dice  que  la  parte  debe  pedir  al  Jue;$^  como 
en  manera  de  restitución^  que  desate  aquel  juicio,  porque  fué 
dado  por  falsos  testigos  ó  por  falsas  cartas.  E  probándolo  assi 
debelo  revocar  el  Juez. 

3o  La  restitución  in  integrum  es  un  beneficio  que  pene* 
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nece  al  Fisco  por  la  disposición  de  la  ley  10,  tit.  19,  Part.  6% 
y  por  él  tiene  derecho  á  pedir  que  se  reponga  la  causa  al 
estado  que  tenia  antes  de  la  sentencia  que  injustamente  le 
perjudica. 

El  contrario  ha  dicho  que  ese  beneficio  está  ya  abolido 
por  el  Código  Civil.  Este  es  un  grave  error,  y  para  desha- 
cerlo, necesito  hacer  algunas  esplicaciones  que  habría  creí- 
do inútiles  discutiendo  entre  letrados. 

Este  beneficio  es  concedido  por  la  ley  á  los  menores,  á 
las  Iglesias  y  al  Fisco,  para  dos  objetos  distintos  :  para  rep?- 
rar  las  omisiones  de  sus  administradores,  ó  los  contratos 
que  los  perjudican  ;  y  para  invalidar  las  sentencias  de  los 
jueces  que  le  causan  agravio. 

El  Código  Civil  no  dice  una  palabra  de  esto  en  sus  dispo- 
siciones. Es  el  Dr.  Velez,  en  la  carta  en  que  remite  al  Minis- 
tro su  proyectó  de  Código,  quien  dice :  €  He  suprimido 
igualmente  el  beneficio  de  restitución  in  integrum  de  lo$ 
Menores  que  se  halla  quitado  en  muchos  de  los  Códigos  mo- 
dernos. 9  Y  la  justa  razón  que  da  es  el  perjuicio  que  causa  á 
los  mismos  menores  el  que  sus  contratos  no  tengan  estabi- 
lidad, diciendo  al  fin  :  €  Era  mas  conveniente  para  los  me- 
nores legislar  con  todo  cuidado  la  gestión  de  la  tutela  ;  pre- 
veer  los  perjuicios  que  á  sus  bienes  ó  á  sus  rentas  les  pe- 
dia traer  la  negligencia  de  los  padres  ó  la  mala  administra- 
ción de  los  tutores  :  evitar  el  mal,  y  no  satisfacerse  con  ga-^ 
rantías  de  indemnizaciones,  difíciles  siempre  de  hacerse  efec- 
tivas, ó  con  medios  rescisorios  de  los  actos  de  sus  guardado* 
res,  que  las  mas  veces  no  les  traen  sino  pleitos  costosos  y  de 
resultados  muy  dudosos.  > 

De  esta  justa  esposicion  del  autor  del  Código  se  deduce 
claramente  que  su  objeto  ha  sido  suprimir  el  beneficio  dado 
á  los  menores  para  revocar  los  actos  ó  contratos  de  sus  tuto- 
rest  y  nada  mas.  No  ha  hablado  una  palabra  ni  del  Fisco  ni 
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de  las  Iglesias,  ni  podia  hablar  porque  de  eso  no  se  trataba. 
Pero  yo  no  represento  á  un  menor,  sino  al  Fisco,  que  es 
cosa  muy  distinta  ;  y  no  trato  de  revocar  un  contrato  sino  un 
procedimiento  judicial. 

Por  mucha  analogía  que  el  abogado  de  Ocampo  encuentre 
entre  un  niño  y  el  Gobierno  de  su  país,  no  puede  pretender 
que  un  privilegio,  fundado  en  la  ley,  se  revoque  por  analogías; 
y  menos  que  esta  revocación  se  estienda  al  caso  presente,  lo 
que  no  ha  podido  entrar  en  la  idea  del  autor  del  Código,  aun 
para  los  menores,  porque  él  no  ha  hecho  un  Código  de  pro- 
cedimientos judiciales. 

Mientras  no  haya  una  ley  que  suprima  espresamente  los 
privilegios  fiscales,  ellos  deben  ser  respetados  por  los  Tribu- 
nales del  país. 

4®  Pero  si  Y,  E.,  á  pesar  de  todo,  desea  por  decoro  del 
Tribunal  que  su  sentencia  se  cumpla,  entonces  el  remedio 
de  la  injusticia  estaría  en  la  ley  24,  tit.  22,  Part.  3*  pagan- 
do al  Fisco  los  Señores  que  firmaron  la  sentencia  la  cantidad 
de  que  le  han  defraudado  por  ella,  cumpliendo  este  precepto 
de  la  ley  ;  Debe  el  Juez  fechar^  á  bien  vísta  de  la  Corte^  á 
aquel  contra  quien  dio  el  juicio  todo  el  daño  ó  el  menoscabo 
que  ¿I  hubo  por  razan  del. 

Escuso  entrar  á  demostrar  que  el  recurso  de  injusticia  no- 
toria, que  por  las  leyes  antiguas  se  resolvía  en  el  Consejo  de 
Castilla,  debe  hoy  resolverse  ante  la  Suprema  Corte,  porque 
es  el  Tribunal  mas  alto  de  la  Nación ;  y  aquel  recurso,  que  es 
una  de  las  garantías  que  tiene  la  justicia,  no  puede  suprimirse 
sin  herir  los  derechos  del  pueblo. 

¿  Qué  importa  que  la  corte  tenga  que  reconocer  ella  mis- 
ma que  ha  cometido  errores?  ¿  Acaso  no  está  compuesta  de 
hombres,  espuestos  como  todos  á  errar?  ¿Acaso  la  alta  cate- 
goría á  que  los  ha  elevado  la  Nación  no  les  impone  el  im- 
prescindible deber  de  ser  justos,  y  de  mantener  las  leyes  en 
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toda  8Q  integridad,  sin  oir  para  nada  las  sugestiones  de  su 
amor  propio? 

Escuso,  sin  embargo,  insistir  en  este  recurso,  porque  cual- 
quiera de  los  cuatro  remedios  que  be  mencionado,  y  que 
están  autorizados  por  leyes  espresas  y  terminantes,  remedia- 
ría la  injusticia  sufrida. 

Espero  que  V.  E.  se  empeñará  en  este  objeto  con  la  alta 
imparcialidad  de  que  debe  rodearse,  eligiendo  de  aquello^ 
remedios  el  que  considere  mas  decoroso  al  Tribunal. 

Buenos  Ayres,  14  de  Junio  de  1872. 

Francisco  Pico, 

Antes  de  dictar  sentencia,  la  Suprema  Corte  para  me- 
jor proveer,  ordenó  que  el  secretario  que  habia  corrido  cOn 
el  espediente,  certificará  como  dio  cuenta  en  el  acuerdo, 
de  la  apelación  de  la  sentencia  de  15  de  Febrero  de  1871. 

El  secretario  certiñcó  que,  babiendo  leido  equivocada- 
mente las  últimas  palabras  del  oficio  con  que  el  juez  de 
sección  del  Rosario  acompañó  el  espediente,  creyó  que 
la  apelación  babia  sido  concedida  en  relación  ¡  y  dio 
cuenta  de  ella  en  el  acuerdo  en  ese  sentido  ;  por  cuya 
razón  la  Suprema  Corte,  mandó  pasar  los  autos  al  relator. 

Con  estos  antecedentes  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  4e  la  Suprema  €orte< 


Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1872. 

La  multiplicidad  de  recursos  deducidos  contra  el  fallo 
pronunciado  á  foja  ochenta  y  dos,  y  las  insinuaciones 
que  ha  hecho  para  fundarlos  el  señor  Procurador  General 
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de  la  Nación,  dan  á  esta  causa  un  carácter  especial,  que 
induce  á  la  Suprema  Grote  á  prescindir  de  la  forma  usual 
de  las  sentencias ,  al  espresar  los  motivos  de.  su  juicio, 
porque  le  es  necesario  esponerlos  con  mas  libertad  de  es- 
lilo  y  lomar  en  consideración  detalles  que,  en  otro  caso, 
tendrían  apenas  un  interés  secundario. 

El  señor  Procurador  General  dice,  en  efecto,  que  ese 
fallo  destruye  la  c  fuerza  de  la  cosa  juzgada,»  viola  c  todas 
las  formas  de  proceder  que  la  ley  ha  establecido,»  carece 
de  «verdad  y  de  justicia,»  incurre  en  un  cgrave  error 
de  hecho,  que  hace  su  disposición  contradictoria  con  su 
doctrina,  y  absolutamente  incapaz  de  ejecutarse;  »  habla  en 
suma  de  aquel  fallo,  como  de  una  rara  iniquidad,  que  espo- 
ne á  sus  autores  al  peligro  de  <una  acusación  en  el  Gon- 
greso,  »  aconsejándoles  que,  cpara  escapar  á  ese  peligro, 
si  no  admiten  a|gunos  de  los  recursos  que  él  propone,  se 
condenen  ellos  mismos  á  pagar  al  Fisco  «la  cantidad  de 
que  lo  han  defraudado. » 

El  sentido  provocador  de  esas  palabras  no  alterará  en  los 
miembros  de  la  Suprema  Górte  la  tranquila  serenidad  de  es- 
píritu con  que  deben  juzgar,  ni  les  hará  sobreponer  «lassujes- 
tiones  de  su  amor  propio»  al  severo  cumplimiento  del  deber. 

Importa,  no  obstante,  señalarlas,  para  llamar  la  reflexión 
del  señor  Procurador  General  sobre  la  enormidad  de  itus 
proposiciones,  y  sobre  la  inconveniencia  del  lenguaje  con 
que  se  ha  dirijido  oficialmente  al  Tribunal  de  que  lo  hace 
miembro  la  ley  de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  dos  y  el  decreto  de  su  nombramiento. 

Guatro  son  los  remedios  intentados : 

Primero.  El  recurso  de  nulidad  por  violación  de  formas 
sustanciales  en  el  procedimiento. 

Segundo.   El  beneiicio  de  restitución  in  integrum. 

Téroéro.   El  recurso  de  nulidad  por  injusticia  notoria. 
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Cuarto.  La  condenación  á  los  miembros  del  Tribunal 
que  han  firmado  la  sentencia,  en  los  términos  en  que  la 
impone  la  ley  veinticuatro,  título  veintidós,  partida  tercera, 
á  los  jueces  que  juzgan  tartiseramente  por  necedad  ó  por 
non  entender  el  derecho. 

El  Tribunal,   al  emitir  su  juicio  sobre  ellos,  no  se  ha 

■ 

de  creer  comprometido  por  los  errores  en  que  pueda  haber' 
incurrido,  sea  en  el  procedimiento,  sea  en  el  fallo  mismo 
que  se  impugna  ;  pero  no  se  ha  de  creer  comprometido 
tampoco,  á  tratar  con  deferencia  los  errores  ni  las  omi- 
siones del  señor  Procurador. 

Los  recursos  que  la  ley  ha  establecido  para  reparar  los 
errores  en  que  puedan  incurrir  los  tribunales»  son  : 

El  de  reposición,  establecido  por  el  articulo  doscientos 
tres  de  la  ley  de  procedimientos,  que  solo  es  aplicable  á 
<  las  providencias  puramente  interlocutorias.» 

El  de  apelación,  que  lo  es  á  cías  sentencias  definitivas 
y  á  las  interlocutorias  que  causen  perjuicio  irreparable,» 
conforme  al  articulo  doscientos  seis,  del  cual  conoce  la 
Suprema  Corte,  causando  ejecutoria  la  sentencia  de  segunda 
instancia  y  sea  que  confirme  ó  revoque,  según  el  articulo 
cuarto  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia. 

El  de  nulidad  c  contra  las  sentencias  dadas  con  viola- 
ción de  la  forma  y  solemnidad  que  prescriben  las  leyes, 
ó  en  virtud  de  un  procedimiento  en  que  se  haya  incurrido 
en  algún  defecto  de  los  que  por  espresa  disposición  de 
derecho  anulasen  las  actuaciones,»  que  no  puede  inten- 
tarse csinó  contra  las  sentencias  definitivas  de  los  Juzgados 
Seccionales,  interponiéndose  conjuntamente  con  el  de  ape- 
lación ;  artículos  doscientos  treinta  y  tres  y  doscientos  treinta 
cuatro  de  la  ley  de  procedimientos. 

El  de  rescisión,  establecido  especialmente  (»ra  el  proce^ 
dimiento  en  rebeldía,  por  el  artículo  ciento  noventa  y  uno. 


152  FALLOS  UB  LA  SUPREMA  CORTE 

Y  el  de  revisión,  creado  por  el  articulo  sétimo  de  la  ley 
de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
dos»  reglamentado  en  el  título  veintitrés  de  la  de  proce- 
dimientos, que  solo  tiene  lugar  en  los  casos  de  que  la  Corte 
conoce  originaria  y  exclusivamente. 

Cualquiera  otro,  fuera  de  los  enumerados^  en  las  causas 
y  casos  respectivos,  es  ilegal  y  desautorizado,  porque  carece 
de  apoyo  en  las  leyes  que  rijen  los  actoá  del  Poder  Judi- 
cial de  la  Nación. 

El  señor  Procurador  General  se  levanta  anticipadamente 
contra  esta  conclusión,  que  ha  debido  proveer  seguramente, 
invocando,  para  reputar  vigentes  los*  de  las  antiguas  leyes 
españolas,  el  articulo  trescientos  setenta  y  cuatro  de  la 
de  procedimientos,  según  el  cual  <  las  leyes  preexistentes 
que  reglamentan  los  procedimientos  judiciales,  serán  suple- 
torias en  lo  que  no  se  opongan  á  las  disposiciones  de  la 
de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
tres.  > 

Pero,  en  primer  lugar,  el  señor  Procurador  General  ha 
confundido  de  un  modo  maniñesto  los  procedimientos  con  los 
recursoSf  á  pesar  de  la  notable  diferencia  que  entre  unos  y 
otros  existe;  ha  confundido  las  reglas  que  determinan  la 
manera  de  sustanciar  los  juicios  y  de  pronunciar  las  sen- 
tencias, con  los  medios  de  reparar  los  errores  ó  las  injusti- 
cias que  puedan  estas  contener. 

Y  en  segundo  lugar,  ha  olvidado  que  se  trata  de  un 
fallo  pronunciado  por  la  Suprema  Corte  en  grado  de  apela- 
ción, y  que  á  mas  del  articulo  cuarto  de  la  ley  de  juris- 
dicción ya  mencionado,  según  el  cual  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia,  sea  que  confirme  ó  que  revoque,  produce 
ejecutoria,  existe  el  artículo  diez  de  la  ley  de  diez  y  seis  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  que  dispone 
espresamente  que   tde  los  fallos  de  la  Corte  Suprema  no 
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hay  reeurso  alguno^  á  escepcion  del  de  revisión,»  que  no 
puede  interponerse  en  esta  causa,  porque  no  e$  caso  de 
jurisdicción  originaria  y  exclusiva. 

No  siendo  los  que  el  señor  Procurador  General  ha  inter- 
puesto, ninguno  de  los  que  ban  sido  enumerados  como 
únicos  legales,  resultan  inadmisibles  todos  ellos,  como  con* 
secuencia  necesaria  de  disposiciones  espresas  y  tan  claras 
que  no  dejan  lugar  á  duda  alguna. 

El  señor  Procurador  General  teme  que,  no  habiendo  re- 
cursos para  correjir  dos  errores  que  cometa  la  Corte, 
porque,  compuesta  de  hombres,  los  ha  de  cometer,»  se 
convierta  ella  en  cun  poder  arbitrario  que  pueda  destruir 
impunemente  la  forma  de  proceder  en  los  juicios,  y  sobre- 
ponerse á  las  leyes,  sin  que  nadie  la  pueda  contener,» 
asegurando  que  « poder  tal  no  puede  ni  debe  existir  en  un 
gobierno  civilizado  y  democrático,»  llamando  cteoria  de 
sumisión  estúpida»  á  la  doctrina  que  niega  la  existencia  de 
esos  recursos,  y  pretendiendo  que  ella  importa  abogar  en 
favor  de  la  injusticia. 

La  exajeracion  del  tenor  y  del  lenguaje  usado  para  es- 
presarlo, le  darian  el  carácter  de  una  vana  declamación, 
si  no  partiese  de  un  alto  funcionario,  de  un  miembro  de 
la  Corte  misma,  por  consideración  al  cual  consiente  esta 
en  atender  á  ideas  y  palabras  de  que  no  se  cuidaría  en 
otro  caso,  porque  la  misma  pasión  que  las  inspira,  las  torna 
inofensivas  para  la  autoridad  constitucional  de  que  la  Corte 
está  investida,  y  para  el  decoro  de  las  personas  á  quienes 
ellas  se  dirijen. 

Un  c poder  arbitrario»  no  debe,  en  verdad,  existir  en 
gobierno  alguno  civilizado,  sea  su  forma  cual  fuere.  Pero, 
ni  la  falta  de  recursos  legales  para  correjir  los  errores  que 
pudiera  cometer  la  Corte,  harán  de  ella  cun  poder  arbi- 
trario,» ni  reconocer   que,  según  las   leyes  vigentes,   no 
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los  hay,  es  abogar  en  favor  de  la  injusticia  y  sostener  da 
teoría  de  la  sumisión  estúpida.» 

Si  para  el  señor  Procurador  no  tienen  valor  alguno,  como 
garantía  del  derecho,  las  precauciones  que  la  Constitución 
ha  establecido,  á.  fin  de  que  la  Corte  sea  compuesta  por 
personas  esperimentadas  y  honorables ;  si  ninguna  impor- 
tancia atribuye  á  la  inamovilidad  de  sus  empleos,  que  los 
hace  tan  independientes  de  las  exij^ncias  del  poder  como 
de  las  pasiones  de  los  partidos;  si  tampoco  le  atribuye  al 
sentimiento  del  deber,  que  no  puede  suponer  en  ellos 
menos  fuerte  que  en  otro  hombre  cualquiera ;  si  cree  que 
nada  significa  para  ellos  la  estimación  que  la  opinión  de  los 
demás  solo  dispensa  á  los  jueces  honrados  y  leales;  si 
piensa  que  los  miembros  del  Tribunal  de  que  él  mismo 
forma  parte,  son  los  neeios  é  ignorantes  de  que  habla  la  ley 
de  partida  que  ha  citado ;  si  cree  que  los  reglas  de  crite- 
rio que  han  fijado  tas  leyes,  y  el  hábito  de  entenderlas  y 
aplicarlas  que  han  contraido  én  una  larga  práctica  profe- 
sional, no  tienen  valor  alguno  para  impedir  la  arbitrariedad 
de  los  Jueces  y  la  supresión  de  las  leyes ;  si  todo  eso,  que 
los  mejores  espositores  consideran  como  garantías  eficaces, 
no  es  bastante  en  su  opinión,  su  espíritu  alarmado  puede 
tranquilizarse;  todavía  los  jueces  son  responsables  en  la 
forma  y  en  los  casos  que  la  Constitución  ha  previsto. 

Un  tribunal,  á  que  se  fijan  reglas  de  criterio  y  á  que  se 
hace  responsable,  no  será  nunca,  no  podrá  ser,  aunque  quie« 
ra,  un  Tribunal  arbitrario.  El  Poder  Judicial,  por  su  natura- 
leza, no  puede  ser  jamás  el  poder  invasor,  el  poder  peligroso, 
que  comprometa  la  subsistencia  de  las  leyes  y  la  verdad  de 
las  garantías,  que  tiene  por  misión  hacer  efectivas  y  ampa- 
rar. 

La  Corte  Suprema  es  el  Tribunal  en  último  resorte  para 
todos  los  asuntos  contenciosos  en  que  se  le  ha  dado  jurisdio- 
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gíod,  como  pertenecientes  al  Poder  Judicial  de  la  Nación.  Sus 
decisiones  son  finales.  Ningún  Tribunal  las  puede  revocar. 
Representa,  en  la  esfera  de  sus  atribuciones,  la  soberanía  na- 
cional, y  es  tan  independiente  en  su  ejercicio,  como  el  Con- 
greso en  su  potestad  de  legislar,  y  como  el  Poder  Ejecutivo 
en  el  desempeño  de  sus  funciones.  De  sus  fallos  no  hay  re- 
curso alguno,  á  escepcion  del  de  revisión,  interpuesto  ante 
ella  en  los  casos  de  jurisdicción  orijinaria  y  esclusiva. 

Esta  es  la  doctrina  de  la  Constitución,  la  doctrina  de  la 
Ley,  y  la  que  está  en  la  naturaleza  de  las  cosas.  Y  es  un  he- 
cho singular  en  esta  causa^  que  la  autoridad  moral  de  la 
Corte  y  su  poder  legal  sean  desconocidos,  por  primera  vez 
desde  su  instalación,  precisamente  por  el  mismo  alto  funcio- 
nario,  que  ejerciendo  el  Ministerio  públicOi  está  encargado  de 
defenderlos. 

¿Ante  quién  se  interpondría  los  recursos  centrales  fallos 
de  la  Suprema  Corte  ?  La  Constitución  no  ha  creado  tribu- 
nal alguno  que  le  sea  superior,  y  es  por  eso  que  el  articulo 
noventa  y  cuatro  la  denomina  Suprema. 

No  habiéndolo  creado  la  Constitución,  no  puede  crearlo 
la  ley,  porque  su  jurisdicción  y  sus  atribuciones  tienen  orijen 
en  la  ley  suprema  á  que  están  subordinados  todos  los  actos 
de  los  poderes  públicos,  y  la  ley  ordinaria  no  la  puede  amen- 
guar ni  suprimir. 

¿  Se  interpondría  los  recursos  para  ante  ella  misma,  como 
se  hace  eq  el  de  revisión  en  los  casos  de  jurisdicción  orijina* 
ria  y  esclusiva,  y  como  lo  hace  el  señor  Procurador  General 
en  esta  causa  ? 

Es  preciso  confiar  mucho  en  la  pureza  de  los  miembros  de 
la  Corte,  en.  su  amor  á  la  justicia,  en  su  solicitud  por  la 
verdad,  en  la  superioridad  de  espíritu  que  alejara  de  ellos 
€  las  debilidades  del  amor  propio  >,  para  reconocerlos  capa- 
ces de  enmendar  su  propio  error. 
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Tanta  confianza  implica  conlradiceion  entonces  con  el 
temor  de  que  la  Corte  se  convierta  en  cun  poder  arbitrario », 
'.  conculcador  del  derecho,  supresor  de  las  leyes,  que  cubrién-* 
dose  con  <  la  teoría  déla  sumisión  estúpida  >,  ponga  en  pe- 
ligro la  justicia,  comprometa  la  verdad  y  atente  contra  las 
bases  de  un  cgobierno  civilizado  y  democrático.  > 

Ella  puede  cometer  errores.  Sus  miembros  no  tienen  la 
pretencion  de  hallarse  investidos  con  el  divino  don  de  la  in- 
falibilidad. Pero,  cualquier  tribunal  á  que  se  invista  con 
la  facultad  de  juzgar  en  último  resorte,  ha  de  hallarse  en  la 
misma  situación,  porque  no  puede  concebirse  tribunal  al- 
guno que  no  haya  de  ser  desempeñado  por  hombres. 

De  manera  que,  si  para  escapar  al  peligro  del  error  posi- 
ble hubiera  de  concederse  recurso  de  las  decisiones  de  la 
Corte,  para  escapar  á  idéntico  peligro,  habria  que  conceder 
recurso  de  las  decisiones  del  tribunal  que  pudiera  revocar 
las  decisiones  de  la  Corte,  y  de  este  á  otro  por  igual  razón, 
estableciendo  una  serie  que  jamás  terminaría  porque  jamás 
podría  hallarse  un  Tribunal  en  que  no  fuera  posible  el  error. 

Habria  que  establecer,  por  consiguiente,  la  eterna  incer- 
tidumbre  del  derecho  con  la  impotencia  de  los  poderes  so- 
ciales para  poner  fin  á  los  pleitos ;  y  por  temor  de  un  peli- 
gro posible  se  caeria  en  un  peligro  cierto,  y  sin  duda  alguna 
mas  grave,  de  una  permanente  anarquía. 

Por  eso  la  existencia  de  un  tribunal  que,  aunque  com- 
puesto por  hombres  y  susceptible  de  error,  ponga  por  sus 
sentencias  término  á  los  litigios^de  un  Tribunal  de  cuyas  de- 
cisiones no  haya  recurso  alguno  legal,  ha  sido  la  doctrina  de 
la  humanidad  en  todos  los  tiempos,  en  todas  las  latitudes,  en 
todos  los  grados  de  cultura,  y  en  todas  las  formas  de  gobier- 
no. 

En  la  hipótesis  de  que  no  existieran  las  disposiciones  le- 
gales mencionadas  antes,  que  desautorizan  los  recursos  in- 
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tentados  por  el  señor  Procurador,  resta  ver  todavía,  si,  al 
intentarlos,  ha  sido  bien  apreciada  por  él  la  importancia  de 
los  hechos  y  bien  aplicadas  las  leyes  en  que  se  pretende 
fundarlos. 

El  primero  es  el  de  nulidad  por  supresión  de  formas  sustan- 
ciales en  el  procedimiento. 

Es  efectivo  que,  en  el  que  precedió  al  fallo  de  foja  ochenta 
y  dos,  se  padeció  un  error,  conociendo,  sin  sustanciar  la 
instancia,  del  recurso  que  habla  sido  concedido  libremente. 
.  El  oríjen  de  ese  error  está  esplicado  en  el  certificado  espe- 
dido por  el  secretario  á  foja  doscientas  veintidós  vuelta. 

El  secretario,  leyendo  equivocadamente  las  últimas  pala- 
bras del  oficio  corriente  á  foja  cincuenta  y  una,  creyó  que 
la  apelación  habia  sido  concedida  en  relación^  y  después  de 
vencido  el  término  del  emplazamiento,  dio  cuenta  en  el 
acuerdo,  conforme  á  lo  prescrito  en  el  artículo  doscientos 
veintiséis  de  la  ley  de  procedimientos. 

La  Corte  mandó  pasar  al  Relator  los  autos,  señalando  des- 
pués dia  para  la  vista,  como  en  el  mismo  articulo  se  orde- 
na. 

La  primera  providencia  fué  notificada  al  señor  Procurador 
á  foja  cincuenta  y  dos  y  la  segunda  á  foja  cincuenta  y  tres, 
sin  que  él  hiciera  observación  alguna  en  una  ni  otra  oca- 
sión. 

El  esplica  su  silencio  diciendo  á  foja  ciento  treinta  y 
siete  que  <  supuso  y  debió  creer  que  se  trataba  de  la  apela- 
ción de  algún  auto  interlocutorio  que  habia  venido  á  la 
Corte  en  relación,  >  estrañando  que  no  se  le  diera  vista  para 
que  pidiera  lo  que  correspondia  á  los  intereses  públicos. 

La  palabra  debió  esta  usada  con  imprdpiedad  por  el  señor 
Procurador,  porque  manifiesta  una  consecuencia  deducida 
por  él,  que  ningún  antecedente  le  autorizaba  á  deducir  lóji- 
camentd. 
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Lia  Górte  da  vista  al  señor  Procurador  cuandb  desea  oir 
su  opinión  para  mejor  proveer,  usando  de  una  facultad  que  le 
confiere  la  ley,  pero  sin  que  ese  trámite  le  esté  impuesto 
por  disposición  alguna  que  le  haga  necesario. 

En  los  demás  casos  en  que  él  interviene,  y  que  tienen 
una  tramitación  establecida,  la  Corte  no  le  da  vista  para  que 
acuse  rebeldía,  cuando  es  el  apelado,  como  no  le  da  vista 
para  que  mejore  el  recurso,  cuando  es  el  apelante. 

A  él  corresponde  computar  los  términos,  mejorar  los  re- 
cursos, acusar  las  rebeldías,  sin  advertencia  alguna  de  parte 
del  Tribunal,  y  á  él  corresponde  examinar  los  autos  que 
están  siempre  á  su  disposición  en  la  Secretaría,  y  averiguar 
la  forma  en  que  vienen  otorgados  los  recursos,  en  las  causas 
en  que  tiene  intervención. 

Del  antecedente  de  que  no  se  le  habia  conferido  vista  no 
debió,  pues,  deducir  la  consecuencia  de  que  se  trataba  de  un 
auto  interlocutorio.  Y  no  debió  tampoco  deducir  la  del  ante- 
cedente de  que  el  recurso  apareciese  como  concedido  en 
relación^  porque  el  recurso  se  otorga  en  esa  forma  no  solo  de 
autos  interlocutorios,  sino  también  de  muchas  sentencias 
definitivas,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos 
y  veinticinco  de  la  ley  de  procedimientos. 

Y  tanto  menos  debió  incurrir  el  señor  Procurador  en  la 
equivocada  deducción  que  hizo,  cuanto  que  el  negocio  nuevo 
para  la  Corte,  era  conocido  para  él,  que  habia  dado  ante 
el  Poder  Ejecutivo  los  dictámenes  que  se  registran  en  copia 
á  fojas  diez  y  nueve  vuelta,  y  veintiuna  vuelta,  y  debió  por 
ese  conocimiento  anticipado  que  tenia,  prestar  atención  á 
un  negocio  de  cuya  importancia  estaba  ya  habilitado  para 
juzgar. 

No  habiéndose  visto  la  causa  en  el  dia  señalado,  se 
designó  otro  para  la  vista  á  fojas  cincuenta  y  tres  vuelta, 
y  esa  providencia,  lo  mismo  que  la  que  se  dictó  á  foja 
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cincuenta  y  cuatro,  ordenando  que  el  administrador  de  ren- 
tas del  Rosario  informara  sobre  los  puntos  que  allí  se  de- 
terminan, no  pudo  ser  notificada  al  señor  Procurador  Ge- 
neral,  por  haberse  ausentado  en  desempeño  de  una  comisión 
del  Poder  Ejecutivo,  ajena  á  su  ministerio,  y  dejando  sin 
representación  los  negocios  que  corren  á  su  cargo. 

Pero,  habiéndose  pedido  por  el  administrador  de  rentas 
para  evacuar  el  informe,  que  se  le  remitiese  copia  lega- 
lizada de  la  nota  que  borre  á  foja  cinco,  á  foja  cincuenta 
y  siete  vuelta,  fué  notificado  el  señor  Procurador  del  decreto 
en  que  la  Corte  mandó  que  la  copia  se  remitiese  por  Se- 
cretaría. 

En  esa  ocasión,  también,  el  señor  Procurador  guardó  si- 
lencio. 

Evacuado  el  informe,  no  teniendo  la  Corte  motivo  para 
sospechar  que  el  secretario  se  hubiese  equivocado  al  dar 
cuenta  sobre  la  forma  en  que  habia  sido  otorgado  el  re- 
curso, pues  nada  habia  observado  á  su  respecto  el  señor 
Procurador  de  quien  éla  obligación  haber  reclamado  en 
tiempo  la  reposición  del  error  cometido  en  autos  interlo- 
cutorios,  ninguno  de  los  miembros  de  la  Corte  creyó  ne- 
cesario examinar  el  escrito  de  apelación,  el  decreto  sub* 
siguiente,  y  el  oficio  de  remisión;  y  preocupándose  solo 
de  lo  que  era  fundamental  en  la  causa,  después  de  bien 
estudiados  los  hechos  y  el  derecho  relativos,  se  pronunció 
el  fallo  de  foja  ochenta  y  dos,  que  fué  notificado  al  Se- 
ñor Procurador  á  foja  noventa  y  una  vuelta,  sin  que  esa  ves 
tampoco  hiciera  observación  alguna,  á  pesar  de  que  ya 
no  pudo  suponer  entonces  que  se  trataba  de  c  un  auto 
interlocutorio  venido  á  la  corte  en  relación  »  pues  estaba 
viendo  que  se  trataba  de  un  fallo  definitivo,  en  causa  que 
le  era  conocida,  y  contra  el  cual  debía  interponer  sin 
demora   los  jrecursos  que  conceptuase  legales,  si  creía, 
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como  con  tanto  vigor  lo  dice  ahora ,  que,  á  pesar  de 
lo  dispuesto  en  el  articulo  diez  de  la  ley  de  diez  y  seis 
de  Octubre  de  mil  ocbocientos  sesenta  y  dos,  y  el  artículo 
cuarto  de  la  de  jurisdicción  y  competencia,  hay  recursos  que 
pueda  denominarse  legales,  4}ontra  los  fallos  pronunciados 
por  la  Corte  en  grado   de  apelación. 

Producidos  los  hechos  de  este  modo,  ¿  cuál  es  la  impor- 
tancia jurídica  que  tienen? 

La  mejora  del  recurso,  la  espresion  de  agravios,  y  la 
contestación  del  apelado,  son  trámites  que»  no  deben  vo* 
luntariamente  suprimirse,  cuando  la  apelación  ha  sido 
concedida  libremente.  Pero  no  son  trámites  esenciales. 

Si  lo  fueran,  seria  una  monstruosidad  y  una  inconse- 
cuencia de  la  ley,  la  forma  de  los  recursos  en  relación] 
porque,  en  esta  forma,  no  hay  mejora,  ni  espresion  de 
agravios,  ni  contestación  del  apelado ;  de  modo  que 
resultarla  suprimido  por  disposición  espresa  de  la  ley,  lo 
que,  reputándose  esencial,  no  podría  suprimirse  sin  que 
la  ley  be  pusiera  en  contradicción 'consigo  misma. 

No  son  sustanciales,  porque,  aun  suprimidos,  no  quedan 
los  litigantes  privados  del  derecho  y  de  los  medios  de 
defensa,  pudiendo  por  sí  imismos,  sus  representantes  ó  sus 
abogados,  informar  in  voce  al  tiempo  de  la  vista  de  la  causa, 
ó  escribir  en  derecho,  con  venia  de  la  Corte,  cuando  ajui- 
cio de  esta,  sean  muy  arduas  las  cuestiones  jurídicas  que 
se  debate,  conforme  al  artículo  doscientos  diez  y  ocho  de 
la  ley  de   procedimientos. 

Si  no  son  esenciales,  su  omisión,  por  mas  que  deba 
siempre  evitarse,  no  produce  la  nulidad  de  la  instanciai 
cuando    se  ha  incurrido  en  ella  por  error. 

Y  en  todo  caso  produciría  una  nulidad  relativa,  cubierta 
y  reparada  por  el  consentimiento,  tácito^  ó  espreso,  de 
las  partes ;  siendo  uno  de  los  hechos  que  suponen  censen- 
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timiento  tácito,  él  de  no  haberse  pedido  en  oportunidad  la 
reparación  del  error  en  el  procedimiento. 

Por  eso  es  que  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  en  España 
que,  junto  con  la  de  enjuiciamiento  para  los  negocios  y  causas 
de  comercio,  sirvió  de  modelo  á  la  de  procedimientos  nacio- 
nales, dispone  en  el  articulo  mil  diez  y  nueve  que:  cPara  que 
los  recursos  fundados  en  las  causas  espresadas  en  el  artículo 
mil  trece,  puedan  ser  admitidos,  es  indispensable  que  se 
haya  reclamado  la  subsanacion  de  la  falta  en  la  instancia  en 
que  se  haya  cometido,  y  en  la  siguiente  si  ha  sido  en  la  pri- 
mera, >  y  por  eso,  en  el  proyecto  de  ley  de  enjuiciamiento 
civil  para  la  Provincia  de  Buenos  Ayres,  á  que  han  servido 
de  base  la  ley  de  procedimientos  nacional,  las  dos  leyes  Espa- 
ñolas que  acaba  de  citarse,  y  el  Código  Francés  de  procedió 
mientes,  como  lo  espresa  su  autor  en  nota  oficial  de  prime- 
ro de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  se  establece 
en  el  articulo  doscientos  cuarenta  y  cuatro,  que:  «La  nulidad 
por  defecto  de  procedimiento  quedará  subsanada,  siempre 
que  no  se  reclame  la  reparación  de  aquellos,  en  la  misma 
instancia  en  que  se  hayan  cometido. 

Por  último,  la  ley  diez,  título  diez  y  siete,  libro  cuarto, 
R.  G.  que  un  distinguido  Jurisconsulto  Argentino  ha  llamado 
con  razón  ley  de  verdad  y  buena  fé^  dispone  que  sean  válidas 
las  sentencias,  aunque  falten  algunas  de  las  solemnidades 
y  sustancias  de  la  orden  de  los  juicios,  siempre  que  conste 
}o  que  c  el  demandador  entendió  demandar,  ó  el  acusador 
«pedir,  seyendo  hallada  la  verdad  del  fecho  por  el  proceso,  en 
«cualquier  de  las  instancias  que  se  viere, »  y  autoriza  á  los 
Jueces  «  que  conocieren  délos  pleitos  »  para  que  <  los  de- 
c  terminen  y  juzguen  según  la  verdad  que  hallaren  probada 
c  en  tales  pleytos  »  declarando  sus  sentencias  «  valederas». 

De  modo  que  el  silencio  guardado  por  el  Sr.  Procurador 
durante  el  procedimiento  de  que  se  queja  ahora,  su  omisión 
T.  in.  12 
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en  pedir  con  oportunidad  la  reparación  dnl  detecto  en  que  se 
habla  incurrido,  obslarian  siempre  á  que  pudiera  ser  admiti- 
do su  recurso  por  faltas  en  el  procodimiento,  que  él  reputa 
sustanciales,  y  que  en  realidad  no  lo  son. 

El  segundo  recurso  es  el  beneficio  de  restitución  in  inte' 
gruta  que  concedia  al  Fisco  la  legislación  antigua,  y  que, 
según  la  ley  diez,  titulo  diez  y  nueve,  partida  sexta,  citada 
por  el  Procurador,  era  el  mismo  otorgado  á  los  menores  por 
la  primera  ley  de  ese  título  y  partida. 

Para  los  menores,  el  beneficio  ba  sido  suprimido  por  el 
Código  Civil  Argentino. 

La  razón  capital,  espuesta  por  el  autor  en  la  nota  oficial, 
que  el  señor  Procurador  llama  carta^  con  que  presentó  al 
señor  Ministro  de  Justicia  el  primer  libro,  no  es  la  que  con- 
tienen las  palabras  que  el  señor  Procurador  transcribe  á 
foja  ciento  noventa  y  seis  y  vuelta. 

La  razón  capital,  espuesta  allí,  tiene  mas  alta  filo- 
sofía. 

«  He  suprimido,  dice  el  Dr.  Velez  Sarsfield,  el  beneficio  de 
restitución  in  integrum  de  los  menores,  que  se  halla  quitado 
en  muchos  de  los  Códigos  moderónos.  >  t  La  sociedad  debe, 
en  efecto,  cuidado  y  protección  á  los  incapaces  de  gobernar 
sus  personas  y  bienes  ;  pero  no  les  debe  privilegios,  y  menos 
privilegios  de  fatales  consecuencias  para  los  derechos  de  otras 
personas.  > 

Suprimido  el  beneficio  para  los  menores,  queda  virtual  y 
lógicamente  suprimido  para  el  Fisco:  primero,  porque  sien- 
do oí  beneficio  del  Fisco  la  imitación  del  concedido  á  los 
menores,  debe  cesar  la  imitación  cuando  desaparece  el  objeto 
que  se  imita  ;  segundo,  porque  á  uno  y  otro  comprende  la 
razón  de  la  supresión  :  la  ley  <  debe  protección,  pero  no 
debe  privilegios  y  menos  privilegios  de  fatales  consecuen- 
cias para  los  derechos  de  otras  personas.  > 
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Suprimido  para  loa  contratoa,  queda  virtual  y  lójicamente 
auprimido  para  los  juioios,  porque,  para  juicios  y  contratos, 
se  concedía  por  idéntica  razón,  y  porque  es  ostensiva  á  jui- 
cios y  contratos  la  riazon  capital  que  lo  suprime. 

Aun  sin  esa  esposicion,  hecha  por  el  autor  de)  Código,  que 
68  UD  elemento  para  su  inteligencia  y  comentario,  el  benefl- 
cio  de  la  restitución  in  integrum  habría  dejado  de  existir,  por 
la  sola  circunstancia  de  no  hallarse  entre  sus  disposiciones 
ninguna  que  lo  otorgue ;  porque,  siendo  un  privilegio  del 
derecho  civil,  que  debia  su  existencia  á  la  ley  civil  única- 
mente, era  necesario  para  conservarlo,  después  de  la  sanción 
del  Código,  que  un  artículo  espreso  lo  hubiera  mantenido, 
con  tanta  mas  razón  cuanto  que  el  artículo  veintidós  del  pri* 
mer  título  preliminar  establece  que  cío  que  no  está  dicho 
eaplicita  ó  implícitamente  en  ningún  articulo  del  Código  no 
puede  tener  fuerza  de  ley  en  derecho  civil,  aunque  anterior- 
mente uDa  disposición  semejante  hubiera  estado  en  vigor, 
sea  por  una  ley  general,  sea  por  una,  ley  especial  ;>  el  artí* 
culo  doce,  titulo  primero,  sección  primera,  libro  primero, 
que  c  respecto  de  los  terceros,  los  establecimientos  y  corpo- 
raciones con  el  carácter  de  personas  jurídicas  (entre  las  que 
se  cuenta  el  Estado,  según  el  articulo  cuarto,  gozan  en  gene- 
ral de  lés  mUmos  derechos  que  los  simples  particulares  para.... 
intentar  en  la  medida  de  su  capacidad  de  derecho,  acciones 
civiles  ó  criminales,  >  y  á  pesar  de  que  el  señor  Procurador 
añrma  quo  €  el  Código  Civil  no  dice  una  palabra  de  esto  en 
sus  disposiciones,  >  el  artículo  octavo,  titulo  segundo, 
sección  y  libro  citado,  suprime  la  restitución  para  los  me- 
nores con  estas  bien  esplícitas  palabras...  c  sin  que  se  les 
ooQcedja  el  beneficio  de  restitución,  ni  ningún  otro  beneficio 
ó  privilegio.  > 

Bajo  el  imperio  de  la  legislación  antigua,  el  menor  tenia 
restitución    c  non  tumquam  minora  sed  tamquam  1(Bsus  >• 
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Necesitaba  probar,  conforme  á  la  ley  seis,  titulo  diez  y  nueve, 
partida  sexta,  dos  estremos,  —  la  menor  edad,  y  et  daño  ó 
menoscabo. 

El  Fisco,  pues,  cuyo  beneñcio  era  igual  al  xlel  menor,  no 
seria  restituido  c  tamquam  fiscus,  sed  tamquam  Itutis  > ,  y 
necesitaria,  por  consiguiente,  probar  que  babia  sido  perjudi- 
cado por  la  sentencia. 

El  perjuicio  no  resultaría  probado  por  el  hecho  niateriai 
de  que  le  hubiera  sido  contraria  la  sentencia,  porque  los  mas 
decididos  partidarios  del  privilejio  no  podrían  llegar  hasta  el 
punto  de  sostener,  que  todo  pleito  del  Fisco  debía  senten- 
ciarse á  su  favor,  aunque  lo  sostuviera  sin  justicia,  y  que,  no 
siéndolo,  debia  la  sentencia  restituirse. 

Para  probar  el  daño  seria,  por  tanto,  necesario  demostrar 
que  la  sentencia  le  era  contraría  sin  razón,  en  otros  térmi- 
nos, que  la  sentencia  era  injusta. 

¿  Cuál  eS|  en  último  resultado,  la  pretencion  del  Fisco  ? 
¿  Cuál  es  la  resolución  pronunciada  por  la  Corte  ? 

La  pretencion  del  Fisco  es  pagarse  con  los  efectos  que  D. 
Manuel  Ocampo  reclama  como  suyos,  lo  que  le  adeuda  D. 

m 

Gáríos  M.  Palacios. 

La  resolución  pronunciada  por  la  Corte,  es  que  si  los 
efectos  reclamados  son  realmente  de  Ocampo,  el  Fisco  no 
puede  pagarse  con  ellos  de  lo  que  no  le  adeuda  Ocampo  sino 
otro.  Y  la  justicia  de  esta  resolución  es  perceptible  para  la 
conciencia  recta  de  cualquier  hombre  de  buen  sentido,  sin 
necesidad  de  que  sea  jurisconsulto. 

De  manera  que,  aun  bajo  el  imperio  de  la  legislación  anti- 
gua, el  recurso  de  restitución  se  confundiría  en  cierto  modo 
con  el  de  injusticia,  que  será  mas  adelante  examinado,  com- 
pletándose allí  la  demostración  de  que,  aun  bajo  el  imperío  de 
la  lejislacion  antigua,  sería  tal  recurso  inadmisible  en  esta 
causa. 
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Lo  seria  también,  porque,  según  la  ley  once,  titulo  diez  y 
siete,  libro  cuarto,  R.  C,  de  las  sentencias  de  que  no  se  pe- 
dia suplicar,  no  se  podía  tampoco  pedir  restitución,  ni  por 
los  menores,  universidades  y  demás  personas  privilejiadas, 
ni  por  los  mayores,  en  los  casos  en  que,  según  derecho,  la 
podian  pedir  por  justas  causas,  de  modo  que  por  la  restitución 
no  pudiera  volverse  á  c  mover,  suscitar,  ni  tratar  los  pleitos 
que  por  las  dichas  sentencias  hubieren  quedado  y  quedaren 
acabados.  > 

El  tercer  recurso  es  el  de  nulidad  por  injusticia  notoria. 

Al  intentarlo,  ha  olvidado  el  señor  Procurador  lo  que  dis- 
pone la  ley  cuatro,  titulo  diez  y  siete,  libro  cuatro,  R.  C,  que 
conviene  aquí  recordar  :  c  Ordenamos  y  mandamos,  que  en 
todos  y  cualesquier  negocios  en  que,  conforme  á  las  leyes  de 
estos  Reynos,  de  las  sentencias  dadas  por  los  del  nuestro  Con- 
sejo y  oidores^  délas  nuestras  Audiencias  no  ha  lugar  suplica- 
ción, se  entienda  así  mismo,  no  haber  \\igSíT  alegarse  ni  opo- 
nerse denulidad,  aunque  se  diga  y  alegue  ser  de  incompetencia 
ó  de  defecto  de  jurisdicción  ó  que  de  ella  notoriamente 
conste  del  proceso  y  autos  del,  ó  en  otra  cualquier  manera.  > 

Esa  disposición  impide  el  ejercicio  del  recurso,  sea  que 
se  intente  como  acción  sea  como  escepcion.  La  acción  se 
alega.  La  escepcion  se  opone.  Y  empleando  la  ley  los  dos 
vocablos  alegarse  ni  oponerse,  ha  comprendido  claramente 
la  acción  y  la  escepcion. 

Y  como  si  eso  no  fuese  bastante  espreso  todavía,  la  misma 
ley  agrega <  ni  para  impedir  la  ejecución  de  las  tales  sen- 
tencias, ni  para  que  después  de  ejecutadas,  se  pueda  tornar 
al  pldyto  :  y  que  por  las  dichas  sentencias  se  entiendan  ser 
acabados  y  feneseidos  los  dichos  pleytoSy  sin  que  se  puedan  tor- 
nar á  movar^  ni  suscitar^  ni  tratar  en  manera  alguna. 

Olvídese  por  iin  instante  la  existencia  de  esa  ley, y  se  verá 
así  mismo  que,  á  pesar  de  los  esfoftsados  califl «cativos  que 
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emplea  él  señor  Procurador,  las  imputaciones  q^je  hace  en 
este  recurso,  son  de  todo  punto  infundadas.  La  Corte  se  com- 
place en  ese  estudio,  que  la  pone  'cn  presencia  de  la  opi- 
nión, c  fuerza  viva  de  que  la  sociedad  no  se  desprende  al 
€  delegar  en  los  Poderes  Públicos  el  ejercicio  de  su  sebera* 
<  nía,  >  como  en  otra  ocasión  lo  ha  dicho  ya. 

Los  motivos  porque  el  señor  Procurador  reputa  nula, 
como  notoriamente  injusta,  la  sentencia  del  veinte  y  siete 
de  Junio,  que  corre  á  foja  ochenta  y  dos,  son : 

«  Por  haber  violado  la  cosa  juzg;ada  y  revocado  una  sen- 
tencia ejecutorirda.  » 

c  Porque  está  fundada  en  hechos  falsos.  > 

<  Porque  es  contradictoria  en  sus  términos.  > 

c  Porque  es  inejecutable,  i 

Para  sostener  su  primera  afirmación  el  señor  Procurador, 
olvidando  que  la  ley  veinticuatro  f.f.  de  leg.  ha  dicho  indr 
vile  eH  ni$i  tota  lege  perspecta...  judieare  vel  rupondere^ 
ha  citado,  omitiendo  una  frase  sustancial,  el  articulo  dos* 
cientos  y  catorce  de  la  ley  de  procedimientos,  y  aunque 
Don  Manuel  Ocampo  le  ha  recordado  en  el  escrito  de  toja 
ciento  cincuenta  y  tres  la  frase  fundamental  omitida,  el 
señor  Procurador  Jeneral  ha  insistido  en  su  omisión,  al 
citar  aquel  articulo  de  nuevo  á  foja  ciento  noventa  y  dos 
vuelta. 

La  Corte,  que  debe  juzgar  tota  lege  perspecta^  restable- 
cerá la  integridad  del  artículo  citado  truncamente,  y  esto 
bastará  para  poner  de  bulto  el  error  del    señora  Procurador. 

Literalmente  dice  ese  articulo  así :  .  c  Si  el  apelante  no 
mejorare  el  recurso  en  el  término  señalado,  se  declarará 
desierta  la  apelación,  y  la  sentencia  consentida,  á  la  pri^ 
mera  rebeldía  que  le  acusase  el  apelado .  • .  •  > 

La  apelación  no  queda,  pues,  desierta  y  la  sentencia  con- 
sentida por  solo   el  ministerio  de  la  ley,   como  el  señor 
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Procurador  pretende ;  no  queda  desierta  y  la  sentencia  con- 
sentida, sino  por  la  declaración  que  debe  hacer  el  tribunal 
á  la  primera  rebeldía  que  acusase  el  apelado. 

Esta  es  la  signiñcacion  clara  de  la  ley,  y  la  única  inter- 
pretación sincera  que  se  le  pueda  dar. 

Se  ha  recordado  antes  que  la  ley  de  enjuiciamiento  civil 
en  España  junto  con  la  de  enjuiciamiento  para  los  negocios 
y  causas  de  comercio,  sirvió  de  modelo  á  la  de  Procedi- 
mientos nacional. 

El  testo  de  esas  leyes  hace,  por  consiguiente,  autoridad, 
para  esclarecer  las  dudas  que  pudieran  surjir  del  testo  de 
la  nuestra. 

El  artículo  cuatrociento  y  uno  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento para  causas  de  comercio,  requiere,  como  el  dos- 
cientos y  catorce  de  la  ley  nacional,  que  se  acuse  rebeldía 
para  que  se  declare  la  apelación  desierta ;  el  ochocientos 
treinta  y  ocho  de  la  de  enjuiciamiento  civil,  dispone  que 
c  si  el  apelante  no  hubiere  comparecido  dentro  del  término 
del  emplazamiento,  á  la  prhnera  rebeldía  que  acuse  el  apelado 
se  declarará  desierto  el  recurso : »  el  ochocientos  treinta 
y  nueve,  que  si  ni  el  apelado  ni  el  apelante  comparecieren, 
en  cualquier  tiempo  en  que  este  se  presente,  continuará 
la  sustanciacion  de  la  instancia ;  el  mil  setenta  y  ocho  c  si 
no  se  presentare  el  apelante,  transcurrido  que  sea  el  tér- 
mino del  emplazamiento  y  acusada  una  rebeldía ^  se  declarará 
desierta  la  apelación  :  »  y  el  mil  setenta  y  nueve  sino  se 
acusare  rebeldía,  cualquiera  que  sea  el  tiempo  en  que  se 
persone  el  apelante,  seguirá  la  sustanciacion  del  recurso.  » 

No  habiéndose  acusado  rebeldía  por  el  señor  Procurador 
no  estaba  desierta  la  apelación  interpuesta  por  Don  Manuel 
Ocampo,  no  estaba  consentida  la  sentencia  de  que  se  ha- 
bía interpuesto  el  recurso :  aun  hoy  mismo,  sí  pudiera  anu- 
larse y  hubiese  razón  para  anular  el  fallo  de  la  Corte,  cor- 
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riente  á  foja  ochenta  y  dos,  estarla  aquel  recurso  subsis- 
tente, y  Ocampo  habilitado  para  mejorarlo  antes  de  que  el 
señor  Procurador  le  acusase  rebeldia,  debiendo,  si  así  lo 
haciii,  serle  admitida  la  mejora  y  continuada  la  instancia. 
No  hay,  en  consecuencia,  cosa  juzgada  cuya  fuerza  haya 
sido  violada  por  el  (alio  de  la  Corte ;  no  hay  sentencia  eje- 
cutoriada que  haya  sidu  revocada.  Esta  afirmación  del  se- 
ñor Procurador  no  puede  sostenerse  en  presencia  del  arti- 
culo doscientos  catorce  de  la  ley  de  procedimientos,  una 
vez  restablecida  la  frase  sustancial  que  él  habia  suprimido 
al  invocarlo. 

Y  tan  inseguras  se  muestran  las  ideas  del  señor  Procu* 
rador  á  este  respecto,  á  pesar  de  la  firmeza  de  expresión 
que  emplea  para  anunciarlas,  que  á  foja  ciento  cincuenta 
y  cuatro  vuelta  pide  que  :  restituyéndose  c  la  causa  al  es- 
tado que  tenia  el  veintiséis  de  Junio  >  (el  dia  antes  de  pro* 
nunciarse  el  íallo  de  la  Corte),  se  le  dé  c  vista  para  pedir 
lo  que  corresponda  con  arreglo  á  derecho.  > 

Si  la  sentencia  del  Juzgado  de  Sección  que  fué  revocada 
por  la  Corte,  estuviese  ejecutoriada,  como  lo  supone  el  se- 
ñor Procurador,  no  habría  cosa  alguna  que  pedir  sino  la 
devolución  de  los  autos,  para  que  se  diera  ejecución,  y  el 
señor  Procurador  habría  podido  pedirla  desde  ahora,  sin 
necesidad  de  que  se  le  dé  c  vista  >  para  hacer  tan  sencilla 
petición. 

Si  aquella  sentencia  estuviese  ejecutoriada,  la  causa  no 
debería  reponerse  c  al  estado  que  tenia  el  veintiséis  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  setenta  y  uno»,  sino  al  estado  que 
tenia  antes  de  que  se  mandara  pasar  los  autos  al  Relator, 
porque  la  violación  de  la  cosa  juzgada  habría  empezado  con 
el  procedimiento  que  hubiera  levantado  su  sello  inquebran- 
table, y  la  reposición  debería  comprender  todo  el  procedi- 
miento viólatorio  de  ese  sello. 
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La  segunda  afirmación  es  la  de  que  la  sentencia  está 
fundada  en  hechos  falsos. 

El  señor  Procurador  vuelve  á  usar  otra  vez^  eeft-impro- 
piedad  las  palabras,  y  necesita,  para  sostener  su  afirmación, 
suponer  en  el  fallo  pronunciado  por  la  Corte  á  foja  ochenta 
y  dos  una  palabra  que  no  existe. 

La  Corte  no  ha  dicho  alli  ni  en  parte  alguna,  como  lo 
supone  el  señor  Procurador  General,  á  foja  ciento  cuarenta 
y  nueve  y  ciento  noventa  y  cuatro  que,  en  diez  de  Marzo 
<  estaban  vencidas  con  mucho  exceso  todas  las  obligaciones 
de  Palacfos  —  c  que  las  obligaciones  de  Palacios  habian 
todas  vencido  antes  el  diez  de  Marzo.  » 

Lea  tranquilamente  el  señor  Procurador  el  fallo  de  la 
Corte^  y  se  convencerá  de  que  él  ha  escrito  la  palabra  totias 
en  donde  no  está  escrita  por  la  Corte;  que  lejos  de  aprmar 
el  Tribunal  que  las  obligaciones  estaban  todas  vencidas  antos 
del  diez  de  Marzo,  ha  enumerado  entre  otras,  en  el  se- 
gundo considerando  relativo  á  los  hechos,  la  letra  vencida 
el  diez  y  seis,  en  e!  tercero,  la  letra  vencida  el  veintinueve 
de  Marzo ;  y  que,  enumerando  con  sus  fechas  vencimientos 
posteriores  al  dia  diez  de  Marzo,  no  podia  incurrir  eu  el 
absurdo  de  establecer  el  <  hecho  falso  »  de  quedantes  del 
diez  de  Marzo  <  estaban  vencidas  con  mucho  exceso  todas 
las  obligaciones  de  Palacios. 

Suprimiendo  pues,  la  palabra  que  no  ha  escrito  la  Corte,  y 
que  indebidamente  ha  escrito  el  señor  Procurador,  resulta 
cierto  el  hecho  que  él  clasifica  de  c  falso  i  y  que  es  el  hecho 
fundamental  de  la  sentencia,  aunque  haya  efectivamente  una 
equivocación,  no  en  la  sustancia,  sino  en  un  accidente  de 
este  hecho.  La  Corte  no  tiene  en  reconocerlo  inconveniente. 
La  justicia  de  ese  fallo  no  resulta  comprometida  por  eso. 

El  hecho  cierto  es  que,  cuando  tuvieron  entrada  en  la 
aduana   del  Rosario  las  mercaderías  que  Ocampo  reclama 
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como  suyas,  el  dia  diez  de  Marzo  de  mil  ochocientos  seten- 
ta, parte  de  las  obligaciones  propias  de  Palacios  y  de  las 
que  lo  afectan  como  fiador  de  Don  Benito  Mendanha,  esta- 
ban ya  vencidas,  sin  que. la  Administración  de  Rentas  hu- 
biera cumplido  con  las  prescripciones  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana. 

La  verdad  de  ese  hecho  resulta  de  la  cuenta  general  y  la 
de  letras  acompañadas  á  su  informe  por  el  Administrador 
de  Rentas,  que  corren  á  fojas  setenta  y  cuatro  y  setenta  y 
cinco,  del  cuadro  de  vencimientos  á  foja  ciento  treinta  y 
cuatro,  y  de  las  siguientes  palabras  que  se  leen  en' el  último 
informe  producido  por  el  mismo  empleado,  á  foja  ciento 
treinta  y  cinco  vuelta  c  Don  Garlos  María  Palacios,  como 
comerciante  introductor  de  este  plaza  y  fiador  de  la  casa 
fallid^  de  Benito  Mendanha  y  Gompañid,  en  el  mes  de  Marzo 
de  mil  ochocientos  setente  adeudaba  derechos  á  la  aduana 
por  varios  permisos  de  importación  y  exportación  y  varias 
letras  procedentes  de  los  mismos  ramos  » 

c  Gomo  es  consiguiente,  y  por  las  mil  circunstancias  que 
ocurren  en  una  administración,  en  esa  época  se  encontra- 
ban vencidas  é  impagas  parte  de  las  garantías  ds  Mendanha 
y  algunos  de  los  permisos  cuyos  derechos  debían  satisfa* 
cerse  al  contedo. 

La  equivocación,  no  en  la  sustancia,  sino  en  un  accidente 
de  ese  hecho,  consiste  en  la  cantidad.  En  el  fallo  de  foja 
óchente  y  dos  se  consideró  como  vencidas  antes  del  diez  de 
Marzo,  algunas  de  las  obligaciones  que,  en  realidad,  no  lo 
estaban.  Es  cuestión  de  mas  ó  menos.  Pero  cuestión  acceso- 
ria, porque,  fuera  mayor  ó  menor  la  cantidad,  siempre  que- 
da constetedo  y  fuera  de  duda  el  hecho  principal  —  antes 
del  diez  de  marzo  habia  obligaciones  vencidas,  por  las  cuales 
la  Administración  de  Rentas  del  Rosario  no  habia  cumplido 
con  las  prescripciones  de  las  ordenanzas  de  Aduana.  ' 
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En  el  de3reto  de  foja  cincuenta  y  cuatro  para  mejnr  pro^ 
veer,  mandó  la  Corte  que  el  administrador  de  Rentas  de  la 
Ciudad  del  Rosario,  informase  entre  otros  puntos,  <en  que 
fecha  venció  y  qué  valor  representa  cada  una  de  las  letras  de 
que  ei  deudor  D.  Garlos  M.  Palacios,  con  distinción  de  las 
que  sean  por  mercaderías  que  él  mismo  ha  introducido,  y  de 
las  que  deba  como  fiador  de  D.  B.  Mendanha. 

Evacuando  el  informe  el  Administrador  dijo  en  el  oficio 
de  foja  setenta  y  nueve  f  el  cuadro  que  se  acompaña.... 
contesta  la  primera  interrogación,  pues  detalla  el  valor 
de  las  letras  á  cargo  de  Don  Garlos  M.  Palacios  por 
importaciones  suyas,  las  fechas  del  vencimiento  de  ellas 
y  el  de  los  créditos  en  que  era'  fiador  de  Don  Benito 
Mendanha  por  permisos  de  productos  esportados  por 
este. 

Como  se  habia  preguntado  al  administrador  de  Rentas  en 
qué  fecha  venció  cada  una  de  las  letras  de  que  era  deudor 
Palacios^  con  distinción  de  las  que  fueran  por  operacio- 
nes prepias,  y  de  las  que  fueran  por  su  fianza  á  Men- 
danha, —  como  el  administrador,  refiriéndose  al  cuadro  que 
eorre  á  foja  setenta  y  cuatro,  dijo  que  el  detallaba  c  las  fe- 
chas de  los  vencimientos  de  ellas  >  y  como  en  ese  cuadro  no 
hay  mas  que  una  fecha  referente  á  cada  operación,  la  Corte 
debió  entender,  como  entendió,  que  esas  fechas  eran  las 
de  los  vencimientos,  pues  era  eso  loque  preguntaba  y  lo  que 
se  le  debia  informar  ;  y  con  tanta  mas  razón  debió  entenderlo 
cuanto  que,  siendo  la  mayor  parte  de  esas  fechas  muy  ante- 
riores al  primero  de  Abril  en  que  el  Administrador  es  pedia 
sus  decretos  de  embargo,  lo  que  de  ellas  aparecía,  coincidía 
rigorosamente  con  la  forma  empleada  en  esos  decretos,  en 
que  se  dice  c  estando  excesivamente  vencidos  los  plazos  de 
la  ley, »  como  se  vé  á  fojas  cincuenta  y  ocho  vuelta,  sesenta 
y  sesenta  y  dos  vuelta,  pues  la  palabra  ewcaivamenU  indicaba 
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que  los  vencimientos  eran  muy  anteriores,  como  lo  eran  las 
fechas  escritas  en  el  cuadro. 

Si  el  administrador  hubiera  respondido  con  la  claridad  que 
debia  en  el  informe,  no  habría  inducido  en  error  á  la  Corte  ; 
error  que  es  felizmente  accidental  y  sin  consecuencia,  pues 
deja  integ^ro  el  hecho  capital  que  sirve  de  base  al  fallo,  y  que, 
aunque  el  señor  Procurador  diga  que  es  falso,  es  sin  embar- 
go cierto.  Antes  del  diez  de  Marzo  habiá  obligaciones  de 
Palacios,  respecto  de  las  cuales  no  se  habia  cumplido  lo  pres- 
crito en  las  ordenanzas  de  Aduana. 

La  Corte,  por  su  decoro,  se  ha  detenido  á  esplicar  el 
origen  de  la  equivocación,  para  que  no  quede  subsistente 
la  insinuación  de  que  procedió  con  ligereza. 

La  importancia  de  este  hecho,  tal  como  queda  estable- 
cido, en  su  relación  con  la  doctrina  contenida  en  el  fallo, 
será  mas  adelante  demostrado. 

El  señor  Procurador,  después  de  hablar  de  hechos  falsos, 
habla  tambien.de  documentos  falsos,  y  cita  las  leyes  diez  y 
nueve,  título  veintidós,  primera,  titulo  veintiséis,  partida 
tercera,  asegurando  que  ignora  c  con  qué  datos  pudo  el 
Tribunal  hacer  su  cálculo  equivocado  de  vencimientqs ;  » 
pero  que  €  cualesquiera  que  ellos  fueran,  es  indudable  que 
son  falsos.  > 

Los  datos  con  que  el  Tribunal  hizo  su  cálculo  de  venci- 
mientos, están  mencionados  en  el  fallo  de  foja  ochenta  y 
dos. 

No  puede  decir,  pues,  sin  incurrir  en  una  nueva  impro- 
piedad de  lenguage,  el  señor  Procurador,  que  ignora  con 
qué  (latos  se  hizo  el  cálculo  de  vencimientos. 

Estos  datos  son  los  que  remitió  con  su  informe  el  admi- 
nistrador de  Rentas  del  Rosario.  Hubo  en  ellos  falta  de 
claridad  y  precisión ;  pero  no  son  falsos :  son  ciei^s.  Están 
c  fundados  en  los  asientos  de  la  Contaduría  de  Aduana,  > 
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para  los  que  reclama  c  plena  fé  »  el  señor  Procurador  á 
foja  cíenio  cuarenta  y  nueve  vuelta^  y  están  hoj  conQrmados 
por  el  cuadro  de  foja  ciento  treinta  y  cuatro  y  por  el 
informe  de  foja  ciento  treinta  y  cinco  en  cuanto  al  hecho 
sustancial. 

La  disposición,  por  tanto  de  las  dos  leyes  de  Partida,  que 
recuerda  el  señor  Procurador,  está  invocada  sin  pertinencia. 

La  tercera  afirmación  es  la  de  que  el  fallo  de  la  Corte 
as  contradictorio  con  su  doctrina.  La  doctrina, 'pues,  no 
68  la  impugnada  como  contraria  á  la  ley.  Lo  que  se  impugna 
es  la  aplicación  de  la  doctrina.  Suponiendo  que  la  impu- 
tación fuera' cierta,  eso  constituiria  un  error  de  apreoia- 
eion,  y  no  una  violación  de  la  ley,  palmaria,  evidente  prima 
fúcUj  resaltante  €  á  los  ojos  de  todos  sin  necesidad  de 
discursos  ni  argumentos,  >  como  se  necesita  para  decir  que 
hay  en  la  sentencia  €  el  carácter  de  una  injusticia  ó  nuli- 
dad notoria.  > 

Pero  la  imputación  no  es  cierta.  La  parte  dispositiva 
del  fallo  es  concordante  con  la  doctrina  que  le  sirve  de 
fundamento,  y  la  doctrina  es  legal,  es  moral^  y  está  auto- 
rizada por  una  decisión  de  la  Suprema  Corte  de  los  Esta* 
dos  Unidos,  cuyas  sentencias  se  citan  en  todo  el  mundo 
con  respeto. 

El  fallo  de  foja  ochenta  y  dos  dispuso  que,  «si  Don  Ma- 
nuel Ocampo  justifica  que  son  de  su  propiedad  las  merca- 
derías embargadas  y  rematadas  por  la  aduana,  para  el  pago 
de  las  obligaciones  de  Palacios,  se  le  debe  en  tresnar  su 
importe  por  la  Administración  de  Rentas  en  la  ciudad  del 
Rosario,  con  deducción  de  la  cantidad  á  que  ascienden 
los  derechos  correspondientes^á  las  mismas  mercaderías 
rematadas. » 

Los  fundamentos  de  ^derecho  que  establecen  la  doctrina 
de  ese  fallo,  son : 
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c  Que  el  artículo  ciento  ochenta  y  dos  de  la  Ordenanza 
tiene  pbr  objeto  definir,  estableciendo  una  pre&uQcion  de 
derecho,  cuáles  son  las  mercaderías  que  debe  oonsiderarae 
det  deudor,  para  verificar  en  ellas  el  embar|;o  de  que  ha^ 
bla  el  ciento  ochenta. 

c  Que  ese  embargo  debe  hacerse  después  de  vencidos 
los  tres  dias  de  gracia  acordados  ai  deudor,  segua  lo  dÍ8« 
puesto  en  el  ciento  setenta  y  nueve,  y  no  existiendo  mer- 
caderías que  puedan  ser  embargadas,  ocurrirse  ante  loa 
tribunales  ordinarios  á  perseguir  el  cobro  de  la  deuda, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ciento  ochenta  y  siete. 

<  Que,  por  consiguiente,  la  presunción  establecida  en  el 
articulo  ciento  ochenta  y  dos,  se  refiere  claramente  i.  las 
mercaderías  que  estuviesen  en  la  aduana  al  tiempo  de  veo-» 
cer  los  tres  dias  señalados  en  el  ciento  sesi^nta  y  nueve, 
por  cuanto,  si  en  ese  tiempo  no  existen  mercaderías  en  la 
aduana,  el  cobro  debe  salir  de  la  jurisdicción  administrativa 
para  entrar  ea  la  judiciaria  sin  que  pueda  la  administración 
reasumir  para  embargar  las  entradas  con  posterioridadi  la 
jurisdicción  de  que  se  ha  desprendido,  con  menoscabo  de 
la  que  corresponde  al  Juzgado  de  Sección,  ni  practicarse, 
por  tanto  el  embargo  sin  auto  judicial. 

<  Que  las  presunciones^^  cuando  pueden  perjudicar  á  un 
tercero,  no  deben  estenderse  á  mas  de  lo  que  autoriza  el 
testo  literal  y  preciso  de  la  ley  en  que  se  fundan,  sino  que 
deben,  por  el  contrario,  limitarse  al  sentido,  riguroso  de  las 
palabras  empleadas  por  la  misma  ley. 

c  Que  el  embargo,  la  suspensión  de  despacho,  y  el  ocurso 
en  su  caso  á  los  tribunales  ordinarios,  de  que  hablan  los- 
mencionados  artículos  de  lai)rdenanza,  sirven  no  solo  para 
asegurar  el  percibo  de  la  renta,    c  sino  también  para  pro- 

<  ducir  hechos  notorios  que   hagan  saber  al  comercio   el 

<  estado  en  que  se  encuentra,  en  las  ofipinas  íiscalesy  el 
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c  crédito  del  comerciante  que  ha  dejado  de  cumplir  las 
i  obligaciones   del    impuesto,    y  evitar  que,  por  falta    de 

<  esos  hechos  notorios,  se  haga  de  buena  Fé  consignación 
c  nes  al  comerciante  que  ha  faltado  á  su  crédito  en  la  adua- 
«  na,  por  terceros  que  crean  que  su  €  consignatario   con- 

<  serva  íntegro  su  crédito. 

<  Que,  si  la  Aduana  ha  dejado  de  ocurrir  á  los  tribunales 
ordinarios,  pormedio  del  Procurador  físcal,  y  retenido  la  ju-* 
risdiccion  de  que  debia  desprenderse,  por  un  tiempo  mayor 
que  el  señalado  en  la  Ordenanza,  c  no  puede,  ni  debe  preva- 
lerse del  relardo  causado  por  ella  misma,  en  perjuicio  de 
otras  personas,  á  quienes  su  inacción  y  su  reserva  ha 
podido  inducir  en  error,  porque  no  es  moral  ni  justo,  que  la 
Administración  que  debe  ser  leal,  franca  y  pública  en  sus 
actos,  guarde  en  reserva  sus  créditos  vencidos,  cuando  al 
tiempo  del  vencimiento  no  hay  en  la  Aduana  mercaderías  que 
embargar,  para  caer  por  sorpresa  sobre  las  que  en  adelante 
pudieran  ser  consignadas  al  deudor,  en  la  creencia,  que  su 
silencio  faa  autorizado,  de  que  aquel  está  solvente  en  la  Ad- 
ministración fiscal  » 

c  Que  la  doctrina  establecida  en  los  precedentes  conside- 
randos, no  puede  hacer  incierta  de  manera  alguna  la  persona 
de  los  deudores  á  la  Aduana,  pues  para  la  Aduana  los  deudo- 
res quedan  siempre  ciertos  y  nominativamente  conocidos 
en  la  persona  de  los  introductores  ó  esportadores ;  y  en  la 
de  sus  fiadores,  que  son  los  que  se  han  obligado  con  ella  ; 
no  importando  esa  doctrina  otra  cosa  que  ¡a  declaración  de 
que  la  deuda  de  unos  no  puede  hacerse  efectiva  sobre  los 
bienes  de  otros,  siempre  que  estos  justifiquen  satisfactoria-' 
fílente  su  propiedad,  poniéndolos  á  cubierto  dé  una  pre- 
sunción que  solo .  podría  comprenderlos  por  una  interpre-- 
tacion  estensiva,  y  que  ellos  destruyen  por  una  prueba  eo 
contrario. 
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c  Que  esa  doctrina  do  tiende  tampoco,  como  equivocada- 
mente lo  habia  supuesto  el  Procurador  físcal,  á  establecer  el 
principio  que  sería  inadmisible,  de  que  un  deudor  no  está 
obligado  á  pagar  su  deuda  con  los  bienes  que  hubiese 
adquirido  después  de  su  vencimiento,  sino  únicamente  coa 
los  que  tuviese  al  tiempo  del  vencimiento  ;  porque,  debiendo 
ser  perseguido  el  deudor  ante  los  Tribunales  ordinarios,  puede 
el  Juez  de  la  Sección  mandar  que  se  practique  el  embargo 
sobre  las  mercaderías  que  hayan  entrado  con  posterioridad 
á  la  Aduana,  y  que  solamente  quedarán  á  cubierto  de  los 
efectos  de  ese  embargo,  en  el  caso  de  que  un  tercero  justiíi^ 
que  que  son  de  su  propiedad,  resultando  que  sin  esa  justifi- 
cación y  siendo  realmente  del  deudor,  están  afectas  al  pago, 
aunque  las  haya  adquirido  con  posterioridad  al  vencimiento ; 
de  manera  que  la  doctrina  favorece  al  tercero^  sin  favorecer 
al  deudor  misnoo.  » 

¿Dónde  está  la  contradicción  entre  la  doctrina  y  la  parta 
dispositiva  de  la  sentencia  ?  El  señor  Procurador  pretende 
demostrarla  diciendo  :  c  Si  hubieran  de  entregarse  á  Ocampo 
tas  mercaderías,  según  su  disposición,  resultaría  que  la 
Aduana  no  puede  disponer  de  las  mercaderías  que  su  deudor 
tiene  en  sus  almacenes  al  tiempo  del  vencimiento  de  sus 
objiigaciones,  lo  que  es  contrario  á  la  doctrina  de  la  sentencia 
y  á  la  ley.  Si  se  pueden  ejecutar  estas  mercaderias  para  el 
pago  de  las  obligaciones,  entonces  la  doctrina  queda  anulada. 
.  c  Esta  es  la  nulidad  mas  completa  que  puede  contener 
una  sentencia.  » 

La  Aduana  puede  embargar  y  ejecutar  las  mercaderías 
que  tiene  en  sus  almacenes  el  deudor,  al  tiempo  del  venci- 
miento de  sus  obligaciones.  Pero  debe  hacerlo  en  los  térmi« 
nos  que  designa  la  ordenanza.  Si  al  vencimiento  de  las  obli- 
gaciones, no  tiene  el  deudor  mercaderías  en  la  Aduana,  debe 
la  Administración  suspenderle  inmediatamente  el  despacho 
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y  ocurrir  á  los  IVibnnales,  por  medio  del  Procurador  fiscal, 
produciendo  así  hechos  notorios,  que  hagan  saber  al  comer- 
cio el  estado  en  que  se  encuentra  el  crédito  del  deudor  que 
ha  deshonrado  sus  obligaciones,  y  evitar  de  ese  modo  que 
otros  comerciantes,  ¿  quienes  la  inacción,'  la  negligencia,  el 
silencio  de  la  Aduana,  ha  inducido  ó  podido  inducir  en  error, 
consignen  de  buena  fé  al  que  ha  fallado  en  su  crédito,  mer- 
caderías sobre  las  que  pueda  caer  la  Aduana  por  sorpresa,  y 
que  seguramente  no  habria  consignado,  si  la  Administración, 
cumpliendo  severamente  sus  deberes,  no  hubiera  encubierto 
la  situación  del  deudor  insolvente. 

Si  no  procede  así,  si  se  hace  culpable  de  omisión,  si  con 
8u  reserva  y  su  silencio,  induce  en  error  al  comercio,  si  con- 
tribuye á  que  consignantes  de  buena  Té  sufran  engaño  res- 
pecio  de  la  situación  de  su  consignatario,  la  Aduana  no 
puede  prevalerse  de  su  propia  falla,  de  su  propia  omisión, 
para  adquirir  derechos  sobre  mercaderías  perlenecientes  á 
una  consignación,  que  na  se  habria  hecho  si  hubiera  ella 
cumplido  estrictamente  sus  deberes. 

Si  no  procede  así,  si  es  neglijente,  conserva  íntegro  su 
derecho  personal  contra  el  deudor  y  contra  los  fiadores  ;  pero 
su  posición  queda  viciada  respecto  de  los  terceros,  y  no 
puede  perseguir  las  mercaderías  consignadas  al  deudor  y 
pertenecientes  á  un  tercero,  ni  en  razón  de  las  obligaciones 
anteriores,  ni  en  razón  de  nuevas  obligaciones.  Y  ese  resul- 
tado se  produce,  sea  cual  fuere  el  número  y  la  cantidad  de 
las  obligaciones  descuidadas. 

Esta  es  la  doctrina  del  fallo  recurrido,,  con  la  que  su  dis* 
posición  esta  muy  lejos  de  ser  contradictoria.  Estoes  lo  legal 
y  lo  moral ;  lo  único  legal,  lo  único  moral ;  este  es  el  espí- 
ritu de  la  ordenanza,  la  única  interpretación  que  se  le  puede 
dar  sin  hacer  injuria  á  la  ilustración  y  á  la  buena  fé  del 
Congreso  que  la  dictó. 

T.  lU  13 
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La  ley  procede  siempre  con  propósitos  honestos.  No 
puede  tener  jamas  la  intención  de  fomentar  el  engaño,  de 
favorecerla  negligencia,  de  tender  redes  á  la  buena  fédel 
comercio,  de  rodearlo  de  dificultades  y  de  peligros  artificia- 
les, que  lo  detengan  en  sus  evoluciones,  lo  desalienten,  lo 
aminoren,  y  con  el  peligro,  el  desaliento  y  la  aminoración  del 
comercio,  produzcan  la  decadencia  de  la  riqueza  pública,  y 
la  decadencia  de  la  renta  misma. 

La  ley  no  considera  como  bienes  los  que  traen  mas  daño 
que  provecho  :  regla  tercera,  título  treinta  y  cuatro,  partida 
siete  :  y  no  ha  podido  anteponer  la  pequeña  ventaja  de  una 
fiscalidad  injusta  y  escesiva,  al  respeto  que  se  debe  al  proce- 
der de  buena  fé. 

La  Aduana  con  su  neglijencia  contribuye  en  el  caso  su- 
puesto al  engaño  del  comercio»  y  en  el  conflicto  que  de  ese 
modo  se  suscite  entre  la  Aduana  y  el  comerciante  que  re- 
clama las  mercaderías  como  suyas,  toda  la  ventaja  dBbe  ser 
para  el  comerciante  ;  c  porque  las  leyes  ayudan  á  los  enga- 
ñados é  non  á  los  engañadores  ;  ley  seis,  título  diez  y  nueve, 
partida  sesta. 

La  Corte  honra,  pues,  como  debe,  la  ilustración  y  la  since- 
ridad del  Congreso,  sosteniendo  y  declarando  que  esta  es  la 
jurisprudencia  lójica  que  se  desprende  de  la  obra  del  Con- 
greso. 

Esa  jurisprudencia  sirve  también  para  despertar  en  los  em- 
pleados encargados  del  percibo  de  la  renta,  una  severa  viji- 
lancia  en  el  cumplimiento  de  los  deberes  y  en  la  observancia 
de  los  términos  :  tiende  á  evitar  el  espíritu  de  condescenden- 
cia con  los  deudores  que  deshonran  sus  obligaciones,  y 
salvando  de  engaños  y  de  conflictos  .al  comercio,  tiende  á 
asegurar,  por  consiguiente,  la  recaudación  del  impuesto,  y 
á  evitar  que,  en  la  revisacion  de  cuentas  de  las  aduanas,  se 
revelen  errores  por  mas  de  medio  millón  de  pesos  fuertes, 
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como  se  han  revelado  por  la  sección  de  la  Contaduría  Gene- 
ral que  se  ocupa  de  ese  trabajo,  seg^un  lo  ha  manifestado  al 
Congreso  el  señor  Ministro  de  Hacienda  en  la  página  treinta 
y  nueve  de  la  memoria  que  ha  presentado  en  este  año. 

Salva  de  engaños  y  de  conflictos  al  comercio  de  buena  fé, 
c  porque,  si  la  interpretación  que  ha  querido  darse  al  artí- 
culo ciento  ochenta  y  dos,  dice  D.  Manuel  Ócampo  con 
razón,  prevaleciese  alguna  vez,  produciría  una  perturbación 
en  las  relaciones  mercantiles  con  el  esterior.  Si  los  que  re- 
miten valiosos  cargamentos  á  consignación,  llegasen  á  com- 
prender que  la  Aduana  Nacional  podia  embargar  sus  carga- 
mentos y  venderíos,  para  cobrarse  las  deudas  anteriores  de 
los  consignatarios,  sentirianse  probablemente  en  machos 
casos,  indecisos  para  enviar  sus  mercaderías  á  que  corrie- 
ran los  riesgos  de  tan  rara  eventualidad.  > 

La  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos  declaró  en  el  ceso 
de  ttarri  VDennié,  por  el  órgano  de  Story  que  pronunció. la 
sentencia  en  nombre  de  la  Corte,  que  los  Estados  Unidos  no 
tienen  privilegio  alguno  sobre  los  mercadeHas^  para  el  cobro  de 
derechos  adeudados  por  otras  mercaderías  anteriormente  impof* 
tadas,  á  pesar  de  que,  allí,  como  entre  nosotros  por  ia  orde- 
nanza de  aduana,  se  reputa  por  la  ley,  para  los  efectos  del 
impuesto,  como  propietarios  de  las  mercaderías  á  las  perso- 
ñas  d  quienes  dichas  mercaderías  hayan  sido  consignadas,  y  se 
manda  también  como  en  la  ordenanza  nuestra,  que  á  ningún 
deudor  qué  haya  dejado  de  cumplir  las  obligaciones  del  im-> 
puesto  le  sea  hecho  crédito  en  lo  futuro  por  derechos  en  las 
aduanas  de  los  Estados  Unidos,  mientras  tales  obligaciones  no 
sean  pagadas  y  chanceladas,  Gurtis,  Reports,  tomo  octavo, 
página  buatrocientos  veinticinco. 

El  señor  Procurador  objeta  también  á  la  sentencia,  como 
vicio  de  nulidad,  que  la  Corle  ha  procedido  s>a  jurisdiecioo 
en  el  caso,  porque  ha  fundado  su  fallo  en  el  hecho  do  las 
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obligaciones  vencidas  ;  c  y  como  este  hecho  no  habla  sido 
alegado  por  las  partes  ni  discutido  judicialmente,  el  tribunal 
se  ha  tomado  una  facultad  que  le  niega  el  artículo  doscien- 
tos veinticuatro  de  la  ley  de  procedimientos,  cuyo  texto  es  el 
siguiente  :  no  podrá  fallar  la  Suprenta  Corte  sobre  ningún 
capÜuU)  que  no  se  hubiere  propuesto  á  la  decisión  del  inferior. 

El  señor  Procurador  da  al  articuló  que  cita,  una  significa- 
ción que  razonablemente  no  se  le  puede  dar. 

Ese  articulo  niega  jurisdicción  á  la  Corte  para  resolver 
sobre  lo  que  no  ha  sido  materia  del  juicio  en  la  primera 
instancia,  es  decir,  sóbrelo  que  no  se  ha  pedido  por  el  de 
mandante,  ó  sobre  la  escepcion  que  no  ha  sido  opuesta  por 
el  demendado  en  la  primera  instancia.  Pero  no  se  la  niega 
para  resolver  por  razones  ó  por  hechos  que  en  la  primera  ins- 
tancia no  hayan  sido  alegados. 

Con  la  inlelijencía  dada  por  el  señor  Procurador,  ese  arti* 
culo  estaría  en  abierta  contradicción  con  el  doscientos 
veinte,  que  permite  recibir  la  causa  á  prueba  sobre  hechos 
deducidos  de  nuevo,  es  decir,  sobre  hechos  que  no  han  sido 
alegados  en  la  primera  instancia ;  y  no  puede  admitirse 
como  posible  que  dos  artículos  de  la  misma  ley  sean  contra- 
dictorios. 

Pero  el  hecho  en  que  se  funda  la  objeción  es  inexacto. 
Don  Manuel  Ocampo  habia  alegado  aquella  circunstancia 
durante  el  curso  de  los  procedimientos  administrativos  que, 
agregados  en  copia  á  petición  del  Procurador  fiscal,  se 
encuentran  de  foja  quince  á  veintidós,  y  forman  parte  de 
los  autos  desde  la  primera  instancia. 

Ocampo  habia  dicho,  c  me  consta  que  la  Aduana  no  ha- 
bia procedido  á  la  ejecución  y  cobro  de  esas  letras  según 
lo  prescrito  en  el  articulo  ciento  y  ochenta  de  esa  ley.  t  y 
lo  demás  que  su  abogado  transcribe  Á  foja  doscientos 
diezisiete  y  vuelta. 
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El  Último  arbitrio  sujerido  por  el  señor  Procurador  Ge* 
neral,  es  la  condenación  á  los  niiembros  del  tribunal  que 
han  firniado  la  sentencia,  en  los  términos  de  la  ley  veinti- 
cuatro,  titulo  veintidós,  partida  tercera. 

Ese  no  es  un  recurso  contra  la  sentencia,  sino  ua  efecto 
de  la  responsabilidad  de  los  jueces,  que  no  es,  ni  puede 
ser,  la  materia  de  este  juicio. 

La  ley  citada  por  el  stnor  Procurador  es  una  ley  penal, 
como  lo  dice  su  testo,  y  lo  indica  su  epigraFe,  que  el  se- 
ñor Procurador  no  habrá  dejado  de  leer  al  mencionarlo  por 
su  número  de  orden  en  el  Código  c  Que  pena  deye  aver 
el  Judgador  que  á  sabiendas,  ó  por  necedad,  judgó  mal 
en  pleyto  que  no  sea  de  justicia.  » 

La  cita  de  esa  ley,  en  seguida  de  haber  escrito  el  señor  Pro- 
curador, estas  palabras :  c  Bien  sé  que  en  el  caso  actual 
c  podría  entablarse  una  acusación  en  el  Congreso,  pero  este 
<  es  un  remedio  estremo  á  que  no  suscribiria  por  mi  parte; 
c  porque  traería  indudablemente  la  disolución  del  tribunal 
9  y  graves  responsabilidades  personales  á  sus  miembros,  » 
tiene  «el  carácter  manifiesto  de  una  amenaza,  que  es,  sin 
embargo,  impotente  para  ejercer  coacción  sobre  el  espíritu 
de  los  miembros  del  tribunal,  seguros  como  están,  de  ha- 
ber procedido  en  este  caso,  como  en  todos  los  que  se 
han  sometido  á  su  fallo,  con  la  conciencia  pura  y  con 
todo  el  esfuerzo  de  voluntad  é  intelijencia  de  que  son 
capaces. 

La  Corte  no  quiere  ver  en  la  cita  y  las  palabras,  á  pesar 
de  su  carácter  manifiesto  sino  un  desahogo  del  exaltado 
celo  con  que  el  señor  Procurador  defiende  los  intereses  fis- 
tles,  aunque  tenga,  para  ello,  que  olvidar  que  los  pueblos 
son  simples  instrumentos  de  renta  para  los  Gobiernos, 
'  seres  colectivos,  que  solo  se  desenvuelven,  se  mora- 
y  prosperan  á  la  sombra  de  la  Justicia,  bajo  el  amparo 
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de  las  Leyes  y  de  las  Autoridades  Constitucionalds  que  tos 
mismos  pueblos  han  creado. 

Por  todas  ian  consideraciones  que  preceden,  la  Supreipa 
Corte  de  Justicia  Federal  por  unanimidad  de  opinión  en  los 
miembros  que  conocen  de  esta  causa,  confiima  el  auto 
de  foja  ciento  ochenta  y  siete  vuelta,  por  el  cual  el  Juez  de 
Sección  se  ha  declarado  sm  jurisdicción  para  reveer  y  anu- 
lar los  fallos  del  Tribunal  Supremo  —  declara  inadmisibles 
é  infundados  los  recursos  deducidos  por  el  señor  Procura- 
dor General — y  devuelve  los  autos  después  de  pagadas  las 
costas  y  de  repuestos  los  sellos,  para  que  se  dé  cumpli- 
miento al  fallo  ejecutoriado  de  fpja  ochenta  y  dos. 

Notifíquese  con  el  original. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco   Delgado.  — José    Barros 
Pazos. --Marcelino  Ugarte. 
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CAUSA    M^JLyLlL'VMl, 


D.    Avelino   P.    Martínez,    contra  el  GoMemo  de  la  Pr^^ 
ífincia  de  Entre-Rm  sobre   convermn  de  un  billete  de 

Tesorería. 


Sumario.  —  La  Suprema  Corte  es  incompetente  para  cono* 
cer  en  una  demanda  contra  el  Gobierno  de  una  Provincia, 
tratándose  de  una  resolución  Administrativa  del  Poder  Ejecu- 
tivo de  dicha  Provincia,  no  haciendo  lugar  á  la  conversión  de 
un  vale  de  depósito  en  titulo  de  renta  pública,  conforme  á 
una  ley  provincial^  no  poniéndose  en  cuestión  esa  resolución 
bajo  la  pretencion  de  ser  repugnante  á  la  Qonstitucion 
Nacional,  ni  á  los  tratados  ó  leyes  del  Congreso. 


Caso.  —  D.  Avelino  P.  Martínez  se  presentó  ante  la  Supre- 
ma Corte  y  espuso  :  que  habiendo  depositado  en  la  Contadu- 
ría de  la  Provincia  de  Entre  Rios,  con  arreglo  á  la  ley  de  2  de 
Mayo  de  1866,  la  cantidad  de;$f  f.  2670,73  cts.en  libramien- 
tos espedidos  por  el  Gobierno,  y  espedidole  dicha  oñcina 
el  vale  respectívo,  por  el  valor   de  la  cantídad  depositada, 
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habia  ocurrido  posteriormente  al  Gobierno  por  medio  de  un 
apoderado  para  que  recabara  su  valor  en  títulos  del  crédito 
público  con  arreglo  á  la  ley  citada. 

Que  tramitado  el  espediente  administrativamente  el  Go- 
bierno habia  declarado  que  el  vale  espedido  por  la  Contadu- 
ría, habia  sido  satisfecho,  y  que  el  peticionario  habia  cometi- 
do una  acción  indigna  al  intentar  cobrar  su  valor  ;  resolvien- 
do que  se  inutilizase  el  vale,  y  que  á  él  no  se  le  recibiese 
ningún  pedimento  sobre  el  particular. 

Que  ante  una  resolución  semejante  ;  no  era  solo  el  interés 
pecuniario  el  que  lo  obligaba  á  demandar  á  la  Provincia,  sino 
la  necesidad  Je  una  vindicación  de  los  ultrages  que  se  le  ha- 
cia, por  los  cuales  su  apoderado  habia  formulado  la  corres- 
pondiente protesta  salvando  sus  derechos.  Que  no  pudiendo 
el  Gobierno  declararse  desligado  del  pago  de  una  obligación 
que  pesaba  sobre  la  Provincia,  entablaba  formal  demanda 
contra  ella,  y  pedia  se  le  condenase  al  pago  de  la  cantidad 
espresada  en  billetes  del  crédito  público  y  de  las  costas  del 
juicio. 

Como  justiñcativos  de  su  vecindad  en  la  Provincia  de  Bue- 
nos Ayres,  presentó  la  declaración  de  dos  testigos  que  afir- 
maron al  hecho. 

Corrido  ^aslado,  el  Dr.D.  Teófilo  García  pidió  se  rechazara 
la  demanda  declarando  que  Martínez  no  tenia  razón  para  de- 
mandar ante  la  Suprema  Corte  á  la  Provincia  de  Entre  Rios, 
imponiéndole  perpetuo  silencio  con  espresa  condenación  en 
costas. 

Que  la  Provincia  no  debe  lo  que  se  le  cobra,  ni  son  exactos 
los  hechos  afirmados  por  el  actor ;  y  que  aun  cuando  lo  fue. 
ran  no  puede  oblrgársele  á  hacer  el  pago  como  lo  pretende 
Martínez,  ni  puede  ser  demandada  por  ello. 

Que  atento  el  espíritu  de  los  art.  100  y  101  de  la  Constitu- 
ción Nacional,  las  Provincias  no  podian  ser  demandadas  ante 
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la  Suprema  Garte  por  resoluciones  puramente  «dministrati* 
vas  de  sus  poderes  públicos,  y  mucho  menos  cuando  \ob  inte-* 
resados  á  quienes  perjudiquen  esas  resoluciones,  tienen  según 
las  leyes  de  la  Provincia,  espedito  el  camino  para  hacer  valer 
yjusttñear  sus  derechos  ante  sus  propias  autoridades.  Que  ai 
atribuirse  á  la  Suprema  Corte  el  conocimiento  de  las  causas 
en  que  una  Provincia  es  parte,  claramente  se  entiende 
que  se  reflere  á  los  actos  civiles  que  ejerza,  como  per- 
sona jurídica,  constituyendo  convencionalmente  derechos 
y  obligaciones,  en  cuya  categoría  no  pueden  ponerse  las 
resoluciones  administrativas  dictadas  por  el  P.  E.  en  el 
ejercicio  de  sus  Punciones  constitucionales,  pues  que  dé 
lo  contrario  resultaria  que  la  administración  de  las  Pro- 
vincias estaría  sometida  á  la  dirección  de  uno  de  los 
Poderes  Nacionales,  destruyendo  el  sistema  federal  creado 
por  la  Constitución. 

Que  por  otra  parte,  Martínez  no  podia  demandar  á  la 
Provincia  de  Entre-Ríos  en  ningún  caso,  por  seiw  vecino 
de  ella  y  no  tener  en  Buenos  Aires  los  dos  años  con- 
tinuos de  residencia  que  se  requieren  para  adquirir  do-^ 
micilio. 


F»ll«  de  la  Supreiii»  €«rie. 


Buenos  Aires,  Agosto  17  de  1872. 

Vistos  y  considerando,  que  de  la  demanda  entablada  por 
Don  Avelino  P.  Martínez  contra  la  Provincia  de  Entre-Rios, 
y  de  la  contestación  del  apoderado  de  esta,  aparece  cla- 
ramente que  en  la  presente  causa  no  se  trata  de  acciones 
civiles  procedentes  de  estipulación  ó  contrato,  sino  de 
ana  resolución  administrativa  del  Poder  Ejecutivo  de  aquella 
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Provincia  I  ao  baciendo  lugar  á  la  conversión  de  un  vale 
de  depósito  en  títulos  de  renta  pública,  Gonfornae  á  un^ 
ley  local|  —  y  que  esta  r^^soluoion  no  ba  sido  puesta  ea 
cuestión  bajo  la  pretensión  de  ser.  repugnante  á  la  Cons- 
titución Nacional,  ni  á  los  tratados  ó  leyes  del  Congre- 
so —  se  declara  sin  mas  actuacionesi  y  aun  prescindiendo 
de  si  una  Provincia  puede  ó  no  ser  demandada  por 
particulares,  y  aun  si  Don  Avelino  P.  Martines  es  ó  no 
vecino  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  —  que  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  es  incompetente  para  conocer  y  resolver 
sobre  este  asunto.  Satisfechas  en  consecuencia  las  eos- 
las  y  repuestos  los  sellos  arcbivese  este  expediente. 

Salvador  Maru  DEL  Carril.— Fran* 
CISCO  Delgado.  '-  Jos<  Barros 
Pazos. — Marcelino  Ugarte.— José 

B.    GOROSTIAGA. 
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CA.U9A.   I^iyLX.lK.VIII, 


A.  Roca  y  Hnjo$  contra  D.  Felipe  Recaldet  Cónnddó  la 
República  del  Paragitay^  par  eúbro  de  pe9Q$. 


Sumario.  —  1»  Los  cónsules  están  sometidos  á  Id  juris- 
dicción de  los  tribunales  del  país  en  que  residen,  respecto 
de  las  obligaciones  comerciales  que  contratan  en  él 

2o  Nó  habiendo  tratado  ni  ley  nacional  al  respecto,  las 
operaciones  comerciales  de  un  cónsul  en  el  territorio  de  la 
República  Argentina,  no  pueden  ser  consideradas  como  for- 
mando parte  de  sus  funciones  ofíciales. 


Caso.  —  A.  Roca  y  Hermanos  con  arreglo  á  los  artículos 
249  y  252  de  la  ley  nacional  del  año  de  1863  entablaron 
acción  ejecutiva  contra  D.  Felipe  Recalde,  Cónsul  de  la 
República  del  Paraguay,  por  una  letra  girada  por  el  Minis- 
tro de  Hacienda  de  dicha  República,  aceptada  por  el  mismo 
Recalde  comd  Cónsul,  y  debidamente  protestada  por  la  su- 
ma de  14,809  fts. 

Sobre  esta  demanda  se  dictó  el  siguiente 
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•  ••  » 
Fallo  del  Jíues  fteeetoiuil. 

Buenos  Aires,  Junio  13  de  1872. 

No  habiendo  caso,  en  que  este  Juzgado  pueda  ejercer 
jurisdicción  con  arreglo  á  las  leyes  nacionales  de  16  de 
Octubre  de  1862  y  14  de  Setiembre  de  1863,  pues  ni  por 
la  naturaleza  del  negocio,  ni  por  razón  de  las  personas  es 
competente  para  decidirlo,  por  cuanto  se  trata  del  cobro  de 
una  letra  de  cambio  iniciada  contra  el  Cónsul  General  de  la 
República  del  Paraguay  en  su  carácter  de  tal  y  no  de  ne- 
gocios particulares  del  mismo,  declárese  incompetente  este 
Juzgado  para  conocer  del  presente  caso. 

Zavakta. 

Los  demandantes  apelaron  diciendo :  que  si  el  Juzgado 
Nacional  fuera  incompetente  no  habría  autoridad  ante  quien 
gestionar;  que  los  cónsules  son  agentes  de  comercio;  que 
cuando  hacen  negocios  particulares  por  si  ó  por  su  go* 
bíerno  están  sugetos  á  las  leyes,  del  país  donde  contratan ; 
que  aun  las  propiedades  raices  de  una  nación  en  país  es- 
trangero  están  sugetas  á  sus  leyes  como  la  de  los  otros 
particulares ;  que  así  debe  decirse  de  los  actos  de  comer- 
cio. 

Concedido  el  recurso  en  relación,  después  de  oido, 
para  mejor  proveer,  al  Sr.  Procurador  General,  se  dictó  el 
siguiente 

WmUm  4e  I»  Suprem»  Cmrim. 

Buenos  Aires,  Agosto  17  de  1872. 

Vistos  y  considerando ;  Primero.  Que'en  la  presente  cau«- 
sa  no  se  trata  de  los  privilegios  y  exenciones  del  Cónsul 
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General  del  Paraguay,  Dod  Felipe  Recalde ;  sino  de  la 
obligación  contraída  por  él,  en  virtud  de  la  aceptación  de 
la  letra  de  foja  primera,  de  pagarla  á  su  vencimiento  en 
esta  ciudad  ;  Segundo.  Que  los  Cónsules  están  sometidos 
por  el  derecho  de  gentes,  á  la  jurisdicción  de  los  Tribuna- 
les del  país  en  que  residen,  respecto  de  las  obligaciones 
comerciales  que  contratan  en  él ;  Tercero.  Qun  las  escep- 
cien  alegada  por  el  keñor  Procurador  General,  sobre  que 
los  actos  de  comercio  que  ejercen  los  Cónsules  del  Para- 
guay en  la  Repúbifba  Argentina,  forman  parte  de  sus  fun- 
ciones oficiales,  no  se  funda  en  tratado  ni  en  ley  nacional 
alguna;  por  estos  motivos,  se  revoca  el  auto  apelado  de 
foja  nueve,  y  se  declara,  conforme  á  lo  dispuesto  por  el 
inciso  tercero  del  artículo  segundo  de  la  ley  sobre  juris- 
dicción de  los  Tribunales  Nacionales,  que  el  Juez  de  Sec* 
cien  de  esta  Provincia,  es  competente  para  conocer  en  . 
primera  ¡nstanciai  de  la  presente  causa.  Satisfechas  en  con- 
secuencias las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvaQse 
Ion  autos.  ^ 

Salvador  Mama  del  Carril.— Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. — Marcelino  Ugartb. — José 
B.  Gorostuga. 
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CLA.UBA   I^XILILIXL. 


A  Devoto  y  hermano,  contra  D.  Pablo  Yoltmer^  capitán 
de  la  barca  c  B.  C.  Peters^  »  sobre  indemnización  de  doñoi  y 

perjuicioM  y  cobro  de  fletes. 


Sumario.  —  i^  Los  capitanes  no  son  responsables  de 
las  averias  causadas  por  inforluaio  y  accidentes  de  mar. 

2o  Para  ello  es  necesario  que  justifiquen  que  las  averfaa 
han  provenido,  realmente  de  tales  accidentes,  habilitando  asi 
é  los  cargadores  para  reclamar  de  tos  seguros  el  importe  de 
aquellas. 

S^  No  habiendo  ocurrido  accidentes  estraordinaríos,  y 
constando  que  la  carga  sufrió  averias  por  el  agua  introdu- 
cida en  las  escotillas»  la  avería  es  imputable  al  capitán. 

i*  Para  que  el  capitán  sea  responsable  de  la  avería,  basta 
el  hecho  de  no  justificarse  por  él  que  la  misma  ha  proce- 
dido de  vicio  propio  de  la  cosa,  fuena  mayor  6  culpa  del 
cargador. 

5^  Las  averías  comprenden  no  solo  el  deterioro  4e  la 
carga,  sino  también  la  cantidad  que  se  entrega  de  menos. 

6o  La  cláusula  puesta  en  el  conocimientii  de  ignorar  su 
númerOi  peso  y  contenido  no  favorece  al  capitán,  cuando 


DE  JUSTICIA   NACIONAL.  t91 

resulta  del  mismo  conocimiento  que  el  estado  de  la  carga  era 
el  mejor  posible,  y  el  capitán  ha  entregado  carga  averiada. 

7o  Esa  cláusula  puede  favorecerle,  cuando  el  capitán  ha 
llenado  fíelmente  sus  deberes. 

8"^  Estos  deberes  no  pueden  decirse  llenados,  cuando  el 
capitán  ha  alterado  durante  el  viaje  el  arrumaje  de  la  carga, 
y  ha  abierto  y  pasado  de  unos  á  otros  sacos  el  contenido  de 
la  carga  sin  estar  presente  el  cargador. 

9""  La  culpa  grave  equivale  al  dolo  para  los  efectos  del 
artículo  1206  del  Código  de  Comercio. 

10.  El  medio  mas  adecuado  para  averiguar  el  importe  de 
los  daños,  es  la  estimación  por  peritos  judiciales  nombrados 
con  citación  de  los  interesados. 

11.  El  honorario  de  los  peritos  para  la  avaluación  del  daño 
debe  ser  á  carga  del  causante  de  este. 

IS.  Habiendo  exceso  en  la  demanda,  el  demandado  no  debe 
pagar  las  costas  del  pleito. 


Caso.  — Los  señores  Solari  y  Brignardello,  de  Valparaiso, 
embarcaron  en  el  buque  i  B.  C.  Peters,  >  capitán  Voltmer, 
un  cargamento  de  harina,  trigo,  porotos  y  semilla  de  alfalfa, 
con  un  número  de  7102  bultos,  para  ser  entregados  en  Mon- 
tevideo 6  en  Buenos  Ayres  á  la  orden  de  los  señores  A.  Devoti 
y  hermanos. 

En  el  conocimiento  firmado  por  el  capitán,  se  apuntó  at 
margen  el  número,  contenido  y  peso  de  los  bultos,  pero  se 
agregó  la  siguiente  clausula  :  c  Ignoro  peso,  contenido  y  nu« 
meracion,  ne  respondo  por  merma  ni  roturas.  » 

Llegado  el  buque  á  Buenos  Ayres  y  efectuada  parte  de  la 
descarga  que  se  depositó  en  la  Aduana,  los  lancheros  de 
los  señores  Devoto  les  dieron  aviso  que  habiaa  rechazado 
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l^ran  número  de  sacos  de  harina  por  estar  averiados^  y  que  el 
contenido  de  unas  bolsas  habia  sido  trasladado  en  otras  des- 
pués de  lavadas,  para  ocultarlas  averías. 

Los  señores  Devoto  ocurrieron  al  Juez  de  Sección  pidien- 
do el  nombramiento  de  peritos  al  efecto  de  reconocer,  exa- 
'  minar  y  pesar  los  efectos  desembarcados  y  la  carga  dejada  á 
bordo,  averiguar  y  estimar  las  averias,  espresar  sus  causas  y 
examinar  el  arrumaje  y  los  señales  dehaberse  lavado  las  bolsas. 

Los  peritos,  nombrados  por  el  Juez  con  citación  del  capi- 
tán, informaron  que  hablan  encontrado  airerías  en  458  bol- 
sas de  harina,  en  98  sacos  de  trigo,  y  en  31  de  porotos  ;  que 
habia  fafta  de  peso  de  2840  libras  en  las  primeras,  de  84  en 
los  segundos,  y  de  i2  en  los  últimos  ;  que  la  causa  de  las 
averias  debia  atribuirse  á  que  habia  entrado  agua  de  mar  por 
las  escotillas  en  la  estiva ;  que  á  confesión  del  piloto  y 
contramaestre  se  habian  efectivamente  lavado  los  sacos  para 
trasegar  la  harina  averiada;  queá  esta  operación  debia  atri- 
buirse la  referida  falta  de  peso  ;  que  las  averias  y  demás 
daños  debian  estimarse  en  i  178  pesos  fuertes. 

Los  Señores  Devoto  pidieron  se  declárese  i  Yoltmer  res- 
ponsab'e  de  estas  averias,  y  del  importe  aproximalivo  de 
500  pesos  fuertes  por  honorarios  de  los  peritos  y  costos, 
formándole  su  cuenta  de  flete,  con  un  saldo  á  favor  de  él, 
de  2,514-66  pesos  fuertes. 

Conferido  traslado,  el  capitán  Yoltmer  solicitó  el  pago 
de  la  deuda  liquidada  reconocida  á  su  favor  por  los  Señores 
DevotOi  loque  él  juez  acordó,  y  pidió  se  condenase  á  los 
demandantes  á  la  entrega  de  las  sumas  retenidas,  recon- 
viniéndolos también  por  el  pago  de  76  pesos  31  es.  fuertes 
por  diferencia  de  cálculo  en  el  peso  y  de  23  pesos  fuertes 
por  diferencia  de  cálculo  en  el  cambio. 

Las  razones  en  que  fundaba  su  pretensión  se  encuentran 
detalladas  en  la  sentencia  de  1*  instancia. 
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Dádose  traslado  de  la  reconvención,  contestaron  los  Seño- 
res Devoto,  que  se  conformaban  en  abonar  las  diferencias 
señaladas  de  peso  y  cambio,  insistiendo  en  lo  demás  en  su 
demanda. 

Abierta  la  causa  á  prueba,  y  no  producida  ninguna,  se 
dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Juez   (Seccional , 


Buenos  Aires,  Julio  13  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  .  eneres  A.  Devoto  y 
hermanos  contra  D.  Pablo  VoUmer,  capitán  de  la  Barca 
alemana  <  B.  G.  Peters,  >  por  cobro  de  cantidad  de  pesos, 
importe  de  averias  sufridas  en  una  carga  de  siete  mil  ciento 
y  dos  sacos  de  harina,  trigo,  etc.,  que  dicho  buque  condujo 
del  puerto  de  Valparaíso,  á  la  orden  de  los  primeros,  y  resul- 
tando : 

lo  Que  en  diez  y  ocho  de  Julio  del  año  próximo  pasado  se 
celebró  en  Valparaiso  contrato  de  netamente  del  buque  ale- 
mán c  B.  G.  Peters  >  entre  su  capitán  D.  Pablo  Voltmer  y  los 
comerciantes  Solari  y  Brignardello  para  conducir  un  carga- 
mento de  harina  y  otros  productos  de  peso  al  puerto  de 
Montevideo  ó  al  de  Buenos  Ayres,  si  del  último  puerto  reci- 
bía órdenes  en  este  sentido  dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas 
después  de  haber  dado  aviso  de  su  llegada  ;  debiendo  el 
flete  convenido  á  razón  de  cincuenta  j  siete  chelines  y  seis 
peniques  esterlinas  ingleses,  si  descargaba  en  Montevideo,  y 
de  sesenta  y  dos  chelines  y  seis  peniques,  siendo  la  descarga 
en  Buenos  Ayres,  por  cada  tonelada  de  dos  mil  doscientas 
y  cuarenta  hbras,  abonarse  después  de  la  fiel  y  exacta  en- 
trega de  la  carga,  y  el  capitán  firmar  los  conocimientos,  peso 
T.  m  i^ 


1 
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y  calidad  desconocidos,  y  con  el  flete  que  determinasen  los 
agentes,  sin  perjuicio  del  fijado  en  la  carta  de  fletamento  ; 
fojas  39  á  41. 

2o  Que  Solari  y  Brignardello  entregaron  al  Capitán  7102 
sacos  para  entregar  á  la  orden  de  los  señores  A.  Devoto  y  her- 
mano, y  quienes  le  abonarian  el  flete  según  contrato,  como 
lo  espresa  el  conocimiento  firmado  por  el  capitán,  conocí* 
miento  que  á  pesar  de  traer  la  cláusula  de  ignorar  peso, 
contenido  y  numeración,  detalla  sin  embargo  en  el  margen, 
el  contenido,  peso  y  número  de  los  sacos.  (Conocimiento , 
folio  primero) . 

3o  Que  después  de  principiada  la  descarga  en  este  puerto, 
los  señores  A.  Devoto  y  hermano  ocurrieron  á  ese  Juzgado, 
manifestando:  que  al  principiar  la  descarga  los  lancheros 
rechazaron  gran  número  de  sacos  de  harina  por  estar  muy 
averiados,  y  después  de  depositar  en  la  Aduana  la  carga  reci- 
bida, les  dieron  aviso  de  lo  ocurrido,  y  que  tratando  con  este 
motivo  de  averiguar  cuál  ha  sido  el  proceder  del  capitán, 
habian  adquirido  la  seguridad  de  que  las  averías  habiah  sido 
causadas  por  la  tripulación  ó  por  el  capitán,  quien,  para 
ocultarlas  en  parte,  mandó  trasladar  el  contenido  de  unas 
bolsas  en  otras,  después  de  lavadas,  resultando,  que  además 
de  haberse  llenado  algunos  sacos  con  harina  «n  mal  estadoi 
hay  gran  merma  ó  disminución  de  peso  en  cada  uno  de 
aquellos  ;  que  todos  los  datos  obtenidos  le  revelaban  que  la 
conduela  del  capitán  era  de  todo  punto  culpable,  sin  que  le 
fuese  dado  invocar  hechos  de  mar  ó  de  fuerza  mayor  que  no  le 
sean  imputables,  desde  que  no  formuló  la  protesta  corres- 
pondiente al  llegar  á  este  puerto,  como  era  su  deber 
hacerlo  si  hubiese  ocurrido  aquello,  ni  pidió  tampoco  el 
reconocimiento  previo  de  las  escotillas  y  carga  antes  de  prin- 
cipiar la  descarga  ;  y  que  en  su  doble  carácter  de  consigna- 
tarios del  buque  y  de  la  carga,  pedian  á  los  efectos  del  art. 
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i  246  del  Código  de  Comercio,  que  el  Juzgado  nombrase  uno 
ó  tres  peritos  que  trasladándose  á  bordo  de  la  barca,  proce- 
diesen á  examinar,  reconocer  y  pesar  toda  la  carga  que  en 
ella  se  encontrase  ;  hiciesen  la  esttmacion  de  los  daños,  y 
averías  que  hubiesen  sufrido  expresando  las  causas  de  que 
provengan,  asi  como  las  que  hubiesen  ocasionado  las  mer- 
mas ;  que  procediesen  así  mismo  al  examen  del  arrumaje  y  . 
manifestasen  si  existían  veslijios  ó  señales  de  haberse  lavado 
las  telas  de  las  bolsas,  y  por  último  practicasen  con  la  parte 
de  carga  desembarcada  ya,  igual  operación  á  la  que  debian 
practicar  con  la  que  existiese  á  bordo. 

4f<>  Que  el  Juzgado  nombró  tres  peritos  que  con  citación  del 
capitán,  practicasen  el  reconocimiento  solicitado,  y  habién- 
dolo afectuado,  dieron  cuenta  de  su  resultado  en  el  informe 
que  corre  á  foja  ocho,  y  cuyo  resumen  es  el  siguiente  :  lo 
Que  la  estiva  de  sacos  en  el  centro  de  la  escotilla  mayor 
estaba  en  completo  desorden  hasta  llegar  á  la  estiva  de  los 
porotos,  la  que  deja  entrever  que  toda  ha  sido  revuelta  com- 
pletamente con  el  objeto  según  piensan,  de  separar  los  sacos 
averiados  de  los  sanos,  porque  la  mayor  parte  de  ellos  estaba 
mojada  con  agua  de  mar,  y  su  contenido  muy  deteriorado  en 
parte  ;  2o  que  el  origen  de  la  avería  debe  atribuirse  á  que 
haya  entrado  agua  de  mar  por  la  misma  escotilla,  por  sus 
brazales,  y  en  parte  también  por  algún  lado  de  la  cubierto, 
pues  que  para  asegurarse  mas  hablan  hecho  subir  sobre  cu- 
bierta unos  ciento  cincuenta  sacos  mas  ó  menos,  y  habían 
encontrado  que  todos  estaban  mojados  con  agua  de  mar,  y 
su  contenido  averiado  ;  2o  Que  visitadas  las  dos  escotillas 
de  proa  y  popa,  habian  encontrado  el  mismo  desorden  en  el 
arrumaje,  pero  mas  en  él  de  la  última,  por  cuyo  motivo  de- 
bieron suponer  que  se  hubiesen  sacado  bolsas  de  ella  con 
averia  para  pasarlas  á  la  escotilla  mayor,  agregando  que  el 
daño  es  debido  también  á  haber  penetrado  agua  de  mar  por 
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las  mismas  escotillas,  por  sus  brazales,  por  algunas  costuras 
de  la  cubierta  y  que  en  la  escotilla  de  proa,  habian  veriQ- 
cado  que  también  debia  haber  entrado  agua  por  el  palo  del 
trinquete ;  3""  Que  en  cuanto  haber  lavado  varios  sacos  á 
bordo,  confio  encontrasen  que  realmente  habia  siete  ú  ocho 
que  habian  sido  lavados,  creyeron  deber  informarse  del  piloto 
«y  contramaestre  sobre  ese  particular,  y  se  les  dijo  que  en 
efecto  habian  hecho  esa  operación,  para  trasegar  á  los  sacos 
lavados  la  harina  que  saliese  averiada,  agregando  dichos 
piloto  y  contramaestre,  que  igual  operación  habian  hecho 
con  una  partida  de  quince  bolsas  que  habian  traido  de 
repuesto  del  puerto  de  la  carga  ;  i^  Que  al  dia  siguiente 
procedieron  á  practicar  igual  reconocimiento  en  una  partida 
de  dos  mil  quinientas  bolsas  desembarcadas  de  la  misma 
barca  <  B.  G.  Peters,  >  y  depositadas  en  la  calle  de  Balcarce 
número  178,  dando  por  resultado  haber  ciento  cuarenta  bol- 
sas averiadas  por  agua  de  mar,  tanto  esterior  como  interior- 
mente, pero  sin  falta  en  el  peso,  y  ciento  sesenta  mas  ave- 
riadas, con  terrones  á  dentro»  y  con  falta  de  pepo,  pues  que 
habiendo  pesado  cien  dieron  una  merma  de  cien  libras,  lo 
que  daba  un  término  medio  de  diez  libras  de  falla  por  bol 
sa,  y  que  aunque  habian  procurado  verificar  si  entre  los 
sacos  existentes  en  el  depósito  habia  algunos  lavados  y 
renellados  otra  vez,  no  les  fué  posible  cerciorarse,  sobre  el 
particular  y  solamente  habian  notado  que  muchos  sacos  no 
tenían  la  costura  primitiva,  y  concluían  resen^ándose  ampliar 
su  reconocimiento  asi  que  estuviese  en  tierra  todo  el  carga- 
mento. 

5o  Que  los  mismos  peritos  procedieron  á  practicar  un 
nuevo  reconocimiento  asi  que  toda  la  carga  se  encontró  en 
el  depósito  de  que  se  ha  hecho  mención,  y  pasaron  un  segun- 
do intormei  el  cual  corre  de  foja  13  á  14,  y  se  resume  en  lo 
siguiente :  i""  Que  en  todo  el  cargamento  babia  cuatrocientos 
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ciocuenta  y  ocho  bolsas  de  harina  ;  2^  Que  habia  además 
doscientos  ochenta  y  cuatro  sacos  del  mismo  artículo  con 
señales  esteriores  de  falta,  y  que  pesados  en  parte  dan  un 
término  medio  de  diez  libras  de  falta  en  cada  uno  ;  3^  Que 
resultaba  también  en  estado  de  avería  notable  noventa  y 
ocho  sacos  de  trigo,  y  de  estos  algunos  con  bastante  falta  en 
el  peso,  y  treinta  y  un  sacos  de  porotos ;  4""  La  causa  de  la 
averia  es  á  juicio  de  los  peritos  la  que  manifestaron  en  su 
prinier  informe,  y  la  de  la  disminución  en  el  desorden  que  se 
produjo  en  el  arrumaje,  y  la  operación  de  pasar  el  contenido 
de  unas  bolsas  á  otras  ;  5*^  La  estimación  de  los  daños  es  la 
siguiente  : 

En  458  sacos  harina  averiada,  un  peso  vein- 
te y  ocho  centavos  fuertes  cada  saco ;$ffts.  588     24 

En  284  sacos  merma  ó  disminución  de  2840 
libras  á  razón  de  un  peso  veinte  y  ocho  centa- 


vos fuertes  arroba 

En  70  sacos  trigo  averiado  un  deterioro  míni- 
mun  de  tres  y  medio  fuertes  cada  uno 

En  28  sacos  trigo  con  falta  de  84  arrobas 
á  un  peso  fuerte  la  arroba 

En  25  sacos  porotos  averiados,  deterioro  de 
cada  uno  en  cuatro  pesos  fuertes 

Seis  sacos  porotos  con  falta  de  12  arrobas  á 
un  peso  treinta  y  dos  centavos  fuertes  arroba. 


145    40 


245 


84 


100 


15    84 


Total  de  los  daños \ $  1178    48 

6°  Que  los  Señores  ^.  Devoto  y  hermano,  partiendo  de 
los  hechos  espuestos,  se  presentaron  demandando  al  Ca- 
pitán déla  barca  <B.  G.  Peteri  pidiéndose  le  declarara  res- 
ponsable de  las  averias  de  la  carga  importantes  mil  ciento 
setenta  y  ocho  pesos  cuarenta  y  ocho  centavos  fuertes,  y  del 
importe  de  honorarios,  costas  y  costos  que  aproximadamente 
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calculaban  en  quinientos  pesos  fuertes,  formándole  al  capitán 
su  cuente  de  fletes  (que  corre  á  f.  i 7),  con  un  saldo  á  favor 
del  último  de  dos  mil  quinientos  diez  y  seis  pesos  setenta  y 
seis  centavos  fuertes. 

7o  Que  la  parle  del  capitán,  antes  de  evacuar  el  traslado 
de  la  demanda  pidió  y  obtuvo  que  se  le  entregara  el  saldo  que 
los  mismos  A.  Devoto  y  Hermano  recooocian  deberle;  y  con- 
testándola opuso  lo  siguiente  :  I""  que  no  es  responsable  de 
las  averías,  porque  espresándose  en  el  conocimiento  que  el 
capitán  ignora  peso  y  contenido,  etc.  no  es  responsable  por 
disminución  ni  por  averia  en  el  contenido  mientras  no  se 
probase  como  no  se  probaría,  que  habia  procedido  con  dolo, 
como  lo  determina  el  artículo  1206  del  Código  de  Comercio, 
sin  que  el  informe  de  los  peritos  sea  bastante  para  destruir 
el  derecho  del  Capitán  establecido  en  el  conocimiento  y  en 
conformidad  con  el  código  citado,  porque  los  peritos  no  de- 
cían qne  la  falta  fuese  imputable  al  capitán  ni  que  hubiese 
habido  dolo  por  su  parte;  á  lo  que  se  agregaba  que,  como 
constaba  de  los  documentos  y  recibos  acompañados,  el  Capi- 
tán habia  pedido  antes  de  empezar  la  descarga,  el  reconoci- 
miento de  visturia,  declarando  los  capitanes  que  las  escotillas 
estaban  bien  cerradas  y  en  buen  estado,  y  que  los  demandan- 
tes se  habían  recibido  de  toda  la  carga  á  su  satisfacción,  con 
escepcion  de  doscientos  setenta  y  cinco  sacos  algo  averiados, 
según  se  espresa  en  el  último  recibo;  que  la  reclamación  pro- 
movida por  A.  Devoto  y  Hermajio  era  tanto  mas  injiusta  cuan- 
to que  habia  celebrado  el  contrato  en  Valparaíso,  debiendo  lo- 
mar parte  de  la  carga  de  un  vapor  á  la  mayor  brevedad  para 
evitar  estadías,  y  que  encontrándose  á  bordo  del  vapor  muchos 
sacos  rotos  y  despedazados,  fué  necesario  antes  de  pasarlos 
á  la  Barca  «B.  C.  Pcters»  cambiar  los  sacos;  y  (inalmente 
que  el  ar-rumaje  se  hizo  como  corresponde  y  consta  de  los 
certificados  adjuntos,    salvo  alguna  píqueña  variación  nece- 
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saria  para  la  navegación  y  que  ningún  capitán  respondía  por 
los  accidentes  del  mar.  2»  Que  aparte  de  la  cantidad  que  A. 
Devoto  y  Hermano  habian  retenido  de  los  fletes  para  respon- 
der de  la  avería  y  gastos,  y  que  debian  restituir  según  lo 
habían  demostrado,  la  cuente  de  fletes  no  era  exacta,  pri- 
mero porque  el  flete  debe  pagarse  según  el  contrato  por  to- 
nelada inglesa,  y  A.  Devoto  y  Hermano  habian  hecho  pesar 
la  carga  por  libras  españolas  2211,  y  habian  dividido  por  in- 
glesas 2240  lo  que  da  una  diferencia  de  setenta  y  seis  pesos 
treinta  y  un  centavos  fuertes;  y  segundo  porque  han  pues- 
to el  cambio  á  cincuenta  uno  y  medio,  cuando  según  lo  es- 
tipulado debe  ser  cincuenta  uno  y  cuarto,  con  arreglo  al  pre- 
cio corriente  enplaza,  resultando  una  diferencia  de  veinte  y 
tres  pesos  fuertes,  que  agregada  á  la  anterior  importa  no- 
venta y  nueve  pesos  treinta  y  un  centavos  fuertes  que  se 
abonan  de  menos  al  Capitán  en  la  espresada  cuenta  y  por  la 
que  deduce  su  reconvención,  asi  como  por  la  cantidad  re- 
tenida para  responder  á  las  averias. 

8^  Que  corrido  traslado  $  los  demandantes,  lo  evacuaron 
reconociendo  haber  incurrido  en  un  error  involuntario  en  el 
cálculo  del  peso  formulado  por  un  dependiente  poco  prácti- 
co; y  en  cuanto  al  cambio  si  bien  niegan  que  haya  habido 
error  de  su  parte;  pues  el  precio  de  plaza  varía  de  un  mo- 
mento á  otro  y  nunca  la  Bolsa  da  el  mismo  en  las  diversas 
horas  del  dia,  atendida  su  poca  importancia,  estaban  con- 
formes que  se  dedujera  asi  este,  como  aquella  diferencia, 
insistiendo  únicamente  en  su  demanda  por  el  importe  de  los 
daños  ó  averías  de  la  carga. ' 

9o  Que  recibida  la  causa  á  prueba  para  acreditar  de  que 
provenian  las  averias  sufridas  por  la  carga,  no  se  ha  produ- 
cido prueba  alguna  por  las  partes. 
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Y  considerando  : 

1®  Que  esté  justificado  por  el  reconocimiento  pericial, 
practicado  con  citación  del  Capitán  dentro  del  plazo  fijado 
por  el  artículo  1246  del  Código  de  Coniercio  el  estado  de 
avería  de  la  carga,  las  causas  que  lo  produjeron,  como  asi- 
mismo el  importe  de  los  daños,  todo  io  cual  se  halla  ade- 
más virtual  ó  espresamente  corroborado  por  la  parte  del 
Capitán  que  en  su  contestación  á  la  demanda  confiesa  ha- 
ber entregado  doscientos  setenta  sacos  averiados,  acompa- 
ñando el  recibo  que  así  lo  espresa,  y  no  contradice  el  re- 
sultado obtenido  por  los  peritos,  ni  la  estimación  de  los 
daños,  á  lo  que  se  agrega  además  que  en  el  mismo  escrito 
se  dice  que  el  contenido  de  algunos  sacos  fué  pasado  á 
otros,  y  que  el  arrumaje  sufrió  alguna  pequeña  variación 
necesaria  para  la  navegación  del  buque  por  el  mal  tiempo» 
agregando  que  el  Capitán  no  responde  por  los  accidentes 
de  mar,  de  todo  lo  cual  se  colije  que  el  arrumaje  no  llegó 
á  este  puerto  como  salió  del  de  Yaiparaiso,  y  que  hubieron  ac- 
cidentes de  mar  que  obligaron  á  variarlo,  lo  que  es  una 
comprobación  de  las  conclusiones  á  que  arribaron  los  pe- 
ritos. 

2o  Que  el  Capitán  no  ha  justificado  el  hecho  alegado  en 
su  contestación  á  la  demanda  de  que  antes  de  recibirla 
carga  en  su  buque  fué  necesario  pasar  el  contenido  de  al- 
gunos sacos  rotos  y  despedazados  á  otros  sacos,  ni  tampoco 
haber  recibido  parte  de  la  carga  de  á  bordo  de  an  vapor,  y 
no  ha  podido  omitir  la  justificación  de  estos  hechos  tanto 
mas  cuanto  que  los  peritos  habian  denunciado  la  operación 
de  trasagar  hecha  á  bordo  apoyándose  en  el  dicho  del  Piloto 
y  Contramaestre,  y  que  no  habiendo  sido  contradicho  al  con- 
testar á  la  demanda,  ni  rendídose  prueba  en  contrario  debe 
darse  como  justificado,  no  siendo  de  presumirse  que  el  Ca- 
pitán no  lo  hubiese  esprésado  al   firmar  los  conocimientos. 
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3o  Que  el  mismo  informe  de  los  Capitanes  nombrados  por 
el  consulado  Alemán,  á  pesar  de  no  tener  importancia  legal, 
por  no  emanar  su  nombramiento  de  Juez  competente,  ni 
haberse  hecho  con  citación  de  los  cargadores,  corrobora  el 
hecho  de  haber  llegado  la  carga  averiada  por  agua  de  mar. 

4f^  Que  aunque  los  Capitanes,  no  son  responsables  de  las 
averías  causadas  por  infortunio  ó  accidentes  de  mar,  para 
exonerarse  de  dicha  responsabilidad  es  necesario  que  justi- 
fiquen que  las  averías  han  provenido  realmente  de  acciden- 
tes de  mar,  inevitables,  habilitando  á  los  cargadores  para 
reclamar  de  los  seguros  las  averias  causadas. 

5o  Que  en  el  presente  caso  si  bien  es  verdad  que  la  ave- 
ria procede  de  mojadura  por  agua  de  mar,  no  puede  decirse 
que  esto  sea  á  consecuencia  de  un  accidente  ó  riesgo  ine- 
vitable de  mar,  porque  esto  ha  debido  justificarse  por  el  dia- 
rio de  navegación  (inciso  ^"^  del  art.  1085  del  Código  de 
Comercio),  el  que  debió  presentarlo  con  la  declaración  de  los 
peligros  corridos  y  de  los  daños  en  la  carga;  y  el  Capitán  no 
ha  llenado  tales  requisitos,  lo  que  induce  la  presunción  de 
que  los  daños  no  han  sido  causados  por  accidentes  estraor- 
dinarios  é  inevitables  de  mar. 

6o  Que  el  mismo  reconocimiento  del  buque  no  ha  ofreci- 
do indicios  de  averia  en  su  casco,  y  por  consecuencia  tam- 
poco puede  sostenerse  que  las  averías  de  la  carga  sean  con- 
secuencia de  averías  en  el  buque  que  permitieron  la  intro- 
ducción d6  la  agua  á  la  bodega,  ó  si  el  buque  tenia  avería 
no  era  producido  por  choque,  abordaje,  etc.  sino  de  que  no 
estuviese  en  perfecto  estado  para  navegar,  en  cuyo  caso 
sería  responsable  el  Capitán  de  todos  los  daños  y  perjuicios 
originados  á  la  carga,  según  la  terminante  prescripción  con- 
tenida en  el  articulo  1243  de  Código  de  Comercio. 

7o  Que  no  habiendo  ocurrido  accidentes  estraordinarios  que 
inevitablemente  produjeran  ó  debieran  producir  las  averías 
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con  que  llegó  la  carga  á  este  puerto,  y  siendo  ademas  un  he- 
cho constatado  que  la  agua  penetró  por  las  escotillas,  es 
evidente  que  la  avería  h")  sido  causada  por  culpa  del  Capitán 
ó  de  la  tripulación  que  dejó  abiertas  las  escotillas;  y  por  con- 
secuencia es  responsable  de  ellas  con  arreglo  al  articulo  1067 
del  Código  de  Comercio,  y  al  principio  general  de  que  cada 
uno  debe  indemnizar  los  daños  que  hubiese  causado  por 
su  impericia  ó  negligencia. 

8o  Que  admitiendo  la  hipótesis  de  que  no  hay  pruebas  de 
la  culpa  ó  negligencia  del  capitán,  esto  es,  de  que  no  ha 
llenado  como  es  la  verdad  los  deberes  de  depositario  de 
la  carga,  y  como  tal,  la  guarda,  buen  arrumaje,  etc.  délos 
efectos  que  recibió  á  su  bordo;  basta  el  hecho  de  haber 
entregado  averiada  la  carga,  y  de  no  haberlo  justificado, 
como  no  ha  justiGcado  que  los  daños  provienen  de  vicio  pro- 
pio de  la  cosa,  fuerza  mayor  ó  culpa  del  cargador  para  que 
en  los  términos  del  articulo  1067  procedentemente  citado, 
responda  de  todos  los  daños  que  ha  sufrido  la  carga. 

9o  Que  en  dichos  daños  deben  comprenderse  según  el 
mismo  artículo  citado,  no  solo  el  deterioro  producido  en  la 
carga  por  el  agua  de  mar,  sino  también  la  cantidad  que 
se  hubiese  entregado  de  menos. 

10^  Que  no  se  opone  á  las  conclusiones  precedentes  la 
cláusula  inserta  en  el  conocimiento  en  que  el  Capitán  de- 
clara ignorar  peso,  contenido,  y  numeración,  porque  es- 
ta cláusula  nada  tiene  quo  ver  con  el  estado  -de  la  carga 
que,  según  el  conocimiento,  era  el  mejor  posible  y  en  este 
caso  se  ha  entregado  carga  averiada,  sino  porque  si  bien 
es  cierto  que  una  cláusula  semejante  no  obliga  al  Capitán 
á  entregar  los  efectos  qua  de  la  pertenencia  del  cargador 
se  encontrase  en  el  buque,  dicha  cláusula  solo  es  aplica- 
ble cuando  el  Capitán  ha  llenado  fielmente  los  deberes  que 
le  imponen  las  leyes  comercialeSi  esto  es,  cuando  no  bu* 
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biese  alterado  durante  el  viaje  el  arrumaje  que  tenia  la  car- 
ga antes  de  empezar  el  viaje,  ni  hubiese  abierto  los  sacos 
ó  bultos  que  conlenian  los  efectos  para  pasarlos  á  otros 
sacos;  y  en  este  caso  el  Capitán  ha  faltado  á  los  deberes 
de  tal,  haciendo  pasar  la  harina  de  unos  sacos  á  otros  y 
haciendo  lavar  los  sacos  que  la  contenian,  y  no  habiéndose 
hecho  estas  operaciones  en  presencia  del  cargador  ó  ar« 
mador,  falta  la  garantía  de  que  se  hicieseu  sin  pérdida  de 
parte  de  dicho  artículo,  lo  que  es  tanto  mas  necesario, 
cuanto  que  pudiendo  en  parte  haber  estado  la  harina  tan 
mojada  que  no  fuese  posible  su  conservación  junto  con  el 
resto  déla  carga,  ha  podido  arrojarse  á  la  mar  y  provenir  de 
esto  la  disminución. 

11^  Que  por  otra  parte  si  no  ha  habido  dolo  por  parte 
del  Capitán,  ha  habido  por  lo  menos  culpa  grave  ó  lata 
que  la  constituyen  hecho.s  ó  de  parte  del  Capitán  que  sa- 
bia este  que  no  debía  permitirse  como  ser  el  cambio  de 
bolsas  ó  sacos,  variación  Jel  arrumaje  y  ocultación  d^^  to- 
dos estos  hechos  al  llegar  á  este  puerto,  no  pudiendo  de- 
cirse que  lo  hiciese  por.  mera  negligencia,  puesto  que  no 
la  hay  en  hechos  positivos;  y  equiparándose  los  efectos  de 
la  culpa  lata  ó  las  del  dolo,  lata  culpa  dolo  eguiparatur,  co- 
mo dice  una  regla  de  derecho,  no  cumpliría  el  Capitán  en 
los  términos  del  artículo  1206  del  Código  de  Comercio  con 
entregar  los  efectos  que  de  la  pertenencia  de  A.  Devoto  y 
Hermano,  se  encontraron  en  la  barca  cB.  C.  Petersi  cuando 
llegó  á  este  puerto,  suponiendo  que  dicho  artículo  fuese 
aplicable  al  caso,  porque  el  mismo  hace  escepcion  cuando 
hubiese  dolo  por  parte  del  Capitán. 

12o  Que  respecto  al  cuanto  de  los  daños  debe  aceptarse 
el  que  fijan  los  peritos  en  su  informe  de  í.  13,  no  solo 
porque  no  ha  sido  contradicho  por  el  demandante,  lo  que 
con  arreglo  al  artículo  86  de  la  ley  de  procedimientos  pue- 
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de  estimarse  como  una  conresion  de  su  exactitud,  sino  por- 
que la  estimación  de  los  daños  ha  sido  hecha  por  dos  peri- 
tos judicialmente  nombrados  y  con  citación  del  Capitán,  y 
ser  este  no  solo  el  medio  mas  adecuado  para  everiguar  el 
monto  de  los  daños  sino  también  el  que  parece  exigirse  por 
el  articulo  1246  del  Código  de  Comercio. 

13^  Que  estando  constatado  en  autos  que  habia  exceso  en 
I  a. demanda  deducida  por  A.  Devoto  y  Hermano,  ó  mas  bien 
á  la  retención  que  hacia  de  la  cantidad  adeudada  al  Capi- 
tán por  fletes,  puesto  que  en  la  cuenta  de  f.  no  se  le  abo- 
nó, como  lo  han  reconocido  los  mismos  demandantes,  en 
su  escrito,  fs.  62  á  64,  el  flete  corespundiente  al  peso,  entre- 
ga de  harina,  trigo  y  porotos  entregados,  ni  se  hizo  el  cam- 
bio de  la  libra  esterlina  con  sujeción  al  que  debia  rejír  á  la 
fecha  del  pago,  como  admitieron  en  el  escrito  citado,  no 
tienen  derecho  para  exijir  las  costas  judiciales,  sino  son 
las  necesarias  para  constatar  el  estado  de  la  carga. 

14^  Que  de  lo  expuesto  en  el  precedente  considerando 
se  deduce  que  deben  ser  á  cargo  del  Capitán  el  honorario 
de  los  peritos,  porque  la^^operacion  practicada  por  estos  ha 
sido  necesaria  para  constatar  el  estado  de  la  carga  con  ar- 
reglo al  artículo  1246  del  Código  de  Comercio. 

15^  Que  tanto  menos  debe  inci^rrir  en  la  condenación  de 
las  demás  costas  la  parte  del  Capitán,  cuanto  que  los  de- 
mandantes llegaron  hasta  á  retener  la  cantidad  de  qui- 
nientos pesos  fuertes  por  costas  del  juicio,  retención  que, 
no  estando  apoyada  en  una  decisión  judicial,  era  arbitraria 
é  ilegal. 

Por  estos  fundamentos  fallo  declarando  al  Capitán  de  la 
Barca  tB.  C.  Peters»,  Don  Pablo  Voltmer,  responsable  de 
los  daños  causados  á  la  carga,  que  condujo  desde  Valpa- 
raiso  á  la  orden  de  los  Señores  A.  Devoto  y  Hermano,  im- 
portantes mil  ciento  setenta  y  ocho  pesos    cuarenta  y  ocho 
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(^fts.  1178  48  es.)  y  del  pago  de  los  honorarios  á  los  pe- 
ritos, y  en  su  consecuencia  legítima  la  retención  que  los 
demandantes  han  hecho  de  la  espresada  cantidad;  debiendo 
los  últimos  abonar  á  dicho  Capitán  la  cantidad  de  trecien- 
tos cuarenta  pesos  fuertes  que  retuvieron  indebidamente, 
mas  la  de  noventa  y  nueve  pesos  treinta  y  un  centavos  fuer- 
tes, que  hace  la  de  cuatrocientos  cuarenta  y  nueve  pesos 
treinta  y  un  centavos  fuertes,  y  los  intereses  de  banco  so- 
bre dicha  cantidad  y  sin  especial  condenación  en  costas. 
Repónganse  los   sellos;  y  notifiquese  con  el  original. 

Manuel  Zavaleta 
Esta  sentencia  fué  confírmada  por  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  17  de  1872. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  setenta  y  una,  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos  devuélvanse. 

Salvador  María  DEL  Carril.— Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. — José  B.  Gorostiaga.; 
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CülUSü.  ulc 


Criminal^    contra   Don   José  Ilurraspe  por  abuso  de  autori- 
dad—  incidente  sobre  competencia. 


Sumario.  —  1®  Los  Tribunales  de  Provincia  no  son  com- 
petentes para  conocer  de  pleitos  sobre  propiedad,  cuando 
en  ellos  se  encuentra  interesado  el  Fisco  Nacional. 

2o  Los  Tribunales  de  Provincia  no  pueden  ligar  con 
sus  resoluciones  los  actos  de  los  Poderes  Públicos  de 
la  Nación,  ó  de  los  que  proceden  á  su  nombre  y  repre- 
sentación, como  empleados,  comisionados  ó  agentes. 

3^  Todas  las  cuestiones  cuya  resolución  pueda  afectar 
al  Fisco  Nacional,  son  de  la  competencia  de  los  Tribu- 
nales de  la  Nación. 


Caso. — Con  fecha  2Í  de  Junio  de  1871,  el  Poder  Eje- 
cutivo Nacional  comisionó*  á  D.  José  Iturraspe  para 
recolectar  en  las  Provincias  de  Entre-Rios  y  Corrientes, 
todos  los  caballos  pertenecientes  á  la  Nación  que  se 
encontrasen  diseminados  en  ellas.  Hecho  saber  este  nom* 
bramiento  al  Gobierno  de  Entre  Rios,  se  ordenó  por 
este  á  las  autoridades  departamentales  que  reconocieran 
por   tal  Comisionado   Nacional   al   mencionado  Iturraspe, 
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quien  en  cumplimiento  de  su  cometido,  recibió  de  los 
coroneles  Campos  y  Antelo  y  del  comandante  Romero  3900 
y  tantos  caballos,  y  algunas  yeguas  y  muías;  entre  los 
cuales  habia  algunos  que  no  habian  sido  oportunamente 
señalados,  por  cuya  razón  Ilurraspe  los  señaló  y  puso 
la  marca  de  fuego   del  Estado. 

Trasportados  estos  animales  y  otros  que  reunió  el 
comisionado  á  la  costa  del  Paraná  para  ser  pasados  á 
Santa  Fé,  el  Gefe  Político  del  Paraná  trabó  embargo 
sobre  ellos  haciendo  saber  á  Iturraspe  que  se  procedía 
asi  por  numerosas  quejas  que  tenia  del  vecindario  de 
que  entre  esos  caballos  iban  muchos  de  propiedad  par- 
ticular. 

El  Gobierno  de  la  Provincia,  á  quien  se  habia  dado 
conocimiento  de  esas  quejas  y  del  embargo  ordenado,  man- 
dó se  pasaran  esas  actuaciones  ai  Juez  del  Crimen  del 
Paraná,  quien  ordenó  la  prisión  de  Iturraspe,  levantó  un 
sumario  en  el  que  declararon  varios  testigos  y  en  el  que 
el  Gafe  Politice  aseguró  que  eran  muchos  los  avisos  que 
habia  recibido  de  que  entre  las  caballadas  de  la  Nación 
iban  también  de  propiedad  particular ;  pero  que  no  tenia 
presente  el  nombre  de  las  personas  que  habian  denun- 
ciado el  hecho,  no  habiendo  nadie  tampoco  presentádose 
á  reclamar  animales  como  de  propiedad  particular. 

Durante  el  sumario,  Don  Caliste  Sosa  con  poder  de 
Iturraspe,  se  presentó  al  Juzgado  y  espuso :  que  siendo 
de  la  esclusiva  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales 
el  juzgamiento  de  las  causas  que  vnrsen  sobre  abusos 
cometidos  por  empleados  de  la  Nación  en  el  desempeño 
de  sus  funciones,  y  hallándose  Ilurraspe  en  ese  caso 
por  cuanto  habia  sido  comisionado  por  el  Gobierno  Na- 
cional para  recolectar  los  caballos  de  su  pertenencia, 
el  Juzgado  debia  declararse  incompetente,  mandando  sus- 
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pender  el  auto  de  prisión,  y  pasando  el  espediente  al 
Juzgado  de  Sección  para  que  resolviera  con  arreglo  á 
derecho. 

Que  era  de  notarse  también  que  la  cuestión  afectaba 
directamente  los  intereses  de  la  Nación  á  cuyo  favor  se 
pretendia  que  Ilurraspe  habia  abusado  de  su  autoridad, 
marcando   caballos  de  propiedad  particular. 

Finalmente,  que  invistiendo  Iturraspe  el  carácter  de 
cónsul  de  la  República  Oriental  y  el  de  vice-cónsul  de 
Portugal,  las  cuestiones  que  contra  él  se  suscitasen  no 
podian  ser  resueltas  si  no  por  la  Justicia  Nacional. 

El  Procurador  Fiscal,  á  quien  se  corrió  vista,  dijo 
que  á  mérito  de  ser  Iturraspe  un  comisionado  Nacional, 
investido  además  con  un  carácter  consular,  era  incues- 
tionable que  el  caso  correspondia  á  la  jurisdicción  Na- 
cional. 


Fallo  del  ilues  de  la  Provlnela* 


Paraná,  Junio  10  de  1872. 

Y   vistos :  de    comuu   consentimiento   de   partes,    pase 

esta  causa  al   Señor  Juez  Federal  do  estas  sección,  con  el 

oficio  correspondiente,   y  hágase   saber,   reponiéndose    el 

sello. 

Misael  Hernández. 

Remitido  el  espediente  al  Juzgado  de  Sección  y  corrido 
vista  al  Procurador  Fiscal,  este  espuso  que  las  razones  ale- 
gadas por  el  apoderado  de  Iturraspe  y  por  el  Agente  Fiscal 
de  la  Provincia  no  eran  á  su  juicio  bastante  para  fundar 
la  competencia  del  Juzgado  Federal :  i  o  porq^^e  siendo  la 
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jurisdicción  ordinaria  ó  propia  de  los  Juzgados  estableci- 
dos por  la  ley,  la  que  corresponde  á  la  misma  Facultad  ó 
poder  que  la  ley  les  acuerda,  para  conocer  y  juzgar  en  lo 
civil  y  criminal,  dentro  de  los  limites  territoriales  que  la 
misma  ley  les  designa,  el  hecho  de  la  sustracción  de  ca- 
ballos pertenecientes  á  particulares,  perpetrado  en  la 
Provincia,  no  puede  corresponder  en  su  enjuiciamiento 
al  Juzgado  Federal  por  lo  que  dispone  la  misma  ley  na- 
cional citado. 

2o  Porque  el  art.  10  de  la  ley  de  jufisdiccion  citado 
por  el  Agente  Fiscal  de  la  Provincia,  se  reGere  solo  á 
las  causas  civiles  y  no  á  los  criminales  que  correspon- 
den al  Juez  en  cuyo  territorio  se  comete  el  delito. 

3o  Porque  aun  cuando  la  comisión  conferida  á  Itu- 
rraspe  le  dé  el  carácter  de  empleado  nacional,  esto  solo 
se  entenderla  respecto  de  aquello  en  que,  como  de  per- 
tenencia fiscal,  hubiese  dispuesto,  faltando  á  la  confianza 
ó  deberes  de  su  encargo,  y  no  en  cuanto  á  delitos  que, 
por  disponer  de  la  propiedad  particular,  entran  para  su 
juzgamiento  en  la  jurisdicción  territorial  de  la  Provin- 
cia. 

4o  Porque,  aun  en  el  carácter  de  cónsul  oriental  y 
vice-cónsul  portuguez,  Iturraspe  puede  ser  juzgado  en 
los  delitos  por  los  jueces  de  Provincia,  pues  la  ley  del 
63  solo  se  refiere  á  los  asuntos  contenciosos,  es  decir, 
civiles,  que  versen  sobre  negocios  que  les  sean  parti- 
culares—  Pidió  que  el  Juzgado  se  declarase  incompe- 
tente y  devolviese  los  autos  al  de  Provincia. 

En  cuanto  á  la  solicitud  para  dejar  sin  efecto  la  orden 
de  prisión,  dijo  que  ella  debia  ser  proveída  por  el  Juez 
competente  en  la  causa. 

T.  m  15 
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Fiüle  dtel  JíoMi  de  Secelen. 

Paraafc,  Janio  20  de  1872. 

De  acuerdo  con  ló  espuesto  por  el  Procurador  Fiscal 
y  por  los  fundamentos  en  que  apoya  su  opinión,  se  declara: 
que  el  presente  asunto  no  corresponde  á  la  Justicia  Fe- 
deral, sino  qu.p  su  juzgamiento  es  peculiar  y  privativo 
de  los  Juzgados  de  Provincia.  En  su  conveniencia  de- 
vuélvanse estos  obrados  al  Señor  Juez  del  Crimen  Titular, 
para  que  él  si  lo  cree  conveniente,  los  eleve  al  Superior 
Tribunal  á  fin  de  que  él  designe  el  Juez  que  debe  co- 
nocer en  este  asunto,  en  razón  de  haberse  inhibido  el 
Titular  del  Crimen,  cuya  causal  no  la  cree  legal,  é 
igualmente  el  Juzgado  en  lo  civil  á  quien  en  virtud  de 
la  inhibición  del  Juez  del  Crimen  pasó  el  conocimiento 
áe    esfe    asunto  —  acompáñese    con   el    correspondiente 

oficio. 

Febre. 

Notificado  Don  Galisto  Sosa,  apoderado  de  Iturraspe, 
apeló  para  ante  la  Suprema  Corte. 

Elevado  el  espediente,  se  dio  vista  al  Señor  Procurador 
General  quien  espuso  :  Que  para  saber  si  el  caso  presente 
corresponde  á  la  jurisdicción  nacional  ó  provincial,  es  na* 
cosario  empezar  por  establecer  la  verdadera  doctrina  y 
la  naturaleiía   del  caso. 

Guando  el  ejército  nacional  se  retiró  de  Entre-Ríos, 
dejó  en  la  provincia  mas  de  20,000  caballos  que  la 
Nación  habia  comprado,  ó  que  se  babian  quitado  á  loa 
enemigos.  De  estos  solo  se  habia  reunido  dos  mil  y 
tantos  que  tenia  el  Señor  Coronel  Don  Luis  fibrít  Campos, 
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y  unoB  ocho  cientos  y  tantos,  que  estaban  al  cuidado 
del  Señor  Coronel  Don  José  Francisco  Antelo,  en  bus 
potreros. 

Don  José  Iturraspe  fué  comisionado  por  el  Gobierno 
Nacional  para  recibir  esta  caballada,  y  reunir  todos  los 
que  pudiera  de  propiedad  nacional,  pasándolos  á  potre- 
ros de  Santa-Fé  —  Parece  que  tuvo  también  el  encargo 
de  poner  la  marca  y  señal  del  Estado  á  los  que  no 
la  tuvieran,  pues  con  este  objeto  se  le  entregaron  en 
la  Comisaria  General  cuatro  marcas  de  fuego,  foja  40 
y  foja  81. 

El  empezó  por  recibir  los  caballos  que  tenia  á  su 
cuidado*  el  Señor  Coronel  Campos  en  número  de  2851, 
entre  los  cuales  habia  algunoi  de  oreja  entera,  como  tam' 
bien  algunas  yeguas,  como  consta  del  documento  de  f. 
82.  Recibió  también  del  Señor  Coronel  Antelo  824  ;  y 
del  Comandante  D.  Juan  Cruz  Romero  317. 

Aunque  entre  estos  animales  hubiera  muchos  de  oreja 
entera,  era  evidente  que  todos  pertenecian  á  la  Nación; 
porque  el  ejército  nacional  habia  hecho  en  ellos  su  cam- 
paña, y  el  ejército  no  usaba  caballo  alguno  que  no  fuera 
comprado  á  sus  ^peños  —  así  es  que  el  Ministro  obró 
muy  bien  mandando  que  se  marcaran  y  rey  uñaran. 

Don  José  Iturraspe  cumplió  con  las  órdenes  que  tenia 
haciendo  reyunar  los  caballos  que  se  le  babian  entregado 
con  oreja  entera — Pero  de  este  hecho  tomó  pretesto  el 
Gefe  Político  del  Paraná  para  embargar  700  ú  800  caba- 
llos recien  rey  uñados,  procediendo  oficiosamente  y  sin  que 
precediera  queja  de  ningún  propietario. 

Aunque  el  Gefe  Político  dice  en  todas  sus  notas  que  ha 
procedido  por  numerosas  quejas  que  recibió  del  vecinda- 
riO|  cuando  el  Juez  le  pidió  que  citara  esos  quejosos 
fsn  prestar  sua  deoUraoiones,  oontaetó  por  la  nota  de 
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f.  25,  que  no  tenia  presentes  los  nombres  de  las  personas 
que  le  denunciaron  que  el  Señor  Iturraspe  hada  conducir 
los  caballos  de  propiedad  particular,  pero  que  eran  muchos^ 
y  que  los  caballos,  aunque  no  eran  de  la  propiedad  de 
estos  quejosos,  no  eran  tampoco  de  la  Nación;  lo  que 
quiere  decir  que  el  Gefe  Político  no  procedió  por  recla- 
mos de  los  interesados,  sino  por  chismes  de  personas 
desconocidas  y  ociosas. 

El  Gefe  Político  dio  cuenta  de  sus  actos  á  su  Gobierno 
y  este,  aprobando  su  conducta,  mdndó  que  por  el  Juez 
del  Crimen  se  iniciara  contra  Iturraspe  una  causa  crimi- 
nal. Este  es  el  origen  de  este  proceso,  y  del  atentatorio 
auto  de  prisión  que  se  ha  lanzado  contra  aquel,  y  que 
el  Juez  provincial  dejó  subsistente,  cuando  se  desprendió 
de  su  jurisdicción. 

Ahora  ¿cuál  es  la  naturaleza  judicial  de  este  caso? 

¿Es  una  causa   criminal  por  robo? 

No :  porque  no  hay  persona  alguna  que  se  diga  robaday 
ni  hay  cuerpo  de  delito,  ni  acusador  que  haya  formu- 
lado acusación,  ni  hay  tampoco  la  prueba  necesaria  pa- 
ra justificar  el  auto  de  prisión  que  hoy  pesa  sobre  Itu- 
rraspe. 

¿Es  acaso  una  causa  civil  para  que  Iturraspe  devuelva 
caballos  ágenos  que  hubiera  tomado  ? 

Tampoco,  porque  nadie  ha  intentado  una  acción  se- 
mejante ni  antes  ni  después  del  embargo ;  ni  esos  pre- 
tendidos caballos  ágenos  se  han  pedido,  ni  á  Iturraspe, 
ni  al  Juez,  ni  al  mismo  Gefe  Politice,  el  cual  conservaba 
en  su  poder  los  caballos  embargados  que  nadie  recla- 
maba, y  que  el  quería  ser  autorizado  á  vender,  según 
su  nota  de  f.  19. 

¿Se  trata  acaso  de  saber  si  el  embargo  ha  sido  bien 
ó  mal  hecho  ?  No  Sr.    Entiendo  que  esto  hace  el  objeto 
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de  una  reclamación  del  Gobierno  Nacional  al  de  Entre- 
Rios ;  y  en  caso  de  venir  ante  los  Tribunales  no  seria 
en  esta  causa,  sino  por  una  demanda  en  forma  contra 
la  provincia  de  Entre-Rios. 

En  este  proceso  no  hay  objeto  alguno  judicial,  y  es 
por  esto  que  no  sabiendo  los  Jueces  como  proceder,  y 
no  queriendo  tal  vez  disgustar  al  Gobierno  que  mandó 
formar  la  causa,  tanto  el  provincial  como  el  nacional 
se  han  declarado  sin  jurisdicción. 

Y  V.  E.  á  quien  se  ha  apelado  para  que  decida  este 
conflicto,  tampoco  puede  decir  á  qué  jurisdicción  per- 
tenece el  conocimiento  de  la  causa  porque  no  hay  acción 
alguna  entablada. 

Si  se  hubiera  demandado  á  Iturraspe  para  la  devolu* 
cion  de  los  caballos  ágenos,  perteneceria  indudablemente 
al  fuero  nacional ;  porque  este  ciudadano  es  vecino  de 
otra  provincia :  porque  es  Cónsul  Oriental ;  y  porque  en 
el  ejercicio  de  su  comisión  representaba  á  la  Nación. 

Pero  no  hay  tal  acción  ;  y  los  procedimientos  crimi- 
nales que  se  han  iniciado  son  una  vergonzosa  farza,  in- 
digna de  la  seriedad  de  un  tribunal. 

En  esta  virtud  pido  á  Y.  E.  se  sirva  mandar  sobreseer 
en  esta  causa,  y  devolver  los  autos  al  Juez  de  Sección, 
para  que  los  archive  en  su  Juzgado. 


Fallo  de  la  §upreiiia  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  17  de  1872. 

Yistos  :  y  considerando — Primero,  que  la  imputación 
hecha  á  Don  José  Iturraspe,  de  haber  señalado  y  marcado 
como  de   propiedad  nacional,  caballos  y  muías  de  propier 
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dad  particular,  no  puede  ser  decidida  siu  resolver  al 
mismo  tiempo  á  quién  corresponde  la  propiedad  que  $e 
disputa  —  Segundo,  que  en  esta  decisión  se  encuentra 
interesado  el  fisco  nacional,  á  que  pertenecen,  según  Don 
José  Iturraspe,  los  animales  marcados,  y  por  cuenta  del 
cual  ha  hecho  la  recolección  —  Tercero,  que  existiendo  ese 
interés,  no  pueden  ser  competentes  los  Tribunales  de 
Provincia,  porque  carecen  de  poder  para  ligar  con  sus 
resoluciones  los  actos  de  los  Poderes  Públicos  de  la  Na- 
ción, ó  de  los  que  proceden  á  su  nombre  y  representa- 
ción, como  empleados,  comisionados  6  agentes — Cuarto, 
que  de  lo  dispuesto  en  los  párrafos  quinto  y  sestOi 
articulo  segundo  de  la  ley  de  jurisdicción,  se  deduce  que 
todas  las  cuestiones  cuya  resolución  pueda  afectar  al 
fisco  nacional,  son  de  la  competencia  de  los  Tribunales 
de  la  Nación — se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cincuenta 
vuelta. 

Y  resultando  de  los  documentos  que  Don  José  Iturraspe 
ha  acompañado  á  su  espresion  de  agravios  —  Primero, 
que,  por  orden  del  Señor  Ministro  de  la  Guerra,  le  en- 
tregó la  Comisaria  General  cuatro  marcas  de  fuego  para 
la  marcación  de  los  caballos  que  iba  á  recolectar  por 
comisión  —  Segundo,  que  entre  los  animales  que  le  en- 
tregó el  Señor  Coronel  Don  Luis  María  Campos  iban 
algunos  con  oreja  entera,  como  también  algunas  ye- 
guas —  Tercero,  que  algunos  de  los  caballos  sobre  que 
recae  la  imputación,  han  sido  reconocidos  por  el  Señor 
Coronel  Don  José  Francisco  Antelo,  como  parte  de  los 
que  él  mismo  entregó  á  Iturraspe  por  de  propiedad  na- 
cional —  Cuarto,  que  una  parte  también  de  esos  caballos 
y  yeguas  con  oreja  entera,  habia  sido  reunida  y  entre- 
gada á  Iturraspe  por  el  Señor  Coronel  Don  Donato  Al- 
vares. 
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Resultando  del  oficio  que  corre  á  foja  veinte  y  cinco 
que,  aunque  el  Señor  Gafe  Político  del  Paraná  aseguró 
que  fueron  muchos  los  avisos  que  tuvo  respecto  del 
hecho  impuladoi  manifiesta  categóricamente  c  que  no  tie- 
ne presentes  los  nombres  de  las  personas  que  le  denun- 
ciaron que  Iturraspe  hacia  conducir  caballos  de  propiedad 
particular,  i 

No  habiéndose  presentado  persona  alguna,  á  pesar  de 
la  notoriedad  que  en  toda  la  Provincia  ha  tenido  el  pro- 
cedinniento  seguido,  á  reclamar  los  animales  que  se  dice 
de  propiedad  particular. 

Resultando  de  todos  esos  antecedentes  que  no  hay 
mérito  para  continuar  el  procedimiento  judicial  —  sobre- 
séase en  la  causa,  de  conformidad  á  lo  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General  —  quedando  sin  efecto  el  auto 
de  prisión  librado  contra  Iturraspe  por  el  Juez  de  la 
Provincia,  y  los  exhortes  despachados  para  su  ejecución 
á  los  Jueces  Provinciales  en  las  ciudades  de  Santa-Fé  y 
del  Rosario.  Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  se- 
llos, devuélvase  el  espediente. 

Salvador  M.  del  Carril.— Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Marcelino  Ugartb — José  B.  Go- 

ROSTUGA. 
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GAUSÜL  X.CI. 


D.  Antmio  Porro  y  doña  Josefa  Fabianij  sobre  venta  de  un 

buque. — Incidente  sobre  competencia. 


Sumario.  — ^No  corresponde  al  conocimiento  de  la  Justicia 
Nacional  una  demanda  sobre  venta  do  un  buque,  cuando  uno 
de  los  co-partícipes  es  una  testamentaría  no  liquidada. 


Caso. — D.  Antonio  Porro  y  doña  Josefa  Fabiani,  viuda  de 
D.  Domingo  Riello,  se  presentaron  al  Juzgado  Federal  de 
Buenos  Aires,  esponiendo :  Que  siendo  Riello  dueño  del 
buque  c  Constancia,  »  vendió  en  Junio  de  1869  tres  cuartas 
partes  á  D.  Bartolomé  Costa,  y  á  D.  Juan  Bautista  Botto 
y  D*  Antonio  Porro,  una  cuarta  parte  á  cada  uno,  según 
escrituras  que  acompañan. 

Que  D*  Juan  Bautista  Botto  vendió  en  seguida,  por  ante 
el  Escribano  de  Sección,  su  cuarta  parte  á  D.  Domingo 
Riello  y  D.  Bartolomé  Costa,  como  se  comprueba  con  la 
escritura  que  también  se  acompaña,  quedando  por  tanto 
en  condominio  D.  Domingo  Riello  y  D.  Bartolomé  Costa 
por  tres  octavas  partes  cada  uno,  y  D.  Antonio  Porro  por 
una  cuarta  parte. 
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Que  después  de  esto  murió  Riello,  siendo  declarada  he- 
redera universal  su  viuda  doña  Josefa  Fabiani. 

Que  también  falleció  D.  Bartolomé  Costa,  abriéndose  su 
sucesión  en  la  que  hay  menores  interesados,  y  siendo  el 
representante  de  la  sucesión  el  Procurador  Campos,  pu- 
diendo  el  Escribano  Malmierca  certificar  acerca  de  ambas 
sucesiones. 

Que  el  fallecimiento  de  dos  de  los  condueños  y  la  inter- 
vención de  menores  en  la  testamentaría  de  Costa,  hace  im- 
posible la  continuación  de  ia  comunión  en  la  propiedad 
del  buque,  ó  al  menos  sumamente  perjudicial  á  los  intere- 
ses de    todos. 

Que  teniendo  por  la  ley  los  condueños  de  una  cosa  el 
derecho  de  hacer  cesar  la  comunión,  y  siendo  la  cuestión 
de  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  por  razón  de  la 
materia,  pedian  se  ordenara  la  *  venta  del  buque  en  remate 
público  con  citación  del  Procurador  Campos  y  del  Minis- 
terio de  Menores,  y  con  las  demás  formalidades  de  de- 
recho. 

Fallo  del  Jíueae  de  Seeeion. 


Buenos  Aires,  Julio  22  de  1872. 

Constando  del  escrito  presentado  que  está  sin  liquidarse 
la  testamentaria  de  uno  de  los  condueños,  y  que  dicha  tes- 
tamentaria tiene  su  representante,  y  que  por  consecuencia 
la  presente  demanda  debe  deducirse  ante  los  Tribunales 
provinciales,  con  arreglo  al  inciso  primero  del  articulo 
doce  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales,  hágase  saber  ó  esta  parte  ocurra 
donde  corresponda,   devolviéndose  originales  las   presentes 

actuaciones'.-* Repóngase  el  sello. 

Zavaleta. 
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Este  auto  fué  confirmado  por  el  siguiente : 

Fallo  de  la  Saprema  C^rto. 

Buenos  Aires,  Agosto  22  de  1872. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costast 
el  auto  apelado  de  foja  ocho,  y  satisfechas  y  repueetos 
los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  B.  Gorostiaga. 
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Don  Agmíin  Jos¿  de  Humera  cmtra  D.  Ahrahan  Lexana^ 

por  cobro   de  unas  mulos. 


Sumario. — I"*  Probado  el  número  de  animales  puestos  á 
invernar,  se  debe  restituir  al  fin  de  la  invernada  el  mismo 
número. 
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2*  El  contrato  de  invernada  dura  con  arreglo  al  tiempo 
convenido,  aunque  este  sea  mayor  que  él  de  costumbre. 


Quo.  —  D.  Agustín  José  de  Humores  puso  en  invernada 
en  un  establecimiento  de  campo  de  D.  Abrahan  Lozana 
una  tropa  de  muías  por  un  determinado  tiempo  y  con  la 
obligación  de  pagar  doce  reales  bolivianos  por  cabeza  al 
tiempo  de  la  entrega.  Humores  en  23  de  Junio  de  1871 
demandó  á  Lozana  ante  el  Juzgado  Seccional  de  Santiago 
del  Estero  por  la  entrega  de  su  tropa,  limitando  después  su 
demanda  al  námero  de  14  muías,  con  costas,  costos  y  per- 
juicios, por  habérsele  entregado  por  Lozana  después  de 
ese  dia  74  muías. 

Conferido  traslado,  contestó  Lezana  que  él  no  debia  en- 
tregar sino  nueve  muías,  por  las  razones  que  se  deta- 
llan en  la  sentencia  de  1^  instancia;  —  que  en  las  condi- 
ciones de  la  invernada  se  habia  establecido  que  Humores 
habria  sacado  las  muías  en  Febrero  ó  Marzo,  por  ser 
estos  meses  la  época  ordinaria  de  la  conclusión  de 
esta  clase  de  invernadas ;  —  que  el  mismo  Humeros  se 
habia  comprometido  de  pagar  12  reales  bolivianos  por 
cabeza  al  fin  de  la  invernada  y  2  reales  mensuales  por  ca- 
beza por  el  mayor  tiempo  en  que  habia  dejado  las  muías  en 
8u  poder ;  —  que  él  estaba  pronto  á  entregar  \dL%  nueve 
muías,  siempre  que  Humeros  le  pagase  el  precio  corres- 
pendiente  á  los  meses  trascurridos  desde  Febrero  á  Mayo. 

Abierta  la  causa  á  prueba  y  producidas  las  que  se  espo- 
nen  en  la  sentencia,  se  dictó  el  siguiente 
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Fallo  del  Jaex  Seretoiial* 

i 


Santiago  áél  Estero^  Abril  9  de  1872. 

Vista  la  demanda,  deducida  por  D.  Agustín  J.  Humeres, 
estrangero,  contra  D.  Rafael  de  la  Plaza,  como  apoderado 
de  D.  Abrahan  Lezana,  arjentíno,  de  cuyos  antecedentes 
resulta:  El  actor  en  su  escrito  de  f.  10  con  el  objeto  de 
modificar  y  correjir  su  demanda  solo  cobra  catorce  de  las 
ochenta  muías,  por  haber,  después  de  iniciado  la  demanda, 
conseguido  que  el  demandado  le  entregase  64  muías.  —  El 
Sr.  de  la  Plaza  niega  sean  80  las  muías  recibidas  pues 
solo  han  ascendido  al  número  de  78;  y  que  de  estas 
se  deben  deducir,  una  muerta  en  el  acto  de  recibir  la  tropa, 
la  yegua  madrina  que  figura  en  clase  de  muía,  2  entregadas 
por  orden  del  Sr.  Humeros  á  los  Sres.  Santillan  y  Pastoriza 
y  otra  recibida  por  el  mismo  para  hacer  un  viaje  á  Tucuman,  y 
que  murió  en  su  poder,  quedando  spio  9  en  invernada ;  que 
estas  9  muías  ha  pedido  al  actor  las  reciba  siempre  que  se  sa- 
tisfaga el  valor  déla  invernada  de  3  muías,  2  entregadas  por 
su  orden  y  una  que  tomó  él :  que  satísfaga  el  valor  de  los  me- 
ses trascurridos  desde  que  debió  recibirlas,  Febrero  ó  Marzo 
del  año  de  1871,  por  74  muías  hasta  el  lo  de  Julio  y  por  9 
desde  esta  fecha  hasta  hoy,  todo  á  los  precios  convenidos. 
Y  considerando : —  1®  Que  del  recibo  numero  1,  f.  12,  consta 
que  el  Sr.  Lozana  recibió  el  11  de  Julio  del  año  70,  en  dife- 
rentes partidas,  c  73  muías  con  mas  una  yegua  madrina, 
quedando  solamente  72  por  haber  muerto  una.  >  —  2"*  Que 
del  recibo,  f.  3,  número  2"",  se  acredita  haber  recibido  tam- 
bién Le7.ana,  el  12  del  mismo  mes  y  año,  5  muías  mas. — 
3^  Que  de  la  carta  reconocida  por  el  demandado,  f.  14, 
número  3,  resulta  que  este  tenia  en  su  poder,  pertenecien- 
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te  á  Humores,  47  muías  hembras  y  31  machos,  á  fines  de 
Noviembre  del  mismo  año.  —  4^  Que  con  esa  misma  fecha 
confiesa,  haber  recibido,  absolviendo  la  cuarta  pregunta  del 
interrogatorio  de  f.  39,  del  Sr.  Humeros  una  muía  que  de 
la  comparación  do  fechas  resulta  ser  la  que  aparece  de  mas 
de  la  cantidad  señalada  en  los  recibos  mencionados.  —  5"* 
Que  él  mismo  confiesa,  absolviendo  la  quinta,  sesta,  sépti- 
ma, octava  y  novena  pregunta  de  dicho  interrogatorio,  que 
con  posterioridad  á  esa  época  tiene  recibidas  5  muías,  4 
que  pertenecian  á  la  invernada,  y  una  de  que  no  habia  dado 
recibo. — 6^  Que  con  fecha  de  Julio  lo  del  año  71,  le 
fueron  entregados  al  Sr.  Espeche,  apoderado  del  Sr.  Hun^e- 
res,  59  muías,  y  una  yegua  madrina  y  5  mas  en  el  mes 
de  Agosto  del  mismo  año,  según  los  recibos  otorgados  por 
Espeche  corriente  á  f .  21  y  22  bajo  los  números  1  y  2. 
—  7"*  Que  el  demandante,  absolviendo  la  primera  y  segun- 
da pregunta  confiesa  haber  dado  orden  para  la  entrega  de 
2  muías,  cuya  orden  fué  cumplida  por  el  invernador. — 
8""  Que  de  los  considerandos  precedentes  resulta  plenamente 
probado  el  haber  el  demandado  recibido  79  muías  y  en- 
tregado solo  66.  —  Que  con  respecto  al  plazo  de  la  inver- 
nada, resulta  de  estos  mismos  autos.  —  1^  De  los  recibos 
otorgados  por  el  apoderado  de  Humores,  aceptados  y  pre- 
sentados por  la  parto  de  Lezana,  que  primeramente  recibió 
50  muías  y  una  yegua  madrina  haciendo  su  respectivo  pago^ 
y  después  5  muías,  y  en  pago  de  la  invernada  recibe  el  Señor 
Lezana  el  valor  de  doce  reales^  y  siendo  la  fecha  de  estos  do- 
cumentos mucho  después  de  los  meses  de  Febrero  ó  Marzo 
del  año  de  1871,  se  deduce  que  el  período  de  la  inverna- 
da no  terminaba  en  los  meses  indicados.  —  2®  Que  en  cor- 
roboración de  este  considerando  viene  el  recibo  presentado 
por  el  actor  y  pasado  conjuntamente  con  la  demanda 
en  traslado  al  reo  sin  que  este  lo  haya  objetado,  —  3^  Que 
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él  mismo  ha  hecho  uso  de  él  para  eV  cómputo  de  las  mu- 
las.  —  4f®  Que  á  mayor  abundamiento  Lezana  ha  reconocido 
ser  suya  la  firma  que  lo  suscribe.  —  5^  Que  en  ese  docu- 
mento se  fijó  terminantente  el  tiempo  de  la  invernada, 
pues  se  ha  por  recibido  hasta  fines  de  Mayo  de  1871.  — 
6^  Que  la  circunstancia  de  que  las  muías  puestas  en  inver- 
nado se  sacan  en  Febrero  ó  Marzo  no  es  una  prueba  de 
que  las  partes  hayan  estipulado  la  terminación  en  esos 
meses,  cuando  no  hay  una  ley  que  les  prohiba  fijarla  á  su 
voluntad.  Se  declara  definitivamente  juzgando,  que  D.  Abra- 
han  Lozana  debe  entregar  á  D.  Agustín  J.  Humores  13 
muías,  y  que  siendo  el  plazo  de  la  invernada  hasta  fines  del 
mes  de  Hayo  de  1871,  este  no  está  obligado  á  abonar  mas 
que  12  reales  por  cabeza,  como  lo  hablan  estipulado,  de- 
jándole á  salvo  su  derecho  sobre  la  muía  entregada  al  Se- 
ñor Pastoriza,  con  costas  á  la  parte  de  Lezana.  Hágase  sa- 

lier  y  repónganse  los  sellos. 

Ignacio  Lobo. 

Apelada  esta  sentencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente 


VmüMm  de  la  Suprenm  C«rte. 

Buenos  Aires,  Agosto  24  de  1872. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  ciento  once ;  satisfechas  estas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  Josa  B.  Go- 

R0STIAGA. 
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CIAlUSA    X.CIII. 


Roeco  Piaggio  é  h^os^  contra  Marini  y  C%  per  cobro  de  pe909. 


Sumario. — No  mejorándose  la  apelación  en  el  término 
del  emplaza  miento  I  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  pri- 
mera rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Caso. — En  unos  autos  seguidos  por  Rocco  Piaggio  é  hi- 
jos, contra  Marini  y  G^  por  cobro  de  pesos,  no  habiendo  estos 
mejorado  la  apelación  en  el  término  del  emplazamiento, 
aquellos  acusaron  rebeldía  y  se  dictó  este 

Valle  de  le  ñupretmm  Certo. 

Buenos  Aires,  Agosto  27  de  1872. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  por  el  artículo  doscientos  catorce  de  la 
ley  de  procedimientos,  se  declara  desierta  la  apelación ;  de- 
vuélvanse en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas 
y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco DsLGADO.  —  José  B.   6o- 

ROSTIAGA. 
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CíIlUSü.    X.CIV. 


Don  Teodoro  Mariscal  contra   Don    Roberto  Lange, 

por  cobro  de  pesos,  sobre  eximen  de  testigos 

y  absolución  de  posiciones. 


Sumario.  —  1^  El  recurso  de  nulidad  no  es  procedente 
contra  los  autos  interlocutorios  de  los  juzgados  nacionales. 

2o  La  citación  para  absolver  posiciones  debe  hacerse  con 
un  dia  de  intervalo  al  señalado  para  la  absolución. 


Caso. — Don  Teodoro  Mariscal,  demandó  á  don  Roberto 
Lange  por  48,160  i$  por  trabajos  de  albañeria.  Negados 
por  Lange  los  hechos  en  que  se  fundaba  la  demanda. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba.  A  petición  de  Mariscal  se 
mandó  en  17  de  Julio  que  el  dia  20  comparecieran  sus 
testigos,  y  Lange  para  absolver  posiciones.  No  encontrán- 
dose Lange  en  su  domicilio  y  negándose  las  personas  que 
alli  habia  á  recibir  la  cédula  de  notificación^  se  fijó  esta 
en  la  puerta  de  su  casa  el  dia  19.  El  dia  20  tuvo  lugar 
el  examen  de  los  testigos,  y  no  habiendo  comparecido 
Lange,  Mariscal  pidió  se  diesen  por  confesadas  las  posi<« 
cienes* 
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Lange  presentó  escrito  con  fecha  del  mismo  día  20, 
reclamando  del  auto  de  17  de  Julio  y  pidió  en  lo  prin- 
cipal, que,  para  el  examen  de  losi  testigos,  se  fijara  el  dia 
23,  y  en  otrosí,  que  para  la  absolución  de  posiciones  se 
fijara  el  dia  24  ó  25. 

Dijo  que  él  estaba  enfermo,  que  habia  sido  notificado 
el  dia  anterior,  y  que  por  el  art.  ISO-  de  la  ley  de  proce- 
dimientos, no  podían  ser  examinados  los  testigos  sin  que 
tres  dias  antes  del  señalado  para  el  examen,  se  pusiera  de 
maniñesto  en  la  secreteria,  la  lista  de  sus  nombres,  profe- 
sión y  domicilio. 


Falle  del  Jíues  fB^eceioiíal. 


Buenos  Aires,  Julio  22  de  1872. 

Estando  el  auto  recurrido,  con  arreglo  al  art.  120  de  la 
ley  de  procedimientos,  no  ha  lugar  á  lo  pedido,  al  otrosí 
acredítese  la  causa  alegada  y  al  efecto  se  señala  el  peren- 
torio término  de  tres  dias. 

Ugarriza. 

Lange  reclamó  del  auto  de  22  y  del  17.  Dijo  que  la 
citación  que  se  le  hizo  para  absolver  posiciones  era  nula 
porque  debia  ser  citado  con  un  dia  de  intervalo,  que  por 
consiguiente  no  tenia  necesidad  de  justiQcar  la  enfermedad 
alegada;  que  eran  también  nulas  la  citación  para  el  exa- 
men de  los  testigos  y  sus  declaraciones  por  haberse  violado 
el  art.  120  de  la  mencionada  ley,  pues  la  lista  de  los  tes- 
tigos no  habia  podido  publicarse  sino  el  dia  19,  no  pu- 
diéndose ejecutar  ningún  auto  sin  ser  notificado. 

Concedida  la  apelación  en  relación  se  dictó  el  siguiente 
T.  m.  16 
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FAlle  die  la  Svprenuí  €)9rie. 


Buenos  Aires,  Agosto  27  de  1872. 

Vistos :  habiéndose  practicado  el  dia  veinte  de  Julio 
último  en  cumplinviento  de  la  providencia  del  diez  y  siete 
del  mismo,  el  examen  de  los  testigos  presentados  por  don 
Teodoro  Mariscal,  cuyas  declaraciones  se  registran  desde  fo- 
ja cuarenta  y  seis  vuelta  hasta  cincuenta  y  cuatro  de  los  au- 
tos, y  no  siendo  procedente  el  recurso  de  nulidad  sino  contra 
las  sentencias  definitivas  de  los  Juzgados  Seccionales,  con- 
forme á  lo  dispuesto  por  el  artículo  doscientos  treinta  y  dos 
de  la  ley  de  procedimientos ;  no  ha  lugar  al  recurso  (Redu- 
cido contra  dicha  providencia  por  don  Roberto  Lange. 

Y  considerando,  respecto  al  señalamiento  de  dia  hecho 
á  foja  oincuenta  y  cinco,  para  la  absolución  de  posiciones, 
pedida  por  el  mismo  Mariscal,  que  la  parte  de  Lange  fué 
notificada  el  diez  y  nueve  de  Julio  último,  para  que  com- 
pareciese á  ser  interrogada  en  el  dia  siguiente,  cuando 
según  lo  proscripto  por  el  articulo  ciento  diez  de  la  ley 
de  procedimientos,  debe  ser  citado  para  el  acto  con  un 
dia  de  intervalo;  se  revoca  la  precitada  providencia  de 
foja  cincuenta  y  cinco,  y  se  devuelven  los  autos  al  Juez 
Seccional,  previa  satisfacción  de  costas  y  reposición  de 
sellos,  para  que  señale  nuevo  dia  y  proceda  con  arreglo  á 
derecho. 

Salvador  María  del  Carril.—  Francisco 
Delgado.— José  B.  Gorostuga. 
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CIA.USÍ1.    X.CV. 


é 

Don  Anselmo  Nuñez,  contra  el  Gobierno  Nacional,  por  in- 
demnización. 


Sumario — El  Poder    Ejecutivo   Nacional   no   puede   ser 
demandado  sin  su  espreso  consentimiento. 


Caso.—D.  Anselmo  Nuñez  en  representación  de  la 
sucesión  de  D.  Blas  Raffüls,  natural  de  España,  ocurrió 
al  Poder  Ejecutivo  Nacional,  pidiendo  la  indemnización 
de  una  finca  confiscada  durante  la  guerra  de  la  inde- 
pendencia,  con  arreglo  al  tratado  entre  la  República  y 
la  España.  El  Gobierno  Nacional  fijó  como  monto  de 
dicha  indemnización  el  precio  en  que  la  referida  finca 
habia   sido  rematada  en  1817. 

Nuñez,  por  apelación  denegada,  ocurrió  directamente  á 
la  Suprema  Corte  diciendo  que  el  art.  50  del  tratado 
prescribe  que  haya  de  atenderse  el  valor  de  los  bienes 
confiscados  al  tiempo  del  secuestre ;  que  por  consi- 
guiente la  indemnización  se  debia  por  el  valor  de  la 
finca  en  1812  en  que  fué  conGscada;  que  procediendo 
el  P.  E.  como  juez  de  lo  contencioso  administrativo,  y 
perteneciendo  á  la  Corte  Suprema  el  conocimiento  de  las 
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causas  sobre  punios  regidos  por  los  tratados  con  nacio- 
nes extrangeras,  ocurría  á  la  Corte  Suprema  ya  como 
Tribunal  Superior  en  apelación  de  hecho,  ya  como  tri- 
bunal privativo. 

Dado  vista  al  Sr.  Procurador  General  pidió  este  no  se 
hiciera  lugar  al  recurso,  diciendo  que  la  Corte  Suprema 
no  tiene  facultad  para  revocar  las  resoluciones  admi- 
nistrativas del  P.  E.  N. ; — que  eran  infundados  los  agra- 
vios espresados  por  Nuñez  ; — que  la  confiscación  bélica 
es  un  modo  legítimo  de  adquirir; — que  el  Gobierno 
Nacional  por  pura  generosidad  se  obligó  á  devolver  ea 
el  tratado  las  propiedades  confiscadas  á  españoles,  y  en 
los  casos  de  haber  sido  vendidas  se  devolvió  siempre  á 
los  propietarios  el  precio  obtenido  en  remate. 

Falle  ú»  la  Saprenuí  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  27  de  1872. 

Siendo  el  Poder  Ejecutivo  Nacional,  soberano  en  la 
esfera  de  sus  atribuciones  administrativas,  y  no  pudiendo 
ser  demandado  sin  su  espreso  consentimiento,  según  lo 
tiene  resuelto  en  varias  causas  esta  Suprema  Corte  —  se 
declara  sin  mas  actuaciones  —  de  conformided  con  lo 
pedido  por  el  Sr.  Procurador  General  y  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  tercero  de  la  ley  de  procedimien- 
tos—  que  no  ha  lugar  al  precedente  recurso  interpuesto 
por  D.  Anselmo  Nuñez  en  representación  de  los  herederos 
de  Don  Blas  Raffuls.  Previa  reposición  de  sellos  y  pago 
de  costas,  archívese  en  consecuencia  este  espediente. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  -^  José  B.  Go- 
rostiaga. 
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CAUSJl    ISLCVI. 


£a  Municipalidad  del  Rosario  de  Santa  F¿  contra  D. 
Honorato  Bigatid  y  D.  Valentin  Toba^  por  cobro  de 

derechos. 


Sumario  —  1*  La  ley  de  la  Provincia  de  Santa  Fé  de 
Agosto  27  de  1862  designó,  en  lo  administrativo,  los  li- 
mites jurisdiccionales  de  los  pueblos  de  San  Lorenzo  y 
Villa  Constitución. 

2""  Los  pueblos  donde  funcionan  Municipalidades  inde- 
pendientes, es  indispensable  que  cuenten  con  porciones 
de  tierra  capaces  de  suministrarles  las  rentas  y  recursos 
necesarios. 

S**  A  falta  de  una  ley  esplicita,  los  límites  de  los  tres 
Municipios  existentes  en  el  Departamento  del  Rosario, 
deben  ser  los  mismos  que  los  designados  por  la  ley  de 
1862  en  el   orden  electoral  y  administrativo. 

4o  Los  impuestos  municipales  por  regla  general,  cuando 
se  trata  de  frutos,  solo  gravan  el  consumo  de  estos  en 
el  mismo  distrito  Municipal  en   que  rige  la  ordenanza. 

5o  La  recaudación  de  los  impuestos  municipales  debe 
hacerse  en  persona  cierta,  establecida  en  el  Municipio  y 
dentro  d»  él. 
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Caso  ^Los  señores  Bigaud  y  Toba  empresarios  del  mo- 
lino <  Pavón »  ubicado  en  el  distrito  de  Villa  Constitución 
y  residentes  en  éi,  introdujeron  á  su  establecimiento  una 
cantidad  de  trigo  producido  en  el  municipio  del  Rosa- 
rio. ^ 

La  Municipalidad  del  Rosario  los  demandó  ante  el  Juez 
Federal  por  el  pago  de  750  $  bol.  importe  de  los  derechos 
de  dicho  trigo. 

Conferido  el  traslado  contestaron  Bigaud  y  Toba  que  de- 
bia  rechazarse  la  demanda  con  costas;  que  ellos  eran 
vecinos  de  Villa  Constitución ;  que  el  molino  estaba  situa- 
do en  su  distrito;  que  por  consiguiente  no  se  hallaban 
sujetos  á  las  ordenanzas  municipales  del  Rosario;  que 
por  Iqs  trigos  comprados  por  ellos  en  este  municipio  los 
vendedores  habian  pagado  los  derechos  correspondientes  ; 
que  por  los  impuestos  municipales  se  deben  pagar  dentro  y 
no  fuera  de  los  municipios;  que  ellos  pagaban  los  dere- 
chos al  municipio  de  Villa  Constitución  y  no  debian  ser 
obligados  á    pagar  doble  derecho. 

Abierta  la  causa  á  prueba  y  presentadas  por  las  partes 
las  pruebas  respectivas,  se  alegó  por  Bigaud  y  Toba;  que 
habian  probado  que  el  molino  de  c Pavón»  se  hallaba 
en  el  territorio  correspondiente  al  municipio  de  Villa  Cons- 
titución; que  habian  pagado  el  impuesto  de  cereales  á  esta 
municipalidad  por  los  trigos  vendidos  y  beneñciados  en  el 
molino;  que  la  ordenanza  municipal  invocada  por  la  parte 
contraria  es  relativa  á  los  cereales  que  se  expenden  en 
el  mercado,  siendo  el  pago  de  sus  impuestos  á  cargo  de 
los  vendedores. 

Se  alegó  por  la  municipalidad  que  la  ley  de  Octubre 
3  de  1860  extiende  el  municipio  del  Rosario  á  todo  el 
departamento;  que  la  ley  de  Agosto  27  de  1872  erigiemlo 
en  cabeza  de  partido  Villa  Constitución  y  San  Lorenzo  hizo 
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esta  división  en  el  sentido  esclusivamente  político-admi- 
nistrativo y  no  para  los  asuntos  municipales;  que  por 
consiguiente  el  cobro  hecho  por  la  municipalidad  de  Villa 
Constitución  era  ilegal  y  nulo,  y  el  pago  hecho  por  Bi- 
gaud  y  Toba  un  pago  indebido,  que  no  los  exhoneraba  de 
su   obligación  para  con  la  municipalidad  del  Rosario. 


Fallo  del  Jíves   Seccional. 


Rosario,  Junio  15  de  1872. 

Y  vistos,  considerando:  —  lo  Que  la  ley  de  27  de  Agosto 
de  1862,  disignó  en  lo  administrativo,  los  limites  juris- 
diccionales  de  los  pueblos  de  San  Lorenzo  y  Villa  Cons- 
titución, dando  i&  este  último  por  el  Sud  el  Arroyo  del  Medio 
y  por  el  Norte  el  de  Pavón.  —  2*  Que  estos  pueblos  en 
que  desde  años  atrás  funcionan  Municipalidades  inde- 
pendientes en  su  órbita  de  atribuciones  j  deberes,  aunque 
tomen  por  norma  las  ordenanzas  de  esta  Municipalidad  ú 
otras  mas  adelantadas,  es  indispensable  que  cuenten  con 
porciones  de  tierra,  capaces  de  suministrarles  las  rentas 
y  recursos  con  que  han  de  subsistir  y  llenar  los  íines  de 
su  institución.-  8»  Que  los  limites  de  cada  Municipio, 
de  los  tres  existentes  en  este  Departamento,  á  falta  de 
una  disposición  clara  y  esplicita  de  la  ley,  no  pueden  ser 
otros  que  los  mismos  que  designó  esta  para  cada  Distrito, 
en  el  orden  electoral  y  administrativo ;  pues  si  asi  no 
fuera,  resultaría  que  se  hubiesen  creado .  Municipalidades 
sin  radio,  sin  terrenos  de  producción,  sin  rentas  y  sin 
facultades  para  ser  absorvidas  en  el  momento  de  su  crea- 
ción, por  el  terreno,  los  límites,  las  facultades  y  rentas 
de  una   sola  Municipalidad,  la   del  Rosario,  con  facultad 
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de  dictar  ordenanzas  municipales  y  cobrar  impuestos,  sobre 
todo  el  Departamento  de  su  nombre. — 4o  Que  por  regla 
general,  los  impuestos  municipales,  cuando  se  trata  de 
frutos,  solo  gravan  el  consumo  de  estos  en  el  mismo  dis- 
trito municipal  en  que  rige  la  ordenanza,  pues  que  no 
puede  gravarse  la  esportacion,  ni  llevar  la  acción  de  cobro 
á  otra  circunscripción  municipal,  fuera  de  aquella  en  que 
impera  la  ordenanza  respectiva. — 5o  Que  los  trigos  que 
se  han  comprado  para  el  molino  situado  al  Sud  del  Arroyo 
Pavoni  están  exentos  allí  del  impuesto  que  pretende  co- 
brar la  Municipalidad  del  Rosario,  pues  han  debido  pa- 
gar en  este  municipio  el  impuesto  establecido  por  la  or- 
denanza n""  38  «que  grava  los  cereales  que  produzca  el 
municipio,  ó  que  be  introduzcan  de  otros,  >  no  siendo  en 
ningún  caso  admisible  que  el  impuesto  á  la  producción 
del  Municipio  de  la  ciudad  del  Rosario,  vaya  á  hacerse 
efectivo  dentro  del  Municipio  de  la  Villa  Constitución,  don- 
de serán  á  su  vez  gravados  por  su  consumo  y  acaso  por 
su  introducción  á  él;  lo  que  abogando  las  fuentes  de 
producción  con  excesivos  y  multiplicados  derechos  tras- 
tornaría todo  orden  administrativo,  en  el  régimen  mismo 
de  las  Corporaciones  Municipales  del  Departamento.  —  6o 
Que  no  son  tampoco  los  demandados  Bigaud  y  Toba,  como 
compradores,  sino  el  productor  ó  vendedor  de  cereales, 
quienes  puedan  pagar  en  obedecimiento  de  la  ordenanza 
citada,  los  derechos  por  ella  establecidos;  pues  aunque 
los  impuestos  graven  la  cosa,  la  recaudación  ó  el  cobro 
ha  de  hacerse  en  persona  cierta,  en  vecino  establecido 
en  el  Municipio,  responsable,  y  dentro  de  su  jurisdicción 
administrativa;  constado  de  autos  haberse  hecho  la  in- 
troducción al  Municipio  de  Villa  Constitución  y  no  al  del 
Rosario  «*-  Por  lo  tanto   se   absuelve  á  los  demandados  de 
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la   demanda  contra  ellos  interpuesta,  con  costas — Hága- 
se saber  y  repónganse   los  sellos. 

JoU  María  Zuviria. 

Apelada  esta  sentencia  fué  confírmada  por  el  siguiente 


Buenos  Aires,  Setiembre  3  de  1872. 

Y  vistos;  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  setenta  y  tres;  y  satisfechas  las 
costas  y  repuestos   los  sellos  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  B.  Go- 
roshaga. 


Cü^USü.    XCVH    . 


D.  LuU  Fígarif  contra  Palma  y  Montano^  por  cobro  de  lan* 

chagci — IncidenU  sobre  competencia. 


Sumario — lo  La  escepcion  de  incompetencia  por  ra- 
zón de  la  materia  puede  deducirse  en  cualquier  estado 
da  la  causa. 


* 
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2o  Los  Tribunales  de  Provincia  son  competentes  para 
conocer  sobre  demandas  sobre  fletes  de  lanchas  emplea- 
das en  la  descarga  de  buques  anclados  dentro  de  puer- 
tos. 

3o  La  jurisdicción  de  almirantazgo  que'  los  Tribunales 
Federales  ejercen  privativamente,  solo  se  estiende  á  los 
hechos  ó  contratos  concernientes  á  la  navegación  y  co^ 
mercio  marítimo,  que  se  hace  entre  un  puerto  de  la 
República  y  otro  extrangero  ó  entre  diferentes  puertos 
por  los  ríos  interiores. 


Caso  — En  20  de  Abril  de  1870,  Don  Luis  Figari  de- 
mandó ante  el  Juez  de  Comercio  de  Buenos  Aires  á  los 
Señores  Palma  y  Montaña  la  suma  de  32,396  pesos  m/c. 
procedentes  de  lanchages  detallados  en  la  cuenta  acom- 
pañada. 

Corrido  traslado  de  la  demanda,  Palma  y  Montaña  la 
contestaron  y  reconvinieron  por  la  suma  de  18,000 
pesos,  que,  á  causa  de  su  negligencia  en  la  descarga, 
según  espreson,  se  vieron  en  la  necesidad  de  abonar  al 
Capitán  del  buque  c  Theader  >  por  estadías. 

En  seguid^  se  puso  la  causa  á  prueba,  se  hizo  publi- 
cación de  probanzas,  agregando  las  producidas  por  am- 
bas partes,  y  Figari  alegó  de  bien  probado. 

Pasados  los  autos  á  Palma  y  Montaña  para  alegar  por 
su  parte,  presentaron  sucesivamente  dos  pliegos  de  po- 
siciones que  fueron  absueltas  por  Figari,  después  de  lo 
cual  Don  José  Garcia  Fernandez  por  Palma  y  Montaña, 
sin  alegar  de  bien  probado,  espuso  que  el  Juzgado  no 
habia  podido  entender  en  la  causa  por  no  ser  de  su  com- 
petencia. 

Que  por  el  inciso  10  del  artículo  2^"  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales   Nacionales 
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¿  estos  correspondia  privativamente  el  conocimiento  de 
toda  cuestión  sobre  pagos  de  fletes  y  estadías,  y  siendo 
la  presente  demanda  sobre  pago  de  fletes  de  lanchas 
y  la  compensación  que  se  opone  por  pago  de  estadias, 
era  evidente  la  falta  de  jurisdicción  de  la  Justicia  Pro- 
vinciali  siendo  por  tanto  nulo  todo  lo  obrado  en  los 
autos. 

Pidió  que  el  Juzgado  se  declarase  incompetente,  se 
ordenase  al  actor  ocurrir  donde  correspondia  y  se  archi- 
vase el  espediente. 

Corrido  traslado  del  artículo,  Figari  pidió  se  recha- 
zara este  con  costas  por  ser  inadmisible  en  la  forma  y 
en  el  fondo. 

En  la  forma,  porque  las  leyes  de  Procedimientos  de 
la  Provincia  no  tienen  mas  términos  que  los  de  9  y  20 
dias  para  oponer  toda  clase  de  excepciones,  y  la  causa 
hacia  mas  de  dos  años  á  que  se  habia  iniciado,  en  cuyo 
tiempo  los  demandados  habían  contestado  la  demanda, 
habian  reconvenido,  y  liabian  producido  prueba,  siendo 
de  notar  que  la  primera  excepción  que  debe  oponer  es  la 
de  falta  de  jurisdicción. 

Que  es  inadmisible  en  el  fondo,  porque  por  el  inciso 
10  del  articulo  ^'^  como  por  los  incisos  anteriores  desde 
el  7^  se  vé  que  la  ley  nacional  no  se  ha  propuesto  arrancar 
á  la  jurisdicción  de  Provincia,  lo  mas  provincial  que  hay 
en  los  departamentos  fluviales,  cual  es  lo  relativo  á  botes 
y  lanchas  que  hacen  el  pequeño  negocio  de  las  riberas ; 
y  á  nadie  podrá  convencerse  de  que  ni  por  el  espíritu 
ni  por  la  letra,  donde  se  habla  de  buques  ha  querido 
decirse  también  lanchas  y  botes,  pues  visiblemente  todos 
los  incisos  recordados  se  refíeren  al  gran  comercio  ma- 
rítimo, á  las  eventualidades  mercantiles  del  mar  que 
tantos  y  tan  grandes  intereses  estrangeros   afecta  siempre, 
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y  de  ninguna  manera  al  pequeño  tranco  de  lanchas,  que 
ni  comercio  puede  llamarse  en  lenguage  jurídico,  y  que 
si  á  las  lanchas  y  botes  se  refiriera  también  el  artículoy 
con  igual  razón  podria  alegarse  que  se  refiere  también 
á  los  carros  que  entran  al  agua  y  reciben  los  efectos  de 
las  lanchas  cuando  estas,  por  la  bajante  del  rio,  no  pue- 
den atracar  al  muelle. 

Que  la  reconvención  haya  sido  ó  no  sobre  estadias, 
tampoco  es  razón  atendible  porque  lo  que  establece  la 
competencia  judicial,  es  la  materia  de  la  demanda  y  no 
la  de  la  contrademanda  ó  de  la  contestación. 


Fall«  del  Jiies  de  Comereio* 


Y  vistos:  por  los  fundamentos  legales  del  precedente 
escrito :  no  há  lugar,  con  costas  á  la  articulación  pro- 
movida  por   el  demandado,  y  corra    la  causa  según    su 

estado. 

Isla. 

De  este  auto  apeló  el  representante  de  Palma  y  Mon- 
taña y  el  recurso  se  otorgó  en  relación. 


Fall«  del  Superior  Tribuiuil  de  la  Provincto. 


Señores  : — Langenheim^  Eguia^  Escalada. 

Vistos:  por  los*  fundamentos  del  auto  de  f.  115,  y 
teniendo  además  presente  el  art.  i""  de  la  ley  de  14  de 
Setiembre  de  1863,  se  confirma  aquel  con  costas,  y  sa- 
tisfechas  las  de  esta  instancia  devuélvanse. 

(Hay  tres  rúbricas). 


r^ 
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En  este  estado,  Palma  y  Montano  ocurrieron  directa- 
mente ante  la  Suprema  Corte  esponiendo,  que  á  su  en- 
tender el  articulo  citado  se  referia  á  los  juicios  radica- 
dos en  los  Tribunales  de  la  Provincia  al  tiempo  de  la 
promulgación  de  la  ley,  por  lo  que  la  interpretación 
del  Superior  Tribunal  era  errada. 

Que  por  otra  parte,  la  resolución  importaba  interpre- 
tar la  ley  del  Congreso  restrictivamente  respecto  á  la 
jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales,  de  manera  que 
resulta  una  abierta  contradicción  entre  los  artículos 
12  y  U. 

Que  con  arreglo  al  inciso  3^  del  art.  14  apelaba  de 
esa  resolución,  pidiendo  se  declarase  la  competencia  del 
Tribunal  Federal  y  se  inhibiera  al  Juez  de  Comercio  de 
la  Provincia  de  seguir  conoeiendo  en  el  asunto. 

La  Suprema  Corte  corrió  vista  al  Señor  Procurador 
General,  quien  espuso  que  para  conocer  la  verdadera 
naturaleza  de  este  caso,  se  debia  pedir  informe  al  Supe- 
rior Tribunal  de  la  Provincia. 

Librado  el  oficio  pidiendo  informe,  el  Superior  Tribu- 
nal remitió  los  autos  y  con  ellos  el  Señor  Procurador 
General  espuso  :  Que  para  que  ebte  recurso  pudiera  ser 
admitido  era  necesario  que  en  los  Tribunales  de  Provincia 
se  hubiera  puesto  en  duda  la  validez  de  una  ley  del 
Congreso  y  la  decisión  hubiera  sido  contra  su  valide?. 

Pero  la  sentencia  del  Superior  Tribunal  de  la  Provin- 
cia es  en  todo  conforme  al  inciso  i^  del  art.  12  y  al 
art  i4  de  la  Ley  del  Congreso  sobre  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  Tribunales  Nacionales. 

Los  Señores  Palma  y  Montaña  contestaron  á  la  de- 
manda que  les  puso  el  Sr.  Figari  ante  el  Juez  de  Co- 
mercio Provincial,  cobrándolos  fletes  de  balleneras,  y 
dedujeron  reconvención  cobrando  á  éste  el   valor  de  es- 


238        FALLOS  DB  LA  SUPREMA  CORTE 

tadíaSy  como  consta  del  escrito  de  f.  16.  —  Este  escrito 
fué  presentado  en  Julio  de  1870;  y  desde  entonces  han 
seguido  pleiteando  ante  el  mismo  Juez,  hasta  hallarse 
la  causa  en  estado  de  alegar  de  bien  probado. 

Sí  ellos  han  reconocido  é  invocado  por  la  centrado* 
manda  la  jurisdicción  del  Juez  Provincial,  no  pueden  hoy 
declinarla  después  de  dos  años;  y  la  causa  está  legf lima- 
mente  radicada  ante  el  Juez  de  Provincia,  quien  debe 
decidirla,  según  la  clara  disposición  de  la  ley  citada. 

En  esta  virtud  pido  á  Y.  E.  se  sirva  no  hacer  lugar 
al  recurso,  y  devolver  los  autos  al  Superior  Tribunal  de  la 
Provincia. 


WmMM»  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  5  de  1872. 

Vistos:  y  considerando: — Primero,  Que  aunque  la  es- 
cepcion  de  incompetencia  por  razón  de  la  materia,  puede 
deducirse  en  cualquier  estado  de  una  causa,  porque  se 
funda  en  motivos  de  interés  público,  y  no  es  permitido 
á  los  particulares  trastornar  el  orden  de  las  jurisdicciones, 
llevando  asuntos  de  cierta  naturaleza  delante  de  jueces 
á  quienes  la  ley  no  ha  instituido  para  conocer  de  ellos; 
sin  embargo,  la  materia  de  la  demanda  entablada  por 
Don  Luis  Figari  contra  los  Señores  Palma  y  Montaña, 
que  ha  dado  lugar  á  la  cuestión  de  competencia  fallada 
definitivamente  por  el  Superior  Tribunal  de  esta  Provincia, 
y  al  presente  recurso  —  es  sobre  flete  de  lanchas,  em- 
pleadas en  la  descarga  de  buques  anclados  dentro  de 
este  puerto  y  hasta  donde  alcanza  la  jurisdicción  con- 
currente de  los    Tribunales    de   Provincia  ;  —  Segundo, 
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Que  la  jurisdicción  de  almirantazgo  que  los  Tribunales 
Nacionales  ejercen  privativamente,  solo  se  estiende  á  los 
hechos  ó  contratos  concernientes  á  la  navegación  y  co« 
mercio  marítimo,  que  se  hace  entre  un  puerto  de  la 
República  y  otro  extrangero,  ó  entre  diferentes  puertos 
por  los  ríos  interiores,  según  la  resolución  de  esta  Su*  . 
prema  Corte  en  la  causa  que  se  registra  en  el  tomo 
sesto,  página  cuatrocientos  dos  de  sus  Fallos;  —  por  estos 
fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  pedido  por  el  Se- 
ñor Procurador  General,  se  declara  que  en  la  sentencia 
apelada,  no  se  ha  infringido  la  disposición  cuya  aplica- 
ción se  ha  cuestionado,  contenida  en  el  inciso  diez, 
articulo  segundo  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  sobre  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  Tribunales  Nacionales. 

Satisfechas  en  consecuencia  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse  los  autos  con  oficio. 


Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  B.   Go- 

ROSTIAGA. 
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CA^USÜ.  ILCVIII 


D.  Federico  Garrigót  crnitra  D.  Joié  Catani,  9obre  cobro  de  al- 

quüeres  y  reparaciones. 


Sumario. — i®  La  cláasula  de  un  contrato  de  arriendo 
por  la  que  se  confiere  al  locador  el  derecho  de  aumentar 
el  alquiler  en  caso  de  no  pagarse  este  dentro  de  un  término 
dado,  no  puede  tener  efecto  alguno  en  el  caso  de  haber  el 
inquilino  pagado  el  alquiler  dentro  del  término. 

2^  Aun  en  el  caso  de  mora  por  parte  del  inquilino,  esa 
diusula  no  importa  la  obligación  forzosa  i  éste  de  abo- 
nar el  alquiler  que  fija  el  locador,  sino  la  rescisión  del  con- 
trato no  aceptándose  por  el  inquilino  el   aumento. 

3o  La  designación  del  importe  del  alquiler  no  puede  ser 
librado  i  la  voluntad  de  uno  solo  de  los  contratantes. 

4^  No  debiendo  suponerse  la  nulidad  de  los  contra* 
to8|  la  interpretación  de  ellos  debe  ser  la  que  asegure  su 
eficacia,  sin  repugnar  á  la  ley. 

5o  La  cláusula  de  devolver  la  cosa  arrendada  en  el  esta- 
do de  so  entrega,  y  de  hacer  ciertas  reparaciones,  no  pue- 
de tener  efecto  general  sino  al  fin  dd  contrato  de  arrenda- 
miento. 
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« 

6o  Se  exceptúan  de  esta  regla  las  reparaciones  qae  tie- 
nen el  carácter  de  urgentes,  y  cuya  dilación  puede  amena- 
zar ruina  de  la  propiedad. 

7""  Por  regla  general  todos  los  deterioros  provenientes 
del  simple  uso  de   la  cosa  están  á  cargo  del    propietario. 

S''  En  la  duda  que  surge  de  dos  cláusulas  por  las  que,  en 
una  se  obliga  al  inquilino  á  devolver  la  casa  en  el 
estado  en  que  la  recibió  y  hacer  por  su  cuenta  toda  clase 
de  reparaciones,  y  en  otra  en  que  se  declara  no  ser  á  car- 
go del  inquilino  las  reparaciones  que  por  su  naturaleza 
sean  de  cuenta  del  propietario,  debe  decidirse  que  son 
á  cargo  de  este  solo  las  provenientes  de  la  mala  construc- 
ción de  la  casa,  nuevas  obras  de. las  casas  linderas  y  otras  se- 
mejantes, y  que  todas  las  demás  son  de  cuenta  del  inquilino. 

9®  El  actor  que  no  ha  tenido  derecho,  ni  justa  causa  pa- 
ra demandar,  debe  sufrir- el  pago  de  todas  las  costas  del 
pleito. 


Caso — D.  José  Gatoni  alquiló  á  D.  Federico  Garrigós  la 
parte  baja  de  la  casa  calle  de  Venezuela  número  38  por  el 
término  de  18  meses,  por  la  suma  mensual  de  2300  $  paga- 
deros el  30  de  cada  mes,  bajo  las  siguientes  condiciones: 
lo  que  en  caso  de  no  haber  puntualidad  en  el  pago,  el 
propietario  podría  subir  el  alquiler,  pero  cdespues  de  ha- 
«ber  un  mes  adelantado  avisado  por  escrito  el  inquilino, 
<ó  por  falla  á  los  fiadores,  rehusándose  al  pago.»  2<'  que 
el  inquilino  dejaría  la  casa  en  el  estado  del  inventario  de 
entrega,  obligándose  á  hacer  las  reparaciones,  que  la  casa 
exigiera,  con  excepción  de  las,  que  por  sí  mismas  son 
de  cuenta  del  propietario, 

No  pagado  por  Gatoni  el  alquiler  del  mes  de  Enero  de 
1871  en  el  dia  30,  Garrigós  lo  demandó  en  los  primeros 
dias  de  Febrero  ante  el  Juzgado  Provincial  de  1*.  instancia 
T.  m  17 
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pidiendo  le  pagara  el  alquiler  vencido  y  se  le  notiflcara  que 
en  virtud  del  contrato  subia  el  alquiler  á  5  mil  pesos  nien- 
suales.  Gatoni  declinó  la  jurisdicción  provincial  por  ser 
eslrangero  y  como  no  habia  podido  conseguir  una  entrevista 
con  Garrigós,  le  envió  el  alquiler  por  dos  amigos  el  dia  13 
de  Febrero^  Garrigós  recibió  el  alquiler  anotando  en  el 
recibo  que  la  casa  ganaría  en  adelante  5000  j  mensuales. 
Catoni  después  de  varias  diligencias  inútiles  para  remitir  á 
Garrigós  los  alquileres  sucesivos,  los  depositó  en  el  banco 
de  la  provincia  en  la  época  convenida  y  en  la  cantidad 
de  dos  mil  trescientos  pesos  mensuales,  dando  aviso  del 
depósito  al  mismo  Garrigós  con  una  carta  que  le  escribió 
por  el  correo  en  fecha  13  dé  Marzo  y  que  Garrigós  no  qui- 
zo recibir. 

En  el  sucesivo  mes  de  Junio,  Garrigós  demandó  á  Gatoni 
ante  el  juzgado  nacional  de  esta  sección,  pidiendo  el  pago 
de  los  alquileres  vencidos  en  5  mil  pesos  mensuales  y  las 
reparaciones  de  los  deteneros  que  habian  sufrido. 

Conferido  traslado  contestó  Catoni,  en  cuanto  el  pago 
de  los  alquileres,  que  el  contrato  establecía  que  no  podia  su- 
birse el  alquiler  sino  después  de  un  mes  de  haberlo  reque* 
rido  inútilmente  del  inquilino  y  de  los  ñadores;  que  Ga- 
rrigós habia  tratado  de  fingirse  impago  para  exigir  un  aumen- 
to del  alquiler;  que  él  hizo  varias  diligencias  para  pagarle  los 
alquileres,  depositándolos  por  último  en  el  banco  de  la  pro- 
vincia á  la  orden  de  Garrigós,  dándole  aviso  con  carta 
certifícada  por  el  correo. 

En  cuanto  á  las  reparaciones,  contestó,  que  la  demanda 
era  estemporánea,  debiéndose  discutir  al  vencimiento  del 
contrato  si  la  casa  estaba  ó  no  en  el  estado  del  inventario; 
que  los  mas  graves  deterioros  de  la  casa  debiao  repararse 
por  el  propietario,  y  que  podia  practicarse  una  inspección 
ocular. 
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El  juez  acudió  á  la  inspección  solicitada  nombrando  al 
efecto  dos  peritos  y  abrió  la  causa  á  prueba.  Producidas  las 
pruebas  y  presentados  los  alegatos  por  ambas  partes,  se 
dictó  el  siguiente 


Falto  del  Jiumm  ñeetkmwuiá. 

Buenos  Aires,  Julio  !<>  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Federico  Garrigós. 
ciudadano  argentino,  contra  D.  José  Gatoni,  estrangero, 
por  cobro  de  arrendamientos  de  una  finca  de  la  propiedad 
del  primero  y  reparación  de  daños  causados  en  la  misma 
y  resultando : 

lo  Que  en  lo  de  Agosto  de  1870  D.  Federico  Garrigós  y  D. 
José  Gatoni  celebraron  un  contrato  de  arrendamiento  de  la 
casa  baja  calle  de  Venezuela  n^  38,  propiedad  del  primero^ 
bajo  las  condiciones  siguientes :  lo,  que  el  contrato  du- 
raría diez  y  ocho  meses,  y  el  alquiler  seria  el  de  2,300 
pesos  pagaderos  el  treinta  de  cada  mes,  con  prevención 
de  que  en  caso  de  no  haber  puntualidad  en  el  pago,  el 
propietario  podria  subir  dicho  alquiler  aun  dentro  del  tér- 
mino de  este  contrato ;  2o,  que  Gatoni  se  comprometía  á 
dejar  la  casa  en  el  estado  en  que  la  tomaba  según  el  in- 
ventario que  habian  formado,  oblig.-^ndose  á  hacer  todas 
las  reparaciones  que  la  casa  exijiera  por  su  sola  cuenta  ; 
3o,  referente  al  estado  de  la  casa  ;  que  seis  de  las  habi- 
taciones estaban  con  sus  pisos,  cielo-razos  y  los  ^empape- 
lados recien  puestos,  pero  teniendo  el  papel  una  pequeña 
rotura  en  la  sala  y  dos  habitaciones  mas ;  y  que  las  puer- 
tas de  las  mismas  seis  habitaciones  dichas  estaban  sin  ro^ 
tura  y  recien  pintadas :  que  tres  piezas  del  fondo  estaban 
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blanqueadas,  y  sus  puertas  y  demás  en  buen  estado  :  que 
los  frisos  de  mármol  del  zaguán  y  primer  patio  estaban  sin 
rotura  ninguna  asi  como  el  brocal  del  algibe:  la  cocina 
recien  hecha  y  la  letrina  limpia  y  en  buen  estado;  4?^,  que 
prescindiendo  de  ios  que  no  son  pertinentes  á  la  cuestión, 
por  el  art.  5^  los  Sres.  Gorli,  Riva  y  G*,  se  constituyeron 
en  garantes  y  fieles  pagadores  del  alquiler  estipulado  y  demás 
condiciones,  determinándose  por  artículos  subsiguientes 
que  el  alquiler  no  podria  subirse  sino  después  de  haber  un 
mes  adelantado  avisado  por  escrito  el  inquilino  por  falta  A  los 
fiadores  rehusándose  al  pago  (transcripción  textual),  y  que  el 
estado  de  la  casa  á  que  se  refiere  el  articulo  segundo,  y 
en  el  que  debía  entregar  la  casa,  Gatoni  debe  únicamente 
considerarse  en  cuanto  á  las  reparaciones,  que  por  si  mis- 
mas no  son  de  cuenta  del  propietario. 

2*"  Que  Garrigós  acompañando  el  contrato  referido,  se 
presentó  á  este  Juzgado  manifestando  :  I"",  que  Gatoni  no 
le  pagaba  el  alquiler  estipulado  desde  cuatro  meses  atrás, 
y  que  usaba  de  tal  manera  de  la  finca  arrendada,  que  ame- 
nazaba ruina,  encontrándose  destruida  y  deteriorada;  2o, 
que  con  arreglo  al  contrato  estaba  obligado  Gatoni  |á  pagar 
el  alquiler  mensualmente  y  el  propietario  estaba  en  el  de- 
recho de  subirlo  por  la  falta  de  cumplimiento  del  inquilino 
á  aquella  obligación,  derecho  de  que  había  usado  como 
debia  constar  del  último  recibo,  levantando  el  alquiler  á 
cinco  mil  pesos  mensuales ;  S'',  que  en  consecuencia  pedia 
se  condenara  á  Gatoni  al  inmediato  pago  de  los  alquileres 
devengados  á  razón  de  5,000  pesos  mensuales,  y  á  que  in- 
mediatamente procediese  á  practicar  las  reparaciones  nece- 
sarias para  consolidar  el  ediñcio  en  la  parte  que  amenazaba 
ruina,  y  para  poner  la  casa  en  el  estado  regular  de  uso  en 
que  debe  conservarla,  ó  se  le  autorice  para  practicarla  por 
cuenta  del  inquihno ;  pidiendo  además  al  objeto  de  consta- 
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tar  el  hecho,  en  que  funda  la  segunda  parte  en  su  petición, 
que  se  nombrasen  dos  maestros  mayores  de  albañeria  y 
carpintería  para  que  informasen  acerca  del  estado  actual 
del  edifíoio. 

3o  Que  nombrado  el  maestro  mayor  de  albañileria  don 
Guillermo  Goodman  prescindiendo  de  nombrar  otro  de  car- 
pintería por  haberlo  así  solicitado  en  otro  escrito  el  mismo 
Garrigós,  dicho  maestro  cumplió  su  cometido,  como  cons- 
ta de  f.  18  ;  y  de  su  informe  resulta  lo  siguiente  :  1^,  que 
en  la  vereda  habia  algunas  piedras  fuera  de  su  lugar  y  los 
reboques  del  frente  se  hallaban  parte  en  mal  estado  y  los 
blanqueos  asi  como  las  pinturas  sucios :  2®,  c  que  en  el 
saguan,  la  puerta  de  fierro,  que  comunica  al  segundo 
patio,  estaba  fuera  de  su  lugar  y  faltaba  la  mitad  de  un 
friso  abajo  del  escalón  de  mármol  y  dos  mas  rotos  abajo 
del  escalón  de  mármol,  y  dos  mas  rotos  abajo  dos  escalo- 
nes de  la  entrada,  un  arco  de  tabique  que  sostiene  la 
escalera  de  mármol  para  la  casa  alta;  está  rajado  en  el 
medio  ;  y  dos  escalones  de  la  misma  escalera  se  hallaban 
en  mal  estado  y  amenazando  ruina,  y  que  el  albañal,  en 
el  mismo  zaguán  no  estaba  comente  y  detenia  agua,  que 
penetraba  á  los  cimientos  de  las  paredes  > ;  3^,  que  c  en 
las  dos  habitaciones  del  primer  patio  los  cielo-rasos  y  pin- 
turas estaban  sucios,  y  el  empapelado  de  ellas  roto,  en- 
contrándose también  en  igual  estado  el  empapelado,  pin- 
turas y  cielo-rasos  de  las  cuatro  habitaciones  siguientes; 
cuyo  piso  tenia  además  la  mayor  parte  de  las  baldozas 
rotas ;  4^,  que  en  otras  dos  habitaciones,  pisos  de  la- 
drillo, y  otro  piso  de  tabla,  el  blanqueo  y  pinturas  se 
hallaban  en  mal  estado  > ;  5o,  que  las  puertas  de  la  co- 
cina, frisos  y  reboques  de  la  misma  estaban  rotos  ;  que  la 
letrina  estaba  llena,  desaseada  y  demandaba  una  repara- 
ción inmediata ;  que  los  pisos  de  baldoza  y  reboques  del 
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segundo  patio  estaban  rotos,  y  desaseados  el  blanqueo  y 
pintura. 

Ao  Que  corrido  traslado  de  la  demanda  con  el  informe 
precedente  lo  evacuó  Gatoni  en  los  siguientes   conceptos : 
i^,  en  cuanto  al  primer  punto  relativo  al  pago  de  alquileres: 
que  aunque  Garhgós  habia   conseguido  ligarlo  por  su  coa- 
trato  hecho  por  él,  estableciendo   para   el    propietario  toda 
especie  de  ventajas,  sabiendo  sin  embargo  que  los  alquile- 
res serian  satisfechos,  de  lo  que  eran  una  garantía   la  res- 
ponsabilidad del  inquilino  y   la  de  los  ñadores,  trataba  de 
fingirse  impago  para  exigir  un  aumento  en  el  alquiler ;  pero 
que  á  pesar  de  todo,   no  habia  logrado  su  intento,  porque 
el  contrato  establecia  que  el  propietario  no  podia  subir  el 
alquiler  sino  después  de  un  mes  de  haberlo  requerido  íoú- 
tilroente  del  inquilino  y  del  fiador,   requirimiento  que  no 
habia  tenido  lugar,  á  lo  que  se  agregaba,  que  habiéndole 
prohibido  Garrigós  loia  relación  con  él,  le  mandó  decir  por 
un  sirviente  y  por  su  hijo  (de  Gatoni),  que  mandase  cobrar 
el  alquiler  vencido,  sin  que  las  diligencias  á  este  respecto 
fueran  bastantes  para  conseguir  de  Garrigós,  que  mandase 
cobrar  los  alquileres  ;    que  el  dia  li  de   Febrero  del  año 
próximo  pasado  mandó  ¿  D.  Camilo  Molina  y  D.  Agustin 
Arias  i  casa  de  Garrigós  con  la  cantidad  de  dos  mil  tres- 
cientos pesos  moneda  corriente,  correspondiente  al  alquiler 
de  Enero,  y  advirliéndole  que  en  adelante  no  se  tomara  el 
trabajo  de  ir  i  pagarte  el  alquilar,  por  corresponderle  (Gar 
rigós)  el  mandarlo  cobrar,  y  que  dichos  testigos  llevaban 
i  mas  una  carta,  de  cuyo  contenido  tenian   conocimiento, 
en  la  que  le  decía  á  Garrigós,  que  ocurriese  todos  los  me- 
ses por  ios  alquileres,   porque  no  se  hallaba  en  la  obliga- 
ción de  buscarlo  por  todas  partes  para  pagarle,  coando  él 
empleaba   todos   los  medios   posibles    para   evitarlo ;    que 
Garrigós  díó  el  recibo,  que  habia  acompañado  f....  previ- 
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oiaDdo  en  él  que  6D  adelante  el  alquiler  seria  de  5,000 
pesos  mensuales  como  lo  prevenii  el  escrito  presentado 
ante  el  Juez  de  i*  Instancia,  invocando  para  esto  el  derecho 
que  le  acordaba  el  contrato,  que  no  habiendo  Garrig;ós  ocur- 
rido por  los  alquileres,  los  depositó  á  la  orden  del  mismo 
en  el  Banco  de  la  Provincia  dándole  aviso  en  carta  certifi- 
cada por  el  Correo,  hecho  que  lo  justificaba  plenamente  la 
libreta  que  acompañaba,  según  la  cual  estaba  acreditado 
que  había  depositado  siempre  con  puntualidad,  salvo  el  del 
mes  de  Abril  por  la  clausura  del  Banco,  ^y  viniendo  para 
esto  de  la  Ensenada  donde  se  hallaba  su  familia  á  causa 
de  la  epidemia ;  deduciendo  de  todo  lo  espuesto  la  falla  de 
derecho  en  Garrígós  para  cobrar  los  alquileres  á  razón  de 
5,000  pesos  mensuales ;  2"^,  en  cuanto  á  la  acción  de  re- 
paraciones de  daños  por  los  deterioros  de  la  casa,  Catoni 
ha  deducido  las  escepciones  siguientes:  i^,  que  era  es- 
temporáneo  por  lo  menos  por  ser  á  la  espiración  del  con- 
trato, cuando  debian  cuestionar,  si  la  casa  estaba  ó  no  en 
el  estado,  en  que  la  recibió ;  S"",  que  lejos  de  haber 
deteriorado  la  casa,  la  habia  puesta  en  mejor  estado  que 
cuando  la  recibió ;  3"",  que  el  informe  pasado  por  el  maes- 
tro mayor  Goodman  era  parcial  por  lo  que  antes  de  con- 
testar á  la  demanda  habia  manifestado  su  oposición  á  di- 
cho nombramiento,  oponiendo  en  cuanto  á  su  contenido  lo 
siguiente  :  que  los  deterioros  en  la  escalera  que  conduce 
á  la  casa  alta  no  eran  de  su  cuenta,  sino  de  la  del  deman- 
dante,  que  usa  esclusivamente  de  dicha  escalera ;  que  ios 
deterioros  de  la  vereda  tampoco  deben  ser  refaccionados 
por  él,  porque  en  el  inventario  no  se  dice  que  él  la 
hubiese  alquilado  ;  y  porque  no  la  ha  usado  sino  como  uno 
de  tantos  Iransuentes;  siendo  todo  deterioro  en  ella  de 
cuenta  del  propietario  ;  que  si  la  letrina  está  llena  no  puede 
imponérsele  el  gasto  de  limpiarla,  porque  también  la  usa 
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Garrigós,  y  este  es  un  gasto  que  en  todas  pftrtes  oorre  por 
cuenta  del  propietario ;  que  en  cuanto  á  los  empapelados 
rotos  en  las  primeras  piezas  de  la  casa  no  puede  obligár- 
sele á  repararlos  porque  en  el  inventario  se  dice,  que  están 
en  mal  estado ;  y  en  cuanto  á  las  baldosas  rotas  del  se- 
gundo patio,  lo  estaban  desde  que  habia  tomado  la  casa  ; 
teniendo  que  observar  respecto  á  las  pinturas  que  el  maes- 
tro Goodman  se  habia  excedido  de  su  cometido  ;  que  si 
deterioro  puede  haber  sufrido  la  casa,  seria  procedente  da 
una  obra  que  se  construye  en  el  fondo  por  el  propietario 
del  terreno  vecino,  ó  procederian  de  humedad  de  la  casa  6 
de  mala  construcción,  como  el  albañal  que  pasa  por  el 
zaguán,  y  que  recibe  las  aguas  sucias  de*  la  casa  alta,  con 
la  que  comunica  por  medio  de  un  caño  que  deja  acceso  á 
las  basuras ;  oo  siendo  posible  que  por  hecho  propio  de 
él,  6  de  los  que  habitan  la  casa  se  obstruya  dicho  albanal, 
el  cual  en  la  parte  que  comunica  con  la  casa  que  ocupa, 
tiene  una  rejilla  de  hierro,  que  no  deja  pasar  sino  el  agua 
y  que  para  dejar  constatados  todos  los  hechos  espuestos, 
pedia  se  practicase  una  inspección  ocular. 

5^  Que  el  Juzgado  ordenó  la  inspección  solicitada  con 
asistencia  de  los  maestros  mayores  Goodman  y  Cabrera,  y 
practicada  aquella,  ordenó  que  los  citados  maestros  infor- 
masen acerca  de  las  causas  que  hubiesen  producido  las 
gretaduras,  que  se  hallaban  visibles,  y  acerca  del  estado 
de  toda  la  casa,  teniéndose  presente  el  informe  del  maestro 
Goodman. 

6o  Que  los  maestros  mayores  cumplieron  su  cometido 
evacuando  el  informe  que  corre  á  t.  56,  del  cual  resulta  lo 
siguiente :  1^,  que  las  gretaduras  en  la  pared  del  costado 
Este,  en  los  tabiques  de  la  escalera,  en  los  arcos  de  los 
zaguanes  y  el  deterioro  de  los  mármoles  en  la.  escalara, 
han  sido  producidos  por  la  rebaja  del  terreno,  qoe  se  ha 
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hecho  en  la  casa  lindero,  que  se  construia,  pues  se  ha- 
hia  rebajado  el  terreno  una  vara  y  veinte  y  cinco  céntimos 
en  una  esteubion  de  25  varas,  los  cimientos  se  habían 
calzado  nuevamente,  y  se  habia  perforado  la  pared  para 
construir  unos  arcos ;  á  lo  que  se  agregaba,  que  la  reco* 
chata  del  pilar  de  la  puerta  de  calle,  lindera  de  la  casa  en 
construcción,  no  tenia  cimientos ;  resultando  de  todo  esto 
las  gretaduras,  las  que  son  de  consideración  y  demandan 
una  pronta  reparación ;  2^,  que  respecto  á  los  deterioros 
eoQsisten  en  lo  siguiente :  ciertas  roturas  en  los  empape- 
lados y  cielo-razos  en  las  babitacioaes,  pequeños  movi- 
mientos de  algunas  baldonas,  originados  dichos  deterioros 
por  el  uso ;  el  piso  del  segundo  patio  algo  deteriorado ;  el 
deterioro  de  los  reboques  de  los  patios  y  frente  á  la  calle 
insignificante,  y  debidos  todos  estos  á  la  obra  del  tiempo, 
y  que  á  su  mala  construcción  es  debido  el  estado  del  piso 
de  tabla  en  una  habitación  del  segundo  patio. 

7o  Que  el  Juzgado  proveyó  mandando  practicar  las  repa- 
raciones espresadas  por  cuenta  de  quien  correspondiese, 
abriendo  á  la  vez  un  término  de  prueba  para  acreditar  los 
hechos  alegados  por  el  demandado,  á  quien  se  intimó  exhi* 
bir  la  contrata,  que  tenia  en  su  poder ;  mandándose  tam- 
bién, que  ambas  partes  manifestasen  si  estarían  conformes 
en  rescindir  el  contrato,  sin  perjuicio  de  la  resolución,  que 
dictaría  el  Juzgado  sobre  los  puntos  que  le  estaban  some- 
tidos,  (auto  de  f.  85.) 

8o  Que  Gatoni  manifestó  .á  f.  87  vuelta  su  conformidad 
pura  y  completa  sobre  la  rescisión  del  contrato  propuesta 
por  el  Juzgado,  y  Garrigós  manifestó  á  f.  88  que  estaría 
conforme  siempre  que  se  le  indemnizasen  los  perjuicios 
que  le  habia  causado  el  proceder  de  Gatoni,  y  que  le  en- 
tregase la  casa  en  el  estado  en  que  la  recibió  con  arreglo 
al  contrato. 
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9o  Quédela  prueba  producida  resulta  lo  siguiente:  4% 
en  la  oonirata  que  Gatoni  tiene,  ó  tenia  en  poder  suyo  y  que 
corre  agregada  á  (.  90,  se  consigna  un  articulo  adicional, 
según  el  cual  el  inquilino  no  es  responsable  en  el  caso  en 
que  la  casa  llegase  á  conmoverse  por  sí  misma ;  ^,  que 
Gatoni  envió  á  Garrigós  el  alquiler  correspondiente  del  mes 
de  Enero  del  año  ppdo.  por  conducto  de  D.  Gamilio  Molina 
y  D.  Agustin  Arias,  quienes  eran  portadores  también  de 
una  carta  para  Garrigós,  en  la  que  le  prevenia  Gatoni,  se- 
gún Molina  en  su  declaración  de  fs.  416  á  420,  que  puesto 
que  Garrigós  le  había  prohibido  subir  á  su  ca$a,  le  indicase 
el  punto  donde  debía  dejarle  los. alquileres,  ó  en  su  defecto 
mandase  á  cobrarlos  el  primero  de  cada  mes ;  y  según  los 
recuerdos  de  Arias  (declaraeion  de  fs.  141  á  144,  se  le 
prevenia  que  en  adelante  le  mandase  cobrar  los  alquileres 
6  le  avísase  donde  debía  dejarlos  ;  2**,  que  D.  José  Gatoni, 
hijo  del  demandado,  declara  (fs.  105  á  107)  que  habiéndose 
hundido  la  letrina  de  la  casa,  su  señor  padre  había  mani- 
festado al  señor  Garrigós  la  necesidad  de  repararla,  y  no 
habiéndolo  efectuado  el  último,  el  declarante  había  ido  en 
dos  ocasiones  por  orden  de  su  padre  á  recordarle  *  aquella 
necesidad,  y  que  en  la  segunda  de  dichas  ocasiones  le 
había  prohibido  dicho  Sr.  Garrigós  al  declarante  y  á  toda 
su  familia  el  que  subiese  sus  escaleras ;  agregándole  que 
según  el  contrato  nada  tenia  que  ver  con  aquellas  repara- 
ciones ;  que  por  esta  razón  el  declarante  no  llevó  á  casa  de 
Garrigós  el  alquiler  del  mes  de  Enero  (1871)  y  se  había 
limitado  á  esperar  al  pié  de  la  escalera  por  diferentes  oca- 
siones al  sirviente  del  último,  con  quien  le  mandó  decir  que 
ocurriera  por  el  alquiler,  y  que  el  sirviente  contestó,  que 
tenia  orden  de  su  patrón  de  decirles  tanto  al  declarante 
como  á  los  demás  miembros  de  su  familia,  que  nada  tenian 
que  hacer  con  él,  cuya  última  parte  se  halla  corroborada 
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por  D.José  Martínez  García  vecino  de  los  demandados  que  en 
su  declaración  de  fs.  127  y  128  afirma  que  un  sirviente  del 
Sr,  Garridos  le  dijo  que  Gatani  habla  estado  muchas  veces 
esperando  en  la  escalera  á  que  viniese  el  sirviente  de  Garri- 
g6s  para  entregarle  el  alquiler,  y  que  no  le  habia  querido  re- 
cibir, porque  a«í  lo  habia  ordenado  el  Sr.  Garrig;ós,  y  c  que 
este  quería  subirle  los  alquileres  para  embromarlo  >  ;  3<^, 
que  el  Juzgado  ordenó  que  Garrigós  exhibiese  la  carta  que 
Catoni  le  dirigió  por  conducto  de  Molina  y  Arias ;   no  ha- 
biéndose cumplido    dicha   orden   por   haber   manifestado, 
i|ue  si  recibió  dicha  carta,  lo  que  no  sabe,  no  la  ha  con« 
servado  probablemente  porque  no  tendría  importancia  ;  4o, 
que  Gatoni  procuró  depositar  los  alquileres,  primero  en  la 
Comisaría  de  la  segunda  sección  de  Policía,  y  posteriormente 
en  el  Juzgado  de  Paz  de  la  Gatedral  del  Sud,  manifestando 
que  lo    hacia  por  la  resistencia  de  Garrigós   á  recibirlos 
(informes  de  fs.  130  vuelta  á  132);   5^  que  posteríormente 
los  depositó  en   el  Banco  de  la  Provincia  á  premio  y  á  la 
orden  de  D.  Federico  Garrigós,  á  quien  previno  por  carta 
certiñcada  por  el  Correo,   sin  que  Garrígós  ocurriera   por 
dicha  carta ;  todo  lo  cual  está  jus tincado   con   la  libreta 
que  se  acompaña,  informes  del  Banco  de  la  Provincia   á 
f.  137  vuelta  y  la  de  la  Administración  de  Correos  é   fs. 
111  vuelta  y  112,  y  de  la  declaración  de  Garrigós  á  f.  124; 
6^,  que  la  prueba  rendida  por  Garrigós  consiste  en  la  de- 
claración de  D.  Rafael  González  que  corre  á  f.  148  y  que 
por  su  singularidad  no  merece  fé  con  arreglo  á  la  ley  32, 
tit.  16,  Part.  3* ;  y  en  la  de  su  cochero  D.  Augusto  Gone- 
sarreray,  que  no  solo  depone  sobre  hechos  de  poca  impor- 
tancia, sino  que  es  inhábil  con  arreglo  á  la  ley  18,  tit.  7, 
partida  citada,  y  que  á  parte  de  su  inhabilidad,    su  dicho 
no  merece  fé  por  ser  testigo  único   respecto  á  los  liechos, 
á  que  se  refiere. 
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Y  considerando — 1^  Que  dos  son  las  cuestiones  que 
el  juzgado  tiene  que  resolver  en  este  juicio:  )a  primera, 
si  el  propietario  D.  Federico  Garrigós  tiene  derecho  para 
subir  el  alquiler  que  según  la  contrata  debía  abonar  y 
abonaba  Catoni  por  la  casa  calle  de  Venezuela  no  38  que 
ocupa  el  último;  y  segundo,  si  la  reclamación  acerca  de 
las  reparaciones  ha  sido  deducida  en  la  oportunidad  conye- 
niente  y  si  deben   ser  á    cargo  del  inquilino  todas  ellas. 

2^  Que  no  solo  por  el  texto  literal  del  contrato,  sino 
con  arreglo  á  los  principios  de  jurisprudencia  universal, 
según  los  cuales  uno  solo  de  los  contratantes  no  tiene 
derecho  para  modiflcar  el  contrato,  ni  agravar  las  obliga- 
ciones de  otros,  es  evidente  que,  para  que  Catoni  tuviese 
que  sufrir  la  pena  de  pagar  el  alquiler,  que  cobra  Gar- 
rigós, era  indispensable  que  no  hubiese  habido  por  parte 
de  aquel  puntualidad  en  el  pago,  ó  ejecución  de  la  obliga- 
ción con  arreglo  á  la  Ley  34,  tit.  il»  part.  5s;  art. 
285  del  Código  de  Comercio,  y  I""  tit.  il.  Sección  1', 
Libro  2o  del  Código  Civil;  y  lo  contrario  no  solo  lo 
repugnaría  las  últimas  palabras  del  art.  lo  del  contrato, 
sino  que  importaría  dejar  la  designación  del  alquiler  al 
arbitrio  del  locador,  lo  que  seria  absurdo  en  este  como 
en  cualquier  otro  contrato,  y  contrario  además  á  la  pres- 
cripción contenida  en  la  Ley  i^^  tit.  8,  parU  5*;  y  art. 
¿«^  del  tit.  6o,  Sección  2a  del  libro  2o  del   Código  Civil. 

3o  Que  no  está  justificado  en  autos  que  Catoni  in- 
curriese en  mora  para  la  ejecución  de  las  obligaciones  del 
contrato;  y  está  justificado  al  contrario,  que  hizo  lo  po- 
sible por  entregar  puntualmente  los  alquileres ;  y  que  si 
demoró  unos  pocos  dias  el  pago  del  alquiler  del  mes 
de  Enero,  fué  porque  Garrigós  le  habia  prohibido  subir 
i  80  casa,  como  lo  prueba  el  hecho  de  haber  Garrigós 
recibido  la  carta  conducida  por  los  testigos  Molina  y  Arias, 
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eo  que  se  prevenía  al  propietario;  que  puesto  que  habia 
prohiJbido  subir  á  su  casa,  le  avísase  donde  debía 
colocar  los  alquileres,  ó  los  mandase  cobrar  el  primero 
de  cada  mes,  sin  que  Garrigós  contradijese  tal  asevera* 
cion;  lo  que  no  es  presumible  dejara  de  hacer  si  era 
realmente  falso:  hecho  en  que  su  parte  principal  está 
corroborado  por  la  declaración  del  testigo  D.  José  Mar- 
tínez. 

A""  Que  por  otra  parte  según  el  art.  V  del  contrato, 
el  inquilinato  no  podia  subirse  sin  aviso  previo,  pasado 
un  mes  antes,  por  escrito,  á  los  ñadores  por  la  negativa 
del  ínquilino  á  pagar  el  alquiler,  y  en  este  caso  no  ha 
precedido  tal  aviso,   ni  negativa. 

S"*  Que  encarada  la  cuestidn  bajo  la  faz  de  lo  que  pueda 
jurídicamente  importar  la  cláusula^  que   autorizaba   al  pro« 
pietario   para  subir  los   alquileres,  en  caso  que  el  ínqui- 
lino no  abónate  puntualmente  el  precio  estipulado,  no  pue- 
de admitirse  que  dicha  cláusula  importe  la  obligación  for- 
zosa é  imprescindible  de  parte  de  Gatoni  de  abonar  el  al- 
quiler,    que   Garrigós   fíjase  á   su  voluntad;    porque  ta| 
cláusula  no  estaría  autorizada    por  la  ley,    pues  no  seria 
precio  cierto  el  que  dependiese  del  capricho  del  locador,  y  es 
indispensable  que    haya  precio  cierto  con  arreglo  á  Ley  la, 
tít.    8^,  part. 5""  citada;  á  lo  que  se  agrega,  que  siendo  un 
principio  de  derecho  que  en  el  silencio  de  la  Ley  debe  el 
Juez  buscar  los  elementos  de  su  decisión  en  las  leyes  análo- 
gas, es  aplicable  al  caso  la  ley  9,  tít.  5^,  part.  5*,   según 
la  cual   el  contrato   de  compra-venta  no  tendría  el    valor 
legal  cuando  la  designación  del  precio  fuese  librada  á  uno 
solo  de  los  contratantes. 

6o  Que  no  debiendo  suponerse  la  nulidad  del  contrato, 
debe  dársele  una  interpretación,  que  asegure  su  eflcaciai 
sin  repugnar  á  la  Ley,   de  lo   que  debe  deducirse,  que 
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el  espirita  de  los  contratantes  fué,  que  si  el  inquilino 
no  pasaba  por  el  alquiler  que  señalase  el  propietario, 
deberia  dejar  la  casa,  quedando  rescindido  el  contrato,  sien- 
do esta  rescisión,  ó  privación  de  las  ventajas  que  pudie- 
ra acordarle  el  contrato,  la  pena  en  que  incurriría  por  su 
falta  de  cumplimiento. 

7o  Que  habiendo  Gatoni  manifestado  su  voluntad  de  dar 
por  rescindido  el  contrato  antes  que  aceptar  el  alquiler  fi- 
jado por  Garrigós ;  y  habiéndose  negado  este  á  admitir  dicha 
rescisión,  como  se  ha  visto  en  el  resultando  8^  de  esta  sen- 
tencias, no  pUbde  pretender  el  pago  de  un  alquiler  mayor, 
que  él  designado  en  el  contrato. 

8o  Que  en  cuanto  á  la  cuestión  relativa  á  las  repara- 
ciones hay  dos  puntos  á  resolver,  primero  el  de  la  opor- 
tunidad; y  segundo  si  la  totalidad  de  ellas  debe  hacerse 
por   cuenta  del  inquilino. 

9"^  Que  respecto  á  la  oportunidad,  si  bien  la  obligación 
contraida  por  el  inquilino  era  la  de  devolver  la  casa  á  la 
terminación  del  contrato  en  el  estado  en  que  la  recibiera, 
y  es  evidente  que  la  demanda  fué  deducida  mucho  antes 
de  terminado  el  contrato,  lo -que  autorizaría  á  creer  que 
Garrigós  se  habia  anticipado  hacer  sus  reclamaciones,  y 
que  por  consiguiente  la  demanda  era  estemporánea ;  sio 
embargo  cuando  se  trata  de  reparaciones  urgentes,  cuyft 
dilación  pueda  amenazar  ruina  de  la  propiedad,  no  puede 
negarse  al  propietario  el  derecho  de  exijir,  que  inmediata- 
mente se  haga  para  la  conservación  de  su  casa,  tanto 
mas  en  el  presente  caso,  en  que  él  habitaba  la  parte  alta, 
y  que  podría  encontrarse  en  peligro  de  tener  que  desa- 
lojarla, y  que  era  indispensable  que  se  constatara  la  causa 
del  deterioro,  puesto  que  según  el  contrato  mismo,  no 
todas  las  reparaciones  eran  á  cargo  del  inquilino,   y  que 
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podía  sostenerse,  que  era  una  consecuencia  de  la  cons- 
trucción de  la  misma  casa. 

10.  Que  como  se  ha  visto  al  tomar  en  consideración  el 
informe^  que  previo  reconocimiento  pericial,  pasaron  los 
maestros  mayores,  y  que  corre  á  f .  36  y  57  y  59,  las 
gretaduras  que  babia  en  la  pared  del  costado  Este,  eran 
de  consideración  y  exijian  una  pronta  reparación,  y  como 
consta  además  por  el  informe  del  maestro  mayor  Goodman 
á  f .  i  9  no  contradicho  por  aquel  y  confirmado  por  la 
contestación  á  la  demanda,  la  letrina  exijia  también  una 
reparación  inmediata;  y  por  consecuencia  aunque  las  otras 
reparaciones  no  fueran  urgentes,  Garrigós  debia  procurar, 
que  las  que  tenian  carácter  de  tales  se  practicaran  ya, 
sin  esperar  á  la  conclusión  del  contrato  y  no  se  puede 
por   tanto  clasificar  de  estemporánea  la  demanda. 

li.  Que  para  resolver  el  punto  de  hasta  dondo  alean* 
zan  las  obligaciones  del  inquilino  en  cuanto  á  las  repara- 
ciones, ó  sea  cuales  son  de  su  cuenta,  debe  estarse  ó 
lo  estipulado  en  el  contrato  interpretándolo,  en  caso  de 
haber  oscuridad  ó  ambigüedad  en  sus  cláusulas,  en  aquel 
sentido  que  haga  mas  eficaz  la  convención;  y  desechando 
el   que  la  anulara. 

12.  Que  existiendo  en  el  contrato  dos  cláusulas:  lo 
la  cláusula  segunda  por  la  que  el  inquilino  se  constituye 
en  la  obligación  de  devolver  la  casa  en  el  estado  en  que 
la  recibió  y  en  la  de  hacer  por  su  sola  cuenta  toda 
clase  de  reparaciones  que  exigiera,  y  2^  la  última  en  que 
se  declara  no  ser  á  cargo  del  inquilino  las  reparaciones, 
que  por  su  naturaleza  sean  de  cuenta  del  propietario:  á 
que  se  agrega  la  declaración  contenida  en  el  ejemplar 
presentado  por  Gatoni,  f.  90,  según  la  que  el  inquilino 
no  es  responsable  en  caso  que  la  casa  se  conmueva  por 
si  misma,  es  deber  del  juzgado   conciliar  en  cuanto  sea 
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posible  ambas  cláusulas,  pero  dejando  en  pié  la   obliga- 
cioQ. 

i 3.  Que  aunque  por  regla  general  todos  los  deterioros 
provenientes  del  simple  uso  de  la  cosai  son  á  cargo  del 
propietario,  esta  regia  debe  ceder  y  cede  ¿  lo  que  sobre 
el  punto  determinaron  los  contratantes,  porque  la  volun- 
tad de  ellos  es  la  primera  ley  á  que  deben  sujetarse  las 
convenciones. 

14.  Que  suponer  en  el  caso,  que  todas  las  reparacio- 
nes de  los  deterioros  causados  por  el  solo  trascurso  del 
tiempo,  y  por  el  uso  natural  de  la  casa  arrendada  son  á 
cargo  del  propietario,  es  admitir  la  ineficacia  de  la  obliga- 
ción contenida  en  la  segunda  cláusula,  que  dice:  que 
las  reparaciones  de  toda  clase  son  á  cargo  del  inquilino, 
y  que  por  consecuencia  la  interpretación  será  contraria 
á  las  reglas  generales  de  la  buena  interpretación,  tanto 
mas  cuanto  que  resultaría  ademas  inútil  la  cláusula,  en 
la  que  se  detalla  prolijamente  el  estado  de  los  papeles, 
pinturas,  cielo-rasos  y   demás. 

15.  Que  admitir,  por  otra  parte,  que  ninguna  reparación 
de  deterioros  no  producidos  por  culpa  del  inquilino,  sino 
por  el  simple  uso  y  trascurso  del  tiempo  debe  ser  por 
cuenta  del  último,  seria  admitir  la  inutilidad  de  la  última 
cláusula  del  contrato,  y  de  la  interpretación  que  se  le  dá 
á  ella  en  el  ejemplar  firmado  por  Garrigós  y  presentado 
por  la  parte  de  Gatoni. 

16.  Que  la  conclusión  que  se  desprende  de  los  pre- 
cedentes considerandos  es  que  el  inquilino  está  en  el 
deber  de  entregar  la  casa  en  el  estado  en  que  la  recibió, 
y  para  esto  en  el  de  hacer  las  reparaciones  de  los  deterio- 
ros, que  la  casa  hubiese  sufrido  en  su  servicio  aun  por  el 
uso  naturul  de  la  misma;  pero  de  ningún  modo  los  que 
proviniesen  de  una  mala  construcción,  ó  de  otras  causas. 
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qo6  Bo  son  personalmente  imputables  á  Gatoni,  ni  tam-^ 
poco  del  uso  natural  de  la  casa,  y  cuya  reparación  seria  la 
reservada  al  propietario  por  el  contrato. 

i  7 .  Que  con  arreglo  á  la  división  establecida  en  el  pre- 
oedente  considerando,  Gatoni  no  es  responsable  de  las 
gretaduras  producidas  en  la  pared  del  costado  Este,  por 
las  construcciones  en  el  terreno  contiguo,  ni  del  deterioro 
del  piso  de  tabla  según  la  opinión  de  los  peritos,  en  un 
cuarto  del  segundo  palio,  por  provenir  de  mala  construc- 
ción del  piso;  pero  sí  es  á  cargo  del  inquilino  la  repara- 
ción de  los  demás  desterioros  sufridos  por  la  casa  baja 
en  su  interior,  hasta  dejarla  en  el  mismo  estado  en  que  la 
recibió,  y  que  se  detalla  en  el  inventario,  y  con  preecin- 
dencia  de  los  que  tuvieren  la  escalera  y  los  muros  es- 
teriores  y  la  acera. 

Por  estos  fundamentos  fallo :  absolviendo  á  D.  José  Ga- 
toni de  la  demanda  deducida  contra  él  por  D.  Federico 
Garrigós,  en  cuanto  á  la  alza  del  alquiler  de  la  casa  de 
propiedad  del  último,  que  ocupaba  en  la  calle  de  Venezue- 
la n*^  38,  declarando  chancelada  la  obligación  del  pago  de 
alquileres  mediante  el  pago  de  dos  mil  trescientos  pesos 
moneda  corriente,  que  mensualmente,  hasta  la  espiración 
del  contrato,  ha  hecho:  y  declarando  en  cuanto  á  las 
reparaciones,  que  deben  ser  por  cuenta  de  D.  José  Ga- 
toni las  espresadas  en  el  último  considerando  de  esta  sen- 
tencia, y  soportarse  por  el  propietario  las  necesarias  para 
reparar  los  deterioros  producidos  por  la  construcción  he- 
cha en  el  terreno  contiguo  al  Este,  y  para  restablecer 
el  piso  de  tabla  en  la  habitación  del  segundo  patio,  de 
que  hacen  mérito  el  último  considerando  de  esta  sen- 
tencia y  los  informes  de  los  peritos;  debiendo  satisfacerse 
las  costas  en  la  forma  ordinaria. «^Repónganse  los  sellos, 
y  notiñquese   con  el.  original.  Manuel  Zavakta. 
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Gatoni  apeló  de  la  parte  de  la  sentencia  relativa  á  la^ 
costas,  y  Garrigós  del   fondo    de  ella. 

Garrigós  espresando  agravios  dijo:  que  no  era  inculpa- 
ble como  lo  sentaba  la  sentencidí  la  mora  da  Cqtoní 
en  el  pago  de  los  alquileres,  que  los  certificados  del 
comisario  y  del  juez  de  paz  no  tenían  fecha;  que  él 
no  tenia  obligación  de  adivinar  de  quien  era  ia  carta 
enviada  por  el  correo;  que  h  cláusula  de  la  suba  del 
alquiler  no  era  nula;  que  solo  habria  podido  admitirse 
que  en  disconformidad  del  inquilino  á  cerca  del  monto  de 
la  suba  se  fijase  este  por  peritos  ó  judicialmente;  que  en 
el  caso  no  existia  tal  disconformidad ;  que  en  efecto  el 
silencio  de  Gatoni  desde  el  aviso  escrito  el  13  de  Febrero 
hasta  el  mes  de  Junio  equivalia  á  una  conformidad  tácita; 
que  por  el  contrato  él  no  estaba  obligado,  sino  á  avisar 
por  escrito,  un  mes  adelautado,  al  inquilino,  de  la  suba 
del  alquiler,  obligación  con  la  que  habia  cumplido  en  el 
recibo  del  dia  13  de  Febrero;  que  no  estaba  obligado 
á  avisar  al  'flador  en  consecuencia  de  la  misma  conforiai** 
dad   de    Gatoni. 

Gonferido  traslado  contestó  Gatoni :  que  Garrigós  no  te- 
nia derecho  de  subir  el  alquiler,  sino  en  el  caso  en  que 
hubiese  requerido  al  inquilino  y  al  fiador  sin  verificarse 
el  pago;  que  en  el  dia  13  de  Febrero  no  habia  paaade 
el  mes  de  mora  y  por  consiguiente  era  nulo  é  ilegal,  el 
aviso  contenido  en  el  recibo  de  dicha  fecha ;  que  m  podía 
alegarse  este  aviso  como  una  convención,  porque  un  con- 
trato por  carta  no  se  perfecciona  sino  con  la  contesta- 
ción conforme  á  la  misma ;  que  todas  las  diligencias  he*» 
chas  por  él  y  por  último  los  depósitos  de  los  alquile- 
res excluian  su  consentimiento  tácito:  que  por  consi- 
guiente la  demanda  de  Garrigós  era  evidentemente  injusta 
en  cuanto  á  los  alquileres ;  que  igualmente  injusta  y  te* 
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meraría  era  respecto  á  las  reparaciones;  que  los  graneles 
deterioros  resultaban  no  haber  sido  causados  por  su  culpa, 
sino  por  los  vecinos,  á  quienes  el  mismo  Garrigós  había 
pedido  las  correspondientes  reFacciones;  que  en  cuanto  é 
las  pequeñas  reparaciones,  la  demanda  de  Garrigós  había 
sido  estemporánea  y  él  lejos  de  oponerse  las  había  efectua- 
do antes  de  la  conclusión  del  contrato;  que  pedía  por 
consiguiente  la  confirmación  de  la  sentencia  con  sola  la 
revocación  de  la  parte  en  que  absolvía  á  Garrigós  de  las 
costas. 


Fallo  úm\  1»  SiipreMMi  Coito 


Buenos  Aires,  Setiembre  5  de  1872. 

Vistos,  por  sus  fundamentoa  «e  confirma  la  aeotencia 
apelada  de  foja  doscientos  treinta  y  cuatro,  excepto  ea  la 
parte  que  manda  satisfacer  las  costas  en  la  forma  ordina- 
ría,  la  cual  se  revoca,  condenándose  á  dop  Federico  Gar- 
rigóB  al  pago  de  ellas,  en  atención  á  que  no  ha  tenidoi 
derecho,  razón  ni  justa  causa  para  eptaUar  ciste  pleito,, 
y  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  l^ia  leyes  treieta  y 
nueve,  título  dos,  y  ocho,  titulo  veintidós,  partida  teroere* 
Previa  reposioion  de  sellos  y  satisfacción  de  las  costas  d4 
9st4  instancia,  devuélvanse  en  conseeuencía  Iop  autos. 

Salvador  María  DEL  Carril.— Fran- 
cisco   Delgado.  —  José    B.    6o* 

ROSTIAGA. 
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Dan  José  Ctuella  contra  D.  Juan  Vignone  y  la  testamentaria 
de  D.  José  FaziOf  sobre  venta  de  un  buque. 


Sumario.  —  lo  La  Justicia  Nacional  es  incompetente  para 
conocer  en  demandas  contra  una  testamentaría. 

2o  Ellas  deben  entablarse  ante  el  Juez  de  Provincia  que 
conozca  del  juicio  universal  testamentario. 


Caso.  —  V^n  26  de  Noviembre  de  187i,  D.  Adolfo  Encina 
por  D.  José  Gasella  se  presentó  al  Juzgado  Federal  de 
Buenos  Aires,  esponiendo:  que  su  representado  tenia  condo- 
minio en  el  buque  <  Democrático  >  de  la  matricula  de 
Buenos  Aires,  con  D.  Juan  Vignone,  D.  José  Gasella  y  D. 
Jo^é  Fazio,  teniendo  cada  uno  una  cuarta  parte. 

Que  desde  Marzo  del  año  anterior,  Vignone  habia  estado 
á  bordo  del  buque  negociando  con  él,  y  sin  que  jamás  hu- 
biese rendido  cuenta  de  su  administración  ni  le  hubiese 
entregado  un  solo  peso. 

Que  no  queriendo  por  esta  razón  que  continuara  la  co- 
munión, entablaba  formal  demanda  contra  los  otros  co-pa^ 
tícipes,  pidiendo  se  ordenara  la  venta  del  buque  en  remate 
público,  previos  los  trámites  de  ley. 
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En  un  otroH  pidió  el  embargo  del  buque  del  que  presentó 
los  títulos. 

Corrido  traslado  y  ordenado  el  embargo,  se  libró  oficio  á 
la  Capitanía  del  Puerto  para  el  cumplimiento  de  la  provi- 
dencia y  para  que  se  citara  á  los  condueños  Vignone,  Ga- 
sella  y  Fazio,  lo  cual  se  cumplió  conforme  á  lo  ordenado 
y  se  tomó  razón  del  embargo  en  la  Escribanía  de  Marina. 

No  habiendo  comparecido  los  demandados  en  el  término 
del  emplazamiento,  el  juicio  se  siguió  en  rebeldía,  hasta 
pronunciarse  sentencia  definitiva  en  que  se  declaró  que  el 
demandante  tenia  derecho  para  pedirla  venta  del  buque,  de- 
biendo los  demandados  pasar  por  ella  ó  abonar  á  aquel  el 
valor  de  su  parte  previa  tasación,  declarando  las  costas  á 
cargo  de  los  demandados. 

Esta  sentencia  fué  notificada  por  la  Capitanía  del  Puerto 
á  D.  José  Barbera,  como  apoderado  de  la  sucesión  de  D. 
José  Fazio,  y  no  habiendo  comparecido  los  otros,  se  les 
notificó  por  edictos. 

Devuelto  el  oficio  al  Juzgado,  se  ordenó  que  Barbera  pre- 
sentase poder  en  forma. 

Barbera  espuso  que  su  poder  obraba  en  unos  autos 
seguidos  por  D.  José  Gasella  con  Vignone  y  otros  sobre 
rendición  de  cuentas,  por  lo  que  se  ordenó  que  certificara 
el  actuario. 

El  actuario  certificó  lo  siguiente  :  —  c  Certifico  que  en 
los  autos  seguidos  ante  este  Juzgado  de  Sección,  por  D. 
José  Casella  contra  D.  Juan  Vignone  y  otros,  á  f.  i8  vta. 
y  siguiente,  corre  un  certificado,  cuyo  tenor  es  el  siguiente: 
Cumpliendo  lo  mandado,  certifico  que  á  f.  1*  de  los  autos 
testamentarios  de  D.  José  Fazio  se  halla  el  testimonio  de 
poder  especial  conferido  en  13  de  Enero  del  corriente  año 
por  D^  Florinda  Vignone  de  Fazio  á  D.  José  Antonio  Bar- 
bera ante  el  Escribano  D.  José  A.  Lorenzo  en  registro  de 
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D.  Máximo  Luzuriaga  para  que  inicie  y  arregle  la  testa- 
mentaría de  D.  José  Fazio  hasta  su  terminación,  y  para 
conocer  asi  mismo  en  sus  incidentes  conteniendo  dicho 
poder  entre  otras  facultades  la  de  transar  y  percibir.  En 
su  testimonio  signo  y  firmo  en  Buenos  AireSi  á  veintitrés 
de  Marzo  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos.  —  Hay  un  signo 
—  Nemesio  ZanoUtti.  Buenos  Aires,  Agosto  5  de  i 872. 
Hay  un  signo. — Juan  RUso.  » 

Bnenos  Aires,  Agosto  7  de  1872. 

Resultando  del  precedente  informe  que  uno  de  los  de- 
mandados ha  fallecido  y  que  hay  un  encai|^do  de  Kquidar 
su  testamentaria,  y  atendiendo  á  que 'en  este  caso  la  tes- 
tamentaria ea  demandada,  y  á  qne  con  arreglo  al  inciso  i^ 
det  art.  i  2  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  Tribunales  Nacionales,  en  todos  los  juicios  universales, 
como  es  el  de  testamentaría,  debe  conocer  el  Juez  competente 
de  Provincia;  pasen  estos  autos  al  juez  de  dicha  testamenta- 
ria, librándose  el  correspondiente  oficio.  Repóngase  el  sello. 

Zavaleta.  ' 

Habiendo  apelado  Encina,  se  dictó  este 

Baenos  Aires,  Setiembre  7  de  i87S. 
Vistos :   por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  cuarenta  fy  cuatro  vuelta ;  satisfechas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —Francisco  Del- 
gado. —  José    B.    GOROSTIAGA. 


. 
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Ocampo^  declarada   pobre  de  sotemn 
D.  Eloy  Cortes^  por  cobro  de  peeoe. 


Sumario. — i  o  La  prueba  incumbe  al  actor. 

2^  No  puede  considerarse  como  prueba  una  información 
de  testigos  recibida  fuera  del  término  probatorio  y  sin  ci- 
tación de  la  contraparte. 


Caeo. — D*  Rosa  Ocampo  demandó  ante  el  Juez  partida- 
rio de  Tmogosta  á  D.  Eloy  Cortes  por  el  pago  de  500  pesos 
chilenos,  que  dijo  haber  puesto  á  su  disposición  y  sin  otra 
garantía  que  su  palabra  de  honor  para  trabajar  en  socie- 
dad en  el  lugar  donde  habían  vivido  juntos.  Fundó  su 
demanda  en  una  información  sumaria,  levantada  á  su  pe- 
dido por  el  Juez  de  Paz  del  Puesto  de  Arielaso,  en  la  que 
declafaron  cinco  testigos  á  su  favor. 

Declinádose  por  Cortes  la  jurisdicción  del  Juez  de  Tino- 
gasta  por  ser  de  nacionalidad  chileno,  se  remitieron  los 
autos  al  Juzgado  Seccional  de  Catamarca. 

Conferido  traslado  de  la  demanda  contestó  Cortes,  que 
Rosa  Ocampo  no  habia  presentado  ningún  comprobante; 
que  no  podía  considerarse  como  tal  la  información  suma- 
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ria  en  la  que  los  dichos  de  los  testigos  eran  vagos  y 
contradictorios  I  y  que  se  habia  obtenido  por  diligencias 
practicadas  de  sorpresa,  antes  de  tiempo,  sin  citación,  y 
ante  jueces  incompetentes ;  que  no  podia  presumirse  que 
una  simple  peona,  como  era  Rosa  Ocarapo,  hubiese  eco- 
nomizado tal  suma;  que  él  nada  le  debia,  y  que  ella  era 
por  el  contrario  su  deudora  de   mucho  dinero. 

Abierta  la  causa  á  prueba,  Rosa  Ocampo  pidió  se  librara 
oñcio  al  Juez  de  Tiuogasta  para  examinar  sus  testigos  y  se 
ordenase  á  Cortes  que  compareciera  á  absolver  posiciones. 

El  juez  accedió,  pero  se  venció  el  término  probatorio  sin 
producirse  pruebas  por  ninguna  de  las  partes  y  se  dictó 
el  siguiente 


IWto  Ael  J«em  Seeel«HAl. 


Catamarca,  Agosto  6  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Abel  Moreno  en  re- 
presentación de  doña  Rosa  Ocampo,  natural  de  la  Rioja, 
contra  D.  Eloy  Cortes,  ciudadano  chileno,  sobre  pago  de  500 
pesos  de  oro  que  aquella  cobra  á  este,  asegurando  haberlos 
colocado  en  su  poder  con  calidad  de  que  se  los  devolvería 
cuando  ella  se  los  pidiere,  los  mismos  que  Cortes  niega 
haber  recibido  y  en  consecuencia  la  existencia  de  tal  obli- 
gación;  y  considerando:  i  o  Que  por  regla  general  de  de- 
recho al  que  afirma  y  no  al  que  niega  ó  en  otros  términos 
á  la  parte  aetora  y  no  h1  demandado  incumbe  el  deber  de 
probar  so  pena  de  ser  este  absuelto  de  la  demanda — leyes 
!•  y  2\  tit.  14,  Part.  3%  y  Escriche  palabra  prueba  —  ^ 
Que  aquella  no  ha  producido  prueba  alguna  durante  el  tér- 
mino legal,  para  acreditar  la  existencia  del  crédito  objeto 
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del  presente  pleito ;  sin  que  pueda  reputarse  como  tal,  la 
información  de  testigos  de  fs.  4  á  7,  con  que  inició  ante 
el  Juez  Partidario  de  Tinogasta,  su  antedicha  demanda, 
puesto  que  tal  información  á  mas  de  haberse  recibido  fuera 
del  término  probatorio,  carece  del  requisito  esencial  de  la 
citación  previa  de  su  contendor — leyes  y  autor  citado  pa- 
labra término  probatorio.  Por  tanto  se  declara :  quH  debe 
absolverse  como  en  efecto  absuelvo  á  Don  Eloy  Cortes  de 
la  antedicha  demanda  de  f.  9,  por  la  que  doña  Rosa  Ocam- 
po  le  cobra  (á  D.  Eloy  Cortes)  la  cantidad  de  quinientos 
pesos  moneda  chilena  ;  con  especial  condenación  en  cos- 
tas á  la  parte  actora.   Hágase  saber  y  repóngase  los  sellos. 

Joaquín  Quiroga. 
Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente 


Fall«  «e  la^SvipreBui  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  12  de  1872. 

Vistos :   Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
ante  apelado  de  foja  cuarenta  y  ocho  vuelta  y.  devuélvase. 

Salvador  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  B.  Gorostiaga. 


*—é* 


266  FALLOS  DE  LA  SOPmOIA  CORTE 


CAUBÜL  GI* 


D.    N§nisó  Aleayaga^  contra  D.   Policarpo  Gonwlez, 

uAre  decíarütoria  de  pobreza. 


Sumario — La  Suprema  Corte  no  debe  tomar  conocí*- 
miento  de  una  causa  sino  cuando  es  provocada  por  parta 
legitima  y  en  la  fyrma  «ttaMeeidn  for  Ié  ley  de  procedi- 
mientos. 


Coie.^-D.  Narciso  Aloayaga  ocurrió  al  Juzgado  Seocional 
de  San  Juan,  solicitando  ser  deolarado  pobre  para  deman* 
dar  á  D.   Policarpo  Gonzales,  por  cobro  de  pesos. 

El  Juez  Nacional  se  declaró  incompetente  ordenando 
que  el  solicitante  ocurriese  adonde  eorrespondia — Este  se 
presentó  al  Superior  Tribunal  de  Justicia  de  la  Provincia 
que  se  declaró  también  incompetentOi  por  aparecer  de  su 
escrito  que  iba  i  litigar  ante  la  jurisdicción  federal 

Volvió  el  solicitante  al  Juzgado  Nacional  diciendo  no 
ser  justo  que  no  se  encontrase  tribunal  competente  para 
su  solicitud;  y  que  el  anterior  Juez  de  Sección  había  come- 
tido en  varios  casos  talas  declaratorias.  El  Juez  dio  vista 
al  Procurador.  Fiscal  quien  dijo,  que  por  el  noevo  Código 
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de  procedimientos  se  atribuía  el  conocimiento  de  estas 
deolaratorias  al  Presidente  del  Superior  Tribunal  de  la 
Provincia,  y  que  por  la  ley  nacional  de  procedimientos 
no  fie  concede  á  los  jueces  seccionales  la  facultad  de  co- 
nocer en  estos  incidentes.  El  juez  volvió  á  declararse  in* 
competente  mandando  saber  de  oficio  su  resolución  al 
Presidente  del  Superior  Tribunal  con  prevención,  <iue  en 
el  caso  de  insistir  en  declarar  también  su  incompetencia, 
se  sirviera  comunicarlo  para  elevar  á  la  Suprema  Corte 
el  incidente  de  competencia  negativa;  el  Presidente  del 
Superior  Tribunal  devolvió  los  autos  diciendo  que  la  com- 
petencia promovida  no  era  autorizada  por  la  ley  nacional 
de  i  A  de  Setiembre  de  1863,  ni  por  la  provincial  de  pro* 
cedimientos,  y  por  ser  los  tribunales  provinciales  inde- 
pendientes  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Devueltos  los  autos  al  Juez  Seccional,  el  Procurador  Fiscal 
pidió  se    elevasen  á  la  Suprema  Corte  para   dirimir  esta 
cuestión  de  competencia. 

Asi  se  ordenó,  comunicándose  al  Presidente  del  Tribunal 
de  la  Provincia  el  decreto  relativo. 

Mandados  por  el  Juez  de  Sección  los  autos  á  la  Suprema 
Corte,  se  dictó  el  siguiente 


nillo  4 e  la  SvpreBui  €)mwim 


Buenos  Aires,  Setiembre  12  de  1872. 

Vistos,  y  considerando  :  Primero^  Que  el  Juez  de  Sec^ 
cion  ha  rehusado  admitir  la  demanda  de  don  Narciso  Al- 
cayaga  por  juzgarse  incompetente;  Segundo,  Que  de  esta 
resotaoion  no  se  ha  apelado  para  la  Suprema  Corte,  usando 
de   la  &cultti<),  queen  este  easo  confiere  el  artíeüte  cin«> 
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cuenta  y  cuatro  de  la  ley  sobre  procedimientos  ;  Tercero^ 
Que  la  Suprema  Corte  no  debe  tomar  conocimiento  de  una 
causa  sino  cuando  es  provocada  por  ^  parte  lejitíma,  y  en 
la  forma  establecida  por  la  ley  que  regla  los  procedimientos 
judiciales;  Por  estos  motivos  devuélvase  este  espediente 
al  Juez  Seccional  de  San  Juan,  á  cuyo  cargo  serán  la  re- 
posición de  sellos  y  pago  de  costas. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  B.   Go- 

ROSTIAGA. 


CJ9LV^A     CU* 


Los  Señores  Moller  y  C",  contra  el  Fisco  Nacional, 

sobre  derechos  de  aduana. 


Sumario, — Las  resoluciones  de  los  administradores  de 
aduana  sobre  la  apreciación  de  las  circunstancias  atenuan- 
tes en  caso  de  falsa  *manirestacion  no  pueden  ser  reforma- 
das. 


Caso. — Los  señores  Moller  j  G*,  manifestaron  á  la  adua* 
na  iOO  cascos  de  aguardiente  conteniendo  30,7SI1  litros. 
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YeriQcádose  en  la  aduana  este  contenido,  resultó  de  la  me«- 
dicion  de  los  primeros  29  cascos  que  su  contenido  era  el 
doble  de  lo  manifestado,  los  señores  Moller  y  C  pidieron 
entonces  la  rectificación  del  manifiesto.  Desechada  por  la 
aduana  su  petición  ocurrieron  al  Administrador  de  Rentas 
Nacionales,  diciendo  que  el  error  de  su  manifiesto  habia 
sido  un  error  de  pluma  ;  que  como  se  apercibieron  de  él 
pidieron  su  rectificación ;  que  no  se  despacha  nunca  un 
manifiesto  de  aguardiente  sin  el  decreto  de  medir;  que 
no  habría  podido  pasar  desaparecido  ningún  error  en  fraude 
déi  fisco,  y  por  consiguiente  era  aplicable  el  art.  1133  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana,  que  exime  de  toda  pena  el 
procedimiento  proveniente  de  tales  errores. 

El  Administrador  usando  de  la  facultad  que  le  confiere 
el  art.  1122  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  conmutó  la  pena 
de  comiso  en  doble  derecho. 

Los  señores  Moller  y  G»,  pidieron  ante  el  Juzgado  Nacio- 
nal la  revocación  de   esta  resolución. 

El  Juez  pasó  vista  al  Fiscal  que  la  evacuó  diciendo,  que 
con  un  poco  de  desatención  en  el  vista,  el  error  habría 
pasado  desapercibido ;  que  el  error  en  los  manifiestos,  sea 
intencional  ó  no»  constituye  siempre  una  infracción  de  las 
Ordenanzas  de  Aduana,  que  lo  penan  sin  averiguar  las  in- 
tenciones; que  el  art.  1123  es  facultativo  y  en  su  virtud 
se  habia  ya  usado  de  equidad  por  el  Administrador. 


WmUm  Ael  ^ueat  Sección»!. 


Buenos  Aires,  Julio  13  de  1872. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  los  señores  Moller  y 
G^,  apelando  de  una  resolución  del  Sr.  Administrador  de 
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Aduana  que  los  condena  al  pago  de  doblea  derechoa  ^t 
faUa  manifestación  de  una  partida  de  aguardiente ;  coa  lo 
eapuebto  por  el  Procurador  Fiscal  en  la  vista  precediente  y 
considerando  además  que  según  los  artículos  1422  y  ii23 
de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  en  los  casos  de  faUa  mani* 
festacion  corresponde  á  los  Administradores  apreciar  equi- 
tativamente las  circunstancias  atenuantes  ó  eaousantes  de 
este  hecho,  lo  que  importa  que  sus  resoluciones  á  este 
respecto  no  pueden  ser  reformadas  por  el  hecho  de  ale- 
garse que  no  se  han  hecho  un  uso  prudente  de  esta  facul* 
tad,  pues  la  apelación  importa  la  pretensión  de  qne  hi 
sentencia  que  se  apela  no  está  dictada  conforme  á  derecho, 
lo  que  no  puede  pretenderse  en  este  caso,  por  cuanto  la 
facultad  de  apreciar  deriva  de  la  knisma  ley,  confírmase 
con  costas  la  sentencia  apelada ;  en  su  consecuencia  de- 
vuélvase á  la  Aduana  los  autos,  satisfechas  que  sean  aque* 
lias  y  tepuestos  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

Esta  sentencia  fué  conñrmada  por  el  siguiente 


Fetlln  «e  ln  ñuw 


€«rle. 


Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  1872. 

Y  vistos  :  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por 
el  señor  Procurador  General  y  por  sus  fundamentos,  se 
confirma  con  coalas  el  auto  apelado  de  foja  trece,  y  sa- 
tisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco   Delgado.  —  José  B.  Go- 

E0STIA6A. 


Df  ^VfiJK  NAfiJONAIf.  %U 


CAUSA    CIII 


Dan  Ricardo  Lavalle  contra  D.  Ernesto  Pou$$art, 
sobre  cumplimiento  de  tm  contrato. 


$v¡mc\¡rifi. — 1"^  Aun  cuando  por  regla  g^en^ral  no  es  im- 
putable al  obligado  la  inejecución  de  los  hechos  que  cons- 
tituyen la  obligación,  cuando  dicha  inejecución  provieae  de 
fuerza  mayor,  le  es  imputable  cuaAdo  la  fuerza  mayor  es 
precedida  de  culpa  ó  mora  por  parte  del  deudor. 

2^  En  e}  caso  del  número  anterior  la  obligacipn  se  cqr* 
vierte  en  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

3o  Loa  daños  y  perjuicios  á  indemnizarse  spn  los  qu^ 
se  previeron  ó  pudieron  proveerse  al  tiempo  de  contratar, 
y  que  sean  una  consecuencia  inmediata  y  directa  d^  la 
inejecución  6  de  la  mala  ó  tardía  ejecución  del  contrato. 


Caso. — Don  Ricardo  Lavalle,  argentino»  demandó  á  D. 
Ernesto  Poussart,  estrangeroi^  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios  procedentes  de  falta  de  cumplimiento  de  un 
contrato. 

Los  antecedentes  de  la  causa  se  encuentran  detallados 
en  el  siguiente 
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K*all«  Ael  SuBm   de  Secclen* 


Buenos  Aires,  Julio  22  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  Don  Ricardo  Lavalle, 
ciudadano  argentino,  contra  el  ciudadano  francés  D.  Er- 
nesto Poussart,  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
procedentes  de  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato,  y 
resultando  : 

lo  Que  en  15  de  Noviembre  de  1869,  celebraron  u» 
contrato  en  virtud  del  cual  Lavalle  compró  á  Poussart  un 
aparate  privilegiado,  de  su  invención,  para  beneficiar  ga- 
nado vacuno,  el  cual  seria  construido  según  el  diseño  de 
f.  1*,  y  se  entregaría  colocado  en  el  saladero  de  Lavalle 
tres  meses  después  de  la  fecha  del  contrato,  determinán- 
dose por  el  articulo  noveno  las  piezas  de  que  se  compon- 
dría el  aparato ;  por  el  tercero  que  las  pruebas  do  resisten- 
cia se  harían  en  la  fábrica,  en  el  Tigre,  y  que  los  gastos 
de* transporte  hasta  el  saladero,  lo  mismo  que  los  de  su 
colocación  serian  de  cuenta  del  Sr.  Lavalle,  pero  debiendo 
toda  la  obra  ser  dirigida  é  inspeccionada  por  Poussart. 

2o  Que  se  convino  además  por  el  art.  4o,  que  una  vez 
colocados  los  aparatos  se  harían  los  ensayos  necesarios 
hasta  demostrar,  que  funcionaban  con  toda  regularidad, 
ensayos  que  servirían  además  para  demostrar  que  por  di- 
cho aparato  el  beneficio  es  mas  económico,  y  el  rendi- 
miento mayor,  asi  como  las  demás  condiciones  determina- 
das en  dicho  artículo,  comprometiéndose  Lavalle  por  el 
quinto,  en  caso  de  ser  exactos  los  resultados  garantidos^  á 
abonar  á  Poussart  en  el  acto  el  precio  de  10,000  pesos 
fuertes  ;  y  que  en  caso  contrarío  Poussart  dispondría  de  los 
aparatos,  sin  que  Lavalle  estuviese  obligado  á  pagarle  nada. 
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3""  Por  el  mÍ9mo  artículo  se  comprometia  Lavalle  á  en- 
tregar á  cuenta  dos  mil  quinientos  pesos  fuertes,  cuando 
se  le  entregase  la  caldera,  los  mismos  que  le  serian  de- 
vueltos si  los  aparatos  no  diesen  resultado  ;  y  por  el  art. 
7^  se  comprometia  á  tener  preparados  en  el  tiempo  nece- 
sario, y  bajo  la  dirección  de  Ponssart  el  galpón  y  macizo 
en  que  debia  colocarse  el  aparato,  (de  f.  2  y  diseño  de  f.  i*) 
Ao  Que  ejecutados  el  galpón  y  macizo,  se  colocó  aquel, 
haciéndose  en  seguida  tres  ensayos,  sin  obtener  los  resul- 
tados garantidos,  como  lo  demuestra  la  carta  de  12  de  No- 
viembre de  1870,  que  en  copia  corre  á  f.  3,  sin  que  en 
la  que  original  corre  á  f.  5,  y  que  es  contestación  á  aque- 
lla, se  contradiga  este  hecho,  como  tampoco  al  contestar 
á  la    demanda. 

5o  Que  Lavalle,  fundándose  en  el  hecho  anteriormente 
espuesto  de  que  la  máquina  funcionaba  con  irregularidad 
y  de  que  no  se  obteoian  los  resultados  garantidos,  le 
declaró  á  Poussart,  por  su  citada  carta  de  12  de  Noviem- 
bre, rescindiendo  el  contrato  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  él,  previo  pago  de  lo  que  Poussart  le  adeudaba, 
(^carla  de  í.  3) 

G""  Que  Poussart  contestó  en  21  de  Noviembre  diciendo 
que  los  ensayos  no  habian  podido  dar  el  resultado  del 
contrato  por  accidentes  que  Lavalle  conocía  tan  bien  como 
él,  pero  que  era  de  su  creencia,  que  la  máquina  llevaba 
las  condiciones  del  contrato,  y  que  ya  que  Lavalle  no  pensaba 
del  mismo  modo,  el  único  medio  de  salvar  esta  dificultad 
era  .el  nombramiento  por  cada  uno  de  un  perito  arbitro 
arbitrador,  y  de  un  tercero,  por  los  mismos  para  el  caso 
de  discordia,  debiendo  ante  ellos  funcionar  la  máquina  las 
veces  que  lo  creyesen  necesario,  para  que  en  su  mérito 
resolvieran  si  aquella  estaba  ó  no  en  las  condiciones  del 
contrato ;  y  previniendo  que  en  caso   de  no   admitir  La-* 
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valle  este  temperamento  tendría  que  recurrir  á  los  tri- 
bunales, y  la  cuestión  se  resolvería  siempre  arbitralmen- 
te.  /^carta  citada  de  f.  5) 

7*  Lavalle  con  fecha  23  del  mismo  mes,   como   consta 
de  la  copia  de  carta,  que  corre  á  f .   3   y  vuelta,  le  dice 
lo  siguiente  :  —  Que  antes  de  contestar  la  del  21  conveniá 
consignar  el  convenio   á   que   arribaron   en  la  entrevista, 
que   Poussart  le  pidió  con  motivo  de   su  carta  del  12  y 
del  resultado   de  los  tres  esperimentos.  Que  habian  conve- 
nido que  hasta  el  30   del    corriente  baria    beneficios  de 
8u   propia   cuenta  en  sus    aparatos  á  6n   de    estudiar  y 
corregir  defectos,  procurando    ponerlos  en  las   condiciones 
del    contrato,    y   de  no    conseguirlo  en   ese  término  se 
procederia  como  lo  establece  el  contrato,  llevándose  Poussart 
sus  aparatos   previo  abono  de  la   suma  que  le   adeudaba. 
Que  dicho  convenio  era  una  concesión  que  él  (Lavalle)  hizo 
á  Poussart,  é  importaba   que  el    reconocimiento    de  que 
)os  aparatos   no  habian   dado   hasta  ese  momento  el  resul- 
tado que  se  buscaba.  Que   consignado  esto  pasaba  á  con- 
testar  á   su  carta,  diciéndose  que  no  habia  objeto,  ni  era 
el  caso  de  nombrar  arbitros,  cuando  se  trataba  de  una  cosa 
perfectamente  clara,  cual  era  que  el  aparato  no  funciona- 
ba bien,  ni  daba    los  resultados    garantidos,    agregándole 
que  en  vista  de  que  en  su  carta  del  21  le   amenazaba  con 
los  tribunales,   le   retiraba  la  concesión  que  le    hizo  en 
la  entrevistai  la  que  ademas  le   entorpecia  los  trabajos  ha- 
bituales de  su  establecimiento,   é  insistía   en  su  primera 
resolución  consignada   en  su  carta  del  12  de  dicho  mes. 

8e  Que  partiendo  de  los  antecedentes  espuestos  entabló 
Lavalle  demanda  contra  Poussart  á  fin  de  que  se  le 
obligara  á  lo  siguiente: — lo  A  retirar  dentro  de  diez 
dias  la  máquina  á  que  se  refiere  el  contrato,  y  que  fué 
colocada  en  su  establecimiento;  —  2"*  A  satisfacer  dentro 
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de  tercero  dia  los  2,500  pesos  fuertes,  que  seguii  el  art.  5* 
debe  devolver  al  recibirse  de  sus  aparatos;  —  3""  A  abonar 
en  el  mismo  término  la  cantidad  de  11,425  pesos  m/c,  qne 
había  abonado  por  alimentos  de  sus  operarios,  por  Via 
de  anticipación;  — 4^  A  abonar  en  igual  término  la  cantidad 
de  247,048  pesos  que  importa  el  galpón  y  macizo  para 
asentar  el  aparato,  y  que  solo  se  hizo  con  ese  solo  y  esclusivo 
objeto,  y  que  desde  que  se  resuelve  el  contrato  y  Poussart 
debe  dejar  las  cosas  como  estaban  antes,  según  la  letra  y 
espíritu  del  contrato,  debe  llevar  esos  materiales  que  sin 
el  aparato  no  tiene  objeto  ni  aplicación  ;  —  5o  A  satisfacer 
los  honorarios  y  costas  que  este  juicio  origine. 

9e  Que  Poussart  contestó  á  la  demanda  pidiendo  fuese 
repelida  con  costas,  y  que  declarándose  vigente  el  contrato 
se  ordenase  á  Lavalie  pusiese  á  disposición  del  demandado 
los  utensilios  necesarios,  para  que  pudiera  hacer  los  en- 
sayos, que  menciona  el  art.  4"*,  puesto  que  los  aparatos 
estaban  colocados  y  en  condiciones  de  proceder  á  efectuar 
aquellos,  fundándose: — 1®  Eq  que  todavía  no  se  ha  dado 
cumplimiento  á  lo  que  dispone  el  art.  4*  del  contrato,  que 
es  lo  que  habilitaría,  para  demostrar  si  el  aparato  daba 
los  resultados,  que  en  dicho  artículo  se  garantían»  porque 
los  ensayos  practicados  fueron  preparatorios,  y  no  eran 
bastantes  para  demostrar  que  el  aparato  da  los  resultados 
deseados,  ni  para  demostrar  lo  contrario,  siendo  indispen- 
sable para  esto  otros  ensayos  mas  formales;  —  y  2o  En 
qne  para  resolver  si  el  aparato  estaba  ó  no  en  las  condi- 
ciones del  contrato  debían  nombrarse  peritos  arbitradores 
con  arreglo   al  art.  595  del  Código  de  Comercio. 

10  Que  el  juzgado  ordenó  con  la  calidad  de  para  me- 
jor proveer,  que  las  partes  nombrasen  peritos,  que  previos 
los  ensayos  necesarios  á  su  juicio  decidiesen  si  el  aparato 
construido  reunia  las  condiciones  del  contrato,  diligencia  que 
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no  tuvo  lugar  por  haberse  manifestado  que  el  aparato  cons- 
truido por  Poussart  habia  sido  vendido  por  orden  del  Tri- 
bunal de  Comercio;  todo  lo  cual  consta  del  auto  de  f.  Si. 
11  Que  el  juzgado  recibió  la  causa  á  prueba  al  objeto 
de  que  el  demandado  acreditase  haber  construido  antes 
de  celebrar  su  contrato  con  Lavalle,  algunos  aparatos,  que 
estuvieran  en  las  condiciones  del  dicho  contrato,  y  que 
hubiesen  dado  los  resultados  garantidos  en  el  art.  4o  del 
mismo,  limitándose  las  pruebas  producidas  á  las  decla- 
raciones de  D.  Pedro  Guerin  y  de  D.  Manuel  Alfonso  de 
Freitas  Amorin,  gerente  del  Banco  Mauá  y  compañía,  de- 
claraciones que  corren  de  f.  95  á  104,  y  cuyo  resumen 
es  el  siguiente  ;  — lo  Que,  según  Guerin,  Poussart  le  cons- 
truyó en  Julio  ó  Agosto  de  1869,  un  aparato  que  empezó 
á  funcionar  á  fines  de  Diciembre  del  mismo  año  con  toda 
regularidad,  y  dando  un  producto.de  igual  calidad  y  de 
rendimiento  que  el  obtenido  por  tinas  de  madera,  de  un 
cuarto  de  libra  una  vez,  y  de  media  libra  otra  vez,  que  se 
benefició  ganado  lanar  del  mismo  establecimiento  en  su 
saladero  y  en  otra  graseria  de  Chacomús,  in virtiéndose  el 
tiempo  determinado  por  el  art.  4o  del  contrato  con  Lavalle, 
ó  sea  seis  horas  y  empleando,  como  combustible  el  residuo 
de  carne  y  huesos,  pero  que  en  el  invierno  no  se  empleaba 
igual  número  de  horas,  y  se  quemaba  leña  porque  la  hu* 
medad  de  la  carne  no  permitía  obtener  la  cantidad  de 
vapor  necesaria  para  la  presión ;  hasta  que  descubriendo 
el  modo  de  quemar  la  carne,  aun  estando  húmeda,  con- 
siguió hacerlo  funcionar  con  igual  regularidad  que  en  el 
verano,  y  sin  necesidad  de  quemar  leña  ;  que  la  modifi- 
cación introducida  en  el  modo  de  trabajar,  y  por  cuyo 
medio  habia  conseguido  quemar  la  carne  húmeda,  la  puso 
el  declarante  en  conocimiento  de  Poussart,  después  de  ini- 
ciado este  juicio,  y  que  le  habia    contestado  el  último, 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  277 

que  no  era  aplicable  al  aparato  de  Lavalle,  porque  tenia 
un  tubo  en  el  cilindro,  y  finalmente  que  ignora  si  el  bene- 
ficio por  el  procedimiento  del  aparato  construido  para  él 
por  Poussart  sea  ó  no  mas  económico,  que  por  el  de 
tinas  de  madera,  por  no  haber  trabajado  por  este  último, 
como  ignora  igualmente  si  los  demás  aparatos  construidos 
por  Poussart  sean,  ó  no,  iguales  al  sujo  (del  testigo),  y 
que  este  tiene  un  cilindro  de  27  pies  de  largo  y  5  de 
diámetro  y  dos  tinas  d'e  16  pies  de  altura  sobre  6  á  6 
y  medio  de  diámetro.  —  2o  Que  según  el  Gerente  del  Banco 
Mauá  en  esta  plaza,  sabe  que  Poussart  construyó  un  aparato 
para  el  saladero  •  Sacre  >  en  Paisandú,  de  la  propiedad 
del  Barón  de  Mauá,  aparato  del  que  está  satisfecho  el 
administrador,  quien  le  ha  pedido  mas  tinas,  agregando 
qué  se  le  dio  una  gratificación  á  Poussart;  pero  que 
ignora,  si  el  'aparato  á  que  se  refiere  es  ó  no  igual  al 
que  está  dibujado  ó  diseñado  á  f....,  y  si  daba  ó  no  los 
resultados  garantidos  en  el  art.  í^  del  contrato  con  Lavalle 
pero  que  la  carta  presentada  por  Poussart  en  ese  acto, 
y  que  corre  á  f....  es  del  administrador  del  saladero,  según 
el  que  en  la  citada,  el  aparato  tendría  i  tinas  y  2  cilin*' 
dros  y  daría  los   resultados   garantidos  á  Lavalle. 

Y  considerando : — í^  Que  cualquiera  que  sea  la  inte- 
ligencia que  se  dé  á  la  cláusula  cuarta  del  contrato,  y  pres- 
cindiendo de  si  los  ensayos,  que  se  practicaron,  eran  ó 
no  bastantes  para  dejar  demostrado  si  el  api^rato  estaba 
en  las  condiciones  del  contrato,  y  de  si  nuevos  ensayos 
eran  necesarios  para  dejar  establecido  este  punto  ;  es  in- 
cuestionable que  los  nuevos  ensayos  no  pueden  practicar- 
se  por  haber  el  aparato  construido  salido  del  dominio  de 
Poussart,  como  se  ha  visto  en  el  penúltimo  resultando,  y 
por  consecuencia,  aunque  estuviese  en  las  condiciones  re- 
queridas, no  podría  él  ser  entregado  en  cumplimiento  de 
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la  obligación  contraida  por  el  demandado  el  qpe  solo  pueda 
entregar  aparatos  que  le  pertenezcan,  ó  cuya  libre  dispo- 
sición tenga. 

2^  Que  una  vez  admitida  la  imposibilidad  de  parte  de 
Poussart  para  entregar  actualmente  el  aparato,  que  se 
obligó  por  el  contrato  de  f....  la  cuestión  á  resolverse 
es  si  dicho  Poussart  ha  faltado  al  contrato,  y  en  caso 
afirmativo,  qué  derechos  tieneLavalle  en  virtud  de  dicha  falta. 

3^  Que  según  el  art.  1®  del  contrato,  Poussart  debió  en- 
tregar colocado  el  aparato  en  el  saladero  del  Sr.  Lavalle 
3  meses  después  de  firmado  el  contrato,  ó  sea  en  el  mes 
de  Febrero  de  1870,  siendo  la  fecha  del  contrato  el  15 
de  Noviembre  de  1869 ;  y  una  vez  colocado  el  aparato, 
debia  Poussart  con  arreglo  al  art,  4""  del  mismo  contrato, 
hacer  los  ensayos  necesarios  hasta  demostrar,  que  funcio* 
naba  con  toda  regularidad,  y  que  daba  .los  resultados 
garantidos  en  el  mismo  articuloy  sin  cuya  demostración 
quedaba  sin  efecto  el  contrato ;  y  es  obvio  que  Poussart 
no  ha  entregado  hasta  la  fecha  el  aparato,  y  que  no 
puede  tampoco  entregarlo  ahora  mismo,  pues  el  que 
construyó  fué  vendido  en  virtud  de  orden  judicial  para 
hacer  frente  á  deudas  de  Poussart,  y  aunque  no  lo  hubiese 
vendido,  desde  mucho  tiempo  atrás,  el  plazo  en  que  debió 
ser  entregado  y  tuviese  Poussart  otro  aparato,  tampoco 
podrían  hacerse  actualmente  en  el  saladero  del  Sr.  Lavalle 
los  ensayos  á  que  se  refiere  el  contrato,  y  que  serían 
indispensables  para  la  subsistencia  del  mismo. 

4<>  Que  por  conseeuencia  Poussart  no  solo  ha  faltado 
á  las  obligaciones,  que  le  imponia  el  contrato,  no  eje- 
cuténdolas,  6  no  cumpliéndolas  dentro  del  plazo  acorda- 
do, sino  que  se  encuentra  en  la  imposibilidad  de  cum- 
plirlas actualmente,  aunque  se  le  concediesen  nuevos  pla- 
zos para  efectuarlo. 
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&^  Q\x^  8i  por  regla  general  no  es  imputable  al  obligado 
la  in^cucioa  de  lo^  bechosi  que  ooqstituiaa  la  obliga- 
cío»  cuando  dicha  inejecución  proviene  de  fuenpa  mayor, 
que  DO  ha  podido  evitar  como  sería  en  este  caso  la  pro- 
hibicioni  por  mandato  de  la  autoridad  legítima^  de  las  faenas 
de  loa  saladeros  de  Barracas,  que  es  donde  está  situado 
el  del  Sr.  Lavalle,  es  imputable  cuando  la  fuerza  mayor  es 
precedida  de  culpa  ó  mora  por  parte  del  deudor,  con  arre- 
glo á  las  leyes  3  y  5,  tít.  6;  32,  tit.  5;  21,  til  8';  i3 
y  35)  tit.  11,  part.  5\  conQrmadas  por  losarts.  1  á  4, 
ÜU  3%  seo.  1%  lib.  2%  del  Código  Civil,  y  al  art.  218 
del  Código  de  Comercio  reconocido  por  el  demandado, 
como  la  ley  vijente  al  tiempo  del  contrato  y  al  que  según 
el   mismo  debia  son^terse  la  cuestión  pendiente. 

6o  Que  en  el  presente  caso  la  imposibilidad  de  cumplir  la 
obligación  procedente  de  la  prohibición  de  faenas  en  Bar- 
racas, y  aunque  el  demandado  Poussart  tuviese  el  apara- 
to ó  máquina  necesaria,  ha  sido  precedida  de  culpa  y  mora 
de  parte  del  último  por  no  haber  cumplido  la  obligación  en 
Febrero  de  1870,  ni  aun  en  Noviembre  del  mismo  año,  hasta 
cuya  fecha  parece  haberle  prorogado  el  plazo  á  estar  al 
tenor  del  escrito  de  demanda,)  y  déla  carta  que  corre  en 
copia  á  f....;  y  por  coasecuencia  Pousaart  no  está  exhonera- 
do  de  la  responsabilidad  de  daños  y  perjuicios  procedentes 
de  la  inejecución  del  contrato. 

7""  Que  establecida  la  obligación  por  parte  de  Poussart 
de  indemnizar  á  Lavalle  los  daños  y  perjuicios  proceden- 
tes de  la  inejecución  del  contrato,  la  cuestión  se  reduce 
á  determinar  cuáles  son  los  daños  y  perjuicios  originados 
en  el  presente  caso  por  el  hecho  de  no  haber  Poussart 
entregado  el  aparato  en  las  condiciones  del  contrato. 

8«  Que  con  arreglo  á  la  doctrina  general  adoptada  an- 
teriormente por  el  Código  de  Comercio  en  loa  arts.  222  y 
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223,  y  por  ei  Código  Civil  en  sus  arts.  do  1  á  3,  tít,  S*» 
sec.  1"^,  lib.  2^  los  daños  y  perjuicios  á  cargo  del  que 
no  cumplió,  ó  del  que  retardó  el  cumplimiento,  ó  ejecu* 
cioD  de  la  obligación,  son  los  que  únicamente  se  previeron 
ó  pudieron  proveer  al  tiempo  del  contrato,  y  que  fueron 
una  consecuencia  inmediata  y  directa  de  I  a  inejecución  ó  de 
la  mala  ó  tardia  ejecución  de  aquel. 

9^  Que  en  los  términos  espresados  en  el  precedente  con- 
siderando quedarian  comprendidos  los  gastos,  que  hubiese 
hecho,  y  las  utilidades  de  que  se  hubiese  visto  privado 
Lavalle,  toda  vez  que  dichos  gastos  y  pérdidas  de  utilida- 
des fuesen  la  consecuencia  inmediata  y  directa  de  la  ineje- 
cución por  parte  de  Poussart  de  las  obligaciones  que  con- 
trajo, de  tal  suerte  que  solo  se  habrían  sufrido  en  caso  de 
inejecución  del  contrato. 

10.  Que  en  ese  caso  se  encuentra  las  cantidades  que 
Lavalle  hubiese  entregado  á  cuenta  del  precio  de  los  apa- 
ratos que  debian  entregársele  con  arreglo  del  contrato, 
porque  dichas  cantidades  han  disminuido  en  otro  tanto  su 
haber,  sin  aumentar  sus  medios  de  trabajar,  y  esto  como 
consecuencia  ininediata  y  directa  de  la  inejecución  del  con- 
trato por  parte  de  Poussart,  pues  si  lo  hubiese  ejecutado, 
como  lo  prometió,  Lavalle  tendría  en  compensación  de  sus 
desembolsos  los  aparatos,  que  tuvo  en  vista,  y  mediante 
los  cuales  debia  obtener  productos  mas  perfeccionados  en  su 
saladero,  en  mayor  cantidad,  y  con  mayor  economía  de 
tiempo  y  de  dinero  ;  y  por  consecuencia  aunque  el  contrato 
no  lo  obligase,  como  lo  obliga  espresamente  á  Poussart  á 
restituir  á  Lavalle  dichas  cantidades  desembolsadas,  siem- 
pre estaría  obligado  á  hacerlo  en  virtud  del  principio  ge- 
neral de  indemnizar  los  daños  y  perjuicios  que  uno  cau- 
sare. 

44.  Que  Lavalle  ha  justificado  haber  entregado  á  Poussart 
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los  2,500  pesos  fuertes,  que  según  el  contrat(S  debia  anti- 
ciparle en  pago  del  precio  de  los  aparatos,  y  haber  abona- 
do también  por  vía  de  anticipación  la  cantidad  de  li,425 
pesos  moneda  corriente  procedentes  de  la  alimentación  de 
los  operarios  de  Poussart,  por  cuanto  habiéndose  afir- 
mado estos  hechos  en  el  escrito  de  demand^,  Poussart  los 
habría  contradicho  al  contestarla,  si  no  fueran  ciertos,  y 
8u  silencio  debe  estimarse  como  confesión  de  la  verdad  de 
los  mismos,  con  arreglo  á  la  prescripción  establecida  en  el 
art.  86  de  la  ley  de  procedimientos. 

12.  Que  dichas  entregas  ó  desembolsos  lo  han  privado 
ademas  de  la  facultad  de  dar  un  empleo  lucrativo  á  esas 
cantidades,  y  este  perjuicio  debe  fijarse  cuando  menos  en 
los  intereses  de  las  cantidades  desembolsadas  á  contar 
desde  el  desembolso. 

13.  Que  por  las  mismas  razones  espuestas  en  el  11^ 
considerando,  debe  considerarse  como  justificado  el  hecho 
de  haber  Lavalle  invertido  247,748  pesos  en  el  galpón  y 
macizo,  que  según  el  contrato  construyó  para  asentar  el 
aparato. 

14.  Que  Lavalle  pide  que  se  condene  á  Poussart  al  pago 
de  la  cantidad  espresada  en  el  precedente  considerando, 
llevando  los  materiales  empleados  en  el  citado  galpón  y 
macizo  ;  y  funda  esta  petición  en  que  tanto  el  galpón  co- 
mo el  macizo  fueron  construidos  con  el  esclusivo  objeto 
de  asentar  el  aparato,  y  en  que  sin  este  no  tienen  objeto, 
ni  aplicación  en  el  establecimiento. 

15.  Que  no  habiendo  Poussart  contradicho  el  hecho  afir- 
mado por  Lavalle,  de  que  el  galpón  y  macizo  fueron  cons- 
truidos con  el  esclusivo  objeto  de  asentar  el  aparato,  y 
que  sin  esto,  no  tienen  objeto  ni  aplicación,  este  hecho 
debe  tenerse  como  justificado  con  arreglo  al  art.  86  de  la 
ley  Nacional  de   procedimientos. 
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16.  Qae  los  gastos  de  construcción  del  galpón  y  maeÍMS 
referidos  importan  una  verdadera  pérdida,  ó  daño  que  ha 
podido  preverse  al  tiempo  del  contratOi  y  es  una  conse- 
cuencia inmediata  y  directa  de  la  falta  de  cumplimiento 
del  contrato. 

17.  Que  el  silencio  del  contrato  sobre  este  punto,  ae 
importa  una  renuncia  de  parte  de  Lavalle  al  derecho  que 
la  ley  le  acuerda,  para  reclamar  la  pérdida  sufrida,  no  solo 
porque  la  ley  no  exije  mención  espresa,  sino  porque  á 
tenor  del  contrato  no  se  presta  i  que  se  interprete,  que  ia 
intención  de  las  partes  fué  que  Lavalle  sufriera  esta  per* 
dida,  y  mocho  menos  siendo  tan  considera  ble,  como  lo  6S« 
y  cuando  en  compensación  de  esta  pérdida  no  se  estipu- 
laba compensación  alguna  efectiva,  ni  eventual,  ni  en 
perspectiva,  puesto  que  nada  revela  que  el  precio  convO'- 
nido  fuese  inferior  al  verdadero. 

18.  Que  aunque  es  verdad  que  en  el  presente  caso  el 
galpón  y  maoiso  aludidos  no  habrían  podido  servir  donde 
so  encuentran,  esto  es,  en  el  saladero  de  Lavalle  en  Bar- 
racas para  el  objeto  que  se  tuvo  en  vista,  por  cuanto  están 
prohibidos  los  establecimientos  de  ese  género  en  aquella 
localidad  por  una  ley  de  las  Cámaras  de  la  Provincia,  y 
por  consecuencia,  aunque  también  es  cierto  que  Lavalle 
habria  sufrido  algunos  perjuicios  en  virtud  de  dicha 
ley,  con  motivo  de  las  construcciones  espresadas,  aun  dado 
el  caso  de  que  Poussart  hubiese  cumplido  fielmente  el 
contrato ;  esta  consideración  puede  decirse  externa  comple- 
tamente,  y  sin  alcance  en  la  cuestión  que  se  ventila,  por 
cuanto  la  pérdida  ha  sido  directamente  causada  por  la 
falta  de  cumplimiento  del  contrato ;  á  lo  que  se  agrega, 
que  Lavalle  no  tendría  derecho  á  indemnización,  aunque 
la  lej  la  concediera  á  los  saladeristas  perjudicados,  ni 
transportarlos  á  otra  localidad   para  destinarioe  al  mismo 
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objetir»  puesto  qm  falta  el  aparato,  que  débia  construir 
Poustart  Began  el  contrato. 

i  9.  Que  por  otra  parte  en  el  caso  mas  fevoraUe  para 
Pmstapt,  esto  e^,  para  que  pudiera  estar  exhonerado  de  la 
obligación  de  indemnizar  las  pérdidas  precedentes  de  la 
oenstruceioii  inútil  del  galpón  y  macizo,  habría  debido  jus- 
tificar,  cuando  menos  que  cuando  celebró  el  contrato  con 
La  valle  tenia  la  se'guridad  de  poder  fielmente  cumplirlo, 
por  haber  construido  otros  aparatos  en  iguales  condicio- 
nes ;  porque  contratar  sin  esta  seguridad  ó  importa  contraer 
un  empeño  temerario,  ó  ignorando  en  la  materia  de  su 
arte,  y  en  ambo»  casos  debe  responder  de  las  pérdidas,  que 
hubiere  ocasionado  por  su  temeridad  ó  ignorancia,  con 
arreglo  al  principio  general,  que  ordena  reparar  los  daños 
inferidos  sin  derecho  á  torceros,  alterum  non  hdderej  y  á 
la  espresa  disposición  contenida  en  la  ley  16,  tit.  8,  Part.  5% 
que  era  la  vigente  al  tiempo  de  la  celebración  del  contr  ato. 

20.  Que  de  la  prueba  producida  no  resulta  justificado 
que  Poussart  hubiese  construido  aparatos  iguales  al  detor* 
minado  en  el  contrato  con  Lavalle,  que  diese  los  resulta- 
dos garantidos  en  el  art.  4  del  mismo,  como  evidentemente 
lo  demuestran  las  siguientes  consideraciones :  1*,  porque 
la  prueba  producida  se  refiere  á  dos  aparatos  construidos, 
uno  para  el  saladero  c  Sacre  »  en  Paiaandú,  y  el  otro  para 
el  Sr.  Guerin,  én  esta  Proviiwia,  y  se  reduce  á  las  decla- 
raciones del  Gerente  del  Banco  Maué  y  del  dicho  señor 
Guerin ;  que  limitándose  á  deponer  el  primero  sobre  el 
aparato  construido  para  el  saladero  <  Sacre  » ,  y  el  segun- 
do al  construido  para  el  mismo,  deponen  acerca  de  apa- 
ratos diferentes,  y  por  consecuencia  no  hay  los  dos  testigos, 
que  según  la  ley  32,  tit.  16,  Part.  3a,  serian  indispensables 
para  acreditar,  que  tanto  el  uno  como  el  otro  aparato,  6 
siquiera  alguno  de  ellos  era  igual  al  diseñado  en  el  plano 
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de  f.  1^,  y  daba  los  resultados  espresados  en  el  contrato; 
2o  Porque  Amorin,  gevente  del  Banco  Mauá  declara  á  f. . . 
como  se  ba  visto  al  resumir  la  prueba,  que  ignora  si  el 
aparato,  á  que  se  refiere  es  igual  al  contratado  con  Lavalle, 
y  ^  dá  ó  no  los  resultados  garantidos  en  el  contrato  con 
el  último,  no  bastando  para  la  justificación  de  estos  puntos, 
que  el  administrador  estuviese  satisfecho ;  ni  la  carta  del 
mismo  que  corre  á  f. ..;  porque  para  surtir  algún  efecto 
en  juicio  habría  debido  ser  ratificada  por  el  mismo  firmante 
ante  el  juzgado  durante  el  término  de  prueba  y  bajo  de 
juramento ;  3^,  porque  el  Sr.  Guerin  en  su  declaración  ci- 
tada afirma,  que  su  aparato  no  dio  los  resultados  espresa- 
dos en  el  contrato  con  Lavalle  hasta]  que  él  introdujo  una 
modificación  en  el  modo  de  trabajar ;  modificación  que,  se- 
gún le  habia  dicho  Poussart,  no  era  aplicable  el  aparato 
construido  para  Lavalle,  lo  que  demostraría  á  la  vez  que 
no  eran  exactamente  iguales ;  4^,  porque  Guerin  mismo 
ignora,  si  el  beneficio  por  el  aparato  que  le  construyó 
Poussart,  es  mas  económico  que  por  el  procedimiento  de 
las  tinas  de  madera,  y  por  consecuencia  ignora  si  se  ob- 
tiene uno  de  los  resultados  garantidos  en  el  art.  4o  del 
contrato   con  Lavalle. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  condenando  á  D.  Ernesto 
Poussart  á  pagar  á  D.  Ricardo  Lavalle  dentro  del  plazo  de 
diez  dias,  las  cantidades  que  se  espresan  á  continuación: 
i^y  los  2,500  pesos  fuertes  que  Lavalle  entregó  á  Poussart 
con  arreglo  al  art.  5""  del  contrato  ;  2o,  la  cantidad  de 
i  1,425  pesos  moneda  corriente,  que  anticipó  Lavalle 
para  alimentos  de  los  operarios;  3o,  la  de  247,748  pesos 
moneda  corriente,  costo  del  galpón  y  macizo  para  asentar 
el  aparato ;  con  declaración  que  pertenecen  á  Poussart  los 
materiales  empleados  en  dichos  objetos ;  y  4''  las  costas  de 
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esto  juicio.  Repónganse  los  sellos    y  notifiquese   con  el 
original.     . 

Mantiel  ZavaUta. 

Habiendo  apelado  el  Procurador  Frugoni  por  Poussart, 
se  dictó  este 


F«U«  ele  1»  Supre: 


€«rte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  19  de  1872. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  ciento  cuarenta  y  cuatro,  satis- 
fechas y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  X.  B.  Gorostuga. 


>«M- 
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CA.USA.   CXV. 


El  Procurador  fiseal,  contra  Ziinmermann^  Fairy  Compañiaf 

por  in  fracción  de  la  ley  de  sellos. 


Sumario.  —  1^  No  hay  obIig;acion  de  estender  en  papel 
sellado  Nacional  los  documentos  sobre  obligaciones  que 
por  su  naturaleza  no  corresponden  esclusivamente  á  la 
jurisdicción  nacional. 

%^  —  Presentándose  ante  los  Tribunales  Nacionales  un 
documento  de  esta  clase,  debe  reponerse  el  sello  correspon- 
diente  al  valor  del  contrato. 


Caso,  —  Los  Sres.  Zimmermann,  Fair  y  compañía  deman* 
daron  ante  el  Juez  Federal  de  Buenos  Aires  á  los  Señores 
Crisol  y  Torres  el  valor  de  un  cargamento  de  pino,  acom- 
pañando el  boleto  original  de  la  venta,  ñrmado  por  el 
comprador,  el  vendedor,  y  los  corredores  Gowland,  Koock 
y  compañía, 

Habiendo  el  actuario  puesto  la  nota  de  no  corresponde  al 
documento  presentado,  se  dio  vista  al  Procurador  fiscal, 
quien  pidió  se  impusiera  al  demandante  y  demandado  la 
multa  de  diez  tantos  del  sello  correspondientOi  sosteniendo 
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que  el  boleto  habia  debido  escribirse  en  el  papel   áelládo 
nacional  correspondiente. 


Fiill«  ciel  tfumm  ele  toeeimt. 


Buenos  Aires,  Agosto  9  de   1872. 

Vistos  ,  considerando:  Que  en  el  presente  caso  no  se  trata 
propiamente  de  contrato   ú  obligación  celebrado  en  docu- 
mento escrito  de  los  que  por  la  ley  deben  surtir  efectos 
legales,  pues  lo   que  se  ha  acompañado  es  una  copia  del 
contrato  que  se  dice  otorgado  en  el  Registro  de  los  corredo- 
res Gowland,  Koock  y  compañía  y  no  es  un  documento  ori* 
ginal,  único  á  que  se  refiere  la  ley  de  sellos,  ni  los  corre- 
dores  deben    considerarse  en  este   caso  como  ejerciendo 
funciones  públicas,  y  obligados  á  estender  sus  escrituras 
en  su   registro  en   papel  sellado,  pues  valen  como  ihstru- 
mento  público  las  pólizas  de   fletamento  heóhas  con   in- 
tervención de  corredor  marítimo  ^art.  1,187    del    Gód¡|^ 
de  Comercio ")  y  no  los  demás  contratos  len  ()Ué  iitteirvi- 
niereui  respecto  á  los  que  su  atribución  se  limita  á  proponer 
los  negocios  con  fidelidad,   á  llevar  un  aisiento  exacto,  de 
las  negociaciones   concluidas,  trasladar   dicho   asiento  al 
registro,  y  entregar  dentro  de  las  24  horas  si|^üÍlBntes  á  la 
conclusión  de  un  Contrato,  una  minuta  deldóbumento  don  re- 
ferencia al  registro  ( arts.  99,  92,  9i  y  103  del  Código  de 
Comercio),  sin  que  de  dichos  arts.  ni  otros  del  mismo  Código 
conste  que  las  partes  deban  ñrmar  los  asientos  hechos  en 
el  manual,  ni  en  el  registro,  y  faltando  las  firmas  de   loe 
contratantes  no  puede  decirse  con  verdad  que  hubiesen  otor* 
gado  algún  documento  de  obligación. 
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No   hay  lugar  á   la  multa  solicitada  por  el  Procurador 
fiscal 

Zavaleta. 

Habiendo  apelado  en  relación  el  Procurador  fiscal,  se  le 
concedió  el  recurso  y  se  elevaron  los   autos. 

Después  de  vista  la  causa,  la  Suprema  Corte,  para  mejor 
proveer,  dio  vista  al  Sr.  Procurador  general,  quien  la  evacuó 
diciendo  que  el  art.  2""  de  la  ley  de  sellos  dice  :  c  toda  obli- 
€  gacion  sobre  cuenta  ó    negocio    sugeto  á   jurisdicción 
c  nacional,  y  á  pagarse  en  la  nación  se   escribirá  en   el 
c  papel  sellado  que  corresponda.  >  —  Pero  el  contrato   de 
f.   2,    que  es  una  compra-venta   de    madera   de   pino,  os 
un  acto   del  comercio  interno    que    por  su  naturaleza  no 
está  sugeta  á  la  jurisdicción  nacional.  —   De  consiguiente 
si  él  hubiera  debido   escribirse  en    papel  sellado,    no  sería 
papel  nacional,  sino  provincial  el  que  hubiera  debido  em<« 
picarse. 

Pero  la  causa  ha  venido  á  la  jurisdicción  nacional  por 
razón  de  la  nacionalidad  de  las  personas,  y  desde  enton- 
ces no  ha  debido  presentarse  ante  el  juez  ese  documento 
de  obligación  sin  pagar  el  valor  del  sello  que  le  corres- 
ponde. 

Es  por  esto  que  creo  debe  exigirse  á  los  demandantes 
el  valor  del  sello  del  documento  de  f.  2,  pero  no  la 
multa  de  diez  tantos  que  pide  el  fiscal,  porque  esta  es  una 
pena  por  la  infracción  de  la  ley,  y  aquí  no  ha  habido 
infracción,  no  estando  por  su  naturaleza  sugeto  á  la  juris- 
dicción  nacional  el  contrato  que  el  documento  contiene. 

Pido  á  la  Suprema  Corte  se  sirva  confirmar  la  sentencia 
apelada  imponiendo  á  los  Sres.  Zimmermann,  Fair  y  compa- 
ñía el  pago  de  1 5  pesos  fuertes,  valor  del  sello  que  corres- 
ponde al  contrato. 


r 
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WmU9  ele  lA  Suprenuí  C^rte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  19  de  1872. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General,  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  veinte  vuelta,  debiendo  reponerse  por  los  Señores  Zim- 
merman,  Fair  y  compañía,  el  sello  correspondiente  al  valor 
del  contrata  de  foja  dos,  devuélvanse  en  consecuencia  los 
autos,  previa  reposición  de  sellos  y  pago  de  costas  de  esta 
instancia. 

Salvador  M.  del  Carril.— Francisco 
Delgado. —José  B.  Gorostiaga*. 


>—— 


so 
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GülUSÜl   CV 


D.  Venancio  Sanche»^  en  representación  de  la  eetinguida  razón 

social  <  Sánchez  y  Ramos  Otero  f ,  corUra  la  razón  social 

c  Salvador  Rubert  y  C^  9^  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1^  El  mandatario  es  libre  de  aceptar  ó  no  el 
mandato  ofrecido,  pero  después  de  aceptado  tiene  la  obliga- 
ción de  cumplirlo,  tanto  por  el  derecho  civil  como  por  el 
mercantil. 

2°  Los  mandatarios  comerciales  tienen  la  obligación 
de  dar  cuenta  de  su  cometido  con  las  responsabilidades  que 
les  impone  el  Código  de  Comercio  en  sus  arts.  306,  SIS, 
319  y  322. 

3"*  El  consignatario  debe  pagar  el  importe  de  los  efectos 
consignados,  deducidos  los  gastos  y  la  comisión. 


Caso.  —  Sánchez  y  Ramos  Otero,  del  comercio  de  Buenos 
Aires,  consignaron  á  los  Sres.  Salvador  Rubert  y  compañía, 
del  comercio  de  la  ciudad  de  la  Paz,  el  espendió  de  una 
factura  de  artículos  de  almacén  comprados  por  Estanislao 
Ramos  é  hijos  de  la  misma  ciudad  con  calidad  de  entre- 
garle^ ofreciendo  los  compradores  una  buena  garantía  y  des- 
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pues  de  obtenido  el  correspotidiente  documento.  —  Rubeii 
y  compañía  aceptaron  el  encargo  y  convinieron  con  los 
compradores  en  que  les  darían  los  conocimientos  [deVunos 
cueros  que  estaban  para  embarcar  por  el  valor  de  2,500 
pesos  fuertes  y  el  resto  en  efectivo  ó  dando  una  garantía 
á  satisfacción  de  ellos.  Sánchez  y  Ramos  Otero  aprobaron 
la  convención  y  D.  Venancio  Sánchez  en  su  representa- 
ción, no  habiéndose  después  dado  cuenta  alguna  de  su  en* 
cargo  por  Rubert  y  compañía,  quienes  entregaron  la  factura 
á  los  compradores,  los  demandó  ante  el  juzgado  seccional 
del  Paraná  por  la  cantidad  de  5,355-88  pesos  fuertes  con 
intereses,  costas  y  costos. 

Dado  traslado  contestaron  Rubert  y  compañía  que  debia 
desecharse  la  demanda  por  haber  ellos  obrado  como  man- 
datarios, no  haber  excedido  los  liniites  del  mandato,  y  por 
haber  sido  el  silencio  de  Sánchez  y  Ramos  Otero  una 
aprobación  de  su  conducta  con  arreglo  al  art.  350  del 
Código  de  Comercio. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  y  con  las  producidas  por 
una  y  otra  parte,  alegó  la  parte  de  Sánchez  y  Ramos  Otero 
que  constaba  de  los  autos  que  ellos  habian  aceptado  Id 
negociación  de  Rubert  y  compañía  con  la  espresa  condición 
del  conocimiento  y  de  la  garantía  prevenida  por  aquellos, 
que  era  manifiesto  el  descuido  y  la  indolencia  de  los  mismos 
Rubert  y  compañía;  que  no  se  habia  probado  el  silencio 
excepcional  por  ellos;  que  resultaba  ser  ellos,  no  simples 
mandatarios,  sino  verdaderos  consignatarios,  y  que  no  ha- 
biendo cumplido  con  su  encargo  no  podian  evitar  la  respon- 
sabilidad á   que  la  ley  los  obligaba. 

La  parte  de  Rubert  y  compañía  alegó  que  ellos  fueron 
mandatarios  y  consignatarios  porque  gestionaron  en  nom- 
bre de  Sánchez  y  Ramos^ Otero;  que  el  mandato  fué  de 
entregar  la  factura  si  los  compradores  ofreciesen  una  b^ená 
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garantía;  que  la  carta  del  copiador  de  los  demandantes 
con  que  dicen  haber  contestado  á  su  propuesta  no  habla 
sido  recibida  por  ellos ;  que  esta  carta  limitándose  á  pe- 
dirles que  exigieran  la  garantía  ofrecida,  era  una  aceptación 
tácita  de  sus  operaciones. 


Fallo  del  Jínes  SeeetoBAl. 

Paraná,  Julio  15  de  1872. 

Vistos  y  resultando  de  ellos:  —  1"*  Que  D.  Bernardino 
Toranzo,  con  poder  bastante  de  los  Sres.  D.  Venancio  Sán- 
chez y  compañía,  únicos  representantes  de  la  razón  social 
c  Sánchez  y  Ramos  Otero  >  del  comercio  de  Buenos  Aires, 
se  presenta  demandando  á  los  Sres.  Salyador  Rubert  y  com- 
pañia,  del  comercio  de  la  ciudad  de  la  Paz,  el  pago  de 
5,355  pesos  fuertes  88  centavos,  quienes  como  mandata- 
rios de  los  primeros  son  deudores  de  la  espresada  suma, 
procedente  de  una  factura  cuyo  espendio  consignaron  á 
cargo  de  los  espresados  Rubert  y  &.  Y  el  señor  Toranzo 
para  preparar  su  acción  pidió  el  comparendo  de  los  deman- 
dados á  objeto  de  que  reconociesen  la  carta  de  f.  2  (escrito 
de  f.  6  y  documentos  acompañados  de  fs.  1  y  2.) 

2o  Que  citados  los  Sres.  Salvador  Rubert  y  C*  á  mérito 
de  la  petición  de  Toranzo,  convinieron  á  la  audiencia  del 
seis  de  Marzo  del  presente  año,  y  puesta  de  maniflesta  la 
carta  de  foja  2,  dijo  el  señor  Rubert :  que  la  firma  de  dicha 
carta  que  decia  c  Salvador  Rubert  y  G''  »  es  la  misma  que 
usa  la  razón  social  de  que  él  es  gerente,  y  que  por  lo 
tanto  reconoce  él  por  suya  la  espresada  carta,  y  dada  en 
contestación  á  la  carta  de  f.  1,  cuyo  contenido  cree  ser 
el  mismo  de  la  que  obra  en  su  poder  (acta  de  fs.  6  vuelta 
y  7). 
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3<>  Que  con  este  reconocimiento  hecho  por  el  gerente  de 
la  razón  social  c  Salvador  Rubert  y  G^  >,  la  parte  de  To* 
ránzo  pidió  el  pago  ejecutivo  de  la  cantidad  que  representa 
la  cuenta  corriente  de  f.  3,  intereses  y  costas ;  á  cuya 
solicitud  el  Juzgado  no  proveyó  de  conformidad  por  no  con- 
siderar titulo  bastante  los  documentos  en  que  se  fundaba 
la  acción  ejecutiva,  y  se  ordenó  se  corriera  traslado  á  la 
parte  de  Salvador  Rubert  y  G». 

4"*  Que  evacuado  el  traslado  por  D.  Fructuoso  Mar- 
tínez, apoderado  de  los  Señores  Salvador  Rubert  y  com- 
pañia,  pide  se  deseche  con  costas  la  demanda,  porque  los 
Sres.  Salvador  Rubert  y  compañía  obraron  como  manda- 
tarios de  los  Sres.  Sánchez  y  Ramos  Otero,  y  que  como 
tales  no  tienen  responsabilidad  de  ninguna  clase,  porque 
no  han  excedido  los  límites  del  mandato,  y  aunque  asi 
hubiera  sido,  tampoco  habia  responsabilidad  ninguna  para 
sus  representados  desde  que  con  fecha  3  de  Enero  de  1870 
dieron  cuenta  de  la  realización  del  negocio,  y  que  los 
Sres.  Sánchez  y  Ramos  Otero  guardaron  silencio  hasta  el 
15  de  Febrero  del  mismo  año,  en  que  recien  les  escriben 
á  sus  representados  preguntándoles  si  obtuvieron  la  garanda 
de  los  compradores  Estanislao  Ramos  é  hijos,  que  aceptaron 
el  negocio,  ya  por  su  silencio  que  importa  una  aprobación 
tácita,  ya  también  por  haber  dejado  pasar  el  término  que 
el   Código   señala  sin   la  requerida  contestación. 

5o  Que  se  recibióla  causa. á  prueba  á  fin  de  que 
las  partes  acreditaran  los  siguientes  puntos  :  —  1^  Si  los 
Sres.  Sánchez  y  Ramos  Otero  aceptaron  la  negociación 
hecha  con  la  casa  de  Estanislao  Ramos  é  hijos,  prescin- 
diendo de  la  garantía  que  •  exigian  en  su  primera  carta 
de  f.  1.  —  2o  Si  los  Sres.  Salvador  Rubert  y  compañía  ob- 
tubieron  de  los  compradores  el  conocimiento  de  los  frutos 
del  país  que  estaban  para  embarcar  y  el  pago  en  efectivo 
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del  resto  del  valor  de  la  factura  sobre  el  importe  de  los 
cueros,  ó  la  garantía  á  satisfacción  de  aquellos  Señores 
en  defecto  de  pago  al  contado  (según  carta  de  f.  2). 
—  3o  Qué  gestiones  ó  diligencias  hayan  practicado  los 
Sres.  Salvador  Rubert  y  compañía  para  hacer  efectivo  el  com- 
promiso contraído  por  la  casa  compradora  de  Estanislao  Ra- 
mos é  hijos,  en  caso  no  hayan  sido  puntuales  en  satisfacer 
aquel.  —  4»  Cuál  sea  el  verdadero  rol,  que  hayan  repre- 
sentado los  demandados  en  este  asunto. 

go  —  Que  la  prueba  rendida  por  las  partes  consiste  en 
trece  cartas  presentadas  por  los  Sres.  Salvador  Rubert  y 
compañía  y  que  han  sido  reconocidas  por  la  parte  de  Sán- 
chez en  la  estación  correspondiente  del  juicio  (  f.  38  á  53) 
las  cartas  que  obran  en  el  libro  copiador  que  llevaban  los 
Sres.  Sánchez  y  Ramos  Otero,  que  en  f.  696  útiles,  se 
ha  tenido  á  la  vista,  y  de  las  que  se  han  extractado  en 
copia,  las  que  corren  á  f.  54  y  55   de  estos  autos. 

7^  —  Que  las  cartas  que  en  calidad  de  prueba  se  han 
presentado  solo  tienen  relación  al  primer  y  cuarto  punto 
sobre  que  aquella  debia  versar,  y  que  respecto  al  segundo 
y  tercer  punto  del  auto  de  prueba  no  se  ha  rendido  ninguna 
poV  los  demandados,  á  quienes  directamente  afectaban. 

Y  considerando :  I""  Que  los  Sres.  Salvador  Rubert  y 
Ga  aceptaron  la  comisión  conferida  por  los  Sres.  Sánchez 
y  Ramos  Otero  en  carta  fecha  22  de  Diciembre  de  1869 
de  vender  la  factura  que  fué  embarcada  en  la  goleta  nacio- 
nal c  Pura  y  Limpia  >  bajo  la  condición  de  entregarla  á 
los  Sres.  Estanislao  Ramos  é  hijos,  con  quienes  debieran 
verse  primero,  si  estos  le  daban  una  buena  garantía  á  sa* 
tisfaccion  de  dichos  Rubert  y  G*,  cuya  entrega  harían 
después  de  obtenido  el  correspondiente  documento  (cartas 
de  fs.  1,  38,  265  del  libro  copiador  de  la  correspondencia  de 
los  Sres.  Sánchez  ^  Ramos  Otero.) 
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2^  Que  aceptado  el  encargo  por  los  Sres.  Salvador  Ru* 
bert  y  G*,  principiaron  á  darle  cumplimiento,  y  de  acuerdo 
con  las  instriícciones  de  sixs  mandantes  obtuvieron  de  los 
Sres.  Estanislao  Ramos  é  hijos,  después  de  varias  propues- 
tas, el  oñrecimiento  de  entregarles  el  conocimiento  de  unos 
caeros  que  tenian  para  embarcar  por  valor  aproximativo 
de  dos  mil  quinientús  pesos  fuertes,  y  el  resto  del  importe 
de  la  factura  en  efectivo,  haciéndoseles  el  descuento  corres*- 
pondiente,  ó  en  su  defecto  una  garantía  á  satisfacción  de 
aquellos  (carta  de  fecha  3  de  Enero  de  1870  que  corre  á 
f.  39  de  autos  en  copia  y  original  á  fojas  de  los  mismos.) 

3*  Que  la  casa  de  Sánchez  y  Ramos  Otero,  acusando  re- 
cibo á  la  carta  de  fecha  3  de  Enero,  con  fecha  5  del  mis- 
mo mes,  aceptan  y  ^aprueban  la  forma  en  que  los  Sres. 
Salvador  Rubert  y  O  han  celebrado  el  negocio,  aprobación 
que  no  podía  dejar  de  acordarse  al  procedimiento  observado 
por  estos,  desde  que  él  jiraba  dentro  de  los  límites  de  las 
instrucciones  que  sus  mandantes  6  comitentes  les  habian 
hecho  en  su  carta  de  fecha  22  de  Diciembre  de  1869.  Que 
no  obstante  de  que  la  carta  fecha  5  de  Enero  que  obra  al 
folio  282  del  libro  copiador  de  la  correspondencia  de  la 
casa  de  los  Sres.  Sánchez  y  Ramos  Otero  dicen  los  Sres. 
Salvador  Rubert  y  O  no  haberla  recibido,  esto  no  destruye 
la  importancia  que  ella  pudiera  tener  en  el  presente  juicio, 
desde  que  Rubert  y  G*  sostienen  la  aprobación  del  negocio 
hecho  en  la  forma  comunicada  en  su  carta  de  fecha  3  de 
Enero,   á  mérito  del  silencio  guardado  por  aquellos. 

í^  Que  las  demás  cartas  cambiadas  entre  el  demandante 
y  demandado,  con  escepcioñ  de  las  que  unos  y  otros  di- 
cen no  haber  recibido,  y  con  las  que  se  ha  pretendido  pro- 
bar por  estos,  ya  que  los  Sres.  Sánchez  y  Ramos  Otero, 
habiendo  aceptado  el  negocio  hecho  en  la  forma  que  se 
les  habia  avisado,  se  entendieron  directamente  con  los  Sres. 
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Estanislao  Ramos  é  hijosi  ya  que  los  Sres.  Rubert  y  G* 
obraran  pura  y  esclusÍTamente  por  cuenta  y  á  nombre  de 
los  demandanteSi  no  teniendo  entonces  en  nin|;uno  da  los 
dos  casos  responsabilidad  de  nio^n  género  los  deman- 
dados. 

5""  Que  los  Sres.  Salvador  Rubert  y  G*  no  han  acreditado 
en  la  estación  correspondiente  del  juicio  el  verdadero  rol 
que  han  desempeñado  en  la  negociación  que  se  les  enco- 
mendó por  los  Sres.  Sánchez  y  Ramos  Otero  —  Que  tam- 
poco lo  han  hecho  respecto  de  la  aceptación  de  la  negocia- 
ción por  parte  de  estos,  prescindiendo  de  la  garantía  que, 
como  condición  indispensable,  exigían  parala  entrega  de ia 
factura  á  los  Sres.  Estanislao  Ramos  é  hijos ;  que  igual  ausen- 
cia de  prueba  se  nota  respecto  al  segundo  y  tercer  punto 
de  los  designados  en  el  auto  de  fecha  22  de  Marzo  de.  1872. 

6^  Que  teniendo  presentes  los  antecedentes  que  obran 
en  autos  para  caliñcar  el  rul  que  han  desempeñado  los  do- 
mandados,  no  puede  ser  otro  que  el  de  consignatarios  de 
la  factura  acompañada  con  la  carta  de  fecha  22  de  Diciem^ 
bre  de  1869;  que  en  tal  concepto  son  responsables  de  su 
importe  á  los  comitentes  Sánchez  y  Ramos  Otero,  ó  sea 
hoy  Venancio  Sánchez  y  G^,  desde  que  aceptaron  espontá- 
neamente los  restos,  obligándose  á  desempeñarlo,  de  con- 
formidad á  las  instrucciones  trasmitidas  (artículos  342, 
346  y  347  del  Código  de  Comercio). 

7^  Que  aun  en  el  caso  de  que  la  presente  negociación  . 
se  considera  como  un  mandato,  condición  en  la  que  pre- 
tenden colocarse  los  demandados  Salvador  Rubert  y  G*  para 
exonerarse  de  toda  responsabilidad  para  con  sus  mandantes, 
no  por  eso  se  encontrarian  de  mejor  condición  y  libres  de 
responsabilidad,  sino  que,  estando  á  las  disposiciones  del 
Código  de  Comercio  que  reglan  las  obligaciones  entre  man- 
dante y  mandatario,  tendrían  estos  la  obligación  de  dar 
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cuenta  de  su  cometido  con  las  responsabilidades  que  les 
impone  el  Código  en  sus  artículos  303,  318,  319,  322  y 
demás  que  le  son  congruentes. 

8^  Que  no  es  aceptable  la  escepcion  de  la  parte  deman- 
dada para  no  haber  exijido  la  garantía  á  los  compradores, 
porque  la  que  le  ofrecian  no  satisfacía  á  los  Sres.  Salvador 
Rubert  y  G^,  pues  la  garantía  debió  ser  previa  á  la  entrega 
del  negocio,  de  acuerdo  á  las  instrucciones  de  sus  mandan- 
tes, y  no  siendo  esta  aceptable,  no  debieron  •  entonces  en- 
tregarle la  factura,  llenando  así  sus  obligaciones  como 
mandatarios,  so  pena  de  los  daños,  omne  damnum,  que 
resultase  al  mandante  por  su  falta  de  cumplimiento,  porque 
5Í  es  libre  el  mandatario  de  aceptar  el  mandato  ofrecido,  ó 
.no,  después  de  aceptado  hay  obligación  de  cumplirlo,  esta 
disposición  es  uniforme  .en  el  derecho  mercantil  y  civil. 

Por  estas  consideraciones,  falto :  que  los  Sres..  Salvador 
Rubert  y  G*  son  responsables  á  los  Sres.  Venancio  Sánchez 
y  &  del  valor  de  la  factura  que  les  consignaron  los  Sres. 
Sánchez  y  Ramos  Otero^  en  22  de  Diciembre  de  1869, 
con  mas  los  intereses  vencidos  á  estilo  de  comercio,  con 
costas ;  quedando  á  salyo  el  derecho  de  los  Sres.  Salvador 
Rubert  y  G"^  para  repetir  contra  los  Sres.  Estanislao  Ramos 
é  hijos.  Hágase  saber,  repónganse  los  sellos  y  publíquese. 
Y  por  esta  mi  sentencia  definitivamente  juzgando,  asi  lo  pro- 
nuncio, ordeno  y  mando  en  el  salón  del  Juzgado  Nacional 
de  la  Sección  de  Entre-Ríos,  en  la  ciudad  del  Paraná  á 
los  quince  días  del  mes  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta 
y  dos. 

Ramón  Febre. 

Interpuesto  y  concedido  libreoiente  el  recurso  de  ape- 
lación, Rubert  y  compañía  espresando  agravios  dijeron  :  que 
el  encargo  recibido  por  ellos   era  un  mandato  comercial 
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y  no  ona  consignación,  que  eQos  no  cobraron  comisión 
de  cuenta  ni  de  garantía,  que  era  falsa  la  teoría  del  jue2 
a  quo  que  ios  declaraba  responsables  por  haber  faltado  á 
las  instrucciones  recibidas;  que  el  art.  308  del  Código 
de  Comercio  dispone  que  el  mandante  queda  obligadOi 
aunque  el  mandatario  haya  excedido  sus  instrucciones  si 
espresa  ó  tácitamente  ratifica  sus  operaciones;  que  esa 
ratificación  puede  producirse  aun  con  el  silencio ;  qu%  el 
mandato  habia  cesado  por  la  intervención  directa  de  los 
mandantes ;  que  la  sentencia  era  también  injusta  por  no 
haber  tenido  cuenta  ni  de  los  gastos  hechos  por^  ellos, 
ni  de  la  compensación  que  se  les  debería  en  el  caso  de  ser 
consignatarios. 

Conferido  traslado  la  parte  de  Sánchez  contestó  diciendo ; 
que  de  los  autos  resultaba  no  solo  que  no  habia  habido 
por  su  parte  aprobación  tácita,  sino  que  habia  habido  re- 
probación implícita  de  la  conducta  de  Rubert  y  compañía; 
que  los  únicos  responsables  respecto  á  su  parte  eran  los 
mismos  Rubert  y  compañía  ya  sea  como  consignatarios  ó 
como  mandatarios  comerciales  puesto  que  habian  aceptado 
el  hacerse  cargo  del  expendio  de  la*  factura  bajo  las  con- 
diciones prevenidas. 


IWto  4e  la  SuprwHia  C^rte 


Buenos  Aires,  Setiembre  24  de  1872. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
senteneit  apelada  de^foja  sesenta  y  nueve,  debiendo  dedu- 
cirse de  la  cantidad  i]  cuyo  pago  se  cendena  por  ella  i 
loa  SeiONS  Sahnéir  Rubert  y  compañía,  el  importe  de  la 
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comisioo  y  gastos  que  se  le  adeuda  por  la  consignación  de 
Io8  efectos  que  ha  dado  lugar  á  este  pleito.  En  consecuen- 
cia devuélvanse  los  autos,  satisfechas  que  sean  las  costas,  y 
repuestos   los  sellos. 

Salvador  María  del  Carril.— Francisco 
Delgado.  — José  Barros  Pazos. — 
j.  b.  gorostiaga. 


^»M^^»*H^^^  ^^»|  I 


cjkwjmA  ciri 


D.   Abelino  Martínez^  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de 
Entre-Rioif  por  conversión  de  billetes  de  Tesorería. 

Incidente  sobre  nulidad. 


Sumario.  —  I""  El  recurso  de  nulidad  no  es  procedente 
sino  contra  las  sentencias  de  los  Juzgados  Seccionales. 
3fi  Sienipre   que  de  la  demanda   aparezca  claraaiente 


300        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

que  la  causa  no  compete  á  la  justicia  nacional,  debe  el 
juez  desecharla  de  plano. 


Caso.  —  ( 1 )  Sentenciada  por  la  Suprema  Corte  en  Agos- 
to 17  de  1872,  la  c^usa  seguida  por  D.  Avelino  Martínez 
contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Entre-Rios  por 
conversión  de  unos  documentos  de  crédito,  y  notificado 
el  demandante,  se  presentó  de  nuevo  ante  la  Suprema 
Corte  esponiendo  que  en  el  procedimiento  observado  por 
ella  para  sustanciar  y  resolver  el  incidente  sobre  compe- 
tencia no  se  habia  observado  las  formas  determinadas  por 
la  ley,  por  cuya  razón  adolecia  de  nulidad  insanable. 

Que  -bastaba  leer  el  escrito  con  que  el  representante 
de  la  Provincia  contestó  la  demanda,  para  convencerse  que 
sin  contestarla,  deducia  la  escepion  de  incompetencia, 
desde  que  negaba  á  la  Suprema  Corte  jurisdicción  para 
conocer  y  resolver  la  demanda  que  se  entablaba,  siendo 
una  prueba  de  que  la  incompetencia  se  deducia  como  es- 
cepcion  el  hecho  de  que  á  la  par  de  ella  se  encontraba 
la  de  igual  clase  y  que  tenia  por  objeto  el  mismo  resultado, 
alegando  que  ^1  demandante  no  era  vecino  de  Buenos 
Aires,  en  cuyo  procedimiento  el  representante  de  la  Pro- 
vincia cumplid  la  prescripción  legal  de  oponer  en  una  sola 
vez  todas  las  escepciones  dilatorias  que  tuviese,  so  pena 
de  no  ser  oido  después  sobre  ellas. 

Que  habiéndose  deducido  una  escepcion  dilatoria,  era 
necesario  oir  al  demandante  sobre  ella,  segun*^  lo  dispone 
el  art.  76  de  la  ley  de  procedimientos,  en  lugar  de  pasar 
los  autos  al  relator  y  señalar  después  dia  para  la  vista, 
como  se  hizo,  sin  oir  al  único  interesado  en  sostener  la 
competencia  del  Tribunal. 


(i)  Véase  causa        año  de  1872. 
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Pidió  Be  declarase  nulo  todo  lo  obrado  desde  la  provi- 
dencia en  que  se  pasaron  los  autos  al  relator  hasta  la 
sentencia  inclusive. 

Habiéndose  corrido  traslado  de  este  escrito,  y  no  ha- 
biéndolo evacuado  el  representante  de  la  Provincia  en  el 
término  legal ,  en  rebeldía  se  dictó  este 

FttUo  de  te  ftapremii  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1872. 

Vistos,  y  considerando :  Primero,  que  según  lo  dispuesto 
por  el  articulo  doscientos  treinta  y  cuatro  de  la  ley  de 
procedimientos,  el  recurso  de  nulidad  no  es  procedente, 
sino  contra  las  sentencias  de  los  Juzgados  Secoionales;  y 
SegundOj  que  el  procedimiento  seguido  en  esta  causa  por 
la  Suprema  Corte,  lejos  de  adolecer  de  defecto  alguno,  de 
los  que  por  espresa  disposición  de  derecho  anulan  las 
actuaciones,  es  enteramente  conforme  con  el  proscripto 
por  el  articulo  tercero  de  dicha  ley  de  catorce  de  Setiem* 
bre  de  mil  oehocientos  sesenta  y  tres,  según  el  cual, 
siempre  que  de  la  demanda  aparezca  claramente  que  la 
causa  no  compete  á  la  Justicia  Nacional,  el  Juez  deberá 
desecharla  de  plano ;  se  declara  por  estos  fundamentos,  que 
no  ha  lugar  con  costas  al  recurso  de  nulidad  instaurado 
por  don  Avelino  P.  Martinez  contra  el  auto  de  esta  Suprema 
Corte  á  foja  veintinueve  vuelta;  satisfechas  las  cuales  y 
repuestos  los  sellos,  archívese. 

Salvador  María  DEL  Carril. —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos.  —  José  B.  Gorostiaga. 
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CÍ1.U8ÜL  CVIl. 


Dm  Santos  Domnguez  y  Don  José  Gómez  Mmenii^  contra 
D.  Antonio  Fragueiro^  por  cobro  de  pesos. 


Sumario. -^í""  Es  de  la  competencia  de  la  Suprema 
Corte  el  conocimiento  y  la  decisión  del  recurso  de  nulidad, 
deducido  de  sentencias  definitivas  de  los  Juzgados  de  Sec- 
ción. 

i"^  En  las  causas  de  mayor  cuantía  debe  deducirse  este 
recurso  conjuntamente  con  el  de  apelación. 

3"^  La  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para  cono- 
cer del  recurso  de  rescisión,  procedente  en  las  sentencias 
dictadas  en  rebeldía. 


Caso.  —  D.  Santos  Domínguez,  por  sí,  y  en  representa* 
cion  de  D.  José  Gómez  Menendi,  demandó  ante  el  lúes 
Seccional  de  Entre-Rios  á  D.  Antonio  Fragueiro  la  suma 
de- 9,937  $  fts.  86  cts.  á  nombre  del  primero  y  3,262  $  fts* 
86  cts.  á  nombre  del  segundo,  por  sueldos  y  otros  gastos 
en  la  administración  de  la  empresa  de  recaudación  de  ren- 
tas de  la  Provincia,  de  que  Fragueiro  había  sido  contra- 
tista. 
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No  habiendo  ocurrido  el  demandado  é  eontostar  la  de- 
manda,  se  siguió  la  causa  en  rebeldía  y*  se  dictó  sentencia 
definitivaí  condenando  á  Fragueiro  á  abonar  á  Domínguez 
la  cantidad  de  200  $  fts.  mensuales  y  á  Menendi  llO^^fts. 
mensualeSi  á  contar  del  1^  de  Enero  de  1869  al  30  de 
Setiembre  de  1871. 

Notificado  Fragueiro,  se  presentó  ante  el  Juzgado  de- 
duciendo el  recurso  de  rescisión  que  establece  el  tít  19 
de  la  ley  de  procedimientos. 


FaUo  del  Jíues  de  Seeeion. 


Paraná,  Julio  4  de  1872. 

Habiendo  establecido  jurisprudencia  al  respecto  la  Supre- 
oía  Corte  en  la  causa  57,  del  t.  I'',  entrega  3*,  de  la 
segunda  serie,  que  principia  en  el  año  de  mil  ochocientos 
setenta  y  uno,  declarando  en  ella  que  el  recurso  de  resci- 
sión de  que  trata  el  artículo  diez  y  naeve  de  la  ley,  cuya 
naturaleza,  forma  y  sustanciacion  no  se  determina  espe- 
cialmente en  parte  alguna,  con  aquella  denominación,  no 
puede  ser  otro  que  el  de  que  trata  el  título  veintidós  desi- 
gnándole con  el  nombre  de  recurso  de  nulidad ;  y  como 
del  recurso  de  nulidad,  según  lo  establecido  en  el  título 
citado,  debe  conocer  la  Suprema  Corte;  elévanse  los  autos 
con  el  oficio  correspondiente  bajo  de  certificado  y  á  costa 
del  que  ha  interpuesto  el  recurso  de  rescisión,  citándose 
previamente  á  las  partes  para  que  en  el  término  de  seis 
dias  comparezcan  ante  la  Corte  á  tramitar  este  recurso. 

Febre. 
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Elevado  el  espediente,    se  dictó  este 

Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1872. 

Vistos:  Este  espediente  ha' venido  á  la  Suprema  Corte 
por  el  recurso  de  rescisión  interpuesto  por  el  apoderado  de 
don  Antonio  Fragueiro,  contra  la  sentencia  deíinitiva  pro- 
nunciada por  el  Juez  de  la  Sección  de  Éntrenos,  en  el  pleito 
seguido  contra  aquel  por  don  Santos  Dominguez  y  don  José 
Gómez  Menendi,  por  cobro  de  sueldos,  en  virtud  de  haber 
declarado  dicho  Juez  que  á  este  Tribunal  corresponde  co- 
nocer del  recurso  de  nulidad,  con  el  cual  equipara  el  de 
rescisión,  que  se  ha  deducido — Y  considerando :  Pnmero, 
que  si  bien  es  cierto  que  es  de  la  competencia  de  la  Corte 
el  coiiocimiento  y  la  decisión  del  recurso  de  nulidad,  también 
lo  es  que  solo  puede  conocer  de  él,  cuando  ha  sido  inter- 
puesto conjuntamente  con  el  de  apelación,  según  lo  prescrito 
en  el  artículo  doscientos  treinta  y  cuatro  de  la  ley  de  cator* 
ce  de  Setienibre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  6  cuando 
se  deduce  separadamente  en  causas  de  menor  cuantía,  de 
acuerdo  con  Jo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  treinta  y 
ocho  de  la  misma  ley ;  Segundo,  que  no  tratándose  en  este 
espediente  de  ninguno  de  los  casos  preindicados,  la  Corte 
carece  de  jurisdicción  para  conocer  de  las  cuestiones  que 
en  él  se  controvierten;  por  ei^as  consideraciones  devuélvase 
al  Juzgado  de  su  procedencia,  previo  pago  de  costas  y  re- 
posición de  sellos. 

» 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —  J.  Barros  Pazos 
-*  José  B.  Gorostiaga. 
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D.  Antero  Barriga,  contra  D.  Francisco  Giménez  Garda  ^  par 

cobro  ejecutivo  de  pesoi. 


Sumario.  — I""  Trabado  el  juicio  por  demanda  y  contes- 
tación, puede  el  apoderado  sostituir  el  poder,  aunque  no 
contenga  facultad  especial  para  ello. 

2^  No  puede  hacerse  lugar  al  recurso  ¿e  nulidad,  cuan- 
do en  el  procedimiento  no  se  ha  incurrido  en  algún  defecto 
de  los  que,  por  espresa  disposición  de  derecho,  anulan 
las  actuaciones, 

3^  La  compensación  es  una  de  las  escepciones  que 
puede  oponerse  en  el  juicio  ejecutivo. 

4^  Puede  interponerse  compensación  con  un  pagaré 
endosado  en  blanco  y  declarado  reconocido  en  rebeldía 
del  ejecutante  que  lo  firmó. 

5^  Un  pagaré  con  endoso  en  blanco,  inadmisible  ante 
ios  Tribunales  de  Chile,  es  completamente  eficaz  ante  los 
Tribunales  de  esta  República. 

6"*  El  portador  de  una  letra  imperfectamente  endosada 
en  país  extrangeró,  puede  exijir  judicialmente  el  pago  en 
la    República. 

V   Quien  puede  cobrar^  Duede  compensar. 

21 
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S""  No  se  aplican  las  leyes  estrangeras,  cuando  los  de 
la  República,  en  colicion  con  ellas,  son  mas  favorables  á 
la  validez  de  los  actos  jurídicos. 


Caio.  ~D.  Antero  Barriga,  Cónsul  de  la  República  de 
Chile  en  San  Juan,  demandó  ejecutivamente  ante  el  juez 
de  aquella  sección  á  D.  Francisco  Giménez  García,  la 
suma  de  400  pesos,  valor  de  un  pagaré  que  este  había  fir- 
mado á  favor  de  D.  Santiago  Klappembach  y  compañia  con 
la  garantía  de  Barriga,  quien  lo  habia  pagado  á  su  ven- 
cimiento. 

En  un  juicio  verbal,  García  presentó  un  pagaré  firmado 
por  Barriga  á  la  orden  de  D.  Máximo  Caldera,  de  Chile, 
por  la  suma  de  900  pesos  y  con  un  endoso  en  blanco  á 
su  pié,  pidiendo  se  hiciera  compensación  de  su  deuda,  y 
que  Barriga  fuera  condenado  á  pagar  la  diferencia  que  re- 
sultase. 

Barriga  espuso  que  tenia  escepciones  que  deducir  contra 
ese  documento,  y  pidió  al  juzgado  que  trabase  embargo 
sobre  él,   para  la  ejecución    que  tenia   promovida. 

Citado  García  de  remate,  opuso  la  escepcion  de  com- 
pensación y  pidió  que  Barriga  reconociera  su  firma  en  el 
documento  firmado  á  la  orden  de  Caldera. 

Mandado  reconocer  el  documento,  y  no  habiendo  com- 
parecido Barriga  en  dos  veces  que  fué  llamado,  en  rebeU 
día,  fué  declarado  auténtico. 

Posteriormente  Barriga  alegó  que  el  documento  no  ha- 
bia sido  reconocido  por  él,  ni  podia  reconocerlo  porque 
temia  que  en  la  posesión  de  ese  pagaré  hubiese  un  fraude; 
que  el  endoso  en  blanco  era  nulo  por  ser  contrario  á  vo 
acuerdo  de  la  Suprema  Corte  de   Chilcí  ordenando  no  se 
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admitan  en  juicio  las  letras,  vales  y  libranzas  con  endoso  en 
blanco. 

Pidió  se  revocase  por  contrario  imperio  el  decreto  en 
que  se  le  mandaba  reconocer  el  documento  ó  en  caso 
contrario  se  le  concediera  apelación  para  ante  la  Suprema 
Corte. 

El  juzgado,  considerando  que  se  deducia  esteroporánea* 
mente  una  escepcion  por  parte  de  Barriga  y  que  el  auto 
en  que  se  ordenó  el  reconocimiento  no  era  apelable,  rechazó 
uno  y  otro  recursos. 

Tramitado  en  forma  el  procedimiento  ejecutivo  en  que 
García  opuso  la  escepcion  de  compensación  y  por  parte 
de  Barriga  ineficacia  del  título  con  que  se  pretendia  com- 
pensar, se  dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Jíuez  de  Seeeion. 


San  Juan,  Hayo  21  de  1872. 

Vistos  estos  autos  ejecutivos  promovidos  por  el  señor 
Cónsul  de  Chile  Don  Antero  Barriga,  contra  Don  Francisco 
Giménez  García,  por  la  cantidad  de  cuatro  cientos  pesos 
con  sus  intereses,  procedentes  del  pagaré  reconocido  de 
foja  primera,  con  lo  alegado  por  las  partes  y  constante 
de  autos  y  considerando :  —  I""  Que  la  escepcion  de  com^ 
pensacion  opuesta  por  el  ejecutado,  se  funda  en  el  pagaré 
firmado  por  el  ejecutante,  á  favor  de  Don  Máximo  Cal- 
dera, residente  en  Chile,  y  que  corre  á  f.  14  de  los 
autos,  y  trasmitido  al  ejecutado  por  endoso  en  blanco  del 
endosatario  Don  Juaquin  León  Fernandez,  el  cual  ha 
sido  declarado  reconocido  por  Barriga.  —  2o  Que  la  es- 
cepcion opuesta  á  su   vez  por  el  ejecutante  al  espresado 
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pagaré  de  f.  14,  de  ser   ineficaz  respecto  del  que  lo  pre- 
senta,   por  cuanto   son  inadmisibles   ante   los   Tribunales 
de  la  República  de  Chile  los  documentos  ó  vales  que  Ilevaa 
endoso  en  blaneOf  mediante  la  disposición  ó  acuerdo  de  la 
Suprema  Corte  de  aquella  República   que  corre  en  c6pia 
á  f.  33  vuelta,   no  es  aplicable  á  la  disposición  del  art. 
914  del  Código  de  Comercio  que  se  invoca,   por  cuanto 
ella    se  refiere  á  los  requisitos  esenciales  de  las  letras  de 
cambio,   vales,  pagarés,   etc.  y  de  ninguna  manera  á  los 
defectos  de  forma  ^  como  es  el  endoso  en  blanco^    respecto 
de  la  República  de  Chile,  pues  el  acuerdo    espedido  por 
la  Suprema  Corte  de  la  misma,   ya   citado,    no  importa 
declarar  sin  fuerza  ni  valúr^  el  documento  que   Heve   un 
endoso  en  blanco,  lo  que  importaria  un   acto   lejislativo^ 
que  la  Corte  no  tiene  atribuciones  para  dictarlo,  sino  una 
medida  en  el  orden   judicial,   que  solo    prohibe    la    pr^« 
sentacion  ante  los  Tribunales  —  y  que  no  puede  estenderse 
á  mas  allá — siendo  un  mandato  que  se  limita  á  los  Tri- 
bunales del   país   donde  se  dictó  el  acuerdo.  —  S""   Que 
en  este  sentido,   y  siendo  los  endosos  en  blanco   autori- 
zados por  el  articulo  804  del   Código    de   Comercio   vi- 
gente entre   nosotros,    no    puede   argüirse  de  ineficaz   el 
título  de  f.  14,  por  el  acuerdo  de  la  Suprema  Corte  de 
Chile,   á  menos  que  un  acto   legislativo   de   esta    nación 
lo    prohiba  espresamente,    lo  que  no  se   ha  alegado   por 
el  ejecutante  A  lo  que  se  agrega  que  el  art.  805  del  mis- 
mo, párrafo  3*,  autoriza  al  portador  el  cobro  de  una  letra 
cuyo  endoso  imperfecto  fuese  hecho  en  país  estrangero^  y  es 
regla   de  derecho   que  el  que  puede  cobrar  puede    com- 
pensar. —  4o  Que   aun   suponiendo  la   existencia   de   una 
ley  en  este    sentido  en  la  República  de  Chile,   no   sería 
aplicable  en  este  caso,  porque  según  el  inciso  4o,  art.  14, 
tít.  io  de  las  leyes.  Código  Civil,    no  se  aplican  las  leyes 
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estrangeras,  cuando  las  de  este  código,  en  colicion  con 
ellas,  fueren  mas  favorables  á  la  validez  de  las  actos  -^ 
debiendo  entenderse  esta  regla  como  revocatoria  de  la 
0etava  del  Código  de  Comercio  —  por  ser  posterior,  y 
que  por  su  naturaleza  abraza  toda  la  lejislacion  del  país  — * 
5^  Que  aun  suponiendo  aplicable  en  este  caso  el  artículo 
del  código  invocado  por  el  ejecutante,  no  podría  tener 
lugar  después  de  haber  solicitado  el  mismo^  el  embargo 
del  documento  en  cuestión  para  responder  al  juicio ^  según 
eoDsta  del  auto  de  f.  14»  vuelta,  reconociendo  en  este 
hecho  su  valor  jurídico,  y  aceptando  implícitamente  su 
presentación  en  juicio. 

Por  estas  consideraciones :  —  Fallo  esta  causa  de  re* 
mate,  y  declaro  de  conformidad  á  los  artículos  804  y  805 
del  Código  de  Comercio,  que  los  documentos  de  f.  i*  y 
14  son  compensables.  En  su  consecuencia  no  ha  lugar 
á  la  ejecución,  con  costas  al  ejecutante;  debiendo  liqui* 
darse  por  el  actuario  los  respectivos  créditos  —  Hágase 
saber,  pudiendo  el  actuario  notificar  orijinal  esta  senten- 
cia  fuera  de  la  oficina. 

Natanael  Morcillo. 

De  este  auto  interpuso  Barríga  los  recursos  de  apelación 
y  nulidad,  fundando  este  último  en  que  se  babia  violado 
la  ley  del  procedimiento  ejecutivo,  aceptando  una  escep- 
cion  que  no  llenaba  los  requisitos  legales,  en  que  se  babia 
dejado  sin  resolver  la  escepcion  dilatoria  que  opuso  al  re* 
conocimiento  del  documento  embargado,  y  en  que  no  se  le 
babia  notificado  personalmente  el  auto  en  que  se  le  man^ 
daba  reconocer  dicho    documento. 

El  juez   concedió  uno  y  otro  recursos. 

Ante  la  Suprema  Corte  la  parte  de  Barriga  fué  repre- 
sentada   por  el  Dr.  D.  Luis  Sarmiento,  y  la  de  García  por 
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D.  Rafael  Se^^undo  Igarzábal,  mediante  sostitucioñ  de  un 
poder  apnd  acta  que  García  había  otorgado  en  1^  instancia  á 
D.  Luis  Gavilliotti,  el  cual  no  tenia  la  cláusula  de  sostitucioñ. 
Al  tiempo  de  la  vista,  el  Dr.  Sarmiento  negó  personería 
á  Igarzábali  por  cuanto  Cavilliotti  no  babia  podido  sostituir 
8u  poder. 


Falto  die  ím  ftiq^renuí  Vf»rte« 


Buenos  Aires^  Ocutubre  5  de  1872. 

Vistos  y  considerando  :  Sobre  la  falta  de  personería 
de  Don  Rafael  Segundo  Igarzábal,  opuesta  por  el  Doctor 
Don  Luis  Sarmiento  al  tiempo  de  la  vista  de  esta  causa, 
que  habiendo  Don  Luis  Cavilliotti  contestado  y  seguido  esta 
asunto  en  primera  instancia  hasta  la  sentencia  de  remate 
en  virtud  del  poder  apid  acta  que  le  confirió  Don  Francisco 
Giménez  García,  ha  podido  por  esta  razón  sostítuirlo  en 
Don  Rafael  Segundo  Igarzábal,  aunque  el  poder  no  contu- 
viese facultal  especial  para  ello,  según  lo  dispuesto  por 
la  ley  diez  y  nueve,  titulo  quinto,  partida  tercera,  se 
decl&ra  que  no  ha  lugar  á  dicha  escepcion. 

Repuesto  del  recurso  de  nulidad  interpuesto  contra  la  sen* 
tencia  de  foja  cincuenta  y  cinco  vuelta,  que  resultando  de 
los  fundamentos  de  los  autos  de  foja  veinte  y  cinco  vuelta, 
foja  treinta  y  ocho  vuelta  y  cincuenta  y  uno  vuelta  que  en 
el  procedimiento  seguido  en  esta  causa,  no  se  ha  incurrí* 
do  en  defecto  alguno  de  los  que  por  espresa  disposición 
de  derecho,  anulan  las  actuaciones ;  se  declara  también 
que  no  ha  lugar  j  á  este  recurso. 

Y  en  cuanto  la  apelación   entablada  de  la  precitada  sen- 
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teneia  de  foja  ciocuenta  y  cinco  vuelta,  se   confirma  esta 
con  costas,  por  los  motivos  en  que  se  apoya. 

Satisfechas  en   consecuencia  las  costas  de  esta  instancia 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los   autos. 

Francisco  Delgado.— Jk>sÉ 
Barros  Pazos. —J.  B. 
gorostiaga. 


CAUaA  CISL. 


Criminal,  cmtra  el  prófugo  Jo$¿  Franco  y  Domingo 
Castillo^  por  circulación  de  moneda  faUa. 


Sumario. — lo  La  contradicción  del  procesado  con  la  de«> 
claracion  de  los  testigos  presenciales  del  hecho  que  se  le 
imputa,  escluye  toda  presunción  de  buena  íé  por  su  parte. 

2o  El  cómplice  con  circunstancias  atenuantes  |de  delito 
de  circulación  de  moneda  falsa  debe  ser  castigado  con  el  mí" 
nimum  de  la  pena  prescrita  por  el  art,  60  de  la  ley  penal. 
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Caso. — José  Franco  y  Domingo  Castillo  fueron  juntos  al 
café  de  D.  Pedro  Pom,  calle  de  las  Artes  no  117,  cenaron 
allí  j  Franco  pagó  el  gasto  con  una  moneda  de  plata  bra* 
silera,  que,  estando  dorada,  la  hizo  pasar  por  una  de  II 
patacones.  Saliendo  del  café  fueron  igualmente  juntos  á 
la  confitería  esquina  Maipú  y  Corrientes,  donde  Franco 
pagó  una  botella  de  Oporto  con  una  onsa  de  oro  falsa. 

Preso  solamente  Domingo  Castillo,  por  ser  prófugo  su 
compañero  José  Franco,  levan  teda  la  sumaria  é  instruido 
el  proceso  se  dio  vista  al  Procurador  Fiscal  quien  dijo; 
que  el  primer  hecho  esteba  confesado  por  Castillo  con  es- 
cepcion  del  conocimiento  que  tenia  de  ser  falsa  la  moneda ; 
que  el  segundo  hecho  aunque  negado  por  él,  habia  sido 
comprobado  por  las  declaraciones  contestes  de  tres  testigos 
presenciales ;  que  no  era  admisible  según  los  autos  la 
ignorancia  alegada  por  Castillo ;  que  pedia  se  dejase  abierto 
el  proceso  contra  Franco  como  autor  principal,  y  se  apli- 
case á  Castillo  como  cómplice  del  delito  de  circulación  de 
moneda  falsa  el  art.  60  de  la  ley  penal. 

El  defensor  de  Castillo  dijo  que  el  único  reo  seria  Franco 
si  se  probara  que  hubiese  expendido  á  sabiendas  monedas 
falsas ;  que  Castillo  podia  ignorar  el  proceder  culpable  de 
Franco;  que  el  solo  hecho  positivo  era  la  cena  en  el  café  Pom, 
y  que  Castillo  no  estaba  obligado  á  informarse  con  que 

clase  de  moneda  pagaba  Franco. 

« 

Fallo  fi^  Suitm  ñmeHmnml. 

Buenos  Aires,  Agosto  13  de  1872. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  el  prófugo  José 
Franco  y  Domingo  Castillo  por  circulación  de  moneda  falsa 
y  resultando  contra  esto  último ;  1^,  que  acompañado  de 
José  Franco  fué  al  cafó  de  D*  Pedro  Pom  á  cenar,  y  el 
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primero  pagó  el  importe  de  la  cena  con  una  meneda  brasi- 
lera dorada,  haciéndola  pasar  por  de  oro,  según  resulta  de 
las  declaraciones  de  Pedro  Pom,  f.  16,  Antonio  Salas,  f.  24. 
Luciano  Cabrera,  f.  23  y  Juan  Ferrer,  f.  24  vuelta  ;  2^,  que 
al  entregar  Franco  la  moneda  se  suscitó  una  cuestión  con 
el  dueño  del  café  sobre  el  valor  de  ella  y  aquel,   entonces- 
tomándola  nuevamente  fué  adonde  estaba  Castillo  y  habló 
con  él  I  volviendo  en  seguida  á  entregársela  á  Pom  por  el 
valor  que  este  último  le  atribuía,   según  aparece  de  las  de- 
claraciones citadas  de  Pom   y  Ferrer;   3o,  que  advertido 
Castillo  por  Pom  de  ser  falsa  la  moneda  dada  por  su  com- 
pañero de  cena  se  comprometió  á  ver  á  este  último  apode- 
rándose de  la   moneda  según  resulta   de  las  declaracioMS 
citadas;  4<>,   que  acompañado  del  mismo  individuo  se  pre- 
sentó también  en  la  confiteria  de  Cecilia  Maisonabe  y  ha- 
biendo pedido  allí  una  botella  de  Oporto  entregó  aquel  una 
moneda  brasilera,  la  que  habiendo  sido  rechazada,  la  suar 
ti  tuyo  con  una  onza,  que   resultando  ser  una   moneda  de 
plata  dorada  según   resulta  de  las  declaraciones,   Cecilia 
Maisonabe,  f.  8  vuelta,  Enriqueta  Oret,  f.  11,  é  Isidoro  Dai- 
ceda,  f.  13  vuelta  ;  y  considerando  :  lo,  que  no  obstante  la 
negativa  del  prqcesado  respecto  de  su  concurrencia  en  com- 
pañía de  otro  individuo  á  la  confitería  de  Cecilia  Maisonabe 
ha  sido  convicto  de  este  hecho  por  las  declaraciones  citadaa 
del  proceso ;  2o,  que  esto,  unido  á  la  contradicción  en  que 
88  encuentra  el  procesado  en    su  declaración  con   la  de 
los  testigos  presenciales  con  respecto  á  haber  recogido  la 
moneda  entregada  en  el  café  de  Pom  y  á  la  inteligencia 
con  su   compañero  después  de  la  cuestión  sobre  el  valor 
*de  la  moneda,  escluye  toda  presunción  de  buena  fé  por  su 
parte ;  3%  que  tanto  esta  como  la  circunstancia  atenuante 
de  haber  sido  recibida  la  moneda   de  buena  fé  que  ha  de- 
ducido la  defensa,  no  han  sido  comprobadas  en  el  proceso 
T.  m  22 
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oomo  correspondía ;  y  io^  que  do  obstante  esto,  roiliU 
en  favor  de  Castillo  las  circunstancias  atenuantes  de  la 
poca  importancia  de  la  moneda  circulada  y  que  su  partici- 
pación en  el  hecho  ha  sido  menos  activa  que  la  de  su  com- 
pañero, limitándose  á  asistirlo  con  su  compañía  mientras 
este  hacia  pasar  la  moneda  falsa ;  por  estos  fundamentos 
declaro  al  procesado  Domingo  Castillo  convicto  del  delito 
de  circulación  de  moneda  falsa  de  oro  de  curso  legal  es 
la  República,  de  valor  inferior  á  la  legítima ;  en  su  conse- 
cuencia de  acuerdo  al  artículo  60  de  la  ley  penal,  lo  con- 
deno á  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forzados  y  i 
una  multa  de  quinientos  pesos  fuertes,  la  que  en  caso  de 
no  ser  pagada  se  convertirá  en  trabajos  forzados,  de  acuer- 
do al  con«puto  establecido  por  el  art,  92  de  la  ley  penal  y 
las  costas  del  juicio,  suspendiéndose  el  procedimiento  contra 
el  prófugo  José  Franco,  debiendo  no  obstante  recomendarse 
nuevamente  su  captura  á  la  Policía.  Hágase  saber,  repón«- 
ganso  los  sellos  y  comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  Nacional. 

Andrés  Ugarriza. 

Apelada  esta   sentencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente 

Fallo  de    la  Svpreiiui  Ctete. 

Buenos  Aires,  Octubre  10  de  1878. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General  y  por  sus  fundamentos,  se  con- 
firma el  auto  apelado  de  foja  setenta  y  cinco,  y  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  J.  Barros  Pasos. 
•—José  B.  Gorostiaga. 

■ilif 
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GAMjmA    GTL.^ 


Criminal^  contra  Pedro  Bertin^  fOf  heridas  inferidas  al 
OMíratnaestre  de  la  barca  francesa  tBrave  Lcurmeh 

á  bardo  de  la  misma. 


w.  — I''  No  existiendo  mas  piruebd  qtte^lá  cotalfeftloa 
del  reo,  respecto  al  autor  del  delito,  debe'eétdrSef'á'elllr^coá) 
relación  á  las  circunstancias  que  tb  aoom|)afiat(>ti#^ 

Se  Corresponde  al  prudente  arbitrio  del'Jliez'  modertl» 
las  penas  demasiado  rigurosas/ tenfiendo' en  clieiitai^liíi|fmi» 
vedad  del  caso,  y  la  práctica  de  los  tribunalesC^ 

St"  Al  presunto  reo  no  debe  eiíg<rsele  jtoMieitOy'  oUttMlo 
se  le  tomar  la  declaración  indagatoria. 


Caso. — Pedro  Bertin,  francés,  marinen)  de  It^  batoa 
c  Brave  Lourmel  >  dio  dos  golpes  de  cuchillo  al  contfMseB^' 
tre  de  dicha  barca,  en  un  momento  de  cólera 'pol^'hiabevle) 
este  hecho  graves  reprensiones  y  haberle  golpeado.  E4  co»^' 
tramaestre  murió  á  los  tres  dias  de  una  inflamacioir  al  pe- 
ritoneo producida  por  estas  heridas  que  los  médicos  eaiifi<k> 
carón  de  graves.  Huerto  el  herido  y  citada' inráülmeofteiá^ 
tripulación  de  la  barcas  por  haber  sarpado  á  su  destinó,  úoi 
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pudo  obtenerse  en  esta  causa  otra  prueba  que  la  confosion 
del  reo. 

El  procurador  fiscal,  admitiendo  las  circunstancias  ate- 
nuantes, pidió  contra  él  la  pena  de  5  años  de  presidio. 
El  defensor  de  pobres,  fundándose  en  que  el  procesado  se 
habia  dejado  llevar  de  un  acto  primo,  pidió  se  declarase 
eompurgada  su  culpa  con  la  prisión  sufrida. 


VaUo  fiel  díues  Secciomal. 

Buenos  Aires,  Agosto  22  de  1872. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  D.  Pedro  Bertin  por 
heridas  inferidas  á  Francisco  L  Marchand,  contramaestre 
del  buque  francés  c  Brave  Lourmel  >,   y  considerando: 

lo  Que  las  heridas  recibidas  por  el  contramaestre  á  bordo 
de  su  buque  están  clasiflcadas  de  graves  por  los  infornies 
de  fs.  2  vuelta  y  24  y  han  producido  su  muerte  tres  días 
después  de  recibidas,  según  resulta  de  este  último  informe, 
declaración  del  procesado  f.  5  y  certiGcado  del  Hospital 
francés  f.  20. 

2o  Que  respecto  al  autor  de  este  hecho  no  hay  en  el 
proceso  mas  prueba  que  la  confesión  del  procesado,  por 
lo  que  debe  estarse  á  ella  con  relación  á  las  circunstancias 
que  lo  acompañaron  según  la  ley. 

S""  Que  según  esto  las  heridas  fueron  inferidas  en  un 
momt^nto  de  cólera,  provocado  por  el  mal  tratamiento  del 
contramaestre,  lo  que  escluye  toda  premeditación  por  parte 
del  procesado. 

4o  Que  siendo  Bertin  marinero  á  bordo  del  buque  de- 
pendía del  contramaestce,  faltando  por  lo  tanto  á  la  subordi- 
nación que  debia  á  su  superior  al  dejarse  llevar  de  su  có- 
lera hasta  causarle  heridas  graves  y  de  funesto  resultado. 
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5o  Que  siendo  demasiado  rigurosas  las  penas  iitopuestas 
por  las  disposiciones  legislativas  en  estos  casos,  corresponde 
al  prudente  arbitrio  de  los  jueces  moderarlas,  teniendo  en 
cuenta  la  gravedad  de)  caso  y  la  práctica  de  los  Tribunales, 
wt.  93  de  la  ley  penal. 

Por  estos  fundamentos,  declaro  al  procesado  Pedro  Bertin 
conteso  del  delito  de  heridas  graves  y  cuyo  resultado  ha 
sido  la  muerte  del  contramaestre  Francisco  L.  Marchando 
sin  premeditación  pero  en  insubordinación  contra  su  supe- 
rior ,  y  en  su  consecuencia  lo  condeno  á  la  pena  de  cinco 
años  de  trabajos  forzados,  debiendo  computarse  en  ellas  el 
tiempo  (¡ue  lleva  su  prisión,  y  á  pagar  las  costas  del  juicio. 

Hágase  saber,  comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  para,  su 
cumplimiento,  y  repónganse  los  sellos. 

Andréi  Ugarriza. 

Interpuesto  y  concedido  el  recurso  de  apelación,  el  Sr.  Pro- 
curador General  espuso  que  consideraba  justa  la  pena  impues- 
ta por  la  sentencia,  siendo  cometido  el  delito  poruña  grave  pro- 
vocación del  muerto  y  pidió  su  confírmacion  con  apercibimi- 
ento al  juez  por  haber  exijido  al  reo  el  juramento  para  tomarle 
su  declaración  indagatoria,  circunstancia  que  dijo  se  re- 
petia  con  frecuencia  en  el  Juzgado  de  Sección. 


FaUo  die  la  Mupwmamm  Corta 


Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1872. 

Visto:   De  conformidad  á  lo  espuesto  y  pedido  por  el  se- 
ñor Procurador  General  y  por  los  fundomentos  de  la  sen- 
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tencia  apelada  de  foja  treinta  y  seis,  se  confirma  esta  y 
devuélvanse,  haciéndole  al  Juez  de  Sección  la  advertencia 
que  espresa  el  señor  Procurador  General  en  el  otroH  de  su 
precedente  vista. 

Salvador  M.  del  Cariul.  —Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos.  — Jostf  B. 
Gorosiuga. 


Crimind^  contra  Dusmano  Olguin,  par  hamicidia  perpetrado 
en  una  chalana  en  las  aguas  dd  Paraná. 


Sumario.— 'í^  La  provocación  de  una  cuestión  anterior 
y  el  hecho  de  haber  sido  las  heridas  inferidas  por  delan- 
te, esduyen  en  el  homicidio  la  premeditación  y  alevosía. 

2^  La  práctica  de  nuestra  jurisprudencia  ha  reservado 
la  ultima  pena  á  tos  hechos  calificados  y  que  revelan 
el  último  grado  de  pen'ersidad  en  el  agente. 
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3o  Eq  los  casos  de  homicidio  simple  cometido  en  riña» 
la  pena  que  se  impone  es  la  de  diez  años  de  trabajos 
forzados . 


Caso.  —  Dusmano  Olguin,  natural  de  la  Villa  de  Lujan, 
dirijia  en  las  aguas  del  Paraná  en  el  partido  de  Zarate 
el  timón  de  una  chalana  en  la  que  se  encontraban  Don 
Pedro  Meriel  y  el  patrón  Don  Juan  Damos. 

G«m  motivo  de  haber  Damos  reclamado  á  Olguin  la 
dirección  del  timón,  se  originó  una  disputa,  por  la  que 
exaltado  Olguin  hirió  á  Damos  con  su  cuchillo  producién- 
dole la  muerte  en  el  acto  mismo. 

Levantada  la  sumaria,  instruido  el  proceso,  y  oidas  el 
procurador  fiscal  y  la  defensa  del  procesado  se  dictó  el 
siguiente  : 

Pallo  diel  JíuME  SecelOMAl* 


Buenos  Aires^  Agosto  29  de  1871. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  Dusmano  Olguin, 
por  homicidio  cometido  en  la  persona  de  Don  Juan  Damos, 
i  bordo  de  una  chalana  en  aguas  del  Paraná,  en  el  par- 
tido de  Zarate,  y  resultando  de  ellos:  —  1^  Que  volviendo 
Damos  de  la  casa  de  González  en  compañía  de  Meriel  y 
Olguin,  en  una  chalana,  no  contento  aquel  con  la  direc- 
ción que  daba  al  timón  este  último,  se  lo  reclamó  dando 
con  esto  origen  á  una  disputa  de  palabras,  según  se  es- 
presa en  las  declaraciones,  de  Olguin  f.  13,  Pedro  Meriel 
f.  5  y  Pedro  Godoy,  f.  10  vuelta.  —  2o  Que  exaltado  Olguin 
por  esta  disputa  hirió  mortalmente  con  su  cuchillo  á  Da- 
dnos, produciéndole  la  muerte  en  el  acto  mismo  (decía- 
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raciones  de  Olguia  y  Meriet  ya  cUadas )  —  3f  Que  iome^ 
diatamente  después  de  este  suceso,  trató  el  procesado, 
que  manejaba  el  timón,  de  apartar  la  chalana  de  la  ri- 
bera, navegando  aguas  abajo  lo  que  trató  de  impedir 
Meriel,  dando  al  mismo  tiempo  voces  de  auxilio  (decla- 
raciones ya  citadas  y  denuncia  de  Juan  González,  f.  2, 
ratificado  á  f.  34) — i^  Que  habiendo  acudido  á  la  ribera 
á  las  voces  de  Meriel  pudie^on  ver  lo  que  pasaba  en  la 
chalana,  donde  estaba  el  cadáver  de  Damos  tendido  en 
la  proa  y  Olguin  con  una  daga  en  la  mano  la  que  cayó 
al  agua  al  golpe  que  le  dio  González  con  una  pala  (de- 
claraciones ya  citadas  y  la  de  Josefa  Acosta  de  González 
f.  i,  é  Ismael  Doublesse,  f.  8  vta.  Y  considerando  :  —  !<> 
Que  los  antecedentes  arriba  espresados,  partida  de  defun- 
ción de  f.  17,  é  informe  médico  de  f.  1,  aparece  plena- 
mente comprobado  el  cuerpo  del  delito  —  S""  Que  respec- 
to de  la  persona  del  delincuente,  aparece  igualmente  com- 
probado por  la  propia  confesión  del  procesado  á  la  que 
le  prestan  aun  mayor  fuerza  las  declaraciones  del  proce- 
so—  3®  Que  no  resulta  comprobada  la  escepcion  alegada 
por  la  defensa  de  que  hubiese  precedido  ataque  por  parte 
de  la  víctima,  y  muy  por  el  contrario,  las  declaraciones 
de  Meriel  la  contradicen  si  bien  es  verdad  que  esta  y  la 
de  Godoy,  muestran  que  hubo  una  cuestión  anterior,  lo 
que  hace  desaparecer  la  premeditación  y  alevosía  resul- 
tando además  del  informe  médico  que  la  herida  fué  infe- 
rida por  delante  —  y  4e  que  no  obstante  que  la  Ley  3, 
tít.  23,  lib.  8,  Rec.  G.  citada  por  la  acusación  impone 
la  última  pena  aun  en  los  casos  de  homicidio  simple, 
cometido  en  riña,  la  práctica  mas  benigna  de  nuestra 
jurisprudencia,  ha  reservado  esta  pena  á  los  hechos  ca- 
liíicados^  y  que  revelan  el  último  grado  de  perversidad 
en  el  agente.  —  Por  estos  fundamentos  fallo,  declarando 
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al  procesado  Dusmano  Olguia  confeso  y  convicto  del  de- 
lito de  homicidio  simple  ejecutado  en  la  persona  de  su 
patrón  Juan  Damos  y  cometido  en  las  aguas  del  Paraná; 
en  su  consecuencia,  de  acuerdo  al  articulo  93  de  la  Ley 
Penal,  lo  condeno  á  diez  años  de  trabajos  forzados  para 
eompletar  los  cuales,  deberá  tenérsele  en  cuenta  la  mitad 
del  tiempo  que  lleva  de  prisión,  y  á  pagar  las  costas 
del  juicio  —  Hágase  saber,  repi^nganse  los  sellos  y  co- 
muniqúese al  Poder  Ejecutivo  Nacional  para  su  cumpli- 
miento. 

Andrü  Ugarriza. 

Esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente  : 


WmMB  4e  I»  •■preña»  €>WKim 


Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1872. 

Vistos :  Por    sus    fundamentos  y   de    acuerdo    con   lo 

espuesto  y  pedido    por  el  Señor  Procurador  General  en 

8u  precedente  vista,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  cincuenta  y  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — FRANCifiCo 
Delgado. — José  Barros  Pazos.  —José 

B.  GOROSTUGA. 
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C:JLUSilL    CXMM. 


Bazzetto  y  C^  contra  el  patrón  ie  la  barca   €  Herminia»  y 

otros,  9€hre  nulidad  ie  im  laudo. 


Sumario.  —  Las  razones  que  se  aducen  sobre  el  fondo 
de  una  cuestión  sometidn  ai  jiiioio  de  peritos  arbltradores,  no 
son  causas  para  declarar  la  nulidad  del  laudo  expedido  con 
las  condiciones  y  formalidades  legales. 


Cam.  —  La  Corte  Suprema  por  su  fallo  de  20  de  Junio 
de  1870  anuló  el  laudo  de  los  peritos  arbitradores,  nom- 
brados para  la  liquidación  y  proraUo  de  las  averías  sufridas 
por  la  goleta  italiana  c  Herminia  »,  capitán  Mongiardino; 
y  ordenó  se  procediese  al  nombramiento  de  otros  que  la 
hiciesen  según  fuera  de  justicia,  conformándose  y  haciendo 
espresa  mención  de  las  disposiciones  del  Código  de  Co- 
mercio, y  tomando  en  consideración  los  alegatos  y  constan- 
cias de  los  autos. 

Los  nuevos  peritos  llamaron  autos  para  definitiva.  D.  Luis 
P.  Razzetto  y  G*,  pidieron  vista  diciendo  que  tenian  que 
hacer  reclamos  sustanciales.  Los  peritos  no  hicieron  lu- 
gar á  la  petición  por  haberlos  la  Suprema  Corte  habilita- 
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4o$  p9re  fallar  ain  mpa  trámite  y  porque  les  auminiatra))) 
.datos  auflcieptes  al  examen  detenido  de  loa  ai)tos  y  alega*» 
«toa  presentados;  dictaron  en  seguida  su  laudo. 

Razzetto  y  G^  interpusieron  recurso  de  nulidad  contra  e) 
laudo  ante  el  Juzgado  Seccional  de  Santa  Fé,  diciendo  qqif 
la  misión  de  los  peritos  arbitradores  era  no  solo  la  liquida- 
icion  y  prqrateo,  sino  el  reconocimiento  de  las  averías ) 
4Vie  se  trataba  de  una  averia  particular  de  la  que  era  res- 
ponsable el  capitán;  que  ellos  habian  ofrecido  dar  pruor 
bas  y  los  áribitros  no  habian  querido  oirías ;  que  en  el  pro- 
cedimiento de  los  arbitros  es  imprescindible  la  observancia 
f&s.Urícta  del  derecho  con  arreglo  al  art:  1752  del  Código 
de  Comercio. 

Conferido  traslado  á  los  demás  interesados,  los  señores 
Otero  hermanos,  D.  Juan  Delpino  y  el  patrón  del  buque 
contestaron  que  la  averia  común  habia  sido  debidamente 
constatada  por  las  autoridades  y  reconocida  por  todas  las 
partes;  que  los  arbitros  pueden  proceder  á  verdad  iabida 
y  buena  f¿  guardada  en  los  casos  en  que  la  ley  no  declara 
espresamente  inválidos  los  actos  por  falta  de  formalidad ; 
que  los  estensos  alegatos  y  pruebas  corrientes  en  autos 
bastaban  para  su  instrucción;  que  no  debian  perder  de 
vista  la  brevedad  recomendada  por  el  procedimiento  nacio- 
nal é  impUcitamente  ordenada  por  el  fallo  de  la  Suprema 
Corte. 

Falte  úiéí  Swtm  de  flecrtan. 


Rosario,  Junio  4  de  1872. 

Y  vistos :  considerando  que  habiendo  espedido  los  peri- 
tos arbitradores  su  laudo  en  las  condiciones  y  formalidades 
requeridas  por  la  ley,    sin  que  sean   causas  para  declarar 
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8U  nulidad,  el  que  dichos  peritos  no  hayan  procedido  en  el 
fondo  de  la  cuestión,  conforme  á  las  vistas  6  intereses  de 
la  parte  reclamante ;  no  siendo  de  las  atribuciones  de  este 
Juzgado  corregir  ó  enmendar  las  resoluciones  de  dichos 
peritos  arbitradores  que  revisten  el  carácter  de  verdaderos 
jueces,  como  lo  ha  declarado  la  Suprema  Corte  en  su 
fallo  de  fs.  200  á  fs.  204,  no  ha  lugar,  con  costas,  á  ta 
nulidad  reclamada.  Y  llévese  á  debido  efecto,  el  laudo  de 
f. . .  Repóngase  el  sello. 

Jo$¿  M.  Zumria. 

Interpuesto  por  Razsetto  y  O  el  recurso  de  apelación,  y 
concedido  en  relación  se  dictó  el  siguiente 


WmMMm  dle  !•  ñummmu^  €)mwim 


Baenos  Aires,  Octubre  12  de  1872. 

Vistos  :  por  sw  fundamentos  se  confirma  con  costas 
la  sentencia  apelada  de  foja  doscientos  noventa  y  dos  vuelta; 
satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril — Fran- 
cisco Delgado.-  J.  Barros  Pazos. 
José  B.  Gorostiaga. 
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csAus/L  cxia« 


D.  Martin  Ca$tilla  ¿  hijo,^ contra}  D.  Franmco  Medi$Mt 

iobre  cumplimiento  de  un  contrato. 

Incidente  eobre  poeicionee. 


Sumario.  —  i^^'El  litigante  que  no  se  presenta  personal- 
mente sino  por  apoderado,  no  necesita  constituir  domi- 
6¡lio   para  el  juicio. 

io  Una  cédula  fijada  en  la  puerta  de  una  casa  .en  que  no 
consta  que  habita  quien  va  á  ser  notificado,  no  importa 
notificación. 

2^  Quien  no  ha  sido  debidamente  notificado  no  puede 
ser  declarado  en  rebedia. 

4o  No  puede  ser  declarado  confeso  en  posiciones  el  liti«' 
gante  citado  para  absolverlas,  si  el  auto  respectivo  no  conr 
tiene  la  comunicación  de  que  por  tal  se  le  declarará  si  no 
comparece. 

5"^  El  que  tiene  justo  motivo  para  no  comparecer  á  absol- 
ver posiciones  no  puede  ser  declarado  confeso. 

6o  La  ausencia  es  justo  motivo  que  escusa  la  compara 
concia. 

lo  Los  testigos  deben  comparecer  á  declarar,  so  pena 
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de  nulidad,  cuando  menos  tree    diae  después  de  notificada 
por  cédula  la  parte  contra  quien  se  litiga. 


Coio.  — En  26  de  Octubre  de  4871,  D.  Martin  Castilla 
y  D.  Martin  Castilla  kijo  per  una  parte,  y  por  la  otra  Don 
Francisco  Medina  celebraron  un  contrato  para  la  disolución 
de  una  sociedad.  En  la  escritura  se  desi^ha  como  domicilio 
de  Medina  la  casa  calle  Maipá  números  102  y  104. 

En  Diciembre  del  mismo  año.  el  Dr.  D.  José  de  Busta- 
maate  por  Castilla  padre  é  hijo,  demandé,  ante  el  jueíAde 
la  sección  de  Buenos  Aires,  ¿  Medina  por  iaUa  de  cumpli- 
miento del  contrato  mencionado. 

Corrido  traslado,  se  hizo  la  notiQcacion  al  demandado, 
fijándose  la  cédula  en  la  puerta  de  calle  de  la  casa  seña- 
lada en  la  escritura. 

En  Febrero  de  1872  D.  Ramiro  Pérez  López,  domicilia- 
do en  la  calle  Cuyo  número  152,  con  poder  de  Medina, 
contestó  la  demanda,  recibiéndose  después  la  causa  á 
prueba.     . 

En  este  estado,  el  Dr.  Bustamante  pidió  que  Medina  peí» 
sonai mente  absolviera  posiciones  al  tenor  de  las  conteDidaa 
en  el  pliego  cerrado  que  acompañó. 

El  juzgado  señaló  para  la  absolución  el  dia  aábado  IB 
de  Mayo  á  las  2  de  la  tarde,  notificándose  el  decreto'  res- 
pectiTO  al  apoderado  Lopéz  personalmente  y  á  Medina  por  cé* 
dula  que  se  fijó  en  la  puerta  de  calle  (domicilio  sefialado  en 
la  escritura),  por  haberla  encontrado  cerrada  y  negaise  los 
vecinos  á  recibir  la  cédula. 

El  mismo  dia  señalado  para  la  absolocion,  López  espuso 
^e  Medina  estaba  fuera  del  país  pero  que  prento  regresaría, 
pues  lo  esperaba  en  los  primeros  dias  de  la  semana  si- 
guiente, por  lo  que  pedia   ae  señalara  otro  dia  para  la 
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absoloeioD,  pudienáo  fijarse  el  miércoles  22,  solieítud  á 
que  se  aecedió,  señalándose  la   hora  de  las  2  de  ia  tarde* 

Eq  ese  dia  López  espuso  que  su  oomitenle  no  babia 
llegado  aun  del  Paraguay  por  cuya  rasoá  no  podían  ab« 
solverse  las  posioiones;  pero  que  si  no  habia  indoave* 
niente,  él  podía  absolverlas  porque  tenia  poder  bastante. 
'  Habiéndose  corrido  vista  al  Dr.  Bustamante,  este  pidi6 
•e  diera  por  confeso  á  su  contrario  en  rebeMía,  de  acuerdo 
eon  lo  prescrito  en  el  art.  115  de  la  ley  de  procedimientOi 
pues  no  pedia  consentir  en  que  las  posiciones  fuera»  ab<* 
sueltas  por  el  apoderado. 

A  esta  solicitud  no  se  hizo  lugar  por  auto  de  29  de 
Mayo  confirmado  por  la  Suprema  Corte  con  fecha  4  de  Julio. 

En  4  de  Junio,  el  Dr.  Bustamante  habia  espuesto  que 
tenia  pruebas  de  que  Medina  habia'  estado  en  esta  ciudad 
no  solo  en  la  fei*.ha  22  de  Mayo  en  que  su  apoderado 
habia  dicho  que  estaba  en  el  Paraguay,  siné  también  en 
dias  anteriores  y  posteriores,  por  lo  que  ofrecía  esa  prueba 
que  patentizaría  la  rebeldía  flagrante  de  Medina. 

El  juzgado  ordenó  que  el  representante  de  Medina  ma* 
nifestara  si  su  comitente  se  hallaba  en  esta  ciudad ,  y  con 
la  manifestación  negativa  se  mandó  producir  la  prueba  ofre- 
xida,  por  vía  de  justificación. 


FaU«  «el  JíMs  ém  «m^mé 


Baenos  Aires,  Agosto  28  de  1872. ' 

T  vistos:  Considerando — i^  Que  por  auto  de  16  de  Ma- 
70  corriente  á  foja  ciento  catorce,  se  ordenó  que  Medina 
compareciese  el  Sábado  48  del  mismo  mes  A  absolver  las 
)posieiones  presentadas  por  la  parte  de  GastUISi  y  consta  pof 
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la  cédula  agregada,  que  dicho  Medina  fué  notificado  del  ao* 
to  referido  en  su  domicilio  —  2o  Que  con  fecha  18  del  noiia- 
030  el  representante  de  Medina  hizo  presente  al  Juzgado  en 
su  escrito  de  f.  127|  que  su  poderdante  se  hallaba  aosente 
de  esta  ciudad,  por  lo  que  pedia  se  señalase  para  la  abso- 
lución de  las  posiciones  el  dia  veintidós  del  mismo ;  y  fun- 
dado en  esto  el  Juzgado  no  hizo  lugar  á  la  prelencion  dedu- 
cida por  la  parte  de  Castilla  en  su  escrito  de  f.  131  para 
que  se  diesen  por  absueltas  en  rebeldía  de  dicho  Medina  y 
señaló  nuevamente  para  la  absolución  de  posiciones  el  dia 
indicado  por  el  representante  de  Medina — 3o  Que  Medina 
no  compareció  el  espresado  día  veinte  y  dos  de  Mayo  á  ab- 
solver las  posiciones  --4o  Que  consta  por  las  declaraciones 
de  Don  Eduardo  Quintana,  Don  Feliciano  Forguez  y  Don  Pe- 
dro Saracondegui,  pues  aunque  el  segundo  es  acreedor  de 
Medina,  su  declaración  está  conteste  con  las  de  los  demás 
en  la  parte  sustancial,  que  Medina  ha  estado  en  esta  ciudad 
del  diez  y  ocho  al  veinte  y  dos  de  Hayo — 5o  Que  el  hecho 
de  no  haber  comparecido  á  absolver  las  posiciones,  encon- 
trándose en  esta  ciudad,  hace  aplicable  el  articulo  110  de 
la  Ley  de  procedimientos,  según  el  cual  el  que  hubiere  de 
ser  interrogado  debe  ser  citado  para  el  acto  por  cédula  bajo 
apercibimiento  de  que  se  le  estimará  por  confeso,  si  no  asis- 
tiéndole justo  motivo  dejare  de  comparecer,  por  cuanto  se- 
gún se  ha  espuesto,  Medina  no  compareció  en  ninguno  de  los 
dias  señalados,  ni  ha  manifestado  justo  motivo  que  se  lo 
impidiese;  por  estos  fundamentos  fallo  declarando  en  rebel- 
día, á  Don  Francisco  Medina,  por  absueltas  afirmativamente 
las  posiciones  que  en  pliego  cerrado  presentó  la  parte  de 
Castilla,  y  que  se  reservarán  en  la  oficina  del  actuario  hasta 
quedar  ejecutoriado  este  auto — Y  atento  á  que  el  represen- 
tante de  Medina  ha  dado  margen  á  este  incidente  con  las 
manUestacionea  falsas  que  ha  hecho  al  Juagado,  se  declara 
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que  las  costas  del  incidente  son  á  su  cargo — Repónganse 
los  sellos,  y  notiílquese  con  el  original. 

Manuel  Zavaleta. 

Apelado  este  auto  por  Pérez  López,  fuá  revocado  por  el 
siguiente 


WmUm  de  !•  flupremii  €#rte. 

Buenos  Aires^  Octubre  15  de  1872. 

Vistos:  Resulta  de  este  espediente;  Primero,  que  con- 
testada poir  el  apoderado  de  don  Francisco  Medina,  la  de- 
manda que  contra  él  interpusieron  los  señores  Martin 
Castilla  é  hijo,  por  falta  de  cumplimiento  del  contrato  de 
foja  dos,  el  representante  de  estos  pidió  que  el  demandado 
absolviese  personalmente  las  posiciones  que  en  pliego  cer« 
rado  acompañó ;  Segufido,  que  no  habiendo  comparecido 
Medina,  la  parte  de  los  Castilla  solicitó  á  foja  ciento  treinta 
y  una,  se  diesen  por  absueltas,  tanto  por  su  inasistencia, 
como  por  haber  fugado  del  país  estándole  prohibido  de  sa- 
lir de  él,  por  orden  judicial ;  Tercero^  que  habiendo  ape- 
lado los  demandantes  del  auto  de  foja  ciento  y  sesenta  que 
denegó  esa  pretensión,  tanto  este  como  el  de  su  referencia 
de  foja  ciento  treinta  y  dos  vuelta,  fueron  confirmados  por 
el  de  foja  ciento  sesenta  y  cinco ;  Cuarto,  que  en  el  de- 
creto en  que  se  mandó  cumplir  la  resolución  de  la  Corte, 
se  abrió  un  término  de  prueba  para  que  se  acreditara  que  Me- 
dina estaba  á  la  sazón  en  esta  ciudad,  y  á  consecuencia 
de  escrito  en  que  el  apoderado  de  los  demandantes  mani- 
festó no  poder  probar  esto,  pero  si  que  aquel  se  hallaba  aqui, 
cuando  se  le  mandó  comparecer,  como  lo  ofreciera  en  su 
t!  ra.  23 
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petición  de  foja  ciento  cuarenta  y  tres,  que  quedó  sin  pro- 
veerse, dijo  el  Juez  á  foja  ciento  setenta  y  cinco  vuelta  que 
el  espíritu  del  auto  no  escluia  esta  prueba,  siendo  su  objeto 
evitar  ulteriores  diligencias,  si  se  presentara  Medina  ahora 
á  absolver  las  posiciones ;  Quinto,  que  producida  la  prueba 
testimonial  corriente  á  fojas  ciento  ochenta  y  cuatro,  ciento 
ochenta  y  cinco  y  ciento  ochenta  y  nueve,  y  fundándose 
en  su  mérito,  el  Juez  a  quo  pronunció  el  auto  de  foja  ciento 
noventa  y  siete  vuelta  que  dá  por  absueltas  por  Medina, 
las  de  la  parte  de  los  Castilla  habiendo  los  de  la  materia 
venido  á  esta  Corte  por  la  apelación  del  demandado. 

Y  considerando  :  Primero^  que  no  habiendo  comparecido 
Medina  personalmente  en  este  juicio,  sino  por  apoderado 
no  ha  tenido  ocasión  de  constituir,  como  de  fácto  no  ha 
constituido  domicilio  para  él ;  Segundo^  que  el  actuario  le 
ha  solicitado  indebidamente  en  el  que  se  indica  para  otros 
ñnes,  en  la  escritura  de  foja  dos,  otorgada  cuarenta  dias 
antes  de  iniciarse  este  pleito,  y  mas  de  cuatro  meses  antes 
de  contestada  la  demanda  por  el  apoderado  de  Medina; 
Tercero^  que  constando  por  el  escrito  del  apoderado  de 
los  demandantes,  fecha  diezisiete  de  Febrero  de  este  año  á 
foja  cuarenta  y  dos  que  había  trasladado  las  existencias  del 
negocio  de  la  sociedad,  de  la  calle  de  Maipú  número  ciento 
sesenta  y  dos,  que  señaló  como  su  domicilio,  en  la  citada  es- 
critura, ¿  la  de  Mayo  número  cient«>  veinte  y  siete  y  medio^ 
lo  que  era  también  notorio  por  el  aviso  firmado  por  el 
mismo  Medina  y  registrado  en  el  diario  de  foja  treinta  y 
nueve,  y  sobre  todo,  por  la  dilijencia  del  embargo  de  di- 
chas mercaderías,  autorizada  por  el  escribano  de  la  causa, 
en  seis  de  Marzo,  en  que  espresa  que  esa  casa  está  á 
cargo  de  Medina,  esto  no  obstante,  no  le  buscó  en  esta 
sino  en  la  que  habia  ya  dejado,  para  notificarle  el  auto  de 
dieziseis  de  Mayo  que  le  mandaba  comparecer,  para  absol* 
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ver  las  posiciones  en  cuestión,  como  consta  de  su  propio 
certificado  de  ciento  noventa  y  tres  vuelta ;  Cuarto^  que  al 
hacer  esa  notiflcaciooi  en  que  se  Tunda  la  declaración  de 
rebeldía,  omitió  el  actuario  agregar  al  espediente,  la  cé- 
dula que  prescribe  el  articulo  sesenta  y  tres  cuya  omisión 
anula  el  procedimiento  ulterior,   según  el  setenta  y  uno,  y 
que  si  bien  se  trató  de  subsanar  en  cierto  modo,  ese  vicio 
con  el  auto  de  foja  ciento  noventa  y  dos,  y  certificado  de 
foja  ciento  noventa  y  tres  vuelta,    quedó   subsistente  otro 
de  igual  carácter,  cometido  antes,  pues  habiéndose  man* 
dado  intimar  á  Medina  diese  fiador,  dentro  de  tercero  dia,  bajo 
apercibimiento  de  embaído,    no  aparece  que   un  auto   de 
tanta  trascendencia,  se  le  notificara  ni  personalmente,  ni 
por  cédula,  según  consta  á  fojas  cuarenta  y  cuatro  y  cua- 
renta y  cinco;  Quinto^  que   de  estas  consideraciones  se 
deduce  que  no  habiendo  Medina  constituido  domicilio  en 
este  juicio,  la  notificación  que  se  pretende  haberle  hecho, 
en  otro  que  no  era  el  suyo,  es  de    ningún  valor  legal  y 
por  consiguiente,  no  puede  aquel  ser  reputado    rebelde, 
desde  que  no  conocia  el  mandato  judicial  que  se  supona 
haber  desobedecido ;  Sesto,  que  aun  en  la  hipótesis  de  que 
la  notificación  del  auto  de  dieziseis  de  Mayo  ae  hubiera 
hecho   en  forma  á  Medina,  no  seria  arreglado  á  derecho 
declararle  confeso,  desde  que  él   no  contiene  la  conmina* 
cien  solicitada  por  su  contendor  de  que  se  le  tendría  por 
tal,  si  no  compareciese,  sino  que  se  limita  á  señalar  dia 
y  hora  para  la  veríficacion  del  acto ;  Sétimo^  que  aun  su- 
poniendo que  estaba  virtualmente  contenida  la  conminación 
enunciada,  por  lo  prescrito  en   el  articulo  ciento  y  dies 
de  la  ley  de   procedimientos,  Medina  no  puede  estímame 
incurso  en  la   pena  que  él  establnce  porque  su  represen- 
tante ha  manifestado  al  Juzgado  precisamente  en  los  días 
dieziocho  y  veintidós  de  Mayo,  designados  para  su  oom- 
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parencia,  que  no  ie  era  posible  verificarlo,  por  hallarse 
ausente  y  fuera  del  pais,  siendo  racional  enumerar  la  im- 
posibilidad ^nalerial  entre  los  justos  motivos  que  seg;un  ios 
artículos  ciento  diez  y  ciento  quince,  eseusan  la  desobe* 
dienoia  al  mandato  judicial;  Octavo,  que  la  prueba  rendida 
por  él  apoderado  de  los  Castilla,  para  acreditar  que  Medina 
no  estaba  ausente,  cuando  debió  comparecer  á  absolver 
las  posiciones,  carece  de  valor  legal ;  primero,  porque  los 
demandantes  mismos  han  aseverado  el  hecho  de  la  ausen- 
cia diciendo  á  foja  ciento  treinta  y  una,  que  constándole 
perfectamente  al  señor  López  que  su  poderdante  (Medina) 
se  encontraba  fuera  de  Buenos  Aires,  violando  la  prohibi- 
ción judicial,  pidió  se  le  señalara  nuevo  dia,  reiterando 
la  misma  aseveración  á  foja  ciento  treinta  y  ocho,  al  pedir 
y  fundar  la  reposición  del  auto  de  foja  ciento  treinta  y 
dos  vuelta,  que  declaró  que  Medina  no  habia  incurrido  en 
rebeldía,  ausentándose,  desde  que  habia  dejado  apoderado 
que  le  estaba  representando  ;  Segundo,  porque  las  declara, 
ciones  prestadas  para  acreditar  la  presencia  de  Medina  en 
esta  ciudad,  en  los  dias  preindicados,  no  son  válidas» 
según  derecho,  á  causa  de  haberse  tomado  al  dia  siguiente 
de  notificarse,  por  cédula  al  apoderado  de  aquel,  la  ma- 
nifestación que  el  de  los  Castilla  hizo  de  la  profesión  de 
sus  testigos,  debiendo  haber  sido  examinados  tres  dias 
después  de  conocida  aquella  circunstancia  por  su  adversario, 
según  lo  dispuesto  en  el  articulo  ciento  veinte  de  la  ley 
de  procedimientos,  para  que  pudiera  ejercitar  el  derecho 
que  él  concede  de  rechazar  los  que  no  tengan  las  condi«' 
ciones  legales;  Noveno,  que  habiendo  el  artículo  tercero 
librado  al  criterio  del  Juez  el  admitir  y  mandar  absolver 
solamente  aquellas  posiciones  que  eslime  pertinentes  y  ad- 
misibleSf  no  es  justo  dar  por  absueltas  las  presentadas,  en 
pliego  cerrado,  que  no  conoce,  ni  ha  podido,  por  lo  mismo 
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calificar ;  Décimo,  que  el  apoderado  de  Medina  ha  inani- 
featado  á  foja  ciento  veinte  y  ocho  vuelta,  tener  poder  bas- 
tante para  absolver  posiciones  y  estar  pronto  para  efectuar- 
lo con  las  deferidas  de  C(*nlrar¡o ;  por  estos  fundamentos, 
se  revoca  el  aulo  apelado  de  fojas  ciento  noventa  y  siete 
vuelta  á  cíenlo  noventa  y  nueve,  y  se  declara  que  el  re^ 
presentante  de  don  Francisco  Medina  puede  absolver  las 
posiciones  en  cuestión,  si  fueron  pertinentes  y  admisibles; 
y  satisfechas  las  costas  de  esta  instancia,  y  repuestos  los 
sellos,    devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos. —  José  B.  GOROSTUGA. 


CAXJÍAA   ClLl'V. 


Davies  y  Rios  contra  D.   Tomás  Cema,  por  cobro  de  pesos. 

Incidtníe  sobre  prisión  por  deudas. 


Sumario,  --  La  ejecución  no  puede  llevarse  contra  la  per- 
sona sino  contra  los  bienes  del  deudor. 
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Caso.  —  En  unos  autos  ejecutivos  por  cobro  de  pesos  se- 
guidos por  el  Procurador  Garlos  Reynal  por  la  razón  Davies 
y  Ríos  contra  D.  Tomás  Gerna,  se  libró  oficio  al  Juez  de 
Paz  del  Gármen  de  Areco  para  que  requiriese  el  pago  al 
deudor  y  caso  de  no  verifícarlo  trabase  embargo  en  bienes 
suficientes,  exigiéndole  fianza  de  saneamiento  y  no  presen- 
tando bienes  lo  pusiera  preso  á  disposición  del  Juzgado. 

No  habiendo  el  deudor  presentado  bienes  á  embargo  por 
espresar  que  no  los  tenia,  se  le  redujo  á  prisión  en  la 
cárcel  pública  de  aquel  pueblo. 

El  Juez  de  Paz,  al  devolver  diligenciado  el  oficio,  acom- 
pañó un  certificado  médico  en  que  consta  que  Gerna  pade- 
cia  una  dolencia  aguda ;  y  fundado  en  esto  no  lo  remitió 
á  esta  ciudad. 

Hecha  saber  la  diligencia,  Reynal  pidió  que  el  deudor 
fuese  trasladado  preso  al  hospital  de  esta  ciudad. 


Fa11«  del  Jíuea  de  geeetea. 


Buenos  Aires,  Setiembre  11  de  1872. 

No  pudicndo  llevarse  la  ejecución  contra  la  persona,  y  si 
solamente  contra  los  bienes,    no  ha  lugar  á  lo  pedido. 

Ug  arriza. 

Reynal  apeló  de  esta  resolución  diciendo  que  si  el  Juz- 
gado, en  su  negativa,  se  fundaba  en  la  ley  que  exonera 
de  prisión  por  deudas  civiles,  debia  hacer  presente  que  esa 
ley  no  podia  tener  pfecto  retroactivo^ 
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VUto  de  to  ñnpremm  Cmrim 


Buenos  Aires,  Octubre  17  de  1872. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  so  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  ochenta  y  seis  vuelta,  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.— José  Barros 
Pazos. —José  B.  Gorostiaga. 


>Mi>   I 


CAUSA   €:yL\r. 


D.  Jo9é  BadaraeOt  contra  2>.  Felipe  Badaraco  y  D.  Ántonw 

Delacüia^   por  cobro  de  paot. 

Sumério.  — 1«  Los  documentos  privados  solo  pueden  te- 
r  fé  en  juicio,  cuando  son  reoonocidos  por  el  firmante 

ieniarfldoft  auténticAS   ñor  el  Juez. 


ner  re  eu  juiciu,  ouanao  9uu   reuoi 

Ó  declarados  auténticos  por  el  Juez. 
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2o  Un  documento  privado  presentado  después  de  recibida 
la  causa  á  prueba  y  cuando  está  para  vencer  el  término, 
no  hace  fé  en  juicio  si  no  es  reconocido  pura  y  simple- 
mente por  la  parte  á  quien  se  le  imputa. 

3^  La  Justicia  Nacional  es  incompetente  para  conocer 
en  cuestiones  entre  estrangeros,  cuando  el  fuero  no  re- 
sulte por  razón  de  la  materia. 


CúiO.  —  El  Procurador  Doyhienard  por  D.  José  Badaraco 
se  presentó  al  Juzgado  Nacional  de  Buenos  Aires,  espo- 
niendo :  que  su  representado  habia  suministrado  á  los  so- 
cios D.  Felipe  Badaraco  y  D.  Antonio  Delacasa,  todos  los 
materiales  necesarios  para  la  construcción  de  dos  buques, 
denominado  <  Fiume  di  Recco  »  el  uno,  y  el  otro  todavía 
sin  nombre»  alquilándoles  hasta  el  terreno  en  que  se  cons- 
truian  y  la  casa  en  que  habitaban  los'  constructores.  Que 
concluidos  los  buques  y  echados  al  agua,  pasó  la  cuenta 
á  Badaraco  y  Delacasa  de  los  artículos  suministrados,  al- 
canzando á  la  suma  de  137,565  ;jf  m/c. 

Que  no  habiéndosele  abonado  hasta  la  fecha  la  mencio- 
nada cuenta,  entablaba  contra  ellos  formal  demanda,  á 
fin  de  que  fueran  condenados  al  pago  de  la  espresada  can- 
tidad con  intereses  y  costas. 

Acompañó  á  la  demanda  una  cuenta  con  un  saldo  á  su 
favor  por  la  suma  demandada,  por  artículos  de  ferretería, 
maderas,  jornales,  comestibles  etc.,  que  se  dice  suminis- 
trados desde  el  30  de  Abril  de  4870  al  23  de  Agosto  de 
187!. 

Corrido  traslado,  Don  Santos  Molinari  por  Badaraco  y 
Delacasa  contestó  que  la  demanda  con  tenia  una  enorme 
plus  petición^  pues  de  la  cuenta  presentada  sus  represen- 
tados solo  debían  las  partidas  que  empiesan  con  la  fecha 
10  de  Abril  de  1871,  dia  en  que  chancelaron  cuentan  an- 
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tenores  mediante  la  entrega  en  eiectivo  de  64,000  $  m/c. 
que  era  el  saldo  que  había  en  esa  fecha,  habiéndoles  faci- 
litado esa  cantidad  D.  Fortunato  Gichero  quien  lo  declara- 
ría si  fuese  necesario. 

Que  ademas  D.  José  Badaraco  les  era  deudor  de  51,250 
^m/c.  por  205  billetes  de  la  rifa  del  €  Fiume  di  Reeco  >, 
por  cuya   cantidad  lo   reconvenía. 

Pidió  se  declarase  compensado  el  crédito  de  José  Bada- 
raco hasta  la  entidad  que  reconocen  sus  representados, 
y  se  le  condenase  ai  pago  del  resto  con  los  intereses  de 
la  mora  y  las  costas  del  juicio. 

Acompañó  esta  parte  dos  recibos  de  D.  José  Badaraco, 
fecha  Noviembre  i  de  1871  y  Julio  A  del  mismo  año,  por 
205  números  de  la  rifa  del  c  Fiume  do  Recco  >  que  reci^ 
bia  para  venderlos;  y  un  documento  en  virtud  del  cual 
José  Badaraco  se  constituye  fiador  responsable  de  Antonio 
Delacasa  y  Felipe  Badaraco  por  un  buque  que  acababan  de 
construir  con  el  nombre  de  c  Fiume  di  Recco  i  tasado  en 
12,000  $  Fls.  entendiéndose  que  la  garantia  no  tenia  mas 
objeto  que  acreditar  que  Badaraco  y  Delacasa  eran  los  ver- 
daderos propietarios  del  buque.  Este  documento  tiene  la 
fecha  de  Abril  10  de  1871. 

Corrido  traslado  de  la  reconvención,  Doyhienard  pidió  se 
rechazara  esta  con  costas. 

Dijo  que  no  era  cierto  que  hubiese  recibido  en  la  fecha 
10  de  Abrily  ni  en  ninguna  otra,  un  solo  peso  á  cuenta  de 
lo  que  le  debian  los  demandados, .  lo  cual  por  otra  parte, 
era  inverosímil,  pues  Gichero  que  no  tiene  fortuna,  no 
les  babia  de  prestar  60,000  jF,  y  menos  durante  la  epide- 
mia de  fiebre  amarilla  en  que  todos  pensaban  solo  eo 
huir  con  lo  que  pudiesen  reunir,  á  lo  cual  se  agrega  que 
con  60|000  jF  no  se  saldaba  la  cuenta  que  en  esa  época  40 
de  Abríl,  pasaba  de  125,000  $. 
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Qud  á  SU  turno  el  hecho  de  la  compensación  está  contra- 
dicho por  los  mismos  documentos  presentados  por  el  con- 
trario y  por  ta  carta  que  acompaña  en  que  se  prueba  que 
Badaraco  y  Delacasa  dispusieron  de  los  billetes  aun  después 
de  haberlos  entregado  á  José  Badaraco.  Que  la  contrade- 
manda podría  cuando  mas  versar  sobre  la  devolución  de 
los  billetes  sobrantes  que  no  se  vendieron,  á  pesar  de  que 
para  nada  sirven  y  que  está  pronto  á  devolver. 

Acompaña  esta  parte  una  carta  fechada  en  Montevideo 
el  29  de  Enero  de  4872,  dirígida  á  D.  José  Badaraco  y 
firmada  por  Sardo  y  Mora  en  que  le  dicen  que  su  hijo  (de 
Badaraco)  les  entregó  en  Noviembre  del  año  pasado,  cien 
número  de  la  rifa  del  €  Fiume  di  Recco  >  para  colocar 
entre  sus  amigos.  Que  al  tratarse  de  la  venta  de  algunos 
tocaron  la  dificultad  del  pago  en  oro,  por  lo  que  consulta- 
ron y  con  la  autorización  de  D.  Antonio  Delacasa  vendieron 
algunos  por  10.;^  papel  de  Montevideo,  j  el  sobrante  de 
98  números  lo  pone  á  su  disposición. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  y  con  lo  produ- 
cido por  las  partes  se  dictó  este 


Wm¡Um  ékéí  Jíuea  4e  Secelon. 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1872.       r 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  José  Badaraco  contra 
D.  Felipe  Badaraco  y  D.  Antonio  Delacasa,  por  cobro  de* 
la  cantidad  de  137,565  pesos  moneda  corriente,  proceden- 
tes de  materiales  suministrados  para  la  construcción  de 
dos  buques  y  resultando  : 

Is  Que  en  la  cuenta  que  corre  de  fs.  7  á  1&  y  que  arroja 
á  favor  de  D.  José  Badaraco  un  saldo  igual  á  la  eántidad 
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demandada,  aparecen  como  entregados  á  Badaraco  y  Déla-* 
ca&a  artículos  de  ferretería,  maderas  y  de  consumo,  que 
D.  José  Badaraco  dice  en  su  demanda  fueron  empleados 
en  la  construcción  de  los  buques  c  Fiume  di  Recco  i  y  otro 
mas  que  no  tiene  nombre  todavía. 

2o  Que  D.  José  Badaraco  ha  entablado  demanda  contra 
D.  Felipe  Badaraco  y  D.  Antonio  Delacasa  pidiendo  se  les 
condene  al  pago.de  la  espresada  cantidad  con  sus  intere** 
ses  y  costas. 

3o  Que  los  demandados  han  reconocido  esplícitamente  al 
contestar  la  demanda,  la  exactitud  de  la  cuenta  presentada, 
é  implícitamente  al  aceptar  la  jurisdicción  de  este  Juzgado, 
la  procedencia  de  la  deuda,  como  se  vé  en  su  escrito  de 
contestación  que  corre  de  fs.  41  á  42,  y  opusieron  contra 
la  demanda  la  escepcion  de  pita  petici&n^  á  la  vez  que  en- 
tablaron contrademanda  por  cobro  de  200  billetes  pertene- 
cientes á  la  rifa  que  efectuaron  del  buque  <  Fiume  di 
Recco.  > 

i^  Que  la  plus  petkion  la  apoyan  en  que  solo  adeudan 
las  partidas  que  empiezan  en  la  caenta  con  la  fecha  diez 
de  Abril  de  1871,  pues  hasta  ese  dia  chancelaron  la  cuen* 
ta  mediante  la  entrega  en  efectivo  de  sesenta  y  cuatro 
mil  pesos  moneda  corriente,  que  el  saldo  de  la  cuenta  en 
el  dia  7  de  Abril,  por  haber  habido  otras  entregas  ante- 
riores ;  agregando  que  dichos  64,000  pesos  |que  les  fueron 
facilitados  por  D.  Fortunato  Gichero  para  pagarle  á  Bada- 
raco que  exigía  la  cancelación  de  su  crédito  para  espedir 
el  documento  que  corre  á  f.  35  por  el  cual  dicho  D.  José 
Badaraco  aseguraba  que  el  buque  c  Fiume  di  Recco  »,  que 
necesitaban  rilar,  era  Je  la  propiedad  de  los  demandadosi 
declaración  ó  seguridad  sin  la  cual  no  les  era  posible 
efectuar  la  rifa. 

5*^  Que  los  mismos  demandados  fundan  la  contradem^n- 
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da  en  que  D.  José  Badaraoo  recibió  para  vender  por  cuenta 
de  elloSi  medíante  la  comisión  de  un  cinco  por  ciento, 
205  billetes,  valor,  de  diez  fuertes  cada  uno.  ios  que  no 
ha  devuelto,  por  lo  que  piden  se  le  condene  al  pago  de 
51,250  pesos  moneda  corriente  que  importan  los  espresa- 
dos billet«i8. 

6o  Que  corrido  traslalo  de  la  contrademanda,  D.  José 
Badaraco  lo  evacuó  sosteniendo  la  ilegalidad  de  la  proteo* 
clon  de  D.  Felipe  Badaraco  y  de  D.  Antonio  Delacasa, 
por  cuanto  estos  habian  dispuesto  de  los  billetes  aun  des- 
pués de  entregados  á  aquel,  como  lo  probaba  la  carta  de 
Sardo  y  Mora  de  Montevideo,  que  acompañaba  y  corre  á 
f  4i,  carta  según  la  cual  los  Sres.  últimamente  nombrados 
habian  sido  autorizados  por  Delacasa  para  vender  al 
precio  de  diez  pesos  papel  de  Montevideo  los  billetes,  de 
cuya  venta,  por  cuenta  de  los  demandados,  los  habia  en- 
cargado D.   José  Badaraco. 

7o  Que  el  Juzgado  recibió  la  causa  á  prueba  á  fin  de 
acreditar:  lo  las  entregas  que  hubiesen  hecho  los  deman- 
dados en  pago  de  la  cuenta  acompañada  por  el  deman- 
dante, y  2<>  si  los  billetes  fueron  entregados  en  pago  de 
la  misma  cuenta. 

8^  Que  la  prueba  producida  corre  de  f....  á  y  consiste  en 
lo  siguiente:  De  parte  del  demandante,  lo  Absolución  de 
las  posiciones  de  T.  63  por  los  demandados,  cuya  diligen- 
cia corre  de  fs.  63  á  65,  constando  de  ella  que  los  billetes 
no  fueron  entregados  en   pago  del  crédito  de  D.  José  Ba- 

« 

daraco,  sino  para  que  este  lo  vendiera  por  cuenta  de  los 
propietarios  del  buque ;  2''  En  la  declaración  de  los  testi- 
gos Domingo  Gaorsi,  José  Bertoli,  Juan  Bertoli,  Juan  Vi- 
cente Maglione,  Francisco  Ferrille  y  José  Marango,  cuyas 
deposiciones  corren  de  fs.  66  á  77,  y  cuyo  resumen  es  el 
siguiente  : 
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El  testigo  Gaorsi  dice  que  desde  Enero  de  1871  hasta 
fines  de  Enero  de  este  año  b»  sido  dependiente  de  D.  José 
Badaraoo,  con  cuyo  motivo  ba  tenido  ocasión  de  ver  con 
frecuencia  en  casa  del  úllimo  á  D.  Antonio  Delacasa  y  á 
D.  Felipe  Badaracco ;  el  testigo  José  Bertoli  acreedor  de 
los  demandados,  afirma  que  sabe  por  baberlo  oido  decir  á 
los  últimos  que  eran  deudores  de  D.  José  Badaraco,  pero 
que  ignoran  si  le  bubiesen  pagado  ó  no,  y  no  espresa  la 
fecha  en  que  les  oyó  decir;  Juan  Bertoli  que  no  tiene  co- 
nocimiento de  lo  que  se  le  pregunta;  Maglione  que  en  diez 
de  Abril  del  año  próximo  pasado,  halli-indose  en  QuilmeSy 
estuvo  Delacasa  á  verse  con  Badaraco  á  fin  de  pedirle  un 
certiGcado  que  acreditara  que  el  buque  c  Fiume  di  Recco  » 
era  de  su  propiedad  :  que  Badaraco  estendió  el  certificado 
que  es  el  que  corre  á  f.  35,  y  q«ie  preguntado  el  testigo 
por  aquel  si  estaba  el  certificado  en  debida  forma,  le  con 
testó  que  debía  agregarse  que  el  certificado  solo  importaba 
acreditar  que  eí  buque  era  de  dicho  Delacasa  y  de  Felipe 
Badaraco,  pero  no  importaba  declarar  que  lo  hubiesftn  pa- 
gado, y  que  á  virtud  de  esto  se  agregó  la  cláusula  final  á 
dicho  certificado ;  agregando  que  en  dicho  acto,  dijo  Dela- 
casa que  con  el  produelo  de  la  venta  del  buque  pagarían 
la  cuenta  de  los  materiales  que  habian  sacado  para  la 
construcción  del  buque;  Francisco  Ferrile,  deudor  de  D. 
José  Badaraco ;  que  en  Diciembre  úllimo  viniendo  el  tes- 
tigo de  la  Boca  para  la  ciudad  junto  con  Delacasa,  le 
dijo  este  que  D.  José  Badaraco  les  habia  estendido  un  ce^ 
tificaco  para  acreditar  que  el  c  Fiume  di  Recco  >  era  de 
su  propiedad,  pero  que  todavía  no  habian  pagado  su  precio 
á  Badaraco,  y  solo  podían  pagárselo,  si  sacaban  el  buque 
en  la  rifa;  José  Maranga,  que  D.  Felipe  Badaraco  le  dijo 
al  declarante  el  dia  i  de  Marzo  último,  yendo  á  cobrarle 
una  cuenta,  que  á  los  pobres  les  pagaría  todo,  pero  no 
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asi  á  D.  José  Badaraco  quien  podría  tan  solo  ponerio  preso; 
^  la  compulsa  de  los  libros  de  la  casa  de  WiHiams  y  Gi- 
chero,  resultando  f.  98^  que  en  los  libros  no  constataban 
préstamo  á  los  demandados,  y  que  el  socio  D.  Fortunato 
Cichero  manifestase  era  á  favor  de  él  mismo,  no  de  la 
casa. 

De  la  parte  de  los  demandados  consiste :  1^  En  el  re- 
cibo de  f.  91  que  presentaron  el  dia  seis  de  Abril,  cuando 
estaba  para  vencer  el  término  de  prueba,  manifestando 
que  no  habla  sido  presentado  anteriormente  por  estar  ea« 
traviado,  y  pidiendo  que  se  citase  al  demandante  para  au 
reconocimiento  y  que  después  de  esto  fuese  traducido  al 
idioma  patrio  por  estar  en  italiano,  recibo  que  no  fué  reco- 
nocido por  D.  José  Badaraco,  como  consta  de  la  dilijencia 
de  fs.  408  vuelta  y  109  practicada  después  de  vencido  el 
término  de  prueba;  2^  Que  los  demandados  ofrecieron 
también  el  testimonio  de  D.  José  Cichero  para  acreditar 
que  este  les  habia  prestado  64,000  pesos  moneda  corriente 
para  pagar  á  Badaraco  (D.  José)  y  que  era  verdad  que  el 
pago  se  habia  efectuado,  y  habiéndose  señalado  dia  para 
el  examen  del  testigo  no  fué  este  presentado  en  el  dia 
señalado. 

9o  Que  no  pudiendo  el  Juzgado  conceder  un  nuevo  tér- 
mino para  constatar  la  autenticidad  ó  falsedad  del  recibo 
referido,  se  limitó  á  hacer  comparecer  á  los  interesados  al 
salón  del  despacho  y  á  exíjir  que*  bajo  de  juramento  con- 
testasen á  las  preguntas  que  les  dirijió  de  oficio,  y  el  re- 
sultado  de  dicha  diligencia  que  corre  de  f....  á  f...es  el 
siguiente :  !<>  Que  tanto  el  demandante  como  el  deman- 
dado Delacasa  persistieron  en  sus  anteriores  afirmaciones, 
concernientes  al  recibo;  2o  Que  preguntado  Delacasa  en 
qué  punto  hizo  el  pago  de  los  64,000  pesos  á  Badaraco, 
donde  le  otorgó  este  recibo  si  ambas  operaciones  fueron 
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stmultáDeaSi  si  alguno  las  presenció,  6  por  lo  oienos  una 
de  ellas,  contestó:  que  después  de  haber  almorzado  él 
Delacasa,  en  casa  de  Badaraco  en  Quilmes,  le  pago  los 
dichos  64,000  pesos,  é  las  once  y  media  de  la  mañana 
próximamente,  al  lado  de  la  casa  que  habitaba  D.  José  Ba- 
daraco; que  el  absolvente  le  pidió  inmediatamente  el  recH 
bo  y  que  Badaraco  lo  rehusó  diciéndole  que  no  Ip  necesi- 
taba después  que  babia  declarado  por  documento  que  el 
c  Fiume  di  Recco  t  era  de  la  propiedad  del  dicho  absoU 
vente  y  de  D.  Felipe  Badaraco;  que  posteriormente,  como 
á  la  una  ó  una  y  media  del  mismo  dia,  acompañándolo  el 
declarante  para  ir  á  tomar  la  diligencia  para  regresar,  y 
en  la  plaza  de  Quilmes,  frente  á  la  Iglesia,  volvió  á  pe- 
dirlo para  satisfacer  á  su  compañero,  y  que  entonces  le 
Brmó  el  recibo  presentado,  el  mismo  que  e)  absolvente 
escribió  con  lápiz  por  falta  de  tintero ;  y  que  no  hubo  tes- 
tigo alguno  presente  á  ninguno  de  dichos  actos,  y  que  el 
pago  tuvo  lugar  antes  que  D.  José  Badaraco  diese  el  certi- 
ficado de  que  el  c  Fiume  di  Recco  >  era  de  la  propiedad 
de  los  demandados ;  3""  Que  preguntado  el  mismo  Déla- 
casa  por  qué  razón  el  recibo  espresaba  por  saldo  de  toda 
cuenta  el  10  de  Abril  de  1871  siendo  así  que  en  dicha 
fecha,  el  saldo  era  mucho  mayor  que  el  de  los  sesenta  y 
cuatro  mil  pesos  que  se  supone  pagados,  contestó:  que  es 
porque  babian  hecho  otros  pagos  anteriores,  que  no  están 
abonados  en  la  cuenta  de  f..;  y  preguntado  nuevamente 
si  conservaba  los  recibos  que  debian  acreditar  esos  pagosi 
contestó  que  no  sabia  si  los  conservaba  su  socio  que  fué 
quien  los  hizo. 

.  10.  Que  el  Juzgado  ordenó  primero,  que  el  actuario 
compulsase  tos  libros  del  demandante  y  certifícase  si  las 
partidas  de  la  cuenta  de  fs.  7  á  13  estaban  ajustadas  á 
los  asientos,  y  si  habia  constancia  de  que  se  hubiese  abonado 
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algQDa  cantidad  á  cuenta  de  la  deada  perseguida,  como  así 
mismo  si  los  libros  estaban  bien  llevados ;  y  2o  que  se 
citase  al  salen  delJuzgado  á  D.  Felipe  Badaraco  para  que  él  y 
el  demandante  absolviesen  las  preguntas  que  se  les  hicieran. 

il..  Que  de  la  compulsa  resultó  que  aunque  los  libros 
no  estaban  rubricados  ni  borrados  algunos  claros  de  ellos, 
las  cuentas  presentadas  están  ajustadas  á  los  respectivos 
asientos  de  las  que  no  aparecian  cantidades  abonadas  por 
los  demandados. 

12.  Que  en  la  absolución  de  preguntas  D.  Felipe  Bada- 
raco manifestó  que  los  64,000  pesos  entregados  al  deman- 
danta  en  Quilmes,  y  á  cuya  entrega  se  refiere  el  recibo  de 
f...,  procedían  de  préstamos  que  les  hizo  D.  Fortunato  Ci« 
chero  una  vez  de  20,000  pesos  40  ó  45  dias  después  otro 
de  14  ó  15,000,  y  el  resto  hasta  los  64,000  como  al  mes 
después  ;  que  el  absolvente  habia  abonado  en  fechas 
anteriores,  Julio  y  Diciembre  dé  1870  y  Febrero  de 
1871,  al  demandante  en  la  primera  30»000,  en  la  según* 
da  20,000  y  en  la  tercera  11,000  pesos  moneda  cor* 
riente,  por  cuyas  cantidades  no  le  otorgó  recibo  el  deman-» 
dante,  quien  negó  dichas  entregas. 

Y  considerando:  1^  Que  está  justificado  por  confesión 
de  los  demandados  que  D.  José  Bi^daraco  suministró  los 
artículos  espresados  en  la  cuenta  de  f»,..  para  la  construc- 
ción de  dos  buques,  el  uno  de  ellos  el  c  Fiume  di  Recco  > 
y  que  el  valor  cargado  por  aquellos  es  exacto,  y  por  con- 
secuencia está  justificada  la  acción  intentada  por  el  de- 
mandante. 

2o  Que  justificada  la  acción,  lus  puntos  únicos  á  resolver 
son  los  relativos  á  las  entregas  de  dinero  que  los  deman- 
dados dicen  haber  hecho  á  cuenta  del  crédito  debido  á  D.  José 
Badaraco,  y  la  contra-demanda  deducida  por  el  valor  délos 
205  billetes  de  la  rifa  del   c  Fiume  di  Reco.  > 
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3^  Que  en  cuanto  al  primer  punto  los  demandados  solo  han 
intentado  probar  que  el  10  de  Abril  de  1871  D.  Antonio  Déla- 
casa  abonó  á  D.  José  Badaraco,  en  Quilmes,  al  cantidad 
de   64,000    pesos   moneda   corriente. 

A^  Que  la  prueba  concerniente  al  punto  espresado  en  el 
precedente  considerando  es  deficiente  para  constatar  la  ver- 
dad de  él,  por  cuanto  consiste  esclusivamente  en  el  recibo 
de  f....  que  se  dice  otorgado  por  el  demandante,  y  este  ha 
negado  reiteradamente  la  firma  que  se  encuentra  en  él,  y 
la  verdad  del  hecho  espresado  eu  el  recibo  ;  y  siendo  este 
uo  documento  privado  solo  puede  hacer  fé  en  juicio 
cuando  fuese  reconocido  por  el  firmante,  ó  se  encontrase 
en  alguno  délos  casos  espresados  en  los  arts.  15  y  22, 
tít.   5o,  sec.   2%  lib.    2«  del  Código  Civil 

5o  Que'  habiéndose  presentado  dicho  recibo,  cuando 
estaba  para  vencer  el  término  de  prueba  y  desconocidose 
su  autenticidad  después  de  vencido  dicho  término,  el  Juz- 
gado no  está  habilitado  para  ordenar  su  cotejo  cuando  el 
supuesto  otorgante  no  tendria  todos  los  medios  de  prueba 
para  acreditar  lisi  falsedad  del  recibo,  y  en  este  caso,  esta- 
ría privado  de  los  principales  medios  dé  prueba  como  lo  es 
la  testimonial. 

6"*    Que  la  consecuencia  que  se  desprende  del  procedente 
considerando  es,  que  si  hay  de    parte  del   demandado  de* 
recbo  para    exhibir  documentos  después    de  la  recepción 
á  prueba  y  cuando  está   para  vencer  el  término  acordado 
al  efecto,  á  los  documentos  espresados  no  debe  darse  fé 
en   juicio    mientras  no  sean  pura   y  simplemente  recono- 
cidos, y  asi  se  ha  declarado  por  sentencia  de  este  juzgado 
pronunciada  el  S17   de  Mayo   de  1870,  en  la  causa  pro- 
movida por  D.  Miguel  Ballesteros  contra  Soubiran  y  com- 
pañ(a  por  cobro    de  pesos  procedentes  de  venta  de  pasto 
y  alfalfa,  y  confirmada   por  la  Suprema  Corte  con  fecha 
T.  III  24 
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2  de  Julio  del  mismo  año ;  y  esta  doctrina  es  tanto  mas 
aplicable  al  caso,  cuanto  que,  al  contestar  á  la  deman- 
da, no  se  manifestó  que  D.  José  Badaraco  hubiese  otor- 
gado el  recibo  referido,  no  siendo  de  presumir  que  tratán- 
dose de  hecho  de  tal  importancia  se  omitiera  hacer  mención 
de  él  por  un  olvido,  lo  que  probaría  que  admitir  los  do* 
cumentos  en  cualquier  estado  del  juicio,  importarla  auto- 
rizar procedimientos  de.  sorpresa  qae  la  ley  no  puede 
autorizar. 

7o  Que  á  lo  espuesto  en  los  precedentes  considerandos 
se  agrega  la  inverosimilitud  de  las  esplicaciones  dadas  por 
los  demandados  acerca  del  punto  donde  se  verificó  el  pago 
y  donde  se  firmó  el  recibo,  pues  no  parece  natural  que  ha- 
biendo Delacasa  estado  en  casa  de  D.  José  Badaraco  y 
almorzado  en  ella  esperase  para  hacer  el  pago  á  que  sa- 
lieran á  la  calle  y  efectuarlo  en  esta  al  lado  de  la  casa  de 
Badaraco,  tratándose  de  una  cantidad  de  esta  considera- 
ción, y  donde  no  habia  facilidad  para  otorgar  el  recibo ; 
y  esto  sin  un  testigo  que  presenciara  dicho  acto,  como 
no  as  natural  que  habiendo  efectuado,  como  escura  dicho 
pago,  antes  que  Badaraco  le  diese  ei  certificado  de  pro- 
piedad del  buque,  no  exigiese  en  el  mismo  momento  el 
recibo  de  la  cantidad  que  habia  abonado,  ni  dijese  una 
palabra  sobre  este  punto,  habiendo  como  habia  otra  pe^ 
sona  presente,  y  cuando  los  hechos  posteriores  probarían 
que  no  estaba  conforme  con  que  no  se  le  diera  recibo;  in* 
verosimilitud  que  es  tanto  mas  inaceptable  cuanto  que  la 
entrega  se  dice  hecha  en  una  vez  el  i  O  de  Abril,  mien- 
tras que  según  D.  Felipe  Badaraco,  la  dicha  cantidad  ha- 
bia sido  proporcionada  por  un  Sr.  Gichero  en  diferentes 
ocasiones,  y  con'  un  intervalo  de  mas  de  dos  meses  entre 
la  primera  y  la  última  entrega,  siendo  de  notar  que  no  ba 
sido  presentado  á  declarar  el  dicho  prestador,  y  que  no 
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teniendo  el  préstamo  otfo  objeto  que  el  de  ábónár  á  D.  José 
Badaraco,  retuviesen  tos  demandado^  por  tanto  tiempo 
cantidades  relativamente  considerables  sin  entregarla^,  como 
igualmente  que  durante  lo  mas  Tuerte  de  la  epidemia  se  pfe^* 
tase  tan  considerable  cantidad  á  \oú  demandados,  esto  es, 
cuando  la  ciudad  estaba  casi  desierta,  y  los  negocios  estaban 
completamente   paralizados. 

8^  Que  en  cuanto  á  las  demás  entregas  que  los  deman- 
dados  dicen  babor  hecbo  antes  del  iO  de  Abril  del  año 
próximo  pasado;  han  sido  negadas  por  el  demandante,  y 
no  tienen  otro  justificativo  que  lú  añrmsícion  de  ios  deman- 
dados, insuficiente  para  hacer  fé  en  juicio,  como  terminan- 
temente lo  prescribe  la  ley,  y  por  consecuencia  deben  ser 
repelidas.  Y  considerando  en  cuanto  la  Reconvención  de- 
ducida  por  los  demandados  :  l^  Que  tratándose  de  la  ren- 
dición de  cuentas  de  la  venta  y  comisión  de  lod  billetes  dó 
una  rifa  ó  de  la  entrega  del  valor  de  dichos  billetesr,  el  jua- 
gado no  es  competente  para  conocer  de  ella  por  razón  de 
la  materia,  pues  aunque  los  billetes  pertenezcan  á  la  r\tú 
de  un  buque,  no  es  un  asunto  óoncérniente  á  fa  6avé- 
gacion  ó  comercio  marítimo,  como  lo  dispone  la  ley  ^obré 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales, 
sino  un  asunto  puramente  civil  regido  por  tas  leyes  re- 
lativas al  contrato  de  comisión  ó  de  mandato.  -^  2*  Que 
el  hecho  de  haber  sido  dedncida  como  reconvención,  y 
de  haber  el  actor  contestado  á  ellaj  sin  deducir  la  in- 
competencia, y  por  consecuencia  aceptado  ambas  partes 
la  jurisdicción  de  este  juzgado,  no  es  bastante  para  proro- 
garla,  porque,  con  arreglo  al  art.  \^  de  la  ley  de  procedi- 
mientos nacionales,  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  y  juz- 
gados Nacionales  no  es  prorogable  sobre  personas  y  cosas 
agenas  á  ella,  aun  cuando  las  partes  interesadas  consien-^ 
tan  en  la  prorogaeidn.  —  3<>  Que  aunquo  és  verdad  qae  ioé 
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juzgados  nacionales  son  competentes  para  entender  en 
causas  civiles  que  no  estén  regidas  por  la  constitución  y 
leyes  del  Congreso,  ni  sean  concernientes  á  la  navegación 
y  comercio  maritimo,  y  que  para  surtir  el  fuero  federal 
debe  atenderseí  no  solo  á  la  naturaleza  de  la  causa  sino  á 
las  personas  interesadas  en  ella,  en  el  presente  caso  se  trata 
de  causa  civil  en  que  tanto  el  demandante  como  los  deman- 
dados son  estrangeros,  como  lo  demuestra  la  esposicion  de 
f....  que  últimamente  han  hecho  á  virtud  de  orden  de  este 
juzgado,  y  por  consecuencia  es  entre  personas  agenas  á  la 
jurisdicción  nacional,  la  que  en  causas  civiles  en  que  los 
estrangeros  son  partes,  solo  es  competente  cuando  la  causa 
fuese  entre  un  ciudadano  arjentino  y  un  estrangero,  y  no 
entre  dos  estrangeros,  como  terminantemente  lo  estable- 
ce el  inciso  2o,  del  art.  1^  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
i  863  sobre  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales,  y  como 
lo  ha  resuelto  en  varios  casos  los  Tribunales  de  la  Nación. 
Por  estos  fundamentos  fallo,  declarando  que  D.  José 
Badaraco  es  acreedor  de  Don  Felipe  Badaraco  y  D.  Antonio 
Delacasa  de  la  cantidad  de  137,565  pesos  moneda  corriente 
procedente  de  articules  y  demás  contenido  en  la  cuenta  de 
f,  7  á  14,  suministrados  para  la  construcción  de  los  buques 
cFiume  di  Recot  y  otro  sin  nombre,  y  que  este  juzgado 
es  incomjSetente  para  resolver  en  la  contrademanda  deducida 
por  los  dichos  D.  Antonio  Delacasa  y  D.  Felipe  Badaraco 
por  cobro  del  valor  de  los  billetes  de  la  rifa  del  c  Fiume 
di  Reco  9  que  entregaron  á  D.  José  Badaraco  para  que 
los  vendiera  por  su  cuenta ;  en  consecuencia  condeno  á 
los  demandados  á  abonar  á  D.  José  Badarraco  la  cantidad 
espresada  con  los  intereses  de  banco  á  contar  desde  la  de- 
manda, debiendo  además  ser  las  costas  á  cargo  de  los  de- 
mandados. Repónganse  los  sellos,  y  el  actuario  puede  noti- 
ficar con  el  original.  Mmuel  ZawUta. 
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Habiendo  apelado  Badaraco    y  Delacasa,    se  dictó  este 

Fallo  de    1»  Suprema  €?orle. 

Buenos  Aires,  Octubre  22  de  1872. 

Vislos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apiolado  de  foja  ciento  treinta  y  siete ;  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  J.  Barros  Pazos. 


f^—t 


c:a\j»a  cxvi 


El  Procurador  Fiscal  cm  D.  Benito  GalindeZj  por  cobro  de 

petos  —  recurso  de  queja. 


Sumario. — En  los  juicios  sejpuidos  en  rebeldía,  el  de- 
mandado no  tiene  mas  recurso  que  el  de  rescisión. 
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C(uo. — En  el  Juzgado  Nacional  de  Buenos  Aires  se 
siguió  un  juicio  por  el  procurador  fiscal  contra  D.  Benito 
Galindez  por  cobro  de  pesos,  en  el  cual  Galindez  fué  con- 
denado en  rebeldía. 

Notificada  la  sentencia,  Galindez  dedujo  recurso  de  res- 
sicion  que  fué  rechazado  por  resolución  de  la  Suprema 
Corte,  fecha  14  de  Noviembre  de  1871. 

Devueltos  los  autos,  Galindez  se  presento  apelando  de 
la  sentencia  en  que  se  le  condenó  al  pago. 


FmIIo  del  Jlues  de  fleeden* 


Buenos  Aires,  Noviembre  22  de  187i. 

De  acuerdo  al  articulo  491  de  la  ley  de  procedimientos, 
no  ha  lugar. 

Ugarriza. 

En  este  estado  Galindez  ocurrió  á  la  Suprema  Corte  es- 
poniendo :  —  Que  declarada  válida  una  sentencia  dictada 
en  rebeldía,  quedaba  sujeta  á  los  recursos  ordinarios. 
Que  el  juez  entendía  que  por  el  art.  191  de  la  ley  de 
procedimientos,  no  había  recurso  alguno  contra  las  sen- 
tencias dadas  en  rebeldía. 

Que  es  verdad  que  este  artículo  dice,  que  contra  la 
sentencia  dada  en  rebeldía,  solo  hay  el  recurso  de  resci- 
sión, pero  que  e:)to  es  en  cuanto  á  la  rebeldía,  no  sobre 
el  fondo  del  asunto. 

Que  la  doctrina  del  Juzgado  importaba  negar  los  recursos 
de  apelación,  que  se  conceden  de  las  sentencias  pronun- 
ciadas eon  citación  y  audiencia  de  las  partes,  cuando  la 
sentencia  se  ha  dado  sin  audiencia  y  en  rebeldía. 
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Que  la  sentencia  dada  en  rebeldía,  puede  ser  nula  —  Que 
en  este  caso  hay  rescisión,  que  puede  ser  válida  y  en 
este  caso  hay  recurso  de  apelación;  y  que  esto  lo  desco- 
nocia  el  juzgado. 

Pidió  que  el  Juez  informara  con  autos  y  que  se  le  seña- 
lara término  para  espresar  agravios. 

Con  el  informe  del  Juez  se  dictó  el  siguiente 


WmUo  de  la  Suprenuí  Corte. 


Buenos  Aires,  Octabre  24  de  1872. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  informe,  no  ha  lugar 
al  recurso,  y  archívese  previo  pago  de  costas  y  reposi- 
ción de  sellos.  * 

Salvador  María  del  Carril.  — 
Francisco  Dblgado.  *-  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Go* 
ROSTUGA.  —  J.  Domínguez. 


*! 
% 
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CAUSÜ.    CILTII. 


El  Banco  de  la  Provincia  de  Buenon  Aires  contra  D.  Jaimes 

CuyáSf  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  Aceptada  la  jurisdicción  de  los  tribunales 
provinciales  por  el  defensor  del  demandado  estrangero  au- 
sente, la  causa  debe  seguirse  ante  aquella. 


Caso.^'El  Banco  de  la  Provincia  entabló  ante  el  Juzgado 
Provincial  de  1^  Instancia  un  juicio  ejecutivo  contra  Don 
Jaime  Cuyas,  al  cual,  como  ausente,  se  le  nombró  un  de- 
fensor de  oficio.  El  juicio  se  siguió  hasta  la  sentencia  de 
remate,  en  cuyo  estado  Cuyas  ocurrió  al  Juzgado  Nacional 
alegando  ser  estrangero,  y  pidiendo  se  librara  oficio  al  Juez 
Provincial  para  que  se  inhibiera  y  remitiera  el  expediente. 

Librado  el  oflcio  el  Juez  de  1^  Instancia  remitió  los  autos 
con  la  transcripción  de  los  siguientes  escritos : 

Uno  del  Banco  sosteniendo  que  la  jurisdicción  provin- 
cial habia  sido  prorogada  por  haber  sido  consentida  por 
el  defensor  de  Cuyas,  por  no  haber  opuesto  la  declinatoria  de 
jurisdicción  en  los  tres  dias  siguientes  al  auto  de  solvendo. 

Otro  del  defensor,  diciendo  que  la  jurisdicción  estaba 
prorogada ;  que  Cuyas  habia  ocultado    al  Juez  de  Sección 
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el  estado  de  los  autos  ;  y  que  debia  el  juicio  seguirse  con 
el  mismo  Cuyas,  pero  ante  el  Juez  de  Provincia. 


Fall«  del  Jíues  de  Seeeleii. 


Buenos  Aires,  Setiembre  5  de  1872. 

Por  los  fundamentos  legales  aducidos  en  los  escritos  in-  ^ 
sertos  en  el  precedente  oficio,  declárase  incompetente  este 
juzgado,    y  remítase  en  la  forma  de  estilo  todo  lo  actuado 
al  Sr.  Juez  de  i*  Instancia  en  lo  civil  Dr.  D.  Horacio  Mar- 
tell  con  noticia  del  recurrente. 

Ugarriza. 

m 

Cuyas  apeló  para  ante  la  Suprema  Corte,  dijo  :  que  los 
fundamentos  de  los  anteriores  escritos  se  reducian  á  sos- 
tener que  se  habia  prorogado  la  jurisdicción  provincial ; 
que  esto  no  podia  admitirse  en  el  caso  por  tratarse  de  un 
juicio  ejecutivo  en  que  no  hay  demanda  que  contestar  ; 
que  la  prorogacion  de  la  jurisdicción  nacional  debe  limi- 
tarse á  los  casos  espresados  por  la  ley. 

Concedido  el  recurso  en  relación,  se  dictó  el  siguiente 


Falle  de  to  Supvettuí  C^rte. 

Buenos  Aires,  Octubre  U  de  1872. 

Vistos  :  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  catorce  vuelta  ;  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  Maru  del  Carril. — Francisco 
^  Delgado. — José  Barros  Pazos.  —  José 
B.  GoROSTiÁGA. — J.  Domínguez. 
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CAUSÜ.  ClK.iriII 


Dan  Luúx4r$  De  h  Torre  y  da.  con  D(m  Áugu$$o  &gr(MM, 

sobre  ejecución  de  una  sentencia. 


Sumario.  —  fo  Es  estemporánea  la  excepción  de  falta  de 
personalidad  del  demandante,  deducida  después  de  dictada 
la  sentencia. 

2o  Las  providencias  dictadas  en  un  juicio  no  tienen 
influencia  sobre  otro  con  distintas  personas. 

3o  En  el  juicio  posesorio  nada  se  prejuzga  y  es  inde- 
pendiente del  de  propiedad. 


Caso. — Con  {soba  14  de  Octubre  de  1871,  la  Suprema 
Corte  confirmó  la  sentencia  del  Juez  Federal  de  Mendoza 
por  la  cual,  en  el  interdicto  posesorio  de  unos  fundos  en 
San  Rafael,  iniciado  por  Don  Francisco  Moreno  en  re- 
presentación de  Don  Lisandro  de  la  Torre  y  C*.  contra 
Don  Augusto  Segovia,  se  mandaba  dar  la  posesión  á  los 
primeros. 

Pevueltos  los  autDs  al  Juez  de  Sección,  y  puesta  la 
providencia  de  cúmplase  y  hágale  saber,  Don  Pedro  I. 
Ansorena  por  De  la  Torre  y  G*.  espuso  que  no  pudiendo 
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persanalmente  oonourrir  á  tomar  la  posesión,  pedia  ae 
diera  esta  á  Don  Bernardino  Galigniano,  pedimento  á  que 
se  defirió  por  et  Juzgado. 

En  este  estado  Segovia  se  presentó  esponiendo:  que 
habiéndose  pronunciado  un  hecho  que  alteraba  y  aun  des- 
virtuaba los  dereohos  de  De  la  Torre  y  G*.  se  veia  en  el 
caso  de  esponerlo  antes  de  que  se  ejecutase  la  sentencia. 

Que  este  hecho  consistia  en  que,  en  un  juicio  ejecutivo 
iniciado  por  él  contra  Don  Benito  Borda,  causante  De  la 
Torre  y  G\  por  cobro  de  pesos  con  hipoteca  del  fundo 
en  cuestioui  la  causa  se  encontraba  en  estado  de  pro- 
nunciarse sentencia  de  trance  y  remate,  antecedentes  que 
no  se  habian  tenido  presente  al  resolverse  el  juicio  po- 
sesorio, así  como  que  los  titules  á  favor  de  De  la  Torre  y  G*. 
habian  i^ido  otorgados  en  Buenos  Aires  lo  que  los  hacia 
nulos. 

Que  por  otra  parte  el  apoderado  Ansorena  carecia  de 
personería  para  representar  á  De  la  Torre  y  G*.  pues  Don 
Francisco  Moreno  que  se  lo  habia  sostituido,  apenas  era 
apoderado  de  De  la  Torre  y  G^.  para  vender  lo  que  es 
muy  distinto  de  gestionar  y  tomar  posesión. 

Pidió  se  pronunciara  el  Juzgado  sobre  esta  solicitud 
antes  de  dar  la  posesión,  sobre  lo  cual  formaba  articulo  de 
previo  pronunciamiento. 

Corrido  traslado,  Ansorena  pidió  se  rechazara  el  artículo 
con  espresa  condenación  en  costas,  mandando  cumplir  la 
sentencia  de  la  Suprema  Gorte. 

Que  el  juicio  ejecutivo  á  que  se  referia  Segovia,  de  nin- 
gún modo  podia  alterar  una  resolución  espedida  en  otro 
juicio  muy  distii^to,  cual  era  el  posesorio,  y  mucho  menos 
cuando  habia  una  sentencia  ejecutoriada. 

Que  tainpoco  ^ran  admisibles  ep  este  juicio,  por  el 
estado  en  que  se  encontraba,   las   excepciones  relativas   al 
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titulo  presentado  por  su  parte  y  á  la  legitimidad  de  su 
personería,  excepciones  que  debieron  oponerse  en  tiempo 
oportuno  y  no  después  de  sentenciada  la  causa. 


Fslte  del  JTueB  de  Seedeit. 


Mendoza,  Agosto  8  de  i  872. 

Vistos :  y  considerando  por  lo  que  respecto,  á  la  falta 
de  personería  del  apoderado  Don  Pedro  Ignacio  Anzorena, 
que  la  escepcion  ha  sido  deducida  fuera  del  término  que 
designa  la  ley  de  procedimientos  de  los  Tribunales  Na- 
cionales en  su  título  diez. 

No  se  hace  lugar ;  y  considerando  por  lo  que  hace  á  la 
solicitud  de  que  se  suspenda  el  cumplimiento  de  la  reso- 
lución superior  de  Octubre  1^  del  año  próximo  pasado, 
que  las  providencias  dictadas  en  un  juicio  no  tienen  in- 
fluencia sobre  otro  con  distintas  personas,  que  el  auto 
supremo  referído  fué  dictado  en  juicio  posesorio  tramitado 
con  la  parte  que  pide  se  suspenda  su  cumplimiento,  que 
además  el  juicio  posesorio  es  independiente  y  nada  pre« 
Juzga  sobre  el  derecho  de  propiedad,  por  estas  considera- 
ciones y  de  acuerdo  con  el  principio  jurídico,  Res  inier 
alias  acta  alteri  nec  nocet  nec  prodest.  Llévese  á  debido 
cumplimiento  el  decreto  de  dos  de  Noviembre  del  año 
próximo  pasado,  con  costas,  satisfáganse  estas  'y  repón- 
ganse los  sellos. 

« 

Juan  C.  Albarradn. 

Apelada  esta  sentencia  por  Segovia,  fué  confirmada  por 
este 
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V»ll«  de  la  Suprettuí  Cmwtm 


Buenos  Aires,  Octubre  24  de  i 872. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  ciento  cinco  vuelta  ;  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  — J.  Barros  Pazos. 

~J0S¿    B.     GOROSTIAGA.  —  J.    DO- 
MÍNGUEZ. 


CAUSÜ.  C7IL1X. 


El  Fímoo  Nacional^  contra  D.  Juan  P.  Bayleyt  sobre  comiio. 


,:  SumariúM  —  i<>Por  la  tarifa  de  avalúos  que  regia  en  1831, 
se  fijaba  para  el  afbro  de  la  hojalata  en  cajonea  surtido* 
"ilprecio  de  ocho  pesos  fuertesi   por  cada  quintal  bruk. 
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2""  No  pudiendo  admitirse  que  el  ¡nlroductor  ignorase 
esta  disposición,  debe  entenderse  que  el  peso  que  dá  en  su 
maniñesto   en  quintales   es  peso  bruto. 

3^  El  comerciante  que  ignora  ó  no  quiere  esponerse  á 
errar  en  la  manifestación,  debe  presentar  su  manifiesto 
con  la  cláusula  de  ignorar  el    peso. 


CaM.  — En  Agosto  SI  de  1871  el  Vista  de  la  aduana 
de  Buenos  Aires  D.  Luis  Amadeo  dio  parte  al  adminis* 
trador  de  rentas  que  en  el  manifiesto  no  20,376  de  la  casa 
Juan  Bayley  y  compañía  se  pidió  despacho  de  120  cajones 
de  hojalata  con  138  quintales,  los  que  pesados  dieron  un 
exceso  de  iA  1/2  quintales  que  habia  detenido  con  arreglo 
al  art.    134  de  la  ordenanza. 

Mandado  levantar  el  correspondiente  sumario,  Bayley 
declaró  que  habiéndose  procedido  á  la  verificación  del 
peso  de  80  cajones  de  los  que  habia  detenido  el  Vista 
Amadeo  14  1/4,  habia  resultado  una  diferencia  de  14  li- 
bras menos  del  peso  que  se  tomó  en  la  balanza  del  de- 
pósito, lo  que  probaba  que  dicho  peso  no  fué  bien  to- 
mado, pues  solo  en  80  cajones  daba  tan  notable  diferencia. 
Que  él  habia  manifestado  exactamente  el  peso  de  su  factura 
original,  es  decir,  138  incluso  en  ese  peso  el  délos  cajones 
de  lata  en  que  vienen  acondicionados  las  chapas,  resul- 
tando la  diferencia  que  espresa  el  Vista,  ser  el  peso  de  las 
tablas  del  cajón  exterior. 

El  Tribunal  de  Vistas  informó  que  desde  'que  el  Vista 
del  ramo  pesó  hasta  mas  de  la  mitad  de  los  bultos  y  con- 
tinuando el  peso  el  ayudante  del  depósito,  todo  en  pre* 
senciA  del  dependiente  da  la  casa  que  se  oonibraió  con 
•1  peso  que  resultó,  la  preteneion  de  Bayley  era  infundada 
porqM  mas  crédito  debía,  darte  á   laa  operaeiones   qae 
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practica  la    aduana  por  medio  de   sos  empleados,   mucho 
mas  cuando  estas  han  sido  con  interrencion  del  comerciante. 


RéBolucian  del  Administrador. 

Sdtíembre  22  de  1871. 

De  acuerdo  con  el  art.  993  de  las  ordenanzas  de  aduana 
declarase  caído  en  comiso  el  excesu,  hágase  saber  y  hecho 
pase  á  Contaduría  y  Tesorería  á  sus  efectos. 

Aguirre. 

No  habiéndose  conformado  Bayley  ocurrió  al  josgado  de 
sección  y  espuso ;  que  á  fln  de  poder  fundar  las  raaonee  que 
tenia  para  considerarse  perjudicado  por  la  reeoliioioni 
pedia  se  trajera  ad  affeetum  videndi  el  manifiesto  original 
presentado  por  él  y  que  el  Vista  Amadeo  informara  si 
al  despachar  los  bultos  á  que  se  refiere  el  manifiesto, 
tomó  el  peso  neto  de  la  hojalata  contenida  en  el  cajen 
ó  si  el  peso  obtenido  por  él  se  refiere  al  obtenido  inoluyen<- 
do  el  del  cajón  de  madera  eo  que  viene  contenida. 

Habiéndose  decretado  vista  al  Procurador  fiwal  Bayley 
presentó  una  nueva  solicitud  en  que  decia  que  la  hojalata 
venia  en  un  cajón  interior  de  lata  el  que  á  su  vnz  estaba 
cubierto  por  otro  de  roble  de  un  espesor  y  pete  conside* 
rabie.  Que  la  factura  que  recibió  de  la  casa  eonsi|fmtar¡a 
de  Londres  que  presentaba  original  designa  é  esos  cajones 
un  peso  neto  de  43,820  libras  equivalentes  á  138  quia* 
tales,  peso  que  habia  manifestado  en  el  peroMo  que  liabía 
pedido  se  agregase. 

Que  tal  vez  habia  cometido  un  error  en  no  espUear  claran 
mente  en  el  manifiesto  que  loa  138  quintales  se  referían  la 
contenido  de  los  cajones;  pero  que  ese  error  no  puede  oostarle 
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ua  peijuioio  tan  grave  como  el  que  le  infiere  la  resolueioa 
Nourrida  en  que  se  pretende  que  el  exceso  de  peso  corres* 
l^ondienle  al  embase  de  madera,  del  cual  no  se  acordó 
porque  no  es  mercadería  sujeta  á  derechos,  no  haya  de 
descontarse,  cuando  habiendo  él  dicho  120  cajones  con 
138  quintales,  sin  agregar  peso  bruto  ni  peso  neto,  es 
olaro  que  se  refirió  al  contenido  y  no  al  embase. 
Pidió  se  revocara  la  resolución  del  administrador  de  rentas. 
El  Procurador  fiscal  evacuando  la  vista  dijo  : 
El  exceso  encontrado  por  el  Vista  en  este  despacho  es 
evidente,  pues  la  partida  de  cajones  de  hojalata  ha  sido 
pesada  hasta  la  mitad  por  un  empleado  de  aduana  en  pre« 
sencia  del  interesado,  quien  se  conformó  con  el  resultado 
de  la  operación.  La  nueva  pesada  que  dice  el  interesado 
haber  hecho  dando  un  resultado  diferente,  no  tiene  valor 
alfuno,  debiendo  estarse  á  la  practicada  por  la  aduana 
en  presencia  del  interesado.  Ahora  si  el  exceso  procede 
del  embase  no  puede  haber  la  menor  duda  de  que  no  es 
asi,  pues  la  tarifa  asigna  una  tara  de  10  por  ciento  á  este 
artículo,  como  lo  sabe  el  interesado,  y  al  pesarlo  no  pue- 
de haberse  dejado  de  tomar  en  cuenta  esta  circunstancia. 
Por  lo  damas  del  parte  de  f.  1  resulta  bien  claro 
que  el  Vista  ha  entendido  que  al  manifestar  un  peso  de 
138  quintales,  se  manifestaba  peso  neto,  como  se  entiende 
siempre  en  la  aduana  cuando  no  se  dice  en  el  manifiesto 
ai  es  neto  ó  bruto  ;  el  Vista  dice :  c  se  pide  á  despacho  120 
cajones  con  138  quintales  »;  luego  pues  al  encontrar  el 
exceso  ha  sido  en  el  contenido  de  los  cajones,  no  en  los 
cajones  mismos* 

Por  estas  consideraciones,  se  ha  de  servir  V.  S.  no  hacer 
lugar  á  la  revocación   solicitada. 

Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1872. 
S.  A.  Z avalla. 
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nMm  del  Jíues  9ec«l«A»i. 


Baenos  Aires,  Agosto  12  de  1872. 

Por  los  fundamentos  aducidos  en  el  iufornie  de  f.  2  vuelta 
del  Tribunal  de  Vistas,  confírmase  con  costas  la  resolución 
apelada  de  f.  3  y  devuélvanse  al  administrador  de  aduana, 
previo  el  pago  correspondiente  de  las  costas  para  que  lleva 
adelante  su  resolución. 

Andrés  ügarriza. 
Habiendo  apelado  Bayley,  se  dictó  este 


WwMm  de  la  Supreaui  Covte. 

Baenos  Aires,  Octubre  29  de  1872. 

Vistos  y  considerando :  Primero^  que  por  la  tarifa  de 
avalúos  que  rejía  en  mil  ochocientos  setenta  y  uno,  página 
setenta,  se  fija  para  el  aforo  de  la  hojalata  en  cajones 
surtidos  el  precio  de  ocho  pesos  fuertes  por  cada  quintal 
bruto ;  Segundo^  que  no  pudiendo  admitirse  que  el  introduc- 
tor don  Juan  P.  Bayley  ignorase  esta  disposición,  debe 
entenderse,  que  la  cantidad  de  ciento  treinta  y  ocho  quin- 
tales que  dá  de  peso  á  los  ciento  veinte  cajones  de  hojalata 
en  el  manifiesto  de  despacho  de  foja  treinta  y  cuatro,  es 
peso  bruto ;  Tercero^  que  este  articulo  no  tiene  destara 
por  dicha  tarifa,  y  que  la  diferencia  entre  la  cantidad 
manifestada,  y  el  peso  tomado  por  el  Vista  del  ramo  con 
intervención  del  interesado,  excede  del  ocho  por  ciento  de 
tolerancia  que  concede  el  artículo  ciento  treinta  y  cuatro 
T.  ni  25 
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de  las  Ordenanzas  de  aduana,  para  las  meroaderias  que  se 
avalúan  al  peso ;  y  Cuarto^  que  si  Bayley  ignoraba  ó  no 
quería  esponerse  á  error  en  la  manifestación  del  peso  bruto 
de  los  cajones  de  hojalata  que  quiere  despachar,  por 
cuanto  la  factura  solo  le  daba  el  peso  neto,  pudo  presen- 
tar su  manifiesto  de  despacho  con  la  cláusula  de  ignorar 
el  peso,  usando  de  la  facultad  que  acuerda  al  efecto  el 
artículo  ciento  y  trece  de  las  mismas  Ordenanzas  ;  por  estos 
fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de 
foja  trece  vuelta ;  y  satisfechas  las  de  esta  instancia  y  re- 
puestos los  sellos  I  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos.  — José  B. 
gorostiaga. 


•I  .  .  •  » 
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Ci^USü.    C7ILX. 


El  Banco  c  Franco-Platense  >  cm  los  Sres.  Matti  y  Piera^ 

sobre  competencia. 


Sumario. —'\^  El  inciso  primero  del  articulo  12  de  la 
ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  negando  el  derecho  de 
llevar  ante  los  Tribunales  de  la  Nación  los  juicios  univer« 
sales,  y  por  consiguiente  los  de  concurso,  no  atribuye  por 
eso  el  Juez  del  Concurso  indistintamente  todos  los  asuntos 
del  fallido,  sujetos  á  la  jurisdicción  nacional. 

2o  Las  palabras  del  art.  1536  del  Código  de  Comercio 
DO  se  refieren  á  los  asuntos  judiciales,  sino  á  los  créditos 
del  fallido,  ni  deben  nunca  interpretarse  en  menoscabo  de 
una  jurisdicción  de  orden  distinto  y  escluyente  de  toda 
otra  por  la  Constitución  y  la  ley. 

3o  Ún  asunto  llevado  á  los  Tribunales  nacionales  por  el 
mismo  fallido,  como  actor,  antes  de  ser  concursado,  y  su- 
jeto á  su  jurisdicción  ratione  matericB,  debe  seguirse  ante 
aquellos,  pudiendo  el  representante  del  concurso  tomar 
parte  al  juicio,  y  llevar  oportunamente  á  la  masa  general 
el  crédito  ó  los  fondos  que  según  (el  resultado  final  pu- 
diesen correspondería. 
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Caio.  —  El  Banco  c  Franco-PIatense  »  encomendó  á  la 
Compañía  de  navegación  á  vapor  de  los  Sres.  Matti  y  Piera 
un  bulto  que  dijo  contener  7  mil  patacones. 

Gaido  el  bulto  al  agua  en  momentos  de  ser  embarcado 
en  el  puerto  de  Buenos  Aires,  el  Banco  demandó  á  los  Sres. 
Matti  y  Fiera  ante  el  Juez  de  Sección. 

Estando  la  causa  en  estado  de  prueba,  el  Banco  fué  de- 
clarado en  quiebra,  y  el  sindico  provisorio  del  concurso 
pidió  ser  tenido  por  parte. 


WmSam  del  JTues  fllecei«A»i. 


Buenos  Aires,  Setiembre  6  de  1872. 

Resultando  del  precedente  escrito  que  el  Banco  se  halla  con- 
cursado, lo  que  con  arreglo  al  artículo  mil  quinientos  treinta 
y  seis  del  Código  de  Comercio  atrae  al  juicio  de  concurso 
todos  los  créditos  civiles,  tanto  activos  como  pasivos  del 
fallido,  y  por  consecuencia  el  crédito  que  es  objeto  de  este 
juicio.  Y  considerando  además,  que  según  el  inciso  pri- 
mero del  articulo  doce  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  Tribunales  Nacionales  en  casos  como  el 
presente  el  Juez  competente  es  el  Tribunal  de  Provincia^ 
ante  quien  pende  el  concurso;  remitanse  estos  autos  al 
Juez  del  concurso  con  conocimiento  de  las  partes,  previo 
pago  de  costas,  y  librándose  al  efecto  el  oficio  corres- 
pon4iente.  Repóngase  el  sello. 

Zavaleta. 

Matti  y  Piera  apelaron  para  ante  la  Suprema  Corte  di- 
ciendo ;  que  el  Juzgado  Nacional  era  competente  en  el  caso 
no  en  razón  de  las  personas,  sino  en  razón  de  la  materia ; 
que  el  art.  100  de  la  Constitución  prescribe  que  las  causas 
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de  almiraDlazgo  corresponden  á  la  justicia  nacional ;  que 
por  consiguiente  estas  son  escluidas  de  la  disposición  con- 
tenida en  el  art.  12,  inciso  primero  de  la  ley  sobre  juris- 
dicción y  competencia  de  los  Tribunales  nacionales ;  que 
asi  se  resolvió  por  la  Suprema  Corte  en  varios  casos  y 
especialmente  en  la  Causa  XXI,  pág«  121  del  1^'  tomo  de 
sus  fallos. 


WmUm  de  la  Suprem»  Certe. 

Buenos  Aires^  Octubre  29  de  1872. 

Vistos :  Considerando  que  la  presente  cuestión  es  de  la 
competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  ratione  materúB^ 
y  como  tal  se  halla  radicada  ante  ellos  con  el  asenti- 
miento de  las  partes :  que  la  declaración  de  quiebra  pro- 
nunciada contra  el  Banco  demandante  no  es  razón  suñ- 
ciente  para  que  ellos  se  desprendan  de  la  jurisdicción  que 
estaban  ejerciendo,  ni  en  virtud  de  la  limitación  contenida 
en  el  primer  inciso  del  articulo  doce  de  la  ley  de  catorce 
de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  ni  en  vir- 
tud de  lo  que  dispone  el  articulo  mil  quinientos  treinta  y 
seis  del  Código  de  Comercio — Considerando  respecto  de 
la  primera  de  estas  dos  disposiciones  en  que  se  funda  la 
resolución  apelada,  que  el  artículo  doce,  al  declarar  pri- 
vativa la  jurisdicción  nacional  para  las  causas  especiñcadas 
en  los  artículos  primero,  segundo  y  tercero  de  la  misma 
ley,  solo  esceptúa  en  el  inciso  invocado  los  juicios  univér^ 
sales  de  concurso  y  partición  de  tierencia;  y  el  de  que  se 
trata  en  estos  autos  no  es  un  juicio  universal  de  concurso, 
ni  su  prosecución  puede  obstar  en  nada  á  la  formación  y 
la  prosecución    de   aquel   ante  el  Juzgado   de  Comercio: 
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qae  si  bien  ha  querido  la  ley,  por  motivos  especiales,  do* 
gar  á  los  interesados  el  derecho  de  llevar  esos  juicios  uni- 
versales antes  de  los  Tribunales  de  la  Nación,  como  pue- 
den hacerlo  en  los  demás  casos,  por  razón  de  su  nacionali- 
dad ó  vecindad,  no  se  sigue  de  ahi  que  haja  querido  atri- 
buir al  Juez  del  Concurso  indistintamente  todos  los 
asuntos  del  fallido  de  la  jurisdicción  nacional :  que  una 
prueba  de  no  ser  esto  conforme  con  la  verdadera  inteligen- 
cia de  la  ley,  se  desprende  del  articulo  cuarto  de  la  de  pro- 
cedimientos, el  cual  supone  que  los  albaceas  ú  otras  per- 
sonas que  estén  en  igual  caso  —  como  los  Síndicos  —  pue* 
den  hallarse  en  la  necesidad  de  comparecer  ante  los  Tri- 
bunales Nacionales,  y  prescribe  los  requisitos  necesarios 
para  que  se  dé  curso  á  sus  pretensiones  :  Considerando  en 
cuanto  al  artículo  mil  quinientos  treinta  y  seis  del  Código 
de  Comercio,  que  su  disposición  no  tiene  la  generalidad 
que  el  Juez  de  Sección  deduce  de  sus  palabras  finales, 
pues  estas  no  se  refieren  á  los  asuntos  judiciales,  sino  á 
los  créditos  del  fallido ;  siendo  su  objeto  que  todos  estos 
entren  á  figurar  en  el  activo  y  pasivo  del  Concurso,  y  pue- 
dan tenerse  presentes  para  la  distribución  del  caudal ;  que 
cualquiera  que  fuese  su  generalidad,  nunca  podría  inter- 
pretarse en  menoscabo  de  una  jurisdicción  de  orden  distinto 
y  escluyente  de  toda  otra  por  la  Constitución  y  la  ley ;  mu- 
cho menos  cuando  es  el  fallido  quien  ha  ocurrido  ante  ella, 
asumiendo  el  carácter  de  actor :  que  lo  que  en  tal  caso 
corresponde  es  que  el  concurso,  por  medio  de  sus  repre- 
Bentantes  legales,  venga  á  tomar  parte  en  el  juicio,  como 
la  habia  intentado  ya  el  Sindico  debidamente  autorizado  por 
su  escrito  de  foja para  llevar  oportunamente  á  la  ma- 
sa general  el  crédito  ó  los  fondos  que  según  el  resultado 
final  pudiesen  corresponderle ;  por  estos  fundamentos,  se 
revoca  el  auto  apelado  foja....,  declarándose  que  el  Juez 
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de  Sección  debe  continuar  hasta  su  terminación  en  el  co- 
nocimiento de  esta  causa,  y  satisfechas  las  costas,  devaél- 
vanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  José  B.  Gorostiaga.— J. 

Domínguez. 


CAUSA.    CJL%JL. 


Criminal  contra  José  Peirano  (conocido  por  GastagninoJ^  por 

heridas  y  homicidio. 


Sumario.  —  1^  El  homicidio  cometido  á  consecuencia  de 
una  disputa,  en  el  que  se  han  cambiado  insultos  graves,  no 
apareciendo  en  el  proceso  nada  que  indique  premeditación 
por  parte  de  su  autor,  debe  calificarse  como  homi- 
cidio simple. 

2o  La  práctica  mas  benigna  de  nuestros  tribuúales  re- 
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serva  la  pena  de  muerte  á  los  easos  de  alevosía  ó  de  homi- 
cidio con  caracteres  de  grande  perversidad,  aplicando  en 
los  demás  la  de  diez  años  que  es  la  siguiente  en  grado 
por  la  lejislacion   común. 


Caso. — José  Peirauo  (conocido  por  Gastagnino)  salió 
del  puerto  de  San  Pedro  como  patrón  de  la  goleta  c Rosita» 
con  rumbo  á  las  islas  del  Guazú.  Habiendo  foadeado  en  el 
cBrazo  Largo,»  tuvo  allí  una  disputa  con  los  marineros 
Agustin  Lisboa  y  Bernardino  Borda ;  y  sacando  una  ar- 
ma de  fuego  la  disparó  sobre  ellos,  matando  á  Lisboa  é 
hiriendo  á  Borda. 

Gapturado  Peirano  é  instruido  el  proceso  por  el  Juez  de 
Sección,  el  Ministerio  fiscal  pidió  contra  él  la  pena  de 
muerte.  El  Defensor  pidió  su  absolución,  alegando  haber 
él  hecho  uso  del  lejítimo  derecho  de  defensa  contra  la  agre- 
sión de  los  dos  marineros. 


Fallo  del  Suem  de  Seceion. 


Buenos  Aires,  Agosto  27  de  1872. 

» 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  José  Peirano  (á)  Gas- 
tagnino  por  muerte  dada  al  marinero  Agustin  Lisboa  y  he- 
ridas inferidas  á  Bernardino  Borda  á  bordo  de  la  Goleta 
cRosita»  resultando  de  ellos:  —  1^  que  el  procesado  salió  del 
puerto  de  San  Pedro  de  patrón  de  la  Rosita,  con  rumbo 
á  las  islas  del  Guazú  á  cargar  leña,  llevando  á  bordo,  como 
marineros,  á  Aguslin  Lisboa,  Bernardino  Borda  y  León 
Divois,  (declaraciones  de  Bernardino  Borda,  f.  2  vta.  ;  José 
Peirano,  f.  8  vta.  y  León  Divois,  fs.  4  y  15  vta.)  —  2*»  Que 
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eo  el  arroyo  domitiado  c  Brazo  Larg;o>  fondearon  por  serleg 
contrario  el  viento,  y  alli  tuvo  lugar  una  disputa  entre  Pei- 
rano  y  Lisboa  á  propósito  de  un  pañuelo  que  tenia  este  úl- 
timo, y  que  decía  aquel  haberle  sido  robado,  por  cuyo  mo- 
tivo bajó  Peirano  á  la  bodega,  y  sacando  de  allí  una  arma 
de  fuego  disparó  sobre  Lisboa  y  Borda,  cayendo  aquel 
muerto,  y  este  se  echó  al  agua  herido  de  un  costado  (de- 
claraciones ya  citadas  é  informe  médico  def.  1); — S^  que 
después  de  este  suceso  Peirano  arrojó  al  agua  el  cadáver 
de  Lisboa  según  lo  testiñcan  Peirano  y  Divois  y  volviendo 
con  la  goleta  al  puerto  de  su  procedencia,  sin  haber  po- 
dido recojer  á  bordo  á  Borda,  se  presentaron  aquellos  ante 
el  Juzgado  de  Paz,  haciendo  una  falsa  relación  dé  lo  ocur- 
rido, según  resulta  de  la  relación  que  hace  el  Juez  de  Paz 
en  su  auto  de  f.  2, 

Y  considerando:  lo  que  de  los  antecedentes  arriba  consig* 
nados  resulta  plenamente  comprobado  por  la  propia  confe- 
sión del  procesado,  que  á  consecuencia  de  una  disputa 
dio  muerte  al  marinero  Agustin  Lisboa  é  hirió  á  Bernar- 
dino  Borda  haciendo  fuego  sobre  ellos,  con  una  escopeta 
de  dos  tiros  cargada  á  munición;  2"^  que  la  escepcion 
opuesta  por  su  parte  de  haberlo  hecho  en  la  necesidad  de 
su  propia  defensa,  no  resulta  ni  de  la  misma  esposicion 
del  suceso  que  hace  á  f.  8  vta. ,  por  cuanto  si  pudo 
bajar  á  la  bodega  sin  recibir  ningún  lesión,  y  salir  armado 
de  una  escopeta,  le  hubiera  sido  bastante  amenazarlos  con 
ella  para  imponer  á  los  agresores  ;  3^  que  ella  está  ade- 
más contradicha  por  la  declaración  de  Divois,  quien  ase- 
gura no  tenia  Borda  su  cuchillo  en  mano  cuando  hizo  fuego 
sobre  él  y  que  es  además  falso  el  incidente  referido  por 
Peirano  para  fundar  sus  sospechas  de  ser  asesinado;  4o 
que  habiendo  tenido  lugar  el  suceso  á  consecuencia  de 
una  disputa  en  la  que  se  cambiar^    insultos  graves,  que 
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deben  equitativamente  suponerse,  que  fueron  los  que  pu- 
sieron  á  Peirano  en  estado  de  no  poder  apreciar  debida- 
mente sus  actos,  y  no  apareciendo  por  otra  parte  de  los 
antecedentes  del  proceso  nada  que  indique  premeditación 
de  su  parte,  ni  otra  circunstancia  agravante,  debe  caliñ- 
carse  este  hecho  de  homicidio  simple,  y  5o  que  no  obs- 
tante que  las  LL.  3  y  4,  tit.  23,  lib.  8.  Reo.  Castellana  dis- 
ponen la  aplicación  de  la  última  pena  aún  para  los  casos  de 
homicidio  simple,  la  práctica  mas  benigna  de  nuestros 
tribunales  ha  reservado  aquella  pena  á  los  casos  de  ele- 
vosia  ú  otros  que  califique  el*  homicidio  con  los  caracte- 
res de  la  mas  grande  perversidad,  aplicando  en  los  demás 
la  de  diez  años  de  trabajos  forzados,  t[ue  se  considera 
por*  la  legislación  común  la  siguiente  en  grado  ;  por 
estos  fundamentos,  fallo  declarando  al  procesado  José  Pei- 
rano (á)  Gastagnino,  confeso  y  convicto  del  delito  de  homi- 
cidio simple  cometido  en  la  persona  de  Agustin  Lisboa  y 
del  de  heridas  inferidas  á  Bernardino  Borda,  á  bordo  de  la 
Goleta  cRosita,»  y  en  su  consecuencia,  de  acuerdo  á  lo 
prevenido  en  el  artículo  93  de  la  Ley  Penal,  lo  condeno  á 
la  pena  de  diez  años  de  trabajos  forzados,  para  completar 
los  cuales,  deberá  tenerse  en  cuenta  la  mitad  del  tiempo 
que  lleva  de  prisión  y  á  pagar  las  costas  del  juicio. — Há- 
gase saber,  repónganse  los  sellos  y  comuniqúese  al  Poder 
Ejecutivo  Nacional  para  su  cumplimiento. 

Andrü  ügarriza. 

Interpuesto  y  concedido  libremente  el  recurso  de  apela- 
ción, el  defensor  de  Peirano  insistió  en  sostener  la  agre- 
sión de  los  marineros  y  su  lejitima  defensa  pidiendo  en 
su  expresión  de  agravios  la  revocación  de  la  sentencia. 

Gonferida  vista,   el  Sr  Procurador  general  pidió  la  con- 
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firmacion  de  la  sentencia.  Dijo  que  el  crimea  de  Peirano 
estaba  plenamente  probado;  que  merecía  todo  el  rigor 
de  la  ley  si  los  tribunales  no  escusaran  todo  lo  posible, 
la  pena  de  muerte;  que  la  escepcion  de  la  defensa  era 
falsa  y  no  era  sino  una  segunda  mentira  sostituida  por 
Peirano  á  la  primera  que  empleó  en  su  relación  al  juz- 
gado de  paz  de  San   Pedro. 


Vallo  de  la  Suprema  €?oMe 

Buenos  Ajres,  Octubre  31  de  1872. 

Vistos:  por  sus  fandamenlosi  y  de  acuerdo  con  lo  es- 
puesto y  pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  se 
confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  fojas  cincuenta  y 
siete, ^  y  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  — 
Francisco  Delgado.  —  Josa 
Barros  Pazos. —  J.  B.  Go- 
ROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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CA^USÜ.   CULULII. 


Don  Silverio  Bqarano^  pidiendo  se  declare  inemetituáonal 
una  ley  de  la  Provincia  de  Entre-Rias. 


Sumario.  —  Los  Tribunales  Nacionales  no  tienen  jurisdio^ 
cion  para  decidir  cuestiones  abstractas  de  derecho ;  ni  para 
juzgar  sobre  la  inconstitucionalidad  de  una  ley,  sino  cuando 
se  trata  de  su  aplicación  á  un  caso  contencioso. 


Ca$o. — D.  Silverio  Bejarano,  argentind,  vecino  de  Entre- 
Rios,  se  presentó  ante  la  Suprema  Corte,  esponiendo :  que 
la  Cámara  Legislativa  de  la  Provincia,  arrogándose  facul- 
tades que  la  Constitución  solo  acuerda  en  casos  muy  es- 
peciales á  los  Poderes  de  la  Nación,  habia  dictado  una 
ley,  creando  un  cuerpo  de  infantería,  y  disponiendo  que  al 
efecto  fuera  sorteada  la  Guardia  Nacional  de  los  Departa- 
mentos, en  cuyo  sorteo  se  pretendía  que  habia  sido  desig- 
nado  el  esponente  para  el  servicio. 

Pidió  que  la  Suprema  Corte,  declarase  inconstitucional, 
y  por  tanto  nula  y  de  ningún  valor  la  ley  mencionada. 
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Falle  «•  ln  Uuprmaam  Corte. 

Buenos  Aires»  Octubre  81  de  1872. 

No  determinándose  en  este  escrito  la  persona  del  deman- 
dado, y  no  teniendo  los  Tribunales  Nacionales  jurisdicción 
para  decidir  cuestiones  abstractas  de  derecho,  ni  para  juz- 
gar sobre  la  inconstitucionalidad  de  una  ley,  sino  cuando 
se  trata  de  su  aplicación  á  los  casos  cooteneiosoa  que 
ocurran»  se  resuelvo  que  la  Suprema  Corte  es  incompe- 
tente para  hacer  la  doclafacion  general  que  solicita  Don 
Silverio  Bejarano ;  satisfechas  en  consecuencias  las  costas, 
y  repuestos  los  sellos,  archívese. 

Salvador  Maru  DEL  Carril. —Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  José  B.  GoROSTiAGA.— José 
Domínguez. 
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CAUSü.    CXULIII. 


Doní  Joié  Montero  pidiendo  $e  deje  m  efecto  una  arden  de 
pritUm  dictada  contra  ü^  por  el  Juez  del  Crimen  de 

la  Sección  de  Buenos  Aires. 


Sumario.  —  El  recurso  de  queja  por  denegada  justicial 
solo  tiene  lugar  ante  la  Suprema  Corte  cuando  se  hubiese 
denegado  una  apelación  que  por  la  ley  debia  concederse. 


Caso.  —  Don  José  Montero  se  presentó  ante  la  Suprema 
Corte  esponiendo  que  el  Juez  de  Sección  de  Buenos  AireSy 
habia  ordenado  á  la  Policía  la  captura  de  varias  personas, 
entre  las  cuales  estaba  comprendido  él. 

Que  esta  orden  no  tenia  mas  fundamento  que  algunas 
cartas  que  se  habian  encontrado  en  el  cadáver  de  su 
hermano  el  Dr,  Montero,  de  las  cuales  se  pretendia 
deducir  la  complicidad  del  esponente  para  apoyar  á  Don 
Ricardo  López  Jordán  en  una  proyectada  invasión  á  Entre- 
Ríos,  dando  á  sus  pretendidos  propósitos  el  carácter  de 
una  rebellón.  Que  á  los  ojos  de  la  ley  no  es  la  mera  in- 
tención la  que  constituye  esa  clase  de  delito  sino  el  hecho 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  375 

de  alzarse  publicamente  y  en  abierta  hostilidad  contra  los 
Poderes  conslituidos  de  la  Nación. 

Pidió  á  la  Suprema  Corte  que  suspendiera  por  lo  pronto 
la  orden  de  prisión  contra  él  dada  por  el  Juez,  y  que, 
previos  los  informes  indispensables,  la  revocara  dejando  á 
salvo  sus  derechos  contra  el  Juez  que  la  había  suscrito. 


Valle  de  Mm  Sapreni»  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  2  de  1872. 

No  espresándose  en  este  escrito  que  el  Juez  Seccional 
haya  denegado  una  apelación  que  por  la  ley  debiera  con- 
ceder, que  es  el  único  caso  en  que  puede  ocurrirse  directa- 
mente por  recurso  de  queja  ante  la  Suprema  Corte,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  veinte  y 
nueve  de  la  ley  de  procedimientos,  no  ha  lugar  sin  mas 
trámite  á  la  presente  solicitud. 

Francisco  Delgado.  — José  Barros 
Pazos. —-José  B.  Gorostiaga.^ 
José  Domínguez. 


^ 
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CAUSA.    CIL1LIV. 


Dm  Jacinto  Febrés  ie  jRoi^tra  eonlra  la  Munieipalidai  de 
la  ciudad  de  Buenos  Airei^  sobre  despojo. 


Sumario. — 1^  El  hecho  de  haber  un  estrangero  servido 
á  la  Nación  como  Coronel  de  Ingenieros,  no  le  dá  el  carie* 
ter  de  ciudadano  argentino. 

2o  La  ciudadanía  argentina  no  se  impone  á  ningún  es- 
trangero por  hecho  alguno. 

3"*  Ella  se  solicita  y  se  obtiene  como  una  gracia ,  por  los 
trámites  establecidos  en  la  ley. 

4""  Las  Municipalidades  son  competentes  para  arreglar 
la  forma,  duración  y  condiciones  de  los  arrendamientos  de 
bienes  municipales. 

5o  Pero  las  contestaciones  relativas  á  la  interpretación, 
ejecución  ó  rescisión  de  dichos  arrendamientos,  entran  en 
el  derecho  común,  y  están  sometidas  á  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  ordinarios. 

6o  La  ley  reglamentaria  de  la  Municipalidad  de  la  ciu- 
dad de  Buenos  Aires  no  puede  invocarse  tratándose  de 
hechos  propios  que  la  constituyen  parte  en  el  juicio. 
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Caso. — Don  Jacinto  Febrés  de  Rovira,  estrangero,  se 
presentó  ante  el  Juez  Federal  de  Buenos  Aires  esponiendo: 
que  habia  sido  violentamente  despojado  por  la  Municipa- 
lidad de  su  establecimiento  de  c Escuela  de  Artes  y  Oficios» 
planteada  en  Palermo»  hacia  8  años  en  virtud  de  contrato 
celebrado  con  la  Municipalidad  del  Partido  de  Belgrano, 
bajo  cuya  jurisdicción   estaba  la  localidad  en  aquel  tiempo. 

Pidió,  interponiendo  interdicto  de  despojo  contra  la  mu- 
nicipalidad, fuese  esta  condenada  á  la  restitución  de  la 
posesión  que  tenia. 

Convocados  á  juicio  verbal  después  de  varias  tramita- 
ciones, el  abogado  de  la  Municipalidad  declinó  de  jurisdic- 
ción fundado  en  las  siguientes  razones  : 

1^  Porque  Febrés  de  Revira  era  Coronel  de  Ingenieros 
de  la  Nación  y  por  lo  tanto,   ciudadano  argentino. 

2^  Porque,  con  arreglo  al  art.  lo,  tít.  6o,  Sec,  3»,  lib. 
2o,  Código  Civil,  la  causa  debia  ser  resuelta  por  la  Muni- 
cipalidad en  su  carácter  administrativo,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto   en  la  ley  orgánica  de  3  de  Noviembre  de  1865. 

3*^  Porque  el  asunto  habia  sido  resuelto  ya  por  la  Muni- 
cipalidad, teniendo  á  la  vista  todos  los  antecedentes  que 
le  habian   sido  remitidos  por  el  Gobierno  de  la  Provincia. 

El  Dr.  Palacios,  abogado  de  Febrés  de  Revira,  contestó : 

I""  Que  el  hecho  de  haber  prestado  servicios  á  la  Nación 
en  años  anteriores  no  daba  á  Febrés  de  Revira  el  carácter 
de  ciudadano  argentino,  pues,  la  ciudadanía  en  la  Repú- 
blica no  se  imponia  á  los  estrangeros,  sino  que  se  les 
concedia  como  una  gracia,  previo  juramento  ante  el  Juez 
competente,  según  lo  establecido  en  la  ley  de  lo  de  Octu- 
bre de  1869. 

2o  Que  el  art.  citado  del  Código  Civil  no  habla  de 
competencias  de  tribunales,  y  que  la  del  Juzgado  de  Sec- 
ción estaba  declarada  en  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863. 

T.   III  26 
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3"^  Que  la  Municipalidad  no  habia  resuelto  ni  podía  re- 
solver el  punto  sub'judice,  porque  no  habia  ninguna  ley  que 
la  hiciera  juez  de  sus  propios  actos  ó  contratos. 

Fallo  úéi  Jues  de   Secrlon. 

Buenos  Aires,  Julio  ii  de  1872. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  D.  Jacinto  Febrés  de 
Robira,  contra  la  Municipalidad  de  esta  ciudad,  y  consi- 
derando  en  lo  relativo  ol  incidente  de  declinatoria  de  juris- 
dicción :  i  o  Que  el  hecho  de  haber  servido  el  dennandante 
como  Coronel  de  ingenieros,  no  le  dá  el  carácter  de  ciu-* 
dadano  argentino,  pues  la  ciudadanía  argentina  no  se  im- 
pone á  ningún  estrangero  por  hecho  alguno,  sino  es  soli- 
citada y  obtenida  como  una  gracia  por  los  trámites  exijidos 
por  la  ley,  art.  20,  Constitución  Nacional,  y  5o,  ley  de  ciu- 
dadanía de  Octubre  1^  de  1869;  2"  Que  por  el  art.  10, 
tít.  6o;Sec.  3*,  Código  Civil,  invocado  por  el  representante  de 
la  Municipalidad,  solo  se  determina  la  fuerza  y  aplicación  que 
deben  tener  las  disposiciones  administrativas  en  la  decisión 
y  juicios  sobre  cuestiones  de  arrendamientos  de  bienes  públi- 
cos, sin  legislar  caso  alguno  sobre  la  jurisdicción  correspon- 
diente en  tales  casos ;  3^  Que  la  ley  reglamentaria  de  la  Mu- 
nicipalidad de  la  ciudad  (de  Noviembre  2  de  1865),  no  puede 
invocarse  en  el  presente  caso  en  el  que  no  se  trata  de  una 
disposición  administrativa,  tomada  por  la  Municipalidad 
dentro  de  la  órbita  de  sus  funciones  y  que  haya  causado 
perjuicio  á  un  tercero,  sino  de  un  hecho  propio  que  la 
constituye  parte  en  el  juicio ;  y  A""  Que  el  conocimiento 
que  hubieren  tomado  la  Municipalidad  ó  el  Gobierno  en  las 
cuestiones  pendientes  con  el  demandante  relativas  al  arren- 
damiento de  Palermo  en  nada  altera  la  jurisdicción  del 
Juzgado ;  1%  porque  en  ninguna  ley  se  atribuye  á  la  Mq« 
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nicipalidad  la  facultad  de  juzgar  ella  misma  sus  contra- 
tos, y  2o,  porque  la  cuestión  sometida  á  este  Juzgado  es 
diferente  por  su  naturaleza  y  objeto  de  la  que  se  pretende 
haber  sido  decidida  ;  por  estos  fundamentos,  fallo,  no  ha- 
ciendo lugar  á  la  declinatoria  deducida,  y  en  su  virtud 
contéstese  llanamente  á  la  demanda  para  cuyo  objeto  com- 
parezcan las  partes  á  juicio  verbal  el  Martes  dos  del  en- 
trante á  la  una,  y  hágase  saber. 

Andrés  Ugarriza. 

Habiendo  apelado  el  Procurador  de  la  Municipalidad,  se 
dictó  el  siguiente 

Falle  de  Ui  Saprem»  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  1872. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  y  considerando:  que  aun 
cuando  la  Municipalidad  sea  competente  para  reglar  la 
forma,  duración  y  condiciones  de  los  arrendamientos  de 
bienes  municipales,  y  que  estos  actos  sean  meramente 
administrativos ;  sin  embargo,  «las  contestaciones  relativas 
á  la  interpretación,  ejecución  ó  rescisión  de  dichos  arren- 
demientes  entran  en  el  derecho  común  y  están  sometidas 
á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  ordinarios,  porque  cual- 
quiera que  sea  su  forma,  estos  contratos  no  tienen  otro 
carácter,  ni  invisten  otro  interés,  que  el  de  las  convenció-^ 
oes  entre  particulares;  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  noventa  y  dos,  satisfechas  las  cuales,  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse  con  el  espediente  agregado. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  J.  Barros  Pazos. 
-  José  B.  Gorostuga. 
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(i) 


Don  Eduardo  Barañao  contra  el  Coronel  Don  Luciano 
González f  sobre  exoneración  del  servicio  militar. 

Incidente  sobre  rebeldía. 


Sumario. — I""  No  puede  considerarse  caido  en  rebeldía 
un  demandado  notificado  por  carta  requisitoria,  cuando 
esta  no  contiene  emplazamiento. 

2o  Encontrándose  el  demandado  en  ajena  jurisdicción, 
el  emplazamiento  debe  ser  el  de'  la  ley,  mas  un  dia  jlpor 
cada  siete  leguas. 

3"^  No  se  deniega  audiencia  sino  al  contumaz  declarado. 

4""  Las  notificaciones  hechas  en  contravención  de  la  ley, 
hacen  nulo   todo  lo  obrado  después. 


Caso. —  En  4  de  Mayo  del  año  1862.  la  Legislatura 
de  la  Provincia  de  Entre-Rios  dictó  una  ley  creando  un 
batallón  de  Guardia  Provincial  destinado  al  servicio  de  la 
administración   pública,  debiendo  precederse  á  su   forma- 


( 1 )  Una  sentencia  igual  recayó  en  un  caso  semejante  de  D.  Luis 
Aranda  contra  el  mismo  Coronel  González. 
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cion  por  contingentes  sacados  á  la  suerte  de  los  distintos 
departamentos,   según  su  población. 

Hecho  el  sorteo,  de  acuerdo  á  lo  dispuesto  en  un  de* 
crelo  del  P.  E.,  fecha  Julio  2,  resultó  en  el  Departamento 
de  Gualeguaychú,  entre  otros  vecinos,  D.  Eduardo  Barañao, 
designado  para  la  formación  del  batallón  mencionado. 

Con  estos  antecedentes  Barañao  se  presentó  ante  el  Juez 
Federal  de  Sección  en  Buenos  Aires,  por  no  haber  Juez 
en  la  de  Entre-Rios  y  estar  ausente  el  de  Santa*Fé,  di- 
ciendo que  la  ley  mencionada  era  inconstitucional  y  nula, 
y  pidiendo  se  declarase  que  no  estaba  obligado  á  cumplirla, 
para  lo  cual  entablaba  demanda  contra  el  Coronel  D.  Luciano 
González,  Jefe  Político  de  Gualeguaychú,  encargado  por  el  P. 
E.  para  remitir  á  los  sorteados  á  la  Concepción  del  Uruguay. 

Corrido  traslado  al  coronel  González,  se  libró  con  fecha 
Agosto  23  oñcfio  al  Juez  de  Paz  de  Gualeguaychú  para  que 
notificase  la  demanda  al  Coronel  González,  pero  sin  que  la 
requisitoria  contuviese  emplazamiento. 

En  doce  de  Setiembre  Barañao  acusó  rebeldía  al  deman- 
dado, y  pidió  se  prosiguiese  el  juicio  en  la  forma  que  por 
ley  corresponde. 

El  Juzgado  proveyó  que  se  intimase  al  Jefe  Político  de 
Gualeguaychú  que  evacuara  dentro  de  tercero  dia  el  tras- 
lado pendiente,  bajo  apercibimiento  de  precederse  en  su 
rebeldía,  librándose  en  estos  términos  el  oñcio  correspon- 
diente que  fué  notificado  á  González  el  46  del  mismo  mes. 

El  dia  20  Barañao  se  presentó  nuevamente  y  pidió  que  en 
rebeldia  de  González,  se  resolviera  conforme  á  la  demanda, 
y  el  Juzgado,  previo  certiñcado  del  actuario  de  haber  ven- 
cido el  19  el  término  dentro  del  cual  debió  evacuarse  el 
traslado,  llamó  autos  en  rebeldía  el  23  del  mismo. 

Con  fecha  21  del  mismo,  el  Dr.  D.  Teófilo  García  con 
poder  del  Coronel  González  se  presentó  ante  el  Juzgado 
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pidiendo  se  le  tuviese  por  parte,  notificándosele  la  de- 
manda para  oponer  declinatoria  de  jurisdicción  y  demás 
escepciones  que  competian  ásu  representado,  y  con  la  mis- 
ma fecha  presentó  escrito  aduciendo  escepciones. 

Fallo  del  Suem  de  Seccioné 

Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  1872. 

De  acuerdo  al  articulo  ciento  noventa  y  uno  de  la  ley  de 
procedimientos  nacionales,  no  ha  lugar. 

Ugarriza. 

Notificado  el  Dr.  Garcia  interpuso  los  recursos  de  ape- 
lación y  nulidad,  fundándose: 

1^  En  que  su  poderdante  no  había  sido  debidamente 
emplazado,  siendo  nulas  las  cédulas  de  emplazamiento; 
la  primera  por  no  señalar  términos,  y  la  segunda  por  no 
designar  el  que  correspondia  por  derecho. 

2o  En  que  aun  cuando  se  considere  bien  emplazado  por 
la  segunda  requisitoria,  no  se  habia  vencido  aun  el  plazo 
que  la  ley  le  acuerda  para  proponer  escepciones  dilatorias 
6  contestar  la  demanda. 

3^  En  que,  por  lo  tanto,  aun  no  habla  caido  en  rebeldía 
y   mucho  menos,   en  el  dia  en  que  se  presentó  al  juicio. 

4o  En  que  el  dia  23,  después  de  presentado  el  poder, 
no  podia  ser  declarado  rebelde  y  contumaz  su  representado. 

5o  En  que  no  estaba  declarado  tal,  cuando  ocurrió  á 
representar  sus  derechos  en  el  juicio,  y  por  lo  tanto  no 
podia  aplicársele  el  art.  191  de  la  ley  de  procedimientos, 
y  negarle  toda  audiencia. 

6o  En  que  su  poderdante  habia  estado  lejítimamente 
impedido  para  asistir  al  juicio  antes  de  lo  que  ha  hecho, 
y  de  consiguiente  aun  que  estuviera  fuera  de  los  términos 
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legales,  se  hallaría  amparado  por  el  art.  188,  y  demás 
disposiciones  análogas  que  consagran  el  principio  de  que 
al  impedido  no  le  corre  término. 

Dijo  que  su  representado  eslavo  impedido  de  recurrir 
antes:  i^,  por  la  distancia  insalvable  en  tres  dias  que  se 
le  fijaron,  y  2^,  porque  á  causa  del  cargo  público  que  de- 
sempeñaba no  podia  ausentarse  sin  previo  permiso  del  Go- 
bierno de  la  Provincia,  conforme  á  las  disposiciones  vi- 
gentes en  ellai  razón  por  la  cual  tuvo  que  otorgar  poder 
el  3  de  Setiembre,  demorándose  en  el  viage  necesario  para 
autenticarlo  hasta  el  19,  llegando  á  su  poder  en  esta  ciu- 
dad recien  el  21  fecha  en  que  lo  presentó 

Concedida  la  apelación  y  elevado  el  espediente  se  dictó 
este 

FaUo  de  la  Suprema  €?ar(e. 

Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  187^. 

Vistos:  De  este  espediente  resulla — Primero^  que  de- 
mandado el  Coronel  Don  Luciano  González  Jefe  Político  del 
departamento  de  Gualeguaychú,  por  Don  Eduardo  Barañao 
sobre  exoneración  del  servicio  militar  á  que  le  ha  some- 
tido en  ejecución  de  una  ley  de  la  Provincia  de  Entrerios, 
cuya  coustitucionalidad  desconoce  é  impugna,  se  le  noti- 
ficó la  demanda,  por  medio  de  la  carta  requisitoria  de 
foja  seis ;  —  Segundo^  que  no  habiendo  comparecido,  pidió 
el  demandante  y  el  Juez  mandó  se  le  intimara  que  la  con- 
testase dentro  de  tercero  dia,  bajo  apercibimiento  de  pro- 
cederse  en  rebeldía ;  —  Tercero^  que  vencido  ese  término 
el  diez  y  nueve  de  Setiembre  último,  Barañao  la  acusó  el 
veinte  y  certificado  por  el  Escribano  el  veinte  y  tres  el 
hecho  del  vencimiento,  con  esa  misma  fecha  el  Juez  llamó 
los  autos  en  rebeldía  según  todo  consta  de  fojas  nueve  á 
catorce. 
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Y  considerando  :  —  Primero^  que  la  carta  requisitoria  li- 
brada al  Juez  de  Paz  de  Gualeguaychú  para  notificar  la 
demanda  ai  Coronel  González  no  contiene  emplazamiento, 
pues  no  le  fija  el  término  dentro  del  cual  debiera  compa- 
recer, infrinjiéndose  asi  el  artículo  sesenta  y  seis  de  la  ley 
de  procedimientos  que  dispone  que  c  si  el  que  ha  de  ser 
c  citado  se  hallase  en  ajena  jurisdicción,  se  verificara  la 
c  citación  por  medio  de  la  competente  carta  de  emplaza* 
€  miento  > ;  —  Segundo^  que,  aunque  lo  contiene  la  se- 
g^unda  requisitoria,  siendo  solo  de  tres  dias,  y  bajo  aper- 
cibimiento de  precederse  en  rebeldía,  se  ha  infrinjido  el 
artículo  setenta  y  dos  que  estatuye  que  el  demandado 
podrá  oponer  escepciones  dilatorias  dentro  de  los  nueve 
dias  subsiguientes  al  del  vencimiento  del  término  del  em- 
plazamiento cuando  residiese  fuera  del  lupr  del  juicio  ;  — 
Tercero,  que  estando  prescrito  en  los  artículos  noventa  y 
dos,  doscientos  once  y  doscientos  treinta  y  uno  que  á  los 
que  se  hallen  ausentes  de  él,  se  les  asigne  un  dia  mas 
por  cada  siete  leguas,  para  hacer  prueba,  mejorar  el  re- 
curso de  apelación  é  interponer  el  de  queja,  en  vez  de  se- 
ñalar el  Juez  un  término  mas  largo  que  el  ordinario  lo 
ha  reducido  á  punto  de  hacer  imposible  la  ejecución  dentro 
de  él,  del  acto  preceptuado  atendida  la  distancia  que  me- 
dia entre  esta  ciudad  y  la  do  Gualeguaychú,  y  las  even- 
tualidades déla  comunicación  fluvial  ; —Cí*(irío,  que  ha- 
biéndose presentado  el  Doctor  Don  Teófilo  García  con 
poder  del  Coronel  González  el  dia  veintiuno  de  Setiembre, 
pidiendo  se  le  notificase  la  demanda  y  oponiendo  la  escep- 
cion  de  declinatoria  de  jurisdicción ;  no  ha  debido  el  Juez 
llamar  los  autos  en  rebeldía,  ni  denegarle  audiencia  como 
lo  hizo  por  las  providencias  del  veintitrés  del  mismo,  cor- 
rientes á  fojas  catorce  y  quince  vuelta  ;  Primero,  porque 
el  Coronel   González,  estando   impedido   para  comparecer 
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personalmente,  á  causa  del  cargo  público  superior  que 
ejerce  en  el  Departamento  de  Gualeguaychú,  obedeciendo 
el  mandato  del  Juez,  nombró  apoderado  que  le  represen- 
tara, el  cual  se  apersonó  solo  un  dia  después  de  vencido 
el  estrecho  é  ilegal  término  del  emplazamiento ;  Segundo^ 
porque,  cuando  el  doctor  García  compareció  y  dedujo  la 
escepcion  de  incompetencia,  estaba  dentro  del  de  nueve 
dias  que,  para  deducirla,  otorga  el  artículo  setenta  y  dos, 
y  también  dentro  del  que  señala  el  ochenta  y  cinco  para 
contestar  la  demanda  ;  y  por  consiguiente,  la  rebeldía  fué 
acusada  antes  de  tiempo  y  proveída  de  conformidad  contra 
derecho;  Tercero^  porque  la  audiencia  no  se  deniega  se- 
gún el  artículo  ciento  noventa  y  uno  en  que  se  funda  el 
auto  reclamado;  sino  al  contumaz  declarado^  y  ningimo  se 
ha  pronunciado  en  estos,  que  declare  tal  al  Coronel  Gonzá- 
lez. Considerando  fínalmente,  que  de  los  hechos  y  dispo- 
siciones legales  prenotadas,  resulta  que,  en  la  notificación 
hecha  á  aquel  de  la  demanda  de  Barañao,  no  se  han  lle- 
nado los  requisitos  de  la  ley,  siendo  por  lo  tanto  nulo 
todo  lo  obrado  después  que  se  hizo  en  contravención  á  sus 
prescripciones,  según  el  testo  espreso  y  terminante  del 
articulo  setenta  y  uno  ;  por  estos  fundamentos,  se  revoca 
el  auto  apelado  de  foja  quince  vunlta,  y  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  doscientos  treinta  y  tres, 
y  doscientos  treinta  y  siete,  se  declara  nulo  todo  lo  obrado 
desde  la  citación,  y  se  restablece  la  causa  al  estado  de 
demanda :  satisfechas  las  costas,  devuélvase  al  inferior 
para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Salvador  María  del  Carril.  — 
Francisco  Delgado.  —  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Go- 
ROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 
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CÜlUS^    CX.1LVI. 


Los  Señores  D.  Vicente  Casares  ¿  hijos  con  los  Señores 
Menditegui  y  Salíalo^  por  cobro  de  lanchages. 


Sumario. — I""  Los  artículos  i 74  y  175  del  Código  de 
Comercio  se  refieren  á  todos  los  casos  de  reclamacioni  tan- 
to por  detrimentos  como  por  pérdidas. 

So  El  reclamo  por  pérdidas,  contra  los  empresarios  de 
trasportes,  queda  estinguida,  después  de  las  24  horas  del 
recibo  de  las  mercaderías,  ó  de  pagado  el  precio  del  porte. 


Caso. — Vicente  Casares  é  hijos  demandaron  á  Mendite- 
gui y  Salíate  por  cobro  de  13,647  S  importe  de  lancha- 
jes y  descarga  de  mercaderías.  Conferido  traslado,  los 
demandados  reconocieron  la  cuenta,  y  dedujeron  recon- 
vención por  14,789  $  importe  de  faltas  en  las  mercade- 
rías descargadas.  Conferido  traslado  de  la  reconvención, 
contestaron  Casares  é  hijos ;  que  las  faltas  opuestas  por 
los  demandados,  se  referían  á  mercaderías  venidas  en 
otros  buques  por  las  que  los  demandados  habian  desde 
mucho  tiempo  abonado  las  cuentas  de  lanchaje  y  acarreo; 
que  aunque  las  faltas  fuesen  ciertas,  estaría  prescrito  el 
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derecho  para  reclaroarlas,  pues  uo  habian  pedido  el  re- 
conocimiento judicial  dentro  de  los  términos  señalados  por 
los  artículos  1246  y  1247  del  Código  de  Comercio. 


Fall»  del  Jues  i^eci^mül. 


Buenos  Aires,  Agosto  21  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  Vicente  Casa- 
res é  hijos  contra  los  Sres.  Menditeguí  y  Salíate,  por  co« 
bro  de  lanchajes  y  acarreo,  y  resultando : 

1<^  Que  está  justificado  por  los  escritos  de  demanda  y 
contestación  que  los  demandantes  descargaron  las  mercan- 
cías que  se  detallan  en  la  cuenta  de  f.  1  y  2  pertene* 
cientos  á  los  demandados;  como  está  asi  mismo  justifica* 
da  la  exactitud  de  los  precios  cargados  en  dicha  cuenta 
y  el  saldo  de  13647  $  m/c,  cuyo  importe  con  sus  inte- 
reses y  costas,  persiguen  en  este  juicio  Casares  é  hijos. 

2o  Que  consta  igualmente  por  la  citada  cuenta  recono- 
cida por  los  demandados  que  las  últimas  mercancías  que 
fueron  desembarcadas,  lo  fueron  en  Mayo  del  corriente 
año. 

3o  Que  los  demandados  han  deducido  reconvención  por 
la  cantidad  de  14789  $  m/c,  valor  de  mercancías  que 
dicen  haber  resultado  de  menos  en  las  que  fueron  de- 
sembarcadas por  los  demandantes. 

4o  Que  los  últimos  han  opuesto  contra  la  reconven- 
vención  por  faltas,  ademas  de  la  falsedad  de  dichas  fal- 
tas, la  que  está  comprobada,  según  dicen,  por  la  falta 
de  reclamación  anterior,  la  escepcion  de  que  han  perdi- 
do todo  derecho  para  reclamar  indemnización  de  daños 
por   DO  haber  exigido  el  reconocimiento  judicial   de  los 
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efectos  dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas,  ó  de  los  tres 
dias  después  de  verificada  la  descarga,  como  lo  determi- 
nan los  arts.  1246  y  1247  del  Código  de  Comercio. 

Y  considerando: — 1»  Que  siendo  incuestionable  el  dere- 
cho que  tienen  los  lancheros  para  cobrar  el  porte  de  los 
efectos,  como  resulta  de  los  artículos  188,  190  y  otros 
del  Código  de  Comercio,  la  confesión  de  los  demandados 
de  haber  los  Señores  Vicente  Casares  é  hijos  desembar- 
cado para  aquellos  las  mercancías  detalladas  en  la  cuen- 
ta presentada,  y  de  la  exactitnd  del  saldo  que  arroja  la 
misma;  queda  plenamente  comprobada,  y  fuera  de  toda 
discusión,  la  acción  deducida  en  el  presente  juicio. 

2^  Que  la  reconvención  deducida  por  los  Sres.  Mendí- 
teguL  y  Salíate  queda  extinguida  por  la  escepcion  opuesta 
por  los  demandantes  de  no  haber  aquellos  solicitado  el 
reconocimiento  judicial  de  los  efectos  dentro  del  plazo  se- 
ñalado por  el  Código  de  Comercio;  por  cuanto  dicho  Gó^ 
digo,  en  sus  artículos  1246  y  1247  dispone  que  para  que  el 
consignatario  conserve  su  derecho  para  reclamar  las  fa- 
llas y  deterioros,  que  resultaren  ó  pudieren  resultar  en 
los  efectos,  deberán  pedir  que  sean  judicialmente  recono- 
cidos, y  que  se  haga  la  estimación  de  ios  daños,  cuando 
la  disminución  ó  averia  fuese  visible  por  fuera,  á  bordo 
antes  de  la  descarga,  ó  dentro  de  veinte  y  cuatro  horas 
después  de  verHicada  la  descarga;  ó  si  fueron  entrega- 
dos sin  el  referido  examen  en  el  *  término  de  cuarenta  y 
ocho  horas  después  de  la  descarga,  y  cuando  la  averia 
no  fuese  visible  dentro  de  tres  dias  contados  desde  que 
los  efectos  pasaron  á  manos  del  consignatario,  compro- 
bándose la  identidad  de  ellos ;  y  en  este  caso  no  se  ha 
practicado  el  reconocimiento  y  estimación,  á  que  dichos 
artículos  se  refieren,  ni  estarían  Menditeguí  y  Salíate  en 
aptitud  para  pedirlos,  porque  habiendo  recibido  los    efeo- 
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tos,  como  lo  espresan  en  su  contestación  á  la  demanda, 
ha  pasado  con  exceso  el  plazo  señalado  por  el  Código  pa- 
ra hacerlo;  y  por  consecuencia  ha  caducado,  según  los 
dichos  artículos  1246  y  1247,  el  derecho  que  pudieron 
tener  pero  reclamar  por  fallas  ó  disminución  de  las  mer« 
cancias  desembarcadas  en  las  lanchas  de  los  Sres.  Vi- 
cente Casares  é  hijos. 

Por  estos  fundamentos  fallo  condenando  á  los  Señores 
Menditeguí  y  Salíate  á  abonar  á  los  Señores  Vicente 
Casares  é  hijos  la  cantidad  de  trece  mil  seiscientos  cua- 
renta y  siete  pesos  moneda  corriente,  que  importa  la 
cuenta  corriente  de  f.  1  y  2,  por  lanchajes,  y  á  mas 
al  pago  de  los  intereses  á  estilo  de  banco  ^  á  computar- 
se desde  la  demanda;  y  sin  especial  condenación  en  cos- 
tas. 

Repónganse  los  sellos  y  notifíquese   con  el  original. 

Manuel  Z aválela. 

Interpuesto  y  concedido  libremente  el  recurso  de  ape- 
lación, los  apelantes  pidieron  la  revocación  de  la  senten- 
cia y  la  devolución  de  los  autos  al  inferior  para  que  se 
recibiera  la  causa  á  prueba.  Dijeron  que  el  juez  a  quo 
habia  debido  averiguar  los  hechos;  que  los  arts.  1246  y 
1247  se  refieren  á  las  relaciones  entre  fletantes  y  fleta- 
dores; que  las  operaciones  de  los  lancheros  pertenecen  al 
comercio  terrestre;  que  el  art.  190  del  Cód.  de  Com. 
aplica  á  los  dueños  de  lanchas  etc.  las  disposiciones  re- 
lativas á  los  acarreadores  etc.;  que  el  art.  169  impone  al 
acarreador  la  responsabilidad  de  los  desfalcos;  que  el  art. 
175  establece  un  término  de  24  horas  en  el  solo  caso 
de  reclamo  por  detrimentos  y  nada  dice  del  caso  de  re- 
clamo por  pérdidas;  que  este  mismo  artículo  175  no  exi- 
ge el  reconocimiento  de  los  arts.  1246  y  1247;  que   no 
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habiendo  nada  de  establecido  para  este  caso,  do  puede 
aplicarse  sino  el  art.  166  que  ordena  se  esté  al  resul- 
tado de  las  pruebas. 

Conferido  traslado,  Casares  é  hijos,  se  adhirieron  á  la 
apelación  en  la  parte  de  la  sentencia  que  se  refiere  á 
las  costas  y  dijeron: 

Que  los  artículos  1246  y  1247  son  perfectamente  apli- 
cables porque  el  alquilar  una  embarcación  para  traspor- 
tar mercaderías  es  un  verdadero  flete;  que  el  art.  175 
es  aplicable  al  caso  de  reclamo  por  pérdidas;  que  en 
cuanto  á  las  costas  como  los  demandados  no  opusieron 
excepciones  licitas  ni  legales,  debian  ser  condenados  en 
ellas. 

Conferido  traslado  de  la  adhesión,  contestaron  los  de- 
mandados que  no  eran  litigantes  temerarios  desde  que 
solo  se  les  oponia  no  haber  reclamado  en  tiempo;  que 
no  habiéndose  recibido  la  causa  á  prueba  no  podia  apre- 
ciarse el  carácter  de  temerario  litigante;  que  se  trataba 
por  último,  de  una  cuestión  de  derecho  de  no  muy  fá- 
cil solución,  en  la  que  no  puede  haber  condenación  en 
costas. 

WmMim  de  la  Suprenuí  Corto. 


Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1872. 

Vistos — por  sus  fundamentos,  y  considerando:  que  las 
disposiciones  relativas  á  los  Portadores  ó  empraariot  de 
trasporte^  que  el  apelante  invoca  con  arreglo  al  artículo 
ciento  noventa  del  Código  de  Comercio,  en  nada  favore- 
cen sus  pretensiones  —  primero,  porque  los  artículos  ciento 
setenta  y  cuatro  y  ciento  setenta  y  cinco  se  refieren  á 
todos  los  oasos  de  redamación  tanto  por  detrimento  6 
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averia  como  por  pérdidas,  de  lo  cual  vienen  tratando  los 
artículos  precedentes ;  y  aunque  asi  no  fuera  habiendo  la 
misma  ó  mayor  razón,  debería  aplicarse  el  mismo  de- 
recho en  cumplimiento  del  articulo  catorce  de  las  Re- 
glas Generales  —  segundo,  porque  consta  que  no  se  han 
cumplido  los  requisitos  de  dichos  artículos  y  que  por  el 
contrario  se  ha  pagado  el  flete  de  los  efectos  á  que  se 
reñere  la  contrademanda,  declarando  sin  contradicción  el 
demandante  haberlo  recibido;  se  confirma  con  costas  la 
la  sentencia  apelada  de  foja  veinte  y  tres  y  satisfechas 
las  de  esta  instancia,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado  — José  Barros  Pazos.  —  José 
B.  GoROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 


*—* 
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CAUSil.    CX.1K^T1I< 


Don  José  Badaráco  con  Don  José  Maranga^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — El  término  de  24  horas  acordado  por  la  ley 
cuando  ha  sido  acusada  la  rebeldía,  es   fatal  y  perentorio. 


Caso. — Don  José  Badaráco  demandó  á  D.  José  Maranga 
por  la  suma  de  155,929^,  importe  de  artículos  para  cons- 
trucciones navales. 

Corrido  traslado,  Badaráco  acusó  rebeldía  á  Maranga; 
y  el  Juez  le  intimó  evacuara  el  traslado  dentro  de  24 
horas,  bajo  el  apercibimiento  de  estilo.  Este  término  se- 
gún el  certificado  del  actuario,  venció  á  las  doce  del  dia 
16  de  Setiembre,  y  no  habiendo  contestado  Maranga  el 
Juez  mandó  se  tuviera  por  evacuado  el  traslado  en  re- 
beldía. 

A  las  cinco  de  la  tarde  del  mismo  dia  el  procurador 
de  Maranga  presentó  un  escrito  contestando  la  demanda 
y  pidió  se  agregara  á  los  autos  por   no  haberlo    podido 
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presentar  antes,  en  razón  de  haber  estado  todo  el  dia  ocu- 
pado en  juicio  verbal  ante  el  mismo  juzg^ado. 

Habiendo  manifestado  la  parte  de  Badaraco  no  estar 
conforme  con  lo  pedido  por  el  procurador  de  Maranga  se 
dictó  el  siguiente. 


Valí»  del  Jiaes  tecetonal» 


Buenos  Aires,  Setiembre  18  de  1872. 

Atento  lo  manifestado  por  el  demandante,  y  considerando 
que  el  término  de  24  horas  acordado  por  la  ley,  cuando 
ha  sido  acusada  la  rebeldía,  es  término  fatal  y  perentorio; 
á  lo  que  se  agrega  que  la  causa  espuesta  no  es  bastante 
para  justificar  á  la  parte  demandada  de  no  haber  presen- 
tado su  escrito  dentro  de  dichas  24  horas,  por  cuanto 
estas,  según  el  certiGcado  del  actuario,  vencieron  á  las  doce 
del  dia  6  del  corriente,  y  no  solo  el  apoderado  Barsoba  pudo 
presentarlo  antes  ó  en  el  momento  de  espirar  dicho  plazo, 
sino  que  el  comparendo  que  en  el  misma  dia  tuvo  en  este 
mismo  juzgado  en  otra  causa  y  que  no  fué  antes  de  las 
doce  del  citado  dia  16,  no  podia  impedirle  la  presentación 
en  tiempo  de  su  escrito  ;  no  ha  lugar  á  lo  solicitado  y  de- 
vuélvase el  escrito  referido. 

Maranga  pidió  revocatoria  apelando  m  subsidiumj  dijo  : 
que  la  intimación  le  fué  notificada  el  Sábado  14;  que  el 
dia  de  la  notificación  no  entra  en  los  términos  ;  que  no 
entran  tampoco  en  ellos  los  dias  feriados ;  que  por  lo 
tanto  ei  término  no  podia  vencerse  ¿  las  doce  del  Lunes  16, 

T.  ui.  Í7 
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Concedido  el  reourso  en  relación,    se  dictó  et  siguiente 
Falto  de  to  SvpraoBia  C^rCe. 


Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1872 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  conrirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  una  vuelta,  satisfechas 
y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  María  DEL  Carril. —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos. —  José  B.  GoROSTiAGA.— Josa 
Domínguez. 


Dan  José  Montero,  pidiendo  u  deje  sin  efecto  una  arden  de 
prisión  dictada  contra  él  por  el  Juez  de  Sección  en 

Buenos  Aires. 


5ttfwrío.~lo  La  investigpacion  que  puede  hacerla  Su- 
prema Corte  cuando  un  individuo  se  halle  detenido  6  pre8#, 
y  á  instancias  del  mismo  6  de  sus  parientes  ó  ami^s, 
sobre  el  orijen  de  su  prisión,  es  con  el  objeto  de  mandarlo 
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poner  inmediatamente  en  libertad,  en  caso  que  la  prisión 
haya  sido  ordenada  por  autoridad  que  no  esté  facultada 
por  la  le;. 

2o  Esa  investigación  no  puede  tener  lugar  si  el  soli- 
citante no  se  encuentra  éktenida  6  pre^o^  aunque  se  haya 
librado  contra  él  una  orden  de  prisión. 

3^  Mucho  mas  si  la  orden  de  prisión  ha  sido  espedida 
por  juez  competente. 

i^  De  las  sentencias  defínitivas  de  los  juzgados  de  Sec- 
ción ó  de  tos  autos  que  tengan  fuerza  de  ídeñnitivos,  solo 
puede  ocurrirse  ante  la  Suprema  Corte  por  el  recurso  de 
apelación,  ó  de  queja  por  apelación  denegada. 


Caso, — Notificado  á  D.  José  J.  Montero  el  auto  de  la 
Suprema  Corte,  fecha  2  de  Noviembre  de  i872,  por  el 
cual  no  se  hizo  lugar  á  su  solicitud  de  que  se  dejase  sin 
efecto  una  orden  de  prisión  dictada  contra  él  por  el  Jueí 
Federal  en  Buenos  Aires,  se  presentó  de  nuevo  al  Supremo 
Tribuna!  esponiendo  que  su  mente  había  sido  ampararse 
de  la  garantía  acordada  por  et  art.  20  de  la  ley  sobr« 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales, 
agregando  que  el  Juez  de  Sección  estaba  procediendo  de 
oficio  contra  él  en  virtud  de  la  correspondencia  privada 
encoDtrada  en  el  cadáver  de  su  hermano ;  que  el  Juez  de 
la  Sección  de  Buenos  Aires  era  incompetente,  puesto  que, 
aun  cuando  fuera  reo  del  delito  de  sedición,  su  juzga- 
miento corresponderia  a^  Juez  de  la  Sección  de  Entre-Rios. 

Pidió  que,  previo  el  correspondiente  informe  del  Juez 
inferior,  se  declarase  ilegal  la  orden  de  prisión  librada 
contra  él.  ... 
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Concedido  el  recurso  en  relación,    se  dictó  et  siguiente 

Füll»  de  la  Svprenuí  VBrte. 


Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1872 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  una  vuelta,  satisfechas 
y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos. —  José  B.  Gorostiaga.— Josa 
Domínguez. 


Dan  Jo8¿  Montero^  pi^endo  fe  deje  sin  efecto  una  orden  de 
prisión  dictada  contra  él  por  el  Juez  de  Sección  en 

Buenos  Aires. 

Sumario.-^  lo  La  investigpacíon  que  puede  hacer  la  Su- 
prema Corte  cuando  un  individuo  se  halle  detenido  6  preB#, 
y  á  instancias  del  mismo  6  de  sus  parientes  6  amigos^ 
sobre  el  oríjen  de  su  prisión,  es  con  el  objeto  de  lyiandarlo 
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poner  inmediatamente  en  libertad,  en  caso  que  la  prisión 
haya  sido  ordenada  por  autoridad  que  no  esté  facultada 
por  la  le;. 

2o  Esa  investigación  no  puede  tener  lugar  si  el  soli- 
citante no  se  encuentra  detenida  6  preso^  aunque  se  haya 
librado  contra  él  una  orden  de  prisión. 

3^  Mucho  mas  si  la  orden  de  prisión  ha  sido  espedida 
por  juez  competente. 

4^  De  las  sentencias  definitivas  de  los  juzgados  de  Sec- 
ción ó  de  tos  autos  que  tengan  fuerza  de  deflnitivos,  solo 
puede  ocurrirse  ante  la  Suprema  Corte  por  el  recurso  de 
apelación,  ó  de  queja  por  apelación  denegada. 


Caso. — Notificado  á  D.  José  J.  Montero  el  auto  de  la 
Suprema  Corte,  fecha  2  de  Noviembre  de  i872,  por  el 
cual  no  se  hizo  lugar  á  su  solicitud  de  que  se  dejase  sin 
efecto  una  orden  de  prisión  dictada  contra  él  por  el  Juez 
Federal  en  Buenos  Aires,  se  presentó  de  nuevo  al  Supremo 
Tribunal  esponiendo  que  su  mente  habia  sido  ampararse 
de  la  garantía  acordada  por  el  art.  20  de  Iff  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales, 
agregando  que  el  Juez  de  Sección  estaba  procediendo  de 
oficio  contra  él  en  virtud  de  la  correspondencia  privada 
encostrada  en  el  cadáver  de  su  hermano ;  que  el  Juez  de 
la  Sección  de  Buenos  Aires  era  incompetente,  puesto  que, 
aun  cuando  fuera  reo  del  delito  de  sedición,  su  juzga- 
miento correspondería  a^  Juez  de  la  Sección  de  Entre-Rios. 

Pidió  que,  previo  el  correspondiente  informe  del  Juez 
inferior,  se  declarase  ilegal  la  orden  de  prisión  librada 
contra  él. 
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Concedido  el  recurso  en  relacioni    se  dictó  $t 


& 


WmUo  de  1»  9«preiiui  Corte. 


i* 


Buenos  Aires,  Novienr^^  :. 
Vistos :  Por  sus  fundamentos,    se  c.  *  y  % 


T 

S 


S 


i 


el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  un  •'  i 
y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse.,    i 


\ 


Salvador  M/  \ 
CISCO  De-  ^ 
zos.  —   ?*  * 

9 

DoMíN^/  : 
I 


i 


r 


5 


aoer 

^or  /a  ky; 
^licitante  Don 


CAM 


Don  José  Monte 


«  iii  preso,  y  que 

jrado  contra  él,  ha 
i,  quien  tiene  facultad  ' 
s  las  causas  criminales 
ayas  sentencias  definitivas, 
j  definitivos,  solo  puede  ocur- 
.  recurso  de  apelación  ó  de  queja 
.   según  lo  prescripto  por  los  artí- 
precitada  ley,  y  doscientos   veinte  y 
^^cedimientos;   estése  á  lo  resuelto  por 


frishn  di'    jo  i^  ^^i^  *^®^f  Y  archívese. 


Sumario 
ptrema  Gr 
y  á  ÍA' 
sobre 


Salvador  María  del  Carril.— Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. -^  José  B.  Gorostiaga.— J. 
Domínguez  . 
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euyo  original  en  idioma  italiano  corre  á  f.S,  .y  cuya  tra- 
ducción al  idioma  patrio  se  encuentra  de  fa.  30  á  32. 

2°  Que  D.  Tomás  Pietranera,  comisionista  ó  cesionario 
de  Quinto  Ferrara  en  los  derechos  y  obligaciones  que  al 
fletador  correspondian  por  el  contrato  referido,  transfirió 
éste  á  D.  Juan  Deurs,  subrogándose  este  en  los  derechos 
y  obligaciones  del  fletador,  como  lo  justifica  el  contrato 
que  celebraron  con  intervención  de  los  corredores  Gowland, 
Kock  y  C*,  en  esta  ciudad  el  veinte  y  nueve  de  Abril  de 
1870,  y  cuyo  testimonio  autorizado  por  dichos  corredores 
corre  á  f.  Is 

3*"  Que  la  carga  de  retorno  fué  concluida  de  entregar  el 
dia  quince  de  Agosto  del  mismo  año,  como  lo  acreditan  el  co- 
nocimiento corriente  á  f.  5,  y  el  hecho  de  no  haberse  mani- 
festado en  este  juicio  que  «A  capitán  hubiese  retardado  la 
entrega  de  los  conocimientos. 

4^  Que  Pietranera  funda  su  demanda  en  que  Van  Deurs 
BO  cumplió  el  contrato  en  su  totalidad,  porque  el  flete  de 
carga  da  retorno  que  proporcionó  al  buque  no  alcanzó 
á  pagar  la  mitad  del  flete  que  debia  pagar  en  Europa, 
ni  dio  orden  á  sus  corresponsales  de  pagar  la  diferencia; 
y  porque  el  buque  invirtió  en  sus  diversas  operaciones 
de  carga,  descarga  y  nueva  carga  mas  de  los  ochenta  dias  de- 
signados^  todo  lo  que  dio  lugar  á  que  el  capitán  protestara  en 
Montevideo  por  las  estadías  causadas,  y  en  Inglaterra  por  la 
diferencia  entre  el  flete  que  se  le  debia  y  el  que  se  le  abonó, 
como  lo  acreditaban  las  protestas  respectivas;  y  que  deman- 
dara además  al  primitivo  fletador  Quinto  Ferrara  que  fué  con- 
denado, como  lo  acredita  la  sentencia  que  corre  en  có^ 
pia  legalizada,  á  f .  ii  ;  apagar:  i  %  la  diferencia  de  fletes 
con  sus  intereses  ;  2^,  nueve  dias  de  sobre  estadías  á  siete 
libras  cada  uno,  ó  sea  sesenta  y  tras  libras  esterlinas,  mas 
8U8  intereaes  desde  la  demanda ;  y  3o,  las  costas  del  juicio. 
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5o  Que  practicada  la  liquidación,  Quinto  Ferrara  tuvo 
que  pag^ar  al  armador,  en  los  términos  de  la  sentencia 
10,263  francos  doce  céntimos,  calculada  la  libra  esterlina 
al  cambio  de  veinte  y  seis  francos  y  setenta  y  cinco  cén- 
timos, todo  lo  que  está  justificado  por  la  copia  de  la 
liquidación  que  corre  anexa  á   la   copia  de  la  sentencia. 

6o  Que  Pietranera  pide  que  Van  Deurs  sea  condenado 
al  pago  de  la  espresada  suma,  que  él  por  su  parte  tiene 
que  reembolsar  á  Qumto  Ferrara,  roas  al  de  las  costas 
de  abogado  y  procurador  que  tuiro  que  pagar  su  parte 
en  Italta  y  que  no  están  comprendidas  en  aquella,  con 
los  intereses  sobre  el  total  de  lo  abonado  y  gastos  hasta 
el  dia  del  reembolso,  y  las  costas  de  este  juicio. 

7^  Que  el  demandado  opone  las  siguientes  escepciones: 
1*  Que  cobrándosele  recien  la  diferencia  del  flete  y  es- 
tando dispuesto  á  abonarla  en  el  dia,  no  tiene  obligación 
de  abonar  intereses  por  dicha  diferencia  porque  no  hay 
Código  en  el  mundo  que  le  obligue  á  abonar  mas  del 
saldo  y  de  los  intereses  desde  la  fecha  da  la  demanda. 
2>  Que  en  cuanto  á  las  estadías  deben  ellas  precisarse 
con  determinación  del  número  de  dias,  de  la  fecha  en 
que  concluyó  el  plazo  para  la  carga  y  de  la  en  que  con- 
cluyó esta,  por  lo  que  no  podia  contestar  á  esta  parte 
de  la  demanda,  hasta  que  no  se  llenasen  dichas  condiciones. 

8o  Que  notando  el  Juzgado  que  la  omisión  notada 
por  la  parte  demandada  estaba  salvada  en  los  documen- 
tos con  que  se  instruyó  la  demanda)  y  que  no  se  habia 
entregado  copia  de  ellos  á  aquella,  ordenó  que  dicha 
parte  teniendo  á  la  vista  los  documentos  referidos,  es- 
presase dentro  de  un  término  que  se  le  acordó,  si  era 
verdad  que  se  habian  invertido  en  la  carga  nueve  dias 
sobre  los  concedidos  por  la  póliza  de  netamente,  y  Van 
Deurs  hizo  dicha  manifestación  á  f.  94  diciendo  que  ha- 


DE  JUSTICIA    NáGlONAL  iOi 

hiendo  traspasado  á  su  vez  el  contrato  de  fletamento  á 
los  Sres.  Lafone  de  Montevideo,  quienes  faeron  los  car- 
leaderes  en  dicho  puerto,  ignoraba  la  fecha  en  qué  tuvo 
lugar  la  carga,  si  bien  tenia  conocimiento  de  que  el  Sr. 
Lafone  hizo  reclamos  al  capitán  por  su  demora  en  recibir 
la  carga,  á  causa  de  faltarle  marineros;  3"^  que  el  juicio 
seguido  en  Italia  entre  el  capitán  del  buque  y  Quinto 
Ferrara  en  nada  puede  comprometer  su  responsabilidad 
desde  que  no  ha  sido  parte  en  él,  y  desde  que  habiéndose 
subrogado  él  (Van  Deurs)  á  Quinto  Ferrara,  con  censen ^ 
limiento  del  capitán  en  el  contrato  de  fletamento,  se  habia 
producido  una  novación,  quedando  el  demandado  en  cali- 
dad del  fletador  y  libres  de  toda  responsabilidad  los  ceden- 
tes  Ferrara  y  Pietranera. 

9^  Que  el  Juzgado  recibió  la  causa  á  prueba  para  acre- 
ditar el  punto  relativo  á  las  estadías,  sin  que  las  partes 
la  hubiesen   producido  al  respecto. 

Y  considerando  :  i^  Que  el  contrato  de  fletamento  no 
contiene  cláusula  alguna  en  virtud  de  lo  cual  deba  admi- 
tirse que  el  fletador  podia  subrogar  á  otra  persona  en 
sus  obligaciones  de  tal,  sin  consentimiento  del  fletante,  y 
quedando  el  primero  libre  de  toda  responsabilidad  hacia  el 
último ;  pues  la  única  que  se  refiere  á  otras  personas 
que  á  Quinto  Ferrara  y  al  fletante  es  lo  que  determina 
que  el  capitán  deberá  consignarse  en  todos  los  puertos  á 
los  agentes  del  fletador,  y  esta  cláusula  importa  precisa- 
mente lo  contrario ;  puesto  que  prueba  que  los  consigna- 
tarios no  tendrían  otro  rol  respecto  al  fletante,  que  el 
de  representantes  del  fletador. 

2^  Que  en  el  hecho  tampoco  se  ha  operado  la  nova- 
ción que  invoca  Van  Deurs  en  su  favor,  pues  los  autos  no 
demuestran,  ni  Van  Deurs  ha  denunciado,  acto  alguno  que 
importase  el  consentimiento  que,  para  que  haya  novación, 
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6s  indispensable  según  el  art.  985  del  Código  de  Comercio; 
y  porque  al  proceder,  como  procedía  el  capitán  en  sus 
relacitmes  con  Van  Deurs  y  los  consignatarios  en  Montea- 
video  y  Europa,  no  hacia  sino  cumplir  las  obiigariones 
que  le  imponga  la  póliza  de  fletamento,  como  se  ha  esta* 
blecido  en  el  precedente  considerando,  y  porque  con  arre* 
glo  al  art.  4234  del  Código  citado,  el  fletador  podia  sub- 
fletar  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  el  capitán  tenia 
contra  el  contratante. 

3""  Que  según  esto,  el  capitán  estuvo  en  su  perfecto  de- 
recho para  dirijir  y  hacer  efectivas  sus  acciones  contra 
Ferrara,  como  este  para  repetir  á  su  vez  contra  Pietranera, 
y  este  contra  Van  Deurs  por  las  acciones  que  surjen  de 
la  falta  de  cumplimiento  de  sus  estipulaciones  respectivas, 
como  sucesores  partioulares  en  las  obligaciones  del  fle- 
tador primitivo. 

4o  Que  la  acción  por  daños  y  perjuicios  comprende,  por 
regla  general  (art.  322  del  mismo  Código)  la  pérdida  su- 
frida y  el  lucro  de  que  se  le  ha  privado. 

5o  Que  Pietranera  demanda  como  pérdida  sufrida,  los 
diez  mil  sesenta  y  tres  francos  doce  céntimos^  que  Ferrara 
tuvo  que  abonar  en  Italia  por  diferencia  de  flete,  estadías, 
intereses,  y  costas  de  cobranza,  mas  los  gastos  hechos 
por  su  parte  en  procurador  y  abogado,  y  por  lucro  de  que 
se  le  ha  privado,  los  intereses  de  la  suma  gastada,  pi- 
diendo ademas  la  condenación  en  las  costas  del  presente 
juicio. 

6o  Que  la  diferencia  del  flete  ha  sido  reconocida  y  acep- 
tada por  parte  de  Van  Deurs,  siendo  por  lo  mismo  escu- 
sado  detenerse   en  justiflcar  su  cobro. 

7®  Que  las  estadías,  tomando  en  cuenta  lo  estipulado 
en  el  contrato  con  relación  á  ellas,  se  apoyan  en  la  pro- 
testa del  diez  de  Agosto  de  1870,  mandada  comunioar  eo 
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copia  aotomada  «I  afcnte  ó  contratista  de  Van  Denrs^ 
de  la  cual  aparece  que  el  buque  llegó  á  Montevideo  el  5 
de  Mayo  del  mismo  año  (Fs.  33  é  35);  en  el  conocimiento 
que  en  fecha  15  del  mismo  Agosto  Armó  el  oapilan,  toda>» 
via  en  Montevideo,  por  parte  de  la  carga  que  se  le  en- 
tregó para  conducir  (f.  36) ;  y  en  el  acto  judicial  de  Italia 
que  las  declaró  lejílimas  y  mandó  pagarlas  (fs.  43  á  49) ; 
y  deben  aegiin  esto,  ser  tenidas  por  talas,  pues  que  el 
demandado  no  ha  probado  lo  contrario,  como  pudo  y  debió 
hacerlo  en  la  estación  correspondiente  del  juicio,  pero  ni 
las  ha  negado  directamente,  como  lo  proviene  la  ley  (art. 
86  de  la  de  procedimientos)  sino  que  ha  optado  por  el  medio 
de  las  respuestas  evasivas,  tanto  al  contestar  la  demanda 
(F.  57),  como  al  ser  interpelado  judicialmente  sobre  ellas 
con  presencia  de  los  documentos  que  las  espresan  (f.  94). 

8o  Que  los  intereses  y  costas  de  la  cobranza  abonados 
por  Ferrara,  aparecen  justificados  en  autos,  y  obligan  á 
Van  Deurs  que  no  pudo  dejar  de  proveerlos  al  asumir 
sobre  sí  la  obligación  de  aquel,  porque  son  consecuencia 
inmediata  y  necesaria  de  la  falta  de  cumplimiento  á  lo 
estipulado  (art.  223  del  Código  de  Comercio). 

9^  Que  no  sucede  lo  mismo  respecto '  de  lo  gastado  por 
parte  de  Ferrara  en  procurador  y  abogado  en  Italia,  porque 
no  se  ha  determinado  ni  justificado. 

10  Que  en  cuanto  á  los  intereses  sobre  la  suma  gas- 
tada en  cumplimiento  de  la  obligación  que  Van  Deurs 
desatendió,  el  reclamo  es  fundado,  puesto  que  el  deudor 
cae  en  mora  por  el  hecho  de  la  notificación  de  la  de* 
manda  hasta  la  chancelación  del  crédito  (artículos  213, 
218  y  225  del  Código  citado). 

11  Que  es  igualmente  fundado  el  reclamo  por  las  costas 
del  presente  juicio,  porque,  como  resulta  de  lo  espuesto  en 
los    precedentes  considerandosi   no  ha  tenido  Van  Deura 
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justa  razón  para  litigar,  y  porque  dichas  costas  han  sido  nece* 
sarias  para  hacer  efectivo  el  derecho  del  demandante,  y  por 
consiguiente  constituyen  un  daño  que  debe  ser  reparado  por 
el  causante  con  arreglo  al  art.  219  del  mismo  Código. 

42  Que  por  último  el  demandado  por  el  hecho  de  con- 
signar á  la  disposición  del  demandante  la  cantidad  que 
confesaba  deber,  ha  reconocido  la  personería  del  último 
para  gestionar  las  acciones  que  han  sido  objeto  del  pre- 
senté  juicio. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  condenando  á  Don  Juan 
Van  Deurs  á  abonar  á  D.  Tomás  Pietranera  la  cantidad  de 
diez  rail  doscientos  setenta  y  tres  francos  y  doce  céntimos, 
ó  su  equivalente  en  pesos  fuertes,  mas  los  intereses  sobre 
la  misma^  á  estilo  de  Banco,  desde  la  fecha  de  la  notifi- 
cación de  la  demanda,  con  deducción  de  las  cantidades 
consignadas  á  disposición  del  actor  desde  la  fecha  en  que 
fueron  entregadas  al  úlimo  y  al  pago  de  las  costas  del 
juicio.  Repónganse  los  sellos  y  notiñquese  con  el  original. 

Manuel  Zavaleta, 

Apelada  esta  sentencia  por  la  parte  de  Van  Deurs,  se 
dictó  el  siguiente 

Fallo  de  Im  Süpreiu»   Corle. 

Buenos  Aires,  Noviembre  14  de  1872. 
Vistos  :   por  sus   fundamentos  se  confirma    con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  ciento  veinte  y  seis;   satisfechas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GOROSTUGA.  —  J. 

Domínguez. 
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CAUSA    C1C.1L1ÍL. 


Criminal,  contra  Nicolás  Siris,  por  hurto. 


Sumario. — I""  No  mejorándose  el  rdcurso  de  apelación 
en  el  término  prescrito  por  el  art.  i214  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos, debe  declararse  desierta  la  apelación. 

2°  Los  secretarios  de  la  Corte  Suprema  no  son  agentes 
del  Señor  Procurador  General,  ni  deben  avisarle  las  apela- 
ciones interpuestas  por  los  procuradores  fiscales,  como  no 
avisan  á  los  particulares  las  apelaciones  interpuestas  por 
sus  representantes  ó  apoderados. 

3o  Son  los  Procuradores  Fiscales  que  deben  avisar  al 
Señor  Procurador  General  cuando  vayan  á  la  Corte  Suprema 
expedientes  en  que  se  les  haya  concedido  recursos  que 
daban  proseguirse. 


Caso. — Nicolás  Siris,  de  edad  de  19  años,  robó  á  bordo 
del  vapor  cOnii»  la  bolsa  de  viaje  de  D.  Antonio  Pesta* 
lardo,  conteniendo  160  acciones  del  fomento  territorial 
y  otros  objetos. 

Sustanciado  el  juicio,  en  que  el  procurador  fiscal  pidió 
la  pena  de  5  años  contra  Sirís,  se  dictó  el  siguiente : 
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FaUo  del  jr«eB  SeeelMUül. 


Bueaos  Aires,  Oetukre  5  de  1872. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  Nicolás  Siris  por 
hurto  á  bordo  del  vapor  c  Ónix  >  de  los  que  resulta  :  —  i^ 
que  viniendo  el  procesado  de  Montevideo,  como  pasajero 
en  el  citado  vapor,  tomó  al  desembafcar  en  este  puerto 
la  bolsa  de  viaje  perteneciente  ¿  Don  Antonio  Pestalardo, 
la  que  hizo  conducir  desde  el  muelle  con  el  changador 
Garlos  Pezetto,  no  obstante  ser  muy  pequeña  y  que  al 
pasar  por  la  casilla  del  muelle  fué  visitada  por  el  em- 
pleado Don  AdolFo  Dupuy,  en  presencia  de  Siris  que  se 
decia  dueño,  verificando  aquel  el  contenido  de  algunas 
camisas  y  algunos  papeles  —  2o  que  habiendo  tomado  Siris 
la  balija  de  mano  del  changador  en  la  punta  del  muelle, 
la  condujo  personalmente  hasrta  su  alojamiento,  destru- 
yendo allí  las  cartas  y  apoderándose  de  ciento  sesenta 
acciones  del  fomento  territorial,  que  contenia,  las  que 
vendió  á  Don  Bernardo  Escalera  en  cinco  mil  doscientos 
cincuenta  pesos  moneda  corriente,  ó  solamente  tomó  sobre 
ellas  esta  cantidad  que  gastó  en  seguida  :  todo  lo  que 
resulta  de  las  declaraciones  del  procesado  f.  6  y  14,  de 
Don  Antonio  Pestalardo,  f.  12,  Adolfo  Dupuy,  f.  24,  y  Car- 
los Pezetto,  f.  26,  y  considerando :  Primero,  que  sí  bien 
de  los  antecedentes  arriba  espresados  y  demás  constancias 
del  proceso,  resulta  plenamente  justifícado  el  delito  y  la 
persona  de  su  autor,  el  hecho  debe  calificarse  de  un  hurte 
simple  sin  circunstancia  agravante  que  lo  acompañe,  mu» 
cho  mas  aún,  cuando  de  ia  declaración  de  Don  Antonio 
Pestalardo,  resulta  que  los  equipajes  estaban  en  el  vaper 
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mezclados  unos  con  otros,  siendo  en  tal  caso  verosimil  la 
escusa  propuesta  por  el  procesado  de  haber  tomadb  dicha 
balija  por  una  equivocación  confundiéndola  con  la  suya 
que  era  parecida,  equivocación  que  ha  debido  cesar  en 
el  momento  mismo  en  que  en  su  presencia  se  verificó  su  con- 
tenido en  la  casilla  del  Reaguardo;-*- Segundo,  que  los  efec- 
tos hurtados  han  sido  encontrados  y  devueltos  en  su  to« 
tiilidad  al  dueño  de  ellos,  lo  que  disminuye  considera- 
blemente el  perjuicio  ocasionado  por  el  delito;  —  y  Tercero, 
que  la  pena  solicitada  por  el  Procurador  Fiscal,  si  bien 
conforme  á  las  leyes  1  y  2,  tít.  14,  lib.  12,  Nov.  Rec. 
es  excesiva  en  este  caso  en  que  se  trata  de  un  hurto 
simple,  y  teniendo  en  consideración  que  ellas  van  i  re- 
caer sobre  un  joven  de  diez  y  nueve  anos,  á  quien  conviene 
no  apartar  del  camino  de  la  reforma  por  medio  de  casti- 
gos afrentosos :  Por  estas  consideraciones  y  da  acuerdo  al 
articulo  93  de  la  ley  penal,  declaro  al  procesado  Nicolás 
Siris,  convicto  y  confeso  del  delito  de  hurto  cometido  á  bordo 
del  vapor  «Ónix»  condenándolo  en  su  consecuencia  á  pagar 
una  multa  de  cuatro  cientos  pesos  fuertes,  los  que  en  caso 
de  no  hacerse  efectivos,  serán  sustituidos  por  el  de  prisión 
de  «cuerdo  al  cómputo  que  establece  el  art,  92  de  la 
misma  ley,  y  á  la  restitución  de  la  cantidad  tomada  sobre 
los  billetes  y  costas  del  proceso  Hágase  saber  y  repon* 
gase  loe  sellos. 

Andrés  Ügarrii4ií. 

El  Procurador  Fiscal  interpuso  recurso  de  apelación,  que 
se  le  concedió  libremente ;  pero  habiendo  vencida  el  tér- 
mino de  la  mejora,  el  defensor  de  Siris  aeusó  rebeldia  al 
Señor  Procurador  General,  y  previo  el  eeKiflcado  del  se* 
eretario,  se  dictó  el  siguiente: 
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Vallo  ée  I»  9ii|ireiti»  Corte. 

Buenos  AireSi  Octubre  17  de  1872. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  catorce  de  la  ley 
de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación  y  devuél- 
vanse en  consecuencia  los  autos. 

Salvador  M.  del  Carril.  —Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. 

Notiflcado  este  auto,  el  Señor  Procurador  General  pidió 
se  reformara  y  se  le  permitiese  expresar  agravios.  Dijo 
que  ningún  término  corre  contra  ignorantes  y  que  los 
secretarios  de  la  Corte  no  le  habían  hecho  saber  la  apela- 
ción interpuesta. 

La  Corte  mandó  que  informasen  los  secretarios,  quienes 
dijeron:  que  los  secretarios  nunca  habian  comunicado  al 
Sr.  Procurador  General  la  existencia  de  apelaciones  en  las 
que  intervenia  el  Fisco ;  que  no  estaban  obligados  á  hacer 
tales  comunicaciones  por  la  ley,  ni  en  virtud  del  reglamento 
interno ;  que  el  ugier  y  escribientes  de  la  secretaria  por 
deferencia  al  Sr.  Procurador  General,  acostumbraban  avisar- 
le por  inspiración  propia ;  que  el  Sr.  Procurador  General 
ha  pensado  equivocadamente  que  estos  actos  oficiosos 
emanasen  de  alguna  disposición  legal;  que  por  lo  tanto 
el  proceder  de  los  secretarios  ha  sido  el  de  siempre  y 
de  conformidad  al  reglamento. 

Corrido  traslado  de  la  solicitud  del  Sr.  Procurador  Ge- 
neral al  defensor  de  Siris,  contestó  este ;  que  no  debia  ad- 
mitirse que  los  secretarios  de  la  Corte  sean  agentes  ijel 
Sr.  Procurador  '  General  y  no  deben  darle  avisos,  como  no 
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deben  darles  á  los  particulares,  pues  la  ley  es  igual  para 
todos ;  que  en  el  caso  no  existia  mejora,  ni  tenia  lugar 
el  recurso  de  reposición»  ni  el  de  nulidad ;  que  por  con* 
siguiente  el  reclamo  del  Sr.  Procurador  no  se  fundaba 
en  precepto  legal  de  ninguna  clase. 


FMUo  éel»  ñupvtmmCowim 


Buenos  Aires,  Noyiembre  14  de  1872. 

Vistos:  por  los  fundamentos  del*  auto  de  foja  cincuenta 
y  seis  y  por  el  mérito  que  ministra  el  informe  de  la  se- 
cretaria, no  ha  lugar  á  la  petición  del  Señor  Procurador  Ge- 
neral, y  devuélvanse,  debiendo  este  funcionario,  para  lo 
sucesivo,  exijir  de  los  procuradores  fiscales  como  está  acor- 
dado le  avisen  oportunamente  cuando  vengan  á  la  Corte 
espedientes  en  que  se  les  haya  concedido  recursos  que 
deban  proseguirse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GOROSTUGA.  —  J. 

Domínguez. 


T.  mu  IS 
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CülUSA    C3L3L3LI. 


D.  Doroteo  Garcíaf  contra  D.  Pascual  Rosas,  sobre  denuncia 

de  obra  nueva. 


Sumario. — El    demandado  por  obra   nueva  puede  citar 
de  eviccion   y   saneamiento   á  su   causante. 


Caso.  —  D.  Doroteo  García  propietario  de  una  casa  en 
la  calle  del  Puerto  en  la  ciudad  del  Rosario,  entabló 
denuncia  de  obra  nueva  contra  D.  Pascual  Rosas  por 
unos  edificios  que  estaba  levantando  en  la  calle  pública 
que  limita  la   referida   propiedad. 

El  juez  de  sección  del  Rosario,  á  quien  ocurrió  el 
demandante,  se  declaró  impedido  por  haber  sido  con* 
sultado  anteriormente. 

García  reprodujo  su  demanda  ante  el  juez  de  sección  de 
Entre-Rios  á  quien  fueron   pasados  los   autos. 

Este  á  pedido  del  demandante  libró  dos  oficios,  uno 
al  Juez  de  sección  de  Buenos  Aires  para  la  citación  de 
Rosas,  y  otro  al  de  sección  del  Rosario  para  la  suspen- 
sión   de  la    obra. 

Devueltas  las  diligencias  por  el  juez  seccional  del  Ro- 
sario  de  las  que  resultó  que  la  obra  estaba  ya  terminada 
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y  babieodo  tenido,  lugar  el  juicio  verbal  prescrito  por  el 
art.  337  de  la  ley  nacional  de  procedimientos,  en  el 
que  Rosas  pidió  se  citara  de  eviccion  ^  su  causante 
D.  Nioolás  Riccirdone,  se  dictó  el  siguiente. 


ITaUo  del  Jíues  Seecioni^. 

Y  vistos:  y  resultando  de  ellos  que  la  parte  denun- 
ciada que  lo  es  D.  Pascual  Rosas,  por  internaedio  de 
su  apoderado  D.  José  Jaimes,  usando  de  la  acción  ad 
eviccionem,  á  consecuencia  de  la  obra  nueva  deducida 
por  D.  Doroteo  García,  por  medio  de  su  apoderado  Don 
Eloy  Escobar  ha  citado  de  eviccion  á  su  causante  Don 
Natalio  Ricardone ;   y  considerando  muy  especialmente: 

i^  Que  el  derecho  de  que  hace  uso  la  parle  de  Rosas, 
citando  de  eviccion  á  su  causante  D.  Natalio  Ricardone, 
es  tan  inconcuso  é  incontrovertible,  que  á  luz  de  los  prin- 
cipios jurídicos  y  de  la  terminante  disposición  de  la  ley, 
el  juzgado  no  puede  dejar  de  acceder  á  tal  pretensión 
(art.  20,  tit.  23,  libro  2%  sec.  3a,.  del  Código  Civil 
Arjentino. 

3P  Que  es  facultativo  en  el  comprador  citar  de  eviccion 
al  vendedor  con  tal  de  que  este  procedimiento  se  observe 
antes  de  producirse  las  probanzas ;  pues  así  lo  dispone 
la  ley  82,  tit.  B"",  part.  5^  en  las  siguientes  palabras : 
c  é  libre  de  todo  embargo  debe  ser  entregada  la  cosa 
t  vendida  al  comprador,  de  manera  que  si  otro  alguno 
c  se  la  quisiese  embargar,  ó  moverle  pleito  sobre  ella 
€  que  gela  debe  facer  sana.  Pero  luego  que  moviesen 
t  ende  pleito,  tenido  es  el  comprador,  de  facprlo  saber 
i  al  que  gelo  vendió,  á  mas  tarde  antes  que  sean  abier- 
<  toa  los  teitifoa  etc.  etc.  »    Que  esta  ley  es   (lupletorAa 
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de  la  de  14  de  Setiembre  de  1863,  según  se  dispone  en 
^  su  articulo   274,   ti.ulo    31. 

3^  Que   resultando  del  exhorto  librado  al  Sr.  Jues  Sec- 

cional  de  Santa-Fé,  á  solicitud  de  la  parte  de  Garcia  para 

i  la  suspensión  de   la   obra  nueva    denunciada,  que  esta  se 

^  halla    ya  terminada,  no  milita  entonces,   ni  la    razón   de 

brevedad  que  la  ley  acuerda  á  esta  clase  de  juicios,  para 
evitar  así  el  perjuicio  á  los  particulares  y  al  público 
con  la  suspensión  de  una  obra  en  construcción,  que 
pudiera  aducirse  por  el  denunciante  para  seguir  el  juicio 
con  el  denunciado  y  actual  poseedor  D.  Pascual  Rosas. 
Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  sin  innovarse 
nada  en  el  terreno  que  motiva  la  presente  denuncia,  se 
cite  á  D.  Natalio  Ricardone  para  que  venga  á  sanear 
el  terreno  que  vendió  á  D.  Pascual  Rosas,  desde  que  en 
el  ejercicio  de  los  actos  peculiares  del  propietar¡0|  es  mo- 
lestado por  D.  Doroteo  García.  —  Hágase  saber,  repóngan- 
se los  sellos  y  líbrese  al  efecto  la  correspondiente  depre- 
catoria al  Sr.  Juez  Seccional  de  Santa-Fé  para  que  ordene 
el  comparendo  del  citada  Ricardone  á  los  ocho  dias  de 
ser  notiflcado.  Así  lo  pronuncio,  ordeno  y  mando  en  el 
salón  del  juzgado  Nacional  de  Entre-Rios  á  los  ocho  dias 
del  mes  de  Agosto  de  mil  ochocientos   setenta  y  dos. 

Ramón  Pebre. 

Interpuesto  y  concedido  libremente  el  recurso  de  apela- 
ción, la  parte  de  Garcia  dijo,  que  la  sentencia  apelada  era 
contraria  á  los  principios  del  art.  342  de  la  ley  de  14 
de  Setiembre  de  1863,  como  también  á  los  del  art.  34, 
lib.  3o,  del  Código  Civil ;  que  el  art.  20,  lib.  2%  seo.  3» 
de  este  Código  citado  por  la  sentencia  tiene  solamente 
lugar  en  los  juicios  ordinarios  y  no  en  el  sumarlsimo  de 
nueva  obra,   que  es  falso  que  se  haya  terminado  la  nueva 
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obra,  como  hubiera  podido  verse  por  el  juez  si  con  arre- 
glo á  la  ley  se  hubiera  trasladado  al  lugar  de  ella,  que 
el  juez  debia  ratificar  ó  no  ia  suspensión  de  la  obra  nue- 
va dejando  á  las  partes  sus  recursos  legales,  concluyó 
pidiendo  que  se  ordenara  al  juez  cumpliese  con  este  pro- 
cedimiento en  conformidad  de  la  ley. 
En  rebeldía  de  Rosas  se  dictó  el  siguiente 

FaUo  4a    la  Suprema   Carie. 

Buenos  Aires,  NoTÍembre  14  de  1872. 

Vistos: — Considerando,  que,  tanto  por  la  legislación 
anterior  al  Código  Civil,  como  por  este  mismo,  el  com- 
prador tiene  el  derecho  de  hacer  citar  al  vendedor  para 
que  salga  á  su  defensa,  desde  el  momento  en  que  se  le 
demanda  la  propiedad  ó  la  posesión,  ó  en  que  es  turbado 
en  el  uso  de  la  propiedad,  goce  ó  posesión  de  la  cosa 
vendida  (  Leyes  treinta  y  dos  y  treinta  y  seis,  título  cinco, 
partida  quinta  y  articulo  veinte  y  veinte  y  dos,  titulo 
«  De  la  eviccion  i  Código  Civil ) :  y  que  al  ejercicio  de 
este  derecho  no  pueden  obstar  las  disposiciones  del  titulo 
veinte  y  ocho  de  la  ley  de  cjatorce  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres,  porque  ellas  no  hacen  mas 
que  reglar  en  general  el  procedimiento  en  los  casos  de 
denuncia  de  obra  nueva,  sin  proveer  incidentes  como  el  de 
que  se  trata  ;  por  estos  y  demás  fundamentos  concordan- 
tes, se  confirma  con  costas  el  auto  apelado,  foja  sesenta 
y  nueve  vueltai  y  satisfechas,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.    B.   Gorostiaga.  -^ J . 

DOIIINGUEZ. 
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CAU©A  CX.:x.:x.li 


Los  Señores  Bemberg,  Heymendhd  y  Ca.  contra  la 
Administración    de   Rentas  NádonaleSf  sobre 

aforo  M  mero/aderias. 


Sumario. -^{^  La  ley  de  21  de  Dioiembre  de  18í6Sí« 
creando  el  tribunal  de  Vistas,  fué  derogada  por  el  art. 
ii46  de  las  ordenanzas  de  aduana  de  14  d^  Agosto  4# 
1866. 

8o  La  resolución  de  las  diíerenoias  que  surjaa  entre 
un  comerciante  y  un  Vista  sobre  aforo  de  mercaderías, 
corresponde  según  los  artículos  142,  144  y  145  de  di- 
chas ordenanzas  á  la  dirección  general  de  aduanas. 

So  No  habiéndose  creado  aun  ni  establecido  esta  dw 
reccion  general  de  aduanas,  el  P.  K.  es  la  única  autori- 
dad competente  para  resolverlas,  con  arpegio  al  art.  149 
de  las  mismas  ordenanzas. 


Caso. — Los  Señores  Bemberg,  Heymendhal  y  Ga.  reci* 
bieron  seis  cajones  de  agujas  que  manifestaron  á  la  adua- 
na por  regulares.  El  Vista  de  la  aduana  las  calificó  por 
entrefinas]  á  esta  calificación  se  opusieron  Bemberg,  Hey- 
mendhal y  Ga.  pidiendo  que  el  Administrador  de  Rentas 
nombrara  personas  capaces  de  clasificar  las  agujas.  El 
tribunal  de  Vistas,  al  cual  fué  pasada  la  referida  petición, 
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confiriñÓ  la  6la^ifíkábibn  ñ(A  Vteta  y  el  AdmifiirtTtador  i>f^ 
denó  á  Bembei^,  HeyiñefAdhal  y  Ga.  al  pa^o  de  1  .jfft^ 
pot  millar  y  á  lá  ^u<Ka  de  ^MAtiB  d^reafaos  Mbila  la  dí*- 
ferenciá  de  \tíñ  fetfofos. 

B^tnbefg,  Hisyrii^ndhtíl  y  €ia.,  no  eonronnáadom  olm  alis- 
ta tesoluoióñ,  ocuttiétoi!  ^I  <l^fl|;ado  ^focíoMl  pidiendo  ee 
dejara  sin  efecto. 

Dijel'otí  qué  habiab  hecho  eu  nfanifbrtaoion  C€ta  Mve- 
gló  &  los  pliecies  de  tas  tarifas  recibidas  {  ««que  él  tríbu^ 
n^l  de  Vrstas  carecía  dé  la  cottitreteneia  borrespoüdien* 
te  al  eáfto;  que  para  evitar  pleitos  proponiat  someter  el 
artículo  al  examen  de  personan  competetites,  nombnáindo^ 
se  un  perito  por  cada  parte. 

Conferida  vista  al  pr^fCtiradM*  ñeoal,  dijo  esbe  qae  4e- 
bia  estarse  á  la  calificación  'd>e)  tribismal  de  Vistas  habien- 
do al  respecto  jurisp^adencra  estabtecida  por  varim  fa- 
llos de  la  Suprema  Corte. 

W'múé  áel  J^es  ftMtetMiM. 

'Suleno^  Airess  Agento  12  He  Í8T2. 

Por  los  fundamentos  espuestos  por  el  procurador  fis- 
cal en  su  vista  anterior,  se  confirma  la  resolución  de  f. 
2  del  Sr.  Administrador  de  Aduana.  £n  su  consecuen- 
cia devuélvanse  los  antecedentes,  después  de  pagadas  tas 
costas  y  repuestos  los  sellos. 

Interpuesto  ^  oMiMdfde  Ubrefueiito  el  weurso  de  apela- 
ción, Bemberg,  Heymendhal  y  G*,  expresando  agravios  dije- 
ron :  <]u'e  te  s^teiveia  del  juee  ra  ^uo  hacia  del  Iribunal 
de  Vistas  «n  tlriUinat  'infalible  y  &in  apelación^  compuesto 
de  júfl09s  ^w  eeñaa  fel  iBieno  tien4>o.jueofs  ^  aetofies,  é 
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interesados  además  por  tener  una  parte  en  la  percepoion 
de  las  multas,  lo  que  es  una  monstruosidad  legal ;  que  el 
tribunal  de  Vistas  estaba  compuesto  de  personas  incompe- 
tentes al  respecto;  que  pedian  por  lo  tanto  se  ordenase 
el  examen  pericial  ó  se  anulasen  los  procedimientos  en  ra- 
son  de  no  haberse  dado  lugar  á  la  producción  de  las  prue- 
bas. 

El  Sr.  Procurador  General,  á  quien  se  pasó  vista,  dijo : 
que  el  juez  a  quo  habian  equivocado  el  tribunal  de  Vistas 
por  el  de  tarifa ;  que  el  tribunal  de  Vistas  merece  pura  fé, 
pues  estando  escluido  de  él  el  Vistas,  del  ramo,  no  es 
creíble  que  los  Vistas  de  comestibles  y  drogas  sean  com- 
petentes para  clasificar  las  agujas ;  que  según  las  orde- 
danzas,  esta  resolución  corresponde  á  la  dirección  general 
de  aduana  ;  que  no  estando  esta  establecida  la  práctica  es 
consultar  la  comisión  que  formó'  la  tarifa  ;  que  por  lo  tanto 
pedia  se  remitiera  á  esta  el  espediente. 

La  Corte  no  hizo  lugar  á  esta  petición,  por  no  existir 
la  comisión  de  tarifas  qué  se  disuelve  luego  de  cumplido 
su  encargo  y  por  ser  contraria  á  los  artículos  142,  144, 
145  y  1149  de  las  ordenanzas,  y  mandó  se  expidiera  el 
procurador  general  directamente. 

El  Sr.  Procurador  se  expidió  diciendo ;  que  la  cuestión 
era  de  hecho  ;  que  no  podiendo  resolverse  ni  por  la  co- 
misión de  tarifas,  ni  por  lo  que  resulta  del  espediente, 
debia  remitirse  al  P.  E.  con  arreglo  á  los  artículos  142, 
144  y  1149  de  las  ordenanzas  de  aduana. 

FttU«  te  la  ñuptf^mm  CTurte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  16  de  1872. 

Vistos:  resultando,  según  el  parte  de  foja  primera,  que 
los  Señores  Bemberg,  Heymendhal  y  GompaHia  solicitaroii 
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el  despacho  de  seis  cajones,  con  cien  millares  de  agu- 
jas en  cajitas,  cada  un0|  calificándolas  de  regulares ^  las 
que  están  aforadas  en  seiscientos  milésimos  el  millar  en 
la  Tarifa  de  Avalúos ; '  y  que  al  verlñcarse  el  contenido 
de  los  cajones,  resultó  que  dichas  agujas  eran  á  juicio 
del  Vista  de  calidad  extrefinas^  las  que  son  avaluadas  por 
la  misma  Tarifa  á  un   peso  fuerte  el  millar; 

Que  suspendido  el  despacho  por  este  motivo  y  manda- 
do levantar  el  correspondiente  sumario,  la  casa  despa- 
chante se  ratificó  en  la  manifestación  que  habia  hecho, 
de  ser  agujas  regulares  las  contenidas  en  los  precitados 
seis  cajones,  asegurando  que  habia  hecho  esta  manifes- 
tación, con  conocimiento  exacto  de  la  calidad  del  artícu- 
lo, y  que  la  diferencia  con  el  Vista,  provenia  de  que  este 
empleado  aforaba  las  agujas  como  extre finas  por  íu  candi* 
don  y  no  por  su  calidad  6omo  lo  establece  la  Tarifa ; 

Que  pasado  el  asunto  á  informe  del  Tribunal  de  Vistas, 
este  clasificó  también  de  entrefinas  dichas  agujas,  y  funda- 
do en  este  informe  el  Administrador  de  Rentas,  condenó  á 
los  Señores  Bemberg,  Heymendhal  y  Compañía  al  pago  de 
dobles  derechos,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artículo 
novecientos  noventa  y  tres  de  las  Ordenanzas  de  Aduana ; 

Y  considerando — primero:  Que  la  cuestión  que  se  agita 
en  esta  causa,  es  de  hecho  puramente,  y  consiste  en  ave- 
riguar, ¿en  cuál  de  las  calificaciones  de  la  Tarifa,  están 
comprendidas  las  agujas  á  que  se  refiere  el  manifiesto  de 
despacho  dejos  Señores  Bemberg,  Heymendhal  y  Compañía, 
en  las  de  regulares,  ó  de  extrefinasl; 

Segundo:  Que  el  procedimiento  seguido  por  el  Adminis- 
trador de  Rentas  para  la  decisión  de  esta  cuestión,  es  con- 
trario al  que  determina  la  ley ;  pues  el  Tribunal  de  Vistas, 
en  cuyo  informe  funda  el  Administrador  su  resolución,  fun* 
ciona  ilegaknente,  porque  el  decreto  de  veintiuno  de  Di- 
T.  m  29 
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ciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco  creandp^  £cho 
Tribunal,  fué  derogado  por  el  articulo  mil  ciento  euafeata 
y  seis  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  de  catorce  de  Agoeto 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  por  el  que  se  declara 
que  tres  meses  después  de  promulgadas  dichas  Ordeüaa- 
zas,  quedaban  derogadas  é  insubsistentes,  todas  las  leyesi 
decretos  y  disposiciones  que  se  hubiesen  dictado  en  mate- 
ria  de  Aduanas; 

Tercero:  Que  según  lo  dispuesto  por  los  artículos  ciento 
cuarenta  y  dos,  ciento  cuarenta  y  cuatro  y  ciento  cuarenta 
y  cinco  de  dichas  Ordenanzas,  si  se  suscitaren  dudas  entre  d 
comerciante  y  el  Vista  sobre  la  partida  del  arancel  que  cor- 
responda á  algún  articulo,  6  sobre  la  clase,  calidad  ó  esta- 
do de  algún  género,  el  Vista  debe  suspender  el  despacho  y 
dar  cuenta  al  Administrador  para  que  este  pase  d  asunto  á 
la  Dirección  General  de  Aduana^  á  fin  de  que  resuelva  sobre 
las  dudas ;  debiendo  la  Dirección  General  fallar  sin  necesi- 
dad de  audiencia  de  la  parte,  y  con  los  datos  privados  que 
ella  crea  conveniente  tomar,  y  siendo  este  fallo  obligatorio 
é  inapelable,  tanto  para  la  Aduana  como  para  el  comer- 
ciante; 

Cuarto:  Que  no  habiéndose  creado  aun  ni  establecido  la 
Dirección  General  de  Aduanas^  las  funciones  que  por  las 
Ordenanzas  se  asignan  á  esta  oficina,  deben  ser  ejercidas 
por  el  Poder  EjecutivO|  con  arreglo  á  lo  proscripto  por  el 
artículo  mil  ciento  cuarenta  y  nueve  de  las  mismas ; 

Por  estos  motivos  y  de  conformidad  con  lo  pedido  por 
el  Sr.  Procurador  General,  se  revoca  la  sentencia  apelada 
de  foja  nueve  vuelta,  y  se  declara  que  los  Tribunales  Na- 
cionales no  tienen  jurisdicción  para  conocer  de  este  asunto. 
Devuélvanse  en  consecuencia  los  autos  poi*  su  orden,  previa 
satisfóccion  de  costas  y  reposición  de  sellos,  al  Administra- 
dor de  Rentas  I  para  que  pase  este  asunto  al  Poder  Ejecuti- 
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To  á  Éü  de  que  lo  resuelva  se^ii  estime  eottveníente,  por 
ser  é],  sepiú  la  ley  y  á  pekar  de  los  inconvenientes  que  es** 
te  procedimiento  ofrezca,  la'  única  autoridad  competente 
para  decidir  sin  apelación'  esta  ¿lase  de  cuestiones,  mien- 
tras no   se  oree  y  establetsca  la    Dirección    General   do 

Aduanas. 

Salvador  M*  del  Carril.— Francisco 

DRLOADo.«^Jo8á  Barros  Pazos.— Josa 

B.  GoROSTiAGi. — J.  Domínguez. 


GAlUAíI.  CK:K:MLm< 


■ 

Pini  y  Rmcoroni  Unos,  contra  Dm  Lorenxo  GrauOf 

pof^  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  No  puede  oourritao  á  la  Supremt  Corte  ett 
apelaoiotí  de  eenteneia  de  los  Tribahales  Superiores  de 
las  Provincias,  cuando  el  recurso  no  ebtá  comprendido' 
en  ninguno  dé  los  eaíBos  del  art.  14  de'  la  ley  fiíofcrtf 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Naoióttfeíléé. 
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Caso. — Don  Miguel  Barcos,  por  los  Sres.  Pinii  Ronco- 
roni  Hnos.  demandó  ante  el  Tribunal  de  Comercio  úe 
Buenos  Aires  á  D.  Lorenzo  Grasso,   diciendo : 

Que  D.  Antonio  Susini  les  debia  8,185  pesos  fuertesi 
menos  132  $  íl  cts.  Que  durante  la  {jpuerra  del  Para- 
guay falleció  Susini,  quedando  sus  bienes  en  poder  de  los 
Generales  Aliados  que  habian  asumido  los  poderes  civil  y 
militar  para  el  Gobierno  del  Paraguay,  mientras  era  po- 
sible á  los  naturales  fundar  sus  autoridades  propias.  Que 
durante  este  intervalo  los  Generales  Aliados  entregaban  los 
bienes  muebles  é  inmuebles  á  aquellos  que  justificaban 
su  derecho  sumariamente.  Que  Grasso,  invocando  su  ca- 
lidad de  socio  de  Susini  ante  dichos  Generales,  reclamó 
sus  bienes  muebles,  que  le  fueron  entregados  aceptándose 
este  carácter,  y  consiguiéndolo  así  en  la  resolución  que 
se  dictó,  y  dejando  á  salvo  el  derecho  de  los  acreedores 
que  pudiese  tener  Susini,  para  que  repitiesen  contra  el 
supuesto  ó  verdadero  socio  Grasso. 

Que  recibidas  por  Grasso  las  mercaderías  de  Susini,  las 
remitió  á  Buenos  Aires,  las  vendió  y  dispuso  de  su  valor 
á  pesar  de  haber  prometido  á  sus  representados  pagarles 
la  cuenta  que  se  les   debia. 

Que  si  Grasso  era  realmente  socio  de  Susini,  como  tal 
tiene  el  deber  de  pagar  esta  deuda,  y  si  no  era  también 
lo  tiene  porque  invocó  ese  carácter  y  bajo  esa  condición 
se  le  entregaron  los  bienes  mencionados. 

Pidió  se  condenase  á  Grasso  al  pago  de  la  suma  de- 
mandada con  intereses  y  costas.. 

Corrido  traslado,  Grasso  contestó  que  nada  debia  á  los 
demandantes,  que  nunca  habia  tenido  negocios  con  ellos 
y  que  es  falso  el  carácter  de  socio  de  Susini  que  le 
atribuyen « 
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Que  si  los  demaiKÍantes  habian  tenido  relaciones  co- 
merciales con  Susini,  es  contra  él  ó  contra  su  sucesión 
que  debian  dirigir  su  reclamo,  y  no  contra  personas  que 
nada  le  debian  y  que  ninguna  participación  habian  tenido 
en  los  negocios  que  lo  fundaban.  Que  como  acreedor  de 
Susini  y  usando  de  un  derecho  perfecto  habia  perseguido 
el  pago  de  un  crédito  que  tenia  contra  él,  consiguiendo 
que  se  le  entregasen  algunos  frutos  por  los  Generales 
Aliados,  con  la  sola  condición  de  rendir  cuenta  á  los 
herederos  legitimes  de  Susini.  Que  habia  cumplido  con  es- 
ta condición  impuesta  por  los  tres  Generales  Aliados,  cuyos 
actos  estaban  fuera  del  alcance  de  los  Tribunales  de  la 
Provincia  como  lo  estaban  también  de  los  de  la  Nación, 
y  que  por  consiguiente,  ninguna  intervención  le  corres-' 
pondia  en  los  negocios  del  finado  Susini. 

Pidió  se  rechazara  la  demanda  con  costas. 

Sustanciado  el  juicio  ordinario  en  todos  sus  trámites, 
se  dictó  este 


Fallo  del  Trllnmal  de  Comercie 


Buenos  Aires,  Julio  24  de  187t. 

Vistos :  No  teniendo  mayor  importancia  todo  lo  que  se 
dice  en  el  último  alegato  sobre  incompetencia  de  este  Juz- 
gado en  razón  de  que  no  ha  sido  opuesta  á  su  debido 
tiempo,  y  por  otra  parte  no  se  trata  de  sujetar  á  tela  de 
juicio  los  actos  de  la  Comisión  militar:  basándose  prin- 
cipalmente la  demanda,  en  que  Grasso  obtuvo  la  posesión 
de  tos  bienes  como  socio  de  Susini,  y  2^  en  el  compromiso 
que  contrajo  con  los  demandantes  de  pagarles  su  crédito, 
se  hace  necesario  considerar  si  eBtos  hechos  han  sido  ó 
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no  debidamente  oomprobados ;  y  resultando  que  el  primero 
de  ellos  lo  ha  sido  suOcientemente,  pues  consta  por  los 
documentos  que  el  mismo  Grasso  acompañó  á  su  alegato 
que  justiñoó  su  carácter  de  socio  con  los  libros  y  certifica- 
dos de  que  hace  mérito  en  su  presentación  á  la  Comisión 
militar,  los  que  sirvieron  á  esta  de  fundamento  para  la 
entrega  qpe  se  le  hizo  en  su  calidad  de  socio  babilitador, 
sin  que  se  registre  en  autos  el  menor  anteceijiente  que 
destruya  la  calidad  de  socio  invocada  en  aquella  presen- 
tación; que  el  segundo  de  los  hechos  arriba  fonunciados, 
como  base  de  la  demanda  ha  sido  del  mismo  modo  <^om- 
probado  según  resulta  de  la  prueba  producida ;  y  entonces 
es  indudable  que,  con  arreglo  á  las  prescripciones  legales, 
existe  el  derecho  por  parte  de  los  demandantes  para  pedir 
contra  Grasso  que  se  hagan  efectivas  las  responsabilidades 
que  aquellos  hechos  determinan,  si  se  tiene  presente:  1^, 
lo  que  disponen  los  artículos  438  y  454  del  Código  de 
Comercio,  y  2o,  lo  que  igualmente  dispone  el  art.  402 ; 
puesto  que  si  el  que  tolera  que  se  haga  uso  de  su  nom- 
bre en  la  razón  social  queda  obligado  solidariamente,  con 
mayor  razón  el  que  lo  invoca  con  libros  y  documentos. 

Por  estos  fundamentos,  y  no  habiéndose  objetado  for- 
malmente la  cuenta  de  Pini,  Roncoroni,  la  que  por  otra 
parte  ha  sido  justificada ;  fallamos  condenando  á  Don  Lo- 
renzo Grasso  al  pago  dentro  d^  diez  dias  de  ios  ocho  mil 
cincuenta  y  dos  fuertes  reclamadosi  con  los  intereses 
desde  la  interpelación  judicial,  y  con  declaración  de  que 

■ 

las  costas  deben  abonarse  en  el  orden  causado.  Repóngase 

el  sello. 

Tútnás  Isla — Juan  E.  Barra. 

Apelada  esta  sentencia  por  Grasso,  fué  confirmada  por 
el  siguiente 
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IM1«  del  ««perlwr  Tribtiiial  de  JiurHeüi  de 

FroTlnein 


Viatos :  por  su3  fandamentos  se  con&riiia  con  costas  la 

seatcDoia  apelada  de  fojas  ciento  cincuenta  y  siete  á  ciento 

cincuenta  y  ocho  :  y  satisfedbias  las   costas  devuélvanse^ 

testándose  previamente  por  el  actuario,  el  párrafo  marcado 

á  foja  ciento  setenta  vuelta,  por  irrespetuoso  ;    dejándose 

testimonio  de  él ;  y  recordándose  al  abogado  y  procurador 

que  lo  suscriben  el  deber  de   guardar   estilo ;   reponién* 

dose  el  sello, 

(Hay  3  rúbricas) 

Notificado  Grasso,  ocurrió  ante  la  Suprema  Corte  es- 
poniendo :  que  apelaba  de  la  sentencia  definitiva  pronun- 
ciada por  el  Tribunal  de  la  Provincia,  por  ser  ella  noto- 
riamente contraria  á  la  decisión  de  un  Tribunal  cuya 
autoridad  era  ejercida  en  nombre  de  las  Naciones  Aliadas 
en  la  guerra  contra  el  Paraguay,  y  cuyos  fallos  eran  irre- 
vocables. 

Invocando  el  art.  i  4  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  Tribunales  Nacionales,  pidió  que,  previo 
el  informe  correspondiente,  se  revocara  la  sentencia  del 
Superior  Tribunal  de  la  Provincia. 


Fallo  de  1»  Supran»  Certe 

Buenos  Aires,  Noviembre  21  de  1872. 

Vistos:  no  hallándose  comprendido  el  presente  recuso, 
en  ninguno  de  los  casos  que  establece  en  el  artículo  ea- 
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torce  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tri- 
bunales  Nacionales ;  pues  la  sentencia  deñnitiva  dictada  en 
esta  causa  por  el  Superior  Tribunal  de  Justicia  de  esta 
Provincia,  conñrmando  la  de  primera  instancia,  lejos  de 
ser  contraría  á  la  validez  de  la  decisión  de  la  Comisión 
Militar  instituida  en  el  Paraguay  por  los  Gobiernos  Aliados, 
se  funda  precisamente  en  ella,  y  parte  del  hecho  de  que 
los  bienes  del  finado  Don  Antonio  Susini  fueron  entrega- 
dos á  Don  Lorenzo  Grasso,  en  el  carácter  de  socio  con 
que  él  los  reclamó ;  se  declara  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto.  Satisfechas  en  consecuencia  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse  los  autos  con  el  corres- 
pondiente oficio. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.—  J.  Barros  Pazos. 

-   JoSi  B.  GoROSTiAGA. 
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CLA^USü.    CX^ULULIV. 


Da.  CUmmda  Parera^  contra  Dx^J^ugenio  Áldas^  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  lo  Concluido  un  juicio  ejecutivo  con  la  en- 
trega de  una  parte  del  crédito,  y  ordenada  la  caución 
juratoria  al  deudor  de  pagar  el  resto  cuando  llegase  á  me- 
jor fortuna,  no  puede  decirse  que  hay  juicio  pendiente 
con  respecto  á  la  acción  ordinaria  que  se  entable  después 
de  18  años  para  cobrar  el  resto  de  la  deuda. 

2o  Una  demanda  desechada  in  limine  sin  audiencia,  ni 
citación  de  parte  no  produce  el  efecto  ele  radicar  el  juicio. 

3o  En  las  acciones  personales  es  competente  el  juez  del 
domicilio  del  demandado. 


,  * 


Caso — D*  Clemencia  Parera,  entabló  en  1853  ante  el 
Juez  de  1^  instancia  en  el  Paraná,  demanda  ejecutiva  con- 
tra Eujenio  Aldas,  por  la  cantidad  de  3,477  pesos  bolivia- 
nos y  sus  intereses. 

El  juicio  ejecutivo  se  siguió  hasta  la  venta  de  los  bienes 
embargados  y  la  entrega  de  su  producto  importante  873 
pesos  bolivianos,  que  se  hizo  á  cuenta  del  crédito,  orde- 
nándose al  deudor  prestara  caución  juratoria  de  pagar  el 
resto  cuando  llegase  á  mejor  fortuna. 
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La  referida  señora  intentó  reabrir  este  juicio  en  Febrero 
del  año  1 872  ante  el  mismo  juzgado  por  haber  sabido  que 
su  deudor  se  encontraba  en  Buenos  Aires  c  gozando  de  una 
brillante  fortuna.  »  El  juez  no  hizo  lugar  fundándose  en 
que  la  acción  eíeeutiva  estaba  prescrita. 

La  acreedora  ocurrió  entonces  al  Juzgado  Nacional  de 
Buenos  Aires,  demandando  en  via  ordinaria  á  Aldas  por 
el  resto  de  su  deuda. 

Dijo  que  la  vecindad  de  la  actora  y  del  reo  en  diversas 
provincias,  y  la  nueva  acción  entablada,  daban  al  Juez  Sec- 
cional la  competencia  necesaria. 

El  Juez  de  Sección  libró  exhorto  al  de  1*  instancia 
del  Paraná  pidiendo  los  autos  ad  effectum  videndi.  El  Juez 
del  Paraná  mandó  el  testimonio  de  los  autos  pidiendo  se 
ordenara  su  abono  por  él  de  Sección,  j  diciendo  no  poder 
mandar  los  originales,  por  la  responsabilidad  que  pesaría 
sobre  él  en  caso  de  estravio  y  por  no  poderse  despojar  al 
escribano  de  sus  derechos  de  copias  testimoniadas. 


WmUo  4rt  Sutm  SecdonM , 


Buenos  Aires,  Setiembre  26  de  1812. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D^  Clemencia  Parera, 
vecina  de  la  Provincia  de  Entre-Rios,  contra  D.  Eugenio 
Aldas  vecino  de  esta  Provincia  por  cobro  de  pesos  ;  y 
resultando  :  lo  Que  por  este  mismo  crédito  se  siguió  de- 
manda ejecutiva  ante  el  Juzgado  de  I*"  Instancia  de  la 
ciudad  del  Paraná,  juicio  que  terminó  por  los  autos  de 
24  de  Febrero  y  2  de  Marzo  último,  no  haciéndose  lugar 
á  la  ejecución ;  siendo  de  notar  que  desde  antes  de  las 
espresadas  fechas,  ya  estaba  avecindado  en  [esta  Provincia 
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el  deviandado^  todo  lo  cual  está  eoostatado  por  la  confe- 
sión del  demandante  y  el  testimonio  de  los  autos  respeoti* 
vos,   que  corre  de  foja  31  adelante. 

2o  Que  aunque  en  el  presente  caso  86  trata  de  la  de* 
manda  ordinaria,  procediendo  esta  del  mismo  crédito  que 
la  ejecutiva,  debe  deducirse  ante  el  mismo  juez  que  cono- 
ció de  la  ultimat  no  solo  porque  así  se  colije  claramante 
del  inciso  cuarto  del  art.  12  de  la  ley  sobre  jurisdicoia» 
y.  com^petenoia  de  los  Tribunales  de  la  Nación,  según  el 
cual  siempre  que  en  pleito  civil  el  vecino  de  una  provincia 
demande  al  vecino  de  otra  ante  el  Juez  ó  Tribunal  de 
Provincia  se  entenderá  que  la  jurisdicción  ha  sido  proro^ 
gada  y  que  debe  sustanciarse  y  decidirse  la  causa  por  los 
Tribunales  Provinciales,  sin  poder  ser  traida  á  la  jurisdic- 
ción Nacional  por  recurso  alguno,  y  esta  disposición  que*- 
daría  violada  si  sobre  el  fondo  del  mismo  negocio,  y  entre 
las  oaísimas  personas  entendieran  tribunal(es  de  diversos 
fueros,  solo  por  la  diferencia  de  medios  ó  vias  empleadas 
para  obtener  el  derecho  que  se  litiga ;  sino  porque  por  el 
hecho  de  haberse  recurrido  antes  los  Tribunales  Provin- 
ciales»  el  negocio  queda  sujeto  en  cuanto  á  su  resolución 
y  á  los  recursos  que  puedan  emplearsCí  á  la  legislación 
y  jurisdicción  Provincial. 

3^  Que  en  el  caso  ^b  judice  concurren  las  circunstan- 
cias espresadas  en  el  precedente  considerando,  puesto  que 
la  demanda  ejecutiva  fué  deducida  ante  el  Juzgado  Civil  de 
la  Provincia  de  Entre-Rios,  en  la  ciudad  del  Paraná. 

i^  Que  es  un  deber  de  los  Jueces  Nacionales  declararse 
incompetentes  toda  vez  que  así  resulte  del  proceso,  en 
cualquier  estado  de  la  causa,  y  aunque  no  se  haya  dedu- 
cido la  incompetencia,  no  solo  porque'  los  procedimientos 
seguidos  ante  un  juez  incompetente,  y  autos  y  sentencias 
que  pronunciare  serian  nulos,   sino  porque  así  se  deduce 
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del  artículo  tercero  de  la  ley  sobre  procedimientos  de  los 
Tribunales  Nacionales. 

5^  Y  considerando  en  cuanto  á  la  nota  del  Sr.  Juez 
Civil  de  la  ciudad  del  Paraná,  pidiendo  á  este  Juzgado  que 
mande  abonar  oportunamente  las  costas  del  testimonio 
remitido  por  dicho  Sr.  Juez  y  sin  pedido  de  este  Juzgado: 

Que  este  Juzgado  no  solicitó  del  Juzgado  Civil  del 
Paraná  la  remisión  de  dicho  testimonio,  sino  la  remisión 
de  los  autos,  y  esto  de  ofício  con  el  objeto  de  ilustrar  su 
juicio  y  ad  effectum  videndi,  lo  que  ha  podido  y  debido  ha- 
cer no  solo  porque  es  un  uso  general  que  los  Tribunales 
del  mismo  país  se  presten  el  mas  efícaz  concurso  entre  sí, 
para  la  mas  recta  y  pronta  administración  de  justicia,  sino 
porque  este  es  un  deber  que  á  los  Jueces  de  Provincia  les 
impone  el  articulo  trece  de  la  ley  sobre  la  jurisdicción  y 
competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  y  en  la  hipótesis 
de  haber  podido  el  Sr.  Juez  Civil  de  la  ciudad  del  Paraná 
resistir  el  cumplimiento  de  lo  soHcitado  por  este  Juzgado, 
debió  limitarse  á  aquello,  y  nb  ordenar  se  espidiera  testi- 
monio ^cuando  no  habia  parte  que  lo  solicitara. 

Por  estos  fundamentos,  declárase  incompetente  este  Ju7r 
gado  para  entender  en  la  presente  causa ;  y  contéstese  al 
Sr.  Juez  Civil  de  la  ciudad  del  Paraná,  de  acuerdo  con  la 
doctrina  espuesta  en  el  último  considerando  de  esta  sen- 
tencia.  Repónganse  los  sellos^  y  notifiquese  con  el  original. 

lUanuel  Z aválela, 

D*  Clemencia  Parera  apeló  en  relación,  diciendo:  que  la 
acción  ejecutiva  habia  sido  declarada  proscripta  de  oñcío  por 
el  Juzgado  Provincial ;  que  no  habiendo  por  consiguiente 
juicio  ejecutivo  la  jurisdicción  provincial  habia  terminado ; 
que  ella  tenia  derecho  de  entablar  la  accfon  ordinaria  y 
debia  entablarla  en  Buenos  Aires,  no  habiendo  sido  radi- 
cada ante  el  juez  provincial. 
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Concedido  el  recurso,  ae  dictó  el  siguiente 


FaUo  de   1*  ñwq^r^auk  C^rte. 


Baenos  Aires,  Noviembre  21  de  1872. 

Vistos :  Resultando  que  el  juicio  ejecutivo  promovido  en 
mil  ochocientos  cincuenta  y  tres  por  Doña  Clemencia  Pa- 
rera  contra  Don  Eugenio  Aldas  ante  el  Juzgado  de  primera 
instancia  en  lo  civil  del  Paraná,  quedó  terminado' por  la 
venta  que  se  hizo  de  los  bienes  embargados  y  por  la  en- 
trega que  del  producto  se  hizo  á  la  ejecutante  á  cuenta  de 
su  crédito,  mandándose  intimar  al  deudor,  á  solicitud  de 
la  misma  acreedora,  que  prestase  caución  juratoria  de  pa- 
gar el  resto  cuando  llegase  á  mejor  fortuna :  que  habiendo 
intentado  Doña  Clemencia  Parera  reabrir  aquel  juicio  en 
Febrero  del  corriente  año  ante  el  mismo  Juzgado  del  Pa- 
raná este  no  hizo  lugar,  fundándose  en  que  estaba  pros- 
cripta la  acción  ejecutiva :  que,  dados  esos  antecedentes, 
y  transcurridos  diez  y  ocho  años,  no  puede  sostenerse  que 
hay  un  juicio  pendiente  radicado  en  el  Juzgado  del  Para- 
ná ;  ni  puede  tampoco  decirse  que  la  gestión  iniciada  en 
Febrero  haya  producido  el  efecto  de  radicar  allí  un  nuevo 
juicio,  desde  que  fué  desechada  in  limine^  sin  audiencia 
ni  aun  citación  de  Aldas ;  que  aunque,  provenga  del  mismo 
origen,  la  que  hoy  deduce  Doña  Clemencia  Parera  es  una 
nueva  acción  para  obtener  el  pago  de  lo  que  por  falta  de 
bienes  del  deudor  en  la  Provincia  de  Entre-Rios  no  pudo 
cobrar  en  mil  ochocientos  cincuenta  y  tres;  que  siendo 
esa  acción  meramente  personal  ha  procedido  legalmente 
ocurriendo  al  domicilio  del  deudor  que  es  actualmente  en 
esta  Provincia ;  y  que  hallándose  en  el  caso  del  articulo 
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segundo,  iaciBo  segundo,  de  la  ley  de  catorce  de  Setiem- 
bre de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  sin  que  sea  de 
oportuna  aplicación  por  lo  que  queda  dicho,  el  inciso 
cuarto  del  artículo  doce  de  la  misma  ley,  el  Juzgado  de 
Sección  es  competente ;  se  revoca  el  auto  de  foja  cuarenta 
y  nueve  en  la  parte  apelada,  y  satisfechas  las  costas,  de- 
vuélvanse á  dicho  Juzgado  para  que,  conociendo  del  asun- 
to, procede  y  determine  con  alrreglo  á  derecha. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Gorosíiaga.  —  J. 
Domínguez. 


gülusa  c:&:&iiLv. 


D.  Jai  Catoni  con  D.  Fedirieo    Garrigóij  ¿obre  iaáHi^o. 


Sumario. — 1°  Siendo  definidas  por  contratolas  obliga- 
ciones que  se  han  de  cumplir  en  un  tiempo  dado,  no 
hay.  necesidad  de  que  sean  previamente  determinadas  por 
sentencia  y  el  tiempo  trascurrido  en  el  juicio  corre  en 
este  caso  á  cargo  de  quien  lo  ha  promovido « 
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Caso. — La  causa  sobre  aumento  de  alquiler  y  repara*- 
ciones,  entre  D.  Federico  6arrig4s  y  D.  José  Gatoni,  de*- 
finida  por  fallo  de  la  Suprema  Gorte  de  5  de  Setiembre 
de  este  año,  dio  lugar  á  la  siguiente  cuestión  entre  los 
mismos   litigantes. 

Gatoni  en  23  de  Enero  de  este  afio  pidió  se  determi- 
naran por  peritos  las  reparaciones  que  debian  hacerse  con 
arreglo  al  contrato  en  la  casa  que  tenia  que  desocupar 
al  fin  del  mismo  mes.  Estas  se  determinaron  por  un 
arreglo  que  concluyó  en  15  de  Agosto  por  haberse  en 
el  Ínterin  interpuesto  por  Garrigós  una  apelaoioni  que  no 
fué  admitida  por  la  Suprema  Gorte. 

Hecha  la  entrega  de  la  casa,  Garrigós  pidió  se  liqui- 
dasen los  alquileres  adeudados  por  Gatoni  por  el  trascurso 
de  tiempo  entre  i^  de  Febrero  y  15  de  Agosto. 

Gatoni  contestó  que  no  debia  abonar  alquileres  sino  por 
el  tiempo  empleado  en  las  reparaciones ;  que  no  creía  6S«- 
tar  obligado  á  pagarlos  por  el  tiempo  en  que  Garrigós  ha- 
bia  obstado  á  las  reparaciones,  deduciendo  oposiciones  y 
recursos  ilegales  como  la  referida  apelación  que  duró  mas 
de  mes  y  medio. 


■Uto  éml  Swmm  CteMtema. 


Buenos  Aites,  Setiembre  28  de  1872« 

Y  vistos:  considerando  —  1*  Que  aunque  es  verdad  que  la 
parte  de  Garrigós  fué  considerada  como  litigante  temerario, 
y  como  tal  condenado  el  pago  de  las  costas  por  sentencia 
de  la  Suprema  Górte;  todo  lo  cual  consta  de  los  autos 
principales,  dicha  sentencia  no  innovó  en  las  obligacio- 
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nes  que  el  contrato  impuso  á  los  litigantes,  y  por  con- 
secuencia es  incuestionable  el  deber  que  tiene  la  parte 
de  Gatoni  de  entregar  la  casa  en  la  fecha  y  en  el  esta- 
do determinado  por  el  contrato,  so  pena  de  tener  que 
indemnizar  al  propietario  los  daños   que  se    te  causaren. 

2^  Que  de  autos  consta  que  Gatoni  no  devolvió  la  ca- 
sa en  la  fecha  indicada  en  el  contrato,  ó  al  menos  en 
las  condiciones  en  qué  debia  entregarla  según  aquel ; 

3^  Que  por  consecuencia  ha  habido  mora  de  parte  de 
Gatoni  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  había 
contraidoi  y  esta  mora  le  impone  la  responsabilidad  de- 
terminada en  el   primer  considerando; 

4o  Que  los  recursos  y  demás  medios  delatónos  que 
Gatoni  dice  fueron  empleados  por  Garrigós  no  han  sido 
un  obstáculo  para  que  aquel  cumpliera  sus  obligaciones, 
pues  estando  estos  claramente  definidos  por  el  contrato, 
el  inquilino  debia  conocerlos,  y  cumplirlos  sin  necesidad  de 
que  previamente  se  determinase  por  sentencia  cuales  eran 
las  reparaciones  que  le  correspondía  hacer,  á  lo  que  se 
agrega  que  si  Garrigós  apeló  del  auto  en  que  no  se  ha- 
cia lugar  á  su  solicitijid  para  que  se  señalara  á  Gatoni  el 
término  perentorio  de  seis  días  para  hacer  las  reparacio- 
nes y  se  invirtió  mes  y  medio  en  la  apelación,  como  lo 
dice  Gatoni,  esta  era  una  razón  mas  para  que  procedie- 
se mas  rápidamente  á  hacer  dichas  reparaciones. 

Por  estos  fundamentos,  precédase  á  la  liquidación  de 
la  cuenta  de  alquileres  hasta  la  fecha  de  la  entrega  de- 
finitiva de  la  casa  á  su  propietario,  Don  Federico  Garri- 
gós y  notiñquese  con  el  original. — Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavakta. 


s^  « 
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Catoni  interpuso  recurso  de  apelación.  Dijo:  que  á  la 
fechd  del  vencimiento  del  contrato  no  se  habia  dictado 
por  el  juez  en  la  causa  principal  la  sentencia  que  decla- 
raba cuáles  eran  las  reparaciones  á  su  cargo;  que  Garri- 
gós  habia  procedido  temerariamente  en  la  referida  cues- 
tión ;  que  la  sentencia  apelada  parte  de  la  base  de  que  el 
punto  de  las  reparaciones  era  claro,  mientras  estaba  en 
cuestión  y  la  sentencia  de  1'  instancia  no  se  habia  dic- 
tado. 

Concedido  el  recurso  en    relación  se  dictó  el  siguiente 


Pallo  de  1a  Suprema   Corte. 


Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  i 872. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  veinte  y  ocho ;  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
cisco Delgado.  — José  Barros  Pa- 
zos. —  José  B.  Gorostiaga.— José 
Domínguez. 


T.  iii.  30. 
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ClÁUS^   CXULXTI. 


Dm  Pedro  Rosso  con  lú$  Señores  Perelli  y  C^,  por  cobro 
de  fletes f  estadías  y  daños  y  perjuicios. 


Sumario. -^  l^  ^0  es  bastante  que  el  fiador  renuncie  la 
fianza  para  que  quede  exonerado  de  ella,  si  no  consta  el 
consentimiento  del  fiado,  y  aquel  en  cuya  garantía  se  ha 
constituido  la  fianza  consiente  en  la  renuncia  con  la  calidad 
de  sustituirse  por  otra  fianza. 

2^  Después  de  ejecutoriado  el  auto  que  ha  resuelto 
excepciones  dilatorias,  debe  evacuarse  el  traslado  goo^ 
ferido  de  la  demanda  en  el  término  de  seis  dias. 

3^  £1  silencio  del  juez  sobre  una  petición  no  puede  in- 
terpretarse como  una  admisión  tácita  de  la  misma  petición. 


Caso. — Don  Pedro  Rosso  propietario  del  patacho  c  Final 
Pia  Segunda  » ,  demandó  á  los  señores  Perelli  y  G^,  por 
la  cantidad  de  440  $  fts.  importe  de  estadías  y  de  705  $ 
fts.  importe  de  fiete,  con  mas  los  daños  y  perjuicios  por 
la  detención  del  referido  buque. 

Conferido  traslado,  los  demandados  oblaron  el  flete,  y 
declarando  que  no  creian  estar  obligados  á  pagar  estadías; 
opusieron  al  demandante  la  escepcion  de  arraigo  del  juicio 
por  ser  estrangero  y  no  domiciliado  en  la  República. 
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Rosso  ofreció  la  fianza  de  D.  José  A.  Novaro;  á  ios 
pocos  dias  de  otorgada  la  fianza,  Novaro  pidió  se  dejara 
sin  efecto,  no  conviniéndole  continuar  en  ella  por  ser 
indeterminada. 

Corrido  traslado,  contestaron  Perelli  y  G"",  que  no  tenian 
inconveniente  en  que  se  presentara  otro  fiador,  y  pidieron 
que  en,  el  Ínterin  se  declarara  suspenso  el  término  legal 
para  contestar  la  demanda. 

Rosso  acusó  rebeldía  á  los  demandados,  y  el  Juez  pro* 
veyó  lo  siguiente  —  Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1872  — 
Intímese  á  los  demandados  evacúen  el  traslado  pendiente  den^ 
tro  de  24  horas  bajo  el  apercibimiento  de  proceder  en  rebel- 
día. — Zavaleta. 

Perelli  y  G''  pidieron  revocatoria,  apelando  ín  suhsidium. 
Dijeron  que  Rosso  estaba  obligado  á  arraigar  el  juicio  ; 
que  la  fianza  de  Novaro  habia  quedado  sin  efecto  no  ha- 
biendo ellos  hecho  oposición  á  su  petición  ;  que  ellos 
habían  ya  pedido  se  declarara  suspenso  el  término  para 
contestar  hasta  que  les  presentara  otra  fianza. 


Fallo  del  Jueas  Seccional. 


Baenos  Aires^  Octubre  8  de  1872. 

Considerando  que  no  es  exacto,  que  haya  quedado  sin 
efecto  la  fianza  otorgada  por  Novaro,  por  cuanto  del  mismo 
precedente  escrito  consta  que  ella  está  vigente  ;  y  no  es 
bastante,  que  el  fiador  renuncie  á  la  fianza  para  que  quede 
exonerado  de  ella  sin  consentimiento  del  fiado,  cuando 
por  otra  parte  aquel  en  cuya  garantía  se  ha  constituido 
la  fianza,  si  bien  consiente  en  que  se  levante  la  otorgada 
por  Novaro  I  lo  hace  con  la  calidad,  de  que  el  fiado  otor- 
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gue  nueva  fianza;  considerando  además,  que  aun  que  es 
verdad,  que  en  el  último  escrito  presentado  por  esta  parte 
pidió,  que  se  declarara  en  suspenso  el  término  para  con- 
testar; el  juzgado  no  hizo  tal  declaración,  á  lo  que  se 
agrega  que  cuando  la  parte  de  Perelli  y  Compañía  dedujo 
dicha  solicitud  estaban  ya  vencidos  los  seis  días,  dentro 
de  los  cuales  debió  evacuar  el  traslado  pendiente  con  arre- 
glo al  articulo  ochenta  y  cinco  de  la  ley  de  procedimien- 
tos para  los  casos  en  que  como  en  el  presente  debiere 
contestarse  á  la  demanda  después  de  ejecutoriado  el  auto, 
que  resolviendo  las  escepciones  delatorias,  ordenase  con- 
testar derechamente  la  demanda;  no  ha  lugar  á  la  revoca- 
toria, que  se  solicita  y  se  concede  en  relación  el  recurso 
de  apelación  interpuesto.   Repóngase  el  sello. 

Zavdeta. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  4  872. 

Vistos :  por  los  fundamentos  del  auto  de  foja  ciento  y 
¿a torce  vuelta,  se  confirma  con  costas  el  apelado  de  foja 
ciento  y  diez  vuelta;  satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  -  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GOROSTUGA.  —  J. 

Domínguez. 
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CAUeü.   CXILX^VII. 


Rocca  unos,  contra  Don  Felipe  Recalde,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesosj  recurso  de  queja. 


Sumario.  —  I""  Los  Jueces  de  Sección  son  competentes 
para  entender  en  las  demandas  por  cobro  de  pesos  enta- 
bladas contra  los  Cónsules  extrangeros. 

2o  Guando  un  Cónsul  extrangero  es  una  de  las  partes, 
la  Suprema  Corte  no  ejerce  su  jurisdicción  originaria  si 
no  versa  la  causa  sobre  los  privilegios  y  exenciones  del 
Cónsul  en  su  carácter  público. 


Caso. — En  16  de  Noviembre  de  1872  se  presentó  D. 
Felipe  Recaído,   ante  la  Suprema  Corte  esponiendo  : 

Que  como  Cónsul  General  del  Paraguay  habia  firmado 
la  aceptación  de  unas  letras  giradas  por  el  Gobierno  de 
dicha  República. 

Que  no  habiendo  sido  pagada  una  de  esas  letras,  lo 
demandaban  los  Sres.  Rocca  Hnos.  ejecutivamente  por 
ella  ante  el  Juez  de  Sección  de  esta  Provincia,  quien  ha- 
bia dictado  el  auto  de  solvendo  contra  el  esponente,  se- 
gún el   cedulón  que  acompañaba. 


438  FALLOS  DE   LA  SUPREMA  CORTE 

Que  result||))a  del  cedulón  acompañado  que  la  demanda 
habia  sido  puesta  al  Cónsul  de  la  República  del  Paraguay, 
firmante  de  la  letra  y  que,  como  se  demandaba  á  un  in- 
dividuo en  su  carácter  de  Cónsul,  el  Juzgado  de  Sección 
era  incompetente,  porque  la  Constitución  y  el  art.  1®,  in- 
ciso 4®  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Nacionales,  reservaban  á  la  Suprema  Corte  el 
conocimiento  de  estas  cuestiones,  como  este  Tribunal  lo 
habia  resuelto  ya  en  un  caso  análogo,  fijando  la  jurispru- 
dencia. 

Pidió  se  remitiera  oficio  al  Juez  de  Sección  para  que 
se  inhibiese  de  conocer  en  dicha  causa,  y  remitiera  el 
espediente  á  la  Suprema  Corte.  . 

La  Suprema  Corte  ordenó  que  informase  el  Juez  de  la 
causa. 

El  Juez  de  Sección  informó  que  es  cierto  que  habia  dic- 
tado auto  de  solvendo  contra  D.  Felipe  Recaído  por  el 
pago  de  una  letra  que  aceptó  como  Cónsul  General  de  la 
República  del  Paraguay,  que  lo  era  en  la  fecha  de  la  acep- 
tación. 

En  seguida  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema   Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1872. 

Constando  del  precedente  informe,  que  el  auto  de  sol- 
vendo  dictado  por  el  Juez  de  Sección  contra  Don  Felipe 
Recaído,  es  Ipara  el  pago  de  una  letra  que  aceptó,  como 
Cónsul  General  de  la  República  del  Paraguay,  y  no  pu- 
diendo  la  Suprema  Corte  ejercer  su  jurisdicción  originaria, 
sino  en  las  causas  en  que  se  versen  los  privilegios  y  exen- 
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eiones  de  los  Cónsules  extrangeros  en  su  carácter  público, 
según  lo  espuesto  por  los  artículos  ciento  y  uno  de  la 
Constitución,  y  primero,  inciso  cuarto  de  la  ley  sobre  ju- 
risdicción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales ; 
no  ha  lugar  al  recurso  interpuesto  y  archívese. 

Salvador  Maru  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. —  José  B.  Gorostiaga. — 
J.  Domínguez. 


*—* 


CAUSA   C1K.1LX.V1II. 


Criminal,    contra  Augusto  Pehle,    Enrique  Jacubey, 

Guillermo   Uffel   y  Francisco  Oskar  Frott,    por   sustracción 

de  efectos  de  los  almacenes  de  aduana. 


Sumario  —  1**  El  artículo  81  de  la  ley  penal  se  refiere  á 
los  autores  principales  del  delito. 

2o  Los  cómplices  están  sujetos  á  las  penas  del  derecho 
común,  con  la  modificación  indicada  en  los  artículos  93  y 
95  de  la  ley  nacional  penal. 
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3^  La  práctica  de  aplicar  menor  pena  á  los  cómplices 
que  á  los  autores  principales  de  un  delito,  debe  observarse 
especialmente,  cuando  contra  estos  concurran  circunstan- 
cias agravantes,  y  la  participación  de  aquellos  ha  sido 
posterior  al  delito. 

Caso, — Augusto  Pehle,  Enrique  Jacubey,  Guillermo  Uf- 
fel  y  Francisco  Oskar  Frolt,  fueron  acusados  por  robo  de 
efectos  sustraidos  de  los  almacenes  de  aduana,  con  esca- 
lamiento y  estraccion;  los  dos  primeros  como  autores  prin- 
cipales, y  los  segundos  como  cómplices  y  encubridores  del 
hurto. 

El  Procurador  Fiscal  pidió  contra  Pelhe  y  Jacubey,  la 
pena  de  seis  años  de  trabajos  forzados  y  contra  Uflfel  y 
Frott,  la  de  4  años,  quedando  obligados  todos  á  la  resti- 
tución de  los  efectos  hurtados. 

La  defensa  dd  Pehle  y  Jacubey  se  limitó  á  pedir  el  mí- 
nimum  de  la  pena,  invocando  las  circunstancias  atenuan- 
tes, de  ser  el  hurto  de  poca  importancia;  la  defensa  de 
UíTel  sostuvo  que  él  ignoraba  el  delito  de  antemano,  y 
que,  aunque  sabedor  de  él  después  de  cometido,  no  dio 
ayuda,  ni  consejo  &  sus  autores ;  la  defensa  de  Frott  se 
fundó  en  las  mismas  razones  agregando  el  estado  de  beo- 
dez en  el  que  los  autores  del  hurto  le  llevaron  consigo  al 
lugar  del  delito. 


Fallo  del  Juez  Seccional. 


Buenos  Aires,  Setiembre  iS  de  1872. 

Y  vistos,     estos  autos    contra    Augusto   Pehle,    Enrique 
Jacubey,    Guillermo    Uífel   y   Francisco  Oskar   Frott,    por 
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sustracción  de  efectos  de  los  almacenes  de  Aduana  y  re- 
sultando de  ellos  :  1®  Que  los  primeros  se  pusieron  de 
acuerdo  sobre  los  medios  de  ejecutar  un  hurto  en  el  alma- 
cén de  aduana  conocido  por  de  Bernet,  valiéndose  para 
ello  de  un  escalamiento  en  una  casa  vacía  en  la  calle  S5 
de  Mayo  á  donde  daban  los  fondos  del  referido  almacén  y 
fijando  definitivamente  el  momento  de  la  ejecución;  2o 
Que  llegado  este,  mientras  Jacubey  se  ocupaba  en  la  casa 
vacía  de  practicar  una  oradacion  en  los  fondos  del  depósito 
de  Aduana,  Pehle,  por  su  parte  aseguraba  los  resultados 
de  la  intentona,  para  cuyo  objeto  se  vio  con  Francisco 
Oskar  Frott,  á  quien  indujo  á  que  fuese  á  beber  con  él  sin 
comunicarle  su  proyecto  concertado  con  Jacubey  y  que 
trataban  de  poner  en  práctica  ;  3"*  Que  en  seguida  llevó  á 
Frott  á  varios  puntos  donde  bebieron  juntos  pasando  en  fin 
á  la  casa  de  Guillermo  Uffel,  Reconquista  241,  donde 
continuaron  bebiendo,  siendo  servido  el  licor  por  el  mismo 
UfiTel ;  4**  Que  al  salir  de  allí  en  dirección  á  la  casa  vací.i, 
les  acompañó  este  último  separándose  á  alguna  distancia ; 
5**  Que  al  penetrar  Pehle  y  Frott  á  la  casa  vacía  por  una 
reja,  que  estaba  rota,  y  dá  á  la  calle  25  de  Mayo,  estaba 
este  último  en  un  estado  de  completa  beodez,  quedando 
tendido  en  el  suelo  sin  conocimiento  durante  todo  el  tiem- 
po en  que  Pehle  concluyó  la  •  perforación  sobre  el  depó- 
sito, que  había  principiado  Jacubey,  á  quien  encontraron 
ya  en  esta  tarea  ;  Que  concluida  esta  operación  sin  parti- 
cipación alguna  de  Frott  á  quien  no  tomaron  en  cuenta  al 
punto  de  haber  ignorado  Jacubey  su  existencia,  penetraron 
en  el  depósito  rotnpiendo  dos  cajones  cuyo  contenido  sus- 
trajeron; 7**  Que  á  la  mañana  siguiente  llevaron  las  ca- 
misas y  sombreros  sustraídos  á  la  casa  de  Uffel,  siendo 
el  mismo  Frott  portador  de  un  atado,  y  fueron  recibidos 
allí   por  el  mismo  Uñel  haciéndose  el  reparto  de    algunas 
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camisas,  y  reservándose  lo  demás  para  venderse  ;  y  8^ 
Que  Frott  en  compañía  de  Pehle  vendió  á  D.  Gerónimo 
Venza,  cuatro  docenas  de. camisas,  y  considerando:  lo  Que 
de  los  hechos  arriba  relacionados  tales  cuales  se  desprenden 
de  las  declaraciones  de  los  mismos  procesados,  los  indicados 
Augusto  Pehle  y  Enrique  Jacubey  son  los  ejecutores  y 
principales  agentes  de  la  sustracción  de  efectos  del  depó* 
si(o  de  Aduana  conocido  por  de  Vernet,  valiéndose  para 
ello  de  escalamiento  á  una  casa  vecina  y  efraccion  en  el 
almacén  robado;  2o  Que  no  está  probada  la  participación 
anterior  ó  en  el  acto  mismo  del  delito  de  Francisco  Oskar, 
Frott  y  Guillermo  Uffel,  pero  si  bien  se  ha  constatado  que 
Pehle  y  Frott  estuvieron  bebiendo  en  la  casa  de  aquel  y 
fué  luego  acompañándolos  alguna  distancia  cuando  se  di- 
rijian  al  lugar  del  delito,  estos  hechos  no  suponen  nece- 
sariamente la  complicidad  anterior,  debiendo  en  caso  de 
duda  interpretarse  favorablemente  al  acusado,  y  por  Ío  que 
respecta  á  Frott,  si  bien  resulta  que  acompañó  á  Pehle  á 
la  casa  de  Uffel  y  de  allí  al  lugar  del  hurto  penetrando 
con  él  en  la  casa  inhabitada,  resulta  también  de  las  mis- 
mas declaraciones  que  son  á  su  cargo,  que  no  conocia  el 
plan  de  su  compañero  y  tampoco  concurrió  á  la  ejecución 
de  él  por  estar  sin  conocimiento  por  su  estado  de  beodez ; 
3o  Que  ambos  concurrieron  después  á  la  ocultación  de  lo 
sustraido;  Uffel,  prestando  su  casa  para  que  se  hiciere  en 
ella  el  depósito  que  recibió  personalmente,  y  Frott  tomando 
parte  en  la  repartición  y  concurriendo  á  la  venta  de  las 
camisas ;  A""  Que  refiriéndose  el  articulo  81  de  la  ley  pe- 
nal, solo  á  los  principales  autores  del  delito  sus  disposi- 
ciones no  comprenden  á  los  cómplices  que  solo  han  tenido 
participación  después  de  ejecutado  el  hecho,  quedando  por 
supuesto  estos  sujetos  á  las  penas  establecidas  por  el 
derecho  común  con  la  modifícacion   contenida  en  el  art. 
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93 ;  y  5o  Que  según  las  prácticas  establecidas  por  nuestra 
jurisprudencia,  la  pena  de  los  cómplices  es  siempre  menor 
que  la  de  los  principales  agentes,  no  obstante  el  principio 
contrario  consignado  por  las  partidas,  siendo  especialmente 
atendible  en  este  caso  esta  práctica,  en  que  la  participa- 
ción es  posterior  al  delito  y  concurren  circunstancias 
agravantes  contra  los  principales  autores.  Por  estos  fun- 
damentos, fallo:  declarando  á  los  procesados  Augusto  Pehle 
y  Gerónimo  Jacubey,  confesos  del  delito  de  sustracción  de 
efectos  de  los  depósitos  de  Aduana,  con  la  circunstancia 
agravante  de  haberlo  ejecutado  con  escalamiento  y  frac- 
tura, y  cómplices  ocultadores  á  Guillermo  Uffel  y  Francisco 
Oskar  Frott,  condenando  en  su  consecuencia  á  los  pri- 
meros á  la  pena  de  seis  años  de  trabajos  forzados,  que 
deberán  contarse  desde  el  dia  en  que  esta  sentencia  fuere 
ejecutoriada,  y  á  los  segundos  á  un  año  de  prisión  en  el 
que  deberá  computarse  el  tiempo  que  llevan  sufrido,  de- 
biendo unos  y  otros  devolver  los  objetos  sustraidos  ó  sa- 
tisfacer su  importe  solidariamente  y  las  costas  del  juicio. 
Hágase  saber,  repónganse  los  sellos  y  comuniqúese  al 
Poder  Ejecutivo,  para  su  cumplimiento. 

Andrés  Ugarriza. 

El  Procurador  Fiscal  interpuso  recurso  de  apelación  res- 
pecto á  Uffel  y  Frott,  y  concedido  libremente  el  recurso, 
pidió  se  condenaran  estos  á  tres  años  de  trabajos  forzados 
por  ser  cómplices  ocultadores  del  hurto  y  por  tener  el  juez 
que  aplicar  las  penas  graduadas  establecidas  por  la  ley,  y 
no  la  arbitraria  de  un  año. 

Los  defensores  de  Frott  y  Uffel  y  él  de  Pehle  se  adhi- 
rieron á  la  apelación,  pidiendo  los  primeros  la  libertad  de 
sus  defendidos,  y  el  segundo  una  diminución  de  pena. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembrre  28  de  1872. 

Vistos,  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  setenta  y  dos,  y  devuélvase. 

Salvador  Mabia  del  Carril.  — 
Francisco  Delgado.  —  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Go- 
ROSTiAGA.  —  J.  Domínguez. 


CíIlUSíIl    C1ÍLX1I.I1IL. 


Dm  Juan  Pruzzo  contra  Don  Marcos  L.  Costa, 

por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  Una  liquidación  practicada  en  conformidad 
á  las  constancias  de  una  sentencia  ejecutoriada,  debe  ser 
aprobada. 

Caso. — Ejecutoriada  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte 
en  los  autos  seguidos  por  D.  Juan  Pruzzo  contra  D.  Mar- 
cos L.  Costa,  por  provisiones  al  vapor  c  Teresa»,  el  Juez 
de  Sección  mandó  hacer  la  liquidación  correspondiente 
del  crédito  del   demandante. 
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El  actuario  hizo  una  liquidación  con  un  saldo  á  favor 
de  Pruzzo  de  33,377  $  m/c. 

Costa  dijo  que  esta  liquidación  estaba  equivocada,  pues 
DO  debia  mas  que  23,377  ^  m/c.  y  cien  pesos  fuertes. 

Pidió  que  asi  se  declarase. 


Fallo  del  Jues  de  iSeeeioii. 

Buenos  Aires,  Octubre  9  de  1872. 

Considerando,  que  la  sentencia  se  refíere  al  saldo,  que 
resulte  después  de  deducido  los  trescientos  pesos  fuertes 
que  la  misma  declara  haberse  cargado  de  esceso  en  el 
haber  de  Costa,  y  no  siendo  en  tal  caso  el  saldo  re- 
sultante el  espresado  por  esta  parte,  por  cuanto  en  el 
ultimo  no  se  ha  hecho  dicha  deducción  ;  no  ha  lugar  á  lo 
solicitado  en  este  escrito  y  apruébase  dicha  liquidación. 

ZavaUta. 

Apelado  este  auto,  fué  confirmado  por  el  siguiente 

Fallo  de  la  Supii*eiiia  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1872. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apelado  de  foja  ciento  cincuenta  y  siete  vuelta, 
satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

Salvador  M.  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa* 
zos.  — j.  b,  gorostiaga.  — j. 
dojiinguez. 
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Don  José  Borches  con  Don  Guillermo  Amingt  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato  de  compra  y  venta. 


Sumario. -^i^  No  basta  alegar  como  posible  la  existenoia 
de  menores,  siaó  que  es  necesario  acreditarla,  para  de- 
mostrar la  insuficiencia  de  títulos  que  se  basan  sobre  una 
prescripción  que  reúne  todos  los  estremos  de  la  ley. 

2^  La  circunstancia  de  lindar  un  terreno  con  una  calle, 
aunque  puede  ser  importante  en  sí  misma,  no  es  tal,  que 
entregándose  sin  ella  un  terreno  vendido,  pueda  decirse 
que  no  se  hace  la  entrega  de  lo  espresádo  en  el  contrato. 

3""  Presentando  jet  vendedor  los  títulos  legítimos  y  su- 
ficientes de  la  cosa  vendida,  no  puede  obligársele  á  prestar 
la  fianza  establecida  en  el  art.  104,  tít.  3^  lib.  2^  Gód. 
Civ. 

4o  No  pudiendo  estimarse,  como  manifiestamente  teme- 
raria la  resistencia  de  una  de  las  partes  litigantes,  no  tiene 
derecho  4a  otra  de  pedir  que  se  condene  á  esta  en  los  da- 
ños y  perjuicios,  y  en  las  costas. 
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Caso.  —  D.  José  Sorches  vendió  á  D.  Guillermo  ArniDg, 
parte  de  una  Anca  situada  en  Belgrano. 

Rehusándose  Arning  á  realizar  su  compra,  Borches  lo  de-  m 

mandó  ante  el  Juzgado  Nacional  para  que  se  le  compeliese  al 
cumplimiento  del  contrato,  protestándolos  daños  y  perjuicios ; 
y  en  apoyo  de  su  demanda  presentó  los  títulos  de  su  pro- 
piedad á  la  fmca  ;  á  saber:  lo  Venta  por  parte  del  Go- 
bierno del  terreno  relativo  á  favor  de  D*^  Matilde  Alberti  en 
1839;  2«  Declaratoria  de  D*  Matilde  Alberti  en  1839,  es- 
presando haber  vendido  la  referida  quinta  á  su  hijo  don 
Zacarias  Torrecillas  por  el  precio  recibido  de  5  mil  pesos, 
y  otorgamiento  de  escritura  de  venta  de  la  misma  quinta 
á  favor  do  la  viuda  de  su  dicho  hijo  D*  María  Fulcos ;  3o 
Venta  de  20  de  Junio  de  D*"  María  Fulcos  á  ü.  José 
Borches. 

Corrido  traslado,  contestó  Arning  oponiendo  dos  escep- 
cienes  :  1&  Que  los  títulos  no  eran  sufícientes  para  justi- 
ficar la  propiedad  de  Borches,  porque  el  terreno  era  de  la 
testamentaría  de  Torrecillas,  y  no  de  su  viuda,  á  quien  no 
pudo  la  madre  de  él  otorgar  la  escritura;  y  que  no  ha- 
biendo sido  su  heredera  la  madre,  debia  decirse  que  exis* 
tian  hijos  del  mismo  ;  que  si  estos  eran  menores,  no  habia 
podido  proceder  prescripción  ;  2o  Que  la  Municipalidad  de 
Belgrano  no  permitia  que  se  abriese  una  calle  que  habia 
sido  garantida  por  el  vendedor. 

Conferido  traslado  de  las  escepciones,  contestó  Borches 
que  los  títulos  eran  suficientes ;  que  se  otorgó  la  escritura 
á  favor  de  María  Fulcos  porque  la  madre  de  Torrecillas 
sabia  que  la  finca  habia  sido  comprada  con  dinero  de  ella ; 
que  en  caso  de  no  ser  suficientes  bastaría  para  la  pres- 
cripción la  posesión  mas  que  treintenaria  ;  que  en  todo 
easo  habría  podido  Arning  pedir  ó  el  subsanamiento  de  los 
títulos  ó  una  fianza  para  la  eventual  restitución  del  precio ; 
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que  él  no  habia  garantido  la  calle  invocada  por  Arning; 
que  no  habria  podido  garantirla  tampoco,  porque  su  aper* 
tura  depende  del  consentimiento  de  los  vecinos  y  de  la 
autoridad. 

Recibida  la  causa  á  prueba  sobre  la  parte  de  la  cuestión 
relativa  á  la  apertura  de  la  calle,   se  dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Jues  Secelonai. 


Buenos  Aires,  22  de  Agosto  de  1872. 

Vistos,  estos  autos  seguidos  por  el  ciudadano  argentino 
D.  José  Borches,  contra  el  ciudadano  estrangero  D.  Gui- 
llermo Arning,  exijiendo  el  cumplimiento  de  un  contrato  de 
compra-venta,   resulta  lo  siguiente : 

Primero  —  Que  en  diez  y  seis  de  Agosto  del  año  pdo.,  el 
corredor  D.  Adán  Altget  vendió  á  D.  Guillermo  Arning  por 
orden  y  cuenta  de  D.  José  Borches,  parte  de  la  finca  de 
este  situada  en  el  Municipio  do  Belgrano,  sobre  la  calle  de 
Santa  Fé,  lindando  al  Norte  calle  por  medio,  con  el  terreno, 
con  frente  de  ciento  á  ciento  diez  varas,  y  fondo  hacia  la 
barranca  de  ciento  veinte  y  cinco  varas  garantidas  hasta 
dar  con  la  calle  que  se  vá  á  abrir  en  la  continuación  del 
deslinde  de  los  terrenos  de  Piaggio,  Plowes  y  otros,  siendo 
convenido  que  en  el  caso  de  no  dar  las  ciento  veinte  y 
cinco  varas  garantidas,  el  vendedor  abonaría  al  comprador 
la  diferencia  en  proporción,  al  precio  que  era  el  de  dos  mil 
pesos  moneda  corriente  por  vara  de  frente,  pagadero  al 
firmarse  la  escritura ;  todo  lo  cual  se  halla  justificado  por 
la  copia  autorizada  del  boleto,  la  que  corre  á  foja  dos,  y 
cuya  exactitud  ha  sido  esplícitamente  reconocida  en  la 
contestación  á  la  demanda. 
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Segundo.  —  Que  con  fecha  |once  del  siguiente  mes  (Se- 
tiembre), Arniog  dirijió  al  corredor  interventor  la  carta  que 
original  corre  á  foja  dos,  y  en  la  que  le  comunica  que  no 
puede  realizar  la  compra  que  por  su  conducto  hizo  á  D. 
José  Borches,  en  virtud  de  haber  su  abogado  encontrado 
deficientes  los  títulos  de  propiedad,  como  lo  demostraba 
la   copia   de  su  dictamen  que  le  incluía. 

Tercero.— *  Que  el  corredor  entregó  la  espresada  carta  al 
vendedor  D.  Josó  Borches,  quien,  acompañándola  oon  los 
títulos  de  propiedad  y  la  copia  referida  del  boleto  de  venta, 
se  presentó  Jedncieudo  demanda  contra  D.  Guillermo 
Arning  para  que  se  le  compeliese  al  cumplimiento  del 
contrato,  recibiéndose  del  terreno  y  escritura  respectiva,  y 
abonando  en  el  mismo  acto  el  precio  convenido;  protes- 
tando los  intereses,  daños  y  perjuicios,  que  pudiere  produ- 
cirle la  resistencia  del  demandado. 

Cuarto.  —  Quede  los  títulos  de  propiedad  del  deman- 
dantCi  y  que  en  copia  testimoniada,  corren  de  fojas  ciento 
siete  á  ciento  treinta  y  dos,  resulta  lo  siguiente  :  Primero: 
En  diez  de  Junio  de  mil  ochocientos  treinta  y  nueve  el 
Gobierno  de  la  Provincia  otorgó  á  favor  de  D*  Matilde  Al- 
berti  escritura  de  venta  de  los  terrenos  de  la  Chacarita, 
que  poseia  entonces  y  que  son  los  poseídos  actualmente 
por  Borches^  y  dentro  de  cuyos  límites,  según  la  demanda 
y  contestación,  está  incluida  la  fracción  de  terreno  á  que 
se  refiere  el  boleto  de  foja  dos ;  habiendo  dicha  escritura 
de  venta  sido  revalidada  en  tres  de  Mayo  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  cuatro,  por  el  Gobierno  existente  en  la  última 
fecha  (fojas  ciento  y  ocho  á  ciento  diez  y  siete) ;  Segundo  : 
En  veinte  de  Junio  áel  mismo  año,  D^  Matilde  Alberti, 
viuda  de  D.  Basilio  Torrecillas,  estendió  escritura  decla- 
rando que  en  once  de  Febrero  de  mil  ochocientos  treinta 
y  cinco  había  otorgado  ante  testigos  un  documento  de 
T.  m.  31 
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venta  en  forma  á  bu  hijo  D.  Zacarías  Torrecillas  de  la 
quinta  á  que  se  refiere  la  anterior  escritura  por  la  cantidad 
de  cinco  mil  pesos  moneda  corriente  que  recibió  en  el 
mismo  dia  para  otorgarle  escritura  en  forma  luego  de  ob- 
tener los  comprobantes,  necesarios  y  que  como  había  ya 
obtenido  la  propiedad  del  terreno  otorgaba  escritura  de 
venta  á  la  viuda  de  su  dicho  hijo  D&.  María  Fulcos,  sus 
herederos  y  sucesores  (escritura  de  fojas  ciento  diez  y  ocho 
vuelta  á  ciento  veinte  y  cuatro  vuelta) ;  Tercero  :  En  la 
misma  fecha  indicada  de  veinte  de  Junio  de  mil  ochocientos 
treinta  y  nueve  D*  María  Fulcos  de  Torrecillas  por  escri- 
tura pública  vendió  á  D.  José  Borches  la  misma  quinta  de 
que  hace  mérito  la  precedente  escritura,  declarando  que 
en  quince  de  Marzo  de  mil  ochocientos  treinta  y  siete 
vendió  extrajudicialmente  á  D.  José  Borches  la  espresada 
quinta,  según  documento  que  al  efecto  le  había  otorgado 
ante  testigos,  obligándose  á  formalizar  la  venta  en  forma 
tan  luego  como  se  allanasen  los  inconvenientes  que  se 
Afrecian  á  causa  de  que  D*  Matilde  Alberli,  á  quien  se  la 
ompró  no  le  habia  entregado  la  respectiva  escritura  de 
jenta,  pero  que  habiéndolo  ya  efectuado,  cumplía  el  deber 
que  habia  contraído  por  su  parte,  otorgando  como  otorgaba 
escritura  de  venta  á  favor  de  D.  José  Borches,  sus  here- 
deros y  sucesores  (escritura  de  fojas  ciento  veinte  y  cinco 
á  ciento  treinta  y  una). 

Quinto.  —  Que  corrido  trashdo  de  la  demanda,  lo  eva- 
cuó la  parte  de  Arning  acompañado  la  copia,  que  corre  á 
foja  veinte  y  nueve,  de  una  nota  que  dirijió  al  Presidente 
de  la  Municipalidad  de  Belgrano,  en  cuyo  partido  está  si* 
tuado  el  terreno  de  Borches,  con  ¿1  objeto  de  averiguar 
si  dicha  Municipalidad  consentía  que  se  abriese  una  calle 
en  continuación  del  deslinde  de  los  terrenos  de  Plowes, 
Gorvalan  y  Piaggio,  atravesando  el  terreno  de  Borches  ep 
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línea  paralela  con  el  frente  de  dicho  terreno  sobre  la  calle 
de  Santa  Fé,  y  la  contestación  del  Presidente,  que  original 
corre  á  foja  treinta,  y  según  la  cual,  la  Municipalidad  ha- 
bía   resuelto  que    no  es  permitido    á   ningún    particular 
abrir  calle  en  sus  terrenos  sin  su  autorización,  y  que  no 
permitiría  la  abertura  de  calle  alguna  qae  no  estuviese  en 
conformidad  con  el  plano  de  la  corporación,   el  que  pres«- 
cribe  la  continuación  recta  de  las  calles  de  Belgrano  ;  y 
que  no  estando  en  estas  condiciones,   la  calle  que  deter- 
minaba Arning,  la  Municipalidad  no  permitía  que  se  abriese. 
Sesto.  —  Que  el  demandado,  apoyándose  en  los  títulos 
presentados  por  Borches,  y  en  los  documentos  cuyo  resu- 
men acaba  de  hacerse  en  el  párrafo  anterior,  opone  contra 
la   demanda  las  siguientes  escepciones:    primero,  que   el 
vendedor  no  puede  por  insuficiencia  de  sus  títulos  cumplir 
la  obligación,  á  que  se  sometió   por  el  boleto,   de  transfe- 
rirle la  propiedad  de  la  cosa  vendida,  y  que  no  pudiendo 
cumplir  dicha  obligación,  él    comprador  está  exonerado  de 
toda  obligación  por  su   parte,  porque  comprar  cosa  que 
sabe  que  no  es  de  la  propiedad  del  vendedor,  es  no  solo 
esponerse  á  que  aquella  le  fuese  reivindicada  por  el  ver- 
dadero dueño,  sino  que  se  despojaría,  con  arreglo  al  artí- 
culo siete,  titulo    tercero,   sección  tercera,  libro  segundo 
del  Código  Civil,  de  todo  derecho  para  exijir  la  restitución 
del  precio,  como  fundamento  de  la  verdad  del  hecho  es- 
puesto por  él,   de  no  ser  Borches  propietario  de  la  cosa 
vendida,  los  mismos  títulos  presentados  por  éste  de  los  que 
resultaba  según  Arning  que  el  verdadero  dueño  había  sido 
D.  Zacarías  Torrecillas,  sin   constatar  como  habia  pasado 
dicho  terreno  á  la   propiedad  de  la  viuda  de  dicho  Torre- 
cillas, D*  María  Fulcos,  que  es  quien  aparece  vendiéndolos 
á  Borches ;  pudiendo  por  consecuencia  suceder  que  Torrea 
cillas  hubiese  dejado  herederos  que  tuviesen  derecho  á  la 
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propiedad  del  terreno  poseido  por  el  demaodante,  herede^ 
ros  que  podrían  haber  sido  menores  de  edad  y  que  tal  vez 
hubiesen  fallecido  dejando  también  hijos  menoreSi  lo  que 
seria  un  impedimento  hasta  para  la  adquisición  de  la  pro- 
piedad aun  por  la  prescripción  de  treinta  años  ;  porque 
para  que  ella  tuviese  lugar  se  requeriría  que  el  poseedor 
se  creyese  dueño,  circunstancia  que  no  puede  concurrír  en 
Borches  que,  por  sus  mismos  títulos,  sabia  bien  que  el 
dueño  era  la  testamentaría  de  Torrecillas  ;  á  lo  que  se 
agregaba  que  aun  que  Borches  fuese  posedor  de  buena  fé, 
es  probable  que  la  posesión  hubiese  estado  en  suspenso, 
porque  cuando  D*^  Matilde  Alberti  escrituraba  la  quinta  á 
favor  de  su  hijo,  muerto  ya,  era  porque  sin  duda  alguna 
habia  dejado  descendientes,  cuya  existencia  únicamente  po- 
dia  escluirla  de  su  sucesión,  y  que  si  los  descendientes 
eran  menores,  y  hubiesen  fallecido  dejando  á  su  vez  hijos 
ó  herederos  menores,  no  habría  transcurrido  un  solo  año  de 
posesión  legaL 

Sétimo.  —  Que  Arning  opuso  también  la  escepcion  de 
que  el  vendedor  se  habia  comprometida  á  darle  sobre  el 
fondo  del  terreno  frente  á  una  calle  que  debia  abrirse,  y 
que  esta  obligación  tampoco  podia  cumplirse  porque  la 
Municipalidad  de  Belgrano  habia  declarado  que  no  permi- 
tirla la  apertura  de  dicha  calle,  como  lo  justificaban  la  06- 
pia  de  la  nota  que,  al  objeto  de  esclarecer  este  punto, 
habia  dirijido  á  dicha  Municipalidad  y  la  contestación  ori- 
jinal  de  esta  corporación,  documentos  ambos  que  acompa- 
ñaba y  quo  corren  á  fojas  veinte  y  nueve  y  treinta,  y  que 
la  imposibilidad  en  que  se  hallaba  el  vendedor  de  cumplir 
esta  obligación,  autorizaba  al  comprador  para  solicitar  in- 
mediatamente la  rescisión  del  contrato,  con  arralo  al  ar*- 
tículo  noventa  y  doB,  titulo  tercero  de  la  eompra-venta, 
Código  Civil. 
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Octavo.  — Que  corrido  traslado  á  Borches  de  los  docu- 
mentos acompañados  por  Aroing,  lo  evacuó  aquel  soste* 
niendo  :  Primero,  que  los  títulos  eran  suficientes  para  justi- 
ficar la  propiedad,  y  que  si  no  lo  fueran,  la  posesión  durante 
treinta  y  cuatro  anos  y  meses  bastaría  que  se  consumase  la 
prescripción,  y  que  si  todo  esto  no  era  título  bastante, 
debió  haber  pedido  Arning  que  se  subsanara  la  deficiencia 
de  los  mismos  á  lo  que  se  habria  prestado  el  vendedor, 
y  que  sino  podia  salvarse  dicha  deficiencia  el  vendedor 
habria  afianzado  á  satisfacción  del  comprador  la  restitución 
del  precio  con  arreglo  al  artículo  ciento  cuatro,  título  ter- 
cero, sección  tercera,  libro  segundo  del  Código  Civil ;  Se- 
gundo, que  en  cuanto  á  la  apertura  de  la  calle  á  que  se 
refiere  la  nota  del  Presidente  de  la  Municipalidad  de  Bel- 
grano,  no  ha  sido  garantida  ni  podia  garantirse  dicha 
operación  ni  fué  esta  tampoco  una  condición  del  contrato, 
pues  fué  en  el  momento  de  ir  á  estenderse  el  boleto  y 
después  de  celebrado  el  contrato  que  el  kizo,  que  el  vendedor 
propuso  que  el  terreno  vendido  lindara  con  terreno  del 
vendedor,  calle  por  medio,  por  ser  ese  lugar  por  donde 
debía  pasar  una  calle,  que  varios  vecinos  pensaban  abrir 
en  dirección  á  Belgrano,  y  que  habiendo  preguntado  Ar- 
ning si  se  le  garantía  la  apertura  de  la  calle,  se  le  con- 
testó categóricamente  que  eso  no  era  posible,  como  lo 
demostraba  la  carta  que  incluía  del  corredor,  y  que  corre 
á  foja 

Noveno.  —  Que  posteriormente  acompañó  Borches  el  tes- 
timonio que  corre  á  foja  cincuenta  y  dos,  del  que  consta 
que,  en  una  información  producida  por  él  ante  el  Juzgado 
Provincial  á  cargo  del  Dr.  Martell,  recayó  un  auto  apro- 
batorio, declarando  que  el  terreno,  á  que  ella  se  referia, 
fué  comprado  por  D.  Zacarías  Torrecillas  con  dinero  per- 
teneciente á  su  esposa  D"*  María  Fulcos,  y  corrido  traslado 
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de  él  á  Arning,  manifestó  que  una  información  de  dos  tes- 
tigos, producida  después  de  iniciado  este  juicio,  y  sin  su 
audiencia,  nada  valia  contra  una  escritura  pública  que 
acreditaba  que  la  propiedad  del  terreno  pertenecía  á  otra 
persona  que  á  la  que  espresan  dichos  testigos. 

Décimo. — Que  recibida  la  causa  á  prueba  con  el  fin  de 
acreditar  el  alcance  que  las  partes  habian  dado  al  estender 
el  boleto,  á  la  cláusula  relativa  á  la  apertura  de  la  calle  á 
que  el  mismo  boleto  se  refiere,  la  prueba  producida  se 
reduce  al  informe  pasado  por  el  corredor  interventor,  el 
cual  corre  á  foja  ochenta  y  seis,  y  en  el  que  dicho  corre- 
dor dice  que  nada  tiene  que  agregar  al  boleto  de  compra- 
venta, á  la  declaración  que  á  pedido  de  Borches  hace  á 
foja  cuarenta  y  dos,  y  á  otra  declaración  4^da  al  Sr.  Ar- 
ning,  y  á  pedido  del  mismo. 

Undécimo.  —  Que  en  el  documento  citado  de  foja  cua- 
renta y  dos,  dice  el  corredor  contestando  á  una  carta  de 
D.  Luis  Borches,  que  cree  recordar  perfectamente  que  fué 
cuestión,  pero  en  forma  de  conversación,  y  no  como  cosa 
de  obligatoria  ejecución,  que  los  vecinos  se  habian  ofre- 
cido ó  estaban  dispuestos  á  abrir  la  calle  en  el  sentido  in- 
dicado en  el  boleto. 

Duodécimo.  — .  Que  el  Juzgado  hizo  comparecer  á  su  pre- 
sencia á  D.  Guillermo  Arning  para  que  contestase  á  las 
preguntas  que  se  le  harían,  y  consta  á  foja  noventa  y  seis, 
que,  preguntado  si  al  tratarse  de  la  apertura  de  la  calle, 
se  trató  como  de  un  hecho  seguro,  contestó  que  si,  en 
cuanto  al  terreno  de  Borches  se  habló  como  de  una  cosa 
indudable  que  se  abriría  la  calle,  ;  en  cuanto  á  los  demás 
terrenos  como  una  cosa  proyectada. 

Y  considerando.  Primero.  —  Que  es  efectivo  que  según 
el  Código  Civil  en  el  artículo  primero  del  título  de  la 
compra-venta,   el  vendedor  se  obliga  á   transferir  al  com- 
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prador  la  propiedad  de  la  cosa  vendida,  y  por  consecuencia 
es  también  efectivo  que  el  comprador  no  está  obligado  á 
recibirse  de  la  cosa  y  á  pagar  el  precio»  cuando  el  vende- 
dor no  puede  cumplir  aquella  obligación,  no  solo  porque 
la  obligación  del  uno  depende  del  cumplimiento  de  la  obli* 
gacion  del  otro  contratante  ó  porque  ambas  obligaciones 
son  recíprocas,  sino  porque,  con  sugecion  al  articulo  sé- 
timo, título  citado  del  Código  Civil,  el  comprador  no  tiene 
derecho  para  reclamar  la  restitución  del  precio  que  hu- 
biese  pagado   cuando  supiere  ^que  compraba  cosa   agena. 

Segundo.  —  Que  la  consecuencia  que  se  desprende  del 
precedente  considerando  es  que  Arning  tendría  perfecto  de-   . 
recho  para  resistir  al  pago  del  precio,  toda  vez  que,   como 
lo  pretende,   estuviese  constatado  que  Borcbes   no  puede 
transferir  la  propiedad  del  terreno  vendido. 

Tercero.  —  Que  para  justificar  que  Burches  no  puede 
transferir  la  propiedad  del  terreno  espresado  en  el  boleto 
de  venta,  es  necesario  acreditar  que  no  es  su  propietario  á 
pesar  de  las  escrituras  que  constatan  que  Burches  com- 
pró dicho  terreno  en  Junio  de  mil  ochocientos  treinta  y 
nueve  á  D^  María  Fulcos,  y  no  obstante  la  posesión  que 
tiene  el  vendedor. 

Cuarto.  —  Que  la  parte  de  Arning  aduce  como  prueba  del 
hecho  afirmado  por  ella  de  que  Burches  no  es  propietario 
del  terreno  que  posee  en  Belgrano,  los  mismos  títulos 
exhibidos  por  Borches,  fundándose  en  que  de  ellos  consta 
que  el  comprador,  y  por  consecuencia  el  propietario  del 
terreno,  fué  D.  Zacarias  Torrecillas,  y  que  no  hay  constan- 
cia de  como  haya  pasado  á  la  propiedad  de  su  esposa,  que 
no  podia  heredarle,  viviendo  como  vivia  la  madre  de  aquel, 
Da  Matilde  Alberli. 

Quinto.  —  Que  no  es  exacto,  primero,  que  D.  Zacarías 
Torrecillas  fuese  propietario  del  terreno  actualmente  poseido 
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por  Borcbes,  por  cuanto  no  ha  mediado  'documento  que 
pudiera  transferírselo,  ni  se  le  hizo  entrega  del  terreno, 
requisito  indispensable  para  la  adquisición  de  la  propiedad, 
de  acuerdo  con  la  prescripción  de  la  ley  cincuenta,  título 
quinto,  part.  5'  pues  no  puede  sostenerse  que  el  título  otor- 
gado por  D*"  Matilde  Alberti,  después  del  fallecimienlo  de 
su  hijo,  á  la  viuda  de  este,  sea  bastante  para  transferir 
la  propiedad  á  dicho  Torrecillas,  cuando  dichos  títulos  en 
términos  bien  claros  é  intergiversables,  dicen  que  vende 
y  dá  su  venta  para  siempre  á  D^  María  Fulcos,  sus  here- 
deros y  sucesores,  sin  que  valg»  en  contrario  el  que  la 
.  misma  escritura  esprese  que  es  en  ejecución  de  un  contrato 
que  celebró  con  su  citado  hijo,  porque  para  ejecutarlo 
debia  otorgar  la  escritura  á  favor  de  los  herederos  de 
Torrecillas,  y  no  á  favor  de  su  viuda  y  herederos  de  la 
misma ;  ó  si  se  admite  que  fué  verdaderamente  en  cumpli- 
miento de  lo  contratado,  debe  admitirse  al  mismo  tiempo 
que  el  terreno  fué  comprado  para  D^  María  Fulcos  de 
TorrecíllaS|  á  cuyo  favor  se  estendíó  la  escritura  de  venta. 

Sesto.  —  Que  ea  cualquiere  de  las  dos  hipótesis  exami- 
nadas en  el  precedente  considerando,  esto  es,  ó  que  D^ 
Matilde  Alberti  cumplió  el  contrato  celebrado  con  su  hijo 
por  haberse  hecho  la  compra  para  D^  María  Fulcos,  ó  que 
se  esteadiese  la  escritura  á  favor  de  la  última  contra  lo 
pactado  con  su  marido ;  en  el  primer  caso,  era  aquella 
propietaria  por  compra  del  terreno  que  vendió  á  Borches, 
y  en  el  segundo  los  herederos  de  D.  Zacarías  Torrecillas 
solo  tendrían  derecho  para  exijir  el  cumplimiento  del  con- 
trato, y  no  para  reivindicar  el  terreno,  que  no  habiendo 
sido  escriturado  ni  entregádoseles,  no  han  podido  adquirír 
su  dominio  con  arreglo  á   la  ley. 

Sétimo.  — Que  aun  admitida  la  hipótesis  de  que  la  com- 
pra no  fué  hecha  para  D*"  María  Fulcos,  y  de  que  esta  no 
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hubiese  pagado  el  precio  del  terreno,  habiendo  dispuesto 
de  él  como  dueña,  y  poeeidolo  Borches  en  el  mismo  carácter 
por  mas  de  treinta  y  dos  años  (y  á  la  fecha  mas  de  treinta 
y  tres),  la  prescripción  ha  quedado  consumada  eon  arreglo 
á  la  ley  diez  y  ocho,  título  diez  y  nueve,  partida  tercera 
que  señala  la  posesión  de  diez  años  entre  presentes  y  de 
veinte  entre  ausentes  para  la  prescripción  de  los  bienes 
raices,  sin  que  pueda  objetársele  la  falta  de  buena  fé, 
porque  no  hay  prueba  que  convenza;  y  porque  la  mala  fé 
no  se  presume. 

Octavo.  —  Que  cualquiera  que  sea  la  fecha  de  la  muerte 
de  D*  Matilde  Alberti,  y  cualesquiera  que  hubiesen  sido 
sus  herederos,  la  prescripción  se  habria  consumado  siem-' 
pre,  porque  habiendo  empezado  á  correr  contra  ella,  debió 
continuar  contra  sus  herederos  con  arreglo  á  la  ley  nueve, 
título  diez  y  nueve,   partida  sesta. 

Noveno.  — •  Que  por  otra  parte,  y  en  la  hipótesis  última- 
mente examinada,  aunque  D^  María  Fulcos  no  hubiese 
abonado  el  precio  del  terreno,  ó  aunque  la  compra  no 
hubiese  sido  hecha  para  ella,  estando  otorgada  la  venta  á 
su  favor  y  á  favor  de  sus  herederos,  importaría  ella  una 
donación,  y  por  consecuencia  el  dominio  habria  sido  trans* 
ferido  á  su  favor,   sin    necesidad  de  prescripción. 

Décimo,  —  Que  en  el  caso  mas  desfavorables  para  Bor-* 
ches,  suponiendo  que  el  dominio  del  terreno  que  posee 
00  le  fué  transferido  á  D*^  María  Fulcos  por  IH  Matilde 
iVIberti  en  virtud  de  la  escritura  cuya  copia  corre  en  autos, 
y  admitiendo  también  la  posibilidad  de  que  pudieron  que- 
dar herederos,  sea  de  la  última,  sea  de  su  hijo  D.  Zaca- 
rías Torresillas,  cuya  existencia  pudiera  ser  un  obstáculo 
para  la  consumación  de  la  prescripción,  no  hasta  la  posi- 
bilidad de  tales  herederos,  cuya  existencia  no  es  hasta 
ahora  sino  imaginaria,  para  declarar  que  Borches,  no  pue* 
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de  cumplir  la  obligación  que  tiene  de  transferir'  la  propíe" 
dad  del  terreno  á  que  se  refieren  estos  autos,  sino  que  es 
necesario  que  se  acredite  la  existencia  de  esos  herederos, 
ó  que  la  cosa  es  de  otro  que  Borches  para  que  fuese  apli- 
cable al  caso  el  articulo  sétimo  de  la  compra-venta  invo- 
cado por  Arning,  pues  de  lo  contrario  seria  inútil  la  obli- 
gación de  sanear  impuesta  al  vendedor,  y  no  habiéndose, 
no  ya  justificado  pero  ni  afirmádose  si  quiera  que  existan 
tales  herederos,  la  aplicación  del  citado  articulo  es  fuera 
de  lugar. 

Undécimo.  —  Que  las  consideraciones  opuestas  por  la 
parte  de  Arning,  pueden  á  lo  mas  importar  un  temor  fun- 
dado de  ser  molestado  por  la  cosa  comprada,  lo  que  en 
los  términos  del  articulo  ciento  cuatro  del  Código  Civil  en 
el  título  citado  de  la  compra-venta,  solo  autorizaría  al  com- 
prador para  suspender  el  pago  del  precio,  á  menos  que  el 
vendedor  le  afianzase  su  restitución,  siendo  de  notar  que 
Borches,  según  lo  espone  á  foja  cuarenta  y  seis  vuelta  está 
dispuesto  á  prestar  la  espresada  fianza. 

Y  considerando,  en  cuanto  á  la  escepcion  fundada  en 
que  Borches  no  puede  cumplir  la  cláusula  inserta  en  el 
boleto  de  hacer  lindar  el  terreno  con  la  calle  á  que  dicho 
boleto  se  refiere,  lo  que  según  el  demandado,  le  autori- 
zaria  para  rehuzar  el  pago  del  precio  con  arreglo  al  artí- 
culo ciento  cinco  del  titulo  de  compra-venta.  Código  Civil 
que  autoriza  para  aquello  cuando  el  vendedor  no  entregase 
exactamente  lo  que  expresa  el  contrato. 

Primero.  —  Que  el  articulo  ciento  cinco,  titulo  de  la 
compra-venta  del  Código  Civil,  no  importa  sino  la  decla- 
ración de  que  el  vendedor  debe  entregar  la  misma  cosa, 
materia  de  la  obligación,  y  sin  cuya  concurrencia  no  ha- 
bría contrato,  según  la  doctrina  general,  porque  faltaría 
uno  de  los  requisitos  esenciales  para  la  validez  del  mismo. 
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Segundo.  —  Que  la  circunstancia  de  lindar  un  terreno 
con  una  calle,  aunque  puede  ser  importante  en  sí  misma ; 
y  haya  sido  tal  vez  uno  de  los  motivos  que  determinaron 
al  comprador  para  celebrar  el  contrato,  permaneciendo  la 
misma  cosa,  ó  el  mismo  cuerpo,  como  permaneceria  ya 
sea  que  la  calle  fuese  abierta»  y  lindase  el  terreno  con 
ella,  ó  que  no  se  abriese  y  lindase  con  terrenos  de  la 
propiedad  del  mismo  vendedor,  no  podía  sostenerse  que 
entregándola  al  vendedor  sin  abrir  la  calle  no  entregaría 
exactamente  l^o  que  espresa  el  contrato,  y  por  consecuencia 
no  seria  aplicable  el  articulo   ciento  cinco  citado. 

Tercero.  —  Que  los  términos  mismos  en  que  está  con- 
cebido el  boleto  de  compra-venta  están  demostrando  que 
la  apertura  de  la  calle,  á  que  él  se  refiere,  no  era  un 
requisito  esencial  para  la  validez  del  contrato,  por  cuanto 
en  el  dicho  boleto  no  se  garantía  la  apertura  de  la  calle, 
ni  podía  garantirse  puesto  que  no  podía  realizarse  sin 
autorización  de  la  Municipalidad ;  á  lo  que  se  agrega  que 
el  mismo  demandado,  contestando  á  las  preguntas  que  le 
hizo  el  Juzgado,  afirma  que  al  referirse  á  la  calle  al  tiempo 
de  celebrar  el  contrato  (foja  noventa  y  seis),  que  solo  se 
aseguró  ó  garantió  su  apertura  en  la  ostensión  del  terreno 
de  Borches,  y  en  cuanto  á  los  terrenos  colindantes  solo 
como  un  proyecto  lo  que  no  constituiría  una  verdadera 
calle,  y  por  consecuencia  el  hecho  de  no  abrirse  aquella 
no  fué  de  autorizar  á  Arning  para  rehusar  el  cumplimiento 
del  contrato  y  por  consiguiente  pago  del  precio. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  declarando  obligatorio  para 
ambas  partes  el  cumplimiento  del  contrato  de  compra- 
venta á  que  se  refiere  el  boleto  de  foja  catorce,  y  en  con- 
secuencia condeno  á  D.  Guillermo  Arning  á  abonar  á  D. 
José  Borches  el  precio  estipulado  en  el  contrato  ;  otorgán- 
dosele la  correspondiente  escritura,   y   previa  fianza    que 
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Borohes  otorgará  á  favor  de  Arnin^  en  los  términos  espre- 
sados en  el  artículo  ciento  cuatro,  título  tercero »  libro 
segundo  del  Código  Civil,  y  sin  especial  condenación  en 
costas.  NotiRquese  con  el  original,  y  repóngase  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

Las  dos  partes  interpusieron  recurso  de  apelación  que 
se  les  concedió  libremente. 

La  parte  de  Arning  pidió  se  revocara  la  sentencia  decla- 
rándose rescindido  el  contrato.  Dijo :  que  para  que  el 
comprador  pueda  resistir  la  entrega  del  precio  no  es  nece- 
sario demostrar  que  el  vendedor  no  puede  transferir  la 
propiedad,  sino  que  basta  que  se  tengan  temores  fundados 
de  ser  turbado  por  una  acción  de  reivindicación;  que  el 
juez  mismo  babia  reconocido  estos  temores  fundados,  obli- 
gando á  Borches  á  dar  ñanza;  que  además  Borcbes  no 
podia  cumplir  con  la  cláusula  del  contrato  relativo  á  la 
apertura  de  la  calle ;  que  esta  cláusula  formaba  parte  del 
contrato  y  entregándose  la  fínca  sin  la  calle  convenida,  no 
se  entregaba  la  cosa  vendida. 

La  parte  de  Borches  pidió  se  reformara  la  sentencia ; 
lo,  respecto  á  la  imposición  de  la  fianza;  2^,  en  cuanto 
no  se  pronunciaba  sobre  los  daños  y  perjuicios;  S'',  en 
cuanto  no  condenaba  á  Arning  en  las  costas.  Dijo  :  que 
supuesto  que  la  apertura  de  la  calle  fuera  una  condición 
del  contrato,  su  ejecución  dependia  de  tercero,  y  negán- 
dose este,  tendría  que  darse  por  cumplida  ;  que  no  puede 
sostenerse  con  buena  fé  que  no  se  entregase  la  misma 
cosa  vendida ;  que  sus  títulos  eran  mas  que  suficientes  co- 
mo se  babia  reconocido  por  la  sentencia ;  que  por  consi- 
guiente no  debia  imponérsele  la  obligación  de  la  fianza  la 
que  él  ofreció  en  el  solo  caso  de  no  ser  suficientes  los  tí- 
tulos ;  que  Arning  le  babia  causado   perjuicios,  y  habiendo 
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sido  estos  protestados,  el  juez  debió  pronunciarse  sobre 
ellos  ;  que  Arning  debia  considerarse  como  temerario  liti- 
gante por  haber  atribuido  al  contrato  y  á  los  títulos,  con- 
diciones y  vicios  imaginarios,  y  que  como  tal  debia  conde- 
narse en  las  costas. 


Fallo  de   ím  Huprema  Cmwim 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1878. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  la  sentencia 
apelada  corriente  de  fojas  ciento  treinta  y  cinco  á  ciento 
cincuenta,  con  las  siguientes  declaraciones :  Primera,  que 
siendo  como  son  lejitimos  y  suQcientes  los  titules  coa  que 
Don  José  Borches  vende  á  Don  Guillermo  Arning  el  ter- 
reno en  cuestión,  no  está  obligado  el  vendedor  á  dar  la 
fianza  que  aquella  ordena  ;  y  Segunda,  que  no  pudiendo 
estimarse  como  manifiestamente  temeraria  la  resistencia 
que  el  demandado  ha  opuesto  á  las  pretensiones  de  Bor- 
ches, no  tiene  este  detecho  para  pedir  se  le  condene  en 
daños  y  perjuicios,  ni  en  las  costas  como  lo  ha  solicitado 
á  foja  ciento  setenta  y  siete ;  y  satisfechas  las  de  esta 
instancia,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.  B.  Gorostiaga.  — J. 
Domínguez. 


^  ^    9 
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€:!AUSA    CX.L.I. 


Don  Augusto  Palvadeau,  contra  la  Capitania  del  Puer- 
to de  Buenos  Ayres. 


Sumario.  — Los  tribunales  nacionales  no  son  competentes 
en  las  causas  contra  los  empleados  del  Gobierno  Nacional 
por  sus  actos  administrativos,  en  los  que  dependen  sola- 
mente del  gobierno,  (art.  2,  inciso  4,  de  la  ley  de  juris- 
dicción y  competencia  de  los  tribunales  nacionales. ) 


Caso.  —  Don  Augusto  Palvadeaui  práctico  del  puerto  de 
Buenos  Ayres,  fué  suspendido  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, en  una  época  en  que  todos  los  prácticos  formaban 
parte  de  una  corporación  oficial  y  percibían  mensualmente 
un  dividendo  proporcional  á  las  entradas.  Revocada  la 
suspensión,  Palvadeau  entabló  demanda  contra  el  capitán 
del  puerto  por  el  pago  de  los  dividendos  de  dicha  sociedad, 
relativos  al  tiempo  de  su  suspensión. 

Corrido  traslado  contestó  el  capitán ;  que  Palvadeau  ha- 
bia  sido  suspendido  por  orden  superior;  que  por  orden 
superior  se  habia  disuelto  y  liquidado  la  antigua  sociedad 
de  prácticos ;  que  por  consiguiente  no  habia  fondos  para 
pagar  estos   dividendos ;  que  además   por  el  reglamento 
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de  dicha  corporación  el  práctico   que   no   trabajaba   por 
culpa  propia,  no  tenia  derecho  á  los  dividendos. 

Se  dio  vista  al  fiscal  y  este  pidió  que  el  juzgado  se 
declarara  incompetente  tratándose  de  una  causa  contra 
un  empleado  del  gobierno  nacional  por  sus  actos  adminis- 
trativos, con  arreglo  al  art  S"",  inciso  4o  de  la  ley  de  ju- 
risdicción y  competencia  de  los  tribunales  nacionales. 


IMlo^dlel  Jíuem  See«l«iiAl. 


Buenos  Aires,  Octnbre  5  de  1872. 

Vistos  :  considerando  que  el  acto  ejecutado  por  el  ca- 
pitán del  puerto  de  esta  ciudad  que  sirve  de  fundamento 
á  la  demanda  deducida  por  Don  A.  Palvadeau  ha  sido 
aprobado  por  el  Poder  Ejecutivo  Nacional  en  el  decreto 
de  5  de  Marzo  del  corriente  año,  según  el  cual  el  deman- 
dante fué  suspendido  por  no  haber  cumplido  una  orden 
superior,  y  atentos  por  otra  parte  los  fundamentos  expues- 
tos por  el  procurador  fiscal  en  su  vista  de  f.  22  vta., 
declárase  incompetente  este  juzgado  para  conocer  en  la 
presente  demanda,  y  teniendo  en  cuenta  la  novedad  del 
caso  y  que  nada  hace  presumir  mala  fé  en  el  demandante, 
declárase  que  solo  serán  á  su  cargo  las  costas  que  perso- 
nalmente hubiese  causado,  repóngase  este  sello. 

Manuel  Zavaleta. 


Apelada  esta  sentencia  por  Palvadeau  y  concedido  el  re« 
curso  en  relación  se  dictó  el  siguiente ; 
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Fallo  de  1»  Suprema  Corle. 

Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1819. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos  se  conñrma  con  *  costas 
el  auto  apelado  de  foja  veinte,  j  satisfechas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado.-^  José  Barros  Pazos. — José 
B.  GoROSTiAGA. — ^J.  Domínguez. 


Cü^USil.  CULI^II 


Don  Juan  M.  Nuñez^  contra  Don  Josa  C.  Gómez  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  lo  El  hecho  de  encontrarse  animales  del  de- 
mandante en  potreros  del  demandado,  hace  presumir  el 
contrato  de  pastoreo,  aun  cuando  no  se  justifique  que 
hubo  convenio  espreso  al  respecto. 
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2o  No  determinándose  la  retribución  por  el  pastoreo, 
se  presume  que  las  partes  aceptan  el  precio  corriente 
si  lo  habia,  ó  el  que  determinen  personas  competentes. 

30  El  acreedor  por  pastaje  goza  del  derecho  de  reten- 
ción hasta  el  pago  de  la  deuda. 

4o  No  justificándose  el  hecho  de  haber  muerto  una  parte 
de  los  ganados  recibidos  á  pastoreo,  el  dueño  del  potrero 
es  responsable  de  los  que  no  devuelva. 


Caso.  —  En  Octubre  de  1871,  Don  José  M.  Barsoba  por 
D.  Juan  M.  Nuñez  se  presentó  ante  el  juzgado  federal  de 
Buenos  Aires,  esponiendo:  —  Que  D.  José  Cándido  Gómez 
debia  á  su  representado  la  cantidad  de  68,088  g  m/c.  pro- 
venientes de  pastoreo,  dado  en  potreros  de  su  propiedad 
en  Barracas  al  Sud,  á  varias  caballadas  de  Gomez.Y 

Que  habiendo  Nuñez  contratado  con  el  Gobierno  de  la 
Nación  la  venta  de  algunas  caballadas,  Gómez  quizo  par- 
ticipar del  negocio  y  autorizó  á  Nuñez  para  que  ofreciera 
y  entregase  también  los  suyos  que  estaban  á  pastoreo  no 
habiendo  este  tenido  inconveniente  en  servirle  de  inter- 
mediario ;  pero  que,  como  el  Gobierno  exigia  caballos  en 
buen  estado,  y  los  de  Gómez  aun  no  se  hallaban  en  esta 
condición  por  haber  entrado  demasiado  flacos  en  los  po- 
treros, el  negocio  se  postergaba  y  al  fin  fracasó. 

Que  protestando  esta  negociación,  Gómez  rehusaba  el 
pago,  diciendo  que  no  era  culpa  suya  si  aquel  negocio  se 
desvaneció  y  los  caballos  quedaron  en  los  potreros;  pero 
que  esto  no  era  aceptable,  porque  tampoco  Nuñez  tenia 
la  culpa  de  que  el  gobierno  no  aceptara  esos  caballos, 
ni  debia  por  ello  tenerlos  gratuitamente  en  sus  potreros. 

Finalmente,  que  debia  hacer  notar  que  Gómez  dejó  sus 
caballos  en  los  potreros  durante  muchos  meses  después 
de  escribir  á  Nuñez  una  carta  en  que  dice  i|ue  el  pago  de 
T.  III  .32 
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un  peso  diario  en  los  roeseB  que  sin  su  culpa  han  estado 
en  los  potreros,  no  tiene  razón  de  ser;  lo  cual  entrañaba 
un  reconocimiento  de  ia  exigencia,  que,  por  otra  parte 
era  el  mínimun  del  corriente,  —  un  pesó  diario  por  cada 
uno,  debiendo  advertir  que  eta  esa  localidad  lo  mísitió  que 
en  la  Boca  del  Riachuelo,  oorre  el  alquiler  de  12  rls.  y 
hasta  de  2  ^  al  dia. 

Fundada  en  esto,  demanáó  i  Goméz  pótla  caátfdád 
mencionada  y  las  costas  del  juicio. 

Acompañó  á  la  debianda  ló's  documebtos  qué  espresa  la 
sentencia  de  primeria  instancia. 

Corrido  traslado,  Gómez  pidió  se  desestimara  ia  ^demsfnda, 
se  impusiera  per|)étuo  silencio  á  Nufie^  y  se  le  «oondenésíe 
en  las  ooslas. 

Que  ningún  conocimiento  personal  tenia  coh  Noñeei;  ^ero 
conociendo  este  á  su  capataz  Don  Antonio  Fació  ^  sabien- 
do que  tenia  250  caballos  que  le  habían  sobrado  de  la 
provisión  del  ejército  brasilero,  le  mandó  proq)onéry  hacer 
de  ellos  una  venta  al  Gobierno  Nacional,  en  nombre  de  él 
(Nuñez)  incluyéndolos  en  un  número  que  iba  á  venderle 
mediante  un  lucro  para  él  y  sin  gasto  alguno  para  Gómez. 

Que  habiendo  cedido  á  la  indicaioion  de  Nuñez,  le  fueron 
entregados  en  Hayo  de  1870,  247  cabáilíós — Que  no  ha- 
biendo recibido  noticia  alguna  de  la  operación  propoestli 
por  Nuñez,  á  pesar  de  haberlo  mandado  ver  por  fació  va- 
Tias  veces,  le  escribió  una  carta  en  que  le  pedia  lá  devo- 
/ucion  de  los  caballos» 

Que  á  esta  carta  le  contestó  con  otra  que  revela  h  ope- 
ración proyectada  por  él,  pues  le  comunica  qué  los  caba- 
llos estaban  comprometidos  por  el  precio  de  300  ips.  á 
cuyo  pfrecio  le  propone  tomarlos,  y  por  priínera  vez  le 
habla  de  precio  de  pastoreo  para  reducir  el  de  los  aniíbdés. 
Qu^  para  forzarlo  á  aceptar  su  propuesta,  al  íniéifao  üem- 
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po  que  avama  y  lo  aroeaáaa  eon  on  altísimo  prooia  de 
paslopeo,  le  comuska  que  han  muerto  76  caballos,  y  que 
le  es  imposible  entregar  loa  restantes  por  no  poder  distin- 
guirlos de  los  suyos. 

Que  de  lo  expuesto  resulta  que  no  ha  habido  tal  con- 
trato de  locación  de  pastoreo,  porque  Nuñec  había  vendido 
ó  comprometido  los  caballos  por  300  ps.  cada  uno,  y  pf0^- 
que  si  no  los  vendió  los  tenia  confundidos  oon  los  suyos 
sifn  poderlos  distingukr. 

Que  si  hubiese  existido  tal  contrato^  Nu&ee  habría  fal- 
lado á  su  deber  no  entregando  los  caballos  inmediata- 
mente que  le  fuesen  pedidos,  y  ningún  precio  se  le  'debería 
desde  ese  dia  por  el  retardo  de  la  devolución  que  seria 
por  su  culpa. 

Que  por  otra  parle,  si  el  contrato  de  pastoreo .  hubiese 
existido,  no  seria  Nuñez  quien  tendría  derecho  de  impo- 
ner precio,  pues  que  faltando  convenio  sobre  el  precio  no 
hay  contrato  de  locación,  en  que  el  precio  estipulado  *  es 
condición  iine  qua  fiM. 

Que  durante  la  guerra  del  Paraguay,  en  la  mayor  esnres- 
lia  del  pastoreo,  nunca  pagó  mas  de  17   ps.   al  mes  ien* 
magníficos  campos,  y  estaba  en  ajuste  con  los  Sres.  Costa 
por  la  mitad  de  ese  precio  por  los  250  caballos  cuando 
recibió  la  propuesta  de  Nuñez. 

Que  además,  Nuñez  ha  entregado  50  caballos  menos  de 
los  que  recibió  y  los  mayores  de  la  tropa,  que  le  costaron 
600  ps.  uno  —  Y  finalmente  que  Nuñez  le  habia  irrogado 
perjuicios  por  40,000  ps.  ro/o.  con  el  retardo,  de  la  de. 
voluoion  de  los  «caballos,  habiéndole  impedido  venderlos  .á 
buen  precio-— Por  lo  que  lo  ^atrade mandaba  ipor^  la 
isuma  de  70^000  \ps.  en  los  términos  esphesadoA. 

Corrido  traslado  de  la  reconvención,  Barsoba  flor  ^Nuaez 
ebatestó  -que  üo  ^era  cierto   que  ae   hubiesen  isnlt«^ado 
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á  Gómez  50  caballos  de  menos  —  Que  entre  los  60 
que  se  le  comunicó  que  habían  muerto  secontaban  de 
Nuñez,  de  Gómez  y  de  otros  dueños,  y  por  eso  le 
decía  que  sino  era  posible  distinguir  las  marcas  se  baria 
una  proporción.-^ Que  pocos  fueron  los  que  correspon- 
dieron á  Gómez  y  ellos  murieron  porque  á  causa  de  su  mal 
estado,  no  resistieron  las  lluvias  y  el  frío  del  invierno.  — 
Que  por  tanto,  nada  podia  cobrar  Gómez  á  este  respecto, 
y  basta  era  una  ridiculez  pedir  600  pesos  por  animales 
resagados  que  no  se  pudieron  vender  á  300  pesos. — Que 
no  era  cierto  tampoco  que  contra  su  voluntad  se  bubiesen 
retenido  los  caballos  en  los  potreros.  —  Que  lo  único  que 
espresó  en  su  carta  era  la  dificultad  de  separarlos  en  el 
instante  por  la  confusión  de  las  señales,  y  le  proponía  un 
nuevo  negocio  que  evitase  todos  esos  inconvenientes — Que 
una  vea  exigidos  los  caballos  por  Gómez  se  le  entregaron, 
aun  sin  hacer  uso  del  derecho  de  retención  que  tenia  por 
el  valor  del  pasto. 

Pidió  se  rechazara  la  contrademanda  con  costas. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  y  con  lo  produ- 
*  cido  por  las  partes,  se  dictó  este. 

Fallo  del  JTuez  de  Heeeloit. 


Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1872. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  ciudadano  argentino 
Don  Juan  M.  Nunez,  contra  el  ciudadano  brasilero  Don  José 
Cándido  Gómez,  por  cobro  de  pesos,  procedentes  de  inver- 
nada ó  pastoreo  de  doscientos  cuarenta  y  siete  caballos^  y 
resultando  : 

Primero. — Que  en  peint4  y  uno  de  Setiembre  de  mil  ocho^ 
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cientos  setenta  (carta  de  foja  tres),  Don  José  Cándido  Gó- 
mez se  dirtjió  á  Don  Juan  M.  Nuñez  diciéndole  que  no 
habiéndole  comunicado  el  último  el  resultado  de  la  ope-- 
ración  que  proyectaba  con  los  doscientos  cuarenta  y  siete 
caballos  que  le  mandó  entregar,  le  pedia  le  informase  en 
qué  habla  quedado  dicho  negocio  ;  y  en  el  caso  de  no 
haberse  realizado,  le  avisase  en  qué  punto  se  hallaban  los 
caballos  y  si  podia  disponer  de  ellos. 

Segundo.*— Que  Nuñez  dirijió  á  Gómez  en  contestación 
á  la  de  éste,  de  veinte  y  uno  de  Setiembre,  la  de  primero 
de  Octubre  del  mismo  año  en  que  dice  á  Gómez  que  los 
caballos  estaban  comprometidos  por  el  precio  de  trescientos 
pesos  cada  uno,  siendo  la  causa  de  nó  haberse  vendido  por 
estar  delgados  para  el  destino  requerido,  pues  los  había  reci- 
bido  en  un  estado  bastante  atrasado,  lo  que  habia  motivado 
el[retardo  ;  que  la  separación  sería  algo  difícil  por  estar  con 
el  pelo  largo,  y  no  conocerse  ni  las  señales  ni  las  marcas 
de  la  mayor  parte  de  los  de  Gómez  y  de  loa  del  E^stable- 
cimiento ;  que  á  ñn  de  evitar  difícultades  se  recibiría  él 
(Nuñez)  de  los  caballos  por  el  precio  manifestado  de  tres- 
cientos pesos,  deduciendo  de  su  importe  el  de  un  peso 
diario  de  pastoreo  que  tenia  cada  caballo,  y  firmándole  una 
obligación  por  el  saldo  á  cuatro  meses  de  plazo. 

Tercero. — Que  Gómez  contestó  á  la  anterior  comunica- 
ción con  la  suya,  que  agregada  corre  á  foja  primera,  y 
según  la  cual  en  diez  y  nueve  de  Octubre  le  decía  lo  si- 
guiente. :  Primero.  —  Que  no  le  convenia  absolutamente 
vender  á  plazos  los  caballos,  porque  solo  esperaba  la  rea- 
lización de  su  importe  para  cerrar  la  liquidación  del  nego- 
cio; Segundo. — <)ue  por  otra  parte,  el  pago  de  un  peso 
diario  en  los  meses,  que  sin  culpa,  ni  aun  conocimiento 
suyo  se  habian  demorado,  no  tenia  razón  de  ser;  y  Ter- 
cero. ^ —  Que  si  Nuñez  quería   pagarlos  al  contado  á  dos- 
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cientoB  oiDcoenta  pesofic  oada  uno  y  sin  reoarf^  para  él, 
qtbedaria  ocNMluido  el  negocio,  estando  ea  oaso  contrario 
autofiaado»  el  Señor  Faoío  paioa  sacar  bs  caballos^  á  fio.  de 
dárseles,  otro  destino.  Cuarto»-^ Que  á  foja  cuatro  -corre 
una  cuQBita,  presexitada  por  Nunez  en  la  q:ue  eate  le  carga 
i  Gómez  la«  aiguíent^es  partidas. 

Priraiero.  —  Por  pastoreo  de  doce  caballos  desde  el  veinte 
y  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocie&tos  setenta  haata  el  veinte 
y  cuatro  á»  Marzo  do  mil  ochocientos  setenta  y  uno,  á 
un  peso  diario^  para  cada  caballo ps.  3,660. 

Segnindo-.  —  Por  el  pastoreo  de  ciento  ochenta  y  dos  ca- 
ballos desde  el  veinte  y  cuatro  de  Mayo  de  mil  odiocientos 
setenta,  ba^ta  el  doce  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta 

y  uno  á  un  peso  diario  pio>r  cada  caballo ps.  64,428. 

3,660. 

Suma  total.      68,088. 


Quinto. -*^  Que  Nuñez  acompaña  las  referidas  cartas  y 
euentafi  entablando  d^afianda  centre  Gómez  por  cobro  de 
la  espresada  cantidad  de  sesenta  y  ocho  mil  ochenta  y  ocho 
pesos  moneda  corriente,  esponiendo  en  justificación  de  su 
acción  los  siguientes  hechos:  Primero.  —  Que  estando  á 
pastoreo  en  los  potreros  que  el  demandante  tiene  en  Bar- 
racas al  Sud,  caballos  pertenecientes  á  Gómez,  y  habiendo 
aontratadq  Nufiea  con  el  Gobierno  Nacional,  la  venta  de 
algunos:  caballos  que  necesitaba,  Gómez  quizo  participar 
del  negocio,  y  autorizó  i  aquel,  para  que  ofreciera  y  entre* 
gara  también  los  suyos  al  mismo  precio,  á  lo  que  se  prestó 
Nuñez ;  pero  que  no'  estando  dichos  caballos  en  buen  estado 
por  babef  entrado  demasiados  flacos  á  los  potreros,  el 
negocio  quedó  primero  postergado  y  por  último  fracasó; 
que  los,  caballos  permanecieron  en  sus  potreros  hasta  la 
fecha  espresada  en  la  cuenta  adjunta,  y  cobra  por  el  pas- 
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torno  un  peso  diario  por  cada  caballo,  qw  9$  el  tfUmnun 
dol  pr^ÍQ  ^uei  se  paga  en  casos  iguales,  puesto  que  es. 
de  noto?i^d94  pública  que  en  Barracas  al  Snd>  donde  están 
situados  suf  potreros,  se  paga  corrientemente  ^l  alquiler 
de  doce  véales  y  basta  el  de  dos  pesos  al  dia,  y  que  ne- 
gándose Gome^  á  tan  jpsta  exigencia  con  frivolos  pretes- 
toa.,  pedia  SQ  le  condenara  al  pago  del  saldo  que  arroja 
la  Cjspres^dd  cuenta,  oomo  asi  misi;no  2)1  de  las  cortas  de 
eate  juicio  á  que  con  su  temeridad  d^  lugar  ;  Sexto.  -^  Que 
Gómez  contestó  á  la  demanda  oponiendo  lo  siguiente  :  Pri- 
rpero.  —  Que  los  doscientos  cuairenta  y  siete  caballos  de  su 
propiedad  cuyo  pastoreo  se  cobra,  fueron  entregados  á 
Nuñep  en  virtud  de  haberle  mandado  proponer  por  su  ca- 
pataz (de  Gómez)  Don  Antonio  Fació  hacer  una  venta  de 
ellos  al  Gobierno  Nacional  en  su  nombre,  incluyéndolos  en 
un  número  que  Nuñez  iba  á  venderle,:  mediante  un  lucro 
para  el  último  y  sin  gasto  por  parte  de  Gómez  ;  que  no 
habiendo  recibido  noticia  alguna  de  la  operación  que  se 
babia  propuesto  Nuñez,  á  pesar  de  haberlo  mandado  ver 
varias  veces  pon  el  $eñor  Fació,  le  escribió  la  carta  de 
veinte  y  uno  de  Setiembre,  de  mi|  ochocientos  setenta, 
pidiéndole  informes  sobre  dicho  negocio  y  que  en  ca^o  de 
no  haberse  realizado,  le  manifestase  e^  qué  punto  estaban 
esos  caballos,  y  si  podia  dii^pQner  de  ellos,  contestándole 
Nuñez,  CQP  la  carta  de  foja  veinte  y  nueve,  en  que  le  ma- 
nifiesta que  los  caballos  estaban  vendidos  á  trescientos 
pesos  moneda  corriente  cada  uno,  pero  que  no  habian 
podido  entregarse  todavía  á  pausa  de  estar  delgados,  por 
haberlos  recibido  á  pastoreo  muy  atrazados ;  que  la  separa- 
ción de  ellos  era  algo  difícil  á  consecuencia  de  estar  con 
el  pelo  largo  y  no  conocerse  ni  las  señales»  ni  las  marcas 
de  la  mayor  parte  de  ellos,  ni  de  los  del  establecimiento, 
por  lo  que  le  proponia  tomarlos  al  precio  de  trescientos  pe* 
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SOS  moneda  corriente,  deduciendo  de  él  el  peso  diario  de 
pastoreo  que  tiene  cada  caballo,  y  firmándole  por  el  saldo 
una  obligación  á  cuatro  meses  de  plazo,  previniéndole  que 
de  quinientos  tres  caballos  que  habia  en  sus  potreros  ha 
bian  muerto  setenta  y  seis,  los  que  debían  distribuirse  en 
proporción,  agregando  la  parte  de  Gómez  que  fué  entonces 
por  primera  vez  que  le  habló  de  precio  de  pastoreo  para  re- 
ducir el  precio  harto  bajo  que  le  proponia. — Que  de  todo 
ello  se  deducia,  primero.  —  Que  no  habia  tal  contrato 
de  locación  por  pastoreo,  porque  no  puede  haberlo  desde 
que  Nuñez  tenia  vendidos  ó  comprometidos  los  caballos  por 
el  precio  de  trescientos  pesos  moneda  corriente;  porque 
tenia  confundidos  sus  caballos  de  manera  que  no  podia 
distinguirlos ;  y  porque  faltaba  el  precio,  sin  el  cual  no 
hay  contrato;  Segundo. — Que  en  la  hipótesis  de  que  tal 
contrato  hubiese  existido,  no  seria  Nuñez  quien  tendría  el 
derecho  de  imponer  precio,  agregando  que  el  que  cobra 
es  tan  exagerado  que  durante  la  guerra  del  Paraguay,  en 
la  mayor  carestía  del  pastoreo,  nunca  pagó  mas  de  diez  y 
siete  pesos  al  mes  en  magníficos  campos  por  cada  caballo, 
y  estaba  en  ajuste  con  los  Señores  Costa  por  la  mitad  de 
ese  precio  para  el  pastoreo  de  los  doscientos  cincuenta  ca- 
ballos que  entregó  á  Nuñez,  cuando  recibió  la  propuesta 
de  este ;  Que  contrademanda  además  á  Nuñez  por  el  precio 
de  cincuenta  caballos  que  le  entregó  de  menos,  á  seiscien- 
tos pesos  cada  uno  que  fué  el  del  costo  y  por  los  perjuicios 
que  le  infirió  con  el  retardo  de  la  devolución  de  los  caba- 
llos impidiéndole  venderlos  á  buen  precio,  perjuicios  que 
estima  en  cuarenta  mil  pesos  moneda  corriente.  Sép- 
timo. —  Que  el  demandante  niega  á  Gómez  el  derecho  de 
cobrar  los  caballos  que  se  le  entregaron  de  menos,  los  que 
afirma,  no  alcanzan  á  los  cincuenta  que  se  cobran,  porque 
los  caballos  murieron  de  flacos  ;  y  porque  con  conocimiento 
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de  este  hecho,  fueron  recibidos  por  Gómez  sin  redamo  al- 
guno, y  consintiendo  el  último  enpagar  un  alquiler  menor 
que  el  cobrado  por  Nuñez,  siendo  además  ridículo  el  pre- 
cio que  determinaba  por  cada  caballo ;  y  en  cuanto  á  la 
reclamación  de  perjuicios  por  demora  en  la  entrega  de  los 
caballos,  desconoce  todo  derecho  para  hacerla  porque  no 
hubo  retardo,  pues  solo  se  le  previno  que  habia  diflcullad 
para  separarlos  por  la  confusión  de  las  señales,  aloque 
se  agregaba  que  aunque  hubiera  habido  retardo,  nunca 
tendría  derecho  á  reclamar  por  él,  por  cuanto  adeudándo- 
sele el  pastoreo,  era  indisputable  su  derecho  para  rete- 
nerlos ;  Octavo. —  Que  el  juzgado  ordenó  qile  se  acreditaran 
los  siguientes  puntos:  Primero.  —  Si  entre  D.  José  Cán- 
dido Gómez  y  D.  Juan  Martin  Nuñez  habia  mediado  algún 
contrato  en  cuya  virtud  hubiesen  sido  entregados  á  Nuñez 
á  invernada  los  caballos,  cuyo  pastoreo  se  reclama  ;  Se- 
gundo. —  Por  qué  causa  no  devolvió  la  parte  de  Nuñez 
los  caballos  cuando  le  fueron  exigidos  per  la  carta  de  diez 
y  nueve  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  ;  Tercero.  — 
Qué  precio  se  paga  ordinariamente  por  invernada  de  caba- 
llos en  potreros  iguales  á  los  de  Nuñez,  y  si  hay  diferencia 
en  dicho  precio  cuando  es  por  pocos  dias,  del  que  se  paga 
por  mes ;  Noveno.  —  Que  la  prueba  producida  corre  de 
foja  cuarenta  y  cuatro  á  noventa  y  tres  inclusive  y  consiste 
en  lo  siguiente.  —  Prueba  del  demandante:  Primero.  —  De- 
claraciones de  los  testigos,  D.  Juan  P.  Maldonado,  D.  San- 
tiago Rodríguez,  D.  Pedro  Herrera,  D.  Garlos  Patrón,  D. 
Eduardo  Ángel  Borches  y  D.  Eduardo  Casares,  todos  los 
que  dicen  lo  siguiente:  —  Sobre  el  primer  punto-,  que  igno- 
ran en  virtud  de  qué  contrato  entraron  los  caballos  de  Gómez 
á  los  potreros  de  Nuñez  ;  sobre  el  segundo  contestaron  Mal- 
donado,  reñríéndose  á  los  peones,  y  Rodriguez  reGriéndose 
á  los  vecinos,  que  no  entregó  ó  no  devolvió  Nuñez  los 
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cal)aUoa,   ponqué  estaban  muy  flacos^  y  aegundo;  Herrera, 
mayor^ooM)  etttóaces  de  Nunez,  y  Patrón,   fuá  porque  el 
Señpr  FaaiOi  empleado  de  Gómez,  se  negó  á  necibirlos  por 
estaf  miuy  flacoa,  lo  que  al  primer^  la  oonsta  de  oiencia 
propia»  y  al  seguodo-  poi!  habársplo  dic^o  el  mismo  Fació, 
Sobre  e^  tercer  punto  declaran  todos  los  teatigos  al  prin- 
cipio uQjpabifadQs  qu^e  lea  consta  que  el  precijO  que  se  paga 
ordmariaí][iente>  por  cada  caballo,  es  el  á/d  un  peqo,  doce 
realea  y  hasta  dos  pesos  moneda   oorriente  al  dia,  y  que 
eate  es  «Jl  precio  que  s^  cobre  por  uno  como  por  muchos 
caballos»  ][  yi^  sea  por  un  dia  ó  pee  meses  (declaraciones 
de  fojas  aesanta  y  uno  á  sei^enta  y  cuatro,  sesenta  y  seis 
á  aoteota  y  noventa  y  noventa  y  cuatro ; )  Segunda  decía* 
ración  de  IX  Antonio  Fació  actualmente  empleado  de  D. 
4oa¿  Cándido  Gómez,  y  que  en  tal  carácter  intervino  en 
este  negocio,  según  la  ci^al  declaración  no  recibió  los  ca- 
ballos  porque  de  un  din  pava  otro  espejaba  la  resolución 
del  gobierno ;  que  al  declarante  le  cobró  una  voz  un  her- 
mano de  Q.  Juan  Martin  Nuñez  un  peso  diario  por  caballo 
( declaración  de  fojas  ocbenU  y  dos  á  ochenta^  y  cuatro  in- 
cluaive.)  .Tencefo. --*  Absolución  de    posiciones  (de    fojas 
ochenta  yi  cinco  á  ochenta  y  seis)  por  la  parte;  de  Gómez 
en  que  este  dice  qi^e  á  los  pocos  dias  de  haber  sacado  los 
caballos,  le  prebontó  Nuñez  la  cuenta  que  se  cobra  en  este 
juicio,  á.  lo  que  le  contestó  indignado  que  la  cuenta  era 
escandalosa,  y  que   si   cobraba   una  cosa  racional   se  la 
abonaría  á  pesar  de  no  haber  habido  contrato,  y  para  evitar 
cuestiones. 

Pruebif  del  demandado.  —  Declaraoíon  de  los  testigos, 
Dr.  D.  Eduardo  Costa  y  D.  José  Miguel  Victoríca  (fojas 
setenta  y  ocho  á  ochenta  y  una),  en  que  el  primero  afirma 
haber,  durante  la  guerra  del  Paraguay,  tenido  en  los  po- 
treros' de  su  eatabitíciiniento  de  Campana  muchos  caballos, 
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eon  espeoidliadad  de  la  propiedad  de  los  Señores  Goihev 
que  llegaron  á  tener  alguna  vez  hasta  mas  de  mil,  por  los 
que  le  cobraban  diez  y  siete  pesos  al  mes  por  cada  caballo ; 
que  actualmente  tenia  una  inyernada  de  cuatrocientos  ¿a* 
bailes  del  tramway  argentino  por  los  que  cobra  á  razón  de 
quince  pesos  por  mes  cada  uno ;  que  siendo  menor  el  nú- 
mero y  el  tiempo,  el  precio  seria  algo  mayor ;  y  el  segundo 
testigo  afirma  que  pasando  de  cincuenta  caballos  y  siendo 
por  mes  se  cobra  quince  pesos  al  mes,  y  siendo  menor 
el  número  y  por  pocos  dias  se  cobra  un  peso  por  cabeza 
cadadia;  Décimo. — Que  el  Juzgado  ordenó,  con  la  ca- 
lidad de  para  mejor  proveer,  que  Nuñez  compareciera  á 
absolver  preguntas  que  le  baria  de  oficio,  y  habiéndosete 
preguntado  si  era  verdad  que  habia  recibido  los  caballos 
de  Gómez  en  virtud  del  convenio  que  celebraron  para  in- 
cluirlos en  un  contrato  cpn  el  Gobierno  Nacional,  contestó 
que  los  recibió  cuatro  ó  cinco  meses  antes  del  convenio 
referido  y. que  se  avino  á  incluir  los  caballos  eá  el  contrato 
con  el  gobierno  á  pedido  de  Gómez,  cuando  le  fué  á  cobrar 
la  cuenta  de  pastoreo^  y  observando  de  que  los  caballos, 
según  la  cuenta  exhibida  habian  entrado  á  sus  potreros  el 
veinte  y  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta,  y  que 
por  consecuencia  en  caso  de  ser  cierta  su  anterior  contes- 
tación, el  convenio  para  incluir  los  caballos  de  Gómez  en 
el  contrato  con  el  gobierno  habia  debido  tener  lugar  de 
fines  de  Setiembre  ¿fines  de  Octubre,  lo  que  estaba  con- 
tradicho por  la  carta  de  foja  tres  que  Gómez  le  escribió 
en  veinte  y  ano  de  dicho  mes  de  Setiembre  en  que  le 
pide  informes  de  en  qué  quedó  el  contrato  con  el  gobierno. 
Contestó: — Que  la  carta  de  foja  tres  fué  esprita  por  Gómez 
en  virtud  de  oonversaoiones  que  tuvo  con  Fació,  pero  que 
recien  después  de  la  carta  que  el  abeolvente  escribió  á 
Gómez  el  primero  de  Octubre,  y  que  corre  á  foja  treft  fué 
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que  el  líUimo  le  pidió  personalmente  que  incluyera  sus 
caballos  en  el  contrato  con  el  gobierno. 

Y  considerando  : 

Primero. — Que  aunque  no  está  justificado  que  las  partes 
hubiesen  celebrado  un  contrato  en  virtud  del  cual  espresa- 
mente  se  hubiese  obligado  Nuñez  á  tener  los  caballos  de 
Gómez  á  pastoreo  en  sus  potreros,  y  el  último  se  hubiese 
comprometido  también  espresamente  á  retribuir  aquel  ser- 
vicio mediante  un  precio  determinado  por  cada  caballo,  ó 
por  la  totalidad  de  ellos ;  está  sin  embargo  claro  é  in- 
controvertiblemente constatado  que  los  caballos  entraron  á 
pastoreo  en  los  dichos  potreros  con  conocimiento  y  con- 
sentimiento de  los  propietarios  de  estos  y  de  aquellos. 

Segundo. — Que  aunque  la  parte  de  Gómez  opuso  la 
escepcion  de  que  Nuñez  se  habia  encargado  de  los  caba- 
llos á  propuesta  del  mismo  aceptada  por  aquel,  con  el 
objeto  de  incluirlos  en  su  contrato  que,  sobre  venta  de 
caballos,  tenia  celebrado  con  el  Gobierno  Nacional,  mediante 
un  lucro  para  dicho  Nuñez,  sin  espresar  en  qué  consistiera 
aquel  lucro;  dicha  escepcion,  que  ha  sido  categóricamen- 
te contradicha  por  el  último  al  afirmar  que  sin  interés 
alguno  habia  convenido  en  hacer  dicha  inclusión,  no  ha 
sido  justificada  en  manera  alguna;  pero  es  bastante  por 
si  mismo  para  demostrar  que  ni  Nuñez,  ni  Gómez  enten- 
dían que  el  primero  al  recibir  los  caballos  en  sus  potreros, 
se  propusiera  prestar  un  servicio  puramente  gratuito. 

Tercero. — Que  lo  que  se  deduce  de  los  precedentes 
considerandos  es  que  Gómez  y  Nuñez  acordaron  que  los  ca- 
ballos del  primero  fuesen  recibidos  en  los  potreros  del 
último,  mediante  una  retribución,  pero  sin  determinar  el 
cuánto  de  esta  aunque  no  prestaron  su  consentimiento  de 
palabra,  ó  por  escrito,  sino  que  él  iba  implícitamente  ma* 
nifestando  en  los  hechos  que  ocurrieron,  en  la  forma  que 
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para  el  consentimiento  tácito  determina  el  articulo  noveno, 
título  primero,  sección  tercera,  libro  segundo  del  Código 
Civil,  que  no  ha  hecho  otra  cosa  que  consagrar  la  juris- 
prudencia anterior. 

Cuarto. — Que  no  pudiendo  presumirse  que  el  precio 
quede  al  arbitrio  de  una  de  las  partes  ni  que  quedase  á 
acordarse  él  entre  los  interesados  cuando  el  contrato  habia 
principiado  á  cumplirse  por  parte  de  Nuñez,  debe  presu- 
mirse que  las  partes  aceptaban  el  corriente,  si  lo  habia, 
ó  el  que  lo  determinasen  personas  competentes. 

.Quinto. — Que  el  consentimiento  acerca  del  servicio  que 
debia  prestar  Nuñez,  y  acerca  de  la  retribución  que  debia 
abonarle  Gómez,  importa  un  verdadero  contrato  de  loca- 
ción, no  solo  con  arreglo  á  la  jurisprudencia  general,  sino 
á  la  ley  primera,  título  octavo,  partida  quinta,  confirmada 
por  el  Código  Civil  en  el  articulo  primero,  titulo  sesto, 
sección  y  libro  citado. 

Sexto.  —  Que  consta  por  las  declaraciones  de  los  testigos 
presentados  por  la  parte  de  Nuñez,  y  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  en  el  párrafo  noveno  de  esta  sentencia,  y  entre  ellos, 
por  la  del  mismo  D.  Antonio  Fació,  que  Nuñez  acostum- 
braba á  cobrar  un  peso  diario,  y  que  según  los  otros  es  el 
precio  mínimun  que  se  acostumbra  pagar  en  pastoreos 
inmediatos  á  la  ciudad,  sin  que  valgan  en  contrario  fas 
declaraciones  del  Dr.  D.  Eduardo  Co&ta  y  de  D.  Miguel 
Victorica,  no  solo  porque  aquellos  testigos  son  en  mayor 
número,  y  por  consecuencia  debe  estarse  á  su  testimonio 
con  arreglo  á  la  ley  cuarenta,  título  diez  y  seis,  partida 
tercera,  sino  porque  los  testigos  presentados  por  la  parte 
de  Gómez,  son  singulares  en  sus  dichos,  pues  el  primero 
el  Dr.  Costa  se  refiere  á  lo  que  ha  cobrado  él  en  sa  esta- 
blecimiento de  campaña  lo  que  es  distinto  del  auto  de  prueba 
que  se  refiere  á  potreros  en  iguales  condiciones  á  los  do 
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Nufi62|  qoe  están  á  iomediaoionés  de  la  oiodad,  ]f  solo  el 
testigo  Victoríca  ba  contestado  en  los  términos  del  auto  de 
prueba,  y  es  único,  por  consecuencia. 
.  Séptimo. — Que  debiendo  estarse  al  precio  corriente,  dabe 
la  parte  de  Gomes  abonar  con  arreglo  al  de  treinta  pesos 
mensuales  que,  como  se  ha  visto  en  la  prueba,  resulta  ser 
el  tnínimun  que  se  cobra  ordinariamente  en  potreros  iguales 
á  los  de  Nuñez, 

Octavo.  —  Que  la  reconvención  deducida  por  la  parte  de 
Gómez  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  demora  en 
la  devolución  de  los  caballos  no  es  legal,  no  solo  porque 
no  se  ha  justificado  que  hubiese  habido  mora,  porque  con 
arreglo  á  la  doctrina  generali  es  necetorio  para  que  \o 
haya  que  hubiese  precedido  interpelación  judicial,  sino 
porque  adeudando  Gómez  el  pastoreo  de  los  caballos  tenia 
Nunez  el  derecho  de  retenerlos  mientras  no  se  le  abonasen, 
con  arreglo  á  las  leyes  nueve,  título  diez  y  siete,  libro  ter- 
cero del  Fuero  Real,  y  quinta,  titulo  octavo,  partida  quinta. 

Nbvébo. — Que  tampoco  es  legal  la  reconvención  dedu- 
cida por  la  parte  de  Gómez,  con  motivo  en  la  falta  en 
los  o^llos^  no  solo  porque  desde  mucho  antes  de  reci- 
bir sus  caballos  tenia  conocimiento  de  que  •habiao  muerto 
algunos^  sino  {porque  no  ha  espresado  que  la  muerte  de 
los  místaos  debiera  «atribuirse  á  hecho  íi^pütable  al  de- 
mandante. 

Per  estos  fundamentos ,  fallo  :  condenando  á  D.  José 
Cándido  Gómez  á  abonar  á  D.  Juan  Martin  Nuñez  la  can- 
tidad de  sesenta  y  ocho  mil  ochenta  y  ocho  pesos  moneda 
corriente,  saldo  de  la  cuenta  de  foja  onatro,  procedente 
del  pastioreo  de  caballos  de  propiedad  del  primera,  con  sus 
intereses  desde  la  notificación  de  la  demanda,  computados 
¿on  arreglo  de  los  que  paga  el  Banco  de  la  Provincia,  y 
¡eostás  del  ijuioioí  y  absuelvo  i  ü.  Juan  Martin  Nuñez  de  la 


i^toDvaneion  que  cMtfa  él  ha  deducido  la  parte  éé  'Gdmez 
'por  cobro  de  caballos  entregadoü  de  menos\  y  |^o^  dañois  y 
perjuicios.  Repóngame  4ós  aellos  ^  notifiqueae  con  el  ori^- 
jinal. 

Manuel  Z aválela. 

Habiendo  apelado  en  relación  Don  José  Cándido  Gómez, 
recayó  érki^eTíté 


Fallo  dle  la  Sapreaia    Corte. 

fiuenoe  Aires,  Diciembre  3  de  1872. 

Vistos:  polr Mis 'iun^afheh'tOs  relativos  á  la  demanda  y  al 
primer  punto  de  la  reco'bvénción ;  y  considerando  respecto 
del  segfando  .punto  de  la  misma,  ¡que  la  parte  de  NufBez  no 
ha  jusfificado  dcninguna  manera  ¡el^echo  deh^bieir  muerto 
una  parte  de  los  oáballds  que  recibió  de  'Gome%,  <en  cúyó 
caso  es  teslpobsable  del  imlporte  dé  lois  qu^  ího  devolvió,  file 
confirma  la  sentencia  apelada  de  foj^b  ciento  'inedé  á  diento 
veinte  y  siete,  con  declaración  de  que,  del  saldo  de  la 
cuenta  deibj»  ^u«tfo  debe  dedocíráe  ^l  valor 'de  cincuenta 
y  tres  caballos,  diferencia  entre  el  número  espresado  en 
la  c^'rt  ade  foja  tres  sin  confradíccion  por  parte  de  Nuñez, 
y  el  que  de  'la  citada  ctíeifta  de  foja  cuatro  resüMa  Haber 
devéelto,  á  rfizón^de  (í'escfentos  pe^sóls  ipdr  cbbi[iza,  preció 
establecido  por  el  mismo  Nuñék  ién  la  carta  'tle  foja  dos : 
y  sdtíflfechas  las  coMas,  devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  J.   B,  GOROSTIAGA.  —  J. 

Domínguez. 


; 
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NotiQeado  Nuñez,  espuso  que  la  oontraden^anda  solo  ha* 
bia  sido  por  50  caballos,  por  lo  que  pedia  se  declarase  el 
error  de  cálculo  que  conteoia  la  seateneia  en  cuanto  lo 
condenaba  á  abonar  53. 


DeclAradoB  die  la  Suprema  C^rte 

Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1872. 

Resultando  que  en  efecto  la  parte  de  Gómez  limitó  su 
contrademanda  á  cincuenta  caballos,  se  declara  ser  este  el 
número  cuyo  importe  debe  deducirse  de  la  cuenta. 

Salvador  M.  del  Carrhj.  —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J. 

Domínguez. 

Gómez  por  su  parte  pidió  también  declaración,  diciendo 
que  el  Juez  a  quo  lo  habla  condenado  en  costas,  juzgán- 
dolo temerario  litigante,  y  negándole  todo  derecho  ;  pero 
que  como  la  Suprema  Corte  declaraba  probada  la  recon- 
vención, implícitamente  revocaba  la  condenación  en  costas. 


Declaraeion  Ae  la  {Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1872. 

Atentas  las  razones  espuestas  por  el  solicitante,  se  de- 
clara que  cada  parte  debe  pagar  las  costas  que  haya 
causado  en  ambas  instancias. 

Salvador  María  del  Carril.  — 
Francisco  Delgado.  —  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Go- 
ROSTiAGA.  — J.  Domínguez. 
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CAUS^    CULLiIll 


Criminalj  contra  Gabriel  Pacheco,  Andrés  Reinaldi,  Bernardo 

Rica  y  Pablo  Daniel  Vtllalobo,  por  sustracción  de 

efectos  en  los  depósitos  de  Aduana. 


Sumario.  — El  delito  de  sustracción  de  efectos  en  los  de- 
pósitos de  Aduanal  puede  ser  penado  con  tres  años  de 
trabajos  forzados. 


Caso.  —  Habiendo  sabido  el  mayordomo  de  Aduana  D. 
Santiago  Serbi  que  los  peones  de  Aduana  Gabriel  Pacheco, 
Andrés  Reinaldi,  Bernardo  Rica  y  Pablo  D.  Villaloboi 
andaban  vendiendo  mercaderiaSi  sospechó  que  fuesen  hur- 
tadas de  los  depósitos,  y  dio  «cuenta  á  los  Comisarios  Oc- 
tavio González  y  Francisco  Wrighti  con  quienes  se  dirigió 
al  cuarto  donde  habitaban. 

En  poder  de  Pacheco  se  encontró  7  piezas  de  raso,  tres 
retazos  idem,  i  boa  de  vicuña  y  un  sombrero  de  castor; 
en  poder  de  Villalobo:  2  sombreros  y  1  boa  iguales  á  las 
anteriores  ;  y  en  poder  de  Reinaldi  2  pares  de  zapatillas* 
3  fajas  coloradas,  3  paquetes  de  lápices,  10  cerraduras,  1 
palillero  de  composición  y  1  bolsa  de  viage. 

T.  lu.  33 
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Reducidos  á  prisión  los  indicados  y  levantado  el  corres- 
pondiente sumario,  el  Procurador  Fiscal,  pidió  contra  ellos 
la  pena  del  art.  81,  g2o,  de  la  ley  penal. 

Fallo  del  Suem  Seccioiuil. 

Buenos  Aires,  24  de  Setiembre  de  1872 

Y  vistos,  estos  autos  seguidos  contra  Gabriel  Pacheco, 
Pablo  Daniel  Villalobo,  Andrés  Reinaldi  y  Bernardo  Rica, 
por  sustracción  de  efectos  de  los  almacenes  de  Aduana  y 
resultando  :  !<>  Que  teniendo  conocimiento  el  mayordomo 
de  peones  D.  Santiago  Servi,  que  algunos  de  estos  vendían 
ocultamente  efectos,  que  suponía  sustraídos  en  los  depó- 
sitos de  Aduana,  dio  parte  al  Comisario  D.  Octavio 
González,  quien  procedió  á  allanar  la  casa,  calle  Tacuarí 
núm.  124  de  Gabriel  Pacheco  y  Pablo  Daniel  Villalobo, 
encontrando  los  objetos  que  se  detallan  á  f.  4  (^oficio  de 
D.  Santiago  Serví  f.  i*,  actuaciones  de  f.  6  y  declaraciones 
de  los  Comisarios  Wright  y  González  f.  18  vuelta  y  20,  y 
Jorge  Edma  f.  20);  2"^  Que  interrogados  los  espresados 
dueños  de  la  casa  sobre  la  procedencia  de  estos  efectos, 
citó  Pacheco  á  Reinaldi  y  Rica  como  autor  el  primero  de 
la  sustracción  de  los  efectos,  que  se  le  habían  encontrado 
y  al  segundo  de  unos  revolvers  y  otros  efectos,  confesando 
por  su  parte  que  él  los  tomó  de  un  cuarto  contiguo  al  depó- 
sito de  García  á  donde  los  habia  ocultado  Reinaldi  (declara- 
ciones de  Pacheco^  fs.  6,  8  vta.  y  13) :  S''  Que  interrogado 
Reinaldi  y  Rica  sobre  las  referencias  anteriores  las  contradi- 
jeron ambos,  confesando  el  primero  haber  tomado  un  revol- 
ver del  depósito  de  Garano  y  el  segundo  unas  zapatillas  del 
de  García  (declaraciones  de  fs.  6,  il  vuelta  y  i3);  A^  Que 
no  86  ha  podido  averiguar  que  haya  habido  falta  en  los  de- 
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pósitos  de  Aduana  de  los  artículos  espresados  como  lo 
comprueban  el  parte  de  f.  3^  de  D.  Frutos  Martin  y  ios  in- 
formes de  fs.  42  y  43;  Y  considerando:  !<>  Que  de  ios  an- 
tecedentes arriba  espresados  se  desprende  que  no  se  ha 
constatado  el  cuerpo  del  delito,  pues  los  autos  no  arrojan 
prueba  alguna  de  que  la  sustracción,  objeto  de  ellos  ¿e 
haga  efectuado  en  los  depósitos  de  Aduana  desde  que  no 
aparece  falta  en  ellos  de  los  artículos  que  se  suponen 
sustraidos;  2^  Que  en  cuanto  á  Pacheco  y  Villalobo  no 
obstante  haberse  encontrado  en  su  casa  objetos  cuya  pro- 
cedencia no  han  sabido  esplicar  satisfactoriamente,  siendo 
esta  tanto  mas  sospechosa  cuanto  está  probado  que  los 
vendían  ocultamente,  esta  circunstancia  no  es  bastante 
para  establecer  la  prueba  plena  del  delito  y  menos  aun  que 
este  se  hubiere  cometido  en  los  depósitos  de  Aduana :  3® 
Que  Rica  en  su  confesión  con  cargos  á  f.  34  se  ha  retrac- 
tado de  la  que  hizo  en  sus  declaraciones  sobre  la  sustrac- 
ción del  revolver ;  y  4""  Que  no  obstante  esto,  que  la  con- 
fesión misma  de  los  procesados,  única  prueba  del  sumario, 
no  es  eficaz  para  fundar  una  sentencia  condenatoria  en 
materia  crimina),  cuando  como  en  el  presente  caso  falta 
la  comprobación  del  cuerpo  del  delito,  aun  cuando  sea 
bastante  para  la  condenación  civil  por  indemnización  según 
la  interpretación  que  dan  los  espositores  á  las  LL.  2*  y  5a, 
tft.  13,  Part.  3* ;  por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo 
á  los  procesados  Gabriel  Pacheco,  Pablo  Daniel  Villalobo, 
Andrés  Reinaldi  y  Bernardo  Rica  de  la  instancia  criminal, 
por  sustracción  de  efectos  de  los  depósitos  de  Aduana,  que- 
dando  á  salvo  las  acciones  por  indemnizaciones  á  que  dic'- 
ren  lugar  sus  respectivas  confesiones:  en  consecuencia 
líbrese  oficio  á  la  Policía  para  que  los  ponga  en  libertad : 
hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrü  Ugarriza. 
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Habiendo  apelado  el  Procurador  Fiscal,  y  concedidose  el 
recurso,  ante  la  Suprema  Corle  el  Sr.  Procurador  General 
espuso :  « 

Que  los  efectos  encontrados  en  poder  de  los  acusados 
eran  el  resto  que  no  habían  ¡podido  vender  de  un  robo 
hecho  en  los  almacenes  de  Aduana. 

Que,  interrogado  Pacheco  por  el  Comisario  y  por  el  Juez, 
ha  dicho  que  el  raso  lo  tomó  de  un  cuarto  que  tiene  co- 
municación con  el  depósito  de  García,  donde  se  ponen  los 
cajones  vacios,  creyendo  que  fueron  puestos  allí  por  el 
peón  Beinaldi ;  y  que  la  boa  y  el  sombrero  lo  compró  al 
peón   Bernardo  Rica  del  depósito  de  Gazano. 

Que  Reinaldi  niega  haber  él  puesto  los  efectos  en  el 
cuarto.  Pero  de  cualquier  modo  que  hubieran  llegado  allí, 
el  hecho  es  que  estaban  en  el  recinto  del  almacén,  y  que 
de  allí  los  sustrajo  Pacheco,  sin  avisar  á  sus  gefes  como 
era  de  su  deber. 

Que  la  criminalidad  de  Pacheco  estaba  clara  y  plenamen- 
te establecida   por  su  confesión. 

Que  Villalobo  dijo  que  los  efectos  que  se  le  encontraron, 
los  habia  comprado  á  un  tal  Espinosa,  peón  del  depósito 
de  Gazano,  que  se  hallaba  en  Montevideo:  escusa  falsa 
porque  esos  efectos  son  perfectamente  iguales  á  los  que 
tenia  Pacheco;  y  que  además  no  lo  justifica,  porque  com- 
prar mercaderías  á  un  peón  de  Aduana,  es  hacerse  cómplice 
ú  ocultador  de  un  robo.  Asi  que  Villalobo  ó  es  ladrón  ú 
ocultador. 

Que  en  cuanto  á  Bernardo  Rica  peón  del  depósito  de  Ga- 
zano dice  Pacheco  que  el  -lo  de  Abril  último  lo  vio  salir  del 
depósito  con  una  cantidad  de  pañuelos  chalones  ocultos  bajo 
sus  ropas,  y  que  anteriormente  lo  habia  visto  salir  con  varios 
revolvers.  Rica  niega  que  haya  sacado  chalones,  y  solo 
confiesa  que  tomó  en  el  depósito  un  revolver  da  un  cajón 


*i 
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que  habían  abierto,    y  que  lo  tiró  al  rio  por  no  compro- 
meterse. 

Que  esto  confesó  ante  el  Comisario  y  dos  veces  ante  el 
Juez ;  pero  en  su  confesión  después  de  haberse  ratificado 
en  sus  anteriores  declaraciones,  cuando  el  Juez  lo  hizo 
cargo  por  haber  hurtado  el  revolver,  negó  el  cargo,  di- 
ciendo que  lo  habia  hecho  por  error,  afligido  por  la  pri- 
sión en  que  se  encontraba. 

Que  no  ha  debido  el  Juez  dar  valor  á  esa  pueril  y  ridi- 
cula retractación  de  tres  declaraciones  dadas  libremente, 
y  en  que  sin  duda  habia  ocultado  la  mayor  de  sus  culpas. 
Que  debia  tenerse  á  Rica  por  confeso  de  haber  robado, 
siquiera  un  revolver. 

Que  Andrés  Reinaldi,  dando  la  razón  de  tener  los  efectos 
que  se  encontraron  en  su  poder,  dijo :  que  un  par  de  za- 
patillas se  las  dio  un  dependiente  de  Aduana  cuyo  nom- 
bre ignora,  y  el  otro  lo  hurtó  él  del  depósito  de  García ; 
pero  como  los  dos  pares  son  iguales  debe  ¡creerse  que  los 
dos  son  hurtados  de  un  mismo  cajón,  y  que  el  cuento  del. 
desconocido  que  hace  regalos  es  solo  un  protesto  para 
minorar  su  culpa.  Dijo  también  que  los  domas  efectos  se 
los  dejó  en  depósito  un  amigo  á  quien  no  nombró.  Esto 
no  es  dar  razón  sino  disfrazar  una  mentira ;  porque  si 
hubiera  tal  amigo,  lo  hubiera  nombrado  para  que  recuperara 
sus  efectos,    ó  se  hubiera  presentado  este  reclamándolos. 

Que  otra  prueba  do  que  todos  oran  robados  es  que 
cuando  el  Comisario  le  preguntó  cuál  era  su  baúl,  señaló 
el  de  un  compañero  de  cuarto  donde  nada  se  encontró ;  y 
luego   en  su  baúl  verdadero  se   encontraron    esos  efectos. 

Que  de  todos  modos  él  ha  confesado  que  hurtó  un  par 
de  zapatillas  del  depósito  de  García  y  esto  basta  para 
merecer  la  pena. 

Que  no  debia  fijarse  el  Tribunal  en  la  poca  importancia 
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de  los  efectos  que  aparecen ;  porque  estos  solos  son  restos 
de  un  gran  robo.  Los  acusados  han  estado  vendiendo  los 
demasy  y  una  prueba  de  ello  son  los  tres  retazos  de  razo 
que  se  encontraron  en  poder  de  Pacheco ;  pues  es  evidente 
que  del  almacén  no  pudo  sacar  retazos. 

Que  además,  cualquiera  que  sea  el  valor  del  robo,  lo 
que  debe  castigarse  severamente  es  la  infidencia  con  que 
estos  peones  de  Aduana  se  entretienen  en  abrir  los  cajonoR, 
puestos  en  depósito  y  robar  una  parte  de  las  mercaderías 
puestas  en  ellos. 

Que  este  género  de  robo  es  enteramente  peligroso,  por 
el  daño  que  causa  en  la  buena  fé  del  comercio,  y  por  la 
dificultad  en  descubrirlo.  Un  cajón  cerrado  que  despacha 
el  comerciante,  6  que  remite  á  las  Provincias  por  tras- 
bordo, aunque  haya  sido  robado,  no  puede  descubrirse  la 
falta,  sino  cuando  se  abre,  y  entonces  ha  pasado  ya  el 
tiempo  de  reclamar. 

Que  esta  es  la  razón  porque  á  la  Aduana  no  se  ha  hecho 
reclamo  alguno  por  los  hurtos  de  que  se  trata.  De  aquí 
ha  deducido  el  Juez  que  no  se  ha  hecho  hurto  alguno  :  que 
no  está  probado  el  cuerpo  del  delito.  Mala  consecuencia, 
contraria  al  buen  sentido. 

Habiendo  confesado  los  acusados  que  hurtaron  de  los  al- 
macenes de  Aduana,  y  encontrándose  en  su  poder  los  efec- 
tos hurtados,  el  cuerpo  del  delito  está  evidentemente  pro- 
bado,  sin  ningún  género  de  duda. 

Pidió  se  revocara  la  sentencia  apelada  y  se  condenara  á 
los  acusados  á  tres  años  de  trabajos  forzados,  que  es  la 
pena  mínima  de  la  ley,  mandando  previamente  que  fuese 
reducido  á  prisión  Bernardo  Rica,  puesto  en  libertad  por  el 
Juez  de  Sección. 
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Falito  die  la  Supreaia  Corte. 

Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1872. 

Vistos :  por  los  fundamentos  espuestos,  y  de  conformidad 
con  lo  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  vista 
de  foja  setenta  y  tres,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  sesenta  y  una,  y  con  arreglo  al  inciso  segundo  del  ar. 
tículo  ochenta  y  uno  de  la  ley  penal  de  catorce  de  Setiem- 
bre de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  se  condena  á  los 
procesados  Gabriel  Pacheco,  Pablo  Daniel  Villalobo,  Andrés 
Reinaldi  y  Bernardo  Rica  á  la  pena  de  tres  años  de  trabajos 
forzados,  debiendo  imputarse  en  este  término  la  mitad  del 
tiempo  que  llevan  de  prisión,  y  solidariamente  al  pago  de 
costas.  Comuniqúese  esta  sentencia  por  oficio  al  Poder 
Ejecutivo,  para  que  la  haga  cumplir,  y  devuélvanse  los  autos. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. —  José  B.  Gorostiaga. — 
J.  Domínguez. 
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Cil.USi%    CXL.1T. 


Don  Tomás  Pacheco  y  sus  hermanos,  contra  Don  Juan 
Barroso^  por  cobro  de  bienes  hereditarios. 


Sumario.  —  1^  La  declaración  de  herederos  hace  parte 
del  juicio  universal  de  sucesión. 

2o  Los  juicios  de  esta  naturaleza  son  de  la  esclusiva 
competencia  de  los  Tribunales  de  Provincia. 

3o  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  es  im- 
prorogable. 

Caso.  —  D.  Tomás  Pacheco  por  sí  y  con  poder  de  sus 
hermanos  Don  Salvador,  Da.  Mercedes,  Da.  Rosario,  Da. 
Juana  y  D.  Ramón,  vecinos  de  Kntre-Rios  se  presentó  ante 
el  Juez  Federal  en  Mendoza  y  espuso:  —  Que  en  el  terremoto 
del  20  de  Marzo  de  1861,  falleció  la  viuda  é  hijos  de  Don 
Antonio  Barroso,  tio  de  Da.  Andrea  Barroso,  madre  del 
peticionario,  habiendo  dejado  varios  bienes  y  entre  ellos 
un  sitio  en  San  Vicente,  otro  en  la  ciudad  destruida,  los 
muebles  de  la  casa,  alhajas,  &a.,  de  todo  lo  cual  se  habia 
apoderado  Don  Juan  Barroso,  sin  titulo  alguno. 

Que  como  los  bienes  espresados  habian  pertenecido  al 
ñnado  José   Antonio  Barroso  y  hoy  él  y  sus  hermanos  en 
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representación  de  los  derechos  de  su  finada  madre,  son  los 
sucesores  legítimos  de  aquel,  en  virtud  de  haber  muerto  los 
hijos  que  dejó,  habla  reconvenido  á  Don  Juan  exigiéndole 
la  entrega  de  los  intereses  fincados ;  pero  que  ebte  se  ne- 
gaba pretendiendo  preferente  derecho. 

Pidió,  entablando  demanda  en  forma,  se  declarase  que 
los  bienes  reclamados  les  correspondian  en  propiedad,  y 
que  Don  Juan  Barroso  debia  entregárselos  con  sus  frutos. 

Sustanciada  la  causa  con  la  contestación  y  las  pruebas 
producidas  por  ambas  partes,  se  dictó  este. 

Fallo  del  Suem  dle  Seecioüé 

Mendoza»  Octubre  30  de  1871. 

Y  vistos :  Don  Tomás  Segundo  Pacheco  por  si  y  en  re- 
presentación de  sus  hermanos,  Don  Ramón,  Salvador, 
Da.  Juana  y  Rosario  Pacheco,  como  herederos  de  Don  Ca- 
liste Barroso,  tio  por  linea  materna,  demandan  á  Juan 
Barroso  (petición  de  herencia)  por  haberse  apoderado  de 
los  bienes  yacentes  del  finado  Don  Caliste  Barroso,  como 
hijo  natural  (supuesto  de  este  último.) 

La  demanda  se  apoya  en  el  testamento  de  Don  José 
Diaz  Barroso,  abuelo  de  los  peticionarios  y  padre  de  Don 
Caliste,  que  se  presenta  á  foja  iincuenta. 

Suponiendo  verídica  la  filiación  de  Juan  Barroso  (dicen 
los  Pachecos)  esta  circunstancia  no  le  dá  derecho  esclu- 
sivo  á  todos  los  bienes  por  cuanto  del  testamento  de  foja 
setenta  y  tres  se  deduce  la  parentela  legitima  que  nosotros 
invocamos  para  suceder  al  tio  Barroso. 

El  demandado  contesta  por-boca  de  Don  Felipe  Correa 
defensor  nombrado  por  el  juez  á  virtud  de  no  tener  aquel 
quien  lo  apodere  y  defienda. 
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El  testamento  que  acompaño  foja  cincuenta  y  nueve  á  se^ 
tenta  inclusive,  Don  José  Galisto  Barroso  tenia  por  madre 
á  Doña  Isidora  Talabera.  —  Don  Galisto  falleció  entre  los 
años  mil  ochocientos  cuarenta  y  seis  á  mil  ochocientos  cuarenta 
y  sietej  soltero  é  intestado.  Heredó  sus  bienes  la  madre 
que  falleció  el  veinte  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
uno^  en  el  gran  terremoto  de  Mendoza. 

La  madre  heredó  por  consiguiente  al  hijo  que  desapa- 
reció del  mundo  antes  que  ella. 

No  es  cierto  pues,  que  los  Pachecos  sean  herederos  de 
su  finado  tio,  ya  que  la  sucesora  universal  fué  la  Talabera; 
en  este  carácter  entró  en  posesión  de  los  bienes  de  su 
hijo. 

Juan  Barroso,  hijo  natural,  quedó  á  cargo  de  la  abuela 
natural,  y  como  niño  mimado  de  esta,  estuvo  á  su  lado  la 
aciaga  noche  del  terremoto.  El  nieto  salvó  y  la  abuela 
pereció. 

Doña  Mercedes  Barroso,  única  hija  de  Doña  Isidora, 
sufrió  igual  suerte  en  la  casa  Solariega,  la  misma  noche 
del  veinte. 

Por  varios  accidentes  que  refiere  la  contestación  (impro- 
bados), se  deduce:  que  la  madre  sobrevivió  á  la  hija. 
Aquellos  consisten  en  que  las  murallas  de  la  casa,  sepul- 
taron á  la  hija,  sin  lesión  á  la  madre.  El  polvo  que 
ahogó  á  esta. 

Este  es  un  cnso  que  debe  decidirse  por  las  leyes  que 
rejian  antes  de  la  sanción  del  Código  Argentino,  para  que 
no  tenga  efecto  retroactivo  aquel. 

Considerando:  —  1<>  que  la  parte  demandada  no  con- 
tradice el  parentezco  de  los  demandantes  con  el  finado  Don 
Caliste  Barroso,  que  reconoce  á  este  como  hijo  legitimo, 
de  Doña  Isidora  Talabera,  como  su  muerte  y  la  de  su  hija 
Doña  Mercedes  Barroso. — 2o  Que  Juan  Barroso  solo  se 
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puede  reputar  hijo  natural  hipotético  de  Don  Caliste  Bar- 
roso por  inducciones  mas  ó  menos  verosímiles  constantes 
en  la  esposicion  de  autos,  mas  no  hijo  natural  reconocido 
por  testamento  ó  juicio  contradictorio. — 3o  Que  aun  dado 
el  caso  que  fuese  reconocido  por  tal,  tratando  de  heredar 
bienes  paternos,  como  son  los  de  Don  Caliste  Barroso  6 
su  madre  Doña  Isidora  Talabera,  su  derecho  no  alcanza 
mas  que  á  ia  sexta  parte,  que  es  el  mismo  que  reconoce  el 
defensor  del  demandado  á  favor  de  éste  en  su  contestación 
de  foja  setenta  y  dos. — 4""  Que  de  todo  lo  alegado  y  pro- 
bado no  se  deduce  que  haya  habido  inventario,  partición, 
ni  adjudicación  en  forma  de  la  sucesión  que  se  disputa.  — 
5""  Que  el  argumento  que  Doña  Mercedes  Barroso  pereció 
primero  que  su  madre  Doña  Isidora  en  el  terremoto  de 
Mendoza,  es  punto  injustificado  y  está  contra  la  presunción 
legal  de  la  edad  y  fuerza  [\ey  doce^  titulo  treinta  y  tres^ 
partida  séptima)  es  decir  que  en  la  duda  en  caso  de  muerte 
simultánea,  se  presume  que  perece  primero  la  madre  que 
la  hija.  —  Sexto.  Que  de  consiguiente,  los  Barrosos  son  los 
herederos  de  los  bienes  yacentes  y  no  los  parientes  de  Doña 
Isidora  que  se  dice  tenerlos  en  el  Paraguay,  y  T"".  Que  la 
prueba  rendida  por  el  demandado  parece  en  autos  tachada 
en  su  parte  mas  principal,  pues  Don  Santos  Biritos  es  inhá* 
bil  como  testigo  por  aparecer  parte  contraria  á  los  Pache- 
cos en  estos  autos,  y  á  mas  protector  reconocido  de  Juan 
Barroso.  —  Estando  relativamente  casi  en  igual  carácter 
Plácido  Soza,  según  la  posición  tercera  y  cuarta ^  foja  ochen- 
ta y  seis  y  ochenta  y  siete. 

Se  declara :  que  habiendo  probado  su  acción  Don  Tomás 
Pacheco  por  si  y  hermanos. 

Como  parientes  colaterales  que  están  en  el  tercer  orden 
y  grado  de  sucesión  legitima,  y  que  Don  Juan  Barroso 
no  ha  acreditado  su  filiación. 
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Se  condena  á  este  último  á  devolver  los  bienes  raices 
que  se  le  reclaman  como  pertenecientes  al  finado  Don  Ga- 
lísto  Barroso  y  los  semovientes,  derechos  y  acciones  que 
correspondan  á  dicha  sucesión,  sin  perjuicio  de  otros  de 
mejor  derecho.  —  Leyes  cuarta  y  quinta^  título  trece^  par- 
tida sexta^  da$f  libro  dieZf  titulo  veinte  de  la  novésima  Re- 
copilación.    Con  costas  al  demandado. 

Juan  Palma. 

Apelada  esta  sentencia  por  Don  Felipe  Correa,  represen- 
tante de  Juan  Barroso,  y  concedido  el  recurso  en  relación, 
se  dictó  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1872. 

Vistos :  considerando  que  el  presente  juicio  verse  sobre 
mejor  derecho  á  la  sucesión  do  Doña  Isidora  Talavera  de 
Barroso  y  su  hija  Doña  Mercedes  Barroso,  victimas  ambas 
del  terremoto  de  Mendoza  en  mil  ochocientos  sesenta  y 
uno:  —  Que  la  declaración  de  herederos  hace  parle  del  jui- 
cio universal  de  sucesión  como  preliminar  indispensable 
para  proceder  á  la  partición  y  adjudicación  de  los  bienes  : 
que  los  juicios  de  esta  naturaleza  Son  de  la  esclusiva  com- 
petencia de  los  Tribunales  de  Provincia,  según  la  dispo- 
sición del  inciso  primero,  artículo  doce  de  la  ley  de  catorce 
de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  sobre  ju- 
risdicción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  ;  y 
que  si  la  Suprema  Corte  ha  conocido  de  la  gestión  que 
terminó  con  el  fallo  de  foja  treinta  y  nueve  vuelta,  ha  sido 
porque  ella  no  era   una  cuestión  entre  herederos,   sino 
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una  reivindicación  intentada  contra  un  estraño  á  quien  se 
daba  el  carácter  de  detentador  de  bienes  á  que  no  tenia 
ningún  derecho;  y  teniendo  presente  por  último  que  la 
jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  es  improrogable,  se 
declara  que  dichos  Tribunales  son  incompetentes  para  co- 
nocer de  la  presente  cuestión,  quedando  en  consecuencia 
sin  efecto  la  resolución  apelada,  y  debiendo  el  Juez  de  Sec- 
ción de  Mendoza  pasar  los  antecedentes  al  juez  competente 
de  la  misma  Provincia,     Satisfechas  las  costas,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  José  B.  GoROSTUGA.— José 
Domínguez. 
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CIA^USÜL    CüLLiV. 


Criminal^  contra  Carlos  Parías^  por  delito  de  rebelión^  homi- 
cidio y  otros  crímenes  cometidos  durante  la  rebelión. 


Sumario. — lo  Corresponde  á  los  tribunales  nacionales  el 
conocimiento  de  las  causas  criminales  contra  los  rebeldes 
y  los  autores  de  delitos  comunes  cometidos  durante  la  re- 
belión, con  ios  propósitos  consignados  en  el  art.  18  de  la 
ley  penal. 

2o  La  pena  capital  solo  se  aplica  en  la  práctica,  en  los 
casos  de  una  airosidad  y  alevosía,  justificadas  por  medio 
de  un  procedimiento  en  todo  arreglado  y  al  abrigo  de  toda 
objeción. 

3o  No  es  tal  el  procedimiento  en  que  se  ha  nombrado 
fiscal  al  hermano  de  la  víctima,  y  defensor  á  un  pariente 
de  estos;  y  en  que  ni  el  defensor  ha  intentado  producir 
pruebas  sobre  los  hechos  alegados  en  su  disculpa  por  el 
acusado ;  ni  se  han  ratificado  en  pleriario  los  testigos  de 
la  acusación. 


Caso.  —  Garlos  Parías  fué  acusado  por  delito  de  rebelión 
y  otros  crímenes  comunes  cometidos  durante  la  rebelión 
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incluso  el  de  homicidio  en  las  personas  de  D.  Camilo 
Castellanos  y  de  un  soldado  desgaritado. 

Se  instruyó  él  proceso  siendo  nombrado  como  fiscal  ad 
hoc  el  Dr.  D.  Lisandro  Castellanos,  hermano  del  asesinado, 
y  como  defensor  del  reo  un  cuñado  del  fiscal. 

El  fiscal  pidió  la  pena  de  muerte  ordinaria  y  la  condena* 
cion  en  las  costas  procesales. 

La  defensa  pidió  la  absolución  del  acusado  sosteniendo 
que  no  resultaban  suficientemente  comprobados  por  el  su- 
mario los  delitos  imputados  al  procesado. 

Llamada  la  causa  á  prueba  la  parte  fiscal  produjo  las 
declaraciones  de  11  testigos,  que  no  se  ratificaron  en  pie- 
nario  por  no  haber  podido  ser  habidos. 

La  defensa  no  produjo  pruebas; 

Fallo  del  Juez  Seeeioiíal. 

Rioja,  Agosto  22  de  1872. 

Y  vista  la  presente  causa  criminal  seguida  de  oficio  por 
el  fiscal  ad  hoc  Dr.  D.  Lizandro  Castellanos  contra  el  pro- 
cesado Carlos  Parias  por  delito  de  rebelión  y  de  crímenes 
comunes  cometidos  durante  ella ;  resultan  que  se  le  impu- 
tan al  procesado  los  hechos  siguientes.  —  1*  Que  en  el 
año  de  1867,  el  procesado  Carlos  Farias  se  afilió  en  clase 
de  sargento  á  las  hordas  que,  acaudilladas  por  Felipe  Várela, 
se  rebelaron  contra  el  Gobierno  Nacional,  con  el  fin  de 
derrocarlo  y  cambiar  la  situación  política  del  país :  habiendo 
desempeñado  coiQisiones  que  le  encargaba  el  gefe  principal 
de  aquella.  Indagatoria  del  procesado  de  f.  6  vta.  y  8  vta. 
ratificada  en  su  confesión  de  f.  40  y  declaraciones  de  fojas 
3,  16,  18,  20,  22,  23,  24,  25,  28,  28  vta.,  79,  80,  87, 88, 
88  vtdM  89,  90  vta.,  91  vta.,  92,  93  y  94. 
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2o  Que  estando  afiliado  á  una  comisión  que  cruzaba 
armada  el  Departamento  de  Guandacol  y  cumplía  las  órdenes 
que  les  impartía  el  Gefe  de  la  rebelión,  tomaron  preso  en 
la  «  Rocina  Blanca  >  á  siete  ú  ocho  de  los  derrotados  de 
las  fuerzas  del  Coronel  Charra  en  la  batalla  que  este  libró 
en  la  c  Ciénega  Redonda »  contra  las  fuerzas  acaudilladas 
por  Felipe  Várela  —  declaración  de  foja  18  de  los  autos. 

3^  Que  dicha  partida  saqueó  en  el  lugar  mencionado, 
una  carga  de  equipaje  perteneciente  al  Coronel  Charra  y 
despojó  de  las  monturas  y  de  cuanto  tenian  á  los  dispersos 
que  tomaron.  —  Declaraciones  de  f.  3  y  18. 

4""  Que  el  procesado  Parias  es  un  ladrón  consuetudinario 
que  ha  vivido  siempre  en  la  mas  escandalosa  vagancia.--^ 
Declaraciones  de  fojas  1,  2  vta.,  4,  5,  6,  79,  80,  87,  88, 
88  vta.,  90  vta.,  91  vta.,  92,  93  y  94. 

5*  Que  habiendo  José  Neira  Gefe  de  la  partida  á  que 
Parias  estaba  añliado,  tomado  preso  á  Don  Camilo  Caste- 
llanos, fué  asesinado  alevosamente  por  el  procesado  y  otros 
en  la  plaza  de  la  población  de  Hornillos,  á  las  diez  ó  doce 
de  la  noche.  Indagatoria  del  procesado  de  f.  6  vta.,  rati- 
ficada en  su  confesión  de  f.  40  y  declaraciones  de  fojas  1 , 
2,  3,  4,  5,  6,  16.  18.  20,  22,  23,  24,  25,  26,  28,  79,  80, 
87,  88,  88  vía,,  89  vta.,  91  vta.,  92,  93  y  94. 

6®  Que  en  el  acto  de  espirar  Castellanos  fué  despojado 
de  sus  vestidos  por  el  procesado,  habiéndose  paseado  pú- 
blicamente con  ellos  en  la  misma  población  al  dia  siguieu- 
te. — Declaración  de  f.  43  vta.  y  las  corrientes  en  autos  á 
fojas  3,  5,  6,  8  vta.,  18,  20,  79,  80,  87,  89  vta.,  91  vta., 
92,  93  y  94. 

7''  Que  el  dia  de  la  batalla  de  la  c  Ciénega  Redonda  >  que 
libró  el  Coronel  Charra  contra  los  rebeldes,  fué  degollado 
por  el  procesado  Parlas  como  á  media  legua  de  la  población 
de  Hornillos  en  el  camino  de  Binchina,  un  disperso  da  la 
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fuerza  del  mracionado  coronel  que  vaaia  herido  del  campo 
de  batalla.  Declaraciones  de  fojas  i,  2,  4  vía.,  5,  6^  IBi 
22,  23,  25,  27  vta.,  28  vta.,  87,  88,  89  vta.,  91  vta., 
93  y  94. 

8""  Que  en  el  lugar  de  las  « Tres  Puntas  >  tratando  de 
degollar  el  procesado  en  el  mismo  dia,  á  otro  4e  los  derrota- 
dos de  la  fuerza  de  dicbo  coronel,  le  fué  impedido  por  Don 
Juan  Bautista  Bergara.     Declaración  de  fojas  3  y  18. 

9^  Que  estando  procesado  por  esta. causa,  el  preso  Faría 
ha  fugado  por  dos  veces  de  su  prisión,  paralizando  su  tra- 
mitación. Declaración  de  f.  5  é  indagatoria  de  fojas  6,  8 
y  38  de  los  autos. 

10.  Que  el  procurador  fiscal  en  su  querella  de  f.  46 
acusa  al  procesado  Ferias  de  reo  del  delito  de  rebelión 
contra  el  Gobierno  Nacional:  de  ladrón  consuetudioario : 
de  autor  del  saqueo  del  cadáver  de  Don  Camilo  Castellanos: 
de  reo  de  los  delitos  de  homicidio  perpetrados  alevosamen- 
te en  la  persona  del.  mencionado  Castellanos  y  en  un  dis- 
perso de  las  fuerzas  del  Coronel  Charra:  de  cómplice  en 
el  asesinato  que  tuvo  lugar  en  la  c  Reciña  Blanca»  de  ulro 
de  los  derrotados  de  la  misma  fuerza,  y  de  autor  de  homi- 
cidio frustrado  en  el  lugar  de  las  c  Tres  Puntas  >  en  un 
otro  de  las  fuerzas  del  mencionado  coronel,^  y  pide,  fundado 
en  las  leyes  3  y  4,  tít.  23,  lib.  8,  R,  C,  que  se  con- 
dene á  Farias  á  la  pena  ordinaria  de  muerte,  con  las  costas 
procesales. 

11.  Que  el  defensor  del  reo  Farias  á  f.  65  solicita  que 
no  se  haga  lugar  á  la  acción  fiscal  por  no  estar  probada 
en  autos  la  participación  voluntaria  que  el  procesado  tuvo 
en  la  rebelión  acaudillada  por  Várela  y  por  no  estar  sufi- 
cientemente constatada  la  criminalidad  de  aquel  en  el 
saqueo  y  asesinatos  de  que  hace  mérito  el  Procurador  Fis- 
cal ;  y  pide  la  aplicación  de  una  pena  arbitraria  que  cor- 
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responda  estrictamente  á  los  cargos  que  aparecen  del  pr<H 
ceso  contra  bu  representado. 

Y  considerando:  en  cuanto  al  derecho:-*-!^  Que  de  ba 
declaraciones  de  fojas  6,  8  vta.,  y  33  y  de  la  de  los  testigos 
corrientes  desde  fojas  16  á  28  vta.  y  79  á  94,  resulta 
plenamente  j«fótiíicado  que  en  el  año  de  1867  este  se  afilió 
á  las  fuerzas  acaudilladas  por  Felipe  YareUi  con  el  fin  de 
derrocar  al  Presidente  de  la  República  y  cambiar  la  situa- 
ción política  del  país;  hecho  que  constituye  el  delito  de 
rebelión  previsto  y  penado  en  los  arta.  14  y  17  de  la  Ley 
penal  de  14  de  Setiembre  de  1863.  —  2<^  Que  la  excepción 
de  temor  ó  fuerza  alegada  por  el  procesado  en  su  coníesion 
de  f.  40  y  por  el  defensor  de  este  en  la  defensa  de  f.  65, 
para  justiñcarse  del  delito  de  rebelión  que  se  le  imputa; 
no  la  ha  probado  en  la  estación  correspondiente  del  juicio; 
apareciendo  por  el  contrario  demostrado  en  autos  su  par- 
ticipación voluntaria  por  las  circunstancias  siguientes: 

1^  Por  haber  aceptado  el  cargo  de  sargento  en  la  partida 
que  cruzaba  armada  el  Departamento  de  Goandacol  y  cum- 
plía órdenes  de  Várela;  pues  que  es  inverosimil  que  se 
hiciera  dicho  nombramiento  en  aquellos  que  eran  oonpe- 
lidos  á  seguirlos  por  la  fuerza. 

2^  Porque  habiendo  sido  licenciado  por  las  fuerzas  de 
Várela  cuando  marchaba  á  c  Bargas »  y  dispersado  por  dos 
veces  de  la  partida  á  que  se  hallaba  añliado  en  Guandacol 
á  la  proximacion  de  fuerzas  nacionales ;  se  le  vio  replegarse 
otras  tantas  á  la  rebelión,  conociendo -según  su  confesión 
de  f.  33  los  propósitos  que  tenían.  3^  Porque  del  sumario 
consta  que  pudo  fácilmente  ocultarse  en  las  montañas, 
como  lo  hicieron  casi  todos  los  testigos  que  lo  forman  y 
que  tienen  su  domicilio  en  el  mismo  lugar  de  la  residencia 
del  procesado. 

30  Que  no  está  plenamente  probado  de  autos  la  partici* 
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pación  qua  el  procesado  tuvo  en  la  prisión  y  aaquao  que 
cjdouté  en  la  i  Reciña  Blanca  %  la  partida  á  que?  perteiaeeia 
en  siete  ú  ooko  derrotados  do  las  fuerzas  del  Coronel  Charra 
en  la  batalla  de  la  «Ciénega  Redonda;»  como  asi  mÍ8nM> 
de  una  carga  de  equipaje  perteneciente  al  meacionado  coro^ 
nel|  por  cuanto  la  declaración  de  Bautista  Bergara  de  fs* 
3  y  18  es  singular  y  ambigua. 

A""  Qoe  Loa  delitos  de  vagancia  y  de  ser  ú  procesado  un 
ladrón  oonsuetudinarioy  acreditados  por  las  declaraciomes 
de  fojas  1  á  6  y  79  á  94  Je  los  autos,  solo  pueden  apreciarse 
como  un  antecedente  á  la  resolución  de  esta  caosai  pues 
que  oo  constando  que  de  ellos  se  baya  hecho  reo  el  pro- 
cesado durante  la  rebelión  ó  oon  ocasión  de  ella^  su  co-^ 
noeimiento  corápete  á  los  tribunales  ordinarios. 

5o  Que  por  la  confesión  del  procesado  f.  6  vta.  ratifi- 
cada á  fojas  33  y  40  y  por  las  declaraciones  de  fojas  1  á 
6,  16  á  28  y  79  á  94,  resulta  plenamente  probado  que  el 
procesado  Garlos  Farías  es  el  autor  de  la  ibuerte  del  ciu-* 
dadano  Don  Camilo  Castellanos,  asesinado  en  la  Plaza  de 
la  población  de  Hornillos  en  el  mes  de  Junio  del  año  1867. 
Proemio  alUt.  13,  part.  8^,  Leyes  2a  y  7*,  tít  y  part«  citada. 

6o  Que  la  singularidad  que  existe  ea  los  dichos  de  los 
testigos  del  sumario  respecto  á  la  bora  en  que  fué  ejecu- 
tado Castellanoe,  no  es  sustancial  ea  el  presente  oeiso, 
para  el  efecto  de  invalidar  sua  testimonios;  pues  que  es- 
tando estos  contestes  en  el  tiempo,  li;^ar  y  circunstancias 
del  becbOy  oomio  de  que  fué  ejeoutado  de  nocbe,  la  variedad 
en  sus  aseveraciones  de  la  hará  exacta  en  que  aquel  asesi^ 
nato  se  perpetró^  proviene  de  que  ninguno  de  ellos  pre-» 
senció  el  acto  mismo  de  la  muerte»  y  de  que  casi  todos  se 
refieren  en  sus  declaraciones  en  cuanto  á  esa  circunstancia , 
al  dicho  del  procesado  Parias  y  á  la  pública  voz  y  fama 
de  la  población  de  Hornillos. 
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7o  Que  el  sentimiento  de  compasión  que  afirma  el  pro- 
cesado á  fojas  6  vta.  y  42  de  los  autos  que  fué  él  el  que 
lo  decidió  á  despenar  á  Castellanos  con  un  espadón^  lejos 
de  apreciarse  como  una  circunstancia  atenuante  del  delito, 
constata  mas  la  inmoralidad  y  perversidad  de  la  gente  que 
lo  ejecutó ;  pues  que  estando  plenamente  justificado  por 
su  confesión  y  las  declaraciones  citadas,  que  Castellanos 
fué  degollado  en  el  acto  de  caer  del  caballo,  derribado  por 
un  hachazo  que  le  partió  la  cabeza ;  resulta  que  el  proce- 
sado fué  no  solo  quien  lo  despenó  sino  también  el  que  le 
quitó  la  vida  degollándolo. 

8o  Que  constando  por  la  declaración  del  procesado  y 
declaraciones  citadas,  que  Don  Camilo  Castellanos  estando 
preso  y  desarmado  fué  sacado  y  asesinado  sin  previa  pro- 
vocación, este  hecho  agravando  mas  su  crimiualidad,  so- 
mete á  su  autor  á  la  pena  ordinaria  de  muerte  con  calidad 
de  aleve,  Leyes  1%  2*  y  10,  tít.  21,  lib.  12,  N.  R.  y  2%  til. 
8^,  part.  7*.  (Fallo  de  la  Suprema  Corte,  causa  XLIII,  tomo 
quinto,  páj.  297.) 

9o  Que  aunque  está  probado  plenamente  por  las  decla- 
raciones de  fojas  22,  25,  27  vta.,  28  vta.,  91  vta.  y  otras, 
que  el  dia  de  la  batalla  de  la  c  Ciénega  Redonda, »  fué 
asesinado  como  á  media  legua  de  Hornillos  en  el  camino 
de  Binchina  un  soldado  disperso  que  volvia  herido  del 
campo  de  batalla  y  que  pertenecia  á  fuerzas  del  Coronel 
Charra;  no  consta  de  la  misma  manera  la  culpabilidad  del 
procesado  Ferias  en  aquel  homicidio :  lo  Porque  constan- 
do de  la  declaración  de  Samuel  Dominguez  de  í.  28  vta., 
(único  testigo  ocular  en  este  hecho)  que  el  pertenecia  á  la 
partida  que  dio  muerte  al  soldado  de  Charra,  su  declaración 
está  comprendida  en  la  disposición  de  la  Ley  21,  tit.  16, 
part.  3*,  que  invalida  los  testimonios  de  los  cómplices,  por 
cuanto  resulta  que  por  lo  menos  prestó  su  cooperación  mo-* 
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ral  para  la  perpetración  de  aquel  homicidio*  (Dr;  -Tejedor, 
Derecho  Grimioal  parte  primera,  lib.  I"",  tit.  1®,  cap.  4^, 
n^  3,  art.  2^^  no  50.)  2o  Porque  en  las  declaraciones  de 
Juan  Manuel  González  y  Honorato  Guerrero  de  fojas  27  vta. 
y  91  vta.  que  se  refieren  al  dicho  de  María  y  Nicolás  Galiba, 
siendo  testigos  auricolares,  exisle  singularidad  diversifica- 
tlva  sobre  las  circunstancias  que  precedieron  al  homicidio 
atribuido  por  ellos  al  procesado.  Y  3""  porque  los  dichos 
de  los  demás  testigos  del  sumario,  solo  se  refieren  á  la 
pública  notoriedad.     Ley  i?8,  tít.  16,  part.  3». 

10.  Que  no  es  prueba  plena  la  declaración  de  Bautista 
Bergara,  de  fojas  3  y  18,  para  justificar  el  conato  de  asesinato 
en  uno  de  los  dispersos  de  la  fuerza  del  Coronel  Charra, 
en  el  lugar  denominado  c  Las  tres  Puntas  >  y  que  atribuye 
8u  principio  de  ejecución  al  procesado. 

11.  Que  no  debe  pronunciarse  este  juzgado  sobre  el  delito 
de  ev&sion  de  la  Cárcel  Pública  ejecutado  por  el  procesado ; 
por  cuanto  de  él  no  ha  sido  acusado  por  el  Procurador  Fis- 
cal, ni  discutido  en  esta  instancia.  Art.  2  de  la  ley  de  16 
de  Octubre  de  1862. 

12.  Que  el  articulo  18  de  la  ley  penal  funda  la  jurisdic* 
cion  de  este  juzgado  y  establece  la  penalidad  para  el  castigo 
de  los  crímenes  comunes  que  hubiesen  sido  ejecutados  du- 
rante la  rebelión  por  aquellos  que  se  hubieren  alzado  pú-« 
blicamente  con  algunos  de  los  propósitos  consignados  en  el 
articulo  de  la  citada  ley. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo  solicitado  por 
el  Sr.  Fiscal:  fallo  definitivamente  juzgando  y  declaro:  lo 
Que  el  procesado  Carlos  Ferias  es  reo  del  delito  de  rebelión 
en  clase  de  mero  ejecutor,  y  2^  que  es  igualmente  reo  de 
homicidio  alevoso  perpetrado  en  la  persona  de  Don  Camilo 
Castellanos :  En  su  consecuencia  de  conformidad  á  lo  pres- 
cripto  en   las  leyes  citadas,  lo  condeno  á  la  pena  ordinaria 
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de  muerta  eon  calidad  de  aleve  y  oostae  {)r9eeMlee,    N^tifi- 
quese  orijinal. 

Marioqueo  Molina. 

La  sentencia  fué  apelada,  y  el  defensor  de  Ferias  hizo 
notar  ante  la  Suprema  Corte  las  irregularidades  del  pro- 
ceso respecto  al  nombramiento  del  fiscal  y  del  defensor 
en  1^  Instancia  y  respecto  á  la  &Ua  de  raüBcacion  de  los 
testigos  del  sumario ;  sostuvo  que  no  podían  atenderse  siso 
las  pruebas  del  plenario ;  que  la  jurisdicción  nacional  era 
incompetente  porque  Ferias  no  podia  considerarse  rebelde 
según  el  art.  14  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863; 
que  los  testigos  del  plenario  respecto  al  homicidio  de  Cas- 
tellanos eran  de  oidas,  y  por  lo  tanto  tachables. 

Concluyó  pidiendo  que  en  caso  de  considerarse  á  Ferias 
como  rebelde,  se  revocara  la  sentoncía,  sostituyendo  una 
pena  menor  á  la  de  muerte. 

El  Sr.  Procurador  General  contestó  que  estaba  probado 
por  los  testigos  y  la  confesión  de  Farias,  que  este  tomó 
parte  en  la  rebelión  sirviendo  en  las  tropas  de  Vorela  en 
clase  de  sargento;  que  el  juez  de  sección  habría  debido 
atender  al  testigo  Domínguez,  que  no  pnede  decirse  cóm{4ioe 
de  Parias  en  el  asesinato  del  soldado  que  fué  muerto  por 
el  solo  Ferias ;  que  estaba  probado  por  los  testigos  y  era 
público  y  notorio  que  Ferias  fué  el  autor  del  asesinato  de 
Castellanos ;  que  el  nombramiento  del  hermano  de  este  de 
fiscal  no  hace  nulo  el  procedimiento ;  que  era  un  cargo  jus- 
to de  la  defensa  la  falta  de  ratificación  de  los  testigos 
del  sumario ,  pero  que  él  fundaba  su  acusacíoa  en  las 
pruebas  del  plenario;  y  pidió  se  confirmara  la  sentencia 
apelada. 
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Vulto  40  I»  Snprevui  t}mwi0. 

Baenos  Aires,  Diciembre  5  de  1S72. 

■ 

Vistos:  por  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada  re- 
ferentes á  la  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  y  á 
los  keebos  criminales  de  que  es  acusado  Garlos  Parias; 
pero  considerando: — Que  en  la  sustanoiacion  de  la  causa 
se  ha  omitido  la  ratificación  de  los  testigos  del  sumario ; 
se  ha  conferido  el  cargo  de  Procurador  Fiscal  á  un  herma- 
no ¿B  D.  Camilo  Castellanos,  victima  de  uno  de  los  mas 
graves  erímends  imputados  al  procesado ;  y  se  ha  nom- 
brado defensor  de  este,  á  pesar  de  su  escusacion,  á  un 
cuñado  del  mismo  procurador  fiscal:  que  estas  circunstan- 
cias constituyen  otras  tantas  irregularidades,  que  el  Señor 
Procurador  General  reconoce,  sin  que  las  observaciones 
que  aduce  respecto  de  ellas  basten  á  atenuar  su  gravedad : 
que  admitida  la  falta  de  validez  de  las  declaraciones  no 
ratificadas,  las  de  fojas  78  á  94  recibidas  durante  el  tér- 
mino de  prueba,  son  insuficientes  para  justificar  los  crí- 
menes comunes  no  confesados  por  Parias  por  ser  de  meras 
referencias  á  otras  personas  que  no  declaran :  Que  aunque 
pudiera  decirse  con  exactitud^  respecto  al  nombramiento 
de  procurador  fiscal,,  que  él  no  ha  podido  producir  mas 
resultado  que  el  empleo  por  su  parte  de  un  excesivo  celo, 
no  sucede  lo  mismo  con  el  de  defensor ;  pues  su  estrecha 
relación  con  el  acusado  y  aun  con  la  victima  pudieran 
hacer  sospechar  poco  celo  é  interés  en  favor  del  acusado, 
especialmente  cuando  se  nota  que  no  se  ha  intentado 
producir  prueba  ninguna  sobre  hechos  alegados  en  su  dis- 
culpa por  el  acusado,  y  que  habrian  podido  cambiar  el 
carácter  en  sus  crímenes,  ó  atenuar  al  menos  su  culpabi- 
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lidad :  en  atención  á  que  la  pena  capital  solo  se  aplica  en 
la  práctica  en  los  casos  de  una  atrocidad  y  alevosía,  justi- 
cadas  por  medio  de  un  procedimiento  en  todo  arreglado 
y  al  abrigo  de  toda  objeción ;  y  teniendo  presente  la  dispo- 
sición del  articulo  noventa  y  tres  de  la  ley  de  catorce  de  Se- 
tiembre de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  sobre  jui^isdiccion 
criminal  de  los  Tribunales  Nacionales,  se  revoca  la  senten- 
cia de  foja  ciento  cinco  en  cuanto  á  la  pena  que  impone,  y 
se  condena  á  Garlos  Farias  á  diez  años  de  presidio  con  tra- 
bajos forzados  y  las  costas. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
D£LGADO.--José  Barros  Pazos. — José 
B.  GoROSTiAGA. — ^J.  Domínguez. 
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GÜlUB^  culi^vi. 


Rocco  Piaggio  é  hijo  contra  de  Martini  I  hijo. 
Incidente  sobre  competencia. 


Samario.  ^^ í""  Interpuesta  la  escepcion  de  incompetencia 
ante  un  Juzgado  de  Provincia  debe  seguirse  el  juicio  cor- 
respondiente ante  la  jurisdicción  provincial,  sin  mas  recurso 
qne  el  que  para  ante  la  Suprema  Corte»  establece  el 
art.  14  de  la  ley  de  Jurisdicción  Nacional. 

2^  Interpuesta  la  apelación,  el  Juzgado  de  1*  instancia 
no  puede,  pendiente  ella,  innovar  en  la  causa. 


Caxo.  — *D.  Antonio  Dodero  por  Rocco  Piaggio  é  hijo  se 
presentó  ante  el  Juez  Federal  de  Buenos  Aires  esponiendo 
que  sus  representados  eran  consignatarios  del  vapor  c  Esí- 
ther», abordo  del  cual  habian  venido  mercaderías  á  de  Mar- 
tini é  hijo,  según  conocimiento  firmado  oportunamente. 

Que  llegado  el  vapor  y  desembarcadas  las  mercaderías 
en  los  depósitos  fiscales,  de  Martini  é  hijo  pretendieron 
llevárselas  sin  arreglar  el  pago  de  la  suma  que  adeudaban 
al  buque  ó  su  consignatario  á  lo  que  sus  representados  se 
opusieron. 
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Que  entonces  de  Martini  é  hijo  entablaron  demanda  ante 
el  Juez  de  Comercio  de  la  Provincia,  y  él  sin  contestar  la 
demanda  declinó  de  jurisdicción  por  corresponder  el  caso 
privativamente  á  la  federal,  articulo  á  que  el  Juez  de 
Comercio  no  habia  hecho  lugar. 

Que  por  tanto,  ea  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  45 
de  la  ley  de  Procedimientos,  pedia  se  librase  exhorto  al 
Juez  de  Comercio  á  fin  de  que  se  inhibiera  de  conocer  en 
el  asunto  y  remitiera  los  autos  al  Juzgado  de  Sección. 

El  Juzgado  proveyó  que  resultando  de  esta  escrito  que 
la  demanda  de  Martini  é  hijo  versaba  sobre  cumplimien- 
to de  un  contrato  de  netamente,  respecto  de  lo  cual  el 
Juzgado  ejercía  jurisdicción  privativa,  se  librase  el  exhorto 
solicitado : 

SU  Joifedo  de  Gonercie  oontosió  qué  no  pedia  acnder 
á  la  remisión 

A''  Popqu0  la  eauaa  no  oecreapendia  á  la  jurisdiociea 
nacional,  i^s  la  demanda  oo  versafai  aobre  compliaiieato 
de  un  contrato  de  AeiamentOy  síbó  sobre  reavtndicaQien  .ée 
mereaderias  que  cataban  ea  twra  y  qaa  ae  mtenian 
por  los  demandados,  éenMistnándose  cm  al  onnociraknto 
acompañado  á  la  demanda  que  él  pago  de  fletes  está 
finiquitado. 

S""  Porque  Roeco  y  Piaggio  é  hijos  no  podían  BolicHar 
oontíenda  de  competencia,  pues  al  art.  45  de  la  ley  de  Pro- 
cedimientos ordena  qua  ella  ae  proponga  como  ascepcion 
dilatoria  antea  da  contestar  la  demanda,  ^  se  jeatiooe]  anta 
el  juez  que  ae  oree  competenle,  pero  no  que  puedan  adop^ 
tarso  los  dos  caminos ;  y  habiendo  Rocoo,  Piaggio  é  hijos 
interpuesto  la  declinatoria,  no  han  podido  al  miamo  tiempo 
ocurrir  á  la  justicia  federal,  y  menos  después  de  estar  aua- 
tanoiada  y  resuelta  en  su  contra  la  asoapoioo»  no  .pudienda 
el  caso  venir  á  la  justicia  federal,  ainó  es  por  apelaoioA 
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del  Superior  Tribunal  de  Justicia,  eu'  virtud  de  lo  dispueato 
en  el  art.  14  de  la  ley  de  jurisdiceioa. 

3®  Porque  nada  pedia  resolver  el  Juez  de  Comercio  por 
haber  salido  los  autos  de  su  jurisdiccioo,  mediante  apela- 
ción interpuesta  para  ante  ol  Superior  Tribunal  de  Justicia 
por  los  demandados,  con  fecha  anterior  á  la  nota  del 
Juzgado  de  Sección* 


Vftll«  Ael  Mmtm  iMteMtf. 


Baenos  Aires^  Setiembre  26  de  1870. 

Resultando  del  precedente  oficio,  que  la  parte  de  Boceo, 
Piaggio  é  hijos  ba  puesto  la  escepcion  de  incompetencia 
ante  un  Juzgado  de  Provincia,  en  cuyo  caso  está  obligado 
por  la  ley  Nacional  de  procedimientos  á  seguir  el  juicio  en 
todas  sus  instancias  en  los  Tribunales  de  Provincia  sin  mas 
recurso  que  el  que  le  acuerda  el  artículo  catorce  de  la  ley 
sobre  jurisdiecion  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacio- 
nales ;  á  lo  que  se  agrega,  que  según  el  mismo  oficio  la 
misma  parte  apeló  para  asta  el  Superior  Tribunal  de  Justi- 
cia de  la  Provincial  y  que  pendiente  aquella  apelación  el 
juzgado  no  puede  innovar  en  la  causa  ni  tiene  jurisdicción 
para  entender  en  asuntos  pendientes  ante  dicho  tribunal 
sin  que  previamente  el  mismo,  6  la  Suprema  Corte  de- 
clarase, que  este  es  el  competente ;  por  tan  te  déjase  sin 
efecto  el  auto  recaido  en  la  solicitud  de  Rocco,  Piag- 
gio  é  hijos,  y  contéstese  al  Sr.  Juez  Dr.  D.  Juan  Barra 
haciéndole  saber  esta  resolución. 

Zavakta. 
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De  este  auto  apeló  D.  Antonio  Dodero  y  concedido  el 
recurso  en  relación,  se  dictó  este 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1872. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  seis,  satisfechas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Frangisgo 
Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J. 

Domínguez. 


•••m 
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Criminal,  cmtra  Ramón  Vendrell,  Joaquín   Vülalia  y  Fran- 
cisco Farga»^  por  introducción  ie  monda  faka. 

Sumario. — La  introducción  de  moneda  falsa  de  especie 
que  tenga  curso  legal  en  la  república  puede  ser  penada 
con  4  años  de  trabajos  forzados  y  500  pesos  fuertes  de 
multa. 
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Como. — En  la  tarde  del  dia  3  de  Noviembre  de  1871  se 
trabaron  en  disputa  en  la  ribera  del  Puerto  de  Buenos 
Aires  los  individuos  Joaquín  Villalta,  Ramón  Vendrell  y 
Francisco  Fargas. — Habiendo  ocurrido  el  sargento  de  vigi- 
lantes Camilo  Borraquias,  el  vigilante  Juan  Heredia  y  otras 
personas  mas,  se  encontraron  desparramadas  en  el  suelo 
algunas  monedas  de  oro  falsificadas,  y  dentro  de  un  caño 
en  el  mismo  lugar  de  la  disputa,  tres  cartuchos  conteniendo 
monedas  de  la  misma  clase. 

Conducidos  á  la  Comisaria  los  individuos  espresados,  se 
encontró  en  el  bolsillo  de  Villalta  5  de  las  mismas  mone- 
das.—El  comisario  en  su  parte  dijo  que  los  individuos 
Faifas  y  Vendrell  habian  llegado  ese  dia  de  Montevideo  en 
donde  regenteaban  una  casa  de  prostitución  y  que  la  dis- 
puta babia  sido  ocasionada  con  motivo  de  la  repartición 
de  la  moneda  falsa. 

Levantado  el  correspondiente  sumario,  el  Procurador  Fis- 
cal pidió  contra  Vendrell,  Fargas  y  Villalta,  acusándolo$ 
del  delito  de  introduccion.de  moneda  falsa,  la  pena  del^t. 
60  de  la  Ley  Nacional.    Oida  la  defensa  se  dictó  este 

■Mío  del  Jf^mm  éit  E^téñmn* 

Buenos  Aires,  Agosto  27  de  1872. 

Y  vistos :  estos  autos  seguidos  contra  Ramón  Vendrell, 
Joaquin  Villalta  y  Francisco  Fargas  por  introducción  á  la 
república  de  moneda  falsa  de  oro  con  curso  legal  y  resul- 
tando:—  lo  Que  recien  llegados  Vendrell  y  Fargas  de  Mon- 
tevideo, indagaron  por  la  casa  de  Villalta,  y  conducidos  allí, 
se  hablaron  como  antiguos  conocidos,  saliendo  inmediata- 
mente á  almorzar  juntos  en  el  café  de  Pedro  Gastelli, 
donde  hicieron  preparar  comida  y  comieron  en  compañía 
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el  mismo  dia  (deelaraeíones  de  GastelH  f.  27  vta.  y  de  loa 
procesadas  fojas  9  vta.,  13  7  IB.) — 2^  Que  eoncloida  la 
comida  salieron  al  Paseo  de  Julio,  travándose  ona  euestíoii 
entre  los  recién  venidos,  lo  que  ocasionó  utt  cambio  de 
tiros  de  revolvers  que  produjo  la  alarrva,  atrayendo  a%ufia 
gente  al  lugar  del  suceso,  al  eomisano  Don  Juan  A.  Segm 
y  al  sargento  Don  Camilo  Borraquin  ( declaracHNMe  de  este 
úUimo  f.  SI,  Enrique  Alan»  f.  17  y  José  Gbiooparf.  19 
vta.) — 30  Que  al  aproximarse  la  gente  que  aevdia  al  raido 
de  los  tiros,  fugaron  en  distintas  direoeíones  los  procesados, 
habiéndose  enconlrado  unas  monedas  con  aparieisoia  de 
oro,  ya  sea  esparcidas  en  el  suelo,  cerno  lo  afirma  el  paHe 
de  f.  3  de)  comisario  Si^uí,  6  en  paquetes  que  se  oeuitaroa 
en  un  caño,  como  lo  asegura  el  testigo  Alanis.  «^  Y  4"^  qm 
registrados  los  procesados  en  sus  personas  en  la  comis«i*ia 
y  después  en  sus  equipages,  solo  se  encontrd  einoo  mocie* 
das  mas  en  los  bolsillos  de  ViHaHa,  y  ooosiderandor^-^l'' 
Que  los  acusados  han  negado  perteneoerles  las  roonedaa 
falsas  encontradas  por  la  PblJcía,  y  VlUalta  afirma  que  iaa 
cinco  que  se  le  enoontraroff  tas  habi»  recojido  del  svelo 
creyéndolas  buenas  y  de  propiedad  de  algunos  de  sus  com- 
pañeros, que  las  hubieae  perdido  en  el  calov  de  la  cuestión, 
de  la  que  trataba  de  apartarlos, — 2^  Que  de  los  antece- 
dente9.que  atimiaistra  el  pi^oceao,  el  informe  de  f.  3  y  la 
dacUracipn  de  Alaniz  son  los  únicos  que  señalan  á  los  pro- 
cesados como  los  dueños  de  las  monedas  en  cuéstiee.  •-  3^ 
Que  ninguno  de  estos  tiene  fuerza  probatoria,  el  ptíaiero 
por  cuanto  el  comisario  en  él  no  testiftea  sobre  hechos 
que  él  hubiese  presenciado,  síM  que  se*  limrta  á  referirse 
al  testimonio  de  otros,  y  llamados  estos  á  deparar  no  han 
ratificado  en  esta  parte  stx  aserción  y  el  segundo  por  ser 
su  declaración  singular  y  á  mas  testigo  inhábil  por  su  m^ 
ñor  edad.  —  Que  respecta  á  Ifillatta,  wt  00  ^cíeito  que  en  al 


registro  practicado  en  la  comisaria,  le  fueron  encontradas 
cinco  monedas  iguales  á  Utt  demás  remitidas  por  la  Policía^ 
esto  no  bastaría  para  justificar  plenamente  su  culpabilidad, 
por  cuanto,  no  obstante  no  haber  justificado  la  escepcion, 
que  aleja  en  su  defensa,  de  haberfas  reeojido  del  suelo 
creyéndolas  buenas,  es  sin  embargo  verosimíl,  estando  á 
}a  relación  del  comisario  Seguí  que  asegura  haberse  encon- 
trado  esparcidas  por  el  suelo,  y  en  los  casos  dudosos,  debe 
estarse  mas  bien  por  la  inocencia  del  acusado. — YS^que 
de  todos  estos  antecedentes  se  deduce  que  si  bien  la  pre- 
sencia de  las  monedas  falsas  comprueba  sufícientemente  el 
cuerpo  del  delito,  y  los  antecedentes  de  los  procesados, 
unidos  á  las  circunstancias  en  que  fueron  encentradas  arroja 
vehementes  indicios  de  culpabilidad  contra  los  procesados, 
los  que  justifican  los  procedimientos  de  la  Policía,  no  hay 
prueba  plena  sobre  los  autores  del  delito — por  estos  fun- 
damentos declaro  á  los  procesados  Ramón  Vendrell,  Joa« 
quin  Villalta  y  Francisco  Fargas  libres  de  la  instancia  por 
defecto  de  pruebas  de  su  culpabilidad  en  el  delito  de  in- 
troducción de  moneda  falsa  de  oro  con  curso  legal  en  la 
República;  en  su  consecuencia  póngaseles  en  libertad,  li- 
brándose al  efecto  el  correspondiente  oficio  á  la  Policía  y 
devuélvanseles  los  objetos  embargados  por  la  misma  de- 
jando recibo  en  los  autos. -^Hágase  saber  y  repónganse 
los  aellos. 

Andrés  ügarrixa. 

■ 

Habiendo  apelado  el  Procurador  Fiscal,  la  Suprema  Corte 
para  mejor  proveer,  á  solicitud  del  Sr.  Procurador  General, 
mandó  recibir  nuevas  declaraciones  y  practicar  un  recono- 
cimiento de  las  monedas,  y  con  estos  antecedentes  se  dictó 
este 
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Buenos  Aires^  Diciembre  5  de  1872. 

Vistos :  por  los  fundamentos  espuestos,  y  de  conformi- 
dad con  lo  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su 
vi^ta  de  foja  ciento  treinta  y  cuatro,  y  siendo  contraría  é 
las  constancias  de  autos  la  imputación  que  el  defensor 
hace  al  Comisario  don  Juan  Á.  Segui,  de  ser  él  el  intro- 
ductor de  las  ciento  doce  moneda  falsas  que  figuran  en 
esta  causa ;  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  ochenta 
y  tres,  y  con  arreglo  á  lo  sancionado  por  el  articulo  sesenta 
de  la  ley  penal  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres,  se  condena  á  los  procesados  Ramón  Yen- 
drelli  Joaquín  Yillalta  y  Francisco  Fargas  á  la  pena  de 
cuatro  años  de  trabajos  forzados,  contándose  en  este  tér- 
mino la  mitad  del  tiempo  que  llevan  de  prisión,  á  la  multa 
de  quinientos  pesos  fuertes  y  solidariamente  al  pago  de 
costas.  Comuniqúese  esta  sentencia  por  oficio  al  Poder 
Ejecutivo  para  que  la  haga  cumplir,  y  devuélvanse  los  autosi 
remitiéndose  previamente  las  ciento  nueve  monedas  y  las 
fracciones  de  las  tres  que  han  servido  para  el  ensayo,  al 
Presidente  del  Banco  de  la  Provincial  pidiéndole  que  sean 
inutilizadas  en  aquel  establecimiento. 

Salvador  Maru  del  Carril.  — 
Francisco  Delgado.  —  José 
Barros  Pazos.  —  J.  B.  Go- 

ROSTUGA.  — 

El  Vocal  Dr.  D.  José  Barros  Pazos  pidió  se  salvase  su  voto,  opi- 
nando por  la  confirmación  de  la  sentencia  de  1^  instancia. 

N.  Rojo. 
Secretario. 
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D.  Ciriaeo  ürtubey  contra  D.  Segundo  L  Acuña. 

Recurso  de  Revisión. 


Sumario.  —  I""  El  recurso  de  revisión  solo  puede  tener 
lugar  en  los  casos  espresados  en  el  artículo  241  de  la  ley 
de  Procedimientos. 

2^  Este  recurso  debe  interponerse,  cuando  se  pretende 
que  la  Suprema  Corle  ha  fallado  sobre  cosas  no  pedidas 
por  las  partes,  dentro  de  ocho  días  desde  el  siguiente  á  la 
última  noliflcacion. 

3^  Y  cuando  se  interpone,  fundándose  en  haber  reco- 
brado documento  decisivos  detenidos  por  otra  de  la  contra- 
parte, el  término  de  ocho  dias  se  cuenta  desde  el  día  en 
que  los  documentos  se  recobraron. 


Coio.^- En  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  Federal  de 

Catamarca  por  D.  Ciríaco  Urtubey  contra  D.  Segundo  L 

T.  m.  35        ' 
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Acuña,  sobre  interdicto  recuperatorio  de  la  posesión  délos 
Campos  c  Pozo  de  San  Bernardo  » ,  la  Suprema  Corte  con 
fecha  Agosto  i7  de  1872,  dictó  sentencia  definitiva  mandando 
restituir  los  mencionados  campos  á  Don  Ciriaoo  Uturbey 
que  habia  sido  injustamente  desposeido. 

En  25  de  Octubre,  D.  Pedro  J.  Ebbek  por  Acuña,  ocur- 
rió ante  la  Suprema  Corte  esponiendo,  que  Urtubey  se  ha- 
bia presentado  al  Juzgado  de  Catamarca  entablando  el 
interdicto  de  recuperar  la  posesión  de  la  estancia  c  Pozo 
de  San  Bernardo  »  que  Acuña  poseia  á  título  de  propieta- 
rio. Que  Acuña  rechazó  el  interdicto  fundándose  en  que 
el  termina  Ajado  por  la  ley  babia  vencido,  y  que  por  con- 
siguiente el  interdicto  no  pedia  tener  higar.  Que  en  estos 
mismos  términos  sentenció  el  Juez  de  Sección  de  Catamarca. 

Que  habiéndose  elevado  el  espediente  por  apelación  de 
Grtubey,  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte,  no  podia  sino 
confirmar  ó  revocar  la  del  inferior,  y  entonces  resolver  si 
habia  ó  no  lugar  al  interdicto  de  recuperar  la  posesión. 
Que  el  Tribunal  no  se  limitó  á  revocar  la  sentencia  del  in- 
ferior, declarando  que  había  lugar  al  interdicto,  sino  que 
resolvió  que  la  posesión  y  la  propiedad  de  los  terrenos  del 
€  Pozo  de  San  Bernardo  »  pertenecian  á  Urtubey.  Que  la 
Suprema  Corte  no  pudo  resolver  este  último  punto:  1^, 
porque  el  mismo  Urtubey  no  entabló  acción  reivindicatoría 
de  la  propiedad,  j  los  tribunales  no  pueden  resolver  de 
oficio  sobre  acciones  no  entabladas ;  2^,  porque  el  juicio 
posesorio  no  se  recibió  á  prueba,  y  no  se  ha  oido  á  su 
representado,  no  pudiendo  los  tribunales  fallar  pleitos 
contra  inauditam  parten. 

Que  esta  esposicion  demuestra  que  el  recurso  de  revisión 
que  interpone  debe  tener  lugar  en  este  caso  que  se  encuen- 
tre comprendido  en  el  inciso  1*^,  del  art.  2^1  de  la  ley  de 
procedimientos. 
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Qb«  tmbiett  d«W  manifeBtnr  qoe  la  ?awn  qoe  tuvo^  la 
Suprema  Corte  pilra  deelarar  la  propiedad  á  faror  de  Urtu- 
bfty  fué  una  esoritura  de  véntí  otorgada  en  au  favor  por 
Da  Joeefo  Aaoedo  en  el  año  1869,  que  es  Hule,  pues  eiiste 
otra  68<^ritüra  públioa  de  venta  otoi^gade  30  años  antes  por 
la  nvisma  señora,  tranafíriendo  la  propiedad  á  favor  de 
Aouña^  eseritufa  que  no  fué  presentada  en  el  espediente 
porque  no  se  recibió  i  prueba  la  eausa  y  porque  la  referida 
eeoritura  se  encontraba  embargaba  por  pedido  malicioso  de 
Urtvbey  aote  el  Juete  del  Gkañar,  provincia  de  Córdoba^  vi- 
niendeieate  nuevo  hecho  á  corroborar  el  rdeufso  de  revisión, 
entablado,  según  el  inciso  8"*  del  art^  241  de  la  ley  et^ 
tada. 

Que  además  el  recurso  se  interpone  en  tiempo,  pues  tan 
pronto  como  los  autos  sé  devótviefoñ  al  Juez  originario  y 
se  notiñcó  á  Acuña,  el  mismo  dia  de  la  notiñcacion  se 
presentó  al  inferior,  entablando  el  recurso,  y  este  se  negó  á 
sustanciarlo  fundándose  en  que  era  de  la  competencia  de 
la  Suprema  Corte. 

Qm  por  otra  parte,  ae^gun  el  art.  244  de  la  ley  citada^ 
el  término  de  los  ocho  dias  pa^a  eatablar  el  réourso  deb^ 
contarse  desde  que  se  descubren  ó  se  recobran  los  do6ii«> 
mentoa^  y  como  apoderado  de  Acttfia  reoie»  tiene  oonocH 
miento  de  la  eserituFa  que  aéredita  U  propiedad  en  favor 
de  su  representado,  y  este  recien  en  la  fecha  que  enílabló 
el  recurso  ha  recobrado  dicha  escritura  que  se  esfeoatrdba 
embargada  como  lo  dice  antes. 

Pidió  se  le  concediese  el  reoufso  de  revisioA,  librando 
oQcio  al  Juez  de  Catamarea  para  qiue  rcímiitiera  los  autos, 
ordenando  las  diligeociae  del  oaao  para  suateAoiar  el  re^ 

ourso. 

Se  oorr¡6  traslado  al  Dr«  D.  Rufino  de  Elisalde  apoderado 
de  Uf tuh*y ;  y  evaeutedoki  diío^  que  stende  neteríoacMo 
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ilegal  el  recurso  deducido,  y  además  estando  fuera  de  tiem- 
pOy  debia  no  hacerse  lugar  á  él  con  costas. 

En  seguida  la  Suprema  Corte,  para  mejor  proveer,  ordenó 
se  agregase  testimonio  de  la  sentencia  de  17  de  Agosto,  y 
que  el  apoderado  de  Acuña  manifestase  en  el  acto  de  la 
notificación,  si  antes  de  la  devolución  de  los  autos  le  fué 
notificada  la  sentencia  definitiva  dictada  por  la  Suprema 
Corte,  y  si  se  le  hizo  saber  la  regulación  de  las  costas  en 
que  fué  condenada  su  parle,  y  si  efectivamente  las  pagó. 
Ebbeke  manifestó  que  es  cierto  que  se  le  notificó  la  senten- 
cia antes  de  la  devolución  de  los  autos,  que  se  le  hizo 
saber  la  regulación  y  que  la  pagó. 

Fallo  de  te  Suproiui  Cowie. 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1872. 

Visto :  el  presente  recurso  de  revisión,  interpuesto  por 
don  Pedro  J.  Ebbeke  en  representación  de  don  Segundo  I. 
Acuña,  de  la  sentencia  definitiva  pronunciada  por  esta  Su- 
prema Corte,  en  los  autos  promovidos  por  don  Ciríaco  Urtu- 
bey,  sobro  interdicto  de  recuperar  la  posesión  de  los  terre- 
nos denominados  c  Pozo  de  San  Bernardo  »  en  la  Provincia 
de  Catamarca. 

Considerando,  que  dicho  recurso  no  se  halla  compren- 
dido en  ninguno  de  los  dos  casos  que  se  invoca,  de  los  espre. 
sados  en  el  articulo  doscientos  cuarenta  y  uno  de  la  ley  de 
procedimientos :  Primero^  porque  según  consta  del  tenor 
de  la  sentencia  de  esta  Suprema  Corte,  agregada  en  testi- 
monio á  foja  once,  es  inexacto  que  ella  haya  recaído  sobre 
la  propiedad  de  los  terrenos  en  cuestión,  ó  sobre  cosas  no 
pedidas  por  las  partes ; .  pues  lo  único  que  sé  ha  fallado 
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por  esa  sentencia,  es  la  acción  posesoria  instaurada  en  esta 
causa,  con  el  objeto  de  recuperar  la  posesión  de  dichos 
terrenos,  mandando  restituirla  al  que  habia  sido  privada  de 
ella  injustamente ;  Segundo ^  porque  es  falso  también,  que 
se  haya  prejuzgado  sobre  el  dominio  que  cada  una  de  las 
partes  alega  tener  en  los  precitados  terrenos,  puesto  que 
la  escritura  pública  de  venta  otorgada  en  mil  ochocientos 
sesenta  y  nueve  por  doña  Josefa  Racedo  á  favor  de  don 
Ciríaco  Urtubey,  que  se  ha  exhibido  en  autos,  solo  ha  sido 
tomada  en  cuenta,  como  un  medio  legal  de  comprobar  la 
posesión;  y  Tercero,  porque  sean  cuales  fuesen  los  docu- 
mentos ignorados  ó  detenidos  que  la  parte  de  don  Segundo 
I.  Acuña  dice  haber  hallado  después  de  pronunciada  la 
sentencia,  para  justificar  la  propiedad  de  los  referidos  ter- 
renos, ellos  no  pueden  ser  decisivos  ni  tener  importancia 
alguna,  para  fundar  la  revocación  de  la  sentencia  definitiva 
dictada  en  el  juicio  posesorio. 

Considerando  además,  que  el  recurso  no  ha  sido  enta- 
blado dentro  del  término  que  fija  el  artículo  doscientos 
cuarenta  y  tres  de  la  ley  de  procedimientos,  según  resulta 
de  la  manifestación  hecha  por  el  apoderado  de  Acuña  á 
foja  nueve. 

Se  declara,  por  estos  motivos,  que  no  ha  lugar  con 
costas  al  recurso  de  revisión  interpuesto,  satisfechas  las 
cuales  y  repuestos  los  sellos,  archivase. 

Salvador  M.  del  Carril.  — Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos.  —  J.    B.   Gorostiaga. 
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CAU»ii^    (CXLI^IX. 


Los  Sres.  D.  Florencio  Madero  y   C^,  con  D.  Domingo 
Mendoza^   sobre  rescisión  de  un  contrato   de 

arrendamiento. 


Sumarte.  —  i  o  El  auto  que  prohibe  la  enagenacion  de  un 
edificio,  causa  perjuicio  irreparable  y  es  por  tanto  apelable. 

2^  El  término  para  apelar  de  un  auto  corre  desde  el  dia 
en  que  se  tiene  conocimiento  de  él. 

3®  No  puede  tenerse  por  notificación  la  nota  del  actuario 
de  no  haber  comparecido  el  procurador  en  la  oficina. 

4^  Los  procuradores  de  causas,  deben  ser  notificados 
del  mismo  modo  que  las  partes. 

B""  Las  cosas  litigiosas  pueden  ser  objeto  de  tos  contra- 
tos salvo  el  deber  de  satisfacer  el  pelrjuicio  que  resultase 
á  tercero. 

6"*  Las  acciones  litigiosas  pueden  cederse  por  escritura 
pública  ó  por  acta  judicial  en  el  mismo  espediente. 

7^  El  arreodat^rio  ó  subarrendatario  puede  subarrendar 
á  su  vez  ó  ceder  el  contrato,  en  virtud  de  los  arts.  31  y  93 
del  títub  da  (Locaeion  del  Código  €ivil. 


Caso.  —  D.  Emilio  Castro  dio  en  arriendo  á  D.  Florencio 
Madero  y  G*,  un  corralón  en  la  esquina  de  las  calles  de 
Corrientes  y  Esmeralda  de  dsla  ciudad,  por  el  alquiler 


meiiMial  de  49,300  $  m/c.  por  el  lapso  (h  áie»  afios  á 
contar  desde  Mayo  45  de  4870,  y  eon  U  obüfacien  de 
construir  en  el  mismo  eorralon  un  edtñcio  del  valor  de 
400,000  pesos  que  debia  ^quedar  á  benefioio  del  propietario, 
pudiendo  los  arrendatarios  trasferír  sus  derechos  ó  mñU 
quier  otra  persona. 

Madero  y  €&  dieron  el  corralón  en  subarriendo  á  don 
Armando  Tourneville  por  el  alquiler  mensual  de  20  mil  pen- 
ses y  con  los  mismos  pactos,  agregando  la  coAdieion  de  que 
en  caso  de  no  abonarse  el  alquiler  correspondiente  i  un 
mes  y  de  transcurrir  30  dias  del  mes  siguiente  sin  efectuar 
el  abono,  Madero  y  G*  tendrían  el  derecho  de  reeoindir  ^ 
contrato,  quedando  á  beqefioío  de  ellos  todas  Isa  obras 
construidas  por  el  subarrendatario. 

Tourneville  transfirió  su  contrato  al  Sr.  D.  Domingo  Ueo<- 
dwa  quien  construyó  en  dicho  terreno  el  teatro  Ih  ku  V^ 
réedaiei. 

No  habiendo  pagado  los  dos  meses  de  alquileres  de  Junio 
y  Julio  de  4872,  Madero  y  Ga  lo  demandaron  pidiendo  se 
declarara  rescindido  el  contrato  y  el  desalojo  de  la  fiaee. 

Corrido  traslado,  Mendoza  antes  de  evacuarlo  pidió  90 
exhibiera  por  los  demandantes  el  contrato  de  arrendamien- 
to :  El  juez  no  hizo  lugar.  Madero  y  G^  diciendo  haber  oido 
que  Mendoza  trataba  de  vender  las  obras  construidas,  pi^ 
dieron  se  decretase  la  inhibición  de  enagenarlas,  por  ser 
cosa  liti|^osa. 

Auto  4él  Jíues  Seccional, 

^. 

Buenos  Aires»  Oetabre  5  de  4872. 

Gomo  se  pide,  librándose  el  correspondiente  oficio  al  Sr. 
Juez  de  4*  instancia  en  lo  civil  en  turno. 

Ugarriza. 
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Esta  providencia  no  fué  notiñcada  á  la  parte  de  Mendosa 
por  no  haber  eomparecido  en  la  oficina. 

Mendoza  obló  el  importe  de  los  alquileres  devengados  y 
contestó  el  traslado,  esponiendo  que  habia  retenido  los 
alquileres  con  el  solo  objeto  de  compeler  á  los  demandantes 
á  pasarle  el  contrato  de  arrendamiento  que  le  era  necesa- 
rio  para  completar  sus  títulos  y  pidió  se  rechazara  la  de- 
manda. 

Llamados  autos,  Mendoza  ocurrió  nuevamente  al  juez  di- 
ciendo que  acababa  de  tener  conocimiento  de  la  anterior 
providencia ;  que  este  auto  habia  sido  dictado  sin  audiencia 
de  su  parte ;  que  no  le  habia  sido  notiñcado  en  forma  / 
que  por  consiguiente  era  nulo;  que  además  destruía  los 
derechos  incontrovertibles  que  le  acordaban  el  contrato  y 
el  Código  Civil ;  que  finalmente  las  obras  construidas  por 
él  no  eran  cosa  litigiosa  por  ser  la  acción  entablada  acción 
personal  y  aun  siendo  cosa  litigiosa  podían  enagenarse  con 
arreglo  á  los  artículos  38,  tít.  l^"  y  5%  tit.  B%  Sec.  3%  lib. 
2^,  del  Código  Civil;  que  por  consiguiente  dándose  por 
notiñcado  de  él,  deducía  en  forma  el  recurso  de  apelación 
y  nulidad. 

Fallo  del  Jues  SeceioMAl. 


Buenos  Aires,  Octubre  19  de  1872. 

No  pudiendo  interponerse  recurso  de  nulidad  sino  de 
sentencia  definitiva  con  arreglo  al  art.  234f  de  la  ley  na- 
cional de  procedimientos,  y  no  importando  tal  el  auto  re- 
currido, y  respecto  al  de  apelación  siendo  estemporáneo, 
no  ha  lugar  con  costas  á  lo  pedido  y  repóngase  el  sello. 

ügarriza. 
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Mendoza  interpuso   recurso  de  queja  ante  la  Suprema   . 
Corte.  Dijo  :  que  no  podia  decirse  estemporáneo  el  recurso 
de  apelación  porque  sin  notificación  no  eerre  término,  y 
que  habiendo  tenido  vista  del  espediente  el  día  14  la  ape- 
lación del  dia  18  fué  interpuesta  dentro  del  término. 

Se  pidió  informe  al  juez  quien  refirió  los  hechos  ya.  men- 
cionados, agregando  que  de  acuerdo  con  el  art.  6o  de  la 
ley  de  procedimientos,  se  ha  exigido  siempre  á  los  procu- 
radores de  número  quienes  no  están  obligados  á  conetituir 
domicilio  legal,  que  se  presenten  á  la  oficina  para  recibir 
las  notificaciones,  dándoseles  por  notificados  en  el  caso  de 
no  ^llenar  esta  prescripción;  y  que  el  procurador  Sanado 
apoderado  de  Mendoza  se  encontraba  en  este  caso  por  no 
haber  concurrido  á  la  oficina  según  la  acta  del  escribano. 


Falto  de  to  Suprema  Cimrte. 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1872 

Vistos,  y  considerando  respecto  de  la  denegación  de  la 
apelación  interpuesta  : 

Primero.  —  Que  el  auto  de  foja  cincuenta  y  siete,  que 
prohibe  la  enagenacion  del  edificio  construido  por  don  Do- 
mingo Mendoza  en  el  terreno  sub-arrendado  á  los  señores 
Florencio  Madero  y  Gompañia,  es  de  los  que  causan  per- 
juicio irreparable  por  la  sentencia  definitiva,  y  es  por  tanto 
apelable. 

Segundo.  — Que  la  apelación  ha  sido  entablada  dentro 
del  término,  por  haberlo  sido,  luego  que  la  parte  tuvo  co- 
nocimiento de  dicho  auto,  pues  no  lé  fué  notificado  ni  en  la 
oficina  ni  en  su  domicilio,  según  lo  prescrito  por  el  artí- 
culo sesenta  y  dos  de  la  ley  de  procedimientos. 
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Tereero. '^  Que  nó  ei  bastante  para  disculpar  asta  omí- 
8Í0B,  la  Dota  sin  feeha  puesta  por  el  Elscribano  á  eontíDua*- 
oíqq  del  precitado  auto,  manifestando  c  que  oo  se  ha  qotifi- 
cado  al  Procurador  Sañudo,  por  no  haber  oomparecido  á  la 
oñcina  » ;  porque  ninguna  ley  prescribe  que  se  tenga  esta 
falta  por  notificación  ;  y  antes  al  contrario  el  articulo  patenta 
y  uno  de  la  ley  de  procedimientos  aqula  las  notiQeaciones 
que  se  hicieren  en  contravención    á  lo  que  elia  preseribe. 

Cuarto.  —  Que  aunque  por  el  artículo  sesto  de  la  citada 
ley  se  ordena,  que  los  litigantes  constituyan  domicilio  le«- 
gal,  ó  en  su  defecto  nombren  procurador  de  causas,  een 
quien  se  entiendan  las  diligencias  que  ocurran  en  el  juicio; 
esta  disposición  puede  armonizarse  con  la  del  articulo  se^ 
aenta  y  dos,  tomando  como  razón  de  ella,  el  que  ios  pro^ 
curadores  de  causa  ó  los  que  hacen  profesión  de  este  oficio, 
tienen  ya  domicilio  establecido  ;  debiendo  por  consiguiente 
notificárseles,  como  á  todas  las  personas  que  sean  parte 
directa  en  el  asunto,  las  providencias  judiciales,  ó  en  el 
mismo  espediente  ó  por  cédula. 

Por  estos  motivos,  se  declara  que  el  Juez  de  Sección  ha 
debido  otorgar  la  apelación  ÍDterpue3ta, 

Y  considerando  en  cuanto  al  fondo  de  este  recurso ; 

Primero,  —  Que  apn  cuando  los  señores  Florencio  Madero 
y  Compa^ía,  pretenden  que  las  obras  construidas  por  don 
Domingo  Mendoza  en  el  terreno  subarrendado,  están  ^fec- 
tas  4I  pago  de  los  arrendamientos  vencidos,  y  según  el 
contrato  deben  quedar  en  su  beneficio,  no  pudiendo  por 
esta  razón  y  como  cosa  litigiosa  ser  enagenadas ;  sin  em- 
bargo, conforme  á  lo  estipulado  en  la  cláusula  tercera  del 
contrato  de  foja  primera,  y  á  lo  proscripto  por  los  artículos 
noventa  y  uno  y  noventa  y  tres  del  titulo  de  locación  del  Có- 
digo Civil,  don  Domingo  Mendoza  puede  subarrendar  á  su 
vez  dicho  terreno,  ó  ceder  el  subarrendamiento. 
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Segundo.  — Que  las  coáas  litigiosas  pueden  ser  objeto  de 
los  contratos,  salvo  el  deber  de  satisfacer  el  perjuicio  que 
rusultare  á  tercero,  según  el  artículo  treinta  y  ocho  del 
título  de  los  contratos  en  general  del  Código  Civil. 

Tercero.  —  Que  las  acciones  litigiosas  pueden  cederse  por 
escritura  pública  ó  por  acta  judicial  hecha  en  el  respectivo 
espediente,  conforme  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  veinte 
y  dos  del  título  de  la  cesión  de  créditos  del  mismo  Código. 

Cuarto.  —  Que  el  Abogado  de  los  señores  Florencio  Ma- 
dero y  Compañía,  ha  manifestado  en  su  informe  oral  ante 
esta  Suprema  Corte,  el  dia  de  la  vista  de  esta  causa,  que 
su  parte  no  tiene  inconveniente  alguno,  en  que  don  Do- 
mingo Mendoza  subarriende  á  su  vez,  ó  ceda  el  subarren- 
damiento del  terreno,  á  don  José  Gregorio  Lezama  ú  otro» 
siempre  que  esta  cesión  se  haga  por  acta  judicial. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
cincuenta  y  siete,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvase. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado  — José  Barros  Pazos.  —  José 
B.  GoROSTUCA. — J.  Domínguez. 


De  lia  Gaosis  y  lateriis  ipe  eonttene  esto  tercer  tese  delt  segnnlt  serie 


Pftgimi. 

AcQArdo  de  la  Saprema  Corte  aombranda  ooiútteees  pan  el 
afiode  1872 ••.      5 

CAUSA  UV. 

D«  Rosario  Delgado  de  Montero,  contra  D.  Andrés  Astorga, 
por  cobro  de  pesos. 

Sumario.— i""  El  conocimiento  y  decisión  de  las  causas  en  que 
sean  partes  un  ciudadano  argentino  y  un  estraiyero,  corresponde 
al  Poder  Judicial  de  la  Nación. 

2«  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nadonsles  m  todas  las 
causas  que  son  de  su  resorte,  es  priyativa  y  escluyente  de  la  de 
los  Tribunales  de  ProTíncia,  con  la  sola  limitación  de  las  excep- 
ciones especiales  contenidas  en  el  articulo  12  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia. 

9^  No  está  comprendida  entre  estas  la  renuncia  que  un  estran- 
jero,  demandado  por  un  arjentino,  haga  del  fuero  Nacional. 

4^  El  orden  de  las  jurisdicciones  es  de  interés  general,  y  no 
puede,  fuera  de  los  casos  permitidos  por  la  ley,  ser  alterado  por 
la  voluntad  de  los  que  son  llamados  á  comparecer  en  juicio. 

5^  No  puede  reconocerse  al  estranjero  la  facultad  de  declinar 
de  la  jurisdicción  Nacional,  sin  reconocerle  un  privilegio  que  la 
ley  no  le  concede,  y  que  podria  servirle  de  protesto  para  eludir 
6  retardas  los  judos. • ••••••••••••• •«••••••      1 
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Pádnai 
CAUSA  LV. 

D.  Estevan  Sullivan^  contra  los  Sres.  Camilo  y  D.  Anselmo 
Rojo,  por  cumplimiento  de  un  contrato.  Sobre  competencia. 

Sumario.  —  El  lugar  donde  debe  tener  su  cumplimiento  el 
contrato,  seg^un  lo  indica  la  naturaipza  de  las  obligaciones  en  él 
contenidas,  es  una  do  lat  cansas  pira  rartir  fuero 11 

CAUSA  LVI. 

D.  Jacinto  Castro,  contra  D.  José  Alciaturi  y  D.  Lucio  Y.  Ló- 
pez representanle  del  Banco  Montevideano,  por  cobro  de  pesos.  ' 

Sumario.  —  El  caso  de  que  se  trate  de  rendir  prueba  fuera  del 
territorio  de  la  República  es  regido  por  los  articules  94  y  95  de  ] 
la  ley  de  procedimientos  nacionales,  y  para  obtener  la  próroga 
del  término  de  prueba  es  necesario  llenar  los  requisitos  estable- 
cidos en  los  incisos  1<>  y  i^  del  mencionado  art.  95  •  •  • 15 

CAUSA  Lvn. 

I>  Cetodonta  Galtavn,  Mi&tra  so  eftpodo  Dv  Juan  B^  SUsgám^ 
por  pago  de  costas» 

Sumario,  —Una  solicitud  presentada  por  quien  ha  sido  decla- 
rado no  paite,  ifo  puede  ser  atendida ^«^ «••«.•..»•••..,    18 

CAUSA  Lvni. 

Crínand,  eontra  Pedto  P^  Sánchez,  por  falsáficttcion^  do  4oo»» 
mentes  de  crédito  nacionak 

Sumario.  —  1®  No  puede  decirse  que  hem  tíáo  fdlti&cadds  {do^ 
cumentoe  en  que  tto  se  prueba  que  etipreien  lo  contttolo  ó  una 
cosa  diferente  de  la  que  espresaa  cuando  fueroii  otoi|;ado8i 

i<»  Aufl  suponiendo  probada  esta  drcimstanoia^  para  que  elM 
constituya  fafcedad  es  necesaria  que  se  atíreéite  que  A  auda^ 
miento  de  la  verdad  se  ejecutó  con  dolo.  i 

3o  El  dolo  debe  probarse,  y  niinca  se  preeumow 

ifi  Todo  hombre  se  réi^uta  bueno  y  de  buena  fé»  miellitcie  áo 
se  pruebe  lo  eontrario. 

5<^  En  las  oauaae  crimkiftles  no  p«ede  fallarse  iiApoiiMide' 
pena,  por  soló  presuneíones  ó  ioipéckast 

6^  En  una  eaoaa  «rtminal^  la  SiipréBia.  GeHe  wy  puede  faMar 
sobre  un  capitule  en  que  el  Juei  de  Seeeíeit  se  ha  d^eláfado 
incoorpetlBiite^  si  el  Procolpadiatf  Fiscat  no  apela  ó  el  Sr^  Pretil 
rader  Ganaral  no.  se  adhiere  k  U  apelacíon.doL «oMido*  •  •  «¿^^  ^  .20 
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CAUSA  LDL. 

La  Tiuda  é  byos  de  D.  Juaa  N«  Fernaadezi  contra  D.  N.  Sao- 
tander,  sobre  competencia. 

Sumario.  — El  Juzgado  Federal  no  tiene  jurisdicción  para  en- 
tender en  incidentes  de  uú  juicio  rádicaJo  en  la  jurisdicción 
provincial « 37 

CAUSA  LX. 

Criminal,  D.  lotttiíi  Santa  Ana,  contra  los  autores  de  lad  pro- 
testas i  Ifts  elecciones  nacionales  en  la  provincia  de  Cata  marca. 

Sumario.  —  1*  Cotti^ponde  á  las  Cámaras  respectivas  resolver 
sobre  el  mérito  de  las  protestas  contra  las  elecciones  en  lo  re- 
lativo á  stí  valideit. 

2o  tlorriisponde  á  foi  Tribunales  de  Provincia  el  juzgamiento 
de  las  falsedades,  injurias'  ó  calumnias  que  pudieren  haberse 
consignada  ett  aquella^,  á  instancist  de  los  agraviados,  y'  no  de 
cualquier dünfstdaúío 4.. .••• 40 

CAUSA  Lxr. 

D.  José  Haría  Harzo^  contrtr  los  Sres^.  Jaime  Llavallol  é  hijos, 
por  cobro  de  perjuicios. 

Sumario.^i^  No  alegando  un  comisionista  mala  caudado  mal 
acon^cionamiento  del  articulo  que  se  le  encomienda,  ni  tampoco 
que  el  buque  conductor  haya  hecho  un  viaje  estraordinuiamente 
brgo^  se  presume  que  el  articulo  llega  en  condición  de  poderse 
obtener  por  él  el  precio  corriente  en  plaza  en  la  época  de  su 
arribo. 

2»  La  obKgacion  á$  obrar  como  en  negocio  propio  que  el  Có- 
digo de  Comercio  impone  á  los  comisiomstas,  importa  emplear  la ' 
diligeneift  y  celo  compatibles  con  el  objeto  de  conseguir  la  mas 
rápida  y  provechosa  realiaeacion  para  el  comitente. 

3®  Esta  obligación  es  todavía  mas  estricta  cuando  el  artteilo 
es  susceptible  de  deteriorarse. 

^  Si  los  efectos  consignados  llegasen  en  mal  estado,  es  d^er 
del  comisionista  hacer  constar  en  forma  legal  el  verdadero  orf- 
jen  del  daño  y  hacerle  saber  al  comitente. 

5o  La  omisión  en  este  deber  obliga  al  comisionista  á  responder 
de  les  efectos  en  les  términos  designados  por  el  conoeimiento. 

&*  Sí  los  efectos  sef  deterioran  per  eslpa  del  conii8Íemsli>  $M 
•debe  al  ceaúlenie-  la  indeaniaacieB  de  HíáM  y  ptffaidoir 
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1^  Estos  consisten  en  la  diterencia  entre  el  precio  obtenido 
por  el  artículo  deteriorado  y  el  corriente  en  plaza  por  el  mismo 
artículo  en  buena  condición 43 

CAUSA  Lxn. 

D.  Juan  Hartinez  contra  D.  Ascensio  Barcos,  por  cobro  de 
flete  y  estadías, — sobre  absolución  de  peticiones. 

SufMrio,—l^  Las  leyes  referentes  á  la  determinación  de  los 
casos  en  que  los  litigantes  incurren  en  rebeldía,  como  tendentes 
á  negar  en  adelante  toda  audiencia^  deben  interpretarse  restñcti- 
Yamente. 

3fi  El  litigante  que  se  ausente  del  lugar  del  juicio  no  incurre 
en  rebeldía,  si  deja  apoderado  instruido  y  expensadoi  aunque  no 
tenga  este  la  facultad  de  abspWer  posiciones. 

3^  Por  esto  las  posiciones  deferidas  al  litigante  ausente,  no 
pueden  darse  por  absueltas  en  rebeldía  por  falta  de  facultad  en 
el  apoderado • 57 

CAUSA  Lxm. 

El  Dr.  D.  Decio  Nulli  contra  D.  Juan  Fiori,  por  cobro  de  ho* 
norarios. 

Sumario — El  certificado  del  actuario  es  prueba  fehaciente  de 
haberse  hecho  la  citación  en  el  domicilio  constituido  por  los 
litigantes • .    6i 

CAUSA  LXIV. 

D.  Tomás  Pietranera  con  D.  Juan  Van  Deurs^  por  cobro  de 
pesos. — Incidente  sobre  informe  in  voce. 

Sumario,  ^l^  Los  medios  de  defensa  no  deben  ser  limitados, 
sino  en  los  casos  en  que  las  leyes  mismas  los  limitan  ó  en  que 
autorizan  de  una  manera  espresa  á  los  jueces  para  |que  puedan  . 
prudentemente  restringirlos. 

2^  Una  Yez  señalado  dia  para  el  informe  in  voce,  á  petición  de 
una  sola  de  las  partes  ó  de  ambas,  el  derecho  de  comparecer 
con  ese  objeto  á  la  audiencia,  es  común  para  ellas. 

3<>  El  abandono  del  derecho  por  uno  de  los  litigantes,  no  pue- 
de perjudicar  al  otro,  privándolo  de  la  facultad  de  producir  su 
informe  en  los  mismos  términos  en  que  lo  habría  hecho,  si 
hubiesen  ambos  eomparecidos ••    M 
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CAUSA  LXV. 

Griminaly  contra  Blas  Aspiazú,  por  íalsiflcacion.— Incidente 
sobre  prisión. 

Sumario.  —  í^  Cualquier  persona,  aun  las  mujeres  y  menores 
que  no  pueden  ser  en  juicio  personeros  de  otros,  pueden  com- 
parecer para  escusar  la  ausencia  del  acusado. 

2^  Este  principio  tiene  aplicación  en  el  caso  en  que  se  trata 
de  escusar,  alegando  enfermedad,  no  la  ausencia  del  lugar  del 
juicio,  sino  simplemente  la  ausencia  de  la  prisión. 

30  La  personería  de  la  esposa  lejítima  del  acusado  debe  ser 
admitida  en  ese  caso. 

40  En  el  sumario  debe  el  Juez  averiguar  no  solo  los  hechos 
adversos  al  procesado,  sino  también  los  que  puedan  servir  á  su 
descargo 67 

CAUSA  LXVI. 

D.  Juan  José  Méndez  contra  D.  Lorenzo  M.  González,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario.  —  i*»  Es  contra  la  equidad  imponer  el  gravamen  de 
las  costas  á  uno  solo  de  los  litigantes,  en  vez  de  distribuirlo  se- 
gún el  grado  de  justicia  que  respectivamente  hayan  tenido. 

2^  La  condenación  en  costas  que  se  prescribe  por  el  art.  277 
de  la  ley  de  procedimientos,  supone  ó  que  el  ejecutado  se  haya 
opuesto  á  toda  la  ejecución  y  haya  justificado  su  oposición,  ó 
que  el  ejecutante  haya  probado  de  todo  punto  su  acción. 

3^  Cuando  la  oposición  se  deduce  y  justifica  solo  por  una 
parle  del  crédito  reclamado,  la  sentencia  de  remate  no  hace  lu- 
gar á  la  ejecución  por  esa  parte,  y  manda  llevarla  adelante  por 
la  otra. 

4^  En  ese  caso  las  costas  de  la  oposición  deben  ser  á  cargo 
del  ejecutante^  y  las  demás  de  la  ejecución  á  cargo  del  ejecutado. 

b^  El  silencio  del  deudor  que  no  se  opone  á  la  capitalización 
semestral  de  intereses  incluida  en  la  demanda  ejecutiva,  vale 
contra  él  como  una  [estipulación  espresa  para  hacerla,  ó  una 
renunciaal  derecho  de  resistirla ...•    70 

CAUSA  Lxvn. 

D.  Adolfo  Hichaut  contra  D.  Valentín  Rebollo,  por  eobro  de 
pesos.— Ineidente  sobre  pruebas. 

T.  ID.  36 
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Sumario. — i^  Los  testigos  deben  ser  examinados  dentro  del 
término  de  la  prueba,  salvo  en  caso  en  que,  por  hecho  no  im- 
putable á  la  parte  que  los  presente,  no  hubieren  podido  serlo. 

2o  La  manifestación  de  la  profesión  y  domicilio  de  los  testigos 
debe  hacerse  cuando  menos  tres  dias  antes  de  vencer  el  término 
de  la  prueba,  para  que  puedan  ser  examinados 76 

CAUSA  LX\m. 

D.  Martin  Castilla  é  hijo,  contra  D.  Francisco  Medina,  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato. 

Sumario, — í^^q  puede  ser  declarado  incurso  en  rebeldía  el 
litigante  que  tiene  personero  en  el  juicio. 

2o  No  debe  darse  interpretación  estensiva  á  las  leyes  que  de- 
terminan los  casos  en  que  los  litigantes  deben  considerarse 
rebeldes 79 

CAUSA  LXIX. 

D.  Lisandro  de  la  Torre  contra  D.  Juan  Laforgue,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario. — No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera  re- 
beldía que  acuse  el  apelado 83 

CAUSA   LXX. 

D.  Jaime  San  Miguel  contra  D.  Hipólito  Norri,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario, — No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primera  re- 
beldía que  acuse  el  apelado « 85 

CAUSA  LXXI. 

Criminal,  D.  Cecilio  Echrívarria  y  D.  Andrés  Rivas,  por  con- 
trabando del  patacho  oriental  €  9  de  Mayo "», 

Sumario, — 1^  Las  costas  de  un  juicio  de  contrabando  no  de- 
ben detraerse  del  valor  de  las  mercancías  caidas  en  comiso^  sino 
pesar  sobre  el  contrabandista  declarado. 

i^  No  mejorándose  el  recurso  en  el  término  señalado,  se 
tiene  por  desierta  la  apelación  interpuesta  y  por  consentida  la 
sentencia  apelada ••.•• 86 
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CAUSA  LXXII. 

El  Dr.  D.  Emiliano  Garcia,  contra  el  Procarador  D.  Leonardo 
Nicolorich,  por  cobro  ejecutivo  de  honorarios. 

Sumario.  — -i*^  No  es  procedente  un  recurso  de  nulidad  de  una 
leniencia  que  solo  se  tacha  de  injusta,  . 

i°  No  son  apelables  las  resoluciones  de  los  juzgados  de  sec- 
ción en  causas  cuyo  valor  no  exceda  de  doscientos  pesos  fuertes.    90 

CAUSA  Lxxni. 

D.  Juan  B.  Berdier  con  D.  Francisco  Conté,  sobre  deserción 
j  renuncia  de  apelación. 

Sumario.  —No  mejorándose  en  tiempp  el  recurso  de  apelación 
y  acusando  rebeldía  la  contra-parte  se  declara  desierta  la  ape- 
lación   .■ 93 

CAUSA  LXXIV. 

D.  Juan  B.  Costa  contra  D.  José  Badarraco,  por  daños  y  per- 
juicios. 

Sumario.  —  1^  Aun  cuando  por  regla  general,  las  deudas  pro- 
cedentes de  la  construcción  de  un  buque  tienen  privilegio  |sobre 
el  mismo,  ese  privilegio  cesa  y  se  trasmite  sobre  el  precio,  en 
los  casos  de  venta  judicial  ó  de  renuncia  espresa  ó  tácita  de  él. 

2o  Es  caso  de  renuncia  tácita  cuando  el  buque  trasmitido  á 
otro,  hubiese  navegado  durante  sesenta  dias  después  de  su  sa- 
lida del  puerto  bajo  el  nombre  de  nuevo  propietario,  sin  pro- 
testa de  los  acreedores  privilegiados.- 

3°  La  circunstancia  de  hacerse  la  venta  en  rifa  pública  con 
conocimiento  y  participación  del  acreedor  privilegiado  hace  equi- 
parar el  caso  á  la  venta  judicial. 

4<'  Cada  uno  puede  renunciar  á  los  privilegios  introducidos  por 
la  ley  en  su  beneficio 95 

CAUSA  LXXV. 

D.  Luis  Castellin,  con  D.  Santiago  Ascheri,  por  cobro  de  pesos. 

/Sumario. — Lo  dispuesto  en  el  art.  601  del  Código  de  Comer- 
cio no  es  aplicable  á  las  cuestiones  que  son  puramente  de  de- 
recho.  • • 107 

CAUSA  LXXVL 
D.  EtiaaMufioz,  éontra  D.  Martin  f  ragueiro,  por  cobro  de  pesos. 
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las  condiciones  espresadas  en  el  titulo  en  cuya  virtud  se  dem^n* 
da,  debe  ser  admitida 111 

CAUSA  LXXX. 

D.  Santiago  Luna  contra  la  Inspección  y  Comandancia  General 
de  Armas  de  Santiago  del  Estero,  sobre  suspensión  de  una  orden 
para  marchar  á  la  frontera , 

Sumario.  — Es  indispensable  probar  los  hechos  en  los  que  se 
fúndala  demanda 115 

CAUSA  LXXXL 

Criminal,  contra  Francisco  Romero  y  José  María  Mela,  por  hur- 
to en  la  aduana. 

Sumario.  -^  Las  presunciones  no  son  bastantes  para  establecer 
la  prueba  requerida  por  las  leyes  13,  tit.  14,  párt.  3,  y  26,  tft.  i, 
part.  7  para  toda  condenación  criminal 119 

CAUSA  LXXXn. 

La  Municipalidad  del  Rosario  de  Santa-Fé,  contra  H.  Bigaud, 
por  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  Ño  espresándose  agravios  en  el  término  de  la  ley, 
se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía  que  acuse 
el  a  pela  d o .  •  •  • 1 23 

CAUSA  Lxxxm. 

P.  Macario  Nazarrí,  contra  D.  Julio  Correa,  sobre  pago  de  gas- 
tos de  depósito  judicial. 

Sumario.  —  \^  Las  costas  causadas  por  un  depósito  judicial 
deben  pagarse  al  depositario  por  quien  corresponde  precisamente 
á  la  ejecución  de  la  sentencia  y  aun  antes  de  pronunciarse  esta, 
sin  perjuicio  de  lo  que  se  determine  det^pues  por  el  juez  en  la 
sentencia  definitiva,  respecto  al  pago  de  dichas  costas,  (art.  178 
de  la  ley  nacional  de  procedimientos;  arts.  6  y  8  de  la  ley 
sobre  arancel. ) 

if*  Los  gastos  necesarios  y  útiles  de  conservación  y  mejora  de 
una  cosa,  tienen  que  ser  satisfechos  por  la  cosa  misma  sin  peijoi- 


V, 


DE  jüsugia  nacional.  533 

Páginu 

^0  regresÍTO  del  daeño  contra  el  que  resalte  obligado 
^^  '^«oa  de  la  sentencia.    (Le/  única^  tit.  i2|  lib.  4, 

^  «" 


-fe>  CAUSA  LXXXIV. 

^  D.  Francisco  Cossio,  por  cobro  de 


-^idente  promovido  por  no  haber- 
¡^  «^  >  que  prescribe  el  art.  8  de  la 

^        '^         ^^  ¿onde  cargo  del  demandante.  ••  128 

^    ^        "^  oAÜSA  LXXXV. 

^  ontra  el  Coronel  D.  Lucio  Y.  Hansilla,  por 

\ 

-En  una  obligación  solidaria  respecto  solamente 

'^  «udores,  los  acreedores  no  pueden  demandar  por  sepa- 

ontra  uno  de  los  deudores  el  importe  total  de  la  obliga* 

.ü 132 


CAUSA  LXXXVL  « 

El  Fisco  Nacional^  contra  D.  Manuel  Ocampo,  sobre  nulidad  y 
rescisión  de  sentencia. 

Sumario.  — 1«  Los  únicos  recursos  que  la  ley  autoriza  para  re- 
parar los  errores  de  los  Tribunales  Nacionales  son:  el  de  reposi- 
ciouy  el  de  apelación^  el  de  nulidad,  el  de  rescisión  y  el  de  re- 
visión. 

2^^  El  art.  374  de  la  ley  de  procedimientos  no  comprende  los 
recursos  ni  los  medios  de  reparar  los  errores  ó  injusticias  que 
puedan  contenerse  en  las  sentencias. 

3^  De  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte  no  hay  recurso  alguno, 
menos  el  de  revisión,  en  los  casos  de  jurisdicción  ordinaria  y  es- 
elusiva. 

4^  No  por  eso  puede  la  Suprema  Corte  convertirse  en  poder 
arbitrario. 

h^  La  Suprema  Corte  representa  en  la  esfera  de  sus  atribu- 
ciones la  soberanía  Nacional,  y  es  tan  independiente  en  su  ejer- 
cicio como  el  Congreso  y  el  Poder  Ejecutivo  en  los  suyos. 

6<>  Sus  decisiones  son  finales,  y  no  hay  tribunal  que  las  pueda 
revocar. 
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sobre  arancel. ) 

2<>  Los  gastos  necesarios  y  útiles  de  conservación  y  mejora  de 
una  cosa»  tienen  que  ser  satisfechos  por  la  cosa  misma  sin  peijut- 


DE  jusugia  nacional.  533 

Páginas 

cío  del  derecho  regreñTO  del  daeño  contra  el  que  resalte  obligado 
por  It  condenación  de  la  sentencia.  (Le/  única^  tít.  i2,  lib.  4, 
Recopilación.) ÍU 

CAUSA  LXXXIV. 

D.  Joan  Yidela,  contra  D.  Francisco  Cossio,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario. — Las  costas  del  incidente  promovido  pornobaber» 
se  pasado  al  demandado  las  copias  que  prescribe  el  art.  8  de  la 
ley  nacional  de  procedimientos,  son  de  cargo  del  demandante.  •  •  128 

CAUSA  LXXXV. 

D.  Juan  Laforgue^  contra  el  Coronel  D.  Lucio  Y.  Mansilla,  por 

cobro  de  pesos. 

Sumario,  —  En  una  obligación  solidaria  respecto  solamente 
de  los  deudores,  los  acreedores  no  pueden  demandar  por  sepa- 
rado contra  uno  de  los  deudores  el  importe  total  de  la  obliga* 
cion 132 

CAUSA  LXXXVL 

El  Fisco  Nacional^  conlra  D.  Manuel  Ocampo,  sobre  nulidad  y 
rescisión  de  sentencia. 

Sumario.  — 1«  Los  únicos  recursos  que  la  ley  autoriza  para  re- 
parar los  errores  de  los  Tribunales  Nacionales  son:  el  de  reposi- 
ción, el  de  apelación^  el  de  nulidad,  el  de  rescisión  y  el  de  re- 
visión. 

i^  El  art.  374  de  la  ley  de  procedimientos  no  comprende  los 
recursos  ni  los  medios  de  reparar  los  errores  ó  injusticias  que 
puedan  contenerse  en  las  sentencias. 

3^  De  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte  no  hay  recurso  alguno^ 
menos  el  de  revisión,  en  los  casos  de  jurisdicción  ordinaria  y  es- 
closiva. 

4^  No  por  eso  puede  la  Suprema  Corte  convertirse  en  poder 
arbitrario. 

5°  La  Suprema  Corte  representa  en  la  esfera  de  sus  atribu- 
ciones la  soberanía  Nacional,  y  es  tan  independiente  en  su  ejer- 
cicio como  el  Congreso  y  el  Poder  Ejecutivo  en  los  suyos. 

6^  Sus  decisiones  son  finales,  y  no  hay  tribunal  que  las  pueda 
revocar. 
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7^  Esa  69  la  doctrina  de  la  Constitución)  y  ninguna  legislatíoa 
admite  qne  pueda  haber  recurso  de  las  decisiones  del  tribunal 
constituido  para  juzgar  en  últinao  resorte. 

8<>  Las  cansas  en  que  interviene  el  Fisco  tienen  su  tramitación 
establecida,  y  no  hay  disposición  alguna  que  ordene  se  dé  vista 
al  Sr.  Procurador  General  para  que  mejore  el  recurso,  cuando 
el  Fisco  es  el  apelante,  ó  acuse  rebeldía  cuando  es  el  apelado. 

9o  El  Procurador  General  está  obligado  á  computar  los  tér- 
minos, mejorar  los  recursos,  acusar  rebeldías  sin  advertencia  del 
Tribunal. 

10.  Está  obligado  también  á  examinar  los  autos  en  secreta- 
ria, y  averiguar  la  forma  en  que  vienen  los  recursos,  así  como  á 
reclamar  la  reposición  de  los  errores  cometidos  en  autos  inter- 
locutorios. 

11.  La  mejora  del  recurso,  laespresion  de  agravios,  y  la  contes- 
tación del  apelado,  son  trámites  que  no  deben  voluntariamente 
suprimirse,  pero  no  son  esenciales,  y  su  omisión  no  produce  nu- 
lidad, especialmente  cuando  por  el  silencio  de  las  partes  esa 
omisión  ha  sido  consentida. 

12.  Por  la  nueva  legislación  el  Fisco  no  goza  del  beneficio 
de  la  restitución  in  integrum. 

13.  Según  la  antigua  legislación,  el  Fisco  gozaba  de  ese  bene- 
ficio, no  tamquam  FiscuSy  sed  tamquam  Icestis;  y  por  consi- 
guiente, tratándose  de  la  restitución  contra  una  sentencia^  era 
necesario  demostrar  que  esta  era  injusta. 

14.  Era  necesario  también  que  la  sentencia  fuese  suplicable. 

15.  No  puede  alegarse,  ni  oponerse  nulidad  contra  la  sentencia 
de  que  no  ha  lugar  á  suplicación. 

16.  Por  la  ley  nacional  de  procedimientos,  la  apelación  libre- 
mente concedida  no  queda  desierta,  si  no  se  mejora  el  recurso 
dentro  del  término  legal,  por  el  solo  ministerio  de  la  ley. 

17.  Es  necesario  para  ello  que  el  apelado  acuse  rebeldía. 

18.  Mientras  no  haya  rebeldía  acusada,  la  sentencia  apelada 
no  puede  considerarse  como  una  cosa  juzgada,  y  puede  siempre 
continuarse  la  sustanciacion  de  la  segunda  instancia. 

19.  La  equivocación  no  en  la  sustancia,  sino  en  un  accidente 
del  hecho  en  que  se  funda  una  sentencia^  no  desvirtúa  la  verdad 
del  mismo. 
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20.  El  hecho  debe  considerarse  cierto,  como  deben  conside- 
rarse ciertos  los  datos  procedentes  de  las  oficinas  públicas,  aun- 
que falte  en  ellos  claridad  y  precisión. 

21.  La  aplicación  errónea  de  una  doctrina  cierta  constituye 
un  error  de  apreciación^  y  no  una  violación  de  la  ley. 

22.  Para  decir  que  una  sentencia  es  notoriamente  injusta  y 
nula^  es  necesario  que  exista  en  ella  una  violación  de  la  ley, 
palmaria^  evidente,  prima  facie,  y  resaltante  sin  discusión  ni 
argumentos. 

23.  El  art.  224  de  la  ley  nacional  de  procedimientos  no  com- 
prende las  razones  y  hechos  nuevos  que  se  aleguen  en  segunda 
nstancia  para  sostener  lo  que  se  ha  deducido  en  la  demanda 
ió  en  la  excepción  propuesta  en  la  primera. 

24.  La  condenación  á  los  jueces,  que  sanciona  la  ley  24,  tft. 
22,  part.  3,  no  es  un  recurso  contra  la  sentencia,  sino  un  efecto 
de  la  responsabilidad  de  aquellos,  siendo  ésa  ley  una  ley  pe- 
nal  134  ;i 

CAUSA  LXXXVIL 

D.  Avelino  P.  Martínez,  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de 
Entre-Rio9  sobre  conversión  de  un  billete  de  Tesorería.  \ 

Sumario.  —  La  Suprema  Corte  es  incompetente  para  conocer  en 
una  demanda  contra  el  Gobierno  de  una  Provincia,  tratándose 
de  una  resolución  Administrativa  del  Poder  Ejecutivo  de  dicha  ^ 

Provincia^  no  haciendo  lugar  á  la  conversión  de  un  vale  de  de- 
pósito en  titulo  de  renta  pública,  conforme  á  una  ley  provincial, 
no  poniéndose  en  cuestión  esa  resolución  bajo  la  pretencion  de 
ser  repugnante  á  la  Constitución  Nacional,  ni  á  los  tratados  6 

leyes  del  Congreso. 183 

CAUSA  LXXXVin. 

A  Roca  y  Hnos,  contra  D.  Felipe  Recaído,  Cónsul  de  la  Repú- 
blica del  Paraguay,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  1°  Los  cónsules  están  sometidos  á  la  jurisdicción 
de  los  tribunales  del  país  en  que  residen,  respecto  de  las  obliga- 
ciones comerciales  qne  contratan  en  él. 

2»  No  habiendo  tratado  ni  ley  nacional  al  respecto,  las  opera- 
ciones comerciales  de  un  cónsul  en  el  territorio  de  la  República 
Argentina,  no  pueden  ser  consideradas  como  formando  parte  de 
suB  funciones  oficiales 187 
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CAUSá  LXXXIX. 

A .  Devoto  y  hermano,  eontra  D.  Pablo  Yoltmer,  capitán  de  la 
barca  c  B.  C.  Peters^»  sobre  indemnización  de  daños  y  peijnlcios 
y  cobro  de  fletes. 

Sumario.  —  1*  Los  capitanes  no  son  responsables  de  las  aye- 
rias  causadas  por  inforlanio  y  accidentes  de  mar. 

2»  Para  ello  es  necesario  que  justifiquen  que  las  averías  han 
provenido  realmente  de  tales  accidentes,  habilitando  asi  á  los 
cargadores  para  reclamar  de  los  seguros  el  importe  de  aquellas. 

3o  No  habiendo  ocurrido  accidentes  estraordinarios,  y  constan- 
do que  la  carga  sufrió  averias  por  el  agua  introducida  en  las  es- 
cotillas, la  avería  es  imputable  al  capitán. 

V  Para  que  el  capitán  sea  responsable  de  la  averia,  basta  el 
hecho  de  no  justificarse  por  él  que  la  misma  ha  procedido  de 
vicio  propio  de  la  cosa,  fuerza  mayor  ó  culpa  del  cargador. 

5^  Las  averías  comprenden  no  solo  el  deterioro  de  la  carga, 
sino  también  la  cantidad  que  se  entrega  de  menos. 

6<>  La  cláusula  puesta  en  el  conocimiento  de  ignorar  su  nú- 
mero, peso  y  contenido  no  favorece  al  capitán,  cuando  resulta  del 
mismo  conocimiento  que  el  estado  de  la  carga  era  el  mejor  posible, 
y  el  capitán  ha  entregado  carga  averiada. 

7»  Esa  cláusula  puede  favorecerle,  cuando  el  capitán  ha  llena- 
do fielmente  sus  deberes. 

8^  Estos  deberes  no  pueden  decirse  llenados,  cuando  el  capi- 
tán ha  alterado  durante  el  viaje  el  arrumaje  de  la  carga,  y  ha 
abierto  y  pasado  de  unos  á  otros  sacos  el  contenido  de  la  car- 
ga sin  estar  presente  el  cargador. 

9®  La  culpa  grave  equivale  al  dolo  para  los  efectos  del  artí- 
culo 1206  del  Código  de  Comercio. 

iO.  Ei  medio  mas  adecuado  para  averiguar  el  importe  de  los 
daños^  es  la  estimación  por  peritos  judiciales  nombrados  con  cita- 
ción de  los  interesados. 

11.  El  honorario  de  los  peritos  para  la  avaluación  del  daño 
debe  ser  á  cargo  del  causante  de  este. 

12.  Habiendo  exceso  en  la  demanda,  el  demandado  no  debe 
pagar  las  costas  del  pleito 190 
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CAUSA  XC. 

Grimioal,  contra  D.  José  Itiimsp6>  por  aboso  de  autoridad.  — 
Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  —  1®  Los  Tribunales  de  Provincia  no  son  compe- 
tentes para  conocer  de  pleitos  sobre  propiedad^  cuando  en  ellos 
se  encuentra  interesado  el  Fisco  Nacional. 

2o  Los  Tribunales  de  Provincia  no  pueden  ligar  con  sus  reso- 
luciones los  actos  de  los  Poderes  Públicos  de  la  Nación,  ó  de 
los  que  proceden  á  su  nombre  y  representación,  como  emplea- 
dos, comisionados  6  agentes. 

3^  Todas  las  cuestiones  cuya  resolución  pueda  afectar  al  Fisco 
Nacional,  son  de  la  competencia  de  los  Tribunales  de  la  Na- 
ción   • ••• •• 206 

CAUSA  xa. 

D.  Antonio  Porro  y  D«  Josefa  Fabiani,  sobre  venta  de  un  bu- 
que. —  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  — No  corresponde  al  conocimiento  de  la  Justicia 
Nacional  una  demanda  sobre  venta  de  un  buque,  cuando  uno  de 
los  co -participes  es  una  te^ttamentarla  no  liquidada 216 

CAUSA  XCIL 

D.  Agustin  José  de  Humeros  contra  D.  Abraban  Lozana ,  por 
cobro  de  unas  muías. 

Sumario. — 1^  Probado  el  número  de  animales  puestos  á  in- 
vernar^ se  debe  restituir  al  fln  de  la  invernada  el  mismo  número. 

2»  El  contrato  de  invernada  dura  con  arreglo  al  tiempo  conve- 
nido, aunque  este  sea  mayor  que  él  de  costumbre 218 

CAUSA  xcin. 

Rocco  Piaggio  é  hijos,  contra  Marini  y  C>,  por  cobro  de  pesos.. 

Sumario, — No  mejorándose  la  apelación  en  el  término  del 
eipplazamíento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la  primer  rebel- 
día que  acuse  el  apelado 223 

CAUSA  XCIV. 

D.  Teodoro  Mariscal  contra  D.  Roberto  Lange^  por  cobro  de 
pesos,  sobre  examen  de  testigos  y  absolución  de  posiciones. 

Sumario. — i®  El  recurso  de  nulidad  no  es  procedente  contra 
los  autos  interlocntorios  de  los  juzgados  nacionales. 
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CAUSA  XCIX. 

D.  José  Casella  cootra  D.  Juan  Vignone  y  la  testamentaria  de 
D.  José  FaziOy  sobre  venta  de  un  buque. 

Sumario. — I»  La  Justicia  Nacional  es  incompetente  para  co- 
nocer en  demandas  contra  una  testamentaria. 

2®  Ellas  deben  entablarse  ante  el  Juez  de  Provincia  que  co- 
nozca del  juicio  universal  testamentario ••• 260 

CAUSA  C. 

D*  Rosa  Ocampo^  declarada  pobre  de  solemnidad,  contra  D. 
Eloy  Cortes,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  !<>  La  prueba  incumbe  al  actor. 

io  JÜQ  puede  considerarse  como  prueba  una  información  de 
testigos  recibida  fuera  del  término  probatorio  y  sin  citación  de 
la  contraparte > 263 

CAUSA  CL 

D.  Narciso  Alcayaga  contra  D.  Policarpo  González^  sobre  de- 
claratoria de  pobreza. 

Sumario.  —  La  Suprema  Corte  no  debe  tomar  conocimiento  de 
una  causa  sino  cuando  es  provocada  por  parte  lejitima  y  en  la 
forma  establecida  por  la  ley  de  procedimientos 266 

CAUSA   CIL 

Los  Sres.  HoUer  y  C*  contra  el  Fisco  Nacional,  sobre  dere- 
chos de  aduana. 

Sumario.— L^  resoluciones  de  los  administradores  de  aduana 
sobre  la  apreciación  de  las  circunstancias  atenuantes  en  caso  de 
falsa  manifestación  no  pueden  ser  reformadas 268 

CAUSA  era. 

D.  Ricardo  Lavalle  contra  D.  Ernesto  Poussart,  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato. 

Sumario.  —  1®  Aun  cuando  por  regla  general  no  es  imputable 
al  obligado  la  inejecución  de  los  hechos  que  constituyen  la  obli- 
gación, cuando  dicha  inejecución  proviene  de  fuerza  mayor,  le 
es  imputable  cuando  la  fuerza  mayor  es  precedida  de  culpa  ó 
mora  por  parte  del  deudor. 

i^  En  el  caso  del  número  anterior  la  obligación  se  convierte 
en  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 
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3*  Los  daSos  y  peijnicios  á  indemnizarse  son  los  que  se  pre- 
vieron ó  pudieron  preveerse  al  tiempo  de  contratar,  j  que  sean 
una  consecueocia  inmediata  y  directa  de  la  inejecución  6  de  la 
mala  6  tardía  ejecución  del  contrato. • 27i 

CAUSA  CIV. 

El  Procurador  Fiscal  contra  Ziramermann,  Pair  y  O,  por 
infracción  de  la  ley  de  sellos. 

Sumario. — l^  Ño  hay  obligación  de  estender  en  papel  sellado 
Nacional  los  documentos  sobre  obligaciones  que  por  su  naturaleza 
no  corresponden  esclusivamenle  á  la  jurisdicción  nacionaL 

2®  Presentándose  ante  los  Tribunales  Nacionales  un  docu- 
mento de  esta  clase,  debe  reponerse  el  sello  correspondiente 
al  valor  del  contrato • 286 

CAUSA  CV. 

D.  Venancio  Sánchez,  en  representación  de  la  estinguida 
razón  social  <  Sánchez  y  Ramos  Otero  >,  contra  la  razón  social 
€  Salvador  Rnbert  y  &  »,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — 1^  El  mandatario  es  libre  de  aceptar  ó  no  el 
mandato  ofrecido,  pero  después  de  aceptado  tiene  la  obligación 
de  cumplirlo,  tanto  por  el  derecho  civil  como  por  el  mercantil. 

2o  Los  mandatarios  comerciales  tienen  la  obligación  de  dar 
cuenta  de  su  cometido  con  las  responsabilidades  que  les  impone 
el  Código  de  Comercio  en  sus  arts.  306,  318,  319  y  322. 

3p  El  consignatario  debe  pagar  el  importe  de  los  efectos  con- 
signados^ deducidos  los  gastos  y  la  comisión. • 290 

CAUSA   CVL 

D.  Avelino  Martínez  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia  de 
Entre-Rios,  por  conversión  de  billetes  de  Tesorería. — ^Incidente 
sobre  nulidad. 

Sumario.^^í*^  El  recurso  de  nulidad  no  es  procedente  ¿inó 
contra  las  sentencias  de  los  Juzgados  Seccionales. 

2^  Siempre  que  de  la  demanda  aparezca  claramente  que  la 
causa  no  compete  á  la  justicia  nacional,  debe  el  juez  desecharla 
de  plano. ••• 299 

CAUSA  cvn. 

D.  Santos  Dominguez  y  D.  José  Gómez  Menendi,  contra  D.  An- 
tonio Fragueiro»  por  cobro  de  pesos. 
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Sumario.^  i*^  Es  de  ia  competencia  de  la  Suprema  Corte  el 

conocimiento  y  la  decidion  del  recurso  de  nulidad,  deducido  de 

sentencias  defínilivas  de  los  Juzgados  de  Sección. 
2<>  En,  las  causas  de  mayor  cuantía  debe  deducirse  este  recurso 

conjuntamente  con  el  de  apelación. 
30  La  Suprema  Curte  carece  de  jurisdicción  para  conocer  del 

recurso  de   rescisión,  procedente  de  las  sentencias  dictadas  en 

rebeldía 302 

CAUSA  CVffl. 

D.  Antero  Barriga  contra  D.  Francisco  Giménez  García,  por 
cobro  ejecutivo  de  pesos. 

SunMrio.  — i°  Trabado  e!  juicio  por  demanda  y  contestación, 
puede  el  apoderado  seslituir  el  poder,  aun({ue  no  contenga  fa- 
cultad especial  para  ello. 

2o  No  puede  hacerse  lugar  al  recurso  de  nulidad,  cnanto  en 
el  procedimiento  no  se  ha  incurrido  en  algún  defecto  de  los  que, 
por  espresa  disposición  de  derecho,  anulan  las  actuaciones. 

30  La  compensación  es  una  de  las  escepdones  que  puede  opo- 
nerse en  el  juicio  ejecutivo. 

40  Puede  interponerse  compensación  con  un  pagaré  endosado 
en  blanco  y  declarado  reconocido  en  rebeldía  del  ejecntante  qoe 
lo  firmó. 

50  Un  pagaré  con  endoso  en  blanco,  inadmisible  ante  los  Tri- 
bunales de  Chile«  es  completamente  eficaz  ante  los  Tribunales  de 
eftto.Repúblipa, 

6»  El  portador  de  una  letra  imperfectamente  endosada  en  país 
extrangero,  puede  eiíijir  judicialmente  el  pago  en  la  República. 

70  Quien  puede  cobrar,  puede  compensar. 

8».  No  se  aplican  las  leyes  estrangeras,  cuando  las  de  la  Re-* 
pública,  en  colicion  con  ellas,  son  mas  favorables  á  la  validez  de 
los  actos  jurídicos. ,••• ,•••..,...  305 

CAUSA  CIX. 

Criminal,  contra  el  prófugo  José  Franco  y  Domingo  Castillo, 
poi  circulaciDn.  de  moneda  falsa.         

Sumario.^i^  La  contradicción  del  procesado  con  la  decla- 
ración de  los  testigos  presaneiales  del  hechQ  q«e  se  \»  imputa, 
eseluye  toda  presunción  de  buena  fé  por  su  ptrte. 
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2«  El  cómplice  con  circunstancias  atenuantes  de  delito  de 
circulación  de  moneda  falsa  debe  ser  castigado  con  e)  minitnum 
de  la  pena  prescrita  por  el  art.  60  de  la  ley  penal 31 1 

CAUSA  ex. 

Criminal  contra  Pedro  Bertln,  por  heridas  inferidas  al  con- 
tramaestre de  la  barca  francesa  c  Bravo  Lourmel»  á  bordo 
de  la  misma. 

Sumario.  —  i°  No  existiendo  mas  prueba  que  la  confesión 
del  reo,  respecto  al  autor  del  delito,  debe  estarse  á  ella  con 
relación  &  las  circunstancias  que  lo  acompañaron. 

i^  Corresponde  al  prudente  arbitrio  del  Juez  moderar  la^ 
penas  demasiado  rigurosas,  teniendo  en  cuenta  la  gravedad 
del  caso,  y  la  práctica  de  los  tribuuales. 

3^  Al  presunto  reo  no  debe  exigirsele  juramento,  cuando 
se  le  toma  la  declaración  indagatoria 31 5 

CAUSA  CXI. 

Criminal,  contra  Dusmano  Olguin^  por  homicidio  perpetrado 
en  una  chalana  en  las  aguas  del  Paraná. 

Sumario.  —  !<>  La  provocación  de  una  cuestión  anterior  y 
el  hecho  de  haber  sido  las  heridas  inferidas  por  delante,  escluyen 
en  el  homicidio  la  premeditación  y  alevosía. 

2o  La  práctica  de  nuestra  jurisprudencia  ha  reservado  la  úl- 
tima pena  á  los  hechos  calificados  f  que  revelan  el  último 
grado  de  perversidad  en  el  agente. 

3^  En  los  casos  de  homicidio  simple  comelidu  en  riña,  la 
pena  que  se  impone  es  la  de  diez  años  de  trabajos  forzados.  318 

CAUSA  CXIl. 

Razzeto  y  C*,  contra  el  patrón  de  la  barca  cHerminiai  y  otros, 
sobre  nulidad  de  un  laudo* 

iSumarto.  —  Las  razones  que  se  aducen  sobre  el  fondo  de 
una  cuestión  sometida  al  juicio  de  peritos  arbitradores,  no  son 
causas  para  declarar  la  nulidad  del  laudo  expedido  con  las 
condiciones  y  formalidades  legales... 32S 

CAUSA  CXffl. 

D.  Martin  Castilla  é  hijo,  contra  D.  Francisco  Medina,  so^ 
bre  cumplimiento  de  un  contrato.    Incidente  sobre  posicionet. 
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Sumario.  — i^  El  litigante  que  no  se  presenta  personalmente 
sinápor  apoderado,  no  necesita  constituir  domicilio  para  el  juicio. 

8o  Una  cédala  fijada  en  la  puerta  de  una  casa  en  que  no 
consta  que  habita  quien  va  &  ser  notificado,  no  importa  no- 
tificación. 

3»  Quien  no  ha  sido  debidamente  notificado  no  puedd  ser 
declarado  en  rebeldía. 

4®  No  puede  ser  declarado  confeso  en  posiciones  el  litigante 
citado  para  absolverlas,  si  el  auto  respectivo  no  contiene  la 
comunicación  de  que  por  tal  se  le  declarará  si  no  comparece. 

5»  El  que  tiene  justo  motivo  para  no  comparecer  á  absol- 
ver posiciones  no  puede  ser  declarado  confeso. 

6o  La  ausencia  es  justo  motivo  que  escusa  la  comparecencia. 

7o  Los  testigos  deben  comparecer  á  declarar,  so  pena  de 
nulidad,  cuando  menos  tres  dias  después  de  notificada  por 
cédula  la  parte  contra  quien  se  litiga 325 

CAUSA  CXIV. 

Davies  y  Ríos  contra  D.  Tomás  Gema,  por  cobro  de  pesos.  In- 
cidente sobre  prisión  por  deudas. 

Sumario.  —  La  ejecución  no  puede  llevarse  contra  la  per- 
sona sino  contra  los  bienes  del  deudor • 333 

CAUSA  CXV. 

D.  José  Badaraco^  contra  D*  Felipe  Badaraco  y  D.  Antonio 
Delacasa,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  lo  Los  documentos  privados  solo  pueden  tener 
fé  en  juicio,  cuando  son  reconocidos  por  el  firmante  ó  decla- 
rados auténticos  por  el  Juez» 

2o  Un  documento    privado   presentado   después  de  recibida 
la  cansa  á  prueba  y  cnando  está  para  vencer  el  término,  no' 
hace  fé  en  juicio   si    no    es  reconocido  pura  y  simplemente 
por  la  parte  á  quien  se  le  imputa. 

30  La  Justicia  Nacional  es  incompetente  para  conocer  en 
cuestiones  entre  estraogeros,  cuando  el  fuero  no  resulte  por 
razón  de  la  materia •• ••  335 

CAUSA  CXVI. 
El  Procurador  Fiscal  coa  D.  Bauito  GaliAdes,  por  cobro  de 
pesos —recurso  de  qasja. 
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Sumario* — En  los  joicios  seguidos  en  rebeldia,  el  deman* 
dado  no  tiene  mas  recurso  que  el  de  rescisión 349 

CAUSA   CXVIL' 

El  Banco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  contra  D.  Jai- 
mes Cuyas,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.— ^Aceptada  )a  jorísdiccion  de  los  tribunales  pro- 
yinciales  por  el  defensor  del  demandado  estrangero  ausenfó, 
la  causa  debe  seguirse  ante  aquella 352 

CAUSA  cxvni. 

D.  Lísandro  de  la  Torre  y  Ca.  con  D.  Augusto  Segovía, 
sobre  ejecución  de  una  sentencia. 

Samarlo,  —  i^  Es  estemporánea  la  excepción  de  falta  de  per- 
sonalidad del  demandante^  deducida  después  de  dictada  la  sen- 
tencia. 

2^  Las  providencias  dictadas  en  un  juicio  no  tienen  influen- 
cia sobre,  otro  con  distii^tas  personas. 

^  En  el  juicio  posesorio  nada  se  prejuzga  y  es  indepen- 
diente del  de  propiedad 364 

CAUSA  CXK.     ' 

El  Pisco  Nacional^  contra  D.  Juan  P.  Bayley,  sobre  comiso. 

Sumario.  —  I»  Por  la  tarifa  de  avalúos  que  regia  en  1871, 
se  fijaba  para  el  aforo  de  la  hojalata  en  cajones  surtidos  el 
precio  de  ocho  pesos  fuertes,  por  cada  quintal  bruto. 

2<>  No  pudiendo  admitirse  que  el  introductor  ignorase  esta 
disposición,  debe  entenderse  que  el  peso  que  dá  en  su 
manifiesto  en  quintales  es  peso  bruto: 

3®  £1  comerciante  que  ignora  ¿  no  quiere  esponerse  á  errar 
en  la  manifestación,  debe  presentar  su  manifiesto  con  la 
cl&usula  de  ignorar  el  peso 357 

CAUSA  CXX. 

El  Banco  c  Franco-Platense  >  con  los  Sres.  Matti  y  Piera, 
sobre  competencia. 

Sumario.  — í^  El  inciso  primero  del  articulo  12  de  la 
ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  negando  el  derecho  de 
llevar  ante  los  Tribunales  de  la  Nación  los  juicios  universa- 
les, y  por  consiguiente  los  de  concurso,  no  atribuye  por 
T.  m.  37 
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eso  al  Juez  del  Concurso  indistintamente  todos^  kis  aetmtos 
del  fallido,  sujetos  á  la  jurisdicción  nacional. 

2o  Las  palabras  del  art.  i536  del  Código  de  Comercio  no 
se  refieren  á  los  asuntos  judiciales,  sino  á  los  créditos  del 
fallido,  ni  deben  nunca  interpretarse  en  menoscabo  de  una 
jurisdicción  de  orden  distinto  y  escluyente  de  toda  otra  por 
la  Constitución  y  la  ley. 

df  Un  asunto  llevado  á  los  Tribunales  nacionales  por  el 
mismo  fallido,  como  actor,  antes  de  ser  concursado,  y  su- 
jeto á  su  jurisdicción  rcUione  materioSy  debe  seguirse  ante 
aquellos,  pudiendo  el  representante  del  concurso  tomar  parte 
al  juicio,  y  llevar  oportunamente  á  la  masa  gederal  el  cré- 
dito ó  los  fondos  que  según  el  resultado  final  pudiesen  cor- 
responderle 363 

CAUSA  CXXI« 

Criminal  contra  José  Peirano  (conocido  por  Gastagnino),  por 
heridas  y  homicidio. 

Sumario» — 1®  El  homicidio  cometido  á  cooaeeMiicia  de  una 
disputa,  en  el  que  se  han  cambiado  insultos  graves,  úo  apa- 
reciendo en  el  proceso  nada  que  indique  premeditación  por 
parte  de  su  autor,   debe  caliticarse   como   homicidio  simple. 

2»  La  práctica  mas  benigna  de  nuestros  tribunales  reserva 
la  pena  de  muerte  á  los  casos  de  alevosía  ó  de  homicidio 
con  caracteres  de  grande  perversidad,  aplicando  eu  los  de- 
más la  de  diez  años  que  es  la  siguiente  en  grado  por  Ija 
Ujislacion  común •••#••  361 

CAUSA  cxxn. 

D.  Silverio  Bejarano,  pidiendo  se  dedare  inoenstitesional 
una  ley  de  la  Provincia  de  Entre- Rios. 

Sumario. — Los  Tribunales  Nacionales  no  tienen  jurisdic- 
ción para  decidir  cuestiones  abstractas  de  derecho;  ni  para 
juzgar  sobre  la  inconstitucionalidad  de  una  ley,  sino  cuando 
se  trata  de  su  aplicación  á  un  caso  contencioso 372 

CAUSA  cjoan. 

D.  José  Montero  pidiendo  se  deje  sin  efecto  1^la  érdem  de 
prisión  dictada  contra  él,  por  el  Juez  del  Crimen  de  la  Sec- 
ción de^  Buenos  Aires. 


» 
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Sumario. — El  recurso  de  queja  por  denegada  justicia,  solo 
tiene  lugv  ante  la  Suprema  Corte  cuando  se  hubiese  denegado 
una  apelación  que  por  la  ley  debia  concédase  •••...• 374 

CAUSA  CXXIV. 

D.  Jacinto  Febrés  de  Rovira  contra  la  Municipalidad  de  la 
ciudad  de  Puenos  Aires»  sobre  despojo. 

Sumario. — i^  El  hecho  de  haber  un  estrangero  servido  á* 
la  Nación  como  Coronel  de  Ingenieros,  no  le  dá  el  carácter 
de  ciudadano  argentino. 

if*  La  ciudadanía  argentina  no  se  impone  á  ningún  estran- 
gero por  hecho  alguno. 

3^  Ella  se  solicita  y  se  obtiene  como  una  gracia^  por  los 
traites  establecidos  en  la  ley. 

4^  Las  Municipalidades  son  competentes  para  arreglar  la 
forma,  duración  y  condicienes  de  les  arrendamientos  de  bie- 
nes mameípales« 

&»  Pere  las  conlestaeiones  relativas  i  la  int<Hrpretacion,  eje- 
cución ó  rescisión  de  dichos  arrendamientos,  entran  en  el  de- 
recho eomun,  y  eMán  sometidas  &  la  juriadiccion  de  los  Trí* 
bunalas  oirdinaríos. 

6o  La  ley  reglamentaria  de  la  Municipalidad  de  la  dudad 
de  Baenoa  Airea  no  p«ede  ÍA?ocarse  tratándose  de  hechor 
propios  que  la  conelituyen  parte  en  el  juicio 376 

CAUSA  CXXV. 

D.  Eduardo  Barañao  contra  el  Coronel  D.  Luciano  Gonza* 
lez,  sobre  exoneración  del  senicio  militar.  Incidente  sobre 
rebeldía 

Sumario.  — !<>  No  puede  ocai^derarse  caido  en  rebeldia  «n 
demandado  notificado  por  carta  requisitoria,  cuando  esta  no 
contiene  emplasamienlo. 

2o  BMontrtndose  el  demandado  en  ajena  jurisdioeion,  el  - 
emplaKamiento  debe  ser  el  do  la  ley,  mas   un  dia  por  eada 
siete  leguas. 

3o  No  se  deniega  audiencia  sino  al  contumaz  declarado. 

io  J^as  notificaciones  hechas  en  contravención  de  la  ley, 
hacen  nulo  todo  lo  obrado  después 380 
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CAUSA  CXXVI. 

Los  Sres.  D.  Vicente  Casares  é  hijos  con  los  Sres.  Men- 
diteguí  y  SallatUy  por  cobro  de  lanchages.  . 

Sumario.  — i^  Los  artículos  174  y  175  del  Código  de  Co- 
mercio se  refieren  á  todos  los  casos  de  reclamación,  tanto 
por  detrimentos  como  por  pérdidas. 

2o  £1  reclamo  por  pérdidas,  contra  los  empresarios  de 
trasportes,  queda  éslinguida,  después  de  las  24  horas  dd 
recibo  de  las  mercaderías,  ó  de  pagado  el  precio  del  porte.  386 

CAUSA  CXXVII. 

D.  José  Badaraco  con  D.  José  Haranga,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario. — El  término  de  24  horas  acordado  por  la  ley 
cuando  ha  sido  acusada  la  rebeldía,  es  fatal  y  perentorio..»  392 

CAUSA  cxxvra. 

D.  José  Montero,  pidiendo  se  deje  sin  efecto  una  órdén  de 
prisión  dictada  contra  él  por  el  Juez  de  Sección  en  Buenos 
Aires. 

Sumario.-^l^  La  investigación  que  puede  hacer  la  Su- 
prema Corte  cuando  un  individuo  se  halle  detenido  ó  preso, 
I  á  instancias  del  mismo  ó  de  sus  parientes  ó  amigos,  so* 
bre  el  orljen  de  su  prisión,  es  con  el  objeto  de  mandarlo 
poner  inmediatamente  en  libertad,  en  caso  que  la  prisión 
haya  sido  ordenada  por  autoridad  que  no  esté  facultada  por 
la  ley. 

2o  Esa  investigación  no  puede  tener  lugar  si  el  solicitan- 
te no  se  encuentra  detenido  6  presOj  aunque  se  haya  librado  i 
contra  él  una  orden  de  prisión.                                                               j 

3»  Mucho  mas  si  la.  orden  de  prisión  ha  sido  espedida  por 
juez  competente. 

4o  De  las  sentencias  definitivas  de  los  juzgados  de  Sec- 
ción 6  da  los  autos  que'  tengan  fuerza  de  definitivos,  solo 
puede  ocurrirse  ante-  la  Suprema  Corte  por  el  recurso  de 
apelación^  ó  de  queja  por  apelación  denegada 394 

CAUSA  CXXIX. 
D.  Tomás   Pietranera   contra   D.    Juan   Van  Deurs,   sobre 
cumplimiento  de  ún  contrato  de  fletamento. 
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Sumario.  —  !<>  El  hecho  de  encontrarse  amitnales  éel  deman- 
dante en  potreros  del  demandado^  hace  presumir  el  contirato  dé 
pastoreo,  aun  cuando  no  se  justifique  que  hubo  conyenio  espre- 
so al  respecto • ••• 464    - 

CAUSA  CXLm. 

Criminal,  contra  Gabriel  Pacheco,  Andrés  Beinaldi,  Bernardo 
Ricca  y  Pablo  Daniel  Yiilalobo,  por  sustracción  9e  efectos  en  los 
depósitos  de  Aduana. 

Sumnrio.  -*  Ei  delito  de  sustracción  de  efectos  en  los  depó- 
sitos de  Aduana»  puede  ser  penado  con  tres  años  de  trabajos 
forzados».  ••• » 1  481 

CAUSA  CXUV. 

Don  Tomas  Pacheco  j  sus  hermanos,  coftlra  Don  Juan  Banroso» 
por  cobro  dp  hi^nfi9  hereditarios. 

Sumario,  — 1«  La  declaración  de  herederos  hace  parte  del  jai- 
eio  universal  de  sucesión. 

2o  Los  juicios  de  esta  naturaleza  son  de  la  esclusiva  competen- 
cia de  los  Tribunales  de  Provincia. 

S^  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  es  improro- 
gable , .....488 

CAUSA  CWl. 

Criminal,  contra  Carlos  Parias,  por  delito  de  rebelión,  homici- 
dio y  otros  crímenes  cometidos  durante  la  rebelión. 

Sumario.  —  1*  Corresponde  á  los  tribunales  nacionales  el  co- 
nocimiento, de  las  causas  criminales  contra  los  rebeldes  y  los 
autores  de  delitos  comunes  cometidos  durante  la  rebelión,  con 
los  propósitos  consignados  en  el  art.  18  de  la  ley  penal. 

2o  Lá'pena  capital  solo  se  aplica  en  la  práctica,  en  los  casos  \ 

de  una  atrosidad  y  alevosia,  justificadas  por  medio  de  un  proce- 
dimiento en  todo  arreglado  y  al  abrigo  de  toda  obíedon.  •  .  i 

3»  No  es  tal  el  procedimiento  en  que  se  ha  nombrado  fiscal  | 

al  hermano  de  la  victima,  y  defensor  á  un  pariente  de  estos ;  y  i 

en  que  ni  el  defenso?  ha  intentado  producir  pmebas  sobra  los 
hechos  alegados  en  su  disculpa  por  d  acusado;  ni  se  han  rilifi* 
cado  en  plenario  los  testigos  de  la  acusación .  «^ ;.. i •>...•  •  484 


t 


861  FALLO»  MI  M  SVMIiW^  CORTÜ 

m 

Páginas 

CAUSA  CXLYl. 

Rocco  Pitggio  i  hijo,  cbitfra  de  Hartioi  é  hijo.  —Incidente  so- 
bre competencia. 

'  Sumario*  —  1»  Interpuesta  la  escepcion  de  incompetencia  ante 
un  Juzgado  de  Provincia  debe  seguirse  el  juicio  correspondiente 
ante  la  jurisdicción  proñocíal,  áih  mas  recurso  que  el  que  para 
ante  Ja  Sapnimai  Cor^  establece  el  ari.  U  de  ia.le;  de  ju;ris- 
dicción  Nacional* 

Í9  Interpuesta  la  apelación^  el  Juzgado  de  1^  Instancia  no  pue-  . 
de,  pendiente  ella,  iajatovar  aa  la  cavsa ,. »  50i 

GAÜSA  GXLVn* 

BriiDÍiiaK*  contra  Ramón* YendreH/  ih>aqoin  Yillalta  y-Franaieco 
Fai^Sy  por  introducción  de  moqeda  ftím. 

SufMrio.  —  La  introducción  de  moneda  falsa  de  especie  que 
tenga  tntib  te|jU  én  la  repWiHoa  ptMé  ser  penada  Oon  4  aiiee  <de 
trabajos  forzados  ;  500  pesos  fuertes  dé  mnlta. ••  4« »•  ^ .••»••••  •  9M 

CAUSA  CXLVIII. 

D.  Ciríaco  Urtubej,  ícontra  Df.  Segunde  I.  Acuña,  -«tlecurso  de 
Revisión. 

Sumario,  —  1®  El  recurso  de  revisión  ^lo  puede  tener  lugar  en 
los  casos  espresados  en  el  artículo  Ul  de  la  ley  de  Procedí- 
mientes. 

V  Este  recurso  debe  int0rpfofl#r9ie^  ixAndo  se  pretende  que  la 
Suprema  Corte  ha  fallado  sobre  cosas  no  pedidas  por  las  partes, 
dentro  de  ocho  dias  desde  el  siguiente  á  la  última  modifica- 
ción. 

3^  T  cuando  se  interpone,  fundándose  en  haber  recobrado  do- 
cumento decisivos  detenidos  por  otra  de  la  contraparte,  él  tér- 
mino de  ocho  dias  se  cuenta  desde  el  día  en  que  los  documentos 
se  recobraron. ái3 

<!;AUSíA  QSLVl. 

Los  Sres.  D.  fléraiidio  Madero  ;  €••  con  D.  DomÍAgO' Mendoza, 
sobre  «anñsioh  de  na  contrato  4e  •arfendaaíeniow 

Sumario* -^i^  El  Mito  «que  j^roUbe  U  enagetiaeion'deun  edi-* 
ficio,  DMisa  i^q ukio  iereparable  y  ea  tpor  'tanto  dpeliible. 

if^  El  ténñUío  paea:a|Mlar  dé  un  antú  corra  desde  el  día  en 
í^Bt  tiena  conocimiento  de/éL 


1 


A< 


«   Tk 


DE  JUSTICIA  NACIONAL. 


555 


Pá|;íiMfl 

39  No  paede  tenerse  por  notificación  la  nota  del  actuario  de  no 
haber  comparecido  el  procurador  en  la  ofidna. 

4®  Los  procuradores  de  cansas,  deben  ser  notificados  del  mis- 
mo modo  que  las  partes. 

&>  Las  cosas  litigiosas  pueden  ser  objeto  de  los  contratos  sal- 
vo el  deber  de  satisfacer  el  peijuicio  que  resultase  á  tercero. 

&>  Las  acciones  litigiosas  pueden  cederse  por  escritura  pública 
6  por  acta  judicial  en  el  mismo  espediente 

7<»  El  arrendatario  ó  sub -arrendatario  puede  sub-arrendar  á  su 
¥ex  6  ced^v  el  contrato,  en  virtud  de  los  arta.  31  f  93  del  título 
de  locación  del  Código  Civil 518 
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